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DIRECTIVA 80/68/CEE RELATIVA A LA PROTECCIÓN DE LAS AGUAS 
SUBTERRÁNEAS CONTRA LA CONTAMINACIÓN CAUSADA POR 

DETERMINADAS SUSTANCIAS PELIGROSAS 

Manual de interpretación y elaboración de informes 

1.   INTRODUCCIÓN 

La Directiva 80/68/CEE tiene por objeto prevenir la contaminación de las aguas 

subterráneas por sustancias que pertenezcan a las familias y grupos de sustancias 

enumeradas en las Listas I y II y reducir o eliminar, en la medida de lo posible, las 

consecuencias de su contaminación actual. 

La Decisión 92/446/CEE que fue modificada por la Decisión 95/337/CE, establece 

la información que los Estados miembros deben remitir a la Comisión Europea 

sobre el cumplimiento de las diversas Directivas relacionadas con la calidad de las 

aguas. En el esquema V del Anexo de dicha Decisión se describe el cuestionario 

que se debe cumplimentar con relación a la Directiva 80/68/CEE. 

Hay que tener en cuenta que la Directiva 80/68/CEE quedará derogada trece años 

después de la fecha de entrada en vigor de la Directiva 2000/60/CE (Art. 22), es 

decir, el 22/12/2013. 

El presente Manual presenta un análisis de la Directiva, destacando los aspectos de 

mayor importancia, con vistas a cumplimentar los cuestionarios de la Decisión 

92/446/CEE. 

También se incluye un breve resumen de la transposición de la Directiva 80/68/CEE 

al derecho español reflejada en:  

- RDL 1/2001, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Aguas (art. 

102. Autorización de vertido en acuíferos y aguas subterráneas) 

- Art. 257-259 del Reglamento del Dominio Público Hidráulico, que desarrolla los 

títulos preliminar I, IV, V VI y VII de la Ley de Aguas, aprobado por el R.D. 

849/1986, modificado por el R.D. 1315/1992 y el R.D. 606/2003. 
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2.   OBJETIVOS DEL MANUAL 

Los principales objetivos del presente manual son los siguientes: 

♦ Sintetizar las obligaciones del Estado Español para cumplir con la Directiva 

80/68/CEE relativa a la protección de las aguas subterráneas contra la 

contaminación causada por determinadas sustancias peligrosas. 

♦ Exponer de una forma concreta y simple la información que se debe remitir a 

la U.E. con relación a las medidas de protección adoptadas durante cada 

trienio y presentarlas según los cuestionarios propuestos por la Decisión 

92/446/CEE. 

♦ Adoptar unos criterios comunes en todas las cuencas con vistas a prevenir y 

controlar la contaminación de las aguas subterráneas por sustancias 

peligrosas. 

♦ Poner de manifiesto quién debe aportar esa información y cuándo debe 

remitirla. 
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3.   INTRODUCCIÓN A LA DIRECTIVA 

Se incluye en el presente capítulo un resumen de los aspectos más importantes de 

la Directiva 80/68/CEE y de la Decisión 92/446/CEE.  

 

3.1.   Resumen de la Directiva 

La Directiva 80/68/CEE surge como consecuencia del Art. 4 de la Directiva 

76/464/CEE que prevé la aplicación de una Directiva específica relativa a las aguas 

subterráneas. Ambas tienen en común la protección de las aguas frente a las 

sustancias peligrosas. Por otro lado, se diferencian principalmente en dos puntos: 

♦ Vertidos permisibles 

En la Directiva sobre aguas superficiales, por tratarse de un recurso renovable, 

se permite el vertido de sustancias de las Listas I y II, siempre que se respeten 

unos estándares de emisión y, además, se respeten unos objetivos o normas de 

calidad según las Directivas IPPC∗ y MARCO ∗ ∗ en el cauce. 

En la Directiva 80/68/CEE sobre aguas subterráneas, por tratarse de un recurso 

de lenta renovación, se prohibe con carácter general el vertido directo – 

inyección en un acuífero – de sustancias de Lista I y se prohiben las acciones 

de eliminación o depósito que puedan ocasionar un vertido indirecto de estas 

sustancias. Por estas razones, y para sustancias de Lista I, no se contemplan 

en aguas subterráneas objetivos de calidad ni sustancias individualizadas, 

puesto que la emisión que se admite es siempre cero.  

Para sustancias de la Lista II la Directiva 80/68/CEE no prohíbe el vertido, solo 

prescribe la necesidad de una autorización que limite el vertido, evitando la 

contaminación.  

                                                 

∗ IPPC = Directiva 96/61/CE del Consejo de 24 de septiembre de 1996 relativa a la prevención y al control 
integrados de la contaminación 
∗∗ MARCO = Directiva 2000/60/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de octubre de 2000, por la que 
se establece un marco comunitario de actuación en el ámbito de la política de aguas  
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♦ Definición de sustancias de las Listas I y II  

Referente a las sustancias de la Lista I, la Directiva indica en su artículo 4 que los 

Estados miembros deberán tomar las medidas necesarias para: 

♦ Prohibir cualquier vertido directo. 

♦ Someter a una investigación previa las acciones de eliminación o depósito, a 

fin de eliminar las sustancias capaces de ocasionar un vertido indirecto. Dicha 

investigación deberá constar de: un estudio de las condiciones 

hidrogeológicas de la zona afectada, del eventual poder depurador del suelo y 

del subsuelo, de los riesgos de contaminación y de alteración de la calidad de 

las aguas subterráneas por el vertido y determinar si, desde el punto de vista 

medioambiental, el vertido en esas aguas constituye una solución adecuada 

(Art. 7). 

♦ Tomar todas aquellas medidas adecuadas que se juzguen necesarias, con 

vistas a evitar cualquier vertido indirecto, debido a acciones efectuadas sobre 

o dentro del suelo que no sean las de eliminación o depósito. 

Sin embargo, pueden autorizarse vertidos a las aguas subterráneas con sustancias 

de la Lista I en los siguientes casos:  

♦ Vertidos directos en aguas subterráneas, las cuales, en una investigación 

previa, se compruebe que sean permanentemente inadecuadas para 

cualquier uso y en particular para usos domésticos y agrícolas y siempre que 

la presencia de las mismas no obstaculice la explotación de los recursos del 

suelo. Estas autorizaciones sólo podrán concederse, si se hubieran respetado 

todas las precauciones técnicas, a fin de que dichas sustancias no puedan 

llegar a otros sistemas acuáticos o dañar otros ecosistemas (Art. 4.2). 

♦ Vertidos debidos a reinyección en la misma capa de aguas de uso 

geotérmico, de aguas extraídas de minas y de canteras o de aguas 

bombeadas en determinados trabajos de ingeniería civil, previa investigación 

(Art. 4.3). 

Para sustancias de la Lista II, se someterá a una investigación previa (igual a la 

descrita anteriormente para las sustancias de lista I): 

- cualquier vertido directo, con objeto de limitarlo. 
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- las acciones de eliminación o de depósito, a fin de eliminar las sustancias 

capaces de ocasionar un vertido indirecto. 

A la luz de los resultados de esta investigación, se podrá conceder una 

autorización, siempre que se cumplan todas las precauciones técnicas para evitar la 

contaminación de las aguas subterráneas por dichas sustancias. 

No obstante lo dispuesto anteriormente, la Directiva permite también que se 

autoricen las recargas artificiales de las aguas subterráneas, para la gestión pública 

de las mismas. Tal autorización se concederá de forma particular caso por caso y 

sólo, si no hubiere riesgo de contaminación de las aguas subterráneas (Art. 6). 

Así pues, en lo referente a las autorizaciones de vertido, la Directiva detalla todos 

los aspectos a considerar, tanto para los vertidos directos, como para las acciones 

de eliminación o depósito capaces de ocasionar un vertido indirecto. De forma 

genérica indica también que las autorizaciones sólo se concederán en el caso de 

que se garantice la vigilancia de las aguas subterráneas y en particular de su 

calidad (Art. 8). 

Estas autorizaciones de vertido sólo se concederán por un período limitado, y serán 

reexaminadas al menos cada cuatro años, pudiéndose prorrogar, modificar o 

revocar (Art. 11). Asimismo, se establece que las autoridades competentes de los 

Estados miembros deben controlar el cumplimiento de las condiciones impuestas 

por las autorizaciones así como la incidencia de los vertidos en las aguas 

subterráneas (Art.13). 

En su Art. 15, la Directiva 80/68/CEE establece que las autoridades competentes de 

los Estados miembros deberán gestionar un inventario de autorizaciones para todos 

los vertidos directos de las sustancias de la Lista I y la Lista II, así como de los 

proyectos de reinyección.  

Por último, cabe destacar que la Directiva 80/68/CEE no es aplicable a (Art. 2): 

♦ Efluentes domésticos que provengan de las viviendas aisladas, no 

conectados a la red de alcantarillado y situadas fuera de las zonas de 

protección de agua destinadas al consumo humano  

♦ Aquellos vertidos que contengan sustancias de las Listas I y II en cantidad y 

concentración suficientemente pequeñas, como para excluir cualquier riesgo 
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de deterioro, presente o futuro, de la calidad de las aguas subterráneas 

receptoras.  

♦ Los vertidos de materias que contengan sustancias radiactivas.  

 

3.2.   Información que solicita el cuestionario de la Decisión 92/446/CEE 

De forma resumida el cuestionario descrito en el esquema V del Anexo de la 

Decisión 92/4467/CEE, solicita la siguiente información: 

♦ Legislación adoptada para trasponer la Directiva. 

♦ Inventario de las autorizaciones a las aguas subterráneas. 

♦ Detalles de las autorizaciones a las aguas subterráneas. 

♦ Listados de emplazamientos que puedan ocasionar vertido indirecto a las 

aguas subterráneas de sustancias peligrosas 

♦ Sistema de control del cumplimiento de las condiciones impuestas por la 

autorización, así como la incidencia de los vertidos en las aguas 

subterráneas. 
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4.   ANÁLISIS DE LA TRANSPOSICIÓN DE LA DIRECTIVA 80/68/CEE 

El Reglamento del Dominio Público Hidráulico1, hace referencia en los artículos 

257, 258 y 259 a los vertidos de sustancias peligrosas a las aguas subterráneas. 

Estos artículos incorporan los siguientes puntos: 

 

4.1.   Vertidos de sustancias peligrosas a las aguas subterráneas (art. 257 del 
Reglamento del Dominio Público Hidráulico) 

Los Organismos de cuenca adoptarán las medidas necesarias para impedir que se 

introduzcan en las aguas subterráneas las sustancias de la lista I, y limitar la 

introducción de las sustancias de la lista II. 

La autoridad competente exigirá, para la autorización de acciones de eliminación, o 

depósito de residuos o productos que pudiesen contener sustancias de la lista I, un 

estudio hidrogeológico previo, con el fin de evitar su introducción en las aguas 

subterráneas. A tal fin, el Organismo de cuenca podrá solicitar informe del Instituto 

Geológico y Minero de España. 

Si se desprendiese de dicho estudio hidrogeológico que las aguas subterráneas en 

las que se prevé el vertido de sustancias de la lista I son inadecuadas de forma 

permanente para cualquier uso, en particular para usos domésticos o agrícolas, se 

podrá autorizar el vertido de dichas sustancias.  

En ningún caso, el vertido de las sustancias podrá obstaculizar la explotación de los 

recursos del suelo. Se exigirá, asimismo que dichas sustancias no puedan llegar a 

otros sistemas acuáticos o dañar otros ecosistemas, para lo cual deberán adoptarse 

las precauciones técnicas necesarias. 

Para limitar la introducción de sustancias de la lista II, se someterá al estudio 

hidrogeológico previo no sólo el vertido directo de dichas sustancias, sino también 

las acciones de eliminación o depósito capaces de ocasionar un vertido indirecto. 
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Se podrá autorizar el vertido cuando el estudio hidrogeológico previo demostrase su 

inocuidad, sin perjuicio de incluir en el condicionado la adopción de las 

precauciones técnicas necesarias. 

Quedan sometidas a autorización las recargas artificiales de acuíferos, que sólo 

podrán otorgarse cuando con ellas no se provoque la contaminación de las aguas 

subterráneas. 

Los vertidos a las aguas subterráneas que no contengan sustancias peligrosas se 

autorizarán de acuerdo con el procedimiento general de autorización de vertido 

regulado en los artículos 245 y siguientes del Reglamento del Dominio Público 

Hidráulico, si bien se exigirá el estudio hidrogeológico previo que demuestre la 

inocuidad del vertido. 

 

4.2 Estudio hidrogeológico (art. 258 del Reglamento del Dominio Público 
Hidráulico) 

El estudio hidrogeológico contemplará, como mínimo: 

♦ Estudio de las características hidrogeológicas de la zona afectada.  

♦ El eventual poder depurador del suelo y subsuelo. 

♦ Los riesgos de contaminación y de alteración de la calidad de las aguas 

subterráneas por el vertido. 

♦ Determinación desde el punto de vista medioambiental, de si el vertido es 

inocuo y constituye una solución adecuada.  

Este estudio estará suscrito por técnico competente y deberá aportarse en la 

declaración de vertido (Formulario nº 8 de la Orden MAM/1873/2004, de 2 de junio, 

por la que se aprueban los modelos oficiales para la declaración de vertido y se 

desarrollan determinados aspectos relativos a la autorización de vertido y 

                                                                                                                                        
1 Real Decreto 849/1986, de 11 de abril, por el que se aprueba el Reglamento del Dominio Público Hidráulico, que 
desarrolla los Títulos Preliminar, I, IV, V, VI y VII de la Ley 29/1985, de 2 de agosto, de Aguas (modificado por el 
Real Decreto 1315/1992 y el Real Decreto 606/2003) 



 

  9 

liquidación del canon de control de vertidos) o ser requerido por el Organismo de 

cuenca cuando se presuma que el vertido puede ocasionar una contaminación de 

las aguas subterráneas. El estudio se incorporará al expediente de autorización de 

vertido, y sobre éste podrá solicitar el Organismo de cuenca informe del Instituto 

Geológico y Minero de España. 

 

4.3.   Condicionado de las autorizaciones de vertido a aguas subterráneas 
(art. 259 del Reglamento del Dominio Público Hidráulico) 

En las autorizaciones de vertido se establecerán las condiciones en que éstos 

deben realizarse, concretando especialmente los extremos siguientes:  

♦ El origen de las aguas residuales y localización geográfica del punto de vertido.  

♦ El caudal y los valores límite de emisión del efluente, determinados con arreglo 

a las siguientes reglas generales:  

o Las características del vertido serán tales que resulten adecuadas para el 

cumplimiento de las normas de calidad ambiental del medio receptor. Se 

podrá establecer una aplicación gradual de aquéllas hasta su completa 

consecución.  

o Se exigirán valores límite de emisión para los parámetros característicos 

de la actividad causante del vertido.  

o Los valores límite de emisión no podrán alcanzarse mediante técnicas de 

dilución.  

♦ Las instalaciones de depuración y evacuación que el Organismo de cuenca 

considere suficientes para cumplir la normativa sobre la calidad del agua del 

medio receptor.  

♦ Las fechas de iniciación y terminación de las obras e instalaciones, fases 

parciales previstas y entrada en servicio de aquéllas, así como las medidas que, 

en caso necesario, se deban adoptar para reducir la contaminación durante el 

plazo de ejecución de aquéllas.  
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♦ Los elementos de control de las instalaciones de depuración y los sistemas de 

medición del caudal y de la toma de muestras, así como la periodicidad en la 

que es obligatorio analizar y acreditar los parámetros y condiciones del vertido, 

así como cualesquiera otras declaraciones y acreditaciones a que venga 

obligado ante el Organismo de cuenca.  

♦ El plazo de vigencia de la autorización.  

♦ El importe del canon de control de vertidos que corresponda en aplicación del 

artículo 113 del texto refundido de la Ley de Aguas, especificando el precio 

unitario y sus componentes.  

♦ Las causas de modificación y revocación de la autorización.  

♦ Las actuaciones y medidas que, en casos de emergencia, deban ser puestas en 

práctica por el titular de la autorización.  

♦ En su caso, el establecimiento de los programas de reducción de la 

contaminación para la progresiva adecuación de las características del vertido a 

los valores límite de emisión, así como sus correspondientes plazos.  

♦ La técnica para llevar a cabo el vertido.  

♦ Las precauciones que resulten indispensables, teniendo en cuenta la naturaleza 

y concentración de las sustancias presentes en los efluentes, las características 

del medio receptor, así como la proximidad de captaciones de agua, y, en 

particular, las de agua potable, termal y mineral.  

♦ La cantidad máxima admisible de una sustancia en los efluentes, así como la 

concentración de dicha sustancia.  

♦ Los dispositivos para controlar los efluentes evacuados en las aguas 

subterráneas 

♦ Las medidas que permitan la vigilancia de las aguas subterráneas y, en 

particular, de su calidad. 

Las autorizaciones de vertido de sustancias peligrosas a las aguas subterráneas se 

otorgarán por un plazo de cuatro años renovables por períodos iguales. 
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En el caso de vertidos a aguas subterráneas transfronterizas, el Organismo de 

cuenca que tramite la autorización lo notificará al Ministerio de Medio Ambiente, a 

fin de que pueda informar a los demás Estados afectados antes de otorgarse la 

autorización. 

 

4.4.   Sustancias peligrosas 

Las sustancias peligrosas a que se refiere el Reglamento del Dominio Público 

Hidráulico son: 

 

4.4.1.   Relación I de sustancias contaminantes  

1. Compuestos organohalogenados y sustancias que puedan dar origen a 

compuestos de esta clase en el medio acuático.  

2. Compuestos organofosfóricos.  

3. Compuestos organoestánnicos.  

4. Sustancias que posean un poder cancerígeno, mutágeno o teratógeno en el 

medio acuático o a través del mismo.  

5. Mercurio y compuestos de mercurio.  

6. Cadmio y compuestos de cadmio.  

7. Aceites minerales e hidrocarburos de origen petrolífero (tanto persistentes 

como no persistentes).  

8. Sustancias sintéticas persistentes que puedan flotar, permanecer en 

suspensión o hundirse causando con ello perjuicio a cualquier utilización de 

las aguas.  

9. Cianuros. 
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4.4.2.   Relación II de sustancias contaminantes  

1. Sustancias que forman parte de las categorías y grupos enumerados en la 

relación I para las que no se hayan fijado límites según el artículo 256 del 

Reglamento de Dominio Público Hidráulico, excepto cuando se trate de 

vertidos a aguas subterráneas.  

2. Sustancias o tipos de sustancias comprendidos en el siguiente apartado y que, 

aun teniendo efectos perjudiciales puedan quedar limitados en zonas 

concretas según las características de las aguas receptoras y su localización.  

3.  

a) Los metaloides y metales siguientes y sus compuestos:  

 1. Cinc.  

 2. Cobre.  

 3. Níquel.  

 4. Cromo.  

 5. Plomo.  

 6. Selenio.  

 7. Arsénico.  

 8. Antimonio.  

 9. Molibdeno.  

 10. Titanio.  

 11. Estaño.  

 12. Bario.  

 13. Berilio.  

 14. Boro.  

 15. Uranio.  
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 16. Vanadio.  

 17. Cobalto.  

 18. Talio.  

 19. Teluro  

 20. Plata.  

b) Biocidas y sus derivados no incluidos en la relación I.  

c) Sustancias que tengan efectos perjudiciales para el sabor y/o el olor de 

productos de consumo humano derivados del medio acuático, así 

como los compuestos susceptibles de originarlos en las aguas.  

d) Compuestos organosilícicos tóxicos o persistentes y sustancias que 

puedan originarlos en las aguas, excluidos los biológicamente 

inofensivos o que dentro del agua se transforman rápidamente en 

sustancias inofensivas.  

e) Compuestos inorgánicos de fósforo y fósforo elemental.  

f) Fluoruros.  

g) Sustancias que influyen desfavorablemente en el balance de oxígeno, 

especialmente las siguientes:  

 Amoníaco.  

 Nitritos.  
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5.   RESUMEN DE LAS OBLIGACIONES DE LA DIRECTIVA 80/68/CEE Y 
ORGANISMOS IMPLICADOS 

En el siguiente Cuadro nº 1, se hace un resumen de las obligaciones derivadas de 

la aplicación de la Directiva 80/68/CEE. 

 

CUADRO Nº1. OBLIGACIONES DERIVADAS DE LA DIRECTIVA 80/68/CEE 

Requieren autorización 

Autorización 

Lista I, Art. 4 

• Acciones de eliminación o de depósito que tengan como finalidad eliminar dichas 
sustancias, capaces de ocasionar un vertido indirecto (investigación previa). 

• Vertido directo, que solo se autorizará si una investigación previa revelara que las aguas 
subterráneas en las que se prevé el vertido son permanentemente inadecuadas para 
cualquier otro uso, en particular, para los usos domésticos o agrícolas, siempre que la 
presencia de las mismas no obstaculice la explotación de los recursos del suelo. 

• Reinyección en la misma capa, de aguas extraídas de minas y canteras, aguas geotérmicas 
o aguas bombeadas en determinados trabajos de ingeniería civil (investigación previa). 

Autorización 

Lista II, Art. 5 

• Vertido directo (investigación previa). 

• Eliminación o depósito que puedan ocasionar un vertido indirecto (investigación previa). 

Autorización Art. 6 • Recarga artificial de las aguas subterráneas para su gestión pública, si no hubiera riesgo de 
contaminación de las mismas. 

A quién corresponde la Autorización 

Vertidos de aguas 
residuales 

AUTORIZAN LOS ORGANISMOS DE CUENCA 

• Inyección, reinyección y recarga de acuíferos. 

• Eliminación de aguas residuales. 

Residuos 
AUTORIZAN LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS previo informe del Organismo de cuenca 

• Acciones de eliminación o depósito. 

La distinción entre aguas residuales y residuos debe hacerse a la vista de la Ley 10/98 de Residuos 

Información 

Información que 
debe facilitarse a la 

U.E. 

♦ Legislación adoptada para trasponer la Directiva. 

♦ Inventario de las autorizaciones. 

♦ Detalles de las autorizaciones. 

♦ Listados de emplazamientos que puedan ocasionar vertido indirecto a las aguas 
subterráneas de sustancias peligrosas. 

♦ Sistema de control del cumplimiento de las condiciones impuestas por la autorización, así 
como la incidencia de los vertidos en las aguas subterráneas. 

Se excluyen: 

Efluentes domésticos que provengan de viviendas aisladas, vertidos que contengan sustancias de las Listas I y II en 

cantidades y concentraciones muy pequeñas y vertidos de materias que contengan sustancias radiactivas (Art. 2). 
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Obligaciones de los organismos implicados 

• Revisar las autorizaciones de vertido al menos cada 4 años (Art. 11) 

• Controlar el cumplimiento de las condiciones impuestas en las autorizaciones (Art. 13) 

• Control de la incidencia de los vertidos en las aguas subterráneas (Art. 13) 

• Gestión de un inventario de las autorizaciones de vertido otorgadas (Art. 15) 
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6.   CÓMO CUMPLIMENTAR EL CUESTIONARIO DE LA DIRECTIVA 
80/68/CEE 

Para cumplimentar el cuestionario, se incluyen a continuación una serie de tablas 

que han sido completadas a modo de ejemplo. En el Anexo 2 se incorpora un 

modelo de fichas, en el que las tablas aparecen vacías. 

Al pie de cada tabla se incluyen una serie de notas que ayudan a completar la 

información de cada casilla.  

El cuestionario se ha dividido en tres secciones de acuerdo a los siguientes 

contenidos: 

- Cuestionario de la Sección 1: Sustancias de la Lista I. 

- Cuestionario de la Sección 2: Sustancias de la Lista II. 

- Cuestionario de la Sección 3: Requisitos de Control. 

Se exponen a continuación los contenidos de los cuestionarios correspondientes a 

las tres secciones. Los datos que aquí se presentan son ficticios y se incluyen a 

título de ejemplo, con el sólo propósito de ilustrar el contenido de las tablas. 
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6.1.   Sección 1: Sustancias de la Lista I 

 

TABLA S1-1: Legislación adoptada para impedir los vertidos de sustancias de la Lista I a las aguas 
subterráneas 

Organismo de Cuenca: ... 

Referencia Fecha / Publicación Título 

RD 849/1986 (Art. 256 a 
258) BOE Núm.103 del 20/04/86 Reglamento del Dominio Público Hidráulico 

Real Decreto 927/1988 BOE Núm., 209 de 31/08/88 Reglamento de la Administración Pública del Agua y de la 
Planificación Hidrológica 

RD 1315/1992 BOE Núm. 208 del 01/12/92 Modificación parcial del RDPH 

RD 606/2003 BOE 6/06/2003  Modificación del RD 849/1986 

Ley 29/85  BOE Núm. 189 del 08/08/85 Ley de Aguas 

RDL 1/2001 BOE Núm. 176 de 24/07/01 Texto refundido de la Ley de Aguas 

Ley 62/2003 (Art. 129) BOE Núm. 313 de 31/12/03 Ley de medidas fiscales, administrativas y del orden social 

Ley 11/2005 
(Disposición final 

primera) 
BOE Núm. 149 de 23/6/05 Por la que se modifica la Ley 10/2001, de 5 de julio, del Plan 

Hidrológico Nacional. 
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TABLA S1-2: AUTORIZACIONES VIGENTES DE VERTIDOS CON SUSTANCIAS DE LA LISTA I CONCEDIDAS CON ANTERIORIDAD AL PERÍODO CONTEMPLADO 
EN EL INFORME 

Organismo de cuenca: ... 

Autorización Localización geográfica Condiciones de las autorizaciones de vertido  

Organismo 
responsable 
Código (a) 

Fecha (b) Provincia Municipio Lugar 

Descripción resumida 
(c) Sustancias 

contaminantes (d) 

Carga (kg/año) 
 

Concentración 
máxima 

admisible 
(mg/L) 

Control de acuíferos Precauciones adoptadas 
(e) 

C.H. Guadiana 
 

GN-1001 

26/05/95 
(4 años) Huelva Nerva Paraje de 

Zaranda 
Depósito de seguridad 
de Residuos Peligrosos

Residuos peligrosos 
que pueden contener 

sustancias de la Lista I 
-- 

Protocolo de admisión y analítica de 
residuos antes de vertido. 

Barrera geológica artificial impermeable 
en fondo y paredes de 1,5 m. de espesor y 
permeabilidad K< 10E-7 m/s. 

Drenaje y tratamiento de lixiviados 
Red piezométrica de control con 6 puntos 

y controles analíticos semestrales. 

… … … … …     

         

 

Período (f): 1986 - 2001  

(a) Indicar el código numérico asignado al Organismo de cuenca, seguido de tres dígitos, identificativos de la autorización. El orden de numeración deberá ser de menor a mayor. Si no hay 
autorizaciones se deberá indicar simplemente: “En el trienio considerado no ha habido ninguna autorización”. 

(b) Se incluirá la fecha de la autorización y, si fuera posible, el período de validez de la misma entre paréntesis. 

(c) Se facilitará, si fuera posible, una breve descripción de las características del emplazamiento y/o vertido autorizado. 

(d) Indicar las sustancias contaminantes identificadas. 

(e) Indicar si hay control de acuíferos y definir brevemente el sistema y controles realizados. 

(f) Se refiere al período de tiempo desde la entrada en vigor de la normativa hasta el año anterior al trienio al que se refieren los datos del informe (en este ejemplo el informe corresponde al 
trienio 2002-2004). 
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TABLA S1-3: LISTA DE EMPLAZAMIENTOS DE ELIMINACIÓN Y VERTIDO DE RESIDUOS (distintos al S1-2) 

Organismo de cuenca: ... 

Autorización Localización geográfica Condiciones de las autorizaciones de vertido  

Organismo 
responsable 
Código (a) 

Fecha (b) Provincia Municipio Lugar 
Descripción resumida (c) Sustancias 

contaminantes 
(d) 

Carga (kg/año) 
Concentración 

máxima 
admisible (mg/L) 

Control de acuíferos Precauciones adoptadas 
(e) 

Diputación General 
de Aragón 

 
EB-001* 

02/3/97 Huesca Sabiñánigo Sardás Vertedero municipal con 
residuos de HCH HCH -- 

Sellado de vertedero con pantalla perimetral 
e impermeabilización superficial. 

Vertido sobre sustrato margoso 
impermeable 

No existen acuíferos 

… … … … … … … … … 

         

(a) Indicar el código numérico asignado al Organismo de cuenca, seguido de tres dígitos, identificativos de la autorización. El orden de numeración deberá ser de menor a mayor. Si no hay 
autorizaciones se deberá indicar simplemente: “En el trienio considerado no ha habido ninguna autorización”. 

(b) Se incluirá la fecha de la autorización y, si fuera posible, el período de validez de la misma entre paréntesis. 

(c) Se facilitará, si fuera posible, una breve descripción de las características del emplazamiento y/o vertido autorizado. 

(d) Indicar las sustancias contaminantes identificadas. 

(e) Indicar si hay control de acuíferos y definir brevemente el sistema y controles realizados. 

* El emplazamiento figura en el inventario de autorizaciones.  
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TABLA S1-4: LISTA I: AUTORIZACIONES DE VERTIDO EN ACUÍFEROS PERMANENTEMENTE INADECUADOS PARA OTROS USOS (ART. 4-2) 

Organismo de cuenca: ... 

Autorización Localización 

Código (a)  Fecha (b) Provincia Municipio Lugar 
Descripción resumida  (c) Sustancias contaminantes (d) Precauciones adoptadas Control de 

acuíferos (e) 

EB-441 22-01-97 
(4 años) Burgos La Lora Ayoluengo 

− Vertido de aguas residuales de 
explotaciones petrolíferas 

− Inyección en el propio yacimiento 

Hidrocarburos no elaborados 
de origen petrolífero 

− Pozos de reinyección de doble pared. 
− Sin control de acuíferos 

        

        

(a) Indicar el código numérico asignado al Organismo de cuenca (dos dígitos), seguido de otros tres, identificativos de la autorización. El orden de numeración deberá ser de menor a mayor. Si 
no hay autorizaciones se deberá indicar simplemente: En el trienio considerado no ha habido ninguna autorización. 

(b) Se incluirá la fecha de la autorización y, si fuera posible, el período de validez de la misma entre paréntesis. 

(c) Se facilitará, si fuera posible, una breve descripción de las características del emplazamiento y/o vertido autorizado. 

(d) Indicar las sustancias contaminantes identificadas. 

(e) Indicar si hay control de acuíferos y definir brevemente el sistema y controles realizados. 
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TABLA S1- 5: LISTA I: AUTORIZACIONES DE VERTIDOS MEDIANTE REINYECCIÓN (ART. 4-3) 
(GEOTÉRMICAS, DE MINAS Y OTRAS) 

Organismo de cuenca: ... 

Autorización Localización geográfica 

Código (a) Fecha (b) Provincia Municipio Lugar 

EB-221 25/11/00 (4 años) Teruel  Utrillas Algara 

… … … … … 

(a) Indicar el código numérico asignado al Organismo de cuenca (dos letras), seguido de tres dígitos, identificativos de la 
autorización de reinyección. El orden de numeración deberá ser de menor a mayor. Si no hay autorizaciones se deberá 
indicar simplemente: En el trienio considerado no ha habido ninguna autorización 

(b) Se incluirá la fecha de la autorización y, si fuera posible, el período de validez de la misma. 

 

6.2.   Sección 2: Sustancias de la Lista II 

 

TABLA S2-1: Legislación adoptada para limitar la introducción de sustancias de la Lista II en las aguas 
subterráneas 

Organismo de cuenca: ... 

Referencia. Fecha / Publicación Título 

RD 849/1986 (Art. 256 a 258) BOE Núm.103 del 20/04/86 Reglamento del Dominio Público Hidráulico 

Real Decreto 927/1988 BOE Núm., 209 de 31/08/88 Reglamento de la Administración Pública del Agua y de la 
Planificación Hidrológica 

RD 1315/1992 BOE Núm. 208 del 01/12/92 Modificación parcial del Reglamento del Dominio Público 
Hidráulico 

RD 606/2003 BOE 6/06/2003  Modificación del RD 849/1986 

Ley 29/85  BOE Núm. 189 del 08/08/85 Ley de Aguas 

RDL 1/2001 BOE Núm. 176 de 24/07/01 Texto refundido de la Ley de Aguas 

Ley 62/2003 (Art. 129) BOE Núm. 313 de 31/12/03 Ley de medidas fiscales, administrativas y del orden social 

Ley 11/2005 (Disposición 
final primera) BOE Núm. 149 de 23/6/05 Por la que se modifica la Ley 10/2001, de 5 de julio, del 

Plan Hidrológico Nacional. 
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TABLA S2-2: AUTORIZACIONES VIGENTES DE VERTIDO DIRECTO CON SUSTANCIAS DE LA LISTA II CONCEDIDAS CON ANTERIORIDAD AL PERÍODO 
CONTEMPLADO EN EL INFORME 

Organismo de cuenca: ... 

Autorización  Localización geográfica Condiciones de las autorizaciones concedidas 

Código (a) Fecha (b) Provincia Municipio Lugar 

Descripción 
resumida (c) Sustancias 

contaminantes (d)  

Carga (kg/año) 

y Concentración 
(mg/L) 

Precauciones adoptadas Control de acuíferos (e) 

EB-124 21/01/96 Tarragona Tarragona La Riera Vertedero de 
residuos 

industriales 

Cr 1 kg/año 

0,050 mg/L 

− Impermeabilización 
− Control y recogida de lixiviado 
− Control de acuífero en campaña trimestral 

… … … … … … … … … 

 

Período (f) 1986 - 2001  Número de solicitudes de autorización, presentadas con anterioridad al período contemplado en el Informe, con el fin de eliminar 
materiales que podrían producir una descarga indirecta de una o varias sustancias enumeradas en la Lista II: 0 

(a) Indicar el código numérico asignado al Organismo de cuenca (dos dígitos), seguido de otros tres, identificativos de la autorización. El orden de numeración deberá ser de menor a mayor. Si 
no hay autorizaciones se deberá indicar simplemente: “En el período considerado no ha habido ninguna autorización”. 

(b) Se incluirá la fecha de la autorización y, si fuera posible, el período de validez de la misma entre paréntesis. 
(c) Se facilitará, si fuera posible, una breve descripción de las características del emplazamiento autorizado. 
(d) Indicar las sustancias contaminantes identificadas. 
(e) Indicar si hay control de acuíferos y definir brevemente el sistema y controles realizados. 
(f) Se refiere al período de tiempo desde la entrada en vigor de la normativa hasta el año anterior al trienio al que se refieren los datos del informe (en este ejemplo el informe corresponde al 

trienio 2002-2004). 
 



 

 23 

 

TABLA S2-3: LUGARES DE LAS AUTORIZACIONES DE VERTIDO DIRECTO CON SUSTANCIAS DE LA LISTA II CONCEDIDAS DURANTE EL PERÍODO 
CONTEMPLADO EN EL INFORME 

Organismo de cuenca: ... 

Autorización Localización geográfica Condiciones de las autorizaciones concedidas 

Código Fecha (a) Provincia Municipio Lugar 
Descripción resumida (b) 

Sustancias 
contaminantes (c) 

Carga (kg/año) 
Concentración 

máxima admisible 
(mg/L) 

Precauciones adoptadas 
Control de acuíferos (d) 

EB-2003* 22/05/96 Teruel Calamedia El Pinar Tenería Cr 
1 kg/año 

0,050 mg/L 

Control periódico de 
efluentes 

.. … … … … … … … … 

 

Número de solicitudes de autorización presentadas con el fin de eliminar materiales que podrían producir una descarga indirecta de una o varias 
sustancias enumeradas en la Lista II: 4 

(a) Se incluirá la fecha de la autorización y, si fuera posible, el período de validez de la misma entre paréntesis. 

(b) Se facilitará, si fuera posible, una breve descripción de las características del emplazamiento autorizado. 

(c) Indicar las sustancias contaminantes identificadas. 

(d) Indicar si hay control de acuíferos. 

* El emplazamiento figura en el inventario de autorizaciones  
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TABLA S2-4: AUTORIZACIONES CONCEDIDAS DE RECARGA ARTIFICIAL DE ACUÍFEROS (ART. 6) CONCEDIDAS CON ANTERIORIDAD AL PERÍODO 
CONTEMPLADO EN EL INFORME 

Organismo de cuenca: ... 

Autorización Localización geográfica 

Código (a) Fecha (b) Provincia Municipio Lugar  
Breve descripción y origen del agua utilizada en la recarga (c) 

EB-001 
12/4/1999 

(4 años) 
Logroño Nájera Huertas de San Juan 

Balsas de recarga artificial (superficie de 2,5 ha) en el aluvial del río Oja utilizadas en 
período de invierno/primavera con aguas procedentes del propio río. Antes de su 
infiltración se procede a un pretratamiento con desbaste de gruesos, desarenado y 
decantación de finos en balsas de decantación y desinfección (cloración). 

… … … … … … 

 

Número de solicitudes presentadas con anterioridad al período de contemplado en el informe 8 período (d): 1986 - 2001  

(a) Indicar el código numérico asignado al Organismo de cuenca (dos letras), seguido de otros tres, identificativos de la autorización. El orden de numeración deberá ser de menor a mayor. 

(b) Se incluirá la fecha de la autorización y, si fuera posible, el período de validez de la misma entre paréntesis. 

(c) Se facilitará el origen del agua utilizada en la recarga. 

(d) Se refiere al período de tiempo desde la entrada en vigor de la normativa hasta el año anterior al trienio al que se refieren los datos del informe. 
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6.3.   Sección 3: Requisitos de control 

De acuerdo con lo establecido en el artículo 13 de la Directiva 80/68/CEE, se debe 

adoptar un sistema para controlar el cumplimiento de las condiciones impuestas por 

las autorizaciones, así como la incidencia de los vertidos en las aguas subterráneas. 
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TABLA S3-1: DESCRIPCIÓN DEL SISTEMA DE CONTROL DEL CUMPLIMIENTO DE LAS CONDICIONES IMPUESTAS POR LAS AUTORIZACIONES, ASÍ COMO LA 
INCIDENCIA DE LOS VERTIDOS EN LA CALIDAD DE LAS AGUAS SUBTERRÁNEAS  

Organismo de cuenca: ... 

Red Nº Nombre Nº estaciones Parámetros analizados Frecuencias de 
muestreo Resultados Observaciones 

EB-001 Red de control de sustancias 
peligrosas 16 Cr, Cd, Pb, Zn, Ni 

Variable  

Semestral 

Anual 

No se han detectado problemas de 
contaminación en los puntos 

muestreados 
-- 

       

 

 



 

 

ANEXOS 

 

 





 

 

ANEXO 1:  

ORGANISMOS RESPONSABLES DE CUMPLIMENTAR LOS INFORMES 

Y PLAZOS DE ENTREGA 

 





 

 

ORGANISMOS RESPONSABLES DE CUMPLIMENTAR LOS INFORMES 

Los organismos responsables de cumplimentar los cuestionarios son las respectivas 

Confederaciones Hidrográficas para las 8 cuencas intercomunitarias del territorio 

español, la Generalitat de Cataluña para las cuencas intracomunitarias de Cataluña, la 

Xunta de Galicia para las cuencas intracomunitarias de Galicia, el Gobierno Vasco 

para las cuencas intracomunitarias del País Vasco, la Comunidad Autónoma de 

Baleares para las Islas Baleares y la Comunidad Autónoma de Canarias para las Islas 

Canarias y la Junta de Andalucía para la Cuenca Mediterránea Andaluza. 

Los códigos de los distintos Organismos de cuenca son los siguientes: 

NO - Confederación Hidrográfica del Norte 

DU - Confederación Hidrográfica del Duero 

TA - Confederación Hidrográfica del Tajo 

GU - Confederación Hidrográfica del Guadiana 

GV - Confederación Hidrográfica del Guadalquivir 

S - Confederación Hidrográfica del Segura 

JU - Confederación Hidrográfica del Júcar 

EB - Confederación Hidrográfica del Ebro 

CC - Cuencas Internas de Cataluña (Agencia Catalana del Agua) 

GC - Galicia Costa (Aguas de Galicia) 

PV - País Vasco (Departamento de Ordenación del Territorio y Medio Ambiente, 

Dirección de Aguas) 

BA - Baleares (Dirección General de Recursos Hídricos, Servicio de 

Saneamiento y Calidad de las Aguas) 

CA - Canarias (Consejería de Infraestructuras, Transportes y Vivienda, 

Dirección General de Aguas) 

CAM - Cuenca Mediterránea Andaluza (Agencia Andaluza del Agua) 

Los códigos de la Comunidades Autónomas son los siguientes: 

AR - Aragón 

IC - Canarias 

CE - Ceuta 

EX - Extremadura 

IB - Islas Baleares 

LR - La Rioja 



 

 

CL - Castilla y León 

MA - Madrid 

ME - Melilla 

NA - Navarra 

VA - Valencia 

CN - Cantabria 

CT - Cataluña 

AN - Andalucía 

LM - Castilla-La Mancha 

GA - Galicia 

EU - País Vasco 

AS - Asturias 

MU - Murcia 

 

PLAZOS DE ENTREGA 

El informe debe ser remitido a la Comisión Europea en el plazo de nueve meses a 

partir de la finalización del período de tres años que abarque (Art.5 de Directiva 

91/692/CEE). 

Para facilitar esta tarea, los Organismos responsables deberán remitir a la Dirección 

General del Agua del Ministerio de Medio Ambiente, los informes correspondientes a 

su ámbito en el plazo de cinco meses a partir de la finalización del período de tres 

años correspondiente. 

 



 

 

ANEXO 2:  

MODELO DE FICHA 

 





 

 

  

 

 

INFORME TRIENAL RELATIVO A LA 
DIRECTIVA 80/68/CEE 

CUESTIONARIO V DEL ANEXO DE LA 
DECISIÓN 92/446/CEE 

 

 

COMISIÓN EUROPEA 

 

 

ORGANISMO DE CUENCA … … … 

 

 

PERÍODO:    …   …   … 

 

Ministerio de Medio Ambiente 

Secretaría General para el Territorio y la Biodiversidad 
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ORGANISMO RESPONSABLE DE LA ELABORACIÓN DEL INFORME 
 
 
 

Nombre del 
Organismo 

 

Dirección 

 

Persona 
responsable 
del informe 

 

Teléfono 
 

Fax 
 

E-Mail 
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TABLA S1-1: Legislación adoptada para impedir los vertidos de sustancias de la Lista I a las aguas 
subterráneas 

Organismo de cuenca: ... 

Referencia Fecha / Publicación Título 

RD 849/1986 (Art. 256 a 258) BOE Núm.103 del 20/04/86 Reglamento del Dominio Público Hidráulico 

Real Decreto 927/1988 BOE Núm., 209 de 31/08/88 Reglamento de la Administración Pública del Agua y de la 
Planificación Hidrológica 

RD 1315/1992 BOE Núm. 208 del 01/12/92 Modificación parcial del Reglamento del Dominio Público 
Hidráulico 

RD 606/2003 BOE 6/06/2003  Modificación del RD 849/1986 

Ley 29/85  BOE Núm. 189 del 08/08/85 Ley de Aguas 

RDL 1/2001 BOE Núm. 176 de 24/07/01 Texto refundido de la Ley de Aguas 

Ley 62/2003 (Art. 129) BOE Núm. 313 de 31/12/03 Ley de medidas fiscales, administrativas y del orden social 

Ley 11/2005 (Disposición 
final primera) BOE Núm. 149 de 23/6/05 Por la que se modifica la Ley 10/2001, de 5 de julio, del 

Plan Hidrológico Nacional. 
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TABLA S1-2: AUTORIZACIONES VIGENTES DE VERTIDOS CON SUSTANCIAS DE LA LISTA I CONCEDIDAS CON ANTERIORIDAD AL PERÍODO CONTEMPLADO 
EN EL INFORME 

Organismo de cuenca: ... 

Autorización Localización geográfica Condiciones de las autorizaciones de vertido  

Organismo 
responsable 
Código (a) 

Fecha (b) Provincia Municipio Lugar 

Descripción resumida 
(c) Sustancias 

contaminantes (d) 

Carga (kg/año) 
Concentración 

máxima 
admisible 

(mg/L) 

Control de acuíferos Precauciones adoptadas 
(e) 

         

         

         

 

Período (f):  

(a) Indicar el código numérico asignado al Organismo de cuenca, seguido de tres dígitos, identificativos de la autorización. El orden de numeración deberá ser de menor a mayor. Si no hay 
autorizaciones se deberá indicar simplemente: “En el trienio considerado no ha habido ninguna autorización”. 

(b) Se incluirá la fecha de la autorización y, si fuera posible, el período de validez de la misma entre paréntesis. 

(c) Se facilitará, si fuera posible, una breve descripción de las características del emplazamiento y/o vertido autorizado. 

(d) Indicar las sustancias contaminantes identificadas. 

(e) Indicar si hay control de acuíferos y definir brevemente el sistema y controles realizados. 

(f) Se refiere al período de tiempo desde la entrada en vigor de la normativa hasta el año anterior al trienio al que se refieren los datos del informe. 
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TABLA S1-3: LISTA DE EMPLAZAMIENTOS DE ELIMINACIÓN Y VERTIDO DE RESIDUOS (distintos al S1-2) 

Organismo de cuenca: ... 

Autorización Localización geográfica Condiciones de las autorizaciones de vertido  

Organismo 
responsable 
Código (a) 

Fecha (b) Provincia Municipio Lugar 
Descripción resumida (c) Sustancias 

contaminantes 
(d) 

Carga (kg/año) 
Concentración 

máxima 
admisible (mg/L) 

Control de acuíferos Precauciones adoptadas 
(e) 

         

         

         

(a) Indicar el código numérico asignado al Organismo de cuenca, seguido de tres dígitos, identificativos de la autorización. El orden de numeración deberá ser de menor a mayor. Si no hay 
autorizaciones se deberá indicar simplemente: “En el trienio considerado no ha habido ninguna autorización”. 

(b) Se incluirá la fecha de la autorización y, si fuera posible, el período de validez de la misma entre paréntesis. 

(c) Se facilitará, si fuera posible, una breve descripción de las características del emplazamiento y/o vertido autorizado. 

(d) Indicar las sustancias contaminantes identificadas. 

(e) Indicar si hay control de acuíferos y definir brevemente el sistema y controles realizados. 
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TABLA S1-4: LISTA I: AUTORIZACIONES DE VERTIDO EN ACUÍFEROS PERMANENTEMENTE INADECUADOS PARA OTROS USOS (ART. 4-2) 

Organismo de cuenca: ... 

Autorización Localización 

Código (a)  Fecha (b) Provincia Municipio Lugar 
Descripción resumida  (c) Sustancias contaminantes (d) Precauciones adoptadas Control de 

acuíferos (e) 

        

        

        

(a) Indicar el código numérico asignado al Organismo de cuenca (dos dígitos), seguido de otros tres, identificativos de la autorización. El orden de numeración deberá ser de menor a mayor. Si 
no hay autorizaciones se deberá indicar simplemente: En el trienio considerado no ha habido ninguna autorización. 

(b) Se incluirá la fecha de la autorización y, si fuera posible, el período de validez de la misma entre paréntesis. 

(c) Se facilitará, si fuera posible, una breve descripción de las características del emplazamiento y/o vertido autorizado. 

(d) Indicar las sustancias contaminantes identificadas. 

(e) Indicar si hay control de acuíferos y definir brevemente el sistema y controles realizados. 
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TABLA S1- 5: LISTA I: AUTORIZACIONES DE VERTIDOS MEDIANTE REINYECCIÓN (ART. 4-3) 
(GEOTÉRMICAS, DE MINAS Y OTRAS) 

Organismo de cuenca: ... 

Autorización Localización geográfica 

Código (a) Fecha (b) Provincia Municipio Lugar 

     

     

(a) Indicar el código numérico asignado al Organismo de cuenca (dos letras), seguido de tres dígitos, identificativos de la 
autorización de reinyección. El orden de numeración deberá ser de menor a mayor. Si no hay autorizaciones se deberá 
indicar simplemente: En el trienio considerado no ha habido ninguna autorización 

(b) Se incluirá la fecha de la autorización y, si fuera posible, el período de validez de la misma. 
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TABLA S2-1: Legislación adoptada para limitar la introducción de sustancias de la Lista II en las aguas 
subterráneas 

Organismo de cuenca: ... 

Referencia Fecha / Publicación Título 

RD 849/1986 (Art. 256 a 258) BOE Núm.103 del 20/04/86 Reglamento del Dominio Público Hidráulico 

Real Decreto 927/1988 BOE Núm. 209 de 31/08/88 Reglamento de la Administración Pública del Agua y de la 
Planificación Hidrológica 

RD 1315/1992 BOE Núm. 208 del 01/12/92 Modificación parcial del Reglamento del Dominio Público 
Hidráulico 

RD 606/2003 BOE 6/06/2003  Modificación del RD 849/1986 

Ley 29/85  BOE Núm. 189 del 08/08/85 Ley de Aguas 

RDL 1/2001 BOE Núm. 176 de 24/07/01 Texto refundido de la Ley de Aguas 

Ley 62/2003 (Art. 129) BOE Núm. 313 de 31/12/03 Ley de medidas fiscales, administrativas y del orden social 

Ley 11/2005 (Disposición 
final primera) BOE Núm. 149 de 23/6/05 Por la que se modifica la Ley 10/2001, de 5 de julio, del 

Plan Hidrológico Nacional. 
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TABLA S2-2: AUTORIZACIONES VIGENTES DE VERTIDO DIRECTO CON SUSTANCIAS DE LA LISTA II CONCEDIDAS CON ANTERIORIDAD AL PERÍODO 
CONTEMPLADO EN EL INFORME 

Organismo de cuenca: ... 

Autorización  Localización geográfica Condiciones de las autorizaciones concedidas 

Código (a) Fecha (b) Provincia Municipio Lugar 

Descripción 
resumida (c) Sustancias 

contaminantes (d)  
Carga (kg/año) y 
Concentración 

(mg/L) 
Precauciones adoptadas Control de acuíferos (e) 

         

         

 

Período (f):  Número de solicitudes de autorización, presentadas con anterioridad al período contemplado en el Informe, con el fin de eliminar 
materiales que podrían producir una descarga indirecta de una o varias sustancias enumeradas en la Lista II:  

(a) Indicar el código numérico asignado al Organismo de cuenca (dos dígitos), seguido de otros tres, identificativos de la autorización. El orden de numeración deberá ser de menor a mayor. Si 
no hay autorizaciones se deberá indicar simplemente: “En el período considerado no ha habido ninguna autorización”. 

(b) Se incluirá la fecha de la autorización y, si fuera posible, el período de validez de la misma entre paréntesis. 
(c) Se facilitará, si fuera posible, una breve descripción de las características del emplazamiento autorizado. 
(d) Indicar las sustancias contaminantes identificadas. 
(e) Indicar si hay control de acuíferos y definir brevemente el sistema y controles realizados. 
(f) Se refiere al período de tiempo desde la entrada en vigor de la normativa hasta el año anterior al trienio al que se refieren los datos del informe. 
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TABLA S2-3: LUGARES DE LAS AUTORIZACIONES DE VERTIDO DIRECTO CON SUSTANCIAS DE LA LISTA II CONCEDIDAS DURANTE EL PERÍODO 
CONTEMPLADO EN EL INFORME 

Organismo de cuenca: ... 

Autorización Localización geográfica Condiciones de las autorizaciones concedidas 

Código Fecha (a) Provincia Municipio Lugar 
Descripción resumida (b) 

Sustancias 
contaminantes (c) 

Carga (kg/año) 
Concentración 

máxima admisible 
(mg/L) 

Precauciones adoptadas 
Control de acuíferos (d) 

         

         

 

Número de solicitudes de autorización presentadas con el fin de eliminar materiales que podrían producir una descarga indirecta de una o varias 
sustancias enumeradas en la Lista II:  

(a) Se incluirá la fecha de la autorización y, si fuera posible, el período de validez de la misma entre paréntesis. 

(b) Se facilitará, si fuera posible, una breve descripción de las características del emplazamiento autorizado. 

(c) Indicar las sustancias contaminantes identificadas. 

(d) Indicar si hay control de acuíferos. 
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TABLA S2-4: AUTORIZACIONES CONCEDIDAS DE RECARGA ARTIFICIAL DE ACUÍFEROS (ART. 6) CONCEDIDAS CON ANTERIORIDAD AL PERÍODO 
CONTEMPLADO EN EL INFORME 

Organismo de cuenca: ... 

Autorización Localización geográfica 

Código (a) Fecha (b) Provincia Municipio Lugar  
Breve descripción y origen del agua utilizada en la recarga (c) 

      

      

 

Número de solicitudes presentadas con anterioridad al período de contemplado en el informe  Período (d):  

(a) Indicar el código numérico asignado al Organismo de cuenca (dos letras), seguido de otros tres, identificativos de la autorización. El orden de numeración deberá ser de menor a mayor. 

(b) Se incluirá la fecha de la autorización y, si fuera posible, el período de validez de la misma entre paréntesis. 

(c) Se facilitará el origen del agua utilizada en la recarga. 

(d) Se refiere al período de tiempo desde la entrada en vigor de la normativa hasta el año anterior al trienio al que se refieren los datos del informe. 
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TABLA S3-1: DESCRIPCIÓN DEL SISTEMA DE CONTROL DEL CUMPLIMIENTO DE LAS CONDICIONES IMPUESTAS POR LAS AUTORIZACIONES, ASÍ COMO LA 
INCIDENCIA DE LOS VERTIDOS EN LA CALIDAD DE LAS AGUAS SUBTERRÁNEAS  

Organismo de cuenca: ... 

Red Nº Nombre Nº estaciones Parámetros analizados Frecuencias de 
muestreo Resultados Observaciones 

       

       

 

 





 

 

ANEXO 3: 

TEXTO CONSOLIDADO DE LA DIRECTIVA 80/68/CEE 
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▼B
DIRECTIVA DEL CONSEJO

de 17 de diciembre de 1979

relativa a la protección de las aguas subterráneas contra la conta-
minación causada por determinadas sustancias peligrosas

(80/68/CEE)

EL CONSEJO DE LAS COMUNIDADES EUROPEAS,

Visto el Tratado contitutivo (SIC! constitutivo) de la Comunidad
Económica Europea y, en particular, sus artículos 100 y 235,

Vista la propuesta de la Comisión (1),

Visto el dictamen del Parlamento Europeo (2),

Visto el dictamen del Comité económico y social (3)

Considerando que es necesaria una acción para proteger las aguas
subterráneas de la Comunidad contra la contaminación, en particular,
la causada por ciertas sustancias tóxicas, persistentes y bioacumulables;

Considerando que el Programa de acción de las Comunidades Europeas
en materia de medio ambiente de 1973 (4), completado por el de
1977 (5), prevé un determinado número de medidas con vistas a
proteger las aguas subterráneas de ciertos contaminantes;

Considerando que la Directiva 76/464/CEE del Consejo, de 4 de mayo
de 1976, relativa a la contaminación causada por determinadas sustan-
cias peligrosas vertidas en el medio acuático de la Comunidad (6), prevé
en su artículo 4 la aplicación de una directiva específica relativa a las
aguas subterráneas;

Considerando que una disparidad entre las disposiciones ya aplicables o
en curso de preparación en los distintos Estados miembros en lo que se
refiere al vertido de ciertas sustancias peligrosas en las aguas subterrá-
neas podría crear condicines (SIC! condiciones) de competencia
desiguales y tener, en tal caso, una incidencia directa sobre el funcio-
namiento del mercado común; que, por lo tanto, conviene proceder en
este ámbito a la aproximación de las legislaciones prevista en el
artículo 100 del Tratado;

Considerando que parece necesario acompañar esta aproximación de
las legislaciones con una acción de la Comunidad en el ámbito de la
protección del medio y de la mejora de la calidad de la vida; que
conviene, por lo tanto, prever a tal fin ciertas disposiciones específicas;
que dado que el Tratado no ha previsto los poderes de acción reque-
ridos a tal fin, conviene recurrir al artículo 235 del Tratado;

Considerando que conviene excluir del ámbito de aplicación de la
presente Directiva, por una parte, los vertidos de efluentes domésticos
procedentes de ciertas viviendas aisladas y, por otra, los vertidos que
contengan sustancias de las listas I o II en cantidades y concentraciones
muy pequeñas, debido a su escaso riesgo de contaminación y a la difi-
cultad para establecer un control sobre dichos vertidos; que conviene
excluir, además, los vertidos de materiales que contengan sustancias
radiactivas, que serán objeto de una reglamentación comunitaria especí-
fica;
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Considerando que para garantizar una protección eficaz de las aguas
subterráneas de la Comunidad, es necesario impedir el vertido de
sustancias de la lista I y limitar el vertido de sustancias de la lista II;

Considerando que es preciso distinguir entre, por una parte, los vertidos
directos de sustancias peligrosas en las aguas subterráneas y, por otra,
las acciones que puedan tener como resultado un vertido indirecto de
dichas sustancias;

Considerando que, a excepción de los vertidos directos de sustancias de
la lista I, que están prohibidos a priori, todo vertido debe estar some-
tido a un régimen de autorización; que dicha autorización sólo puede
concederse después de una investigación del medio receptor;

Considerando que es preciso prever excepciones al régimen de prohibi-
ción de vertido en las aguas subterráneas de sustancias de la lista I,
después de una investigación del medio receptor y con autorización
previa, si el vertido se efectuare en aguas subterráneas que son, en
forma constante, inadecuadas para cualquier otro uso, en particular,
para usos domésticos o agrícolas;

Considerando que es, conveniente someter a un régimen específico las
recargas artificiales de las aguas subterráneas destinadas al abasteci-
miento de agua de las poblaciones;

Considerando que es preciso que las autoridades competentes de los
Estados miembros controlen el cumplimiento de las condiciones
impuestas por la autorización, así como la incidencia de los vertidos
en aguas subterráneas;

Considerando que, a los fines de la gestión pública, es importante
llevar un inventario de las autorizaciones de los vertidos de sustancias
de la lista I y de los vertidos directos de sustancias de la lista II, efec-
tuados en las aguas subterráneas, así como un inventario de las
autorizaciones de sobrecargas artificiales de las aguas subterráneas;

Considerando que, en la medida en que la República Helénica se
convierta en miembro de la Comunidad Económica Europea el 1 de
enero de 1981, de conformidad con el Acta relativa a las condiciones
de adhesión de la República Helénica y con las adaptaciones de los
Tratados, parece necesario, en lo que a la misma se refiere, ampliar
de dos a cuatro años el plazo asignado a los Estados miembros para
aplicar las disposiciones legales, reglamentarias y administrativas nece-
sarias para cumplir la presente Directiva, tomando en consideración la
insuficiencia de su infraestructura técnica y administrativa,

HA ADOPTADO LA PRESENTE DIRECTIVA:

Artículo 1

1. La presente Directiva tendrá por objeto prevenir la contaminación
de las aguas subterráneas por sustancias que pertenezcan a las familias
y grupos de sustancias enumerados en la lista I y II del Anexo, en
adelante denominadas «sustancias de las listas I o II», y reducir o
eliminar, en la medida de lo posible, las consecuencias de su contami-
nación actual.

2. Con arreglo a la presente Directiva se entenderá por:

a) «aguas subterráneas» todas las aguas que se encuentren bajo la
superficie del suelo en la zona de saturación y en contacto directo
con el suelo o el subsuelo

b) «vertido directo», la introducción en las aguas subterráneas de
sustancias de las listas I o II sin que se filtren a través del suelo o
del subsuelo;
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c) «vertido indirecto», la introducción en las aguas subterráneas de

sustancias de las listas I o II, filtrándolas a través del suelo o del
subsuelo

d) «contaminación», el vertido de sustancias o de energía efectuada por
el hombre, directa o indirectamente, en las aguas subterráneas y que
tenga consecuencias que puedan poner en peligro la salud humana o
el abastecimiento de agua, dañar los recursos vivos y el sistema
ecológico acuático o perjudicar otros usos legítimos de las aguas.

Artículo 2

La presente Directiva no se aplicará a:

a) los vertidos de efluentes domésticos que provengan de las viviendas
aisladas, no conectadas a una red de alcantarillado y situadas fuera
de las zonas de protección de captación de agua destinada al
consumo humano;

b) los vertidos respecto de los cuales la autoridad competente del
Estado miembro afectado hubiere comprobado que contienen
sustancias de las listas I o II en cantidad y concentración lo sufi-
cientemente pequeñas como para excluir cualquier riesgo de
deterioro, presente o futuro, de la calidad de las aguas subterráneas
receptoras;

c) los vertidos de materias que contengan sustancias radiactivas.

Artículo 3

Los Estados miembros tomarán las medidas necesarias para:

a) impedir la introducción en las aguas subterráneas de sustancias de la
lista I;

b) limitar la introducción en las aguas subterráneas de sustancias de la
lista II con el fin de evitar la contaminación de estas aguas por
dichas sustancias.

Artículo 4

1. A los fines de satisfacer la obligación contemplada en la letra a)
del artículo 3, los Estados miembros:

— prohibirán cualquier vertido directo de sustancias de la lista I,

— someterán a una investigación previa las acciones de eliminación o
de depósito a fin de eliminar dichas sustancias, capaces de
ocasionar un vertido indirecto. A la luz de los resultados de dicha
investigación, los Estados miembros prohibirán dicha acción o
concederán una autorización siempre que se cumplan todas las
precauciones técnicas necesarias para impedir dicho vertido indi-
recto,

— tomarán las medidas adecuadas que juzguen necesarias con vistas a
evitar cualquier vertido indirecto de sustancias de la lista I, debido a
acciones efectuadas sobre o dentro del suelo que no sean las que se
mencionan en el segundo guión. Informarán de ello a la Comisión
la cual, a la luz de dichas informaciones, podrá someter al Consejo
propuestas de revisión de la presente Directiva.

2. Sin embargo, si una investigación previa revelare que las aguas
subterráneas en las que se prevé el vertido de sustancias de la lista I,
son permanentemente inadecuadas para cualquier otro uso, en parti-
cular, para los usos domésticos o agrícolas, los Estados miembros
podrán autorizar el vertido de dichas sustancias, siempre que la
presencia de las mismas no obstaculice la explotación de los recursos
del suelo.

Estas autorizaciones sólo podrán concederse si se hubieren respetado
todas las precauciones técnicas a fin de que dichas sustancias no
puedan llegar a otros sistemas acuáticos o dañar otros ecosistemas.

3. Los Estados miembros, previa investigación, podrán autorizar los
vertidos debidos a la reinyección en la misma capa, de aguas de uso
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geotérmico, de aguas extraidas de minas y de canteras o de aguas
bombeadas en determinados trabajos de ingeniería civil.

Artículo 5

1. Para cumplir la obligación prevista en la letra b) del artículo 3,
los Estados miembros someterán a una investigación previa:

— cualquier vertido directo de sustancias de la lista II, con objeto de
limitar dichos vertidos,

— las acciones de eliminación o de depósito a fin de eliminar dichas
sustancias, capaces de ocasionar un vertido indirecto.

A la luz de los resultados de esta investigación, los Estados miembros
podrán conceder una autorización siempre que se cumplan todas las
precauciones técnicas para evitar la contaminación de las aguas
subterráneas por dichas sustancias.

2. Asimismo, los Estados miembros tomarán todas las medidas
adecuadas que juzgen (SIC! juzguen) necesarias a fin de limitar todo
vertido indirecto de sustancias de la lista II, debido a acciones sobre o
dentro del suelo que no sean las mencionadas en el apartado 1.

Articulo 6

No obstante lo dispuesto en los artículos 4 y 5, las recargas artificiales
de las aguas subterráneas para la gestión pública de las mismas, estarán
sometidas a una autorización particular, que los Estados miembros
concederán caso por caso. Dicha autorización sólo se concederá si no
hubiere riesgo de contaminación de las aguas subterráneas.

Artículo 7

Las investigaciones previas contempladas en los artículos 4 y 5 deberán
constar de un estudio de las condiciones hidrogeológicas de la zona
afectada, del eventual poder depurador del suelo y del subsuelo, de
los riesgos de contaminación y de alteración de la calidad de las aguas
subterráneas por el vertido y determinar si, desde el punto de vista
medioambiental, el vertido en esas aguas constituye una solución
adecuada.

Artículo 8

Las autorizaciones previstas en los artículos 4, 5 y 6, sólo podrán ser
concedidas por las autoridades competentes de los Estados miembros
cuando se compruebe que se garantiza la vigilancia de las aguas
subterráneas y, en particular, de su calidad.

Artículo 9

Cuando se autorice un vertido directo, de conformidad con los apar-
tados 2 y 3 del artículo 4, o con el artículo 5, o cuando se autorice,
de conformidad con el artículo 5, una acción de eliminación de aguas
residuales que ocasionen inevitablemente un vertido indirecto, la auto-
rización deberá establecer, en particular:

— el lugar de vertido,
— la técnica de vertido,
— las precauciones indispensables teniendo en cuenta, en particular, la

naturaleza y concentración de las sustancias presentes en los
efluentes, las características del medio receptor, así como la proxi-
midad de captaciones de agua, en particular, de agua potable,
termal y mineral,

— la cantidad máxima admisible de una sustancia en los efluentes
durante uno o varios períodos determinados y las condiciones apro-
piadas relativas a la concentración de dichas sustancias,

— los dispositivos para controlar los efluentes evacuados en las aguas
subterráneas,

— en caso necesario, las medidas que permitan la vigilancia de las
aguas subterráneas y, en particular, de su calidad.
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Artículo 10

Cuando se autorice una acción de eliminación o de depósito con vistas
a la eliminación, capaz de ocasionar un vertido indirecto, de confor-
midad con los artículos 4 y 5, la autorización deberá establecer, en
particular:

— el lugar de donde se sitúa dicha acción,

— los métodos de eliminación o de depósito utilizados,

— las precauciones indispensables teniendo en cuenta, en particular, la
naturaleza y concentración de las sustancias presentes en las mate-
rias que deba eliminarse o depositarse, las características del medio
receptor, así como la proximidad de captaciones de agua, en parti-
cular, de agua potable, termal y mineral,

— la cantidad máxima admisible, durante uno o varios períodos deter-
minados, de materias que contengan sustancias de las listas I o II y,
de ser posible, de esas mismas sustancias que deban eliminarse o
depositarse, así como las condiciones apropiadas relativas a la
concentración de dichas sustancias,

— en los casos mencionados en el apartado 1 del artículo 4 y en el
apartado 1 del artículo 5, las precauciones técnicas que deberán
aplicarse para impedir cualquier vertido de sustancias de la lista 1
en las aguas subterráneas y para evitar toda contaminación de
dichas aguas por sustancias de la lista II,

— en caso necesario, las medidas que permitan la vigilancia de las
aguas subterráneas y, especialmente, de su calidad.

Artículo 11

Las autorizaciones mencionadas en los artículos 4 y 5 sólo se conce-
derán por un período limitado; las mismas serán reexaminadas al
menos cada cuatro años. Se podrán prorrogar, modificar o revocar.

Artículo 12

1. Si el solicitante de una autorización con arreglo a los artículos 4 ó
5 declarare su incapacidad de cumplir las condiciones establecidas o si
la autoridad competente del Estado miembro afectado comprobare
dicha imposibilidad, se le denegará dicha autorización.

2. Si no se respetaren las condiciones impuestas en una autorización,
la autoridad competente del Estado miembro afectado tomará las
medidas necesarias para hacer que dichas condiciones sean respetadas;
en caso necesario revocará la autorización.

Artículo 13

Las autoridades competentes de los Estados miembros controlarán el
cumplimiento de las condiciones impuestas por las autorizaciones así
como la incidencia de los vertidos en las aguas subterráneas.

Artículo 14

En cuanto a los vertidos de sustancias de las listas I o II, ya existentes
en la fecha de notificación de la presente Directiva, los Estados miem-
bros podrán prever un plazo máximo de cuatro años después de la
entrada en vigor de las disposiciones previstas en el apartado 1 del
artículo 21, a cuya expiración, dichos vertidos deberán atenerse a la
presente Directiva.

Artículo 15

Las autoridades competentes de los Estados miembros llevarán un
inventario de las autorizaciones previstas en el artículo 4 para vertidos
de sustancias de la lista I, de las autorizaciones previstas en el artículo
5 para vertidos directos de sustancias de la lista II y de las autoriza-
ciones previstas en el artículo 6.
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Artículo 16

1. Cada tres años los Estados miembros remitirán a la Comisión
información sobre la aplicación de la presente Directiva, en forma de
informe sectorial que trate asimismo de las demás directivas comunita-
rias pertinentes. Este informe se preparará basándose en un cuestionario
o en un esquema elaborado por la Comisión con arreglo al procedi-
miento establecido en el artículo 6 de la Directiva 91/692/CEE (1).El
cuestionario o el esquema se enviará a los Estados miembros seis
meses antes del comienzo del período cubierto por el informe. El
informe se remitirá a la Comisión en el plazo de nueve meses a partir
de la finalización del período de tres años que cubra.

El primer informe cubrirá el periodo de 1993 a 1995, ambos inclusive.

La Comisión publicará un informe comunitario sobre la aplicación de
la Directiva en un plazo de nueve meses a partir de la recepción de
los informes de los Estados miembros.

2. Las informaciones recabadas en aplicación del presente artículo
sólo podrán utilizarse con el fin para el que fueron solicitadas.

3. La Comisión y las autoridades competentes de los Estados miem-
bros, así como sus funcionarios y otros agentes, no podrán divulgar las
informaciones recogidas en aplicación de la presente Directiva y que,
por su índole, están amparadas por el secreto profesional.

4. Los apartados 2 y 3 no se oponen a la publicación de informa-
ciones generales o de estudios que carezcan de indicaciones
individuales sobre las empresas o asociaciones de empresas.

Artículo 17

En el caso de vertidos en las aguas subterráneas transfronterizas, la
autoridad competente del Estado miembro que prevea la autorización
de dichos vertidos informará a los demás Estados miembros afectados
antes de otorgar una autorización. A instancia de uno de los Estados
miembros afectados y antes de otorgar una autorización, se celebrarán
consultas en las que podrá participar la Comisión.

Artículo 18

La aplicación de las medidas adoptadas nñ virtud de la presente Direc-
tiva, en ningún caso podrá tener por efecto la contaminación directa o
indirecta de las aguas contempladas en el artículo primero.

Artículo 19

Uno o varios Estados miembros podrán, en su caso, adoptar individual
o conjuntamente medidas más estrictas que las previstas en la presente
Directiva.

Artículo 20

El Consejo, a propuesta de la Comisión, revisará y, en caso necesario,
completará las listas I y II, tomando en consideración la experiencia
adquirida y, en su caso, transfiriendo ciertas sustancias de la lista II a
la lista I.

Artículo 21

1. Los Estados miembros aplicarán las disposiciones legales, regla-
mentarias y administrativas necesarias para cumplir la presente
Directiva en un plazo de dos años a partir de su notificación. Infor-
marán de ello inmediatamente a la Comisión.
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Sin embargo, este plazo se ampliará a cuatro años en lo que se refiere a
la República Helénica sin perjuicio de su adhesión el 1 de enero de
1981.

2. Los Estados miembros comunicarán a la Comisión el texto de las
disposiciones básicas de Derecho interno que adopten en el ámbito
regulado por la presente Directiva.

3. Desde la aplicación de las disposiciones previas en el apartado 1
por un Estado miembro, las disposiciones de la Directiva 76/464/CEE,
relativas a las aguas subterráneas dejarán de serle aplicables.

Artículo 22

Los destinatarios de la presente Directiva serán los Estados miembros.
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ANEXO

LISTA I DE FAMILIAS Y GRUPOS DE SUSTANCIAS

La lista I comprende las sustancias individuales que forman parte de las familias
y grupos de sustancias enumerados a continuación, con excepción de las sustan-
cias que se consideren como inadecuadas para la lista I debido a su escaso
riesgo de toxicidad, de persistencia y de bioacumulación.

Aquellas sustancias que respecto de la toxicidad, la persistencia y la bioacumu-
lación son adecuadas para la lista II, deberán ser clasificadas en la lista II.

1. Compuestos organohalogenados y sustancias que puedan originar compuestos
semejantes en el medio acuático.

2. Compuestos organofosforados.

3. Compuestos orgánicos de estaño.

4. Sustancias que posean un poder cancerígeno, mutágeno o teratógeno en el
medio acuático o a través del mismo (1).

5. Mercurio y compuestos de mercurio.

6. Cadmio y compuestos de cadmio.

7. Aceites minerales e hidrocarburos.

8. Cianuros.

LISTA II DE FAMILIAS Y GRUPOS DE SUSTANCIAS

La lista II comprende las sustancias individuales y las categorías de sustancias
que forman parte de las familias y grupos de sustancias que se enumeran a
continuación y que podrían tener un efecto perjudicial en las aguas subterráneas.

1. Los metaloides y los metales siguientes, así como sus compuestos:

1) cinc,

2) cobre,

3) niquel,

4) cromo,

5) plomo,

6) selenio,

7) arsénico,

8) antimonio,

9) molibdeno,

10) titanio,

11) estaño,

12) bario

13) berilio,

14) boro,

15) uranio,

16) vanadio,

17) cobalto,

18) talio,

19) telurio,

20) plata.

2. Biocidas y sus derivados que no figuren en la lista 1.

3. Sustancias que tengan un efecto perjudicial en el sabor y/o el olor de las
aguas subterráneas, así como los compuestos que puedan originar dichas
sustancias en las aguas, volviéndolas no aptas para el consumo humano.

4. Compuestos orgánicos de silicio tóxicos o persistentes y sustancias que
puedan originar dichos compuestos en las aguas, salvo aquellos que sean
biológicamente inocuos o que se transformen rápidamente en el agua en
sustancias inocuas.
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5. Compuestos inorgánicos de fósforo elemental.

6. Fluoruros.

7. Amoníaco y nitritos.
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ANEXO 4: 

TEXTOS CONSOLIDADOS DE TRANSPOSICIÓN DE LA DIRECTIVA ELABORADOS 
POR LA DIRECCIÓN GENERAL DEL AGUA 

• Real Decreto Legislativo 1/2001, de 20 de julio, por el que se aprueba el texto 
refundido de la Ley de Aguas (Titulo V)”, modificado por el art. 129 de la Ley 
62/2003 y por la Disposición final primera de la Ley 11/2005. 

• Real Decreto 849/1986, de 11 de abril, por el que se aprueba el Reglamento del 
Dominio Público Hidráulico, que desarrolla los Títulos preliminar, I, IV, V, VI y VIII 
de la Ley 29/1985, de 2 de agosto, de Aguas” (art. 256 al 259), modificado por el 
Real Decreto 1315/1992 y el Real Decreto 606/2003  





Real Decreto Legislativo 1/2001, de 20 de julio, por el que se aprueba el texto 
refundido de la Ley de Aguas  
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Real Decreto Legislativo 1/2001, de 20 de julio, por el que se aprueba el texto refundido de 
la Ley de Aguas  

B.O.E. 24 Julio 

Rectificado por Corrección de errores (B.O.E. 30 noviembre). 

 

TÍTULO V  

DE LA PROTECCIÓN DEL DOMINIO PÚBLICO HIDRÁULICO Y DE LA CALIDAD DE LAS AGUAS 

Rúbrica del Título V redactada por el apartado veinticuatro del artículo 129 de la Ley 62/2003, de 
30 de diciembre, de medidas fiscales, administrativas y del orden social (B.O.E. 31 diciembre).  

 

CAPÍTULO I  

NORMAS GENERALES 

Artículo 92. Objetivos de la protección.  

Son objetivos de la protección de las aguas y del dominio público hidráulico:  

a) Prevenir el deterioro, proteger y mejorar el estado de los ecosistemas acuáticos, así 
como de los ecosistemas terrestres y humedales que dependan de modo directo de los 
acuáticos en relación con sus necesidades de agua.  

b) Promover el uso sostenible del agua protegiendo los recursos hídricos disponibles y 
garantizando un suministro suficiente en buen estado.  

c) Proteger y mejorar el medio acuático estableciendo medidas específicas para reducir 
progresivamente los vertidos, las emisiones y las pérdidas de sustancias prioritarias, así 
como para eliminar o suprimir de forma gradual los vertidos, las emisiones y las 
pérdidas de sustancias peligrosas prioritarias.  

d) Garantizar la reducción progresiva de la contaminación de las aguas subterráneas y 
evitar su contaminación adicional.  

e) Paliar los efectos de las inundaciones y sequías.  

f) Alcanzar, mediante la aplicación de la legislación correspondiente, los objetivos fijados 
en los tratados internacionales en orden a prevenir y eliminar la contaminación del 
medio ambiente marino.  

g) Evitar cualquier acumulación de compuestos tóxicos o peligrosos en el subsuelo o 
cualquier otra acumulación que pueda ser causa de degradación del dominio público 
hidráulico.  

h) Garantizar la asignación de las aguas de mejor calidad de las existentes en un área o región 
al abastecimiento de poblaciones. 

Artículo 92 redactado por el apartado veinticinco del artículo 129 de la Ley 62/2003, de 30 de 
diciembre, de medidas fiscales, administrativas y del orden social y modificado por la Disposición 
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final primera de la Ley 11/2005, de 22 de junio, por la que se modifica la Ley 10/2001, de 5 de 
julio, del Plan Hidrológico Nacional.  

 

Artículo 92 bis. Objetivos medioambientales.  

1. Para conseguir una adecuada protección de las aguas, se deberán alcanzar los siguientes 
objetivos medioambientales:  

a) Para las aguas superficiales:  

a') Prevenir el deterioro del estado de las masas de agua superficiales.  

b') Proteger, mejorar y regenerar todas las masas de agua superficial con el objeto 
de alcanzar un buen estado de las mismas.  

c') Reducir progresivamente la contaminación procedente de sustancias prioritarias 
y eliminar o suprimir gradualmente los vertidos, las emisiones y las pérdidas de 
sustancias peligrosas prioritarias.  

b) Para las aguas subterráneas:  

a') Evitar o limitar la entrada de contaminantes en las aguas subterráneas y evitar el 
deterioro del estado de todas las masas de agua subterránea.  

b') Proteger, mejorar y regenerar las masas de agua subterránea y garantizar el 
equilibrio entre la extracción y la recarga a fin de conseguir el buen estado de las 
aguas subterráneas.  

c') Invertir las tendencias significativas y sostenidas en el aumento de la 
concentración de cualquier contaminante derivada de la actividad humana con el fin 
de reducir progresivamente la contaminación de las aguas subterráneas.  

c) Para las zonas protegidas: Cumplir las exigencias de las normas de protección que 
resulten aplicables en una zona y alcanzar los objetivos ambientales particulares que en 
ellas se determinen.  

d) Para las masas de agua artificiales y masas de agua muy modificadas: Proteger y 
mejorar las masas de agua artificiales y muy modificadas para lograr un buen potencial 
ecológico y un buen estado químico de las aguas superficiales.  

2. Los programas de medidas especificados en los planes hidrológicos deberán concretar las 
actuaciones y las previsiones necesarias para alcanzar los objetivos medioambientales 
indicados. 

3. Cuando existan masas de agua muy afectadas por la actividad humana o sus condiciones 
naturales hagan inviable la consecución de los objetivos señalados o exijan un coste 
desproporcionado, se señalarán objetivos ambientales menos rigurosos en las condiciones 
que se establezcan en cada caso mediante los planes hidrológicos. 

Artículo 92 bis introducido por el apartado veintiséis del artículo 129 de la Ley 62/2003, de 30 
de diciembre, de medidas fiscales, administrativas y dl orden social.  
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Artículo 92 ter. Estados de las masas de las aguas.  

1. En relación con los objetivos de protección se distinguirán diferentes estados o potenciales en 
las masas de agua, debiendo diferenciarse al menos entre las aguas superficiales, las aguas 
subterráneas y las masas de agua artificiales y muy modificadas. Reglamentariamente se 
determinarán las condiciones técnicas definitorias de cada uno de los estados y potenciales, así 
como los criterios para su clasificación.  

2. En cada demarcación hidrográfica se establecerán programas de seguimiento del estado de 
las aguas que permitan obtener una visión general coherente y completa de dicho estado. Estos 
programas se incorporarán a los programas de medidas que deben desarrollarse en cada 
demarcación. 

Artículo 92 ter introducido por el apartado veintisiete del artículo 129 de la Ley 62/2003, de 30 
de diciembre, de medidas fiscales, administrativas y del orden social.  

 

Artículo 92 quáter. Programas de medidas.  

1. Para cada demarcación hidrográfica se establecerá un programa de medidas en el que se 
tendrán en cuenta los resultados de los estudios realizados para determinar las 
características de la demarcación, las repercusiones de la actividad humana en sus aguas, 
así como el estudio económico del uso del agua en la misma.  

2. Los programas de medidas tendrán como finalidad la consecución de los objetivos 
medioambientales señalados en el artículo 92 bis de esta ley. 

3. Las medidas podrán ser básicas y complementarias:  

a) Las medidas básicas son los requisitos mínimos que deben cumplirse en cada 
demarcación y se establecerán reglamentariamente.  

b) Las medidas complementarias son aquellas que en cada caso deban aplicarse con 
carácter adicional para la consecución de los objetivos medioambientales o para 
alcanzar una protección adicional de las aguas.  

4. El programa de medidas se integrará por las medidas básicas y las complementarias que, 
en el ámbito de sus competencias, aprueben las Administraciones competentes en la 
protección de las aguas. 

Artículo 92 quáter introducido por el apartado veintiocho del artículo 129 de la Ley 62/2003, de 
30 de diciembre, de medidas fiscales, administrativas y del orden social  

 

Artículo 93. Concepto de contaminación.  

Se entiende por contaminación, a los efectos de esta ley, la acción y el efecto de introducir 
materias o formas de energía, o inducir condiciones en el agua que, de modo directo o indirecto, 
impliquen una alteración perjudicial de su calidad en relación con los usos posteriores, con la 
salud humana, o con los ecosistemas acuáticos o terrestres directamente asociados a los 
acuáticos; causen daños a los bienes; y deterioren o dificulten el disfrute y los usos del medio 
ambiente.  



 

4

El concepto de degradación del dominio público hidráulico, a efectos de esta ley, incluye las 
alteraciones perjudiciales del entorno afecto a dicho dominio. 

Artículo 93 redactado por el apartado veintinueve del artículo 129 de la Ley 62/2003, de 30 de 
diciembre, de medidas fiscales, administrativas y del orden social  

 

Artículo 94. Policía de aguas.  

1. La policía de las aguas y demás elementos del dominio público hidráulico, zonas de 
servidumbre y perímetros de protección, se ejercerá por la Administración hidráulica 
competente. 

2. En las cuencas que excedan del ámbito territorial de una Comunidad Autónoma, las 
comisarías de aguas de los Organismos de cuenca ejercerán las siguientes funciones: 

a) La inspección y control del dominio público hidráulico. 

b) La inspección y vigilancia del cumplimiento de las condiciones de concesiones y 
autorizaciones relativas al dominio público hidráulico. 

c) La realización de aforos, información sobre crecidas y control de la calidad de las 
aguas. 

d) La inspección y vigilancia de las obras derivadas de las concesiones y autorizaciones 
de dominio público hidráulico. 

e) La inspección y vigilancia de las explotaciones de todos los aprovechamientos de 
aguas públicas, cualquiera que sea su titularidad y el régimen jurídico al que están 
acogidos. 

f) La dirección de los servicios de guardería fluvial. 

g) En general, la aplicación de la normativa de policía de aguas y cauces. 

3. En el ejercicio de su función, los Agentes Medioambientales destinados en las comisarías de 
aguas de los Organismos de cuenca tienen el carácter de autoridad pública y están 
facultados para: 

a) Entrar libremente en cualquier momento y sin previo aviso en los lugares sujetos a 
inspección y a permanecer en los mismos, con respeto en todo caso a la 
inviolabilidad del domicilio. Al efectuar una visita de inspección, deberán comunicar 
su presencia a la persona inspeccionada o su representante, a menos que 
consideren que dicha comunicación pueda perjudicar el éxito de sus funciones. 

b) Proceder a practicar cualquier diligencia de investigación, examen o prueba que 
consideren necesaria para comprobar que las disposiciones legales se observan 
correctamente. 

c) Tomar o sacar muestras de sustancias y materiales utilizados o en el 
establecimiento, realizar mediciones, obtener fotografías, vídeos, grabación de 
imágenes, y levantar croquis y planos, siempre que se notifique al empresario o a su 
representante. 

4. Los hechos constatados por los funcionarios de la Escala de Agentes Medioambientales que 
se formalicen en las correspondientes actas tendrán presunción de certeza, sin perjuicio de 
las pruebas que en defensa de los respectivos derechos e intereses puedan aportar los 
interesados.  

5. Los Guardas Fluviales realizarán labores de apoyo y asistencia a los Agentes 
Medioambientales en el ejercicio de sus funciones de policía de aguas 
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Artículo 94 redactado de acuerdo con la Disposición final primera de la Ley 11/2005, de 22 de 
junio, por la que se modifica la Ley 10/2001, de 5 de julio, del Plan Hidrológico Nacional. 

 

Artículo 95. Apeo y deslinde de los cauces de dominio público.  

a) El apeo y deslinde de los cauces de dominio público corresponde a la Administración del 
Estado, que los efectuará por los Organismos de cuenca, según el procedimiento que 
reglamentariamente se determine.  

b) El deslinde aprobado declara la posesión y la titularidad dominical a favor del Estado, dando 
lugar al amojonamiento. 

c) La resolución de aprobación del deslinde será título suficiente para rectificar las 
inscripciones del Registro de la Propiedad contradictorias con el mismo, en la forma y 
condiciones que se determinen reglamentariamente, siempre que haya intervenido en el 
expediente el titular registral, conforme a la legislación hipotecaria. Dicha resolución será 
título suficiente, asimismo, para que la Administración proceda a la inmatriculación de los 
bienes de dominio público cuando lo estime conveniente. En todo caso los titulares de los 
derechos inscritos afectados podrán ejercitar las acciones que estimen pertinentes en 
defensa de sus derechos, siendo susceptible de anotación preventiva la correspondiente 
reclamación judicial. 

 

Artículo 96. Zona de servidumbre y policía en embalses superficiales, lagos y lagunas.  

1. Alrededor de los embalses superficiales, el Organismo de cuenca podrá prever en sus 
proyectos las zonas de servicio, necesarias para su explotación.  

2. En todo caso, las márgenes de lagos, lagunas y embalses quedarán sujetas a las zonas de 
servidumbre y policía fijadas para las corrientes de agua. 

 

Artículo 97. Actuaciones contaminantes prohibidas.  

Queda prohibida, con carácter general, y sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 100, toda 
actividad susceptible de provocar la contaminación o degradación del dominio público 
hidráulico, y, en particular:  

a) Acumular residuos sólidos, escombros o sustancias, cualquiera que sea su naturaleza y 
el lugar en que se depositen, que constituyan o puedan constituir un peligro de 
contaminación de las aguas o de degradación de su entorno.  

b) Efectuar acciones sobre el medio físico o biológico afecto al agua, que constituyan o 
puedan constituir una degradación del mismo.  

c) El ejercicio de actividades dentro de los perímetros de protección, fijados en los Planes 
Hidrológicos, cuando pudieran constituir un peligro de contaminación o degradación del 
dominio público hidráulico.  
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Artículo 98. Limitaciones medioambientales a las autorizaciones y concesiones.  

Los Organismos de cuenca, en las concesiones y autorizaciones que otorguen, adoptarán las 
medidas necesarias para hacer compatible el aprovechamiento con el respeto del medio 
ambiente y garantizar los caudales ecológicos o demandas ambientales previstas en la 
planificación hidrológica.  

En la tramitación de concesiones y autorizaciones que afecten al dominio público hidráulico que 
pudieran implicar riesgos para el medio ambiente, será preceptiva la presentación de un informe 
sobre los posibles efectos nocivos para el medio, del que se dará traslado al órgano ambiental 
competente para que se pronuncie sobre las medidas correctoras que, a su juicio, deban 
introducirse como consecuencia del informe presentado. Sin perjuicio de los supuestos en que 
resulte obligatorio, conforme a lo previsto en la normativa vigente, en los casos en que el 
Organismo de cuenca presuma la existencia de un riesgo grave para el medio ambiente, 
someterá igualmente a la consideración del órgano ambiental competente la conveniencia de 
iniciar el procedimiento de evaluación de impacto ambiental. 

 

Artículo 99. Protección de las aguas subterráneas frente a intrusiones de aguas salinas.  

La protección de las aguas subterráneas frente a intrusiones de aguas salinas, de origen 
continental o marítimo, se realizará, entre otras acciones, mediante la limitación de la 
explotación de los acuíferos afectados y, en su caso, la redistribución espacial de las 
captaciones existentes. Los criterios básicos para ello serán incluidos en los Planes 
Hidrológicos de cuenca, correspondiendo al Organismo de cuenca la adopción de las medidas 
oportunas.  

Rúbrica del artículo 99 redactada por el apartado treinta del artículo 129 de la Ley 62/2003, de 
30 de diciembre, de medidas fiscales, administrativas y del orden social  

 

Artículo 99 bis. Registro de Zonas Protegidas.  

1. Para cada demarcación hidrográfica existirá al menos un registro de las zonas que hayan 
sido declaradas objeto de protección especial en virtud de norma específica sobre 
protección de aguas superficiales o subterráneas, o sobre conservación de hábitats y 
especies directamente dependientes del agua.  

2. En el registro se incluirán necesariamente:  

a) Las zonas en las que se realiza una captación de agua destinada a consumo 
humano, siempre que proporcione un volumen medio de al menos 10 metros 
cúbicos diarios o abastezca a más de cincuenta personas, así como, en su caso, 
los perímetros de protección delimitados.  

b) Las zonas que, de acuerdo con el respectivo plan hidrológico, se vayan a destinar 
en un futuro a la captación de aguas para consumo humano.  

c) Las zonas que hayan sido declaradas de protección de especies acuáticas 
significativas desde el punto de vista económico.  

d) Las masas de agua declaradas de uso recreativo, incluidas las zonas declaradas 
aguas de baño.  
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e) Las zonas que hayan sido declaradas vulnerables en aplicación de las normas 
sobre protección de las aguas contra la contaminación producida por nitratos 
procedentes de fuentes agrarias.  

f) Las zonas que hayan sido declaradas sensibles en aplicación de las normas sobre 
tratamiento de las aguas residuales urbanas.  

g) Las zonas declaradas de protección de hábitats o especies en las que el 
mantenimiento o mejora del estado del agua constituya un factor importante de su 
protección.  

h) Los perímetros de protección de aguas minerales y termales aprobados de acuerdo 
con su legislación específica.  

3. Las Administraciones competentes por razón de la materia facilitarán, al organismo de 
cuenca correspondiente, la información precisa para mantener actualizado el Registro de 
Zonas Protegidas de cada demarcación hidrográfica bajo la supervisión del Comité de 
Autoridades Competentes de la demarcación.  

El registro deberá revisarse y actualizarse, junto con la actualización del plan hidrológico 
correspondiente, en la forma que reglamentariamente se determine. 

4. Un resumen del registro formará parte del plan hidrológico de cuenca. 

5. Los instrumentos de ordenación urbanística contendrán las previsiones adecuadas para 
garantizar la no afección de los recursos hídricos de las zonas incluidas en las letras a), b) y 
d) del apartado 2 y los perímetros de protección que al efecto se establezcan por la 
Administración Hidráulica. 

Artículo 99 bis introducido por el apartado treinta y uno del artículo 129 de la Ley 62/2003, de 30 
de diciembre, de medidas fiscales, administrativas y del orden social y ampliado por la 
Disposición final primera de la Ley 11/2005, de 22 de junio, por la que se modifica la Ley 
10/2001, de 5 de julio, del Plan Hidrológico Nacional. 

 

CAPÍTULO II  

DE LOS VERTIDOS 

Capítulo II del Título V estructurado en dos Secciones conforme establece el apartado treinta y 
dos del artículo 129 de la Ley 62/2003, de 30 de diciembre, de medidas fiscales, administrativas 
y del orden social  

 

SECCIÓN 1  

VERTIDOS AL DOMINIO PÚBLICO HIDRÁULICO 

Artículo 100. Concepto.  

1. A los efectos de la presente Ley, se considerarán vertidos los que se realicen directa o 
indirectamente en las aguas continentales, así como en el resto del dominio público 
hidráulico, cualquiera que sea el procedimiento o técnica utilizada. Queda prohibido, con 
carácter general, el vertido directo o indirecto de aguas y de productos residuales 
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susceptibles de contaminar las aguas continentales o cualquier otro elemento del dominio 
público hidráulico, salvo que se cuente con la previa autorización administrativa.  

2. La autorización de vertido tendrá como objeto la consecución de los objetivos 
medioambientales establecidos. Dichas autorizaciones se otorgarán teniendo en cuenta las 
mejores técnicas disponibles y de acuerdo con las normas de calidad ambiental y los límites 
de emisión fijados reglamentariamente. Se establecerán condiciones de vertido más 
rigurosas cuando el cumplimiento de los objetivos medioambientales así lo requiera.  

Número 2 del artículo 100 redactado por el apartado treinta y tres del artículo 129 de la Ley 
62/2003, de 30 de diciembre, de medidas fiscales, administrativas y del orden social.  

3. Cuando se otorgue una autorización o se modifiquen sus condiciones, podrán establecerse 
plazos y programas de reducción de la contaminación para la progresiva adecuación de las 
características de los vertidos a los límites que en ella se fijen. 

4. La autorización de vertido no exime de cualquier otra que sea necesaria, conforme a otras 
leyes para la actividad o instalación de que se trate.  

Téngase en cuenta que el apartado treinta y cuatro del artículo 129 de la Ley 62/2003, de 30 de 
diciembre, de medidas fiscales, administrativas y del orden social, establece que el actual 
apartado tercero y el cuarto del artículo 100 pasan a ser cuarto y quinto; no obstante no procede 
efectuar la citada modificación al no contemplar la redacción correspondiente al apartado 
tercero después de la renumeración.  

 

Artículo 101. Autorización de vertido.  

1. Las autorizaciones de vertidos establecerán las condiciones en que deben realizarse, en la 
forma que reglamentariamente se determine.  

En todo caso, deberán especificar las instalaciones de depuración necesarias y los elementos 
de control de su funcionamiento, así como los límites cuantitativos y cualitativos que se 
impongan a la composición del efluente y el importe del canon de control del vertido definido en 
el artículo 113. 

2. Las autorizaciones de vertido tendrán un plazo máximo de vigencia de cinco años, 
renovables sucesivamente, siempre que cumplan las normas de calidad y objetivos ambientales 
exigibles en cada momento. En caso contrario, podrán ser modificadas o revocadas de acuerdo 
con lo dispuesto en los artículos 104 y 105. 

3. A efectos del otorgamiento, renovación o modificación de las autorizaciones de vertido el 
solicitante acreditará ante la Administración hidráulica competente, en los términos que 
reglamentariamente se establezcan, la adecuación de las instalaciones de depuración y los 
elementos de control de su funcionamiento, a las normas y objetivos de calidad de las aguas. 
Asimismo, con la periodicidad y en los plazos que reglamentariamente se establezcan, los 
titulares de autorizaciones de vertido deberán acreditar ante la Administración hidráulica las 
condiciones en que vierten.  

Los datos a acreditar ante la Administración hidráulica, conforme a este apartado, podrán ser 
certificados por las entidades que se homologuen a tal efecto, conforme a lo que 
reglamentariamente se determine. 
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4. Las solicitudes de autorizaciones de vertido de las Entidades locales contendrán, en todo 
caso, un plan de saneamiento y control de vertidos a colectores municipales. Las Entidades 
locales estarán obligadas a informar a la Administración hidráulica sobre la existencia de 
vertidos en los colectores locales de sustancias tóxicas y peligrosas reguladas por la normativa 
sobre calidad de las aguas. 

 

Artículo 102. Autorización de vertido en acuíferos y aguas subterráneas.  

Cuando el vertido pueda dar lugar a la infiltración o almacenamiento de sustancias susceptibles 
de contaminar los acuíferos o las aguas subterráneas, sólo podrá autorizarse si el estudio 
hidrogeológico previo demostrase su inocuidad.  

 

Artículo 103. Limitaciones a las actuaciones industriales contaminantes.  

Las autorizaciones administrativas sobre establecimiento, modificación o traslado de 
instalaciones o industrias que originen o puedan originar vertidos, se otorgarán condicionadas a 
la obtención de la correspondiente autorización de vertido.  

El Gobierno podrá prohibir, en zonas concretas, aquellas actividades y procesos industriales 
cuyos efluentes, a pesar del tratamiento a que sean sometidos, puedan constituir riesgo de 
contaminación grave para las aguas, bien sea en su funcionamiento normal o en caso de 
situaciones excepcionales previsibles. 

 

Artículo 104. Revisión de las autorizaciones de vertido.  

1. El Organismo de cuenca podrá revisar las autorizaciones de vertido en los siguientes casos:  

a) Cuando sobrevengan circunstancias que, de haber existido anteriormente, habrían 
justificado su denegación o el otorgamiento en términos distintos.  

b) Cuando se produzca una mejora en las características del vertido y así lo solicite el 
interesado.  

c) Para adecuar el vertido a las normas y objetivos de calidad de las aguas que sean 
aplicables en cada momento y, en particular, a las que para cada río, tramo de río, 
acuífero o masa de agua dispongan los Planes Hidrológicos de cuenca.  

2. En casos excepcionales, por razones de sequía o en situaciones hidrológicas extremas, los 
Organismos de cuenca podrán modificar, con carácter general, las condiciones de vertido a 
fin de garantizar los objetivos de calidad. 

 

Artículo 105. Vertidos no autorizados.  

1. Comprobada la existencia de un vertido no autorizado, o que no cumpla las condiciones de 
la autorización, el Organismo de cuenca realizará las siguientes actuaciones:  

a) Incoar un procedimiento sancionador y de determinación del daño causado a la 
calidad de las aguas.  
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b) Liquidará el canon de control de vertido, de conformidad con lo establecido en el 
artículo 113.  

2. Complementariamente, el Organismo de cuenca podrá acordar la iniciación de los 
siguientes procedimientos:  

a) De revocación de la autorización de vertido, cuando la hubiera, para el caso de 
incumplimiento de alguna de sus condiciones.  

Cuando la autorización de vertido en cuencas intercomunitarias se hubiera 
integrado en la autorización ambiental integrada, el organismo de cuenca 
comunicará la revocación mediante la emisión de un informe preceptivo y vinculante 
a la Comunidad Autónoma competente, a efectos de su cumplimiento. 

b) De autorización del vertido, si no la hubiera, cuando éste sea susceptible de 
legalización.  

c) De declaración de caducidad de la concesión de aguas en los casos especialmente 
cualificados de incumplimiento de las condiciones o de inexistencia de autorización, 
de los que resulten daños muy graves en el dominio público hidráulico.  

3. Las revocaciones y declaraciones de caducidad acordadas conforme al apartado anterior no 
darán derecho a indemnización. 

 

Artículo 106. Suspensión de actividades que originan vertidos no autorizados.  

El Gobierno, en el ámbito de sus competencias, podrá ordenar la suspensión de las actividades 
que den origen a vertidos no autorizados, de no estimar más procedente adoptar las medidas 
precisas para su corrección, sin perjuicio de la responsabilidad civil, penal o administrativa en 
que hubieran podido incurrir los causantes de los mismos.  

 

Artículo 107. Explotación de depuradoras por el Organismo de cuenca.  

El Organismo de cuenca podrá hacerse cargo directa o indirectamente, por razones de interés 
general y con carácter temporal, de la explotación de las instalaciones de depuración de aguas 
residuales, cuando no fuera procedente la paralización de las actividades que producen el 
vertido y se derivasen graves inconvenientes del incumplimiento de las condiciones 
autorizadas.En este supuesto, el Organismo de cuenca reclamará del titular de la autorización, 
incluso por vía de apremio:  

a) Las cantidades necesarias para modificar o acondicionar las instalaciones en los 
términos previstos en la autorización.  

b) Los gastos de explotación, mantenimiento y conservación de las instalaciones.  

 

Artículo 108. Empresas de vertido.  

Podrán constituirse empresas de vertido para conducir, tratar y verter aguas residuales de 
terceros. Las autorizaciones de vertido que a su favor se otorguen, incluirán, además de las 
condiciones exigidas con carácter general, las siguientes:  

a) Las de admisibilidad de los vertidos que van a ser tratados por la empresa.  



 

11

b) Las tarifas máximas y el procedimiento de su actualización periódica.  

c) La obligación de constituir una fianza para responder de la continuidad y eficacia de los 
tratamientos.  

La cuantía de la fianza y los efectos que se deriven de la revocación de la autorización se 
determinarán reglamentariamente.  

 



 



Real Decreto 849/1986, de 11 de abril, por el que se aprueba el Reglamento del 
Dominio Público Hidráulico, que desarrolla los Títulos Preliminar, I, IV, V, VI y VII de la 

Ley 29/1985, de 2 de agosto, de Aguas (art. 257-259). 

Modificado por el Real Decreto 606-2003 
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Real Decreto 849/1986, de 11 de abril, por el que se aprueba el Reglamento 
del Dominio Público Hidráulico, que desarrolla los Títulos Preliminar, I, IV, V, 

VI y VII de la Ley 29/1985, de 2 de agosto, de Aguas  

(modificado por el Real Decreto 1315/1992 y el Real Decreto 606/2003) 

 

CAPÍTULO II 

De los vertidos 

SECCIÓN 4 

VERTIDOS A LAS AGUAS SUBTERRÁNEAS 

Artículo 257. Vertidos de sustancias peligrosas a las aguas subterráneas.  

1. Los Organismos de cuenca adoptarán las medidas necesarias para impedir que se 
introduzcan en las aguas subterráneas las sustancias que figuran en la relación I del 
anexo III, así como para limitar la introducción de las sustancias de la relación II del 
mismo anexo.  

2. A efectos de lo previsto en el apartado anterior, se prohíbe el vertido directo de las 
sustancias de dicha relación I. La autoridad competente exigirá para la autorización 
de acciones de eliminación, o depósito de residuos o productos que pudiesen 
contener estas sustancias, un estudio hidrogeológico previo, con el fin de evitar su 
introducción en las aguas subterráneas. A tal fin, el Organismo de cuenca podrá 
solicitar informe del Instituto Geológico y Minero de España. 

3. Con carácter general, si se desprendiese de un estudio hidrogeológico previo que las 
aguas subterráneas en las que se prevé el vertido de sustancias de la citada relación 
I son inadecuadas de forma permanente para cualquier uso, en particular para usos 
domésticos o agrícolas, se podrá autorizar el vertido de dichas sustancias.  

En ningún caso, el vertido de las sustancias podrá obstaculizar la explotación de los 
recursos del suelo. 

Se exigirá asimismo que dichas sustancias no puedan llegar a otros sistemas 
acuáticos o dañar otros ecosistemas, para lo cual deberán adoptarse las 
precauciones técnicas necesarias. 

4. Para limitar la introducción de sustancias de la citada relación II, se someterá al 
estudio hidrogeológico previo no sólo el vertido directo de dichas sustancias, sino 
también las acciones de eliminación o depósito capaces de ocasionar un vertido 
indirecto.  

Se podrá autorizar el vertido cuando el estudio hidrogeológico previo demostrase su 
inocuidad, sin perjuicio de incluir en el condicionado la adopción de las precauciones 
técnicas necesarias. 
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5. Quedan sometidas a autorización las recargas artificiales de acuíferos, que sólo 
podrán otorgarse cuando con ellas no se provoque la contaminación de las aguas 
subterráneas. 

6. Los vertidos a las aguas subterráneas que no contengan sustancias peligrosas se 
autorizarán de acuerdo con el procedimiento regulado en los artículos 245 y 
siguientes de este reglamento, si bien se exigirá el estudio hidrogeológico previo que 
demuestre la inocuidad del vertido. 

Artículo 258. Estudio hidrogeológico previo.  

1. El estudio hidrogeológico previo a que se refiere el artículo anterior contemplará, 
como mínimo, el estudio de las características hidrogeológicas de la zona afectada, el 
eventual poder depurador del suelo y subsuelo y los riesgos de contaminación y de 
alteración de la calidad de las aguas subterráneas por el vertido. Asimismo, 
determinará si, desde el punto de vista medioambiental, el vertido en esas aguas es 
inocuo y constituye una solución adecuada.  

2. Este estudio deberá estar suscrito por técnico competente y deberá aportarse en la 
declaración de vertido prevista en el artículo 246 o ser requerido por el Organismo de 
cuenca cuando se presuma que el vertido puede ocasionar una contaminación de las 
aguas subterráneas. El estudio se incorporará al expediente de autorización de 
vertido, y sobre éste podrá solicitar el Organismo de cuenca informe del Instituto 
Geológico y Minero de España. 

Artículo 259. Condicionado de las autorizaciones de vertido a aguas subterráneas.  

1. En las autorizaciones de vertido se establecerán, además de las condiciones 
previstas en el artículo 251, las siguientes:  

a) La técnica para llevar a cabo el vertido.  

b) Las precauciones que resulten indispensables teniendo en cuenta la naturaleza y 
concentración de las sustancias presentes en los efluentes, las características del 
medio receptor, así como la proximidad de captaciones de agua, y, en particular, 
las de agua potable, termal y mineral.  

c) La cantidad máxima admisible de una sustancia en los efluentes, así como la 
concentración de dicha sustancia.  

d) Los dispositivos para controlar los efluentes evacuados en las aguas 
subterráneas.  

e) Las medidas que permitan la vigilancia de las aguas subterráneas y, en particular, 
de su calidad.  

2. Las autorizaciones de vertido de sustancias peligrosas a las aguas subterráneas se 
otorgarán por un plazo de cuatro años renovables por períodos iguales. 

3. En el caso de vertidos a aguas subterráneas transfronterizas, el Organismo de 
cuenca que tramite la autorización lo notificará al Ministerio de Medio Ambiente, a fin 
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de que pueda informar a los demás Estados afectados antes de otorgarse la 
autorización. 

 

Capítulo II del título III redactado por el número doce del artículo único del R.D. 606/2003, 
de 23 de mayo, por el que se modifica el R.D. 849/1986, de 11 de abril, por el que se 
aprueba el Reglamento del Dominio Público Hidráulico, que desarrolla los Títulos 
preliminar, I, IV, V, VI y VIII de la Ley 29/1985, de 2 de agosto, de Aguas («B.O.E.» 6 
junio).  

 
 
Disposición adicional tercera. Sustancias peligrosas.  
Las sustancias peligrosas a que se refiere el Reglamento del Dominio Público Hidráulico 
son las expresadas en:  

a) Las relaciones I y II del anexo III del propio reglamento.  

b) El Real Decreto 995/2000, de 2 de junio, por el que se fijan objetivos de calidad 
para determinadas sustancias contaminantes y se modifica el Reglamento del 
Dominio Público Hidráulico, aprobado por el Real Decreto 849/1986, de 11 de 
abril.  

c) La Orden de 12 de noviembre de 1987, sobre normas de emisión, objetivos de 
calidad y métodos de medición de referencia, relativos a determinadas sustancias 
nocivas o peligrosas contenidas en los vertidos de aguas residuales, modificada 
por las Órdenes de 13 de marzo de 1989, 27 de febrero de 1991, 28 de junio de 
1991 y 25 de mayo de 1992.  

d) La Decisión n.º 2455/2001/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de 
noviembre de 2001 por la que se aprueba la lista de sustancias prioritarias en el 
ámbito de la política de aguas, y por la que se modifica la Directiva 2000/60/CE.  

Cuando se trate de vertidos que afecten o puedan afectar a las aguas 
subterráneas, los compuestos químicos «cianuros» que figuran en el párrafo g) de 
la relación II del anexo III, así como los aceites minerales no persistentes o 
hidrocarburos de origen petrolífero no persistentes del párrafo f) de dicha relación, 
se considerará que forman parte de la relación I y, por lo tanto, en los casos 
indicados serán objeto de todas las limitaciones que se exijan para las restantes 
sustancias de la citada relación I. 

 
 
Disposición adicional cuarta. Normas de calidad ambiental.  
Las menciones del Reglamento del Dominio Público Hidráulico a las normas de calidad 
ambiental se entienden hechas a los objetivos de calidad indicados en las normas que a 
continuación se indican:  

a) Real Decreto 1664/1998, por el que se aprueban los Planes Hidrológicos de 
cuenca.  
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b) Real Decreto 995/2000, de 2 de junio, por el que se fijan objetivos de calidad para 
determinadas sustancias contaminantes y se modifica el Reglamento del Dominio 
Público Hidráulico, aprobado por el Real Decreto 849/1986, de 11 de abril.  

c) Orden de 12 de noviembre de 1987, sobre normas de emisión, objetivos de 
calidad y métodos de medición de referencia, relativos a determinadas sustancias 
nocivas o peligrosas contenidas en los vertidos de aguas residuales, modificada 
por las Órdenes de 13 de marzo de 1989, 27 de febrero de 1991, 28 de junio de 
1991 y 25 de mayo de 1992 

 

Disposiciones adicionales del Real Decreto 606/2003, de 23 de mayo, por el que se 
modifica el Real Decreto 849/1986, de 11 de abril, por el que se aprueba el Reglamento 
del Dominio Público Hidráulico, que desarrolla los Títulos preliminar, I, IV, V, VI y VIII de 
la Ley 29/1985, de 2 de agosto, de Aguas 
 
 

ANEXO III 
Anexo III renumerado por el número diecinueve del artículo único de R.D. 606/2003, de 
23 de mayo, por el que se modifica el R.D. 849/1986, de 11 de abril, por el que se 
aprueba el Reglamento del Dominio Público Hidráulico, que desarrolla los Títulos 
preliminar, I, IV, V, VI y VIII de la Ley 29/1985, de 2 de agosto, de Aguas («B.O.E.» 6 
junio). 

Relación I de sustancias contaminantes  

1. Compuestos organohalogenados y sustancias que puedan dar origen a compuestos 
de esta clase en el medio acuático.  

2. Compuestos organofosfóricos.  

3. Compuestos organoestánnicos.  

4. Sustancias que posean un poder cancerígeno, mutágeno o teratógeno en el medio 
acuático o a través del mismo.  

Apartado 4 de la relación primera de sustancias contaminantes del Anexo al título III 
redactado por R.D. 1315/1992, 30 octubre, por el que se modifica parcialmente el 
Reglamento del Dominio Público Hidráulico, que desarrolla los títulos preliminar, I, IV, V, 
VI y VII de la Ley 29/1985, de 2 de agosto, de Aguas, aprobado por el Real Decreto 
849/1986, de 11 de abril («B.O.E.» 1 diciembre). 

5. Mercurio y compuestos de mercurio.  

6. Cadmio y compuestos de cadmio.  

7. Aceites minerales persistentes e hidrocarburos de origen petrolífero persistentes.  

8. Sustancias sintéticas persistentes que puedan flotar, permanecer en suspensión o 
hundirse causando con ello perjuicio a cualquier utilización de las aguas.  

Relación II de sustancias contaminantes  
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1. Sustancias que forman parte de las categorías y grupos enumerados en la relación I 
para las que no se hayan fijado límites según el artículo 256 de este reglamento, 
excepto cuando se trate de vertidos a aguas subterráneas.  

Apartado 1 de la relación II del anexo III redactado por el número diecinueve del artículo 
único del R.D. 606/2003, de 23 de mayo, por el que se modifica el R.D. 849/1986, de 11 
de abril, por el que se aprueba el Reglamento del Dominio Público Hidráulico, que 
desarrolla los Títulos preliminar, I, IV, V, VI y VIII de la Ley 29/1985, de 2 de agosto, de 
Aguas («B.O.E.» 6 junio).  

 

 



 



 

 

ANEXO 5:  

TEXTOS ORIGINALES DE TRANSPOSICIÓN DE LA DIRECTIVA 

• Real Decreto Legislativo 1/2001, de 20 de julio, por el que se aprueba el texto 
refundido de la Ley de Aguas (Titulo V) 

• Real Decreto 849/1986, de 11 de abril, por el que se aprueba el Reglamento del 
Dominio Público Hidráulico, que desarrolla los Títulos preliminar, I, IV, V, VI y 
VIII de la Ley 29/1985, de 2 de agosto, de Aguas (art. 256 al 259) 

• Real Decreto 1315/1992 que modifica parcialmente el Reglamento del Dominio 
Público Hidráulico 

• Real Decreto 606/2003, de 23 de mayo, por el que se modifica el Real Decreto 
849/1986, de 11 de abril, por el que se aprueba el Reglamento del Dominio 
Público Hidráulico, que desarrolla los Títulos preliminar, I, IV, V, VI y VIII de la 
Ley 29/1985, de 2 de agosto, de Aguas (art. 256 al 259) 

• Ley 62/2003, de 30 de diciembre, de medidas fiscales, administrativas y del 
orden social (Artículo 129) 

• Ley 11/2005, de 22 de junio, por la que se modifica la Ley 10/2001, de 5 de julio, 
del Plan Hidrológico Nacional (Disposición final primera) 

• Ley 29/85, de 2 de agosto , de aguas (Artículo 94) 

 

 



 



Real Decreto Legislativo 1/2001, de 20 de julio, por el que se aprueba el texto 
refundido de la Ley de Aguas  

 

























































 







 



 

Real Decreto 849/86, de 11 de abril, por el que se aprueba el Reglamento del Dominio 
Público Hidráulico, que desarrolla los títulos preliminar, I, IV, V, VI y VII de la Ley 

29/1985, de Aguas  (art. 256 al 258) 
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Real Decreto 1315/1992, de 30 de octubre, por el que se modifica parcialmente Real el 
Reglamento del Dominio Público Hidráulico, que desarrolla los títulos preliminar, I, IV, 

V, VI y VII de la Ley 29/1985, de 2 de agosto, de Aguas 
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Real Decreto 606/2003, de 23 de mayo, por el que se modifica el Real Decreto 
849/1986, de 11 de abril, por el que se aprueba el Reglamento del Dominio Público 

Hidráulico, que desarrolla los Títulos preliminar, I, IV, V, VI y VIII de la Ley 29/1985, de 
2 de agosto, de Aguas (art. 256 al 259) 
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en el exterior se llevará a cabo a través de la Secretaría
General Técnica de la que dependen orgánicamente, sin
perjuicio de las competencias que se atribuyen a la Uni-
dad Central de Cajas Pagadoras en el punto 4 de la
Orden de 23 de diciembre de 1987.»

Disposición transitoria. Subcaja pagadora de la Direc-
ción General de Desarrollo Rural.

En tanto se instrumentalicen los trámites legales nece-
sarios que permitan la adecuada continuidad del fun-
cionamiento de la subcaja pagadora de la Dirección
General de Desarrollo Rural, ésta seguirá funcionando
en las mismas condiciones que hasta la fecha.

Disposición final. Entrada en vigor.

La presente Orden entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Madrid, 29 de mayo de 2003.
ARIAS CAÑETE

MINISTERIO
DE MEDIO AMBIENTE

11384 REAL DECRETO 606/2003, de 23 de mayo,
por el que se modifica el Real Decreto
849/1986, de 11 de abril, por el que se aprue-
ba el Reglamento del Dominio Público Hidráu-
lico, que desarrolla los Títulos preliminar, I,
IV, V, VI y VIII de la Ley 29/1985, de 2 de
agosto, de Aguas.

La Ley 46/1999, de 13 de diciembre, de modificación
de la Ley 29/1985, de 2 de agosto, de Aguas, en su
disposición final primera autoriza al Gobierno y al Minis-
tro de Medio Ambiente, en el ámbito de sus respectivas
competencias, para dictar las normas reglamentarias que
requieran su desarrollo y aplicación.

Por su parte, la disposición final segunda habilita al
Gobierno para dictar un real decreto legislativo en el
que se refunda y adapte la normativa legal existente
en materia de aguas.

Al mandato anterior obedece la aprobación del texto
refundido de la Ley de Aguas, aprobado por Real Decreto
Legislativo 1/2001, de 20 de julio.

Una vez aprobado el texto que refunde la legislación
vigente en materia de aguas, procede aprobar el desarro-
llo reglamentario previsto en el texto legal.

Sin embargo, este desarrollo no tiene un carácter uni-
forme debido a que algunos de los aspectos objeto de
reforma en la Ley 46/1999 se verán afectados por la
necesaria transposición de la Directiva 2000/60/CE, en
la que se establece un marco comunitario de actuación
en el ámbito de las políticas de aguas. La complejidad
técnica de algunas cuestiones y la necesidad de abordar
una reforma en profundidad de la norma reglamentaria,
en aspectos tales como la simplificación de los distintos
procedimientos administrativos, sin duda uno de los prin-
cipales retos de las modernas Administraciones al que
no puede ser ajena la Administración hidráulica, y la
necesidad de recoger los nuevos conceptos, metodo-
logías y criterios derivados de desarrollos tecnológicos,
aconsejan aprobar, de momento, una norma limitada

a los aspectos más necesitados de desarrollo reglamen-
tario, al tiempo que se establecen algunas precisiones
o se corrigen aspectos concretos de gran transcendencia
en la gestión del recurso, aplazando a un futuro próximo
la revisión completa de las normas de desarrollo en mate-
ria de aguas. Con ello se cerrará el proceso de moder-
nización y adaptación de la legislación española regu-
ladora de las aguas continentales.

Atendiendo a los criterios expuestos, son objeto de
regulación en este real decreto las siguientes materias:

a) En el Título II, «De la utilización del dominio públi-
co hidráulico», capítulo III, las secciones 1.a, 6.a, 8.a, 11.a
y 12.a, relativas a la modificación de las características
de las concesiones, concesión de aguas en general, espe-
cialidades en la tramitación de ciertas concesiones, acuí-
feros sobreexplotados y registro de aguas, respectiva-
mente. En el capítulo IV se añade un nuevo párrafo al
apartado 8 y un apartado 9 en el artículo 201.

b) En el Título III, «De la protección del dominio públi-
co hidráulico y de la calidad de las aguas continentales»,
dentro del capítulo I, sección 1.a, se añade un nuevo
apartado al artículo 234, y se da una nueva redacción
a la sección 2.a del capítulo I, dedicada al apeo y deslinde
de los bienes de dominio público hidráulico, y al capí-
tulo II, relativo a los vertidos.

c) En el Título IV, «Régimen económico financiero
de la utilización del dominio público hidráulico», se redac-
ta por entero el capítulo II, dedicado al canon de control
de vertidos.

d) En el Título V, «Infracciones y sanciones», se
modifican dos aspectos puntuales del régimen de infrac-
ciones y sanciones: el relativo a la valoración de los daños
causados al dominio público hidráulico y el que afecta
a la forma de pago de las sanciones.

e) Se crea un Título VI dedicado al contrato de
cesión de derechos al uso privativo de las aguas.

Este real decreto contiene, además, diversas dispo-
siciones:

Las adicionales hacen referencia, respectivamente, a
las referencias que el Real Decreto 849/1986, de 11
de abril, hace a la Ley de Aguas, que se entenderán
hechas al artículo correspondiente del texto refundido
de la Ley de Aguas, aprobado por el Real Decreto Legis-
lativo 1/2001, de 20 de julio, conforme al anexo corres-
pondiente; las funciones que ejercen los Organismos de
cuenca de acuerdo con este real decreto en las cuencas
intercomunitarias corresponderán a las Administracio-
nes hidráulicas de las comunidades autónomas que ejer-
zan competencias en virtud de sus Estatutos, en las cuen-
cas intracomunitarias, a las sustancias peligrosas y a
las normas de calidad ambiental.

Las disposiciones transitorias se refieren a los acuí-
feros que cuentan con declaración provisional de
sobreexplotación o de riesgo de estarlo, sobre los cuales
en un plazo de dos años se aprobará un plan de orde-
nación; a las autorizaciones de vertido otorgadas con-
forme a la Ley 29/1985, de 2 de agosto, de Aguas,
y sus normas de desarrollo, que serán revisadas para
su adecuación a la normativa en vigor en un plazo de
dos años; a las empresas colaboradoras que hayan obte-
nido el título de idoneidad y estén inscritas en el registro
especial, que deberán acomodarse a lo dispuesto en este
real decreto, quedando suprimido aquel registro.

Por otro lado, se derogan cuantas disposiciones de
igual o inferior rango se opongan a lo dispuesto en este
real decreto. Expresamente se deroga el Real Decreto
1327/1995, de 28 de julio, sobre instalaciones de desa-
lación de agua marina o salobre, cuyas disposiciones
se oponen a la regulación contenida en el artícu-
lo 13 del texto refundido de la Ley de Aguas, en el
que se ha recogido la actividad de desalación incorpo-
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rada expresamente como actividad libre en la legislación
de aguas mediante la Ley 46/1999, de 13 de diciembre.

En las disposiciones finales se autoriza al Ministro
de Medio Ambiente a dictar cuantas disposiciones resul-
ten necesarias para su aplicación y desarrollo, y se señala
cuándo entrará en vigor.

Por último, consta el reglamento de cuatro anexos,
en los que se contienen, respectivamente, la asignación
de votos en las comunidades de usuarios, los conta-
minantes, las relaciones I y II de sustancias contami-
nantes y el cálculo del coeficiente de mayoración o mino-
ración del canon de control de vertidos.

En su virtud, a propuesta de la Ministra de Medio
Ambiente, de acuerdo con el Consejo de Estado y previa
deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del
día 23 de mayo de 2003,

D I S P O N G O :

Artículo único. Modificación del Real Decreto
849/1986, de 11 de abril, por el que se aprueba
el Reglamento del Dominio Público Hidráulico, que
desarrolla los Títulos preliminar, I, IV, V, VI y VIII de
la Ley 29/1985, de 2 de agosto, de Aguas.

El Reglamento del Dominio Público Hidráulico, que
desarrolla los Títulos preliminar, I, IV, V, VI y VIII de la
Ley 29/1985, de 2 de agosto, de Aguas, aprobado por
el Real Decreto 849/1986, de 11 de abril, se modifica
en los siguientes términos:

Uno. El tercer párrafo del artículo 102 queda redac-
tado del siguiente modo:

«En las concesiones de agua para usos hidroe-
léctricos se fijarán, además, las características téc-
nicas de los grupos instalados y el tramo de río
afectado, entendiendo por tal el comprendido entre
las cotas de máximo embalse normal en el punto
de toma y de restitución al cauce público.»

Dos. El artículo 129 queda redactado del siguiente
modo:

«En las tramitaciones a que se refiere el apar-
tado 1 del artículo anterior, se prescindirá del trá-
mite de competencia de proyectos, y la información
pública se realizará únicamente mediante anuncio
en el boletín oficial de la provincia donde esté ubi-
cada la toma y en los ayuntamientos de los muni-
cipios en cuyos términos municipales radique cual-
quier obra o instalación o se utilicen las aguas,
sin perjuicio de la facultad del Organismo de cuenca
de ampliar el ámbito de esta publicación, cuando
discrecionalmente lo estime pertinente.»

Tres. El apartado 2 del artículo 144 queda redac-
tado del siguiente modo:

«2. Por características esenciales se entende-
rán: identidad del titular, caudal máximo y continuo
medio equivalente a derivar, corriente y punto de
toma, finalidad de la derivación, superficie regada
en las concesiones para riego y tramo afectado
en las destinadas a producción de energía eléc-
trica.»

Cuatro. Los apartados 2, 3 y 5 del artículo 151 que-
dan redactados del siguiente modo:

«2. Las modificaciones que no supongan alte-
ración del destino de las aguas, del caudal o del
tramo de río afectado por los aprovechamientos
hidroeléctricos se tramitarán sin someter la con-
cesión resultante a nueva competencia de proyec-

tos, cualquiera que sea el momento en que se
soliciten.

3. Si las modificaciones suponen alteración del
caudal, cualquiera que sea la finalidad de la con-
cesión, o del tramo afectado en el cauce por los
aprovechamientos hidroeléctricos, y aquéllas se
solicitasen antes de que se hubiera ejecutado el 20
por ciento del presupuesto de las obras proyec-
tadas, se tramitarán sin nueva competencia de pro-
yectos, cuando la variación no supere el 10 por
ciento en más o en menos, a no ser que, en caso
de disminución, el Organismo de cuenca considere
conveniente dicho trámite. Si las variaciones supe-
ran el 10 por ciento en más o en menos, se some-
terá siempre a nuevo trámite de competencia de
proyectos la totalidad de la concesión, incluidas
las modificaciones.

En cualquier caso, las modificaciones, para ser
tramitadas, se definirán en el proyecto de cons-
trucción, y en éste se recogerán con el mismo grado
de definición las obras ya ejecutadas, si las hay,
y su valoración.»

«5. Las variaciones en más o menos del 10
por ciento, indicadas en los artículos anteriores, a
falta de otros criterios de valoración recogidos en
el plan hidrológico de cuenca, se considerarán
sobre el caudal para todas las finalidades de las
concesiones, excepción hecha de las destinadas
a producción hidroeléctrica, en las que esta varia-
ción se considerará sobre el denominado índice
concesional, que queda definido como el producto
del caudal expresado en metros cúbicos por segun-
do por el desnivel del tramo afectado en metros.
Si el salto tuviera varias tomas o el aprovechamien-
to estuviera compuesto por varios saltos, el índice
concesional será la suma de los productos indi-
cados para cada toma.

En caso de variaciones sucesivas, la compara-
ción para determinar si aquéllas superan el 10 por
ciento se hará siempre entre la concesión inicial
y la resultante de la ultima variación en trámite.»

Cinco. El primer párrafo del artículo 153 queda
redactado del siguiente modo:

«En las modificaciones que supongan aumento
de caudal, cualquiera que sea la finalidad de la
concesión, o aumento del tramo afectado en los
aprovechamientos hidroeléctricos, se determinará
el plazo resultante para la reversión de la concesión
modificada, de acuerdo con la siguiente fórmula:

P = (75 - T) · V / 1 + V
en la que V es el tanto por 1 de variación del caudal
o del índice concesional; T es el plazo no trans-
currido de la concesión anterior y P es el plazo
que debe añadirse al que aún quedaba por disfrutar
en la concesión anterior.»

Seis. El artículo 171 queda redactado del siguiente
modo:

«1. El Organismo de cuenca competente, oído
el Consejo del Agua, podrá declarar que los recur-
sos hidráulicos subterráneos de una zona están
sobreexplotados o en riesgo de estarlo. En estas
zonas el Organismo de cuenca, de oficio o a pro-
puesta de la comunidad de usuarios u órgano que
la sustituya, conforme al artículo 87.2 del texto
refundido de la Ley de Aguas, aprobará, en el plazo
máximo de dos años desde la declaración, un plan
de ordenación para la recuperación del acuífero
o unidad hidrogeológica. Hasta la aprobación del
plan, el Organismo de cuenca podrá establecer las
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limitaciones de extracción que sean necesarias
como medida preventiva y cautelar.

El referido plan ordenará el régimen de extrac-
ciones para lograr una explotación racional de los
recursos, y podrá establecer la sustitución de las
captaciones individuales preexistentes por capta-
ciones comunitarias, transformándose, en su caso,
los títulos individuales con sus derechos inherentes
en uno colectivo que deberá ajustarse a lo dispues-
to en el plan de ordenación, de acuerdo con lo
dispuesto en el artículo 56.1 del texto refundido
de la Ley de Aguas.

2. A los efectos previstos en el apartado ante-
rior, se considerará que los recursos subterráneos
de una zona están sobreexplotados o en riesgo
de estarlo cuando se dé alguna de las siguientes
condiciones:

a) Que se esté poniendo en peligro la subsis-
tencia de los aprovechamientos de aguas subterrá-
neas existentes o de los actuales ecosistemas direc-
tamente asociados a estas aguas que hayan sido
objeto de delimitación y posterior declaración con-
forme a la legislación ambiental, como consecuen-
cia de que se vinieran realizando en los acuíferos
de la zona extracciones medias anuales superiores
o muy próximas al volumen medio interanual de
recarga.

b) Que se vengan realizando extracciones que
generen un deterioro significativo de la calidad del
agua.

c) Que el régimen y concentración de las
extracciones sea tal que, aun no existiendo un
balance global desequilibrado, se esté poniendo en
peligro la sostenibilidad de los aprovechamientos
a largo plazo.

3. El procedimiento de declaración se iniciará
de oficio, por acuerdo de la Junta de Gobierno del
Organismo de cuenca, a instancia de la comunidad
de usuarios del acuífero, o a instancia de usuarios
que acrediten estar utilizando, al menos, la mitad
del volumen medio interanual extraído legalmente.

4. Iniciado el procedimiento, el Organismo de
cuenca elaborará un estudio sobre la situación del
acuífero en el que se justifique, en su caso, la pro-
cedencia de la declaración y podrá solicitar al efecto
informe del Instituto Geológico y Minero de España.
Para la elaboración del estudio se considerarán los
datos y determinaciones de los planes hidrológicos
que procedan, así como la posible información exis-
tente que pudiera complementarlos o actualizarlos.

5. Elaborado el estudio, se someterá a dicta-
men del Consejo del Agua de la cuenca, en cuyo
informe deberán indicarse tanto la procedencia de
la declaración como, en su caso, las rectificaciones
sugeridas para la adaptación parcial del plan hidro-
lógico de cuenca correspondiente, de acuerdo con
lo establecido para el proceso de revisión de los
planes. A estos efectos, será suficiente la consta-
tación motivada de la sobreexplotación, sin que
deban incluirse propuestas que resulten propias del
plan de ordenación. Examinado este informe, la
Junta de Gobierno resolverá expresa y motivada-
mente sobre la declaración de acuífero sobreex-
plotado o en riesgo de estarlo.

Esta declaración delimitará el perímetro de la
zona afectada y llevará aparejados los siguientes
efectos:

a) Paralización de todos los expedientes de
autorización de investigación o de concesión de
aguas subterráneas dentro de aquél, excepto las
destinadas a abastecimiento de población que no

puedan ser atendidas con otros recursos alterna-
tivos.

b) Suspensión del derecho establecido en el
artículo 54.2 del texto refundido de la Ley de Aguas
para la apertura de nuevas captaciones. Este tipo
de uso queda sometido, durante la vigencia de la
situación de sobreexplotación, al régimen de auto-
rización que se haya establecido expresamente
para ésta en la declaración, sin que ello dé lugar
a indemnización.

c) Paralización de todos los expedientes de
modificación de características de las concesiones
de aguas subterráneas que se encuentren en tra-
mitación, excepto aquellas cuyo objetivo sea el
mero mantenimiento del caudal extraído en el
momento de la declaración.

d) Establecimiento de las limitaciones de
extracción o criterios de explotación que sean nece-
sarios como medida preventiva y cautelar hasta
la aprobación del plan de ordenación.

e) Constitución forzosa de la comunidad de
usuarios de los acuíferos de la zona, si no existiese,
por aplicación del artículo 87 del texto refundido
de la Ley de Aguas. La definición del perímetro
de la comunidad se basará en el ámbito territorial
de la utilización de los recursos hídricos y en la
definición hidrogeológica de las unidades o acuí-
feros afectados según el plan hidrológico de cuen-
ca, y podrá, de forma motivada, matizarse esta defi-
nición con otras consideraciones locales tendentes
a facilitar un uso más racional de los recursos dis-
ponibles o una mayor protección del dominio públi-
co hidráulico.

f) Remisión al Gobierno de la propuesta del
Consejo del Agua sobre modificaciones del plan
hidrológico, de conformidad con lo regulado en el
proceso de seguimiento y revisión de los planes
hidrológicos de cuenca.

g) Redacción por el Organismo de cuenca, oída
la comunidad de usuarios, de un plan de ordenación
de las extracciones para lograr una explotación
racional de los recursos, procurando el manteni-
miento de los aprovechamientos existentes y la sos-
tenibilidad de ecosistemas actuales directamente
vinculados a los acuíferos de la zona.

6. El plan de ordenación a que se refiere el
apartado anterior:

a) Ordenará el régimen de extracciones del
perímetro delimitado, pudiendo establecer la sus-
titución de las captaciones individuales existentes
por captaciones comunitarias, transformándose, en
su caso, los títulos individuales con sus derechos
inherentes en uno colectivo que deberá ajustarse
a lo que el propio plan establezca.

b) Podrá proponer las medidas técnicas y admi-
nistrativas que estime oportunas para la mejor uti-
lización del dominio público hidráulico en la zona
afectada.

c) Será de obligado cumplimiento para todos
los aprovechamientos existentes, incluyendo los
reconocidos en el artículo 54.2 del texto refundido
de la Ley de Aguas y los derechos sobre aguas
privadas a que se refiere la disposición transitoria
tercera de la Ley 29/1985, de 2 de agosto, de
Aguas, sin que ello dé derecho a indemnización.

d) Podrá proponer la celebración de convenios
con la comunidad de usuarios u órgano represen-
tativo equivalente, en los que se prevea, entre otras
determinaciones, el apoyo económico y técnico del
Organismo de cuenca a la comunidad de usuarios
u órgano representativo para el cumplimiento de
los términos del plan.
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e) Fijará su plazo de ejecución y de vigencia
de sus determinaciones, y podrán adoptarse dife-
rentes fases de implantación según los resultados
que se vayan obteniendo.

f) Será sometido a información pública e infor-
me del Consejo del Agua de la cuenca, y será apro-
bado por la Junta de Gobierno del Organismo en
el plazo máximo de dos años desde la declaración
de sobreexplotación.

7. Una vez aprobado, el control de la ejecución
del plan corresponderá a una junta de explotación
cuya constitución se acordará junto con la apro-
bación. Esta junta elaborará un informe anual de
seguimiento, con las propuestas de modificación
que estime procedentes. La Junta de Gobierno del
Organismo de cuenca podrá acordar dichas modi-
ficaciones, previo informe de la comunidad de usua-
rios u órgano representativo equivalente.

8. Si al término del plazo establecido para la
ejecución del plan se hubiesen alcanzado los obje-
tivos fijados en éste, las ordenanzas de la comu-
nidad se adaptarán al nuevo régimen de explota-
ción. En caso contrario, la Junta de Gobierno del
Organismo de cuenca deberá acordar prórrogas
bianuales del plan, con las modificaciones que esti-
mara oportunas.

9. Las principales determinaciones y efectos
conseguidos por el plan de ordenación deberán
incorporarse a la siguiente revisión completa del
plan hidrológico de la cuenca.»

Siete. La sección 12.a del capítulo III del Título II
queda redactada del siguiente modo:

«SECCIÓN 12.a DEL REGISTRO DE AGUAS Y DEL CATÁLOGO
DE AGUAS PRIVADAS

Subsección 1.a Del Registro de Aguas
Artículo 189. Registro de Aguas del Organismo

de cuenca.
1. Los Organismos de cuenca llevarán un

Registro de Aguas en el que se inscribirán de oficio
las concesiones y otros títulos de derecho para la
utilización de las aguas, así como los cambios auto-
rizados que se produzcan en su titularidad o en
sus características.

2. Las referidas inscripciones se harán en el
registro del Organismo de cuenca en cuya circuns-
cripción territorial radique la toma o captación del
recurso.

3. La organización y funcionamiento del Regis-
tro de Aguas serán determinados por el Ministro
de Medio Ambiente.
Artículo 190. Estructura del Registro de Aguas.

En cada Organismo de cuenca existirá un único
Registro de Aguas, formado por una estructura infor-
mática de datos y un libro de Inscripciones, orga-
nizado en tres secciones que se designan con las
letras A, B y C, anotándose en ellas, respectivamen-
te, los siguientes tipos de aprovechamientos:

a) Sección A: concesiones de aguas superfi-
ciales o subterráneas; reservas legalmente cons-
tituidas a favor de las Confederaciones Hidrográ-
ficas; derechos adquiridos por prescripción o por
otro título legal; autorizaciones especiales a las que
se refiere el artículo 59.5 del texto refundido de
la Ley de Aguas y otros derechos provenientes del
anterior Libro de Registro de Aprovechamientos de
Aguas Públicas.

b) Sección B: aprovechamientos dentro de la
misma finca catastral de aguas procedentes de

manantiales situados en su interior y de aguas sub-
terráneas cuando el volumen total anual no sobre-
pase los 7.000 metros cúbicos, así como las aguas
pluviales que discurran por ella y las estancadas
dentro de sus linderos, a que se refiere el artículo
54 del texto refundido de la Ley de Aguas.

c) Sección C: aprovechamientos temporales de
aguas privadas a las que se refieren las disposi-
ciones transitorias segunda y tercera del texto
refundido de la Ley de Aguas.

Artículo 191. El libro de inscripciones.

El Registro de Aguas estará compuesto por una
estructura informática de datos y su transcripción
en papel que se denomina libro de inscripciones,
que estará integrado por hojas móviles foliadas y
selladas por el Organismo de cuenca, consignán-
dose en ellas el tomo y nombre del registro. En
la primera hoja de cada libro se extenderá una cer-
tificación fechada, en la que se hará constar el
número de inscripciones que lo componen.

Artículo 192. Inscripciones.

1. Cada aprovechamiento abrirá folio registral
en el libro de inscripciones.

A los efectos de inscripción, se entiende por
aprovechamiento el derecho a utilizar un volumen
determinado de agua que se toma de uno o varios
puntos, para uno o varios usos, dentro de una mis-
ma concesión o derecho al uso privativo de las
aguas.

2. La primera inscripción de un aprovecha-
miento será la de inmatriculación y contendrá los
siguientes apartados:

a) Sección: A, B o C.
b) Número de inscripción. Se mantendrá inva-

riable para los distintos tractos o modificaciones
de un mismo aprovechamiento.

c) Clave. Identificará como mínimo el número
de expediente con el que se ha tramitado el dere-
cho.

d) Corriente o acuífero del que procedan las
aguas.

e) Lugar, término municipal y provincia en la
que se capta el agua. Se incluirá las coordenadas
Universal Transversa de Mercator (U.T.M.), y el huso
a que están referidas, de cada una de las tomas.

f) Identificación del concesionario o titular del
derecho que se inscribe.

g) Tipo de aprovechamiento. Se consignará el
uso o usos a que se destina el agua: abastecimiento,
riego, hidroeléctrico, recreativo, industrial u otro de
los especificados en el artículo 60 del texto refun-
dido de la Ley de Aguas.

h) Características. En función del tipo de apro-
vechamiento se indicarán los datos que definan
claramente el uso del agua, tales como el número
de habitantes, cabezas de ganado, superficie de
riego en hectáreas o tramo afectado en los apro-
vechamientos hidroeléctricos, y el lugar de su apli-
cación.

i) Plazo por el que se otorga la concesión o
se mantiene el derecho.

j) Volumen máximo anual, en metros cúbicos
y modulación establecida.

k) Caudal máximo instantáneo a derivar por
toma, expresado en litros por segundo.

l) Título que ampara el derecho, con expresión
de la fecha y autoridad que lo haya otorgado.

m) Condiciones específicas de la concesión o
del derecho que se inscribe.
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3. Las referencias cartográficas de las tomas
de agua y de sus lugares de aplicación se realizarán
mediante la definición de puntos o recintos, en su
caso. Las coordenadas a utilizar serán, de acuerdo
con los sistemas de referencia y geodésico oficiales,
las de la proyección Universal Transversa de Mer-
cator (U.T.M.), con indicación del huso correspon-
diente.

4. Todos los asientos posteriores al inicial y
relativos al mismo aprovechamiento se practicarán
a continuación, numerándolos correlativamente. Se
hará constar el número de expediente si es distinto
del inicial. Asimismo, se consignará el número
correspondiente del antiguo Libro Registro de Apro-
vechamientos de Aguas Públicas, cuando se pro-
duzca el traslado de asiento.

Se incluirá la referencia del posible contrato de
cesión de derechos de uso del agua, tanto en el
asiento correspondiente al adquirente como en el
del cedente.

5. Cuando se complete la primera hoja des-
tinada a una inscripción se continuará en otra que
se abrirá a continuación de la anterior, que man-
tendrá el mismo número de inscripción y la iden-
tificación correlativa que corresponda.

6. En el supuesto de que la concesión o dere-
cho que vaya a inscribirse requiera la realización
de determinadas obras o contenga condiciones sus-
pensivas, se anotará la resolución que corresponda.
En caso de incumplimiento de estas condiciones
o de que no se aprueben las obras, se cancelará
la inscripción, con base, asimismo, en la oportuna
resolución administrativa.

Cuando se apruebe el acta de reconocimiento
parcial o final de las obras, se reflejará en la ins-
cripción, con indicación expresa de la fecha de
extinción del derecho por transcurso de plazo.

7. En cada hoja de inscripción deberá figurar
un apartado destinado a anotar, en su caso, la cons-
titución, modificación o extinción de gravámenes
que afecten a la respectiva concesión o derecho
y sean compatibles con su especial naturaleza. Asi-
mismo, se harán constar, en su caso, las limita-
ciones del derecho de uso derivadas de medidas
correctoras de la sobreexplotación u otras situa-
ciones anómalas o excepcionales contempladas en
el artículo 56 del texto refundido de la Ley de
Aguas.

Artículo 193. Efectos jurídicos de la inscripción
en el registro.

1. La inscripción registral se considerará medio
de prueba de la existencia y situación de la con-
cesión, de acuerdo con el artículo 80.4 del texto
refundido de la Ley de Aguas, así como de la exis-
tencia y situación de los contratos de cesión de
derechos suscritos por el concesionario.

2. La inscripción registral será, también, medio
de prueba de los derechos reconocidos en el artícu-
lo 54 del texto refundido de la Ley de Aguas y
de los aprovechamientos temporales de aguas pri-
vadas inscritos conforme a las disposiciones tran-
sitorias segunda y tercera de la Ley 29/1985 de
2 de agosto, de Aguas.

3. Los titulares de concesiones de aguas y
otros derechos inscritos en el Registro de Aguas
correspondiente podrán interesar la intervención
del Organismo de cuenca competente en defensa
de sus derechos, de acuerdo con el contenido de
la concesión o título administrativo que ampare su
derecho y de lo establecido en la legislación en
materia de aguas.

4. Esta protección se ejercerá por el Organismo
de cuenca frente a quien, sin derecho inscrito, se
oponga al derecho del titular o perturbe su ejercicio,
aplicando los procedimientos y medidas previstos
al efecto en el texto refundido de la Ley de Aguas
y en este reglamento».

Artículo 194. Carácter público del Registro de
Aguas.
1. El Registro de Aguas tendrá carácter público

y podrán interesarse del Organismo de cuenca las
oportunas certificaciones sobre su contenido, de
acuerdo con el artículo 80.2 del texto refundido
de la Ley de Aguas.

2. Las certificaciones podrán ser positivas o
negativas, según que en el registro aparezca o no
inscrito el aprovechamiento sobre el que ha de ver-
sar la certificación.

Artículo 195. Expedición de certificaciones.
1. Las certificaciones, tanto literales como en

extracto, se podrán expedir directamente a partir
de los datos existentes en las bases de datos infor-
matizadas.

2. El Ministro de Medio Ambiente establecerá
los mecanismos de solicitud y expedición de cer-
tificaciones por medios telemáticos, en el marco
de lo establecido por el Real Decreto 209/ 2003,
de 21 de febrero, por el que se regulan los registros
y las notificaciones telemáticas, así como la uti-
lización de medios telemáticos para la sustitución
de la aportación de certificados por los ciudadanos.

Subsección 2.a Catálogo de Aguas Privadas
Artículo 196. Catálogo de Aguas Privadas.

1. Los Organismos de cuenca llevarán un Catá-
logo de Aguas Privadas que estará compuesto por
una estructura informática y un libro, y en el que
figurarán inscritos los aprovechamientos de aguas
calificadas como privadas por la Ley de Aguas de
1879, cuyos titulares optaron por mantenerlas en
tal régimen, declarando su existencia al Organismo
de cuenca dentro de los plazos establecidos al efecto.

2. Las inscripciones en el Catálogo de Aguas
Privadas contendrán los siguientes apartados:

a) Número de inscripción.
b) Clave. Identificará como mínimo el número

de expediente con el que se ha tramitado la ins-
cripción.

c) Acuífero o lugar del que procedan las aguas.
d) Lugar, término municipal y provincia en la

que se toma el agua. Se incluirán las coordenadas
U.T.M. de la toma y el huso al que están referidas.

e) Identificación del titular del aprovechamiento.
f) Tipo de aprovechamiento. Se consignará el

uso o usos a que se destina el agua.
g) Características. En función del tipo de apro-

vechamiento se indicarán los datos que definan
el uso del agua, tales como superficie de riego en
hectáreas, y su lugar de aplicación.

h) Volumen máximo anual, en metros cúbicos.
i) Condiciones específicas del aprovechamien-

to que se inscribe.
j) Limitaciones del derecho de uso derivadas

de medidas correctoras de la sobreexplotación u
otras situaciones anómalas o excepcionales con-
templadas en el artículo 56 del texto refundido de
la Ley de Aguas.

3. Los titulares de aguas privadas inscritas en
el catálogo no podrán gozar de la protección admi-
nistrativa que se deriva del Registro de Aguas.
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Subsección 3.a Base central de datos
Artículo 197. Base central de datos.

1. En el Ministerio de Medio Ambiente se crea
la Base central de datos, formada por los existentes
en los Registros de Aguas, Catálogo de Aguas Pri-
vadas y demás censos o registros que se lleven
en los Organismos de cuenca y en las Adminis-
traciones hidráulicas de las comunidades autóno-
mas que tengan transferidas sus competencias.

2. Los Organismos de cuenca y las Adminis-
traciones hidráulicas de las comunidades autóno-
mas remitirán en soporte informático a la Dirección
General de Obras Hidráulicas y Calidad de las Aguas
la información precisa para la actualización de la
Base central de datos, en las condiciones y plazos
que determine el Ministro de Medio Ambiente.

3. El Ministerio de Medio Ambiente dispondrá
lo necesario para atender las solicitudes formuladas
para obtener información de la Base central de
datos.»

Ocho. Se añade un párrafo f) en el artículo 201.8
con la siguiente redacción:

«f) Con independencia de lo establecido en su
régimen estatutario, es obligatorio para todos los
comuneros el pago de la parte que les corresponda
de todas las obras que la comunidad acuerde rea-
lizar, entre ellas las correspondientes a mejoras y
modernizaciones de regadío. Todo comunero se
verá obligado a adecuar la utilización de las aguas
a los procedimientos que estas obras o instalacio-
nes pudieran exigir.»

Nueve. Se añade un apartado 9 al artículo 201 con
la siguiente redacción:

«9. Se entenderán denegados los estatutos u
ordenanzas sobre los que no haya sido notificada
la resolución expresa en el plazo de seis meses
contados a partir de su presentación en el Orga-
nismo de cuenca.»

Diez. Se añade un nuevo párrafo al artículo 234.c)
con la siguiente redacción:

«Cuando el Organismo de cuenca compruebe
la degradación del medio receptor como conse-
cuencia de prácticas agropecuarias inadecuadas,
lo comunicará a la Administración competente, sin
perjuicio de la exigencia de responsabilidad por
acciones causantes de daños al dominio público
hidráulico derivadas del incumplimiento del artículo
97.b) del texto refundido de la Ley de Aguas.»

Once. La sección 2.a del capítulo I del Título III queda
redactada del siguiente modo:

«SECCIÓN 2.a APEO Y DESLINDE

Artículo 240. Cuestiones generales.
1. El apeo y deslinde de los cauces de dominio

público hidráulico corresponde a la Administración
General del Estado, que los efectuará por los Orga-
nismos de cuenca, según el procedimiento regu-
lado en esta sección.

2. Para la delimitación del dominio público
hidráulico habrán de considerarse como elementos
coadyuvantes a su determinación, además del cau-
ce natural determinado con arreglo al artículo 4
de este reglamento, la observación del terreno y
de las condiciones topográficas y geomorfológicas
del tramo correspondiente de cauce fluvial, las ale-
gaciones y manifestaciones de los propietarios de

los terrenos ribereños, de los prácticos y de los
técnicos del ayuntamiento y comunidad autónoma
y, en general, cuantos datos y referencias resulten
oportunos.

3. En los casos de tramos de cauce próximos
a su desembocadura en el mar, se tendrá en cuenta
el deslinde del dominio público marítimo terrestre
si se hubiera practicado. En caso contrario, la línea
probable de deslinde será facilitada por el Servicio
Periférico de Costas, en los términos previstos en
la disposición transitoria decimoctava del Regla-
mento general para el desarrollo y ejecución de
la Ley 22/1988, de 28 de julio, de Costas, apro-
bado por el Real Decreto 1471/1989, de 1 de
diciembre.

Artículo 241. Incoación del procedimiento de
apeo y deslinde.
1. El procedimiento se iniciará mediante acuer-

do del Organismo de cuenca, ya sea por propia
iniciativa o a instancia de los interesados. En este
último caso, todos los gastos que se deriven de
la tramitación del procedimiento y de las opera-
ciones sobre el terreno que correspondan correrán
a cargo del solicitante.

2. La incoación del procedimiento faculta al
Organismo de cuenca para realizar o autorizar,
incluso en terrenos privados, previa comunicación
al propietario, los trabajos necesarios para la toma
de datos y fijación de puntos, sin perjuicio de las
indemnizaciones a que pudiera dar lugar por daños
y perjuicios, debidamente contrastados, y a resultas
del deslinde que se apruebe definitivamente.

3. El acuerdo de incoación definirá claramente
el tramo de cauce que se ha de deslindar, referido
a puntos fijos sobre el terreno, y dispondrá la sus-
pensión cautelar del otorgamiento de concesiones
y autorizaciones que puedan afectar al dominio
público hidráulico o dificulten los trabajos que
deben realizarse para su delimitación.

Artículo 242. Instrucción del procedimiento.
1. El Organismo de cuenca elaborará el pre-

supuesto aproximado del coste de todos los tra-
bajos necesarios hasta completar el apeo y deslinde
del tramo.

Si el procedimiento se inicia a instancia de los
interesados, el peticionario deberá depositar la tota-
lidad del importe estimado en concepto de pro-
visión de fondos, así como abonar las tasas corres-
pondientes, sin perjuicio de la liquidación final que
se realice una vez terminado el procedimiento.

2. El acuerdo de incoación se publicará en el
boletín oficial de la provincia, se comunicará a los
ayuntamientos de los municipios en cuyo término
municipal se sitúe el tramo que se ha de deslindar,
se notificará a los titulares registrales afectados y
se publicará en algún medio de amplia difusión
en la zona, todo ello para que los interesados pue-
dan aportar cuanta información estimen convenien-
te sobre el tramo de cauce que se ha de deslindar,
en el plazo de un mes y sin perjuicio del trámite
de información pública regulado en el apartado 4.

3. A partir de la información aportada y de la
disponible en el Organismo de cuenca, éste pre-
parará la siguiente documentación:

a) Memoria descriptiva que incluya: objeto del
deslinde, características del tramo y de la propiedad
en los terrenos colindantes así como los estudios
realizados en la zona.

b) Solicitud a los ayuntamientos y al Centro
de Gestión Catastral y Cooperación Tributaria de
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los planos y relación de titulares de las fincas colin-
dantes con sus domicilios respectivos, para su pos-
terior remisión al Registro de la Propiedad, a fin
de que el registrador manifieste su conformidad
con dicha relación o formule las observaciones que
estime pertinentes. Transcurridos 15 días sin que
se reciba contestación expresa, se entenderá otor-
gada.

c) Levantamiento topográfico de la zona, a
escala no inferior a 1/1.000.

d) Estudio de la hidrología del tramo que se
ha de deslindar, con base en la información plu-
viométrica y foronómica disponibles, estudios del
terreno, de mareas en zonas próximas a su desem-
bocadura en el mar, y mediante los modelos mate-
máticos que sean de aplicación y permitan deducir
el caudal teórico de la máxima crecida ordinaria.

e) Estudio hidráulico que permita fijar el área
ocupada por la máxima crecida ordinaria, consi-
derando asimismo otros criterios de aplicación para
delimitar los terrenos de dominio público hidráulico.

f) Propuesta de deslinde definida mediante
línea poligonal referida a puntos fijos.

4. Completada la documentación a que se
refiere el apartado anterior, se realizará el trámite
de información pública mediante anuncios en el
boletín oficial de la provincia, en el ayuntamiento
y en algún otro medio de amplia difusión con aper-
tura de plazo de un mes para examinar, en las
oficinas del Organismo de cuenca donde se instruye
el procedimiento, la documentación preparada con-
forme al apartado anterior y, en su caso, formular
alegaciones y aportar o proponer pruebas.

5. Simultáneamente a la apertura del trámite
de información pública, el Organismo de cuenca
remitirá la información necesaria a la comunidad
autónoma y al ayuntamiento, con solicitud de infor-
me en relación con las cuestiones propias de sus
respectivas competencias. De no emitirse el infor-
me en el plazo de un mes, continuará la tramitación.

Además del informe, el Organismo de cuenca
solicitará al ayuntamiento la suspensión cautelar
del otorgamiento de licencias de obras en el ámbito
afectado por el deslinde.
Artículo 242 bis. Proyecto de deslinde y resolu-

ción del procedimiento.
1. El Organismo de cuenca, una vez examina-

das las alegaciones e informes aportados, convo-
cará con antelación mínima de 10 días hábiles,
conjuntamente o agrupados por tramos, a todos
los interesados y a los representantes del ayun-
tamiento, de la comunidad autónoma y, si les afec-
ta, de otros órganos de la Administración General
del Estado, para la celebración del acto de reco-
nocimiento sobre el terreno, en donde se replan-
teará la línea teórica definida en planos, mediante
estaquillas. De estas operaciones se levantará acta,
en la que se hará constar la conformidad o dis-
conformidad de los asistentes, quienes, en este últi-
mo caso, dispondrán de un plazo de 15 días para
formular alegaciones y proponer motivadamente
una delimitación alternativa.

2. Cuando los interesados en el expediente
aporten títulos inscritos en el Registro de la Pro-
piedad sobre terrenos que pudieran resultar inclui-
dos en el dominio público, el Organismo de cuenca
lo comunicará al registrador, al objeto de practicar
la anotación preventiva correspondiente, en donde
se hará constar, además de las circunstancias pre-
vistas con carácter general en la legislación hipo-
tecaria, las específicas que acrediten la tramitación

de un expediente de deslinde, y la advertencia,
según proceda, de que en su virtud la finca puede
resultar en todo o en parte de dominio público.

Sin perjuicio de lo anterior, una vez iniciado el
procedimiento de deslinde, el Organismo de cuenca
podrá solicitar al registrador que extienda anota-
ción preventiva acreditativa de la existencia de
aquél en las fincas que pudieran resultar afectadas.
Si las fincas no estuvieran inscritas, la anotación
preventiva se tomará, además, por la falta de previa
inscripción.

3. Practicadas las actuaciones anteriores, se
formulará el proyecto de deslinde que se compon-
drá de los siguientes documentos:

a) Memoria descriptiva de los trabajos efectua-
dos, con análisis de los informes y alegaciones pre-
sentadas y justificación de la línea de deslinde pro-
puesta, así como anejos.

b) Planos a escala no inferior a 1/1.000 con
el trazado propuesto de la línea de deslinde replan-
teada sobre el terreno.

c) Cuando la línea de deslinde establecida en
este proyecto suponga una modificación sustancial
de la propuesta inicial, a juicio del Organismo de
cuenca, éste podrá retrotraer el expediente al trá-
mite de información pública, si así lo estimase opor-
tuno para la mejor delimitación del dominio público
hidráulico.

4. Dicho proyecto se pondrá de manifiesto a
los interesados, en los términos del artículo 84 de
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Pro-
cedimiento Administrativo Común, durante un pla-
zo máximo de 15 días, para que puedan alegar
y presentar los documentos y justificaciones que
estimen pertinentes a propósito de cualquier modi-
ficación que pretendan introducir sobre la línea de
deslinde replanteada sobre el terreno.

5. El Organismo de cuenca, previo informe de
la Abogacía del Estado, dictará resolución que
acuerde el deslinde, que deberá ser publicada en
el boletín oficial de la provincia o provincias afec-
tadas, notificada a los titulares registrales de los
terrenos colindantes y a cuantos hayan compare-
cido como interesados en el expediente, y comu-
nicada al ayuntamiento, a la comunidad autónoma,
al Centro de Gestión Catastral y Cooperación Tri-
butaria y al Registro de la Propiedad.

6. La aprobación del deslinde llevará implícito
el levantamiento de la suspensión de otorgamiento
de concesiones o autorizaciones en el dominio
público hidráulico que, en su caso, se hubiesen pro-
ducido. Asimismo, llevará implícita la cancelación
de las anotaciones preventivas practicadas en el
Registro de la Propiedad con motivo del deslinde,
relativas a fincas que hayan resultado incluidas total
o parcialmente en el dominio público hidráulico,
en virtud de aquél.

7. Una vez amojonada la línea definitiva del
deslinde, el Organismo de cuenca procederá al
levantamiento de acta a la que se adjuntará el plano
de definición de la poligonal del deslinde.

El Organismo de cuenca deberá aprobar el acta,
lo que permitirá efectuar la liquidación definitiva
de los gastos, en el supuesto de que el expediente
se hubiera incoado a instancia de parte.

Artículo 242 ter. Efectos de la aprobación del
deslinde.

1. El deslinde aprobado declara la posesión y
la titularidad dominical a favor del Estado, dando
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lugar al amojonamiento, de acuerdo con el artícu-
lo 95.2 del texto refundido de la Ley de Aguas.

2. La resolución de aprobación del deslinde
será título suficiente para rectificar las inscripciones
del Registro de la Propiedad contradictorias con
aquél, siempre que haya intervenido en el expe-
diente el titular registral, conforme a la legislación
hipotecaria.

En todo caso, los titulares de los derechos ins-
critos afectados podrán ejercitar las acciones que
estimen pertinentes en defensa de sus derechos,
y será susceptible de anotación preventiva la corres-
pondiente reclamación judicial.

3. A efectos de lo dispuesto en el apartado
anterior, se considera que el titular registral ha inter-
venido en el expediente cuando el Organismo de
cuenca le haya notificado su incoación con arreglo
a los artículos 58 y 59 de la Ley de Régimen Jurí-
dico de las Administraciones Públicas y del Pro-
cedimiento Administrativo Común, aunque no haya
comparecido.

4. La resolución de aprobación del deslinde
será título suficiente para que la Administración
proceda a la inmatriculación de los bienes de domi-
nio público cuando lo estime conveniente, a la vista
de las circunstancias físicas o jurídicas concurren-
tes y, en todo caso, cuando la posesión no sea
ostensible por sus características naturales o cuan-
do exista un riesgo de invasión del dominio público.

5. El Organismo de cuenca podrá ejercer de
oficio la facultad de recuperación posesoria cuando
exista invasión efectiva del dominio público hidráu-
lico, aun cuando no esté deslindado, siempre que
sea evidente el carácter demanial del bien objeto
de invasión y sin perjuicio de incoar el oportuno
procedimiento sancionador.»

Doce. Se modifica el capítulo II del Título III, que
queda redactado del siguiente modo:

«CAPÍTULO II

De los vertidos

SECCIÓN 1.a AUTORIZACIONES DE VERTIDO

Artículo 245. Autorización.

1. A los efectos de la Ley de Aguas, se con-
sideran vertidos los que se realicen directa o indi-
rectamente en las aguas continentales, así como
en el resto del dominio público hidráulico, cualquie-
ra que sea el procedimiento o técnica utilizada.

Son vertidos directos la emisión directa de con-
taminantes a las aguas continentales o a cualquier
otro elemento del dominio público hidráulico, así
como la descarga de contaminantes en el agua
subterránea mediante inyección sin percolación a
través del suelo o del subsuelo.

Son vertidos indirectos tanto los realizados en
aguas superficiales a través de azarbes, redes de
colectores de recogida de aguas residuales o de
aguas pluviales o por cualquier otro medio de desa-
güe, o a cualquier otro elemento del dominio públi-
co hidráulico, así como los realizados en aguas sub-
terráneas mediante filtración a través del suelo o
del subsuelo.

2. Queda prohibido con carácter general el ver-
tido directo o indirecto de aguas y productos resi-
duales susceptibles de contaminar las aguas con-
tinentales o cualquier otro elemento del dominio
público hidráulico, salvo que se cuente con la previa
autorización. Dicha autorización corresponde al

Organismo de cuenca tanto en el caso de vertidos
directos a aguas superficiales o subterráneas como
en el de vertidos indirectos a aguas subterráneas.
Cuando se trate de vertidos indirectos a aguas
superficiales, la autorización corresponderá al órga-
no autonómico o local competente.

3. La autorización de vertido tendrá como obje-
to la consecución del buen estado ecológico de
las aguas, de acuerdo con las normas de calidad,
los objetivos ambientales y las características de
emisión e inmisión establecidas en este reglamento
y en el resto de la normativa en materia de aguas.
Estas normas y objetivos podrán ser concretados
para cada cuenca por el respectivo plan hidrológico,
de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 100.2
del texto refundido de la Ley de Aguas.

4. Los vertidos indirectos a aguas superficiales
con especial incidencia para la calidad del medio
receptor, según los criterios señalados en el apar-
tado anterior, han de ser informados favorablemen-
te por el Organismo de cuenca previamente al otor-
gamiento de la preceptiva autorización.

5. A los efectos de este reglamento, se entien-
de por:

a) Norma de calidad ambiental: la concentra-
ción de un determinado contaminante o grupo de
contaminantes en el agua, en los sedimentos o en
la biota, que no debe superarse con el fin de pro-
teger la salud humana y el medio ambiente.

b) Valor límite de emisión: la cantidad o la con-
centración de un contaminante o grupo de con-
taminantes, cuyo valor no debe superarse por el
vertido. En ningún caso el cumplimiento de los valo-
res límites de emisión podrá alcanzarse mediante
técnicas de dilución.

c) Contaminante: cualquier sustancia que pue-
da causar contaminación y en particular las que
figuran en el anexo II.

d) Sustancia peligrosa: las sustancias o grupos
de sustancias que son tóxicas, persistentes y bioa-
cumulables, así como otras sustancias o grupos
de sustancias que entrañan un nivel de riesgo aná-
logo.

e) Objetivo medioambiental: para las aguas
continentales, la prevención del deterioro de las
distintas masas de agua, su protección, mejora y
regeneración, con el fin de alcanzar un buen estado
de las aguas.

Artículo 246. Iniciación del procedimiento de
autorización de vertidos.

1. El procedimiento para obtener la autoriza-
ción de vertido se iniciará mediante solicitud del
titular de la actividad, con los datos requeridos en
el artículo 70 de la Ley de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del procedimiento
Administrativo Común, y con la declaración de ver-
tido según modelo aprobado por el Ministerio de
Medio Ambiente.

2. La declaración de vertido contendrá los
siguientes extremos:

a) Características de la actividad causante del
vertido.

b) Localización exacta del punto donde se pro-
duce el vertido.

c) Características cualitativas (con indicación
de todos los valores de los parámetros contami-
nantes del vertido), cuantitativas y temporales del
vertido.

d) Descripción de las instalaciones de depura-
ción y evacuación del vertido.
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e) Proyecto, suscrito por técnico competente,
de las obras e instalaciones de depuración o eli-
minación que, en su caso, fueran necesarias para
que el grado de depuración sea el adecuado para
la consecución de los valores límite de emisión del
vertido, teniendo en cuenta las normas de calidad
ambiental determinadas para el medio receptor.

f) Petición, en su caso, de imposición de ser-
vidumbre forzosa de acueducto o de declaración
de utilidad pública, a los efectos de expropiación
forzosa, acompañada de la identificación de predios
y propietarios afectados.

3. En el caso de solicitudes formuladas por enti-
dades locales, la declaración de vertido deberá
incluir además:

a) Inventario de vertidos industriales con sus-
tancias peligrosas recogidos por la red de sanea-
miento municipal.

b) Contenido y desarrollo del plan de sanea-
miento y control de vertidos a la red de sanea-
miento municipal. En el caso de que las instala-
ciones de depuración y el sistema de evacuación
formen parte de un plan o programa de sanea-
miento aprobado por otra Administración pública,
se incluirá la información correspondiente a tal
circunstancia.

4. En el caso de que el solicitante de la auto-
rización de vertido deba solicitar, además, una con-
cesión para el aprovechamiento privativo de las
aguas, la documentación a que se refieren los apar-
tados anteriores se presentará conjuntamente con
la que resulte necesaria a los efectos de obtener
dicha concesión.
Artículo 247. Subsanación y mejora.

1. Si la solicitud no reúne los requisitos esta-
blecidos en el artículo anterior, el Organismo de
cuenca requerirá la subsanación al solicitante, en
los términos del artículo 71.1 de la Ley 30/1992,
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las
Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común.

2. Con independencia de la subsanación, los
servicios técnicos del Organismo de cuenca com-
probarán los datos consignados en la declaración
de vertido presentada, y emitirán informe sobre si
la solicitud es adecuada al cumplimiento de las
normas de calidad y objetivos ambientales y sobre
las características de emisión e inmisión. Si del
informe se desprende la improcedencia del vertido,
el Organismo de cuenca denegará la autorización
dictando resolución motivada, previa audiencia del
solicitante, o bien requerirá a éste para que intro-
duzca las correcciones oportunas en el plazo de 30
días.

Transcurrido este plazo sin que el solicitante
haya introducido las correcciones requeridas, el
Organismo de cuenca denegará la autorización
mediante resolución motivada y previa audiencia
del solicitante.

3. El Organismo de cuenca deberá notificar las
resoluciones a que se refiere el apartado 2 en el
plazo de seis meses a partir de la recepción de
la solicitud. Transcurrido este plazo, las solicitudes
que no hayan sido denegadas se tramitarán con
arreglo a lo establecido en los artículos siguientes.
Artículo 248. Información pública e informes.

1. El Organismo de cuenca someterá a infor-
mación pública las solicitudes no denegadas en
aplicación del artículo 247.2 por un plazo de 30

días, mediante anuncio en el boletín oficial de la
provincia.

El anuncio expresará las características funda-
mentales de la solicitud y, en su caso, la petición
de declaración de utilidad pública o de imposición
de servidumbre.

2. Simultáneamente, el Organismo de cuenca
recabará el informe de la comunidad autónoma y
aquellos otros que procedan en cada caso.

3. De las alegaciones e informes se dará tras-
lado al peticionario para que manifieste lo que a
su derecho convenga en plazo de 10 días.
Artículo 249. Resolución.

1. Finalizado el plazo a que se refiere el artícu-
lo 248.3, el Organismo de cuenca formulará la pro-
puesta de resolución y la notificará al solicitante
y, si los hubiera, a los restantes interesados, que
podrán presentar alegaciones en el plazo de 10
días.

La propuesta de resolución favorable al otorga-
miento de la autorización deberá expresar el con-
dicionado.

2. El Organismo de cuenca notificará la reso-
lución motivada en el plazo máximo de un año
y, de no hacerlo, podrá entenderse desestimada
la solicitud de autorización.

3. Si el condicionado de la autorización com-
porta la ejecución de obras o instalaciones, la auto-
rización de vertido no producirá plenos efectos jurí-
dicos hasta que el Organismo de cuenca apruebe
el acta de reconocimiento final favorable de aque-
llas, aplicándose, durante el período de ejecución,
el coeficiente de mayoración correspondiente a un
tratamiento no adecuado. Aprobada el acta de reco-
nocimiento, será exigible, en su totalidad, el obje-
tivo de calidad que en cada caso corresponda.

4. Las autorizaciones de vertido tendrán un pla-
zo máximo de vigencia de cinco años, entendién-
dose renovadas por plazos sucesivos de igual dura-
ción al autorizado, siempre que el vertido no sea
causa de incumplimiento de las normas de calidad
ambiental exigibles en cada momento. La renova-
ción no impide que cuando se den otras circuns-
tancias, el Organismo de cuenca proceda a su revi-
sión. En este último caso se notificará al titular con
seis meses de antelación.
Artículo 250. Autorización de vertido de las enti-

dades locales y de las comunidades autónomas.
La autorización de vertido solicitada por entida-

des locales y por comunidades autónomas se ajus-
tará a lo establecido en los artículos anteriores, con
las especialidades señaladas a continuación:

a) La solicitud de autorización incluirá también:
1.o Un plan de saneamiento y control de ver-

tidos a colectores que incluirá, en su caso, los pro-
gramas de reducción de sustancias peligrosas, así
como el correspondiente reglamento u ordenanza
de vertidos. En el caso de que las instalaciones
de depuración y evacuación necesarias formen par-
te de un plan o programa de saneamiento aprobado
por otra Administración pública, se hará constar
así en la solicitud.

2.o Información sobre la existencia de vertidos
en los colectores de sustancias peligrosas a que
se refiere el artículo 256.

b) Una vez concedida la autorización, las enti-
dades locales y comunidades autónomas autoriza-
das están obligadas:

1.o A informar anualmente a la Administración
hidráulica sobre la existencia de vertidos en los
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colectores de sustancias peligrosas a que se refiere
el artículo 256.

2.o A informar sobre el funcionamiento de las
estaciones de depuración de aguas residuales
urbanas, a los fines previstos en el Real Decre-
to 509/1996, de 15 de marzo, por el que se
desarrolla el Real Decreto Ley 11/1995, de 28
de diciembre, por el que se establecen las normas
aplicables al tratamiento de las aguas residuales
urbanas.

Artículo 251. Condicionado de las autorizaciones
de vertido.

1. Las autorizaciones de vertido establecerán
las condiciones en que éstos deben realizarse, con-
cretando especialmente los extremos siguientes:

a) Origen de las aguas residuales y localización
geográfica del punto de vertido.

b) El caudal y los valores límite de emisión del
efluente, determinados con arreglo a las siguientes
reglas generales:

1.a Las características de emisión del vertido
serán tales que resulten adecuadas para el cum-
plimiento de las normas de calidad ambiental del
medio receptor. Se podrá establecer una aplicación
gradual de aquéllas hasta su completa consecu-
ción.

2.a Se exigirán valores límite de emisión para
los parámetros característicos de la actividad cau-
sante del vertido.

3.a Los valores límite de emisión no podrán
alcanzarse mediante técnicas de dilución.

c) Las instalaciones de depuración y evacua-
ción que el Organismo de cuenca considere sufi-
cientes para cumplir la normativa sobre la calidad
del agua del medio receptor.

d) Las fechas de iniciación y terminación de
las obras e instalaciones, fases parciales previstas
y entrada en servicio de aquéllas, así como las medi-
das que, en caso necesario, se deban adoptar para
reducir la contaminación durante el plazo de eje-
cución de aquéllas.

e) Los elementos de control de las instalacio-
nes de depuración y los sistemas de medición del
caudal y de la toma de muestras, así como la perio-
dicidad en la que es obligatorio analizar y acreditar
los parámetros y condiciones del vertido, así como
cualesquiera otras declaraciones y acreditaciones
a que venga obligado ante el Organismo de cuenca.

f) El plazo de vigencia de la autorización.
g) El importe del canon de control de vertidos

que corresponda en aplicación del artículo 113 del
texto refundido de la Ley de Aguas, especificando
el precio unitario y sus componentes.

h) Las causas de modificación y revocación de
la autorización.

i) Las actuaciones y medidas que, en casos de
emergencia, deban ser puestas en práctica por el
titular de la autorización.

j) En su caso, el establecimiento de los pro-
gramas de reducción de la contaminación para la
progresiva adecuación de las características del ver-
tido a los valores límite de emisión a que se refiere
el párrafo b) anterior, así como sus correspondien-
tes plazos.

k) Cualquier otra condición que el Organismo
de cuenca considere oportuna en razón de las
características específicas del caso y del cumpli-
miento de la finalidad de las instalaciones de depu-
ración y evacuación.

2. El condicionado de las autorizaciones de ver-
tido que puedan afectar a las aguas subterráneas
se ajustarán, además, a lo dispuesto en el artícu-
lo 259 de este reglamento.

3. El incumplimiento de las condiciones de la
autorización podrá dar lugar a su revocación en
los términos previstos en el artículo 263.

Artículo 252. Control de las autorizaciones de
vertido.

Con independencia de los controles impuestos
en el condicionado de la autorización, el Organismo
de cuenca podrá efectuar cuantos análisis e ins-
pecciones estime convenientes para comprobar las
características del vertido y el rendimiento de las
instalaciones de depuración y evacuación. A tales
efectos, las instalaciones de toma de muestras se
ejecutarán de forma que se facilite el acceso a éstas
por parte de la Administración, que, en su caso,
hará entrega de una muestra alícuota al represen-
tante o persona que se encuentre en las instala-
ciones y acredite su identidad, para su análisis con-
tradictorio. De no hacerse cargo de la muestra, se
le comunicará que ésta se encuentra a su dispo-
sición en el lugar que se indique.

Artículo 253. Vertido de núcleos aislados de
población, de polígonos industriales, urbaniza-
ciones y otras agrupaciones sin personalidad
jurídica.

1. En los supuestos de vertidos de naturaleza
urbana o asimilable procedentes de núcleos ais-
lados de población inferior a 250 habitantes-equi-
valentes y sin posibilidad de formar parte de una
aglomeración urbana, en los términos del Real
Decreto Ley 11/95, de 28 de diciembre, por el
que se establecen las normas aplicables al trata-
miento de las aguas residuales urbanas, la auto-
rización se ajustará a lo establecido en este artículo.

2. Los titulares de los vertidos a que se refiere
el apartado anterior presentarán ante el Organismo
de cuenca una declaración de vertido simplificada,
según modelo aprobado por el Ministro de Medio
Ambiente, en el que figurarán, como mínimo, la
situación del vertido y una memoria descriptiva de
las instalaciones de depuración y evacuación del
vertido.

Comprobado que el vertido es compatible con
los objetivos de calidad del medio receptor y con
los derechos de terceros, el Organismo de cuenca
otorgará la autorización adecuada a las caracte-
rísticas del vertido. Si, por el contrario, no concurre
esa compatibilidad, se seguirá el procedimiento
establecido en los artículos 247 y siguientes.

3. Cuando no exista un titular único de la acti-
vidad causante del vertido, el Organismo de cuenca
podrá requerir a los titulares de los establecimientos
industriales o de cualquier otra naturaleza que ten-
gan necesidad de verter aguas o productos resi-
duales y se encuentren situados en una misma zona
o polígono industrial, así como a los titulares de
las urbanizaciones u otros complejos residenciales,
a los efectos de la autorización de vertidos de natu-
raleza doméstica, para que se constituyan en una
comunidad de vertidos en el plazo de seis meses.

El incumplimiento del requerimiento a constituir-
se en comunidad tendrá la consideración de infrac-
ción administrativa con arreglo al artículo 116.g)
en relación con el 90, ambos del texto refundido
de la Ley de Aguas.
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4. La comunidad constituida de conformidad
con el artículo 90 del texto refundido de la Ley
de Aguas, ya sea por iniciativa de los propios titu-
lares de la actividad causante del vertido, ya sea
por requerimiento del Organismo de cuenca, será
la titular de la preceptiva autorización de vertido.

Artículo 254. Censos de vertidos.

1. Los Organismos de cuenca llevarán un cen-
so de los vertidos autorizados. Rigen para este cen-
so las mismas condiciones de publicidad estable-
cidas para el Registro de Aguas en los artícu-
los 194 y 195 de este reglamento.

2. El censo de vertidos deberá contener, al
menos, la siguiente información relativa a las auto-
rizaciones:

a) Titular y localización del vertido.
b) Naturaleza y características de la actividad

causante del vertido.
c) Características del vertido, con indicación de

la presencia de sustancias peligrosas en los efluentes.
d) Naturaleza del medio receptor, con especial

referencia a zonas protegidas.

3. El Ministerio de Medio Ambiente, a través
de la Dirección General de Obras Hidráulicas y Cali-
dad de las Aguas, elaborará y mantendrá el censo
nacional de vertidos, en el que figurarán los datos
correspondientes a los vertidos cuya autorización
corresponde a los Organismos de cuenca y a las
Administraciones hidráulicas autonómicas.

Asimismo, figurarán en el censo nacional de ver-
tidos los vertidos efectuados desde tierra al mar,
según los datos proporcionados por las comuni-
dades autónomas.

SECCIÓN 2.a ENTIDADES COLABORADORAS

Artículo 255. Normas generales sobre entidades
colaboradoras.

1. Son entidades colaboradoras las que, en vir-
tud del título correspondiente, están habilitadas
para las labores de apoyo a la Administración
hidráulica en materia de control y vigilancia de la
calidad de las aguas. Constituirá la actividad fun-
damental de estas entidades la certificación de los
datos a que se refiere el artículo 101.3 del texto
refundido de la Ley de Aguas.

2. El Ministro de Medio Ambiente establecerá
las condiciones requeridas para obtener el título
de entidad colaboradora, así como el procedimiento
para revalidarlo y las fórmulas de control por parte
de la Administración del cumplimiento de las con-
diciones en que fue otorgado. No dará derecho
a indemnización la pérdida de la condición de enti-
dad colaboradora cuando obedezca a un incum-
plimiento de las condiciones exigidas.

3. En todo caso, la obtención del título de enti-
dad colaboradora requiere acreditar previamente la
concurrencia de los requisitos mínimos siguientes:

a) Los relativos a la demostración de los pre-
cisos méritos de capacidad técnica y económica,
independencia e imparcialidad necesarios para las
actuaciones a realizar.

b) Suscripción de una póliza de seguro de res-
ponsabilidad civil, un aval u otra garantía financiera
con entidad debidamente autorizada por importe
suficiente para garantizar los perjuicios que pudie-
ran derivarse de las actuaciones que desarrolle.

c) El cumplimiento de los requisitos estable-
cidos en las normas de la serie UNE-EN ISO/IEC
17025 o la que en el futuro la sustituya que sea
de aplicación en función de su ámbito de actuación.

4. Se crea a estos fines un registro especial
de entidades colaboradoras en el que figurarán las
entidades que hayan obtenido el título.

El registro estará bajo la dependencia de la Direc-
ción General de Obras Hidráulicas y Calidad de las
Aguas y en él se inscribirán todos los actos admi-
nistrativos referentes al otorgamiento, modificación
o extinción del título.

SECCIÓN 3.a SUSTANCIAS PELIGROSAS

Artículo 256. Valores límite de emisión y normas
de calidad ambiental.
1. Las autorizaciones de vertido limitarán las

sustancias peligrosas propias de la actividad cau-
sante del vertido para asegurar el cumplimiento
de los valores límite de emisión, así como de las
normas de calidad ambiental y objetivos de calidad
previstos en los planes hidrológicos de cuenca y
en las restantes disposiciones legales de aplicación.

2. A efectos de lo previsto en el apartado ante-
rior, las autorizaciones de vertido:

a) Establecerán los límites de emisión de las
sustancias incluidas en la relación I del anexo III
que cuenten con regulación específica, con la fina-
lidad de eliminar la contaminación del medio recep-
tor.

b) Fijarán los valores límite de emisión de las
sustancias recogidas en el Real Decreto 995/2000,
de 2 de junio, con el fin de que puedan cumplirse
los objetivos de calidad establecidos en él.

c) Tendrán en cuenta, para el resto de sustan-
cias mencionadas en el anexo III, las limitaciones
previstas en el apartado 1 de este artículo.

3. Lo dispuesto en los apartados anteriores
será de aplicación en todos los ámbitos de pla-
nificación hidrológica, sin perjuicio de que los pla-
nes puedan establecer valores o normas más rigu-
rosas.

SECCIÓN 4.a VERTIDOS A LAS AGUAS SUBTERRÁNEAS

Artículo 257. Vertidos de sustancias peligrosas
a las aguas subterráneas.
1. Los Organismos de cuenca adoptarán las

medidas necesarias para impedir que se introduz-
can en las aguas subterráneas las sustancias que
figuran en la relación I del anexo III, así como para
limitar la introducción de las sustancias de la rela-
ción II del mismo anexo.

2. A efectos de lo previsto en el apartado ante-
rior, se prohibe el vertido directo de las sustancias
de dicha relación I. La autoridad competente exigirá
para la autorización de acciones de eliminación,
o depósito de residuos o productos que pudiesen
contener estas sustancias, un estudio hidrogeoló-
gico previo, con el fin de evitar su introducción
en las aguas subterráneas. A tal fin, el Organismo
de cuenca podrá solicitar informe del Instituto Geo-
lógico y Minero de España.

3. Con carácter general, si se desprendiese de
un estudio hidrogeológico previo que las aguas sub-
terráneas en las que se prevé el vertido de sus-
tancias de la citada relación I son inadecuadas de
forma permanente para cualquier uso, en particular
para usos domésticos o agrícolas, se podrá auto-
rizar el vertido de dichas sustancias.
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En ningún caso, el vertido de las sustancias podrá
obstaculizar la explotación de los recursos del
suelo.

Se exigirá asimismo que dichas sustancias no
puedan llegar a otros sistemas acuáticos o dañar
otros ecosistemas, para lo cual deberán adoptarse
las precauciones técnicas necesarias.

4. Para limitar la introducción de sustancias de
la citada relación II, se someterá al estudio hidro-
geológico previo no sólo el vertido directo de dichas
sustancias, sino también las acciones de elimina-
ción o depósito capaces de ocasionar un vertido
indirecto.

Se podrá autorizar el vertido cuando el estudio
hidrogeológico previo demostrase su inocuidad, sin
perjuicio de incluir en el condicionado la adopción
de las precauciones técnicas necesarias.

5. Quedan sometidas a autorización las recar-
gas artificiales de acuíferos, que sólo podrán otor-
garse cuando con ellas no se provoque la conta-
minación de las aguas subterráneas.

6. Los vertidos a las aguas subterráneas que
no contengan sustancias peligrosas se autorizarán
de acuerdo con el procedimiento regulado en los
artículos 245 y siguientes de este reglamento, si
bien se exigirá el estudio hidrogeológico previo que
demuestre la inocuidad del vertido.
Artículo 258. Estudio hidrogeológico previo.

1. El estudio hidrogeológico previo a que se
refiere el artículo anterior contemplará, como míni-
mo, el estudio de las características hidrogeológi-
cas de la zona afectada, el eventual poder depu-
rador del suelo y subsuelo y los riesgos de con-
taminación y de alteración de la calidad de las
aguas subterráneas por el vertido. Asimismo, deter-
minará si, desde el punto de vista medioambiental,
el vertido en esas aguas es inocuo y constituye
una solución adecuada.

2. Este estudio deberá estar suscrito por téc-
nico competente y deberá aportarse en la decla-
ración de vertido prevista en el artículo 246 o ser
requerido por el Organismo de cuenca cuando se
presuma que el vertido puede ocasionar una con-
taminación de las aguas subterráneas. El estudio
se incorporará al expediente de autorización de ver-
tido, y sobre éste podrá solicitar el Organismo de
cuenca informe del Instituto Geológico y Minero
de España.
Artículo 259. Condicionado de las autorizaciones

de vertido a aguas subterráneas.
1. En las autorizaciones de vertido se estable-

cerán, además de las condiciones previstas en el
artículo 251, las siguientes:

a) La técnica para llevar a cabo el vertido.
b) Las precauciones que resulten indispensa-

bles teniendo en cuenta la naturaleza y concen-
tración de las sustancias presentes en los efluentes,
las características del medio receptor, así como la
proximidad de captaciones de agua, y, en particular,
las de agua potable, termal y mineral.

c) La cantidad máxima admisible de una sus-
tancia en los efluentes, así como la concentración
de dicha sustancia.

d) Los dispositivos para controlar los efluentes
evacuados en las aguas subterráneas.

e) Las medidas que permitan la vigilancia de
las aguas subterráneas y, en particular, de su cali-
dad.

2. Las autorizaciones de vertido de sustancias
peligrosas a las aguas subterráneas se otorgarán

por un plazo de cuatro años renovables por perío-
dos iguales.

3. En el caso de vertidos a aguas subterráneas
transfronterizas, el Organismo de cuenca que tra-
mite la autorización lo notificará al Ministerio de
Medio Ambiente, a fin de que pueda informar a
los demás Estados afectados antes de otorgarse
la autorización.

SECCIÓN 5.a ESTABLECIMIENTO DE INSTALACIONES
INDUSTRIALES

Artículo 260. Limitaciones a las actuaciones
industriales contaminantes.

1. Las autorizaciones administrativas sobre
establecimiento, modificación o traslado de insta-
laciones o industrias que originen o puedan originar
vertidos se otorgarán condicionadas a la obtención
de la correspondiente autorización de vertido.

El Gobierno podrá prohibir, en zonas concretas,
aquellas actividades y procesos industriales cuyos
efluentes, a pesar del tratamiento a que sean some-
tidos, puedan constituir riesgo de contaminación
grave para las aguas, bien sea en su funcionamiento
normal, bien en caso de situaciones excepcionales
previsibles, de acuerdo con lo dispuesto en el ar-
tículo 103 del texto refundido de la Ley de Aguas.

2. Las autorizaciones de vertido tendrán, en
todo caso, el carácter de previas para la implan-
tación y entrada en funcionamiento de la industria
o actividad que se trata de establecer, modificar
o trasladar, y precederán a las licencias de apertura
o de actividad que hayan de otorgar las Adminis-
traciones local o autonómica en razón de su com-
petencia.

SECCIÓN 6.a REVISIÓN DE LAS AUTORIZACIONES

Artículo 261. Supuestos de revisión de las auto-
rizaciones de vertido.
1. El Organismo de cuenca podrá revisar las

autorizaciones de vertido en los siguientes casos:
a) Cuando sobrevengan circunstancias que, de

haber existido anteriormente, habrían justificado su
denegación o el otorgamiento en términos distin-
tos.

b) Cuando se produzca una mejora en las
características del vertido o una variación en su
volumen y así lo solicite el interesado.

c) Para adecuar el vertido a las normas de cali-
dad ambiental correspondientes al medio receptor
contemplados en el respectivo plan hidrológico de
cuenca o, en su defecto, a las normas de emisión
y de calidad ambiental que se dicten con carácter
general.

2. En casos excepcionales, por razones de
sequía o en situaciones hidrológicas extremas, los
Organismos de cuenca podrán modificar, las con-
diciones de vertido a fin de garantizar los objetivos
de calidad, de acuerdo con lo previsto en el artícu-
lo 104 del texto refundido de la Ley de Aguas.
Artículo 262. Modificación del condicionado.

1. Mediante resolución motivada y previa
audiencia a los interesados, el Organismo de cuen-
ca acordará la modificación del condicionado que
resulte pertinente a consecuencia de la revisión
practicada con arreglo al artículo 261.

2. La modificación del condicionado no dará
lugar a indemnización.
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SECCIÓN 7.a VERTIDOS NO AUTORIZADOS O QUE INCUMPLEN
LAS CONDICIONES DE LA AUTORIZACIÓN

Artículo 263. Normas de actuación.

1. Comprobada la existencia de un vertido no
autorizado, o que no cumpla las condiciones de
la autorización, el Organismo de cuenca realizará
las siguientes actuaciones:

a) Incoará un procedimiento sancionador y pro-
cederá a la determinación del daño causado a la
calidad de las aguas.

b) Liquidará el canon de control de vertido, de
conformidad con lo establecido en el artículo 113
del texto refundido de la Ley de Aguas.

2. Además de las actuaciones contempladas
en el apartado 1, el Organismo de cuenca podrá
acordar la iniciación de los siguientes procedi-
mientos:

a) De revocación de la autorización de vertido,
cuando la hubiera, en los casos de incumplimiento
de alguna de sus condiciones.

Cuando la autorización de vertido en cuencas
intercomunitarias se hubiera incluido en la auto-
rización ambiental integrada, a la que se refiere
la Ley 16/2002, de 1 de julio, de prevención y
control integrados de la contaminación, el Orga-
nismo de cuenca comunicará a la comunidad autó-
noma competente, a efectos de su cumplimiento,
la revocación mediante la emisión de un informe
preceptivo y vinculante.

b) De autorización de vertido, si no la hubiera,
cuando éste sea susceptible de legalización.

c) De declaración de caducidad de la concesión
para aquellos casos especialmente cualificados de
incumplimiento de las condiciones o de inexistencia
de autorización, de los que resulten daños muy gra-
ves para el dominio público hidráulico.

3. Las revocaciones y declaraciones de cadu-
cidad acordadas conforme al apartado anterior no
darán derecho a indemnización, de conformidad
con el artículo 105 del texto refundido de la Ley
de Aguas.

Artículo 264. Revocación y legalización de las
autorizaciones de vertido.
1. Previo requerimiento al titular para que ajus-

te el vertido a las condiciones bajo las que fue
otorgada la autorización y no atendido aquél en
el plazo concedido, el Organismo de cuenca podrá
acordar la revocación de la autorización de acuerdo
con el artículo 263.2.a), con informe del Consejo
del Agua de la cuenca y mediante resolución moti-
vada.

2. A efectos de lo dispuesto en el artículo
263.2.b), el Organismo de cuenca requerirá al titu-
lar del vertido para que formule la solicitud de auto-
rización con arreglo al artículo 246, en el plazo
de un mes. Si fuera preciso adoptar medidas cau-
telares, el requerimiento lo será también para la
realización de éstas en un plazo determinado en
cada caso.

La solicitud de autorización formulada en cum-
plimiento de ese requerimiento ha de ajustarse a
lo dispuesto para cada caso de vertido y se tra-
mitará conforme a lo dispuesto en los artículos 247
y siguientes.

En caso de que el titular no atienda el reque-
rimiento para solicitar la autorización o para realizar
las medidas cautelares, el Organismo de cuenca

acordará sin más trámite el archivo de las actua-
ciones para la legalización del vertido, sin perjuicio
de ejecutar esas medidas y repercutir su importe
en el requerido.

Artículo 265. Supuestos de suspensión de acti-
vidades que originan vertidos no autorizados.
El Gobierno, en el ámbito de sus competencias

y previo informe del Organismo de cuenca y audien-
cia al interesado, podrá ordenar la suspensión de
las actividades que den origen a vertidos no auto-
rizados, de no estimar más procedente adoptar las
medidas precisas para su corrección, que serán de
cuenta del titular, sin perjuicio de la responsabilidad
civil, penal o administrativa en que hubieran podido
incurrir los causantes de los vertidos.

SECCIÓN 8.a SUPUESTOS ESPECIALES DE INTERVENCIÓN
DEL ORGANISMO DE CUENCA

Artículo 266. Procedimiento de intervención en
instalaciones de depuración.

1. El Organismo de cuenca practicará las ins-
pecciones pertinentes en las instalaciones de depu-
ración de aguas residuales correspondientes a un
vertido autorizado.

Cuando de esas inspecciones resulte el mal fun-
cionamiento de una estación depuradora de aguas
residuales, y sin perjuicio de la incoación del pro-
cedimiento sancionador, podrá requerir al titular
para que tome las medidas necesarias que per-
mitan el correcto funcionamiento de las instalacio-
nes, en el plazo determinado en cada caso.

Si el titular no atiende el requerimiento, el Orga-
nismo de cuenca propondrá al órgano competente
la suspensión cautelar y temporal de las actividades
que producen el vertido.

2. El Organismo de cuenca podrá hacerse car-
go directa o indirectamente, por razones de interés
general y con carácter temporal, de la explotación
de las instalaciones de depuración de aguas resi-
duales, cuando no fuera posible la paralización de
las actividades que producen el vertido y se deri-
vasen graves inconvenientes del incumplimiento de
las condiciones autorizadas.

En este supuesto, el Organismo de cuenca recla-
mará del titular de la autorización, incluso por vía
de apremio:

a) Las cantidades necesarias para modificar o
acondicionar las instalaciones en los términos pre-
vistos en la autorización.

b) Los gastos de explotación, mantenimiento
y conservación de las instalaciones, de acuerdo con
lo dispuesto en el artículo 107 del texto refundido
de la Ley de Aguas.

3. Cuando el Organismo de cuenca se haga
cargo de modo indirecto de la explotación de las
instalaciones, podrá contar para ello con la cola-
boración de las empresas de vertido, o de cualquier
otro ente público o privado que considere idóneo,
corriendo a cuenta del titular de la autorización
los gastos que se deriven de tal colaboración.

SECCIÓN 9.a EMPRESAS DE VERTIDO

Artículo 267. Empresas de vertido.

Podrán constituirse empresas de vertido para
conducir, tratar y verter aguas residuales de ter-
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ceros. Las autorizaciones de vertido que a su favor
se otorguen incluirán, además de las condiciones
exigidas con carácter general, las siguientes:

a) Las de admisibilidad de los vertidos que van
a ser tratados por la empresa.

b) Las tarifas máximas y el procedimiento de
su actualización periódica.

c) La obligación de constituir una fianza para
responder de la continuidad y eficacia de los
tratamientos, de acuerdo con lo dispuesto en el
artículo 108 del texto refundido de la Ley de Aguas.

Artículo 268. Requisitos de las empresas de ver-
tido.

El Ministro de Medio Ambiente establecerá los
requisitos necesarios para que las empresas de ver-
tido puedan ser inscritas en el registro que se creará
a tal efecto.

Artículo 269. Condiciones de vertido.

1. Las empresas de vertido redactarán y pro-
pondrán a los Organismos de cuenca para su apro-
bación, en la misma resolución de la autorización
del vertido, las correspondientes condiciones de
vertido, en las que se especificarán detalladamente
los caudales y valores límite de emisión de los pará-
metros representativos de la composición de las
aguas de terceros que han de ser tratadas.

2. Las empresas de vertido serán responsables
de la vigilancia y control de los vertidos que traten,
en orden al cumplimiento de las condiciones a que
se refiere el apartado anterior.

3. Del mismo modo, redactarán y propondrán
las tarifas que incluirán necesariamente la fórmula
para su actualización periódica, los plazos y los pro-
cedimientos para su entrada en vigor.

Artículo 270. Fianza.

1. La fianza que se menciona en el artícu-
lo 108.c) del texto refundido de la Ley de Aguas
será equivalente al triplo del importe del canon de
control de vertidos que se fije en la autorización
otorgada a la empresa de vertido.

2. Serán responsables subsidiarios los causan-
tes de los vertidos.

Artículo 271. Revocación de la autorización de
las empresas de vertido.

1. La revocación de la autorización se podrá
producir por el incumplimiento de las condiciones
bajo las que fue concedida y de aquéllas que sean
de aplicación entre las establecidas, para la reso-
lución del contrato, por la legislación de contratos
de las Administraciones públicas.

2. Si se produjera dicha revocación y no fuese
posible la subrogación en otra empresa de vertido,
el Organismo de cuenca podrá acordar la suspen-
sión del vertido o proponer la paralización de la
actividad. También podrá hacerse cargo de forma
directa o indirecta de la explotación de las insta-
laciones. En ambos casos se estará a lo dispuesto
en el artículo 266. Con independencia de lo ante-
rior, el Organismo de cuenca podrá imponer jus-
tificadamente la constitución de una comunidad
de vertidos que integre a los causantes de los ver-
tidos, que se constituirá en titular de la autorización
de acuerdo con lo preceptuado en el artículo 90
del texto refundido de la Ley de Aguas.

3. La revocación de la autorización otorgada
a una empresa de vertidos podrá llevar aparejada
la pérdida de la fianza a que se refieren los artículos
anteriores, previa la tramitación del correspondien-
te procedimiento en el que se dará audiencia al
interesado.»

Trece. Se modifica el capítulo II del Título IV, que
queda redactado del siguiente modo:

«CAPÍTULO II

Canon de control de vertidos

Artículo 289. Concepto y hecho imponible.

1. Los vertidos al dominio público hidráulico
estarán gravados con una tasa destinada al estudio,
control, protección y mejora del medio receptor
de cada cuenca hidrográfica, que se denominará
canon de control de vertidos, de acuerdo con lo
preceptuado en el artículo 113.1 del texto refun-
dido de la Ley de Aguas.

El canon de control de vertidos será indepen-
diente de los cánones o tasas que puedan esta-
blecer las comunidades autónomas o las corpora-
ciones locales para financiar obras de saneamiento
y depuración, de acuerdo con lo preceptuado en
el artículo 113.7 del texto refundido de la Ley de
Aguas.

2. Constituye el hecho imponible del canon de
control de vertidos la realización de vertidos al
dominio público hidráulico.
Artículo 290. Sujeto pasivo.

Serán sujetos pasivos del canon de control de
vertidos quienes lleven a cabo el vertido, según
lo dispuesto en el artículo 113.2 del texto refundido
de la Ley de Aguas, ya sea como titulares de las
autorizaciones de vertido, ya sea como responsa-
bles de vertidos no autorizados.
Artículo 291. Importe.

1. El importe del canon de control de vertidos
será el resultado de multiplicar el volumen de ver-
tido autorizado por el precio unitario de control de
vertido.

2. Dicho precio unitario se calculará multipli-
cando el precio básico por metro cúbico, 0,01202
euros para agua residual urbana, y 0,03005 euros
para agua residual industrial, por un coeficiente de
mayoración o minoración determinado con arreglo
a la escala del anexo IV de este reglamento.

3. El coeficiente de mayoración del precio bási-
co no podrá ser superior a 4.

4. El importe del canon, calculado conforme
a lo establecido en los apartados precedentes,
habrá de constar en la autorización de vertido.
Artículo 292. Importe para vertidos no autori-

zados.
En caso de vertidos no autorizados, el importe

del canon se fijará según lo establecido en el ar-
tículo 291, aunque con las siguientes particulari-
dades:

a) El volumen de vertido a considerar para el
cálculo se determinará por estimación indirecta, uti-
lizando para ello cualquiera de estos métodos:

1.o Aplicando los datos y antecedentes dispo-
nibles que sean relevantes al efecto.

2.o Utilizando aquellos elementos que indirec-
tamente acrediten la existencia de los vertidos tales
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como tipo y volumen de la actividad, consumos
de agua, número de habitantes, instalaciones de
depuración y cualquier otro elemento que permita
determinar el volumen de aguas residuales vertido.

3.o Valorando los volúmenes de los vertidos,
u otros signos y circunstancias que se den en los
sujetos pasivos del canon de control de vertidos,
por comparación con datos o antecedentes de
supuestos similares que cuenten con autorización.

b) En todo caso se aplicará el coeficiente 4
de mayoración.
Artículo 293. Recaudación.

En las cuencas intercomunitarias y en las intra-
comunitarias no transferidas, el canon de control
de vertidos será recaudado por el Organismo de
cuenca. No obstante, la Agencia Estatal de Admi-
nistración Tributaria podrá asumir la recaudación
mediante una encomienda de gestión, con arreglo
a lo dispuesto en el artículo 15 de la Ley 30/1992,
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las
Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común.

El Organismo de cuenca y la Agencia Estatal
de Administración Tributaria formalizarán la enco-
mienda de gestión en un convenio que habrá de
fijar las condiciones para llevar a cabo la recau-
dación y en el que constará el compromiso del
aquél de proporcionar a ésta los datos y censos
que precise para la recaudación.

El canon recaudado será puesto a disposición
del Organismo de cuenca en los términos señalados
en el convenio suscrito.
Artículo 294. Devengo y liquidación.

1. El canon de control de vertidos se devenga
el 31 de diciembre de cada año. Durante el primer
trimestre de cada año natural debe liquidarse el
canon correspondiente al año anterior.

2. El periodo impositivo coincide con el año
natural, con dos excepciones:

a) El canon se calculará proporcionalmente al
número de días de vigencia de la autorización, en
relación con el total del ejercicio en que se produzca
la autorización del vertido o su caducidad.

b) El canon se calculará proporcionalmente al
número de días durante los que resulte acreditado
el vertido no autorizado, en relación con el total
del ejercicio en que se produzca el inicio o el fin
del vertido.

3. El Organismo de cuenca practicará la liqui-
dación que proceda cuando el titular de la auto-
rización acredite fehacientemente que en un deter-
minado período impositivo el vertido real no coin-
cide con el autorizado como consecuencia de inac-
tividad producida debida a circunstancias sobre-
venidas.

4. En caso de vertidos no autorizados, se prac-
ticará una sola liquidación, comprensiva de todos
los ejercicios no prescritos. Cuando, además, los
vertidos no sean susceptibles de autorización, la
liquidación se practicará en la resolución que orde-
ne el cese de los vertidos.
Artículo 295. Liquidaciones complementarias.

En caso de incumplimiento de las condiciones
de la autorización de vertido, el Organismo de cuen-
ca dictará una liquidación complementaria, corres-
pondiente al período del incumplimiento que esté
acreditado en el procedimiento sancionador. El
importe del canon se calculará con sujeción a los
criterios establecidos en el artículo 292.»

Catorce. El artículo 326 queda redactado del siguien-
te modo:

«1. La valoración de los daños al dominio públi-
co hidráulico se realizará por el órgano sancionador.
A tal efecto y sin perjuicio de las competencias
de las Juntas de Gobierno, el Ministro de Medio
Ambiente establecerá los criterios técnicos para su
determinación.

2. Si los daños se hubiesen producido en la
calidad del agua, para su valoración se atenderá
al coste del tratamiento del vertido, a su peligro-
sidad y a la sensibilidad del medio receptor.»

Quince. El artículo 339 queda redactado del siguien-
te modo:

«El importe de las sanciones así como el resto
de las obligaciones pecuniarias, se ingresará en la
cuenta especial habilitada al efecto en el Banco
de España, en los plazos previstos en el Reglamento
General de Recaudación, destinándose su importe
a efectuar las reparaciones o inversiones que
requiera la mejora del dominio público hidráulico
afectado y, en todo caso, la restitución de éste a
su estado primitivo.»

Dieciséis. Se añade un nuevo Título VI, con la deno-
minación de «Contrato de cesión de derechos al uso
privativo de las aguas públicas» y con el siguiente con-
tenido:

«TÍTULO VI
Contrato de cesión de derechos al uso

privativo de las aguas públicas

CAPÍTULO I

Del contrato de cesión

Artículo 343. Cesión de derechos.

1. Los concesionarios o titulares de algún dere-
cho al uso privativo de las aguas podrán ceder con
carácter temporal a otro concesionario o titular de
derecho de igual o mayor rango según el orden
de preferencia establecido en el plan hidrológico
de la cuenca correspondiente o, en su defecto, en
el artículo 60 del texto refundido de la Ley de
Aguas, previa autorización administrativa, la tota-
lidad o parte de los derechos de uso que les corres-
pondan, de acuerdo con lo previsto en el artícu-
lo 67.1 del texto refundido de la Ley de Aguas.

La cesión de derechos al uso privativo del agua
se ejercitará, en todo caso, con sujeción a las limi-
taciones establecidas en la legislación vigente res-
pecto de la utilización del dominio público hidráu-
lico.

La cesión de derechos al uso privativo del agua
sin la autorización regulada en esta sección será
constitutiva de la infracción tipificada en el artícu-
lo 116.g) en relación con el 67.1, ambos del texto
refundido de la Ley de Aguas, sin perjuicio de la
caducidad del derecho concesional del cedente.

2. A efectos de lo previsto en el apartado ante-
rior, son concesionarios y titulares de derechos al
uso privativo de las aguas, los siguientes:

a) Los concesionarios de aguas superficiales y
subterráneas.

b) Los titulares de aprovechamientos tempo-
rales de aguas privadas inscritos en el Registro de
Aguas conforme a las disposiciones transitorias
segunda y tercera del texto refundido de la Ley
de Aguas.
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3. No podrán celebrar el contrato de cesión
de derechos al uso privativo de las aguas:

a) Los titulares de concesiones o autorizacio-
nes concedidas a precario.

b) Los titulares de las autorizaciones especiales
a las que se refiere el artículo 59.5. del texto refun-
dido de la Ley de Aguas.

Los concesionarios o titulares de derechos de
usos privativos de carácter no consuntivo solamen-
te podrán ceder sus derechos para usos que tengan
el mismo carácter.

4. Los titulares de derechos incluidos en el
catálogo de aprovechamientos de aguas privadas
no pueden acogerse a lo establecido en este capí-
tulo, salvo que previamente transformen su dere-
cho en una concesión de aguas públicas e insten
su inscripción en el Registro de Aguas.

En estos casos, dicha solicitud de inscripción
deberá constar en el contrato de cesión y en la
solicitud de la autorización del contrato requerida
por el artículo 346.

5. Los acuerdos entre usuarios de una misma
comunidad constituida con arreglo al artículo 81
del texto refundido de la Ley de Aguas, celebrados
para la utilización del agua asignada a cada uno
de ellos como miembros de la comunidad conce-
sionaria, se consideran como actos internos, si a
ello no se opusieran las ordenanzas y estatutos
de la propia comunidad, y no están sujetos a lo
establecido en esta sección.

6. En las comunidades de usuarios constituidas
con arreglo a los artículos 87 y 88 del texto refun-
dido de la Ley de Aguas, son titulares de derechos
cada uno de los usuarios que tenga inscrito su dere-
cho en el Registro de Aguas.
Artículo 344. Formalización y contenido de los

contratos de cesión.

1. Los contratos de cesión deben ser forma-
lizados por escrito y en ellos se recogerán, como
mínimo, las siguientes especificaciones:

a) Identificación de los contratantes.
b) Concesión administrativa o título jurídico en

virtud del cual cada parte ha adquirido el derecho
a usar privativamente las aguas objeto del contrato,
debidamente inscritos en el Registro de Aguas.

c) Volumen anual susceptible de cesión y apre-
ciación del volumen susceptible de reutilización.

d) Compensación económica que, en su caso,
se establezca.

e) Uso al que se va a destinar el caudal cedido.
f) En el caso de cesiones entre usuarios de

agua para riego, la identificación expresa de los
predios que el cedente renuncia a regar o se com-
promete a regar con menos dotación durante la
vigencia del contrato, así como la de los predios
que regará el adquirente con el caudal cedido.

g) Período al que se refiere el contrato de
cesión.

h) Instalaciones o infraestructuras hidráulicas
necesarias para la realización material de la cesión.

2. Dentro de los 15 días siguientes a su firma,
el cedente y el cesionario deben remitir una copia
del contrato de cesión a la comunidad de usuarios
a que pertenezca uno y otro.

A partir de la recepción de la copia del contrato,
las comunidades de usuarios pueden formular ante
el Organismo de cuenca las alegaciones que esti-
men convenientes sobre la cesión contratada, en
el plazo de 15 días.

Artículo 345. Objeto del contrato de cesión y
compensación económica.

1. El volumen anual susceptible de cesión en
ningún caso podrá superar al realmente utilizado
por el cedente y se calculará atendiendo a los
siguientes criterios:

a) Se tendrán en cuenta los valores del volu-
men realmente utilizado durante los cinco últimos
años.

b) El valor resultante podrá ser corregido, en
su caso, atendiendo a la dotación objetivo que fije
el plan hidrológico de cuenca, los retornos que pro-
cedan, las circunstancias hidrológicas extremas y
el respeto a los caudales medioambientales esta-
blecidos o, en su defecto, al buen uso del agua.

En ningún caso el volumen susceptible de cesión
podrá ser superior al que resulte de los acuerdos
que adopte el Organismo de cuenca en función
de la situación hidrológica de cada año.

2. La compensación económica derivada de la
cesión de derechos al uso de aguas se fijará de
mutuo acuerdo por los contratantes. Atendiendo
a la situación del mercado y a sus desviaciones,
el Ministro de Medio Ambiente podrá establecer
el importe máximo de la compensación.

Artículo 346. Solicitud de autorización.

1. Dentro de los 15 días siguientes a la firma,
el cedente y el cesionario, conjuntamente, deben
remitir una copia del contrato al Organismo de
cuenca y solicitar la autorización requerida por el
artículo 343.1.

2. Cuando las aguas objeto del contrato de
cesión vayan a destinarse al abastecimiento de
poblaciones, se acompañará a la solicitud de auto-
rización informe de la autoridad sanitaria sobre la
idoneidad del agua para dicho uso.

3. Cuando la cesión de derechos se refiera a
una concesión para regadíos y usos agrarios, el
Organismo de cuenca dará traslado de la copia
del contrato a la correspondiente comunidad autó-
noma y al Ministerio de Agricultura, Pesca y Ali-
mentación, para que emitan informe previo en el
ámbito de sus respectivas competencias en el plazo
de 10 días.

4. El Organismo de cuenca concederá trámite
de audiencia a los solicitantes para que en el plazo
de 15 días puedan formular alegaciones a la vista
de las alegaciones que hayan podido formular las
comunidades de usuarios de acuerdo con el artícu-
lo 344.2, de los informes a que se refiere el apar-
tado inmediato precedente y de cuantas actuacio-
nes se hubieran practicado a consecuencia de la
solicitud.

Artículo 347. Autorización.

1. Mediante resolución motivada, el Organis-
mo de cuenca concederá la autorización de la
cesión previa comprobación de que el cedente y
el cesionario tienen debidamente inscrito su dere-
cho legítimo al uso privativo del agua y de que
el contrato se ajusta a lo establecido en este capí-
tulo.

La resolución por la que se autorice la cesión
de derechos establecerá el volumen máximo anual
susceptible de cesión así como la obligación de
instalar un contador homologado que mida el cau-
dal realmente cedido.
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2. Transcurridos dos meses desde que la entra-
da de la solicitud en el Organismo de cuenca sin
que éste se haya pronunciado, se podrá entender
concedida la autorización. Dicho plazo será de un
mes cuando se trate de cesiones entre miembros
de la misma comunidad de usuarios.

Artículo 348. Denegación.

1. Mediante resolución motivada, el Organis-
mo de cuenca denegará la autorización cuando el
cedente o el cesionario no tengan debidamente
inscrito su derecho legítimo al uso privativo del
agua, y cuando concurran las circunstancias seña-
ladas en el artículo 68.3 del texto refundido de
la Ley de Aguas.

2. La denegación de la autorización solicitada
no dará derecho a indemnización alguna en favor
de los contratantes.

Artículo 349. Adquisición preferente.

En los mismos plazos y casos establecidos en
el artículo 347.2, el Organismo de cuenca podrá
acordar la adquisición del aprovechamiento de los
caudales objeto del contrato, en virtud del derecho
de adquisición preferente reconocido en el artícu-
lo 68.3 del texto refundido de la Ley de Aguas.

Si el contrato incluye una compensación eco-
nómica, la adquisición queda condicionada al abo-
no por el Organismo de cuenca al cedente de una
cantidad igual, en un plazo de tres meses, a partir
del acuerdo de adquisición.

Artículo 350. Inscripción en el Registro de Aguas.

Se inscribirán en el Registro de Aguas los con-
tratos de cesión de derechos al uso privativo del
agua, así como el rescate de los aprovechamientos
mediante la adquisición regulada en el artículo 349,
en los términos que establezca el Ministro de Medio
Ambiente.

Artículo 351. Instalaciones e infraestructuras
hidráulicas.

1. Cuando la realización material de las cesio-
nes acordadas requiera el empleo de instalaciones
o infraestructuras hidráulicas de las que fuesen titu-
lares terceros, su uso se establecerá por libre acuer-
do entre las partes.

2. En el caso de que las instalaciones o infraes-
tructuras hidráulicas necesarias sean de titularidad
del Organismo de cuenca, o bien tenga éste enco-
mendada su explotación, los contratantes deberán
solicitar, a la vez que dan traslado de la copia del
contrato para su autorización, la determinación del
régimen de utilización de dichas instalaciones o
infraestructuras, así como la fijación de las exac-
ciones económicas que correspondan de acuerdo
con la legislación vigente.

3. Si para la realización material de las cesiones
acordadas fuese necesario construir nuevas insta-
laciones o infraestructuras hidráulicas, los contra-
tantes deberán presentar, a la vez que solicitan la
autorización, el documento técnico que defina ade-
cuadamente dichas obras e instalaciones. Cuando
las aguas cedidas se vayan a destinar al abaste-
cimiento de poblaciones, se presentará también
informe de la autoridad sanitaria sobre la idoneidad
del agua para dicho uso.

4. La autorización del contrato de cesión no
implicará por sí misma la autorización para el uso
o construcción de infraestructuras a que se refiere
este artículo.

La resolución del Organismo de cuenca sobre
el uso o construcción de infraestructuras a que se
refiere el párrafo anterior será independiente de
la decisión que adopte sobre la autorización o no
del contrato de cesión, y no se le aplicarán los
plazos a que se refiere el artículo 347 de este regla-
mento de acuerdo con lo dispuesto en el artícu-
lo 70 del texto refundido de la Ley de Aguas.

5. Transcurrido el plazo de cuatro meses desde
la entrada de la solicitud en el Organismo de cuenca
sin que éste se haya pronunciado, se podrá enten-
der concedida la autorización para el uso o cons-
trucción de infraestructuras.
Artículo 352. Compensaciones económicas.

1. Cuando las infraestructuras precisas para los
contratos de cesión fueran de titularidad pública,
se devengarán las tasas o precios que resulten de
aplicación.

2. Si las infraestructuras necesarias fuesen de
titularidad privada, los contratantes podrán pactar
libremente las compensaciones económicas.

Artículo 353. Autorización de vertido en los con-
tratos de cesión.

1. En el caso de que el cedente o el cesionario
fuesen titulares de la autorización de vertido a que
se refieren los artículos 245 y siguientes de este
reglamento, deberán hacer constar esta circuns-
tancia en la documentación remitida con la solicitud
de autorización del contrato, que deberá venir
acompañada de un estudio de los posibles efectos
que, respecto de aquélla, comporte la cesión de
derechos.

2. El Organismo de cuenca tramitará la opor-
tuna modificación de la autorización o autorizacio-
nes de vertido en los términos del artículo 262.

3. En el caso de que se considere que la nueva
situación derivada de la cesión de derechos com-
porta un vertido de aguas o productos residuales
no autorizado, se comunicará así a los interesados
y se revocará la autorización del contrato, previa
audiencia de aquéllos, sin derecho a indemnización.

CAPÍTULO II

Centros de Intercambio

Artículo 354. Centros de intercambio de derechos
de uso del agua.

1. Al amparo del artículo 71 del texto refundido
de la Ley de Aguas, se podrán constituir centros
de intercambio de derechos de uso del agua,
mediante acuerdo del Consejo de Ministros, a pro-
puesta del Ministro de Medio Ambiente, en las
situaciones reguladas en los artículos 55, 56 y 58
del mismo texto legal.

2. Podrán participar en las operaciones de los
centros de intercambio, para ceder sus derechos,
los concesionarios y los titulares de aprovechamien-
to al uso privativo de las aguas que tengan inscritos
sus derechos en el Registro de Aguas o en el catá-
logo de aprovechamientos de la cuenca, respec-
tivamente.

Artículo 355. La oferta pública de adquisición de
derechos.

1. La aprobación por el Consejo de Ministros
de la constitución del centro de intercambio de
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derechos de uso del agua facultará al Organismo
de cuenca para realizar ofertas públicas de adqui-
sición de derechos.

2. El Organismo de cuenca deberá publicar la
oferta pública de adquisición de derechos de uso
del agua en el “Boletín Oficial del Estado”, en el
diario oficial de las comunidades autónomas afec-
tadas y, al menos, en dos diarios de amplia difusión.
En el anuncio se hará referencia a la existencia
de un folleto explicativo de la oferta, que estará
a disposición de los interesados en la sede del Orga-
nismo de cuenca.

3. En la oferta pública de adquisición se con-
cretarán necesariamente los siguientes extremos:

a) El volumen máximo susceptible de cesión
y las características de los aprovechamientos que
pueden ceder derechos.

b) Los requisitos técnicos necesarios para
poder acudir a la oferta pública de adquisición y,
en especial, los referentes a la calidad del recurso
y a los criterios relativos al retorno de las aguas
susceptibles de cesión.

c) Los importes máximos y mínimos de la com-
pensación económica que deben satisfacerse por
la cesión de los derechos al uso privativo de las
aguas y las condiciones y formas de pago.

d) El carácter temporal o definitivo de la cesión
y, en su caso, plazo que se establezca.

e) Los criterios en virtud de los cuales el Orga-
nismo de cuenca, respetando los principios de
publicidad y concurrencia, procederá a seleccionar
los derechos que sean objeto de adquisición, así
como la determinación del precio de la cesión que
podrá incluir un porcentaje para gastos de gestión,
no superior al cinco por ciento del citado precio.
En la determinación de los volúmenes y compen-
saciones objeto de intercambio se tendrán en cuen-
ta, en primer lugar, las prioridades de usos y la
compatibilidad con los planes hidrológicos de cuen-
ca y los sistemas de explotación del recurso y, en
segundo lugar, el menor coste de la adquisición
de los derechos susceptibles de cesión.

f) El plazo, a contar desde la publicación de
la oferta en el “Boletín Oficial del Estado”, para la
presentación de solicitudes por parte de los con-
cesionarios o titulares de derechos interesados.

4. En las solicitudes que se dirijan al Organismo
de cuenca para ceder derechos al uso privativo,
los solicitantes deberán hacer constar necesaria-
mente los siguientes datos:

a) Identificación del concesionario o titular que
desea ceder.

b) Título jurídico que ampara el derecho al uso
privativo de las aguas que ostenta el solicitante.

c) Volumen de agua que está dispuesto a
ceder.

d) Justificación del cumplimiento del resto de
los requisitos fijados por el Organismo de cuenca
para poder acudir a la oferta pública de adquisición,
en especial los referentes a la calidad del recurso
y a los criterios relativos al retorno de las aguas
susceptibles de cesión.

5. Recibidas las solicitudes en los plazos pre-
vistos en la oferta pública de adquisición, el Orga-
nismo de cuenca resolverá sobre la determinación
de los derechos que han resultado adjudicatarios
de la oferta.

6. La resolución se notificará a los afectados,
se publicará en el “Boletín Oficial del Estado” y se
inscribirá en el Registro de Aguas.

7. Los pagos e ingresos que deba realizar el
Organismo de cuenca para adquirir o ceder dere-
chos de uso del agua se contabilizarán separada-
mente respecto al resto de actos en que el Orga-
nismo pueda intervenir.»

Diecisiete. El anexo al Título II pasa a ser el anexo I,
sin variación de su contenido.

Dieciocho. Se añade un nuevo anexo II con el
siguiente contenido:

«ANEXO II

Contaminantes

1. Compuestos organohalogenados y sustan-
cias que puedan dar origen a compuestos de esta
clase en el medio acuático.

2. Compuestos organofosforados.
3. Compuestos organoestánnicos.
4. Sustancias y preparados o productos deri-

vados de ellos, para las que se ha demostrado que
poseen propiedades cancerígenas, mutagénicas o
propiedades que puedan afectar a la función este-
roidogénica, al tiroides, a la reproducción o a otras
funciones endocrinas, en el medio acuático o a tra-
vés del medio acuático.

5. Hidrocarburos persistentes y sustancias
orgánicas tóxicas persistentes y bioacumulables.

6. Cianuros.
7. Metales y sus compuestos.
8. Arsénico y sus compuestos.
9. Biocidas y productos fitosanitarios.

10. Materias en suspensión.
11. Sustancias que contribuyen a la eutrofiza-

ción (en particular nitratos y fosfatos).
12. Sustancias que ejercen una influencia des-

favorable sobre el balance de oxígeno (y que pue-
den ser medidas mediante parámetros tales como
DBO o DQO).»

Diecinueve. El anexo al Título III pasa a ser el
anexo III, sin variación de su contenido, salvo el apar-
tado 1 de la relación II, que queda redactado del siguiente
modo:

«1. Sustancias que forman parte de las cate-
gorías y grupos enumerados en la relación I para
las que no se hayan fijado límites según el artícu-
lo 256 de este reglamento, excepto cuando se trate
de vertidos a aguas subterráneas.»

Veinte. El anexo al Título IV pasa a ser el anexo
IV, con el siguiente contenido:

«ANEXO IV

Cálculo del coeficiente de mayoración
o minoración del canon de control de vertidos

A) El cálculo del coeficiente de mayoración o
minoración se obtiene, para cada uno de los dos
tipos de vertido indicados en el apartado 1, Natu-
raleza del vertido, del resultado de multiplicar los
factores correspondientes a cada clase de los apar-
tados 2, 3 y 4 siguientes.

Los vertidos de piscifactorías, de aguas de achi-
que procedentes de actividades mineras y de aguas
de refrigeración son aguas residuales industriales.
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Para el cálculo del coeficiente de minoración se
siguen las indicaciones establecidas en los apar-
tados B), C) y D) de este anexo.

1. Naturaleza del vertido.

Agua residual urbana o asimilable (*).
Agua residual industrial.

2. Características del vertido.

Urbanos hasta 1.999 habitantes-equivalen-
tes (**) = 1.

Urbanos entre 2.000 y 9.999 habitantes-equi-
valentes (**) = 1,14.

Urbanos a partir de 10.000 habitantes-equiva-
lentes (**) = 1,28.

Industrial clase 1 (***) = 1.
Industrial clase 2 (***) = 1,09.
Industrial clase 3 (***) = 1,18.
Clase 1,2 ó 3 con sustancias pel igro-

sas (****) = 1,28.

3. Grado de contaminación del vertido.

Urbanos con tratamiento adecuado (**) = 0,5.
Urbanos sin tratamiento adecuado (**) = 2,5.
Industrial con tratamiento adecuado (**) = 0,5.
Industrial sin tratamiento adecuado (**) = 2,5.

4. Calidad ambiental del medio receptor (*****).

Vertido en zona de categoría I =1,25.
Vertido en zona de categoría II = 1,12.
Vertido en zona de categoría III = 1.

Notas:

(*) Se entiende por agua residual urbana o asimilable aquélla
que no contenga un volumen de aguas residuales industriales mayor
de un 30%.

(**) Las definiciones de habitante-equivalente, y de tratamiento
adecuado, son las que se encuentran en el Real Decreto-ley 11/1995.
En consecuencia, y a los efectos del cálculo del canon de control
de vertidos, se extiende la definición de tratamiento adecuado a
los vertidos industriales. Se clasificará el vertido urbano considerando
el número total de habitantes de la entidad de población (núcleo)
a que pertenece. En el caso de que un vertido reciba las aguas
residuales de varios núcleos de población, se clasificará por la suma
total de sus habitantes.

(***) Clasificación de los vertidos según la actividad industrial.

Clase Grupo

0 Servicios.

1 Energía y Agua.

2 Metal.

3 Alimentación.
Clase 1. 4 Conservera.

5 Confección.

6 Madera.

7 Manufacturas diversas.

8 Minería.

9 Química.

10 Materiales de construcción.

Clase 2. 11 Bebidas y tabaco.

12 Aceites, carnes y lácteos.

13 Textil.

14 Papel.

Clase Grupo

15 Curtidos.

Clase 3. 16 Tratamiento de superficies.

17 Zootecnia.

Clasificación de los vertidos grupos de actividad

clasificación por CNAE

CNAE TÍTULO GRUPO CLASE

01.21 Explotación de ganado bovino y produc-
ción de leche cruda . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 17 3

01.22 Explotación de ganado ovino, caprino y
equino . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 17 3

01.23 Explotación de ganado porcino . . . . . . . . . 17 3
01.24 Avicultura . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 17 3
01.25 Otras explotaciones de ganado . . . . . . . . . 17 3
01.30 Producción agraria combinada con la

producción ganadera . . . . . . . . . . . . . . . . . . 17 3
01.41 Actividades de servicios relacionados

con la agricultura . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 0 1
01.42 Actividades de servicios relacionados

con la ganadería, excepto actividades
veterinarias . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 0 1

05.02 Acuicultura . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 17 3
10.10 Extracción y aglomeración de antracita

y hulla . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 8 2
10.20 Extracción y aglomeración de lignito

pardo . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 8 2
10.30 Extracción y aglomeración de turba . . . . 8 2
11.10 Extracción de crudos de petróleo y gas

natural . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 8 2
11.20 Actividades de los servicios relaciona-

dos con las explotaciones petrolíferas
y de gas, excepto actividades de
prospección . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 8 2

12.00 Extracción de minerales de uranio y
torio . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 8 2

13.10 Extracción de minerales de hierro . . . . . . . 8 2
13.20 Extracción de minerales metálicos no

férreos, excepto minerales de uranio
y torio . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 8 2

14.11 Extracción de piedra para la construc-
ción . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 8 2

14.12 Extracción de piedra caliza, yeso y creta. 8 2
14.13 Extracción de pizarras . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 8 2
14.21 Extracción de gravas y arenas . . . . . . . . . . . 8 2
14.22 Extracción de arcilla y caolín . . . . . . . . . . . . . 8 2
14.30 Extracción de minerales para abonos y

productos químicos . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 8 2
14.40 Producción de sal . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 8 2
14.50 Extracción de otros minerales no metá-

licos ni energéticos . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 8 2
15.11 Sacrificio de ganado y conservación de

carne . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 12 2
15.12 Sacrificio y conservación de volatería . . 12 2
15.13 Fabricación de productos cárnicos . . . . . 4 1
15.20 Elaboración y conservación de pescados

y productos a base de pescado . . . . . . . 12 2
15.31 Preparación y conservación de patatas. 3 1
15.32 Fabricación de jugos de frutas y hor-

talizas . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 4 1
15.33 Fabricación de conservas de frutas y

hortalizas . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 4 1
15.41 Fabricación de aceites y grasas sin

refinar . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 12 2
15.42 Fabricación de aceites y grasas refi-

nadas . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 3 1
15.43 Fabricación de margarina y grasas

comestibles similares . . . . . . . . . . . . . . . . . . 3 1
15.51 Fabricación de productos lácteos . . . . . . . 12 2
15.52 Elaboración de helados . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 12 2
15.61 Fabricación de productos de molinería . 3 1
15.62 Fabricación de almidones y productos

amiláceos . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 3 1
15.71 Fabricación de productos para la alimen-

tación de animales de granja . . . . . . . . . . 3 1
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CNAE TÍTULO GRUPO CLASE

15.72 Fabricación de productos para la alimen-
tación de animales de compañía . . . . . 3 1

15.81 Fabricación de pan y productos de pana-
dería y pastelería frescos . . . . . . . . . . . . . . 3 1

15.82 Fabricación de galletas y de productos
de panadería y pastelería de larga
duración . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 3 1

15.83 Industria del azúcar . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 3 1
15.84 Industria del cacao, chocolate y con-

fitería . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 3 1
15.85 Fabricación de pastas alimenticias . . . . . . 3 1
15.86 Elaboración de café, té e infusiones . . . . 3 1
15.87 Elaboración de especias, salsas y con-

dimentos . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 3 1
15.88 Elaboración de preparados para la ali-

mentación infantil y preparados die-
téticos . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 3 1

15.89 Elaboración de otros productos alimen-
ticios . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 3 1

15.91 Destilación de bebidas alcohólicas . . . . . 11 2
15.92 Destilación de alcohol etílico procedente

de fermentación . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 11 2
15.93 Elaboración de vinos . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 11 2
15.94 Elaboración de sidra y otras bebidas fer-

mentadas a partir de frutas . . . . . . . . . . . . 11 2
15.95 Elaboración de otras bebidas no desti-

ladas, procedentes de fermentación . 11 2
15.96 Fabricación de cerveza . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 11 2
15.97 Fabricación de malta . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 11 2
15.98 Producción de aguas minerales y bebi-

das analcohólicas . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 11 1
16.00 Industria del tabaco . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 11 2
17.11 Preparación e hilado de fibras de algo-

dón y sus mezclas . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 13 2
17.12 Preparación e hilado de fibras de lana

cardada y sus mezclas . . . . . . . . . . . . . . . . . 13 2
17.13 Preparación e hilado de fibras de lana

peinada y sus mezclas . . . . . . . . . . . . . . . . . 13 2
17.14 Preparación e hilado de fibras de lino

y sus mezclas . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 13 2
17.15 Torcido y preparación de la seda; torcido

y textura de filamentos sintéticos y
artificiales . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 13 2

17.16 Fabricación de hilo de coser . . . . . . . . . . . . . 13 2
17.17 Preparación e hilado de otras fibras

textiles . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 13 2
17.21 Fabricación de tejidos de algodón y sus

mezclas . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 13 2
17.22 Fabricación de tejidos de lana cardada

y sus mezclas . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 13 2
17.23 Fabricación de tejidos de lana peinada

y sus mezclas . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 13 2
17.24 Fabricación de tejidos de seda . . . . . . . . . . 13 2
17.25 Fabricación de otros tejidos textiles . . . . 13 2
17.30 Acabado de textiles . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 13 2
17.40 Fabricación de otros artículos confeccio-

nados con textiles, excepto prendas
de vestir . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 13 2

17.51 Fabricación de alfombras y moquetas . . 13 2
17.52 Fabricación de cuerdas, cordeles, bra-

mantes y redes . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 13 2
17.53 Fabricación de telas no tejidas y artícu-

los confeccionados con éstas, excep-
to prendas de vestir . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 13 2

17.54 Fabricación de otros artículos textiles . . 13 2
17.60 Fabricación de tejidos de punto . . . . . . . . . 13 2
17.71 Fabricación de calcetería . . . . . . . . . . . . . . . . . 13 2
17.72 Fabricación de otros artículos en tejidos

de punto . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 13 2
18.10 Confección de prendas de cuero . . . . . . . . 5 1
18.21 Confección de ropa de trabajo . . . . . . . . . . 5 1
18.22 Confección de otras prendas exteriores. 5 1
18.23 Confección de ropa interior . . . . . . . . . . . . . . 5 1
18.24 Confección de otras prendas de vestir

y accesorios . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 5 1
18.30 Preparación y teñido de pieles de pele-

tería; fabricación de artículos de
peletería . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 5 1

19.10 Preparación, curtido y acabado del
cuero . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 15 3
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19.20 Fabricación de artículos de marroquine-
ría y viaje, artículos de guarnicionería
y talabartería . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 15 3

19.30 Fabricación de calzado . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 5 1
20.10 Aserrado y cepillado de la madera; pre-

paración industrial de la madera . . . . . . 6 1
20.20 Fabricación de chapas, tableros contra-

chapados, alistonados, de partículas
aglomeradas, de fibras y otros table-
ros y chapados . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 6 1

20.30 Fabricación de estructuras de madera
y piezas de carpintería y ebanistería
para la construcción . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 6 1

20.40 Fabricación de envases y embalajes de
madera . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 6 1

20.51 Fabricación de otros productos de
madera . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 6 1

20.52 Fabricación de productos de corcho,
cestería y espartería . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 6 1

21.11 Fabricación de pasta papelera . . . . . . . . . . . 14 2
21.12 Fabricación de papel y cartón . . . . . . . . . . . 14 2
21.21 Fabricación de papel y cartón ondula-

dos; fabricación de envases y emba-
lajes de papel y cartón . . . . . . . . . . . . . . . . . 14 2

21.22 Fabricación de artículos de papel y car-
tón para uso doméstico y sanitario . . . 14 2

21.23 Fabricación de artículos de papelería . . . 14 2
21.24 Fabricación de papeles pintados . . . . . . . . 14 2
21.25 Fabricación de otros artículos de papel

y cartón . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 14 2
22.11 Edición de libros . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 7 1
22.12 Edición de periódicos . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 7 1
22.13 Edición de revistas . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 7 1
22.14 Edición de soportes de sonido grabado. 7 1
22.15 Otras actividades de edición . . . . . . . . . . . . . 7 1
22.21 Impresión de periódicos . . . . . . . . . . . . . . . . . . 7 1
22.22 Otras actividades de impresión . . . . . . . . . . 7 1
22.23 Encuadernación y acabado . . . . . . . . . . . . . . 7 1
22.24 Composición y fotograbado . . . . . . . . . . . . . 7 1
22.25 Otras actividades gráficas . . . . . . . . . . . . . . . . 7 1
22.31 Reproducción de soportes de sonido

grabado . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 7 1
22.32 Reproducción de soportes de vídeo

grabado . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 7 1
22.33 Reproducción de soportes de informá-

tica grabados . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 7 1
23.10 Coquerías . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 8 2
23.20 Refino de petróleo . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 8 2
23.30 Tratamiento de combustibles nucleares

y residuos radiactivos . . . . . . . . . . . . . . . . . . 8 2
24.11 Fabricación de gases industriales . . . . . . . 9 2
24.12 Fabricación de colorantes y pigmentos. 9 2
24.13 Fabricación de productos básicos de

química inorgánica . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 9 2
24.14 Fabricación de productos básicos de

química orgánica . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 9 2
24.15 Fabricación de abonos y compuestos

nitrogenados fertilizantes . . . . . . . . . . . . . . 9 2
24.16 Fabricación de primeras materias plás-

ticas . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 9 2
24.17 Fabricación de caucho sintético en for-

ma primaria . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 9 2
24.20 Fabricación de pesticidas y otros pro-

ductos agroquímicos . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 9 2
24.30 Fabricación de pinturas, barnices y

revestimientos similares; tintas de
imprenta y masillas . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 9 2

24.41 Fabricación de productos farmacéuticos
de base . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 9 2

24.42 Fabricación de preparaciones farmacéu-
ticas y otros productos farmacéuticos
de uso medicinal . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 9 2

24.51 Fabricación de jabones, detergentes y
otros artículos de limpieza y abrillan-
tamiento . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 9 2

24.52 Fabricación de perfumes y productos de
belleza e higiene . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 9 2

24.61 Fabricación de explosivos y artículos
pirotécnicos . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 9 2

24.62 Fabricación de colas y gelatinas . . . . . . . . . 9 2
24.63 Fabricación de aceites esenciales . . . . . . . 9 2
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24.64 Fabricación de material fotográfico vir-
gen y preparados químicos para
fotografía . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 9 2

24.65 Fabricación de soportes vírgenes para
grabación . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 9 2

24.66 Fabricación de otros productos quími-
cos . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 9 2

24.70 Fabricación de fibras artificiales y sin-
téticas . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 9 2

25.11 Fabricación de neumáticos y cámaras
de caucho . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 9 2

25.12 Reconstrucción y recauchutado de
neumáticos . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 9 2

25.13 Fabricación de otros productos de
caucho . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 9 2

25.21 Fabricación de placas, hojas, tubos y
perfiles de materias plásticas . . . . . . . . . 9 2

25.22 Fabricación de envases y embalajes de
materias plásticas . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 9 2

25.23 Fabricación de productos de materias
plásticas para la construcción . . . . . . . . 9 2

25.24 Fabricación de otros productos de mate-
rias plásticas . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 9 2

26.11 Fabricación de vidrio plano . . . . . . . . . . . . . . 10 2
26.12 Manipulado y transformación de vidrio

plano . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 10 2
26.13 Fabricación de vidrio hueco . . . . . . . . . . . . . 10 2
26.14 Fabricación de fibra de vidrio . . . . . . . . . . . . 10 2
26.15 Fabricación y manipulado de otro vidrio

(incluido el vidrio técnico) . . . . . . . . . . . . . 10 2
26.21 Fabricación de artículos cerámicos de

uso doméstico y ornamental . . . . . . . . . . 10 2
26.22 Fabricación de aparatos sanitarios cerá-

micos . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 10 2
26.23 Fabricación de aisladores y piezas ais-

lantes de material cerámico . . . . . . . . . . . 10 2
26.24 Fabricación de otros productos cerámi-

cos de uso técnico . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 10 2
26.25 Fabricación de otros productos cerá-

micos . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 10 2
26.26 Fabricación de productos cerámicos

refractarios . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 10 2
26.30 Fabricación de azulejos y baldosas de

cerámica . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 10 2
26.40 Fabricación de ladrillos, tejas y produc-

tos de tierras cocidas para la cons-
trucción . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 10 2

26.51 Fabricación de cemento . . . . . . . . . . . . . . . . . . 10 2
26.52 Fabricación de cal . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 10 2
26.53 Fabricación de yeso . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 10 2
26.61 Fabricación de elementos de hormigón

para la construcción . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 10 2
26.62 Fabricación de elementos de yeso para

la construcción . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 10 2
26.63 Fabricación de hormigón fresco . . . . . . . . . 10 2
26.64 Fabricación de mortero . . . . . . . . . . . . . . . . . . 10 2
26.65 Fabricación de fibrocemento . . . . . . . . . . . . 10 2
26.66 Fabricación de otros productos de hor-

migón, yeso y cemento . . . . . . . . . . . . . . . . 10 2
26.70 Industria de la piedra . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 10 2
26.81 Fabricación de productos abrasivos . . . . 10 2
26.82 Fabricación de otros productos minera-

les no metálicos . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 10 2
27.10 Fabricación de productos básicos de

hierro, acero y ferroaleaciones (CECA). 2 1
27.21 Fabricación de tubos de hierro . . . . . . . . . . 2 1
27.22 Fabricación de tubos de acero . . . . . . . . . . 2 1
27.31 Estirado en frío . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 2 1
27.32 Laminación en frío . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 2 1
27.33 Producción de perfiles en frío por con-

formación con plegado . . . . . . . . . . . . . . . . 2 1
27.34 Trefilado en frío . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 2 1
27.35 Producción de ferroaleaciones no CECA

y otros procesos de transformación
del hierro y del acero . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 2 1

27.41 Producción y primera transformación de
metales preciosos . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 2 1

27.42 Producción y primera transformación de
aluminio . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 2 1

27.43 Producción y primera transformación de
plomo, zinc y estaño . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 2 1
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27.44 Producción y primera transformación de
cobre . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 2 1

27.45 Producción y primera transformación de
otros metales no férreos . . . . . . . . . . . . . . . 2 1

27.51 Fundición de hierro . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 2 1
27.52 Fundición de acero . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 2 1
27.53 Fundición de metales ligeros . . . . . . . . . . . . 2 1
27.54 Fundición de otros metales no férreos . 2 1
28.11 Fabricación de estructuras metálicas y

sus partes . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 2 1
28.12 Fabricación de carpintería metálica . . . . . 2 1
28.21 Fabricación de cisternas, grandes depó-

sitos y contenedores de metal . . . . . . . . 2 1
28.22 Fabricación de radiadores y calderas

para calefacción central . . . . . . . . . . . . . . . 2 1
28.30 Fabricación de generadores de vapor . . 2 1
28.40 Forja, estampación y embutición de

metales; metalurgia de polvos . . . . . . . . 2 1
28.51 Tratamiento y revestimiento de metales 16 3
28.52 Ingeniería mecánica general por cuenta

de terceros . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 2 1
28.61 Fabricación de artículos de cuchillería y

cubertería . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 2 1
28.62 Fabricación de herramientas y de útiles

i n t e r c a m b i a b l e s p a r a m á q u i -
nas-herramienta . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 2 1

28.63 Fabricación de cerraduras y herrajes . . . 2 1
28.71 Fabricación de bidones y toneles de

hierro o acero . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 2 1
28.72 Fabricación de envases y embalajes lige-

ros, en metal . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 2 1
28.73 Fabricación de productos de alambre . . 2 1
28.74 Fabricación de pernos, tornillos, cade-

nas y muelles . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 2 1
28.75 Fabricación de otros productos metá-

licos . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 2 1
29.11 Fabricación de motores y turbinas,

excepto los destinados a aeronaves,
vehículos automóviles y ciclomotores. 2 1

29.12 Fabricación de bombas, compresores y
sistemas hidráulicos . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 2 1

29.13 Fabricación de válvulas y grifería . . . . . . . . 2 1
29.14 Fabricación de cojinetes, engranajes y

órganos mecánicos de transmisión . . 2 1
29.21 Fabricación de hornos y quemadores . . 2 1
29.22 Fabricación de maquinaria de elevación

y manipulación . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 2 1
29.23 Fabricación de maquinaria de ventila-

ción y refrigeración no doméstica . . . . 2 1
29.24 Fabricación de otra maquinaria de uso

general . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 2 1
29.31 Fabricación de tractores agrícolas . . . . . . 2 1
29.32 Fabricación de otra maquinaria agraria. 2 1
29.40 Fabricación de máquinas-herramienta . 2 1
29.51 Fabricación de maquinaria para la indus-

tria metalúrgica . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 2 1
29.52 Fabricación de maquinaria para las

industrias extractivas y de las cons-
trucción . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 2 1

29.53 Fabricación de maquinaria para la indus-
tria de la alimentación, bebidas y
tabaco . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 2 1

29.54 Fabricación de maquinaria para la indus-
tria textil, de la confección y del cuero. 2 1

29.55 Fabricación de maquinaria para la indus-
tria del papel y del cartón . . . . . . . . . . . . . . 2 1

29.56 Fabricación de otra maquinaria para
usos específicos . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 2 1

29.60 Fabricación de armas y municiones . . . . 2 1
29.71 Fabricación de aparatos electrodomés-

ticos . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 2 1
29.72 Fabricación de aparatos domésticos no

eléctricos . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 2 1
30.01 Fabricación de máquinas de oficina . . . . 2 1
30.02 Fabricación de ordenadores y otro equi-

po informático . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 2 1
31.10 Fabricación de motores eléctricos, trans-

formadores y generadores . . . . . . . . . . . . 2 1
31.20 Fabricación de aparatos de distribución

y control eléctricos . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 2 1
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31.30 Fabricación de hilos y cables eléctricos
aislados . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 2 1

31.40 Fabricación de acumuladores y pilas
eléctricas . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 2 1

31.50 Fabricación de lámparas eléctricas y
aparatos de iluminación . . . . . . . . . . . . . . . 2 1

31.61 Fabricación de material y equipo eléc-
trico para motores y vehículos . . . . . . . . 2 1

31.62 Fabricación de otro equipo y material
eléctrico . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 2 1

32.10 Fabricación de válvulas, tubos y otros
componentes electrónicos . . . . . . . . . . . . 2 1

32.20 Fabricación de transmisores de radiodi-
fusión y televisión y de aparatos para
la radiotelefonía y radiotelegrafía con
hilos . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 2 1

32.30 Fabricación de aparatos de recepción,
grabación y reproducción de sonido
e imagen . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 2 1

33.10 Fabricación de equipo e instrumentos
médico-quirúrgicos y de aparatos
ortopédicos . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 2 1

33.20 Fabricación de instrumentos y aparatos
de medida, verificación, control, nave-
gación y otros fines, excepto equipos
de control para procesos industriales. 2 1

33.30 Fabricación de equipo de control de pro-
cesos industriales . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 2 1

33.40 Fabricación de instrumentos de óptica
y de equipo fotográfico . . . . . . . . . . . . . . . . 2 1

33.50 Fabricación de relojes . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 2 1
34.10 Fabricación de vehículos de motor . . . . . 2 1
34.20 Fabricación de carrocerías para vehícu-

los de motor, de remolques y semirre-
molques . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 2 1

34.30 Fabricación de partes, piezas y acceso-
rios no eléctricos para vehículos de
motor y sus motores . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 2 1

35.11 Construcción y reparación de barcos (ex-
cepto recreo y deporte) . . . . . . . . . . . . . . . . 2 1

35.12 Construcción y reparación de embarca-
ciones de recreo y deporte . . . . . . . . . . . . 2 1

35.20 Fabricación de material ferroviario . . . . . . 2 1
35.30 Construcción aeronáutica y espacial . . . 2 1
35.41 Fabricación de motocicletas . . . . . . . . . . . . . 2 1
35.42 Fabricación de bicicletas . . . . . . . . . . . . . . . . . 2 1
35.43 Fabricación de vehículos para inválidos. 2 1
35.50 Fabricación de otro material de trans-

porte . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 2 1
36.11 Fabricación de sillas y otros asientos . . . 6 1
36.12 Fabricación de muebles de oficina y

establecimientos comerciales . . . . . . . . 6 1
36.13 Fabricación de muebles de cocina y

baño . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 6 1
36.14 Fabricación de otros muebles . . . . . . . . . . . 6 1
36.15 Fabricación de colchones . . . . . . . . . . . . . . . . 7 1
36.21 Fabricación de monedas y medallas . . . . 7 1
36.22 Fabricación de artículos de joyería, orfe-

brería y platería . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 7 1
36.30 Fabricación de instrumentos musicales. 7 1
36.40 Fabricación de artículos de deporte . . . . 7 1
36.50 Fabricación de juegos y juguetes . . . . . . . 7 1
36.61 Fabricación de bisutería . . . . . . . . . . . . . . . . . . 7 1
36.62 Fabricación de escobas, brochas y

cepillos . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 7 1
36.63 Fabricación de otros artículos . . . . . . . . . . . 7 1
37.10 Reciclaje de chatarra y deshechos de

metal . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 2 1
37.20 Reciclaje de deshechos no metálicos . . . 10 2
40.10 Producción y distribución de energía

eléctrica . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 1 1
40.20 Producción de gas; distribución de com-

bustibles gaseosos por conductos
urbanos, excepto gasoductos . . . . . . . . . 1 1

40.30 Producción y distribución de vapor y
agua caliente . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 1 1

41.00 Captación, depuración y distribución de
agua . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 1 1

50.20 Mantenimiento y reparación de vehícu-
los de motor . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 0 1

CNAE TÍTULO GRUPO CLASE

50.50 Venta al por menor de carburantes para
la automoción . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 0 1

73.10 Investigación y desarrollo sobre ciencias
naturales y técnicas . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 0 1

74.30 Ensayos y análisis técnicos . . . . . . . . . . . . . . 0 1
74.81 Actividades de fotografía . . . . . . . . . . . . . . . . 9 2
85.11 Actividades hospitalarias . . . . . . . . . . . . . . . . . 0 1
93.01 Lacado, limpieza y teñido de prendas

textiles y de piel . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 15 3
93.03 Pompas fúnebres y actividades relacio-

nadas con ellas . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 0 1

Las aguas de procedencia urbana no asimilables a aguas
urbanas, por contener más de un 30% de volumen de agua
industrial, se clasificarán en dos tramos:

Vertidos con un porcentaje de aguas industriales entre el
30% y el 70% del total: el conjunto del vertido se clasificará
como industrial de clase 1.

Vertidos con un porcentaje de aguas industriales superior
al 70% del total: el conjunto del vertido se considerará indus-
trial y se clasificará según las clases industriales de las acti-
vidades de que se trate, aplicando los criterios siguientes: en
el caso de polígonos industriales u otros vertidos que reúnan
los efluentes procedentes de distintas actividades industriales,
se aplicará al conjunto del vertido el mayor de los coeficientes
que corresponderían a cada una de las actividades si vertieran
individualmente. No obstante, si la solicitud de autorización
de vertido desglosa los volúmenes de las distintas clases indus-
triales, se ponderará el correspondiente coeficiente que debe
aplicarse.

(****) Para la inclusión en esta clase bastará con que se
constate en el vertido la presencia de una de las sustancias
peligrosas en concentración superior al límite de cuantificación
analítica. A los solos efectos de la aplicación de este factor,
se consideran sustancias peligrosas las que figuran en las
siguientes normas:

a) Orden de 12 de noviembre de 1987, sobre normas
de emisión, objetivos de calidad y métodos de medición de
referencia relativos a determinadas sustancias nocivas o peli-
grosas contenidas en los vertidos de aguas residuales, modi-
ficada por las Órdenes de 13 de marzo de 1989, 27 de febrero
de 1991, 28 de junio 1991 y 25 de mayo de 1992.

b) Real Decreto 995/2000, de 2 de junio, por el que
se fijan objetivos de calidad para determinadas sustancias con-
taminantes y se modifica el Reglamento del Dominio Público
Hidráulico, aprobado por el Real Decreto 849/1986, de 11
de abril.

c) Decisión n.o 2455/2001/CE del Parlamento Europeo
y del Consejo, de 20 de noviembre de 2001, por la que se
aprueba la lista de sustancias prioritarias en el ámbito de la
política de aguas, y por la que se modifica la Directiva
2000/60/CE.

Estas normas se mantienen en vigor hasta tanto no sean
modificadas por las normas que, sobre sustancias peligrosas,
sean aprobadas en aplicación de la Directiva 2000/60/CE,
por la que se establece un marco comunitario de actuación
en el ámbito de la política de aguas.

Las sustancias seleccionadas se clasifican en lista I, lista II
y lista prioritaria de la siguiente forma:

Lista I: integrada por las sustancias contenidas en la Orden
de 12 de noviembre de 1988, modificada por las Órdenes
de 13 de marzo de 1989, 27 de febrero de 1991, 28 de
junio de 1991 y 25 de mayo de 1992.

CAS (1) Sustancia

7439-97-6 Mercurio
7440-43-9 Cadmio
608-73-1 Hexaclorociclohexano (HCH)
56-23-5 Tetracloruro de Carbono
50-29-3 Diclorodifeniltricloroetano (DDT)
87-86-5 Pentaclorofenol
309-00-2 Aldrín, Dieldrín, Endrín, Isodrín
118-74-1 Hexaclorobenceno
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CAS (1) Sustancia

87-68-3 Hexaclorobutadieno
67-66-3 Cloroformo
107-06-2 1,2 dicloroetano
79-01-6 Tricloroetileno
127-18-4 Percloroetileno
12002-48-1 Triclorobencenos

(1) CAS: número de registro del Chemical Abstract
Services.

Lista II: integrada por las sustancias contenidas en el Real
Decreto 995/2000, de 2 de junio, por el que se fijan objetivos
de calidad para determinadas sustancias contaminantes y se
modifica el Reglamento de Dominio Público Hidráulico, apro-
bado por el Real Decreto 849/1986, de 11 de abril.

CAS (1) Sustancia

1912-24-9 Atrazina
71-43-2 Benceno
108-90-7 Clorobenceno
25321-22-6 Diclorobenceno (S isómeros orto, meta y

para)
100-41-4 Etilbenceno
51218-45-2 Metolacloro
91-20-3 Naftaleno
122-34-9 Simazina
5915-41-3 Terbutilazina
108-88-3 Tolueno
No aplicable Tributilestaño (S compuestos de butiles-

taño)
71-55-6 1,1,1-Tricloroetano
1330-20-7 Xileno (S isómeros orto, meta, para)
74-90-8 Cianuros totales
16984-48-8 Fluoruros
7440-38-2 Arsénico total
7440-50-8 Cobre disuelto
7440-47-3 Cromo total disuelto
7440-02-0 Níquel disuelto
7439-92-1 Plomo disuelto
7782-49-2 Selenio disuelto
7440-66-6 Zinc total

(1) CAS: número de registro del Chemical Abstract
Services.

Lista prioritaria: integrada por las sustancias contenidas en
la Decisión n.o 2455/2001/CE del Parlamento Europeo y del
Consejo, de 20 de noviembre de 2001, por la que se aprueba
la lista de sustancias prioritarias en el ámbito de la política
de aguas, y por la que se modifica la Directiva 2000/60/CE.

CAS (1) Sustancia

15972-60-8 Alacloro
120-12-7 Antraceno
1912-24-9 Atrazina
71-43-2 Benceno
no aplicable Difeniléteres bromados
7440-43-9 Cadmio y sus compuestos
85535-84-8 C10-13-cloroalcanos
470-90-6 Clorofenvinfos
2921-88-2 Cloropirifos
107-06-2 1,2-dicloroetanos
75-09-2 Diclorometano
117-81-7 Di(2-etilhexil)ftalato (DEHP)
330-54-1 Diurón
115-29-7 Endosulfán
959-98-8 (alfa-endosulfán)
206-44-0 Fluoranteno
118-74-1 Hexaclorobenceno

CAS (1) Sustancia

87-68-3 Hexaclorobutadieno
608-73-1 Hexaclorociclohexano
58-89-9 (isómero gamma-lindano)
34123-59-6 Isoproturón
7439-92-1 Plomo y sus compuestos
7439-97-6 Mercurio y sus compuestos
91-20-3 Naftaleno
7440-02-0 Níquel y sus compuestos
25154-52-3 Nonilfenoles
104-40-5 4-(para)-nonilfenol
1806-26-4 Octilfenoles
140-66-9 (Para-ter-octilfenol)
608-93-5 Pentaclorobenceno
87-86-5 Pentaclorofenol
no aplicable Hidrocarburos poliaromáticos
50-32-8 (Benzo(a)pireno)
205-99-2 (Benzo(b)fluoranteno)
191-24-2 (Benzo(g,h,i)perileno)
207-08-9 (Benzo(k)fluoroanteno)
193-39-5 (Indeno(1,2,3-cd)pireno)
122-34-9 Simazina
688-73-3 Compuestos del tributilestaño
36643-28-4 Tributiltín catión de tributilestaño
12002-48-1 Triclorobencenos
120-82-1 (1,2,4-triclorobenceno)
67-66-3 Triclorometano (cloroformo)
1582-09-8 Trifluralina

(1) CAS: número de registro del Chemical Abstract
Services.

(*****) Se incluyen en las zonas de categoría I: las des-
tinadas a la producción de agua potable, las zonas aptas para
el baño, las zonas aptas para la vida de los salmónidos, las
zonas declaradas de protección especial y los perímetros de
protección contemplados en el artículo 56.3 del texto refun-
dido de la Ley de Aguas. Asimismo, todos los vertidos a las
aguas subterráneas. También se incluyen en esta categoría
los ámbitos territoriales indicados en la Resolución de 25 de
mayo de 1998, de la Secretaría de Estado de Aguas y Costas,
por la que se declaran las zonas sensibles en las cuencas
hidrográficas intercomunitarias (BOE de 30 de junio de 1998):
en este último supuesto, el coeficiente correspondiente a esta
categoría se aplicará únicamente:

a) En cuanto a los vertidos de aguas residuales urbanas,
a los núcleos de población indicados en la mencionada reso-
lución.

b) En cuanto a los vertidos de aguas residuales indus-
triales, a aquellas industrias ubicadas en cualquier punto de
los ámbitos territoriales relacionados en la mencionada reso-
lución cuya autorización de vertido contemple condiciones
específicas para el tratamiento, reducción o limitación del nitró-
geno o el fósforo.

Se incluyen en las zonas de categoría II: las zonas aptas
para la vida de los ciprínidos y para la cría de moluscos, así
como cualesquiera otras para las que los planes hidrológicos
de cuenca hayan determinado un uso público recreativo.

Se incluyen en las zonas de categoría III aquéllas no inclui-
das en las categorías anteriores.

Las definiciones anteriores se refieren a los conceptos regu-
lados en el Real Decreto 927/1988 y en su aplicación se
tendrán en cuenta los objetivos que, para cada horizonte tem-
poral, los planes hidrológicos de cuenca hayan establecido
para cada medio receptor.

En los supuestos en que coincidan dos o más usos en
el mismo medio receptor en el que se efectúa el vertido, se
aplicará el factor más elevado.

La aplicación de los factores se extiende a las zonas de
influencia que contengan los planes hidrológicos siempre que
estén efectivamente delimitadas.

B) Vertido de piscifactorías: en el caso de que
los valores de los parámetros característicos de con-
taminación del vertido sean inferiores a los fijados
como objetivo de calidad del medio receptor, el
coeficiente será 0,006. De no cumplirse esta con-
dición, el coeficiente se multiplicará por 3.
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C) Aguas de achique procedentes de activida-
des mineras: en el caso de que los valores de los
parámetros característicos de contaminación del
vertido sean inferiores a los fijados como objetivo
de calidad del medio receptor, el coeficiente será
0,006. De no cumplirse esta condición, el coefi-
ciente se multiplicará por 3.

D) Aguas de refrigeración: se aplicarán los coe-
ficientes de la tabla adjunta, siempre que el vertido
no ocasione el incumplimiento del objetivo de cali-
dad fijado para la temperatura en el medio receptor
y, además, no se altere el valor del resto de pará-
metros o sustancias del vertido respecto al agua
de captación.

Si el río no tiene fijados objetivos de calidad,
el incremento de temperatura media de una sec-
ción fluvial tras la zona de dispersión no superará
los 3 oC.

En lagos o embalses, la temperatura del vertido
no superará los 30 oC.

Coeficientes
de minoración (1)Volumen Hm3

Menor de 100 . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 0,02000
100 a 250 . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 0,01166
250 a 1.000 . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 0,00566
Superior a 1.000 . . . . . . . . . . . . . . . . 0,00125

De no cumplirse alguna de las condiciones ante-
riores, los coeficientes se multiplicarán por 3.

El importe del canon se determinará por adición
de los importes parciales que resulten de aplicar
los sucesivos tramos de la escala.

(1) En el caso de centrales térmicas, sean convencionales
o nucleares, que utilicen el agua como refrigeración, los coe-
ficientes de la tabla corresponden a un funcionamiento tipo
de 6.000 horas anuales en el caso de las centrales térmicas
convencionales, y 8.000 horas anuales en el caso de las cen-
trales nucleares. Estos coeficientes se multiplicarán por la rela-
ción entre el número de horas de funcionamiento realmente
habidas en el año y las correspondientes horas de funcio-
namiento tipo.»

Disposición adicional primera. Concordancias.

Las referencias a la Ley de Aguas contenidas en el
Reglamento de Dominio Público Hidráulico se entende-
rán hechas al artículo correspondiente del texto refun-
dido de la Ley de Aguas, aprobado por Real Decreto
Legislativo 1/2001, de 20 de julio, según la tabla reco-
gida en el anexo de este real decreto.

Disposición adicional segunda. Administración
hidráulica de las cuencas internas de una comunidad
autónoma.

Las funciones que, de acuerdo con el Reglamento
del Dominio Público Hidráulico, ejercen los Organismos
de cuenca en aquéllas que excedan del ámbito territorial
de una comunidad autónoma, corresponderán a las
Administraciones hidráulicas de aquellas comunidades
autónomas que, en su propio territorio y en virtud de
sus Estatutos de Autonomía, ejerzan competencias sobre
el dominio público hidráulico y se trate de cuencas hidro-
gráficas comprendidas íntegramente dentro de su ámbi-
to territorial.

Disposición adicional tercera. Sustancias peligrosas.

Las sustancias peligrosas a que se refiere el Regla-
mento del Dominio Público Hidráulico son las expresa-
das en:

a) Las relaciones I y II del anexo III del propio regla-
mento.

b) El Real Decreto 995/2000, de 2 de junio, por
el que se fijan objetivos de calidad para determinadas
sustancias contaminantes y se modifica el Reglamento
del Dominio Público Hidráulico, aprobado por el Real
Decreto 849/1986, de 11 de abril.

c) La Orden de 12 de noviembre de 1987, sobre
normas de emisión, objetivos de calidad y métodos de
medición de referencia relativos a determinadas sustan-
cias nocivas o peligrosas contenidas en los vertidos de
aguas residuales, modificada por las Órdenes de 13 de
marzo de 1989, 27 de febrero de 1991, 28 de junio
de 1991 y 25 de mayo de 1992.

d) La Decisión n.o 2455/2001/CE del Parlamento
Europeo y del Consejo, de 20 de noviembre de 2001
por la que se aprueba la lista de sustancias prioritarias
en el ámbito de la política de aguas, y por la que se
modifica la Directiva 2000/60/CE.

Cuando se trate de vertidos que afecten o puedan
afectar a las aguas subterráneas, los compuestos quí-
micos «cianuros» que figuran en el párrafo g) de la rela-
ción II del anexo III, así como los aceites minerales no
persistentes o hidrocarburos de origen petrolífero no per-
sistentes del párrafo f) de dicha relación, se considerará
que forman parte de la relación I y, por lo tanto, en
los casos indicados serán objeto de todas las limitaciones
que se exijan para las restantes sustancias de la citada
relación I.

Disposición adicional cuarta. Normas de calidad
ambiental.

Las menciones del Reglamento del Dominio Público
Hidráulico a las normas de calidad ambiental se entien-
den hechas a los objetivos de calidad indicados en las
normas que a continuación se indican:

a) Real Decreto 1664/1998, por el que se aprueban
los Planes Hidrológicos de cuenca.

b) Real Decreto 995/2000, de 2 de junio, por el
que se fijan objetivos de calidad para determinadas sus-
tancias contaminantes y se modifica el Reglamento del
Dominio Público Hidráulico, aprobado por el Real Decre-
to 849/1986, de 11 de abril.

c) Orden de 12 de noviembre de 1987, sobre nor-
mas de emisión, objetivos de calidad y métodos de medi-
ción de referencia relativos a determinadas sustancias
nocivas o peligrosas contenidas en los vertidos de aguas
residuales, modificada por las Órdenes de 13 de marzo
de 1989, 27 de febrero de 1991, 28 de junio de 1991
y 25 de mayo de 1992.

Disposición transitoria primera. Acuíferos sobreexplo-
tados.

En los acuíferos que, a la entrada en vigor de este
real decreto, cuenten con una declaración provisional
de sobrebreexplotación o de riesgo de estarlo, el Orga-
nismo de cuenca deberá aprobar en el plazo máximo
de dos años un plan de ordenación en los términos que
regula el artículo 171 del Reglamento del Dominio Públi-
co Hidráulico.
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Disposición transitoria segunda. Régimen de las auto-
rizaciones de vertido otorgadas conforme a la Ley
29/1985, de 2 de agosto, de Aguas.

1. El Organismo de cuenca revisará, en el plazo de
dos años, las autorizaciones de vertido concedidas a la
entrada en vigor de este real decreto, para adaptarlas
a lo dispuesto en los artículos 245 y siguientes del Regla-
mento de Dominio Público Hidráulico.

2. Los solicitantes de autorizaciones de vertido
ya formuladas pero pendientes de otorgamiento a la
entrada en vigor de este real decreto dispondrán de
un plazo de tres meses que se contará desde la apro-
bación del modelo de declaración de vertido para
adaptar las solicitudes a lo dispuesto en los artículos
245 y siguientes del Reglamento de Dominio Público
Hidráulico.

Disposición transitoria tercera. Empresas colabora-
doras.

Las empresas colaboradoras inscritas en el Registro
especial a la entrada en vigor de este real decreto debe-
rán acomodarse a los requisitos establecidos en el ar-
tículo 255 del Reglamento del Dominio Público Hidráu-
lico, en el plazo de un año desde la entrada en vigor
de las condiciones a que se refiere el apartado 2 del
mismo artículo.

Transcurrido dicho plazo, quedará suprimido el Regis-
tro especial de empresas colaboradoras, y las empresas
que se hayan adaptado con arreglo a lo dispuesto en
el párrafo anterior serán inscritas en el Registro especial
de entidades colaboradoras.

Disposición derogatoria única. Derogación normativa.

Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o
inferior rango se opongan a lo dispuesto en este real
decreto, y en particular:

a) El Real Decreto 484/1995, de 7 de abril, sobre
medidas de regularización y control de vertidos.

b) La Orden ministerial de 23 de diciembre de
1986, por la que se dictan normas complementarias
en relación con las autorizaciones de vertidos de aguas
residuales.

c) El Real Decreto 1327/1995, de 28 de julio,
sobre las instalaciones de desalación de agua marina
o salobre.

Disposición final primera. Habilitación normativa.

Se autoriza al Ministro de Medio Ambiente para dictar
cuantas disposiciones resulten necesarias para la apli-
cación y desarrollo del Reglamento del Dominio Público
Hidráulico.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

Este real decreto entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Dado en Madrid, a 23 de mayo de 2003.

JUAN CARLOS R.

La Ministra de Medio Ambiente,

MARÍA ELVIRA RODRÍGUEZ HERRER

ANEXO

Correspondencia entre los preceptos de la Ley de
Aguas citados en el Reglamento del Dominio Público
Hidráulico y los del texto refundido de la Ley de Aguas

Reglamento
del Dominio Público

Hidráulico
—

Artículo

Ley de Aguas
—

Artículo

Texto Refundido
—

Artículo

1.2 1.2 1.2
1.3 1.3 1.3
1.4 1.4 1.4
2 2 2
3.1 3 3
4.1 4 4
5.2 5 5
6 6 6
9.2 6 6
10.1 7 7
11 8 8
12.2 9 9
13 10 10
14.2 11 11
15.2 52.2 54.2

« 12 12
16.2 45 47
17.1 46.3 48.3
17.2 46.4 48.4
17.3 46.5 48.5
18.1 46.1 48.1
40 47 49
41 46.2 48.2
50.1 48.1 50.1
50.2 48.2 50.2
50.3 48.3 50.3
50.4 48.4 50.4
51.1 49 51
53.1 15, d) 17, d)
54.2 104 112
61 70 78
63.2 104 112
70.2 69 77
72.5 104 112
83.2 50 52
84.1 52.1 54.1
84.2 52.2 54.2
87.1 48.4 50.4
89.5 51 53
90.3 53 55
93.1 57.1 59.1
93.2 71.2 79.2
93.3 22, a) 24, a)
94 71 79

« 58.3 60.3
96.1 57.2 59.2
96.2 57.3 59.3
97.1 57.4 59.4
97.2 57.5 59.5
98.4 58 60
99.4 59 61
100.3 51.3 53.3
100.4 60 62
103 61 63
108.3 y 4 53.3 55.3
115.1 58 60

« 51 53
« 53 55
« 56 58
« 62 64
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Reglamento
del Dominio Público

Hidráulico
—

Artículo

Ley de Aguas
—

Artículo

Texto Refundido
—

Artículo

« 63 65
« 64 66

115.3 60.2,3 y 4 62.2,3 y 4
117 15, c) 17, c)
123.2 81 89
125.4 51.3 53.3
136.5 104 112
140 60.3 62.3
143 62 64
150.2 Disp. trans. prime-

ra, aps. 1 y 2
Disp. trans. prime-

ra, aps. 1 y 2
152.1 58 60
154.1 57.6 59.6
156.1 y 3 63 65
161.2 64 66
162.4 60.3 62.3
166.1 58.2 60.2
168.1 51 53
168.3 108, c) 116, c)
169.1 51,b), c) y d) 53.1, b), c) y d)
169.3 51.1, b) 53.1, b)
170.1 51.1 53.1
170.2 51.4 53.4
172.1 54.2 56.2
173.1 y 7 54.3 56.3
174.1 55.1 57.1
175.1 55.2 57.2
176.1 55.3 57.3
177.2 52.2 54.2
178.1 65 73
179.1 66.1 74.1
180.1 66.2 74.2
180.4 66.3 74.3
184.1 52.2 54.2
184.4 68 76
184.10 66.3 74.3
185 67 75
198.1 73.1 81.1
198.3 78 86
199.1 74.1 82.1
200.1 74.2 82.2
203.1 73.5 81.5
204.1 73.2 81.2
204.2 73.3 81.3
204.3 73.4 81.4
205.1 74.3 82.3
205.4 74.4 82.4
209.1 75.1 83.1
210.1 75.2 83.2
211.1 75.3 83.3
212.1 75.4 83.4
215.1 77 85
216.1 76.1 84.1
216.2 76.2 84.2
219.1 76.3 84.3
223 76.6 84.6
227.1 76.5 84.5
228.1 79 87
228.2 80 88
228.3 79 87

« 80 88
229.2 74 82

« 81 89
230 82 90
231 83 91
232 84 92

Reglamento
del Dominio Público

Hidráulico
—

Artículo

Ley de Aguas
—

Artículo

Texto Refundido
—

Artículo

233.1 85 93
234 92 100
234 d) 89 97
235.1 86 94
235.2 87 95
236 90 98
243.1 9 9
243.3 88 96
244.1 91 99
272.1 101 109
274 102 110
275.1 103.1 111.1
276.1 103.2 111.2
279.1 103.3 111.3
280.1 103.4 111.4
280.2 103.5 111.5
283.1 103.6 111.6
284.1 104.1 112.1
284.2 104.2 112. 2, 3, 4 y 5
284.3 104.3 112.6
285 104 112

« 2, b) y c) 2, b) y c)
295.4 40, e) 42, e)

« 105.3 113.5
296.5 106 114
297 106.1 114.1
304 106.2 114.2
313.2 107.2 115.2
314 108 116

« 109 117
317 108, g) 116, g)
321 109.1 117.1
322.1 109.2 117.2
322.2 109.1 117.1
323.1 110.1 118.1
323.2 110.2 118.2
324.1 111 119
341 112 120
342 113 121
Disposición transi-

toria primera. 1
Disposición final

cuarta
Disposición final

tercera

MINISTERIO DE ECONOMÍA

11385 ORDEN ECO/1467/2003, de 28 de mayo,
por la que se acuerda la emisión, acuñación
y puesta en circulación de monedas conme-
morativas de los campeonatos del mundo de
natación 2003.

En este año 2003, se celebra en Barcelona, del 13
al 27 de julio, la décima edición de los campeonatos
del mundo de natación. El Comité de Honor, integrado
por representantes de las principales instituciones po-
líticas y estamentos deportivos, está presidido por
S.M. el Rey. Al tener lugar este evento deportivo inter-
nacional en nuestro país, se va a proceder a la acuñación,
emisión y puesta en circulación de una moneda con-
memorativa para recordar dicho acontecimiento.



 

Ley 62/2003, de 30 de diciembre, de medidas fiscales, administrativas y del orden 
social (Artículo 129) 
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23936 LEY 62/2003, de 30 de diciembre, de medi-
das fiscales, administrativas y del orden social.

JUAN CARLOS I
REY DE ESPAÑA

A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo

vengo en sancionar la siguiente ley.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

I

La Ley de Presupuestos Generales del Estado para
el año 2004 establece determinados objetivos de política
económica, cuya consecución hace necesario o conve-
niente la aprobación de diversas medidas normativas
que permiten una mejor y más eficaz ejecución del pro-
grama del Gobierno, en los distintos ámbitos en que
aquél desenvuelve su acción.

Este es el fin perseguido por esta ley que, al igual
que en años anteriores, recoge distintas medidas refe-
rentes a aspectos tributarios, sociales, de personal al
servicio de las Administraciones públicas, de gestión y
organización administrativa, y de acción administrativa
en diferentes ámbitos sectoriales.

II

En el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas,
en primer lugar, se establece la exención de las pres-
taciones públicas percibidas por nacimiento, parto múl-
tiple, adopción, maternidad e hijo a cargo, entre las que
se incluyen las prestaciones económicas por nacimiento
de hijo y por parto múltiple previstas en el Real Decreto
Ley 1/2000, de 14 de enero, y se extiende la exención
de las becas para cursar estudios a las concedidas por
las entidades sin fines lucrativos acogidas a la «Ley de
Mecenazgo». Por otro lado, se introduce una aclaración
en el requisito de convivencia que contemplan las nor-
mas para la aplicación de las reducciones por edad y
asistencia correspondientes a los ascendientes.

En segundo lugar, se declara expresamente la apli-
cabilidad a las cuotas participativas de las Cajas de
Ahorro de las previsiones contenidas en la normativa
reguladora de este impuesto para las acciones y par-
ticipaciones en sociedades.

También se establece que en el caso de que el con-
tribuyente solicite el borrador de declaración y la Admi-
nistración tributaria carezca de la información necesaria
para la elaboración del borrador, se le facilitarán los datos
necesarios para la confección de su declaración en lugar
del borrador y se excluye de la obligación de retener
e ingresar a cuenta en las misiones diplomáticas u ofi-
cinas consulares en España de Estados extranjeros.

Finalmente, y como consecuencia de la transposición
al ordenamiento interno de la Directiva 2003/48/CE
del Consejo, de 3 de junio de 2003, en materia de fis-
calidad de los rendimientos del ahorro en forma de pago
de intereses, es necesario efectuar los oportunos cam-
bios en relación con las retenciones que hubieran sopor-
tado los contribuyentes de este impuesto, durante el
período transitorio establecido en la directiva, por las
rentas obtenidas en Bélgica, Austria y Luxemburgo, cuan-
do el beneficiario efectivo resida en un Estado miembro
distinto del Estado miembro en que está establecido el
agente pagador, las cuales se configuran como un pago
a cuenta del impuesto.

En el Impuesto sobre Sociedades, en primer lugar,
se adapta la regulación de la deducibilidad de las con-
tribuciones de los promotores de planes de pensiones

a la modificación introducida en el artículo 5.3 d) del
texto refundido de la Ley de Regulación de los Planes
y Fondos de Pensiones, de tal modo que la totalidad
de las contribuciones extraordinarias reguladas en dicho
precepto sean deducibles sin necesidad de que se pro-
duzca su imputación fiscal al partícipe.

Por otro lado, se adoptan una serie de medidas con
el objeto de incentivar la realización de actividades de
investigación y desarrollo e innovación. Así, la deducción
adicional de gastos de personal en investigadores cua-
lificados y proyectos de investigación contratados con
organismos públicos se amplía del 10 al 20 por ciento;
el límite de la base de deducción de los gastos corres-
pondientes a la adquisición de tecnología avanzada se
aumenta de 500.000 a un millón de euros; y se eleva
el límite en la cuota de las deducciones correspondientes
a estas actividades del 45 al 50 por ciento.

Asimismo, se aclara la regulación de la opción para
realizar los pagos fraccionados sobre la parte de la base
imponible del año en curso para los casos en que el
período impositivo no coincida con el año natural, esta-
bleciéndose de manera expresa que en estos supuestos
el pago fraccionado será a cuenta del período en curso
el día anterior a cada período de cálculo y pago.

También se efectúan determinadas mejoras en rela-
ción con las sociedades y fondos de capital riesgo. De
una parte, se amplía el plazo de la exención del 99 por
ciento, que pasa a ser desde el año segundo hasta el
decimoquinto (hasta ahora el duodécimo); también se
amplía el plazo por el que excepcionalmente podrá
extenderse este beneficio fiscal (hasta un máximo de
20 años, 17 hasta ahora) y, finalmente, se amplía de
dos a tres años el tiempo que puede transcurrir desde
que la participada acceda a la bolsa sin perder dicha
exención parcial. De otra parte, se extiende el tratamiento
beneficioso para los dividendos y las rentas positivas
puestas de manifiesto en la transmisión o reembolso
de acciones, previsto hasta ahora para los socios resi-
dentes, a los socios no residentes. Así, los no residentes
con establecimiento permanente tendrán el mismo régi-
men que los sujetos pasivos del Impuesto sobre Socie-
dades, mientras que para los que no tengan estable-
cimiento permanente se establece que se entenderá no
obtenida en España la renta.

Por último, se prevé la no aplicación de las normas
reguladoras de la subcapitalización y del régimen espe-
cial de transparencia fiscal internacional cuando la enti-
dad vinculada no residente en territorio español (en el
caso de la subcapitalización) o la entidad no residente
en territorio español (en el caso del régimen especial)
sea residente en otro Estado miembro de la Unión
Europea, salvo que residan en un territorio calificado
reglamentariamente como paraíso fiscal.

En el Impuesto sobre la Renta de no Residentes se
introducen determinadas modificaciones como conse-
cuencia de la aprobación de la Directiva 2003/49/CE
del Consejo, de 3 de junio de 2003, relativa a un régimen
fiscal común aplicable a los pagos de intereses y cánones
efectuados entre sociedades asociadas de diferentes
Estados miembros, que ha de transponerse al derecho
interno de cada Estado miembro antes del 1 de enero
de 2004, si bien en el caso de España se regula un
régimen transitorio que afecta únicamente a los pagos
por cánones.

De acuerdo con ello, se adapta el concepto de cáno-
nes al recogido en la Directiva y se establece un tipo
especial del 10 por ciento aplicable a los cánones per-
cibidos en España por no residentes sin establecimiento
permanente que residan en la Unión Europea, cumplidos
los requisitos establecidos en la directiva y que se reco-
gen en el nuevo párrafo que se añade al artículo 24.1
de la ley reguladora de este impuesto.

Por otra parte, en relación a las rentas obtenidas sin
mediación de establecimiento permanente, y en cohe-
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rencia con lo establecido para el Impuesto sobre la Renta
de las Personas Físicas, se excluye de la obligación de
retener e ingresar a cuenta a las misiones diplomáticas
u oficinas consulares en España de Estados extranjeros.

En el Impuesto sobre el Patrimonio, la exención esta-
blecida sobre las participaciones en entidades que cum-
plan determinados requisitos se extiende al derecho de
usufructo vitalicio sobre dichas participaciones.

En el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones se
establece que la reducción del 100 por ciento regulada
para las cantidades percibidas por los beneficiarios de
contratos de seguros sobre la vida sea aplicable, sin
límite, a los seguros de vida que traigan causa en actos
de terrorismo o en servicios prestados en misiones inter-
nacionales humanitarias o de paz, siendo extensible a
todos los posibles beneficiarios. Asimismo, se eleva hasta
el 99 por ciento la bonificación en la cuota de Ceuta
y Melilla en el caso de adquisiciones «mortis causa» y
cantidades percibidas por los beneficiarios de contratos
de seguro sobre la vida, cuando los causahabientes sean
descendientes, adoptados, cónyuges, ascendientes y
adoptantes del causante.

En el Impuesto sobre el Valor Añadido, por un lado,
las operaciones de cesión de créditos o préstamos dejan
de constituir un sector diferenciado por disposición
expresa de esta ley. Por otro, la regulación de la modi-
ficación de la base imponible se adapta a los términos
de la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal, cuya apro-
bación supone la desaparición de los procedimientos
de quiebra y suspensión de pagos y su sustitución por
el procedimiento del concurso de acreedores. Asimismo,
se permite la modificación de la base imponible por cau-
sa de impago de la contraprestación en los casos en
los que el deudor no tenga la condición de empresario
o profesional, con lo que se generaliza dicha posibilidad.

En el Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y
Actos Jurídicos Documentados se aclara la regulación
de las transmisiones patrimoniales en relación a las con-
cesiones administrativas para definir el valor por el que
computar bienes determinados que el concesionario esté
obligado a revertir a la Administración. Dicho valor será
el neto contable a la fecha de reversión, estimado según
el porcentaje medio resultante de las tablas de amor-
tización del Impuesto sobre Sociedades, más los gastos
de la reversión previstos.

En los Impuestos Especiales se modifican las normas
relativas a la fabricación, transformación y tenencia en
los Impuestos especiales de fabricación, con objeto de
introducir nuevas excepciones a la prohibición de entra-
da en las fábricas y los depósitos fiscales de productos
objeto de los impuestos especiales de fabricación por
los que ya se hubiera devengado el impuesto, y de añadir
nuevos supuestos dentro de los requisitos para la circu-
lación y tenencia de productos. Asimismo, en el Impuesto
sobre Hidrocarburos se incluye una excepción a una de
las prohibiciones de uso para el caso de utilización de
gas natural en las estaciones de compresión de los
gaseoductos.

En el Impuesto sobre las Ventas Minoristas de Deter-
minados Hidrocarburos se introduce una modificación
en la regulación de las exenciones, dentro de los usos
a que ha de destinar el adquirente los productos, para
añadir la producción de electricidad en centrales com-
binadas.

En el Impuesto sobre las Primas de Seguros se incluye
entre sus exenciones a las operaciones relativas a planes
de previsión asegurados, ante la necesidad de conseguir
una adecuada seguridad jurídica, de manera que se acla-
ren las dudas que han surgido sobre su procedencia
y con objeto de evitar la discriminación de este instru-
mento de previsión social frente a los seguros colectivos
que instrumenten sistemas alternativos a los planes y
fondos de pensiones.

En relación al Régimen Económico Fiscal de Canarias,
las medidas introducidas afectan, de un lado, al Impuesto
General Indirecto Canario, y, de otro, a la Ley 19/1994,
de 6 de julio, de modificación del Régimen Económico
y Fiscal de Canarias.

En lo que se refiere al Impuesto General Indirecto
Canario, por un lado, se introducen diversas modifica-
ciones en consonancia con las incorporadas en la regu-
lación del Impuesto sobre el Valor Añadido, como son
las relativas al lugar de realización de las prestaciones
de servicios, a la adaptación de la nueva Ley Concursal,
y a las excepciones a las exclusiones y restricciones del
derecho a deducir; y, por otro lado, se introducen mejoras
técnicas en cuestiones como la regulación de las cuotas
tributarias deducibles y las exclusiones y restricciones
del derecho a deducir, o en las relaciones de operaciones
a las que resultan aplicables los tipos impositivos redu-
cidos e incrementados. Asimismo, se introduce como
novedad la regulación de la devolución de las cuotas
abonadas por los adquirentes en las importaciones de
bienes en el supuesto de ejercicio del derecho de desis-
timiento previsto en la Ley 7/1996, de 15 de enero,
de Ordenación del Comercio Minorista, y se incorpora
a norma legal un supuesto de causa de exclusión del
régimen simplificado, que únicamente se encontraba
regulado en vía reglamentaria. Por otra parte, se excluye
de la aplicación del tipo cero del Impuesto General Indi-
recto Canario a la partida 481840, por no estar sujeta
al Arbitrio sobre la Importación y Entrega de Mercancías
desde el 1 de enero de 2003.

En lo que se refiere a la Ley 19/1994, de 6 de julio,
de modificación del Régimen Económico y Fiscal de
Canarias, se introducen diversas mejoras técnicas y acla-
raciones en la regulación de los incentivos a la inversión.

En relación a los Tributos Locales, se introduce una
modificación en la Ley 39/1988, de 28 de diciembre,
reguladora de las Haciendas Locales, con objeto de atri-
buir a los Cabildos Insulares de las islas Canarias el mis-
mo tratamiento que a las Diputaciones Provinciales,
modificación que se introduce con efectos a partir del 1
de enero de 2003. También, en estos casos con efectos
desde el 1 de enero de 2004, se introducen modifi-
caciones que se refieren a la incorporación de nuevas
cuestiones sobre las que los notarios, en los documentos
que autoricen, deben solicitar información y advertir a
los comparecientes, tanto en el Impuesto sobre Bienes
Inmuebles como en el Impuesto sobre el Incremento
de Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana, y a la
notificación de la base liquidable en los procedimientos
de valoración colectiva de carácter parcial y simplificado.

Por último, con el fin de fomentar la utilización de
sistemas para el aprovechamiento de la energía solar,
se amplía el ámbito de aplicación de la bonificación exis-
tente en esta materia en el Impuesto sobre Bienes Inmue-
bles y en el Impuesto sobre Construcciones, Instalacio-
nes y Obras, de modo que ya no queda restringida a
vivienda (como ocurría en el primer caso) ni se excluye
el autoconsumo.

Por lo que se refiere a las tasas, se incorporan, como
cada año, modificaciones de diversa índole. Así, se esta-
blecen las tasas que constituyen recursos propios de
la Mancomunidad de los Canales del Taibilla. De otra
parte, se modifican las siguientes tasas y cánones: tasas
fitosanitarias; tasa exigible por Especialidades farmacéu-
ticas veterinarias (Ley del Medicamento); tasa por Ins-
pecciones y controles veterinarios de productos de ori-
gen animal no destinados a consumo humano, que se
introduzcan en territorio nacional procedentes de Países
no Comunitarios; y Canon de superficie de Minas-Hidro-
carburos. Asimismo se establece una nueva regulación
de las tasas relativas al Registro de Variedades Comer-
ciales y de la tasa por servicios prestados por el Registro
de la Propiedad Intelectual.
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Por su parte, las disposiciones adicionales contienen
otras normas de contenido tributario.

Así, además de lo indicado más arriba en relación
con las cuotas participativas de las Cajas de Ahorro,
se dispone la exención en el Impuesto sobre la Renta
de las Personas Físicas de las ayudas públicas por daños
personales causados por las lluvias torrenciales acae-
cidas a finales de marzo de 2002 en la isla de Tenerife.

También se modifica la Ley sobre régimen fiscal de
cooperativas en relación con las organizaciones de pro-
ductores en los sectores de frutas y hortalizas y de mate-
rias grasas y se incorpora la regulación de los beneficios
fiscales aplicables en relación con los «XV Juegos del
Mediterráneo. Almería 2005».

III

El título II de la ley tiene por objeto el establecimiento
de medidas relacionadas con el orden social.

Comienza el título con la inclusión de reformas en
el texto refundido de la Ley General de la Seguridad
Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/1994,
de 20 de junio.

Así, se recoge expresamente la mención al subsidio
de riesgo durante el embarazo para su cómputo a efectos
de los distintos períodos previos de cotización exigidos
para el derecho a las prestaciones. Se modifica la limi-
tación a la posibilidad de acumular pensiones de viu-
dedad y orfandad, que en la actualidad únicamente opera
en relación con la concurrencia de pensiones de viu-
dedad y orfandad, pero no así respecto de las pensiones
a favor de otros familiares, estableciendo un único límite
a todo el conjunto de las pensiones correspondientes,
si bien estableciendo unas prioridades o preferencias
respecto de ellas, con excepción de la pensión de viu-
dedad.

En lo referente a los regímenes especiales de Segu-
ridad Social, se modifica el texto refundido de la Ley
sobre Seguridad Social de las Fuerzas Armadas, apro-
bado por Real Decreto Legislativo 1/2000, de 9 de junio.
Se reduce de cinco a cuatro años el plazo para el derecho
a devolución de cuotas indebidamente ingresadas al
Instituto Social de las Fuerzas Armadas y se regula la
obligación de comunicación de datos al ISFAS, a fin de
garantizar el obligado control respecto a los afiliados
y las repercusiones que, en orden a su cotización a este
instituto, tienen las modificaciones de sus situaciones
administrativas.

Dentro del título II, mediante un capítulo específico,
se establecen diversas medidas para la aplicación del
principio de igualdad de trato, medidas que vienen a
reforzar y complementar las numerosas normas que ya
conforman nuestro ordenamiento jurídico en todos los
ámbitos en materia de no discriminación por todas las
causas amparadas por el artículo 14 de la Constitución.

Con la base jurídica del artículo 13 del Tratado de
la Comunidad Europea, se aprobaron en 2000 dos direc-
tivas: en primer lugar, la Directiva 2000/43/CE del Con-
sejo, de 29 de junio de 2000, relativa a la aplicación
del principio de igualdad de trato de las personas inde-
pendientemente de su origen racial o étnico, que aborda
tal principio en diversos ámbitos; en segundo lugar, la
Directiva 2000/78/CE del Consejo, de 27 de noviembre
de 2000, relativa al establecimiento de un marco general
para la igualdad de trato en el empleo y la ocupación,
que pretende luchar contra las discriminaciones basadas
en la religión o convicciones, la discapacidad, la edad
y la orientación sexual.

Mediante las medidas incluidas en este Capítulo se
adecua la legislación española a estas dos directivas pro-
cediendo a su transposición a nuestro derecho. Además,
se establece un marco legal general para combatir la
discriminación por el origen racial o étnico de las per-

sonas en todos los ámbitos, se aborda la definición legal
de la discriminación, directa e indirecta, y se moderniza
la regulación de la igualdad de trato y la no discrimi-
nación en el trabajo, modificándose, entre otros, deter-
minados preceptos del Estatuto de los Trabajadores, de
la Ley de Integración Social de los Minusválidos, de la
Ley de Procedimiento Laboral, de la Ley sobre Infrac-
ciones y Sanciones en el Orden Social y de la legislación
en materia de función pública, si bien estas últimas modi-
ficaciones por razones sistemáticas se integran en el
título III.

Además se aprueba el programa de fomento del
empleo para el año 2004 y se introducen diversas modi-
ficaciones en el texto refundido de la Ley sobre Infrac-
ciones y Sanciones en el Orden Social aprobado por
el Real Decreto Legislativo 5/2000, de 4 de agosto,
y se modifica un precepto de naturaleza no orgánica
de la Ley Orgánica 1/2002, de 22 de marzo, reguladora
del Derecho de Asociación, incluyendo entre las aso-
ciaciones de utilidad pública las de promoción y pro-
tección de la familia.

En lo atinente a las ayudas a los afectados por delitos
de terrorismo, se amplía el ámbito temporal de aplicación
de la Ley 31/1999, de 8 de octubre, de Solidaridad
con las Víctimas del Terrorismo, hasta el 31 de diciembre
de 2004.

IV

El título III de la ley contiene diversas medidas que
afectan al personal al servicio de las Administraciones
públicas y del sector público estatal.

En cuanto al régimen general del personal funcionario
y estatutario, se modifican diversos preceptos de la
Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Medidas para la refor-
ma de la Función Pública.

Así se fija expresamente qué elementos se estiman
como características esenciales del puesto de trabajo
que deben figurar en la relación de puestos de trabajo
para la Administración General del Estado y para el con-
junto de las Administraciones públicas.

Se armoniza el fomento de la promoción interna con
los procesos de cambio de adscripción que actualmente
se llevan a cabo fruto de la política global de recursos
humanos y se prevé la posibilidad para los funcionarios,
prevista para el personal laboral en el artículo 37.5 del
Estatuto de los Trabajadores en su redacción dada por
la Ley 39/1999, para promover la conciliación de la
vida familiar y laboral de las personas trabajadoras, de
solicitar reducción de jornada cuando precisen encar-
garse del cuidado directo de un familiar, hasta el segundo
grado de consanguinidad o afinidad, que por razones
de edad, accidente o enfermedad no pueda valerse por
si mismo, y que no desempeñe actividad retribuida, así
como la fijación reglamentaria de la disminución de la
jornada y la reducción de retribuciones correspondientes
a dicha jornada. Por último, se declaran a extinguir deter-
minados cuerpos y escalas.

Se modifica el texto articulado de la Ley de Funcio-
narios Civiles del Estado, aprobado por el Decre-
to 315/1964, de 7 de febrero, especificando que a los
funcionarios en prácticas que ya estuvieran prestando
servicios remunerados en la Administración, como fun-
cionarios de carrera o interinos, se les concederá licencia
por estudios, llenando de esta forma un vacío actual-
mente existente en esta materia.

En materia de cuerpos y escalas, se modifica la deno-
minación del Cuerpo del Grupo A de Vigilancia Aduanera
que pasa a denominarse Cuerpo Superior de Vigilancia
Aduanera, se regula la integración del personal del Ins-
tituto de Salud Carlos III en las Escalas de Investigadores
Titulares y de Técnicos Superiores Especialistas, y de
Técnicos Especialistas de grado medio, Ayudantes de
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Investigación, dependientes de los organismos públicos
de Investigación dependientes del Ministerio de Ciencia
y Tecnología.

En lo atinente a los funcionarios de las entidades
locales, se modifica el texto refundido de las Disposi-
ciones legales vigentes en materia de Régimen Local,
aprobado por el Real Decreto Legislativo 781/1986,
de 18 de abril, suprimiendo el límite de cincuenta y cinco
años para acceder a la función pública local.

En lo referido al régimen de Clases Pasivas, se modi-
fica el texto refundido de la Ley de Clases Pasivas del
Estado, aprobado por el Real Decreto Legislativo
670/1987, de 30 de abril, reduciendo de cinco a cuatro
años el plazo de caducidad tanto para los efectos eco-
nómicos derivados del reconocimiento de derechos de
titularidad de las prestaciones como para ejercitar el
derecho al cobro.

En lo concerniente a otro personal del sector públi-
co, se introducen diversas modificaciones en la
Ley 17/1999, de 18 de mayo, de Régimen del personal
de las Fuerzas Armadas. Así, se recoge la posibilidad
de que los militares de complemento que estén par-
ticipando en misiones fuera del territorio nacional prorro-
guen voluntariamente su compromiso hasta 15 días
después de que concluya la misión. Se amplía la edad
límite para el ingreso y para el compromiso de los reser-
vistas voluntarios.

Igualmente se modifica la Ley 42/1999, de 25 de
noviembre, de Régimen del Personal de la Guardia Civil,
regulando la integración en una única clasificación final
de quienes se incorporen a la escala Superior de Oficiales
por acceso directo o promoción interna o a las Escalas
facultativas por acceso directo o cambio de escala.

V

El título IV de la ley se dedica a la regulación de
las medidas de gestión y organización administrativa.

En materia de gestión financiera, se realizan diversas
modificaciones de mejora técnica en preceptos de la
Ley 39/1988, de 28 de diciembre, reguladora de las
Haciendas Locales.

Asimismo, para hacer efectivo el cumplimiento de
la Ley 18/2001, de 12 de diciembre, General de Esta-
bilidad Presupuestaria, se establece el informe precep-
tivo de la Secretaría de Estado de Presupuestos y Gastos
para la realización de aportaciones de capital, con cargo
a los Presupuestos Generales del Estado, a sociedades
mercantiles estatales, así como a entidades públicas
empresariales y demás entidades de derecho público.
El informe tiene por objeto el examen de los efectos
de dichas aportaciones en el cumplimiento del objetivo
de estabilidad presupuestaria.

En lo concerniente a la gestión en materia de asis-
tencia jurídica al Estado e Instituciones públicas se modi-
fica la Ley 52/1997, de 27 de noviembre, previendo
la posibilidad de atribuir al Servicio Jurídico del Estado
la representación y defensa de las entidades del sector
público estatal en los procedimientos arbitrales y las
reclamaciones extrajudiciales.

En lo que atañe a la gestión en materia de movilidad
geográfica de los miembros de las Fuerzas Armadas,
se introducen reformas en la Ley 26/1999, de 9 de
julio, de medidas de apoyo a la movilidad geográfica
de los miembros de las Fuerzas Armadas.

Se amplían los supuestos que dan derecho a com-
pensación económica o, con carácter extraordinario, a
una vivienda en régimen de arrendamiento especial, por
cambio de destino que suponga cambio de localidad
o área geográfica. Se exceptúa de la prohibición temporal
de disponer que pesa legalmente sobre los adquirentes
de las viviendas militares, los actos de gravamen con-

sistentes en la constitución de hipoteca y establecer un
derecho legal de adquisición preferente a favor del
INVIFAS en la ulterior transmisión de las mismas en
los 10 años siguientes a la adquisición y se faculta al
Ministro de Defensa para autorizar excepcionalmente
realojos por razones de carácter humanitario.

En cuanto a la gestión en materia de loterías y apues-
tas del Estado, se regula la comercialización de juegos
de titularidad estatal fuera del territorio nacional. En lo
concerniente a gestión en materia de tráfico y seguridad
vial, se introducen modificaciones en el texto articulado
de la Ley sobre Tráfico, Circulación de Vehículos a motor
y Seguridad Vial, aprobado por Real Decreto Legislati-
vo 339/1990, de 2 de marzo. En lo atinente a la orga-
nización administrativa se incluyen normas relativas al
régimen de distintos órganos de la Administración Gene-
ral del Estado, de Organismos públicos y de sociedades
mercantiles estatales.

Así se modifica el régimen jurídico del Centro Nacio-
nal de Inteligencia, del Consejo de Seguridad Nuclear,
del Consejo de la Juventud de España, TRAGSA y la
Entidad Pública Empresarial Aeropuertos Españoles y
Navegación Aérea (AENA).

En materia de procedimiento administrativo se modi-
fica la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Proce-
dimiento Administrativo Común, fijando en seis meses
el plazo de caducidad en los procedimientos de decla-
ración de lesividad. Asimismo se introducen modifica-
ciones en procedimientos especiales.

VI

El título V de la ley contiene previsiones relativas a
diversos aspectos de la acción administrativa sectorial,
entre las que cabe reseñar las siguientes:

En cuanto a la acción administrativa en materia de
ordenación económica, en lo que se refiere a seguros,
planes y fondos de pensiones, se introducen diversas
modificaciones en el texto refundido de la Ley reguladora
de Planes y Fondos de Pensiones, aprobado por el Real
Decreto Legislativo 1/2002, de 29 de noviembre. Se
modifica el artículo 5.3 de dicho texto refundido con
la finalidad de que las empresas promotoras de los planes
de pensiones de empleo puedan realizar, sin sujeción
a los límites previstos en el mismo, las aportaciones nece-
sarias para garantizar los derechos económicos de los
beneficiarios o los de los partícipes de los planes que
incluyan regímenes de prestación definida para la jubi-
lación, cuando en la revisión actuarial se haya puesto
de manifiesto un déficit. Asimismo, se adapta el régimen
general de inversiones de los fondos de pensiones a
los criterios de la Directiva 2003/41/CE del Parlamento
Europeo y del Consejo, de 3 de junio de 2003, relativa
a las actividades y la supervisión de fondos de pensiones
de empleo, publicada en el «Diario Oficial de la Unión
Europea» el 23 de septiembre de 2003.

En materia de energía, se introducen modificaciones
de la Ley 54/1997, de 27 de noviembre, del Sector
Eléctrico, regulando el devengo de intereses en el
supuesto de falta de ingreso por los agentes del sistema
eléctrico de las cuotas con destinos específicos y el
devengo de intereses en el supuesto de falta de pago
por los agentes del sistema eléctrico de las liquidaciones.

Asimismo se reforma la Ley 34/1998, de 7 de octu-
bre, del Sector de Hidrocarburos. Se incorpora el Gestor
Técnico del Sistema gasista al Consejo Consultivo de
Hidrocarburos y a su Comisión Permanente y se regula
el devengo de intereses en el supuesto de falta de ingreso
por los agentes del sistema gasista de las cuotas con
destinos específicos y el devengo de intereses en el
supuesto de falta de pago por los agentes del sistema
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gasista de las liquidaciones. En fin, se modifica la
Ley 25/1964, de 29 de abril, sobre Energía Nuclear,
para regular el establecimiento de los dispositivos e Ins-
talaciones Experimentales sometiéndose a régimen de
autorización.

En materia de defensa de la competencia, se trans-
pone el Reglamento (CE) 1/2003 del Consejo, de 16
de diciembre de 2002, relativo a la aplicación de
las normas sobre competencia prevista en los artícu-
los 81 y 82 del Tratado CE modificando al efecto la
Ley 16/1989, de 17 de julio, de Defensa de la Com-
petencia y la Ley 1/2002, de 21 de febrero, de coor-
dinación de competencias del Estado y las comunidades
autónomas en materia de defensa de la Competencia.

En lo concerniente al sistema financiero se regula
la titulización sintética de préstamos y otros derechos
de crédito, que son operaciones que permiten transmitir
el riesgo de crédito de una cartera de activos al mercado
de capitales a través de un fondo de titulización sin que
se produzca la venta de los activos al fondo como en
una titulización tradicional, y se modifica la Ley 24/1988,
de 28 de julio, reguladora del Mercado de Valores, en
lo referente a la regulación del comité de Auditoría que
han de tener las entidades emisoras de valores admitidas
a negociación en mercados secundarios oficiales de
valores.

Igualmente se modifica la Ley 13/1985, de 25 de
mayo, sobre coeficientes de inversión, recursos propios
y obligaciones de información de los intermediarios
financieros, dando cumplimiento a la Directiva aprobada
por el Parlamento y el Consejo de la Unión Europea
por la que se modifican las Directivas 78/660/CEE,
83/345/349/CEE, 86/635/CEE y 91/674/CEE del
Consejo, sobre las cuentas anuales y consolidadas de
determinadas formas de sociedades, bancos y otras enti-
dades financieras y empresas de seguros.

En lo que se refiere a contabilidad y auditoría de cuen-
ta se modifican las normas contables incorporadas en
la legislación mercantil. Así se adecua la regulación con-
tenida en la Ley 2/1995, de 23 de marzo, de Sociedades
de Responsabilidad Limitada, en materia contable, reco-
giendo los pronunciamientos del Grupo de Trabajo Inter-
gubernamental de Expertos en Normas Internacionales
de Contabilidad y Presentación de Informes, así como
con el derecho positivo de otros Estados miembros de
la Unión Europea.

Se modifican el Código de Comercio y texto refundido
de la Ley de Sociedades Anónimas, aprobado por el
Real Decreto Legislativo 1564/1989, de 22 de diciem-
bre, en materia de contabilidad, adecuando la normativa
interna al Reglamento del Parlamento Europeo y del Con-
sejo 1606/2002 relativo a la aplicación de normas inter-
nacionales de contabilidad de 19 de julio de 2002, así
como en transposición de Directiva 2001/65/CE
del Parlamento europeo y del Consejo de 27 de septiem-
bre de 2001, por la que se modifican las Directi-
vas 78/660/CEE, 83/349/CEE y 86/635/CEE, en lo
que se refiere a las normas de valoración aplicables en
las cuentas anuales y consolidadas de determinadas for-
mas de sociedad, así como de los bancos y otras enti-
dades financieras.

En lo concerniente a la acción administrativa en mate-
ria de infraestructuras y transporte, se regula la garantía
financiera a buques que soliciten acceso a lugares de
refugio.

En materia de agricultura, pesca y alimentación se
declaran de interés general determinadas obras hidráu-
licas con destino a riego. Igualmente se modifica la
Ley 3/2001, de 26 de marzo, de Pesca marítima del
Estado, se regula la actualización de inscripciones en
el Registro de Buques y Empresas Navieras de embar-
caciones de pesca en las que el material del casco, la

potencia propulsora de sus motores o los valores reales
de eslora, manga, puntal o arqueo no coincidan con los
datos anotados en el registro, y se modifica el régimen
de infracciones y sanciones aplicables al régimen de la
cuota láctea y en lo atinente a la regulación de la res-
ponsabilidad del pago de la tasa suplementaria de la
cuota láctea.

En materia de medio ambiente se modifica el texto
refundido de la Ley de Aguas, aprobado por Real Decreto
Legislativo 1/2001, de 20 de julio, para incorporar al
derecho español la Directiva 2000/60/CE por la que
se establece un marco comunitario de actuación en el
ámbito de la política de aguas cuyo plazo de transpo-
sición finaliza el 22 de diciembre de 2003. La modi-
ficación realizada tiene como principal objetivo conseguir
el buen estado y la adecuada protección de las aguas
continentales, costeras y de transición, a cuyos efectos
se regula la demarcación hidrográfica como nuevo ámbi-
to territorial de gestión y planificación hidrológica, lo
que supone igualmente, la modificación de la Disposición
adicional décima de la Ley 10/2001, de 5 de julio, del
plan hidrológico nacional, siendo un aspecto capital de
la reforma el establecimiento de un único plan hidro-
lógico para cada una de las demarcaciones hidrológicas;
se crea, para garantizar la adecuada coordinación en
la aplicación de las normas de protección de las aguas,
un nuevo órgano de cooperación interadministrativa; se
da una nueva redacción a los artículos que regulan los
objetivos, criterios, contenidos y procedimientos de ela-
boración de los planes hidrológicos de cuenca; se fijan
los objetivos medioambientales para las aguas super-
ficiales subterráneas, zonas protegidas y masas de agua
artificiales y masas de agua muy modificadas, y se esta-
blecen los plazos para su consecución; se crea el registro
de zonas protegidas; se regulan las bases y plazos que
han de presidir el procedimiento para la participación
pública, justificación igualmente de la Ley del plan hidro-
lógico nacional. Se modifica el régimen económico finan-
ciero del agua, al introducir el principio de recuperación
de los costes de los servicios relacionados con la gestión
de las aguas.

Se regula con mayor precisión el contenido, alcance
y plazos la emisión del informe previo municipal a la
realización de obras de interés general. Se declaran de
urgente ocupación determinados bienes afectados por
obras hidráulicas, en particular los referidos a las obras
de infraestructura de las transferencias de recursos hídri-
cos que autoriza el artículo 13 de la Ley 10/2001, de 5
de julio, del Plan Hidrológico Nacional, y se establece
el régimen transitorio de recursos hídricos desde el
embalse del Negratín al de Cuevas de Almanzora.

Por último se modifican diversos preceptos del Real
Decreto Legislativo 1302/1986, de 28 de junio, de Eva-
luación de Impacto Ambiental. Se explicita que en la
evaluación de los efectos previsibles directos e indirectos
de un proyecto sobre la población, la flora, la fauna,
el suelo, el aire, el agua, los factores climáticos, el paisaje
y los bienes materiales, incluido el patrimonio histórico
artístico y el arqueológico, se tendrá necesariamente en
cuenta la interacción entre todos esos factores; se con-
cretan con mayor precisión las competencias del órgano
ambiental en la declaración de impacto ambiental, y se
fija el alcance del informe preceptivo de las comunidades
autónomas en la evaluación ambiental de los planes y
proyectos ambientales, en que la competencia para emi-
tir la declaración de impacto ambiental corresponde al
Estado, cuando aquellos afecten a zonas de especial
conservación de la comunidad autónoma.

Termina el título con diversas disposiciones en
materia de sanidad y consumo. Así se modifica la
Ley 25/1990, de 20 de diciembre, del Medicamento,
en lo concerniente al régimen de las especialidades far-
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macéuticas en envase para dispensación personalizada,
y en materia de infracciones y sanciones, y se introducen
modificaciones en la Ley 16/2003, de 28 de mayo, de
Cohesión y Calidad del Sistema Nacional de Salud y
en la Ley 7/1995, de 23 de marzo, de crédito al con-
sumo.

VII

En la parte final se recogen diversas previsiones que,
por razones de técnica legislativa, no se consideran sus-
ceptibles de inclusión en los títulos anteriormente alu-
didos.

TÍTULO I

Normas tributarias

CAPÍTULO I

Impuestos directos

SECCIÓN 1.a IMPUESTO SOBRE LA RENTA DE LAS PERSONAS FÍSICAS

Artículo 1. Modificación de la Ley 40/1998, de 9 de
diciembre, del Impuesto sobre la Renta de las Per-
sonas Físicas y otras Normas Tributarias.

Primero. Con efectos desde el día 1 de enero
de 2004, se introducen las siguientes modificaciones
en la Ley 40/1998, de 9 de diciembre, del Impuesto
sobre la Renta de las Personas Físicas y otras Normas
Tributarias:

Uno. Se modifica el párrafo h) del artículo 7, que
quedará redactado de la siguiente manera:

«h) Las prestaciones familiares por hijo a cargo
reguladas en el capítulo IX del título II del texto
refundido de la Ley General de la Seguridad Social,
aprobado por Real Decreto legislativo 1/1994,
de 20 de junio, y las demás prestaciones públicas
por nacimiento, parto múltiple, adopción e hijos
a cargo, así como las pensiones y los haberes pasi-
vos de orfandad percibidos de los regímenes públi-
cos de la Seguridad Social y clases pasivas y demás
prestaciones públicas por situación de orfandad.

También estarán exentas las prestaciones públi-
cas por maternidad percibidas de las comunidades
autónomas o entidades locales.»

Dos. Se modifica el párrafo i) del artículo 7, que
quedará redactado de la siguiente manera:

«i) Las prestaciones económicas percibidas de
instituciones públicas con motivo del acogimiento
de menores, personas con minusvalía o mayores
de 65 años y las ayudas económicas otorgadas
por instituciones públicas a personas con un grado
de minusvalía igual o superior al 65 por ciento o
mayores de 65 años para financiar su estancia en
residencias o centros de día, siempre que el resto
de sus rentas no excedan del doble del salario míni-
mo interprofesional.»

Tres. Se modifica el párrafo j) del artículo 7, que
queda redactado de la siguiente manera:

«j) Las becas públicas y las becas concedidas
por las entidades sin fines lucrativos a las que sea
de aplicación el régimen especial regulado en el
título II de la Ley 49/2002, de 23 de diciembre,
de régimen fiscal de las entidades sin fines lucra-
tivos y de los incentivos fiscales al mecenazgo, per-
cibidas para cursar estudios reglados, tanto en
España como en el extranjero, en todos los niveles
y grados del sistema educativo. Asimismo, las

becas públicas y las concedidas por las entidades
sin fines lucrativos mencionadas anteriormente
para investigación en el ámbito descrito por el Real
Decreto 1326/2003, de 24 de octubre, por el que
se aprueba el Estatuto del becario de investigación,
así como las otorgadas por aquéllas con fines de
investigación a los funcionarios y demás personal
al servicio de las Administraciones públicas y al
personal docente e investigador de las universida-
des.»

Cuatro. Se introduce un nuevo apartado 5 en el ar-
tículo 9 de la Ley 40/1998, de 9 de diciembre, del
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y otras
Normas Tributarias, que quedará redactado de la siguien-
te manera:

«5. Las personas físicas que adquieran su resi-
dencia fiscal en España como consecuencia de su
desplazamiento a territorio español, podrán optar
por tributar por este Impuesto o por el Impuesto
sobre la Renta de no Residentes durante el período
impositivo en que se efectúe el cambio de resi-
dencia y durante los cinco períodos impositivos
siguientes, cuando se cumplan las siguientes con-
diciones:

Que no hayan sido residentes en España durante
los 10 años anteriores a su nuevo desplazamiento
a territorio español.

Que el desplazamiento a territorio español se
produzca como consecuencia de un contrato de
trabajo.

Que los trabajos se realicen efectivamente en
España.

Que dichos trabajos se realicen para una empre-
sa o entidad residente en España o para un esta-
blecimiento permanente situado en España de una
entidad no residente en territorio español.

Que los rendimientos del trabajo que se deriven
de dicha relación laboral no estén exentos de tri-
butación por el Impuesto sobre la Renta de no
Residentes.

El contribuyente que opte por la tributación por
el Impuesto sobre la Renta de no Residentes que-
dará sujeto por obligación real en el Impuesto sobre
el Patrimonio.

El Ministro de Hacienda establecerá el proce-
dimiento para el ejercicio de la opción mencionada
en este apartado.»

Cinco. Se añade un nuevo párrafo g) en el apar-
tado 2 del artículo 43, que quedará redactado de la
siguiente manera:

«g) La prestación del servicio de educación
preescolar, infantil, primaria, secundaria obligatoria,
bachillerato y formación profesional por centros
educativos autorizados, a los hijos de sus emplea-
dos, con carácter gratuito o por precio inferior al
normal de mercado.»

Seis. El párrafo f) del número 1 del apartado 1 del
artículo 44, queda redactado de la siguiente manera:

«f) No obstante lo previsto en los párrafos ante-
riores, cuando el rendimiento de trabajo en especie
sea satisfecho por empresas que tengan como acti-
vidad habitual la realización de las actividades que
dan lugar al mismo, la valoración no podrá ser infe-
rior al precio ofertado al público del bien, derecho
o servicio de que se trate.

Se considerará precio ofertado al público el pre-
visto en el artículo 13 de la Ley 16/1984, de 19
de julio, General para la Defensa de los Consumi-
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dores y Usuarios, deduciendo los descuentos ordi-
narios o comunes. Se considerarán ordinarios o
comunes los descuentos que sean ofertados a otros
colectivos de similares características a los traba-
jadores de la empresa, así como los descuentos
promocionales que tengan carácter general y se
encuentren en vigor en el momento de satisfacer
la retribución en especie o que, en otro caso, no
excedan del 20 por ciento.»

Siete. Se modifica el artículo 47 quáter, que quedará
redactado de la siguiente manera:

«Artículo 47 quáter. Normas comunes para la apli-
cación de las reducciones por cuidado de hijos,
edad y asistencia.
Para la determinación de las reducciones pre-

vistas en los artículos 47, 47 bis y 47 ter, se tendrán
en cuenta las siguientes normas:

1.a Cuando dos o más contribuyentes tengan
derecho a la aplicación de las reducciones respecto
de los mismos ascendientes o descendientes, su
importe se prorrateará entre ellos por partes igua-
les.

No obstante, cuando los contribuyentes tengan
distinto grado de parentesco con el ascendiente
o descendiente, la aplicación de la reducción corres-
ponderá a los de grado más cercano, salvo que
éstos no tengan rentas anuales, excluidas las exen-
tas, superiores a 8.000 euros, en cuyo caso corres-
ponderá a los del siguiente grado.

2.a No procederá la aplicación de estas reduc-
ciones cuando los ascendientes presenten
declaración por este impuesto o la solicitud de
devolución prevista en el artículo 81 de esta ley.

3.a La determinación de las circunstancias per-
sonales y familiares que deban tenerse en cuenta
a efectos de lo establecido en los artículos 47,
47 bis y 47 ter de esta ley, se realizará atendiendo
a la situación existente en la fecha de devengo
del impuesto.

4.a Para la aplicación de las reducciones por
edad y por asistencia correspondientes a los ascen-
dientes, será necesario que éstos convivan con el
contribuyente, al menos, la mitad del período impo-
sitivo.

Entre otros casos, se considerará que conviven
con el contribuyente los ascendientes discapaci-
tados que, dependiendo del mismo, sean interna-
dos en centros especializados.»

Ocho. Se modifica el párrafo a) del apartado 5 del
artículo 55, que queda redactado de la siguiente manera:

«a) La adquisición de bienes del Patrimonio His-
tórico Español, realizada fuera del territorio español
para su introducción dentro de dicho territorio,
siempre que los bienes sean declarados bienes de
interés cultural o incluidos en el Inventario General
de Bienes Muebles en el plazo de un año desde
su introducción y permanezcan en territorio español
y dentro del patrimonio del titular durante al menos
cuatro años.

La base de esta deducción será la valoración
efectuada por la Junta de Calificación, Valoración
y Exportación de bienes del Patrimonio Histórico
Español.»

Nueve. Se modifica el apartado 2 del artículo 56,
que quedará redactado de la siguiente manera:

«2. Los límites de la deducción a que se refiere
el apartado 2 del artículo 55 de esta ley serán los

que establezca la normativa del Impuesto sobre
Sociedades para los incentivos y estímulos a la
inversión empresarial. Dichos límites se aplicarán
sobre la cuota que resulte de minorar la suma de
las cuotas íntegras, estatal y autonómica o com-
plementaria en el importe total de las deducciones
por inversión en vivienda habitual, previstas en los
artículos 55.1 y 64 bis, de la misma, y por inver-
siones y gastos en bienes de interés cultural.»

Diez. Se añade un apartado 13 al artículo 75, que
quedará redactado de la siguiente manera:

«13. Lo previsto en este artículo no será de
aplicación cuando la entidad no residente en terri-
torio español sea residente en otro Estado miembro
de la Unión Europea, salvo que resida en un terri-
torio calificado reglamentariamente como paraíso
fiscal.»

Once. Se modifica el apartado 4 del artículo 79,
que quedará redactado de la siguiente manera:

«4. Estarán obligados a declarar en todo caso
los contribuyentes que tengan derecho a deducción
por inversión en vivienda, por cuenta ahorro-em-
presa, por doble imposición internacional o que rea-
licen aportaciones a patrimonios protegidos de las
personas con discapacidad, planes de pensiones,
planes de previsión asegurados o mutualidades de
previsión social que reduzcan la base imponible,
en las condiciones que se establezcan reglamen-
tariamente.»

Doce. Se modifican los apartados 1 y 2 del artícu-
lo 80 bis, que quedarán redactados de la siguiente forma:

«Artículo 80 bis. Borrador de declaración.

1. Los contribuyentes obligados a presentar
declaración de acuerdo con lo previsto en el ar-
tículo 79 de esta ley, podrán solicitar que la
Administración tributaria les remita, a efectos mera-
mente informativos, un borrador de declaración, sin
perjuicio del cumplimiento de lo dispuesto en el
apartado 1 del artículo 80 de esta ley, siempre
que obtenga rentas procedentes exclusivamente de
las siguientes fuentes:

a) Rendimientos del trabajo.
b) Rendimientos del capital mobiliario sujetos

a retención o ingreso a cuenta, así como los deri-
vados de Letras del Tesoro.

c) Imputación de rentas inmobiliarias siempre
que procedan, como máximo de dos inmuebles.

d) Ganancias patrimoniales sometidas a reten-
ción o ingreso a cuenta, así como las subvenciones
para la adquisición de vivienda habitual.

2. Cuando la Administración tributaria carezca
de la información necesaria para la elaboración del
borrador de declaración, pondrá a disposición del
contribuyente los datos que puedan facilitarle la
confección de la declaración del impuesto.

No podrán suscribir ni confirmar el borrador de
declaración los contribuyentes que se encuentren
en alguna de las situaciones siguientes:

a) Los contribuyentes que hubieran obtenido
rentas exentas con progresividad en virtud de con-
venios para evitar la doble imposición suscritos por
España.

b) Los contribuyentes que compensen partidas
negativas de ejercicios anteriores.
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c) Los contribuyentes que pretendan regulari-
zar situaciones tributarias procedentes de decla-
raciones anteriormente presentadas.

d) Los contribuyentes que tengan derecho a
la deducción por doble imposición internacional y
ejerciten tal derecho.»

Trece. Se añade un nuevo párrafo en el apartado 2
del artículo 82, con la siguiente redacción:

«En ningún caso estarán obligadas a practicar
retención o ingreso a cuenta las misiones diplo-
máticas u oficinas consulares en España de Estados
extranjeros.»

Segundo. Con efectos desde el día 1 de julio
de 2004, se introducen las siguientes modificaciones
en la Ley 40/1998, de 9 de diciembre, del Impuesto
sobre la Renta de las Personas Físicas y otras Normas
Tributarias:

Uno. Se modifica el apartado 5 del artículo 47
sexies, que quedará redactado de la siguiente manera:

«5. La disposición en el período impositivo en
que se realiza la aportación o en los cuatro siguien-
tes de cualquier bien o derecho aportado al patri-
monio protegido de la persona con discapacidad
determinará las siguientes obligaciones fiscales:

a) Si el aportante fue un contribuyente del
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas,
dicho aportante deberá integrar en la base impo-
nible del período impositivo en que se produzca
el acto de disposición, las cantidades reducidas de
la base imponible correspondientes a las disposi-
ciones realizadas más los intereses de demora que
proceden.

b) Cualquiera que haya sido el aportante, el
titular del patrimonio protegido que recibió la apor-
tación deberá integrar en la base imponible del
período impositivo en que se produzca el acto de
disposición, la cantidad que hubiera dejado de inte-
grar en el período impositivo en que recibió la apor-
tación como consecuencia de la aplicación de lo
dispuesto en el apartado 4 del artículo 16 de esta
ley, más los intereses de demora que procedan.

En los casos en que la aportación se hubiera
realizado al patrimonio protegido de los parientes,
cónyuges o personas a cargo de los trabajadores
en régimen de tutela o acogimiento, a que se refiere
el apartado 1 de este artículo, por un sujeto pasivo
del Impuesto sobre Sociedades, la obligación des-
crita en el párrafo anterior deberá ser cumplida por
dicho trabajador.

c) A los efectos de lo dispuesto en el apartado 5
del artículo 36 quáter de la Ley 43/1995, de 27
de diciembre, del Impuesto sobre Sociedades, el
trabajador titular del patrimonio protegido deberá
comunicar al empleador que efectuó las aporta-
ciones, las disposiciones que se hayan realizado
en el período impositivo.

En los casos en que la disposición se hubiera
efectuado en el patrimonio protegido de los parien-
tes, cónyuges o personas a cargo de los trabaja-
dores en régimen de tutela o acogimiento, la comu-
nicación a que se refiere el párrafo anterior también
deberá efectuarla dicho trabajador.

La falta de comunicación o la realización de
comunicaciones falsas, incorrectas o inexactas
constituirá infracción tributaria leve. Esta infracción
se sancionará con multa pecuniaria fija de 400
euros.

La sanción impuesta de acuerdo con lo previsto
en este apartado se reducirá conforme a lo dis-

puesto en el apartado 3 del artículo 188 de la Ley
General Tributaria.

A los efectos previstos en este apartado, tra-
tándose de bienes o derechos homogéneos se
entenderá que fueron dispuestos los aportados en
primer lugar.

No se aplicará lo dispuesto en este apartado en
caso de fallecimiento del titular del patrimonio pro-
tegido, del aportante o de los trabajadores a los
que se refiere el apartado 2 del artículo 36 quáter
de la Ley 43/1995, de 27 de diciembre, del Impues-
to sobre Sociedades.»

Dos. Se añade un apartado 10 al artículo 82, que
quedará redactado de la siguiente manera:

«10. Los contribuyentes deberán comunicar, al
pagador de rendimientos sometidos a retención o
ingreso a cuenta de los que sean perceptores, las
circunstancias determinantes para el cálculo de la
retención o ingreso a cuenta procedente, en los
términos que se establezcan reglamentariamente.»

Tres. Se modifica el artículo 89, que quedará redac-
tado de la siguiente manera:

«Artículo 89. Infracciones y sanciones.

1. Las infracciones tributarias en este Impuesto
se calificarán y sancionarán con arreglo a lo dis-
puesto en la Ley 58/2003, de 17 de diciembre,
General Tributaria, sin perjuicio de las especialida-
des previstas en esta ley.

2. Constituye infracción tributaria leve la pre-
sentación incorrecta de las comunicaciones previs-
tas en el artículo 81 de esta ley. Esta infracción
se sancionará con multa pecuniaria fija de 150
euros.

La sanción impuesta de acuerdo con lo previsto
en este apartado se reducirá conforme a lo dis-
puesto en el apartado 3 del artículo 188 de la Ley
General Tributaria.»

Tercero. Con efectos desde el día 1 de enero
de 2005, se introducen las siguientes modificaciones
en la Ley 40/1998, de 9 de diciembre, del Impuesto
sobre la Renta de las Personas Físicas y otras Normas
Tributarias:

Uno. Se añade un párrafo e) al artículo 65, que que-
dará redactado de la siguiente manera:

«e) Las retenciones a que se refiere el apar-
tado 11 del artículo 82 de esta Ley.»

Dos. Se añade un apartado 11 al artículo 82, que
quedará redactado de la siguiente manera:

«11. Tendrán la consideración de pagos a
cuenta de este Impuesto las retenciones a cuenta
efectivamente practicadas en virtud de lo dispuesto
en el artículo 11 de la Directiva 2003/48/CE del
Consejo, de 3 de junio de 2003, en materia de
fiscalidad de los rendimientos del ahorro en forma
de pago de intereses.»

SECCIÓN 2.a IMPUESTO SOBRE SOCIEDADES

Artículo 2. Modificación de la Ley 43/1995, de 27
de diciembre, del Impuesto sobre Sociedades.

Primero. Con efectos para los períodos impositivos
que se inicien a partir del 1 de enero de 2004, se intro-
ducen las siguientes modificaciones en la Ley 43/1995,
de 27 de diciembre, del Impuesto sobre Sociedades:
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Uno. Se modifica el apartado 3 del artículo 13, que
quedará redactado de la siguiente manera:

«3. Serán deducibles las contribuciones de los
promotores de planes de pensiones regulados en
el texto refundido de la Ley de Regulación de los
Planes y Fondos de Pensiones, aprobado por el
Real Decreto Legislativo 1/2002, de 29 de noviem-
bre. Dichas contribuciones se imputarán a cada par-
tícipe en la parte correspondiente, salvo las rea-
lizadas de manera extraordinaria por aplicación del
artículo 5.3.d) del citado texto refundido de la Ley
de Regulación de los Planes y Fondos de Pensiones.
Serán igualmente deducibles las contribuciones
para la cobertura de contingencias análogas a la
de los planes de pensiones, siempre que se cum-
plan los siguientes requisitos:

a) Que sean imputadas fiscalmente a las per-
sonas a quienes se vinculen las prestaciones.

b) Que se transmita de forma irrevocable el
derecho a la percepción de las prestaciones futuras.

c) Que se transmita la titularidad y la gestión
de los recursos en que consistan dichas contribu-
ciones.»

Dos. Se añade un apartado 4 al artículo 20, que
quedará redactado de la siguiente manera:

«4. Lo previsto en este artículo no será de apli-
cación cuando la entidad vinculada no residente
en territorio español sea residente en otro Estado
miembro de la Unión Europea, salvo que resida
en un territorio calificado reglamentariamente
como paraíso fiscal.»

Tres. Se modifica el párrafo b) del apartado 1 del
artículo 20 bis, que quedará redactado de la siguiente
manera:

«b) Que la entidad participada haya estado gra-
vada por un impuesto extranjero de naturaleza idén-
tica o análoga a este impuesto en el ejercicio en
que se hayan obtenido los beneficios que se repar-
ten o en los que se participa.

A estos efectos, se tendrán en cuenta aquellos
tributos extranjeros que hayan tenido por finalidad
la imposición de la renta obtenida por la entidad
participada, siquiera sea parcialmente, con inde-
pendencia de que el objeto del tributo lo constituya
la propia renta, los ingresos o cualquier otro ele-
mento indiciario de aquélla.

Se considerará cumplido este requisito, cuando
la entidad participada sea residente en un país con
el que España tenga suscrito un convenio para evi-
tar la doble imposición internacional, que le sea
de aplicación y que contenga cláusula de intercam-
bio de información.

En ningún caso se aplicará lo dispuesto en este
artículo cuando la entidad participada sea residente
en un país o territorio calificado reglamentariamen-
te como paraíso fiscal.»

Cuatro. Se modifica el apartado 2 del artículo 28,
que queda redactado de la siguiente manera:

«2. La deducción a que se refiere el apartado
anterior será del 100 por ciento cuando los divi-
dendos o participaciones en beneficios procedan
de entidades en las que el porcentaje de partici-
pación, directo o indirecto, sea igual o superior al 5
por ciento, siempre que dicho porcentaje se hubiere
tenido de manera ininterrumpida durante el año
anterior al día en que sea exigible el beneficio que
se distribuya o, en su defecto, que se mantenga

durante el tiempo que sea necesario para completar
un año. La deducción también será del 100 por
ciento respecto de la participación en beneficios
procedentes de mutuas de seguros generales, enti-
dades de previsión social, sociedades de garantía
recíproca y asociaciones.»

Cinco. Se modifica el párrafo c) del apartado 1 del
artículo 33, que quedará redactado de la siguiente mane-
ra:

«c) Porcentajes de deducción.

1.o El 30 por ciento de los gastos efectuados
en el período impositivo por este concepto.

En el caso de que los gastos efectuados en la
realización de actividades de investigación y
desarrollo en el período impositivo sean mayores
que la media de los efectuados en los dos años
anteriores, se aplicará el porcentaje establecido en
el párrafo anterior hasta dicha media, y el 50 por
ciento sobre el exceso respecto de la misma.

Además de la deducción que proceda conforme
a lo dispuesto en los párrafos anteriores se prac-
ticará una deducción adicional del 20 por ciento
del importe de los siguientes gastos del período:

a’) Los gastos de personal de la entidad corres-
pondientes a investigadores cualificados adscritos
en exclusiva a actividades de investigación y
desarrollo.

b’) Los gastos correspondientes a proyectos de
investigación y desarrollo contratados con univer-
sidades, organismos públicos de investigación o
centros de innovación y tecnología, reconocidos
y registrados como tales según el Real Decre-
to 2609/1996, de 20 de diciembre, por el que
se regulan los Centros de Innovación y Tecnología.

2.o El 10 por ciento de las inversiones en ele-
mentos de inmovilizado material e inmaterial,
excluidos los inmuebles y terrenos, siempre que
estén afectos exclusivamente a las actividades de
investigación y desarrollo.

La deducción establecida en el párrafo anterior
será compatible con la prevista en el artículo 36 ter
de esta ley e incompatible para las mismas inver-
siones con las restantes deducciones previstas en
los demás artículos de este capítulo.

Los elementos en que se materialice la inversión
deberán permanecer en el patrimonio del sujeto
pasivo, salvo pérdidas justificadas, hasta que cum-
plan su finalidad específica en las actividades de
investigación y desarrollo, excepto que su vida útil
conforme al método de amortización, admitido en
el párrafo a) del apartado 1 del artículo 11, que
se aplique, fuese inferior.»

Seis. Se modifica el párrafo b) del apartado 2 del
artículo 33, que quedará redactado de la siguiente forma:

«b) Base de la deducción.

La base de la deducción estará constituida por
el importe de los gastos del período en actividades
de innovación tecnológica que correspondan a los
siguientes conceptos:

1.o Proyectos cuya realización se encargue a
universidades, organismos públicos de investiga-
ción o centros de innovación y tecnología, reco-
nocidos y registrados como tales según el citado
Real Decreto 2609/1996, de 20 de diciembre.

2.o Diseño industrial e ingeniería de procesos
de producción, que incluirán la concepción y la ela-
boración de los planos, dibujos y soportes desti-
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nados a definir los elementos descriptivos, espe-
cificaciones técnicas y características de funciona-
miento necesarios para la fabricación, prueba, ins-
talación y utilización de un producto.

3.o Adquisición de tecnología avanzada en for-
ma de patentes, licencias, “know-how” y diseños.
No darán derecho a la deducción las cantidades
satisfechas a personas o entidades vinculadas al
sujeto pasivo. La base correspondiente a este con-
cepto no podrá superar la cuantía de un millón
de euros.

4.o Obtención del certificado de cumplimiento
de las normas de aseguramiento de la calidad de
la serie ISO 9000, GMP o similares, sin incluir aque-
llos gastos correspondientes a la implantación de
dichas normas.

Se consideran gastos de innovación tecnológica
los realizados por el sujeto pasivo en cuanto estén
directamente relacionados con dichas actividades
y se apliquen efectivamente a la realización de las
mismas, constando específicamente individualiza-
dos por proyectos.

Los gastos de innovación tecnológica correspon-
dientes a actividades realizadas en el exterior tam-
bién podrán ser objeto de la deducción siempre
y cuando la actividad de innovación tecnológica
principal se efectúe en España y no sobrepasen
el 25 por ciento del importe total invertido.

Igualmente tendrán la consideración de gastos
de innovación tecnológica las cantidades pagadas
para la realización de dichas actividades en España,
por encargo del sujeto pasivo, individualmente o
en colaboración con otras entidades.

Para determinar la base de la deducción el importe
de los gastos de innovación tecnológica se minorará
en el 65 por ciento de las subvenciones recibidas
para el fomento de dichas actividades e imputables
como ingreso en el período impositivo.»

Siete. Se modifica el párrafo a) del apartado 1 del
artículo 35, que queda redactado de la siguiente manera:

«a) La adquisición de bienes del Patrimonio His-
tórico Español, realizada fuera del territorio español
para su introducción dentro de dicho territorio,
siempre que los bienes sean declarados bienes de
interés cultural o incluidos en el Inventario General
de Bienes Muebles en el plazo de un año desde
su introducción y permanezcan en territorio español
y dentro del patrimonio del titular durante al menos
cuatro años.

La base de esta deducción será la valoración
efectuada por la Junta de Calificación, Valoración
y Exportación de bienes del Patrimonio Histórico
Español.»

Ocho. Se modifica el apartado 1 del artículo 37,
que quedará redactado de la siguiente forma:

«1. Las deducciones previstas en el presente
capítulo se practicarán una vez realizadas las deduc-
ciones y bonificaciones de los capítulos II y III de
este título.

Las cantidades correspondientes al período
impositivo no deducidas podrán aplicarse en las
liquidaciones de los períodos impositivos que con-
cluyan en los 10 años inmediatos y sucesivos. No
obstante, las cantidades correspondientes a las
deducciones previstas en los artículos 33 y 33 bis
de esta ley, podrán aplicarse en las liquidaciones
de los períodos impositivos que concluyan en
los 15 años inmediatos y sucesivos.

El cómputo de los plazos para la aplicación de
las deducciones previstas en este capítulo podrá
diferirse hasta el primer ejercicio en que, dentro
del período de prescripción, se produzcan resul-
tados positivos, en los siguientes casos:

a) En las entidades de nueva creación.
b) En las entidades que saneen pérdidas de

ejercicios anteriores mediante la aportación efec-
tiva de nuevos recursos, sin que se considere como
tal la aplicación o capitalización de reservas.

El importe de las deducciones previstas en este
capítulo a las que se refiere el presente apartado,
aplicadas en el período impositivo, no podrán exce-
der conjuntamente del 35 por ciento de la cuota
íntegra minorada en las deducciones para evitar
la doble imposición interna e internacional y las
bonificaciones. No obstante, el límite se elevará
al 50 por ciento cuando el importe de la deducción
prevista en los artículos 33 y 33 bis, que corres-
pondan a gastos e inversiones efectuados en el
propio período impositivo, exceda del 10 por ciento
de la cuota íntegra, minorada en las deducciones
para evitar la doble imposición interna e interna-
cional y las bonificaciones.»

Nueve. El segundo párrafo del apartado 3 del artícu-
lo 38, quedará redactado de la siguiente forma:

«Los sujetos pasivos cuyo período impositivo no
coincida con el año natural realizarán el pago frac-
cionado sobre la parte de la base imponible corres-
pondiente a los días transcurridos desde el inicio
del período impositivo hasta el día anterior al inicio
de cada uno de los períodos de ingreso del pago
fraccionado a que se refiere el apartado 1. En estos
supuestos, el pago fraccionado será a cuenta de
la liquidación correspondiente al período impositivo
que esté en curso el día anterior al inicio de cada
uno de los citados períodos de pago.»

Diez. Se añade un nuevo apartado 3 al artículo 68
quinquies, pasando los actuales apartados 3 y 4, a renu-
merarse, respectivamente, como apartados 4 y 5.

El apartado 3 quedará redactado en los siguientes
términos:

«3. Si la entidad hubiera adquirido la vivienda
mediante transmisión derivada de operaciones de
fusión, escisión o aportación de activos, y la renta
generada en aquella transmisión no se hubiera inte-
grado en la base imponible del transmitente en
virtud de lo dispuesto en el régimen especial rela-
tivo a dichas operaciones, la renta a bonificar deri-
vada de su transmisión posterior de acuerdo con
lo dispuesto en el apartado 1 será exclusivamente
la que exceda del valor de mercado en la fecha
de la adquisición.»

Once. Se añade un apartado 6 al artículo 68 quin-
quies de la Ley 43/1995, de 27 de diciembre, del
Impuesto sobre Sociedades, que quedará redactado en
los siguientes términos:

«6. El régimen fiscal previsto en este capítulo
también podrá ser aplicado, con las especialidades
previstas en este apartado, por las entidades a que
se refiere el apartado 1 del artículo 68 quáter de
esta ley que arrienden u ofrezcan en arrendamiento
viviendas que hayan construido, promovido o adqui-
rido. En estos casos, habrán de cumplirse los
siguientes requisitos:
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Que el número de viviendas arrendadas u ofre-
cidas en arrendamiento por la entidad sea en todo
momento igual o superior a 10.

Que el contrato de arrendamiento no incorpore
opción de compra.

En el caso de viviendas no calificadas como de
protección oficial ni declaradas protegidas, los
requisitos segundo y tercero del párrafo c) del apar-
tado 2 del artículo 68 quáter. Tratándose de vivien-
das adquiridas, deberá cumplirse, además, el requi-
sito primero del mencionado párrafo c).

Que las viviendas permanezcan arrendadas u
ofrecidas en arrendamiento durante al menos 15
años a contar desde la fecha en que fueron arren-
dadas u ofrecidas en arrendamiento por primera
vez por la entidad. En el caso de viviendas que
figuren en el patrimonio de la entidad antes del
momento de acogerse al régimen, el plazo se com-
putará desde la fecha de inicio del período impo-
sitivo en que se comunique la opción por el régi-
men.

Las entidades que cumplan los requisitos pre-
vistos en este apartado podrán aplicar en la cuota
íntegra una bonificación del 85 por ciento de la
parte de la cuota íntegra que corresponda a las
rentas derivadas del arrendamiento o de la trans-
misión de viviendas que cumplan los requisitos
establecidos en este apartado. La aplicación de esta
bonificación en los casos de transmisión de las
viviendas exigirá, además, el cumplimiento de los
siguientes requisitos:

Que la vivienda no sea adquirida por el arren-
datario, su cónyuge o parientes, incluidos los afines,
hasta el tercer grado inclusive.

Que el importe obtenido se reinvierta, en el plazo
de tres años desde la transmisión, en otras vivien-
das que cumplan los requisitos establecidos en este
apartado.»

Doce. Se modifica el artículo 69, que quedará redac-
tado de la siguiente manera:

«Artículo 69. Sociedades y fondos de capital-riesgo.

1. Las sociedades y fondos de capital-riesgo,
reguladas en la Ley 1/1999, de 5 de enero, regu-
ladora de las entidades de capital-riesgo y de sus
sociedades gestoras, estarán exentas en el 99 por
ciento de las rentas que obtengan en la transmisión
de valores representativos de la participación en
el capital o en fondos propios de las empresas a
que se refiere el artículo 2.1 de la citada ley, en
que participen, siempre que la transmisión se pro-
duzca a partir del inicio del segundo año de tenen-
cia computado desde el momento de adquisición
y hasta el decimoquinto, inclusive.

Excepcionalmente podrá admitirse una amplia-
ción de este último plazo hasta el vigésimo año,
inclusive. Reglamentariamente se determinarán los
supuestos, condiciones y requisitos que habilitan
para dicha ampliación.

Con excepción del supuesto previsto en el párra-
fo anterior, no se aplicará la exención en el primer
año y a partir del decimoquinto.

En el caso de que la entidad participada acceda
a la cotización en un mercado de valores regulado
en la Directiva 93/22/CEE del Consejo, de 10 de
mayo de 1993, la aplicación de la exención prevista
en los párrafos anteriores quedará condicionada
a que la sociedad o el fondo de capital-riesgo pro-
ceda a transmitir su participación en el capital de
la empresa participada en un plazo no superior a

tres años, contados desde la fecha en que se hubie-
ra producido la admisión a cotización de esta últi-
ma.

2. Las sociedades y fondos de capital-riesgo
podrán aplicar la deducción prevista en el artículo
28.2 de esta ley o la exención prevista en el artícu-
lo 20 bis.1 de esta ley, según sea el origen de
las citadas rentas, a los dividendos y, en general,
a las participaciones en beneficios procedentes de
las sociedades que promuevan o fomenten, cual-
quiera que sea el porcentaje de participación y el
tiempo de tenencia de las acciones o participacio-
nes.

3. Los dividendos y, en general, las participa-
ciones en beneficios percibidos de las sociedades
y fondos de capital-riesgo tendrán el siguiente tra-
tamiento:

a) Darán derecho a la deducción prevista en
el artículo 28.2 de esta ley cualquiera que sea el
porcentaje de participación y el tiempo de tenencia
de las acciones o participaciones cuando su per-
ceptor sea un sujeto pasivo de este Impuesto o
un contribuyente del Impuesto sobre la Renta de
no Residentes con establecimiento permanente en
España.

b) No se entenderán obtenidos en territorio
español cuando su perceptor sea una persona física
o entidad contribuyente del Impuesto sobre la Ren-
ta de no Residentes sin establecimiento permanen-
te en España.

4. Las rentas positivas puestas de manifiesto
en la transmisión o reembolso de acciones o par-
ticipaciones representativas de los fondos propios
de las sociedades y fondos de capital-riesgo tendrán
el siguiente tratamiento:

a) Darán derecho a la deducción prevista en
el artículo 28.5 de esta ley, cualquiera que sea el
porcentaje de participación y el tiempo de tenencia
de las acciones o participaciones cuando su per-
ceptor sea un sujeto pasivo de este Impuesto o
un contribuyente del Impuesto sobre la Renta de
no Residentes con establecimiento permanente en
España.

b) No se entenderán obtenidas en territorio
español cuando su perceptor sea una persona física
o entidad contribuyente del Impuesto sobre la Ren-
ta de no Residentes sin establecimiento permanen-
te en España.

5. Lo dispuesto en el párrafo b) de los apar-
tados 3 y 4 anteriores no será de aplicación cuando
la renta se obtenga a través de un país o territorio
calificado reglamentariamente como paraíso fiscal.»

Trece. Se añade un nuevo apartado 15 al artícu-
lo 121, que quedará redactado de la siguiente manera:

«15. Lo previsto en este artículo no será de
aplicación cuando la entidad no residente en terri-
torio español sea residente en otro Estado miembro
de la Unión Europea, salvo que resida en un terri-
torio calificado reglamentariamente como paraíso
fiscal.»

Catorce. Se modifica el apartado 2 de la disposición
adicional octava, que quedará redactado en los siguien-
tes términos:

«2. Las referencias que el artículo 21 y el artícu-
lo 45.1.b).10 de la Ley del Impuesto sobre Trans-
misiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documen-
tados hacen a las definiciones de fusión y escisión
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del artículo 2, apartados 1, 2 y 3 de la Ley 29/1991,
de 16 de septiembre, de Adecuación de determi-
nados conceptos impositivos a las Directivas y
Reglamentos de las Comunidades Europeas, se
entenderán hechas al artículo 97, apartados 1, 2,
3 y 5 y al artículo 108 de la presente ley y las
referencias al régimen especial del título I de la
Ley 29/1991, se entenderán hechas al capítulo VIII
del título VIII de esta ley.»

Segundo. Con efectos para los períodos impositivos
iniciados a partir del día 1 de julio de 2004, se introducen
las siguientes modificaciones en la Ley 43/1995, de 27
de diciembre, del Impuesto sobre Sociedades:

Uno. Se modifica el apartado 2 del artículo 77, que
quedará redactado de la siguiente manera:

«2. La falta de cumplimiento de este requisito
tendrá la consideración de infracción tributaria gra-
ve. La sanción consistirá en multa pecuniaria fija
de 3.000 euros, por cada período impositivo en
que se haya dado el incumplimiento, siempre que
no se hubiera realizado requerimiento administra-
tivo al efecto. Si hubiese mediado requerimiento
administrativo, la sanción será de 6.000 euros por
cada período impositivo en que persista el incum-
plimiento.

De esta infracción serán responsables subsidia-
rios los administradores de la sociedad, salvo los
que hayan propuesto expresamente las medidas
necesarias para dar cumplimiento a lo previsto en
el párrafo anterior, sin que hubiesen sido aceptadas
por los restantes administradores.

La sanción impuesta de acuerdo con lo previsto
en este apartado se reducirá conforme a lo dis-
puesto en el apartado 3 del artículo 188 de la Ley
General Tributaria.»

Dos. Se modifica el apartado 4 del artículo 84, que
quedará redactado de la siguiente manera:

«4. La falta de los acuerdos a los que se refieren
los apartados 1 y 2 de este artículo determinará
la imposibilidad de aplicar el régimen de conso-
lidación fiscal.

La falta de los acuerdos correspondientes a las
sociedades que en lo sucesivo deban integrarse
en el grupo fiscal constituirá infracción tributaria
grave de la entidad dominante. La sanción con-
sistirá en multa pecuniaria fija de 2.000 euros por
el primer periodo impositivo en que se haya apli-
cado el régimen sin cumplir este requisito y de
4.000 euros por el segundo, y no impedirá la efec-
tiva integración en el grupo de las sociedades afec-
tadas, determinándose la imposibilidad de aplicar
el régimen de consolidación fiscal, si en el plazo
de dos años a partir del día en que concluya el
primer período impositivo en que deban tributar
en el régimen de consolidación fiscal, persistiera
la falta de acuerdo a que se refiere este artículo.

La sanción impuesta de acuerdo con lo previsto
en este apartado se reducirá conforme a lo dis-
puesto en el apartado 3 del artículo 188 de la Ley
General Tributaria.»

Tres. Se modifica el apartado 4 del artículo 107,
que quedará redactado de la siguiente manera:

«4. El incumplimiento de las obligaciones esta-
blecidas en los apartados anteriores tendrá la con-
sideración de infracción tributaria grave. La sanción
consistirá en multa pecuniaria fija de 200 euros
por cada dato omitido, en cada uno de los primeros
cuatro años en que no se incluya la información,

y de 1.000 euros por cada dato omitido, en cada
uno de los años siguientes, con el límite del cinco
por ciento del valor por el que la entidad adquirente
haya reflejado los bienes y derechos transmitidos
en su contabilidad.

La sanción impuesta de acuerdo con lo previsto
en este apartado se reducirá conforme a lo dis-
puesto en el apartado 3 del artículo 188 de la Ley
General Tributaria.»

Cuatro. Se modifica el apartado 2 del artículo 135
quáter, que quedará redactado de la siguiente manera:

«2. La renta positiva o negativa que, en su caso,
se ponga de manifiesto como consecuencia de la
transmisión de un buque afecto a este régimen,
se considerará integrada en la base imponible calcu-
lada de acuerdo con el apartado anterior.

No obstante lo establecido en el párrafo anterior,
cuando se trate de buques cuya titularidad ya se
tenía cuando se accedió al presente régimen espe-
cial, o de buques usados adquiridos una vez comen-
zada la aplicación del mismo, se procederá del
siguiente modo:

En el primer ejercicio en que sea de aplicación
el mismo, o en el que se hayan adquirido los buques
usados, se dotará una reserva indisponible por un
importe equivalente a la diferencia positiva exis-
tente entre el valor normal de mercado y el valor
neto contable de cada uno de los buques afectados
por esta regla, o bien se especificará la citada dife-
rencia, separadamente para cada uno de los buques
y durante todos los ejercicios en los que se man-
tenga la titularidad de los mismos, en la memoria
de sus cuentas anuales. En el caso de buques adqui-
ridos mediante una operación a la que se haya
aplicado el régimen especial del capítulo VIII del
título VIII de esta ley, el valor neto contable se deter-
minará partiendo del valor de adquisición por el
que figurase en la contabilidad de la entidad trans-
mitente.

El incumplimiento de la obligación de no dis-
posición de la reserva o de la obligación de mención
en la memoria constituirá infracción tributaria gra-
ve, sancionándose con una multa pecuniaria pro-
porcional del cinco por ciento del importe de la
citada diferencia.

La sanción impuesta de acuerdo con lo previsto
en este apartado se reducirá conforme a lo dis-
puesto en el apartado 3 del artículo 188 de la Ley
General Tributaria.

El importe de la citada reserva positiva, junto
con la diferencia positiva existente en la fecha de
la transmisión entre la amortización fiscal y con-
table del buque enajenado, se añadirá a la base
imponible a que se refiere la regla primera de este
artículo cuando se haya producido la mencionada
transmisión. De igual modo se procederá si el
buque se transmite, de forma directa o indirecta,
con ocasión de una operación a la que resulte de
aplicación el régimen especial del capítulo VIII del
título VIII de esta ley.»

Cinco. Se modifica el apartado 2 del artículo 141,
que quedará redactado de la siguiente manera:

«2. Constituirá infracción tributaria grave el
incumplimiento de la obligación establecida en el
apartado anterior.

Dicha infracción se sancionará, por una sola vez,
con una multa pecuniaria proporcional del cinco
por ciento del importe de la revalorización, cuyo
pago no determinará que el citado importe se incor-
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pore, a efectos fiscales, al valor del elemento patri-
monial objeto de la revalorización.

La sanción impuesta de acuerdo con lo previsto
en este apartado se reducirá conforme a lo dis-
puesto en el apartado 3 del artículo 188 de la Ley
General Tributaria.»

Tercero. Con efectos desde el día 1 de septiembre
de 2004, se introducen las siguientes modificaciones
en la Ley 43/1995, de 27 de diciembre, del Impuesto
sobre Sociedades:

Uno. Se modifica el párrafo b) del apartado 2 del
artículo 12, que quedará redactada de la siguiente mane-
ra:

«b) Que el deudor esté declarado en situación
de concurso.»

Dos. Se modifica el párrafo b) del apartado 4 del
artículo 81, que quedará redactada de la siguiente mane-
ra:

«b) Que al cierre del período impositivo se
encuentren en situación de concurso, o incursas
en una situación patrimonial prevista en el núme-
ro 4.o del apartado 1 del artículo 260 del texto
refundido de la Ley de Sociedades Anónimas, aun
cuando no tuvieran la forma de sociedades anó-
nimas, a menos que con anterioridad a la conclu-
sión del ejercicio en el que se aprueban las cuentas
anuales esta última situación hubiese sido supe-
rada.»

SECCIÓN 3.a IMPUESTO SOBRE LA RENTA DE NO RESIDENTES

Artículo 3. Modificación de la Ley 41/1998, de 9 de
diciembre, del Impuesto sobre la Renta de no Resi-
dentes y Normas Tributarias.

Primero. Con efectos a partir del día 1 de enero
de 2004, se introducen las siguientes modificaciones
en la Ley 41/1998, de 9 de diciembre, del Impuesto
sobre la Renta de no Residentes y Normas Tributarias:

Uno. Se modifica la letra c’) del párrafo f) del apar-
tado 1 del artículo 12 que quedará redactada de la
siguiente manera:

«c’) Los cánones o regalías satisfechos por per-
sonas o entidades residentes en territorio español
o por establecimientos permanentes situados en
el mismo, o que se utilicen en territorio español.

Tienen la consideración de cánones o regalías
las cantidades de cualquier clase pagadas por el
uso, o la concesión de uso de:

Derechos sobre obras literarias, artísticas o cien-
tíficas, incluidas las películas cinematográficas.

Patentes, marcas de fábrica o de comercio, dibu-
jos o modelos, planos, fórmulas o procedimientos
secretos.

Derechos sobre programas informáticos.
Informaciones relativas a experiencias industria-

les, comerciales o científicas.
Derechos personales susceptibles de cesión,

tales como los derechos de imagen.
Equipos industriales, comerciales o científicos.
Cualquier derecho similar a los anteriores.
En particular, tienen esa consideración las can-

tidades pagadas por el uso o la concesión de uso
de los derechos amparados por el Real Decreto
Legislativo 1/1996, que aprueba el texto refundido
de la Ley de Propiedad Intelectual, la Ley 11/1986,
de Patentes y la Ley 17/2001, de 7 de diciem-
bre, de Marcas.»

Dos. Se modifica el párrafo b) del apartado 1 del
artículo 13, que quedará redactado de la siguiente manera:

«b) Los intereses y demás rendimientos obte-
nidos por la cesión a terceros de capitales propios
a que se refiere el artículo 23.2 de la Ley 40/1998,
del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas
y otras Normas Tributarias, así como las ganancias
patrimoniales derivadas de bienes muebles, obte-
nidos sin mediación de establecimiento permanen-
te, por residentes en otro Estado miembro de la
Unión Europea o por establecimientos permanen-
tes de dichos residentes situados en otro Estado
miembro de la Unión Europea.

Lo dispuesto en el párrafo anterior no será de
aplicación a las ganancias patrimoniales derivadas
de la transmisión de acciones, participaciones u
otros derechos en una entidad en los siguientes
casos:

a’) Cuando el activo de dicha entidad consista
principalmente, directa o indirectamente, en bienes
inmuebles situados en territorio español.

b’) Cuando, en algún momento, durante el
período de doce meses precedente a la transmisión,
el contribuyente haya participado, directa o indi-
rectamente, en al menos el 25 por ciento del capital
o patrimonio de dicha entidad.»

Tres. Se modifica el primer párrafo del apartado 5
del artículo 17 que quedará redactado de la siguiente
manera:

«5. Tratándose de establecimientos permanen-
tes cuya actividad en territorio español consista en
obras de construcción, instalación o montaje cuya
duración exceda de seis meses, actividades o explo-
taciones económicas de temporada o estacionales,
o actividades de exploración de recursos naturales,
el impuesto se exigirá conforme a las siguientes
reglas:»

Cuatro. Se añade un nuevo párrafo al apartado 1
del artículo 30, con la siguiente redacción:

«En ningún caso estarán obligadas a practicar
retención o ingreso a cuenta las misiones diplo-
máticas u oficinas consulares en España de Estados
extranjeros.»

Segundo. Con efectos desde el día 1 de julio
de 2004 se modifica el apartado 3 del artículo 9, que
quedará redactado de la siguiente forma:

«3. El incumplimiento de la obligación a que
se refiere el apartado 1 se considerará infracción
tributaria grave y la sanción consistirá en multa
pecuniaria fija de 2.000 euros.

La sanción impuesta de acuerdo con lo previsto
en este apartado se reducirá conforme a lo dis-
puesto en el apartado 3 del artículo 188 de la Ley
General Tributaria.»

Tercero. Con efectos desde el 1 de enero de 2005,
se añade un párrafo i) al apartado 1 del artículo 24,
cuya redacción será la siguiente:

«i) El tipo de gravamen aplicable a los cánones
o regalías satisfechos por una sociedad residente
en territorio español o por un establecimiento per-
manente situado en el mismo de una sociedad resi-
dente en otro Estado miembro de la Unión Europea
a una sociedad residente en otro Estado miembro
o a un establecimiento permanente situado en otro
Estado miembro de una sociedad residente de
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un Estado miembro será del 10 por ciento cuando
concurran los siguientes requisitos:

a’) Que ambas sociedades estén sujetas y no
exentas a alguno de los tributos mencionados en
el artículo 3.a).iii) de la Directiva 2003/49/CE del
Consejo, de 3 de junio de 2003, relativa a un régi-
men fiscal común aplicable a los pagos de intereses
y cánones efectuados entre sociedades asociadas
de diferentes Estados miembros.

b’) Que ambas sociedades revistan alguna
de las formas previstas en el anexo de la Direc-
tiva 2003/49/CE.

c’) Que ambas sociedades sean residentes fis-
cales en la Unión Europea y que, a efectos de un
convenio para evitar la doble imposición sobre la
renta concluido con un tercer Estado, no se con-
sideren residentes de ese tercer Estado.

d’) Que ambas sociedades sean asociadas. A
estos efectos, dos sociedades se considerarán aso-
ciadas cuando: una posea en el capital de la otra
una participación directa de, al menos, el 25 por
ciento, o una tercera posea en el capital de cada
una de ellas una participación directa de, al menos,
el 25 por ciento.

La mencionada participación deberá haberse
mantenido de forma ininterrumpida durante el año
anterior al día en que se haya satisfecho el pago
del rendimiento o, en su defecto, deberá mante-
nerse durante el tiempo que sea necesario para
completar un año.

e’) Que, en su caso, tales cantidades sean dedu-
cibles para el establecimiento permanente que
satisface los rendimientos en el Estado en que esté
situado.

f’) Que la sociedad que reciba tales pagos lo
haga en su propio beneficio y no como mera inter-
mediaria o agente autorizado de otra persona o
sociedad y que, tratándose de un establecimiento
permanente, las cantidades que reciba estén efec-
tivamente relacionadas con su actividad y cons-
tituyan ingreso computable a efectos de la deter-
minación de su base imponible en el Estado en
el que esté situado.

Lo establecido en este párrafo i) no será de apli-
cación cuando la mayoría de los derechos de voto
de la sociedad perceptora de los rendimientos se
posea, directa o indirectamente, por personas físi-
cas o jurídicas que no residan en Estados miembros
de la Unión Europea, excepto cuando aquella prue-
be que se ha constituido por motivos económicos
válidos y no para disfrutar indebidamente del régi-
men previsto en este párrafo i).»

SECCIÓN 4.a IMPUESTO SOBRE EL PATRIMONIO

Artículo 4. Modificación de la Ley 19/1991, de 6 de
junio, del Impuesto sobre el Patrimonio.

Con efectos a partir del día 1 de enero de 2004,
se modifica el apartado ocho del artículo 4 de la
Ley 19/1991, de 6 de junio, del Impuesto sobre el Patri-
monio, que quedará redactado de la siguiente manera:

«Ocho. Uno. Los bienes y derechos de las per-
sonas físicas necesarios para el desarrollo de su
actividad empresarial o profesional, siempre que
ésta se ejerza de forma habitual, personal y directa
por el sujeto pasivo y constituya su principal fuente
de renta. A efectos del cálculo de la principal fuen-
te de renta, no se computarán ni las remunera-
ciones de las funciones de dirección que se ejerzan
en las entidades a que se refiere el número dos

de este apartado, ni cualesquiera otras remunera-
ciones que traigan su causa de la participación en
dichas entidades.

También estarán exentos los bienes y derechos
comunes a ambos miembros del matrimonio, cuan-
do se utilicen en el desarrollo de la actividad empre-
sarial o profesional de cualquiera de los cónyuges,
siempre que se cumplan los requisitos del párrafo
anterior.

Dos. La plena propiedad, la nuda propiedad y
el derecho de usufructo vitalicio sobre las parti-
cipaciones en entidades, con o sin cotización en
mercados organizados, siempre que concurran las
condiciones siguientes:

a) Que la entidad no tenga por actividad prin-
cipal la gestión de un patrimonio mobiliario o inmo-
biliario. Se entenderá que una entidad no gestiona
un patrimonio mobiliario o inmobiliario y que, por
lo tanto, realiza una actividad empresarial cuando,
por aplicación de lo establecido en el artículo 75
de la Ley 43/1995, de 27 de diciembre, del Impues-
to sobre Sociedades, dicha entidad no reúna las
condiciones para considerar que más de la mitad
de su activo está constituido por valores o es de
mera tenencia de bienes.

b) Que, cuando la entidad revista forma socie-
taria, no concurran los supuestos establecidos en
el artículo 75 de la Ley 43/1995, de 27 de diciem-
bre, del Impuesto sobre Sociedades.

c) Que la participación del sujeto pasivo en el
capital de la entidad, sea al menos del cinco por
ciento computado de forma individual, o del 20
por ciento conjuntamente con su cónyuge, ascen-
dientes, descendientes o colaterales de segundo
grado, ya tenga su origen el parentesco en la con-
sanguinidad, en la afinidad o en la adopción.

d) Que el sujeto pasivo ejerza efectivamente
funciones de dirección en la entidad, percibiendo
por ello una remuneración que represente más
del 50 por ciento de la totalidad de los rendimientos
empresariales, profesionales y de trabajo personal.

A efectos del cálculo anterior, no se computarán
entre los rendimientos empresariales, profesionales
y de trabajo personal, los rendimientos de la acti-
vidad empresarial a que se refiere el número 1
de este apartado.

Cuando la participación en la entidad sea con-
junta con alguna o algunas personas a las que se
refiere la letra anterior, las funciones de dirección
y las remuneraciones derivadas de la misma debe-
rán de cumplirse al menos en una de las personas
del grupo de parentesco, sin perjuicio de que todas
ellas tengan derecho a la exención.

La exención sólo alcanzará al valor de las par-
ticipaciones, determinado conforme a las reglas
que se establecen en el artículo 16.uno, de esta
ley, en la parte que corresponda a la proporción
existente entre los activos necesarios para el ejer-
cicio de la actividad empresarial o profesional,
minorados en el importe de las deudas derivadas
de la misma, y el valor del patrimonio neto de la
entidad.

Tres. Reglamentariamente se determinarán:

a) Los requisitos que deban concurrir para que
sea aplicable la exención en cuanto a los bienes,
derechos y deudas necesarios para el desarrollo
de una actividad empresarial o profesional.

b) Las condiciones que han de reunir las par-
ticipaciones en entidades.»
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SECCIÓN 5.a IMPUESTO SOBRE SUCESIONES Y DONACIONES

Artículo 5. Modificación de la Ley 29/1987, de 18
de diciembre, del Impuesto sobre Sucesiones y Dona-
ciones.

Primero. Con efectos desde el 1 de enero de 2003,
se modifica el párrafo b) del apartado 2, del artícu-
lo 20, de la Ley 29/1987, de 18 de diciembre, del
Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones, que quedará
redactada de la siguiente manera:

«b) Con independencia de las reducciones
anteriores, se aplicará una reducción del 100 por
ciento, con un límite de 9.195,49 euros, a las can-
tidades percibidas por los beneficiarios de contra-
tos de seguros sobre vida, cuando su parentesco
con el contratante fallecido sea de cónyuge, ascen-
diente, descendiente, adoptante o adoptado. En los
seguros colectivos o contratados por las empresas
a favor de sus empleados se estará al grado de
parentesco entre el asegurado fallecido y benefi-
ciario.

La reducción será única por sujeto pasivo cual-
quiera que fuese el número de contratos de seguros
de vida de los que sea beneficiario, y no será apli-
cable cuando éste tenga derecho a la establecida
en la disposición transitoria cuarta de esta ley.

La misma reducción será en todo caso aplicable
a los seguros de vida que traigan causa en actos
de terrorismo, así como en servicios prestados en
misiones internacionales humanitarias o de paz de
carácter público, y no estará sometida al límite
cuantitativo establecido en el primer párrafo de esta
letra, siendo extensible a todos los posibles bene-
ficiarios, sin que sea de aplicación lo previsto en
la disposición transitoria cuarta de esta ley.»

Segundo. Con efectos a partir del día 1 de enero
de 2004 se modifica la Ley 29/1987, de 18 de diciem-
bre, del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones.

Uno. Se añade un párrafo al apartado 1, del artícu-
lo 23.bis, con la siguiente redacción:

«No obstante, la bonificación a que se refiere
el párrafo anterior se elevará al 99 por ciento para
los causahabientes comprendidos, según el grado
de parentesco, en los grupos I y II señalados en
el artículo 20 de esta ley.»

Dos. Se modifica el apartado 1 del artículo 24, que
quedará de la siguiente forma:

«1. En las adquisiciones por causa de muerte
y en los seguros sobre la vida, el impuesto se deven-
gará el día del fallecimiento del causante o del ase-
gurado o cuando adquiera firmeza la declaración
de fallecimiento del ausente, conforme al artícu-
lo 196 del Código Civil. No obstante, en las adqui-
siciones producidas en vida del causante como con-
secuencia de contratos y pactos sucesorios, el
impuesto se devengará el día en que se cause o
celebre dicho acuerdo.»

Tres. Se modifican los artículos 31 y 34 de la
Ley 29/1987, de 18 de diciembre, del Impuesto sobre
Sucesiones y Donaciones, que quedarán redactados de
la siguiente manera:

«Artículo 31. Declaración y liquidación.
1. Los sujetos pasivos vendrán obligados a pre-

sentar una declaración tributaria, comprensiva de
los hechos imponibles a que se refiere esta ley,
en los plazos y en la forma que reglamentariamente

se fijen. No obstante lo anterior, podrán optar por
presentar una autoliquidación, en cuyo caso debe-
rán practicar las operaciones necesarias para deter-
minar el importe de la deuda tributaria y acompañar
el documento o declaración en el que se contenga
o se constate el hecho imponible.

2. Los sujetos pasivos deberán aplicar el régi-
men de autoliquidación del impuesto con carácter
obligatorio en las comunidades autónomas en que
así se establezca en esta ley.

Los sujetos pasivos deberán aplicar el régimen
de autoliquidación por los hechos imponibles en
los que el rendimiento del impuesto se considere
producido en el territorio de dichas comunida-
des autónomas en virtud de los puntos de
conexión aplicables de acuerdo con lo previsto en
la Ley 21/2001, de 27 de diciembre, por la que
se regulan las medidas fiscales y administrativas
del nuevo sistema de financiación de las Comu-
nidades Autónomas de régimen común y Ciudades
con Estatuto de Autonomía.»
«Artículo 34. Normas generales.

1. La competencia para la gestión y liquidación
del impuesto corresponderá a las Delegaciones y
Administraciones de Hacienda o, en su caso, a las
oficinas con análogas funciones de las comunida-
des autónomas que tengan cedida la gestión del
tributo.

2. Las comunidades autónomas podrán regular
los aspectos sobre la gestión y liquidación de este
impuesto según lo previsto en la Ley 21/2001,
de 27 de diciembre, por la que se regulan las medi-
das fiscales y administrativas del nuevo sistema
de financiación de las Comunidades Autónomas
de régimen común y Ciudades con Estatuto de
Autonomía. Cuando la comunidad autónoma no
hubiese regulado dichos aspectos, se aplicarán las
normas establecidas en esta Ley.

3. No obstante lo dispuesto en el apartado
anterior, la competencia para establecer como obli-
gatorio el régimen de autoliquidación del impuesto
corresponde al Estado, que introducirá en la Ley
del Impuesto las comunidades autónomas en las
que se haya establecido dicho régimen.

4. De acuerdo con lo dispuesto en el apartado
anterior, se establece el régimen de autoliquidación
del impuesto con carácter obligatorio en las siguien-
tes comunidades autónomas:

Andalucía.
Castilla y León.
Región de Murcia.»

SECCIÓN 6.a RÉGIMEN FISCAL DE LAS ENTIDADES SIN FINES LUCRA-
TIVOS Y DE LOS INCENTIVOS FISCALES AL MECENAZGO

Artículo 6. Modificación de la Ley 49/2002, de 23
de diciembre, de régimen fiscal de las entidades sin
fines lucrativos y de los incentivos fiscales al mece-
nazgo.

Se modifica la disposición adicional séptima que que-
da redactada como sigue:

«Disposición adicional séptima. Régimen tribu-
tario de los consorcios Casa de América, Casa de
Asia, “Institut Europeu de la Mediterrània” y el
Museo Nacional de Arte de Cataluña.

Los consorcios Casa de América, Casa de Asia,
“Institut Europeu de la Casa de la Mediterrània”
y el Museo Nacional de Arte de Cataluña serán
considerados entidades beneficiarias del mecenaz-
go a los efectos previstos en los artículos 16 a 25,
ambos inclusive, de esta ley.»
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CAPÍTULO II

Impuestos indirectos

SECCIÓN 1.a IMPUESTO SOBRE EL VALOR AÑADIDO

Artículo 7. Modificación de la Ley 37/1992, de 28
de diciembre, del Impuesto sobre el Valor Añadido.

Se introducen las siguientes modificaciones en la
Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre
el Valor Añadido:

Primero. Con efectos a partir del día 1 de enero
de 2004:

Uno. Se modifica la letra d’) del párrafo c) del núme-
ro 1.o del artículo 9 que quedará redactada de la siguien-
te manera:

«d’) Las operaciones de cesión de créditos o
préstamos, con excepción de las realizadas en el
marco de un contrato de “factoring”.»

Dos. Se modifican los párrafos a), h) e i) del núme-
ro 18.o del apartado uno del artículo 20, que quedarán
redactadas de la siguiente manera:

«a) Los depósitos en efectivo en sus diversas
formas, incluidos los depósitos en cuenta corriente
y cuentas de ahorro, y las demás operaciones rela-
cionadas con los mismos, incluidos los servicios
de cobro o pago prestados por el depositario en
favor del depositante.

La exención no se extiende a los servicios de
gestión de cobro de créditos, letras de cambio, reci-
bos y otros documentos. Tampoco se extiende la
exención a los servicios prestados al cedente en
el marco de los contratos de “factoring”, con excep-
ción de los de anticipo de fondos que, en su caso,
se puedan prestar en estos contratos.

No se considerarán de gestión de cobro las ope-
raciones de abono en cuenta de cheques o talo-
nes.»

«h) Las operaciones relativas a transferencias,
giros, cheques, libranzas, pagarés, letras de cambio,
tarjetas de pago o de crédito y otras órdenes de
pago.

La exención se extiende a las operaciones
siguientes:

a’) La compensación interbancaria de cheques
y talones.

b’) La aceptación y la gestión de la aceptación.
c’) El protesto o declaración sustitutiva y la ges-

tión del protesto.
No se incluye en la exención el servicio de cobro

de letras de cambio o demás documentos que se
hayan recibido en gestión de cobro. Tampoco se
incluyen en la exención los servicios prestados al
cedente en el marco de los contratos de “factoring”,
con excepción de los de anticipo de fondos que,
en su caso, se puedan prestar en estos contratos.»

«i) La transmisión de los efectos y órdenes de
pago a que se refiere la letra anterior, incluso la
transmisión de efectos descontados.

No se incluye en la exención la cesión de efectos
en comisión de cobranza. Tampoco se incluyen en
la exención los servicios prestados al cedente en
el marco de los contratos de “factoring”, con excep-
ción de los de anticipo de fondos que, en su caso,
se puedan prestar en estos contratos.»

Tres. Se modifica el segundo párrafo del apartado
tres del artículo 80, que quedará redactado de la siguien-
te manera:

«Sólo cuando se acuerde la conclusión del con-
curso por las causas expresadas en el artícu-
lo 176.1, apartados 1.o, 3.o y 5.o de la Ley Con-
cursal, el acreedor que hubiese modificado la base
imponible deberá modificarla nuevamente al alza
mediante la emisión, en el plazo que se fije regla-
mentariamente, de una factura rectificativa en la
que se repercuta la cuota procedente.»

Cuatro. Se modifica el apartado cuatro del artícu-
lo 80, que quedará redactado como sigue:

«Cuatro. La base imponible también podrá
reducirse cuando los créditos correspondientes a
las cuotas repercutidas por las operaciones gra-
vadas sean total o parcialmente incobrables.

A estos efectos, un crédito se considerará total
o parcialmente incobrable cuando reúna las
siguientes condiciones:

1.a Que hayan transcurrido dos años desde el
devengo del impuesto repercutido sin que se haya
obtenido el cobro de todo o parte del crédito deri-
vado del mismo.

2.a Que esta circunstancia haya quedado refle-
jada en los libros registros exigidos para este
Impuesto.

3.a Que el destinatario de la operación actúe
en la condición de empresario o profesional, o, en
otro caso, que la base imponible de aquella, Impues-
to sobre el Valor Añadido excluido, sea superior
a 300 euros.

4.a Que el sujeto pasivo haya instado su cobro
mediante reclamación judicial al deudor.

La modificación deberá realizarse en el plazo de
los tres meses siguientes a la finalización del perío-
do de dos años a que se refiere la condición 1.a del
párrafo anterior y comunicarse a la Administración
tributaria en el plazo que se fije reglamentariamen-
te.

Una vez practicada la reducción de la base impo-
nible, ésta no se volverá a modificar al alza aunque
el sujeto pasivo obtuviese el cobro total o parcial
de la contraprestación, salvo cuando el destinatario
no actúe en la condición de empresario o profe-
sional. En este caso, se entenderá que el Impuesto
sobre el Valor Añadido está incluido en las can-
tidades percibidas y en la misma proporción que
la parte de contraprestación percibida.

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior,
cuando el sujeto pasivo desista de la reclamación
judicial al deudor, deberá modificar nuevamente
la base imponible al alza mediante la emisión, en
el plazo de un mes a contar desde el desistimiento,
de una factura rectificativa en la que se repercuta
la cuota procedente.»

Cinco. Se modifica el apartado uno del artículo 97,
que quedará redactado como sigue:

«Uno. Sólo podrán ejercitar el derecho a la
deducción los empresarios o profesionales que
estén en posesión del documento justificativo de
su derecho.

A estos efectos, únicamente se considerarán
documentos justificativos del derecho a la deduc-
ción:

1.o La factura original expedida por quien rea-
lice la entrega o preste el servicio o, en su nombre
y por su cuenta, por su cliente o por un tercero,
siempre que, para cualquiera de estos casos, se
cumplan los requisitos que se establezcan regla-
mentariamente.
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2.o La factura original expedida por quien rea-
lice una entrega que de lugar a una adquisición
intracomunitaria de bienes sujeta al impuesto, siem-
pre que dicha adquisición esté debidamente con-
signada en la declaración-liquidación a que se refie-
re el número 6.o del apartado uno del artículo 164
de esta ley.

3.o El documento acreditativo del pago del
Impuesto a la importación.

4.o La factura expedida por el sujeto pasivo
en los supuestos previstos en el artículo 165, apar-
tado uno, de esta ley.

5.o El recibo original firmado por el titular de
la explotación agrícola, forestal, ganadera o pes-
quera a que se refiere el artículo 134, apartado
tres, de esta ley.»

Seis. Se modifica el apartado uno del artícu-
lo 165, que quedará redactado como sigue:

«Uno. En los supuestos a que se refieren los
artículos 84, apartado uno, números 2.o y 3.o y 140
quinque de esta ley, a la factura expedida, en su
caso, por quien efectuó la entrega de bienes o pres-
tación de servicios correspondiente o al justificante
contable de la operación se unirá una factura que
contenga la liquidación del impuesto. Dicha factura
se ajustará a los requisitos que se establezcan
reglamentariamente.»

Segundo. Se modifica el apartado tres del artícu-
lo 80 de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del
Impuesto sobre el Valor Añadido, que quedará redactado
como sigue:

«Tres. La base imponible podrá reducirse cuan-
do el destinatario de las operaciones sujetas al
impuesto no haya hecho efectivo el pago de las
cuotas repercutidas y siempre que, con posterio-
ridad al devengo de la operación, se dicte auto
de declaración de concurso. La modificación, en
su caso, no podrá efectuarse después de transcurri-
do el plazo máximo fijado en el número 5.o del
apartado 1 del artículo 21 de la Ley 22/2003, de 9
de julio, Concursal.

Sólo cuando por cualquier causa se sobresea
el expediente del concurso de acreedores, el acree-
dor que hubiese modificado la base imponible debe-
rá modificarla nuevamente al alza mediante la emi-
sión, en el plazo que se fije reglamentariamente,
de una factura rectificativa en la que se repercuta
la cuota procedente.»

Tercero. Con efectos a partir del día 1 de enero
de 2004:

Uno. Se suprimen el número 27.o del apartado uno
del artículo 20 y el número cinco del artículo 26.

Dos. Se añade un nuevo párrafo c) en el número 2.o
del apartado uno del artículo 84, que quedará redactado
de la siguiente manera:

«c) Cuando se trate de:
— Entregas de desechos nuevos de la industria,

desperdicios y desechos de fundición, residuos y
demás materiales de recuperación constituidos por
metales férricos y no férricos, sus aleaciones, esco-
rias, cenizas y residuos de la industria que con-
tengan metales o sus aleaciones.

— Las operaciones de selección, corte, fragmen-
tación y prensado que se efectúen sobre los pro-
ductos citados en el guión anterior.

— Entregas de desperdicios o desechos de papel,
cartón o vidrio.

— Entregas de productos semi-elaborados resul-
tantes de la transformación, elaboración o fundición

de los metales no férricos referidos en el primer
guión, con excepción de los compuestos por níquel.
En particular, se considerarán productos semiela-
borados, los lingotes, bloques, placas, barras, grano,
granalla y alambrón.

En todo caso se considerarán comprendidas en
los párrafos anteriores las entregas de los mate-
riales definidos en el anexo de la ley.»

Tres. Se modifica el apartado séptimo del anexo,
que quedará redactado de la siguiente manera:

«Séptimo. Desperdicios o desechos de fundi-
ción, de hierro o acero, chatarra o lingotes de cha-
tarra de hierro o acero, desperdicios o desechos
de metales no férricos o sus aleaciones, escorias,
cenizas y residuos de la industria que contengan
metales o sus aleaciones.

Se considerarán desperdicios o desechos de fun-
dición, de hierro o acero, chatarra o lingotes de
chatarra de hierro o acero, desperdicios o desechos
de metales no férricos o sus aleaciones, escorias,
cenizas y residuos de la industria que contengan
metales o sus aleaciones los comprendidos en las
partidas siguientes del Arancel de Aduanas:

Cód. NCE Designación de la mercancía

7204 Desperdicios y desechos de fundición de
hierro o acero (chatarra y lingotes).

Los desperdicios y desechos de los metales férri-
cos comprenden:

a) Desperdicios obtenidos durante la fabrica-
ción o el mecanizado de la fundición del hierro
o del acero, tales como las torneaduras, limaduras,
despuntes de lingotes, de palanquillas, de barras
o de perfiles.

b) Las manufacturas de fundición de hierro o
acero definitivamente inutilizables como tales por
roturas, cortes, desgaste u otros motivos, así como
sus desechos, incluso si alguna de sus partes o
piezas son reutilizables.

No se comprenden los productos susceptibles
de utilizarse para su uso primitivo tal cual o después
de repararlos.

Los lingotes de chatarra son generalmente de
hierro o acero muy aleado, toscamente colados,
obtenidos a partir de desperdicios y desechos finos
refundidos (polvos de amolado o torneaduras finas)
y su superficie es rugosa e irregular.

Cód. NCE Designación de la mercancía

7402 Cobre sin refinar; ánodos de cobre para
refinado.

7403 Cobre refinado en forma de cátodos y
secciones de cátodo.

7404 Desperdicios y desechos de cobre.
7407 Barras y perfiles de cobre.
7408.11.00 Alambre de cobre refinado, en el que la

mayor dimensión de la sección trans-
versal sea T6 mm.

7408.19.10 Alambre de cobre refinado, en el que la
mayor dimensión de la sección trans-
versal sea de T 05 mm, pero R= 6 mm.

7502 Níquel.
7503 Desperdicios y desechos de níquel.
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Cód. NCE Designación de la mercancía

7601 Aluminio en bruto.
7602 Desperdicios y desechos de aluminio.
7605.11 Alambre de aluminio sin alear.
7605.21 Alambre de aluminio aleado.
7801 Plomo.
7802 Desperdicios y desechos de plomo.
7901 Zinc.
7902 Desperdicios y desechos de cinc (ca-

lamina).
8001 Estaño.
8002 Desperdicios y desechos de estaño.
2618 Escorias granuladas (arena de escorias)

de la siderurgia.
2619 Escorias (excepto granulados), batiduras

y demás desperdicios de la siderurgia.
2620 Cenizas y residuos (excepto siderurgia)

que contenga metal o compuestos de
metal.

47.07 Desperdicios o desechos de papel o car-
tón. Los desperdicios de papel o car-
tón comprenden las raspaduras, recor-
tes, hojas rotas, periódicos viejos y
publicaciones, maculaturas y pruebas
de imprenta y artículos similares. La
definición comprende también las
manufacturas viejas de papel o de car-
tón vendidas para su reciclaje.

70.01 Desperdicios o desechos de vidrio. Los
desperdicios o desechos de vidrio
comprenden los residuos de la fabri-
cación de objetos de vidrio, así como
los producidos por su uso o consumo.
Se caracterizan generalmente por sus
aristas cortantes.

Baterías de plomo recuperadas.

SECCIÓN 2.a IMPUESTO SOBRE TRANSMISIONES PATRIMONIALES
Y ACTOS JURÍDICOS DOCUMENTADOS

Artículo 8. Modificación del texto refundido de la Ley
del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y
Actos Jurídicos Documentados, aprobado por el Real
Decreto legislativo 1/1993, de 24 de septiembre.

Con efectos desde el 1 de enero de 2004, se modifica
el párrafo c) del apartado 3 del artículo 13 del Texto
Refundido de la Ley del Impuesto sobre Transmisiones
Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, aproba-
do por el Real Decreto legislativo 1/1993, de 24 de
septiembre, que quedará redactada de la siguiente mane-
ra:

«c) Cuando el concesionario esté obligado a
revertir a la Administración bienes determinados,
se computará el valor neto contable estimado de
dichos bienes a la fecha de la reversión, más los
gastos previstos para la reversión. Para el cálculo
del valor neto contable de los bienes se aplicarán
las tablas de amortización aprobadas a los efectos
del Impuesto sobre Sociedades en el porcentaje
medio resultante de las mismas.»

SECCIÓN 3.a IMPUESTOS ESPECIALES

Artículo 9. Modificación de la Ley 38/1992, de 28
de diciembre, de Impuestos Especiales.

Con efectos desde el 1 de enero de 2004, se intro-
ducen las siguientes modificaciones en la Ley 38/1992,
de 28 de diciembre, de Impuestos Especiales:

Uno. Se modifican los apartados 5 y 7 del artícu-
lo 15, que quedarán redactados de la siguiente manera:

«5. Sin perjuicio de lo establecido en el párrafo
c) del apartado 1 del artículo 10, en el párrafo c)
del artículo 22, en el apartado 3 del artículo 40,
en el párrafo d) del artículo 52, en el párrafo b)
del artículo 62, en aquellos supuestos de reintro-
ducción de productos en el establecimiento de ori-
gen que no hayan podido ser entregados al des-
tinatario por causas ajenas al depositario autorizado
expedidor y en aquellos casos en los que se pro-
duzca el cese de actividad del establecimiento don-
de los productos se encuentren con aplicación de
una exención, no se permitirá la entrada en las
fábricas y los depósitos fiscales de productos objeto
de los impuestos especiales de fabricación por los
que ya se hubiera devengado el impuesto.»

«7. La circulación y tenencia de productos obje-
to de los impuestos especiales de fabricación, con
fines comerciales, deberá estar amparada por los
documentos establecidos reglamentariamente que
acrediten haberse satisfecho el impuesto en España
o encontrarse en régimen suspensivo, al amparo
de una exención o de un sistema de circulación
intracomunitaria o interna con impuesto devenga-
do, sin perjuicio de lo establecido en el apartado 3
del artículo 44.»

Dos. Se modifica el párrafo único que constituye
la letra c) del apartado 2 del artículo 50 bis, que quedará
redactado de la siguiente manera:

«c) Los productos definidos en los códigos, NC,
1507, 1508, 1510, 1511, 1512, 1513, 1514,
1515 y 1518, ya se utilicen como tales o previa
modificación química.»

Tres. Se modifica el párrafo único que constituye
la letra c) del apartado 3 del artículo 51, que quedará
redactado de la siguiente manera:

«c) Los productos definidos en los códigos NC
1507, 1508, 1510, 1511, 1512, 1513, 1514,
1515 y 1518, ya se utilicen como tales o previa
modificación química.»

Cuatro. Se añade un segundo párrafo en el apar-
tado 1 del artículo 54, que quedará redactado de la
siguiente manera:

«No obstante, lo establecido en el párrafo ante-
rior no será de aplicación a la utilización de gas
natural en las estaciones de compresión de los
gaseoductos, para suministrar al gas natural la pre-
sión adicional necesaria para el transporte de dicho
gas, para lo que no será precisa autorización alguna.
En este caso, el gas natural así utilizado tributará
al tipo impositivo establecido en el epígrafe 1.8
de la Tarifa 1.a del apartado 1 del artículo 50.»

SECCIÓN 4.a IMPUESTO SOBRE LAS VENTAS MINORISTAS
DE DETERMINADOS HIDROCARBUROS

Artículo 10. Modificación del Impuesto sobre las Ven-
tas Minoristas de Determinados Hidrocarburos.

Con efectos desde el 1 de enero de 2004, se modifica
el apartado 2.o del párrafo f) de la norma seis.1 del artí-
culo 9 de la Ley 24/2001, de 27 de diciembre, de medi-
das fiscales, administrativas y del orden social, que queda
redactado de la siguiente manera:

«2.o A la producción de electricidad en cen-
trales eléctricas o a la producción de electricidad
o a la cogeneración de electricidad y calor en cen-
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trales combinadas, siempre que el adquirente, que
deberá ser el titular de dichas instalaciones, tenga
previamente reconocido el derecho a la exención
del Impuesto sobre Hidrocarburos que establece
la letra c) apartado 2 del artículo 51 de la
Ley 38/1992, de 28 de diciembre, de Impuestos
Especiales.»

SECCIÓN 5.a IMPUESTO SOBRE LAS PRIMAS DE SEGUROS

Artículo 11. Modificación de la Ley 13/1996, de 30
de diciembre, de medidas fiscales, administrativas y
del orden social.

Con efectos desde el 1 de enero de 2004, se añade
un párrafo j) en el apartado 1 de la norma cinco del
artículo 12 de la Ley 13/1996, de 30 de diciembre,
de medidas fiscales, administrativas y del orden social,
por el que se regula el Impuesto sobre las Primas de
Seguros, cuya redacción será la siguiente:

«j) Las operaciones relativas a los planes de
previsión asegurados.»

SECCIÓN 6.a RÉGIMEN ECONÓMICO FISCAL DE CANARIAS

Artículo 12. Impuesto General Indirecto Canario y Arbi-
trio sobre Importaciones y Entregas de Mercancías
en las islas Canarias.

Se introducen las siguientes modificaciones en la
Ley 20/1991, de 7 de junio, de modificación de los aspec-
tos fiscales del Régimen Económico Fiscal de Canarias.

Primero. Con efectos desde el 1 de enero de 2004:
Uno. Se modifica el apartado 10.o del artículo 9,

que quedaría redactado del modo siguiente:
«10.o La constitución de concesiones y auto-

rizaciones administrativas, excepto las que tengan
por objeto la cesión del derecho a utilizar infra-
estructuras ferroviarias o inmuebles o instalaciones
en puertos y aeropuertos.»

Dos. Se modifica el párrafo e) del apartado 5.o A)
del número 2 del artículo 17, que queda redactada de
la siguiente manera:

«e) Los de tratamiento de datos y el suministro
de informaciones, incluidos los procedimientos y
experiencias de carácter comercial.»

Tres. Se modifica el apartado 7 del artículo 22, que
queda redactado de la siguiente manera:

«7. La base imponible también podrá reducirse
cuando los créditos correspondientes a las cuotas
repercutidas por las operaciones gravadas sean
total o parcialmente incobrables.

A estos efectos, un crédito se considerará total
o parcialmente incobrable cuando reúna las
siguientes condiciones:

1.a Que hayan transcurrido dos años desde el
devengo del impuesto repercutido sin que se haya
obtenido el cobro de todo o parte del crédito deri-
vado del mismo.

2.a Que esta circunstancia haya quedado refle-
jada en los libros registros exigidos para este
impuesto.

3.a Que el destinatario de la operación actúe
en la condición de empresario o profesional, o, en
otro caso, que la base imponible de aquélla, Impues-
to General Indirecto Canario excluido, sea superior
a 300 euros.

4.a Que el sujeto pasivo haya instado su cobro
mediante reclamación judicial al deudor.

La modificación deberá realizarse en el plazo de
los tres meses siguientes a la finalización del perío-
do de dos años a que se refiere la condición 1.a del
párrafo anterior y comunicarse a la Administración
tributaria canaria en el plazo que se fije reglamen-
tariamente.

Una vez practicada la reducción de la base impo-
nible, ésta no se volverá a modificar al alza aunque
el sujeto pasivo obtuviese el cobro total o parcial
de la contraprestación, salvo cuando el destinatario
no actúe en la condición de empresario o profe-
sional. En este caso, se entenderá que el Impuesto
General Indirecto Canario está incluido en las can-
tidades percibidas y en la misma proporción que
la parte de contraprestación percibida.

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior,
cuando el sujeto pasivo desista de la reclamación
judicial al deudor deberá modificar nuevamente la
base imponible al alza mediante la emisión, en el
plazo de un mes a contar desde el desistimiento,
de una factura rectificativa en la que se repercuta
la cuota procedente.»

Cuatro. Se modifican el número 1 y el párrafo e)
del apartado 1.o del número 4 del artículo 29, que que-
dan redactados de la siguiente manera:

«1. Los sujetos pasivos a que se refiere el ar-
tículo anterior podrán deducir las cuotas del
Impuesto General Indirecto Canario devengadas en
las islas Canarias que hayan soportado por reper-
cusión directa en sus adquisiciones de bienes o
en los servicios a ellos prestados.

Serán también deducibles, a partir del momento
en que nazca el derecho a la deducción conforme
a lo dispuesto en el artículo 32 de esta ley, las
cuotas del mismo impuesto devengadas en dicho
territorio en los supuestos siguientes:

1.o En las importaciones.
2.o En los supuestos de inversión del sujeto

pasivo que se regulan en el apartado 2.o del núme-
ro 1 del artículo 19 y en el artículo 58 ter.6 de
esta ley, y en el supuesto de sustitución a que
se refiere el apartado 2 del artículo 25 de la
Ley 19/1994, de 6 de julio.»

«e) Las de seguro, reaseguro, capitalización y
servicios relativos a las mismas, así como las ban-
carias o financieras, que hubiesen resultado exen-
tas, si se hubiesen realizado en el ámbito territorial
de aplicación de este impuesto, en virtud de lo
dispuesto en el número 1, apartados 16.o y 18.o del
artículo 10 de esta ley, siempre que el destinatario
de tales prestaciones no esté establecido en la
Comunidad Económica Europea o que las citadas
operaciones estén directamente relacionadas con
las exportaciones de bienes a países no pertene-
cientes a dicha Comunidad y se efectúen a partir
del momento en que los bienes se expidan con
destino a terceros países.»

Cinco. Se modifican los apartados 2.o y 3.o del
número 1 y el número 2 del artículo 30, que quedan
redactados de la siguiente manera:

«2.o Las cuotas soportadas por los servicios de
desplazamiento o viajes, hostelería y restauración,
salvo que el importe de los mismos tuviera la con-
sideración de gasto fiscalmente deducible a efectos
del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas
o del Impuesto sobre Sociedades.
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3.o Las cuotas soportadas en las adquisiciones
o importaciones de alimentos y bebidas, los servi-
cios de espectáculos y servicios de carácter recrea-
tivo, excepto cuando se destinen a ser utilizados
o consumidos por los asalariados o terceras per-
sonas mediante contraprestación.»

«2. Se exceptúan de lo dispuesto en el número
anterior las adquisiciones o importaciones de los
bienes y servicios siguientes:

1.o Los bienes que objetivamente considera-
dos sean de exclusiva aplicación industrial, comer-
cial, agraria, clínica o científica.

2.o Los bienes destinados exclusivamente a ser
objeto de entrega o cesión de uso a título oneroso,
directamente o mediante transformación, por suje-
tos pasivos dedicados con habitualidad a la rea-
lización de dichas operaciones.

3.o Los servicios recibidos para ser prestados
como tales a título oneroso por sujetos pasivos dedi-
cados con habitualidad a la realización de dichas
operaciones.»

Seis. Se suprime el apartado 4 del artículo 38.

Siete. Se añade un artículo, el 48 bis, que quedará
redactado de la siguiente manera:

«Artículo 48 bis. Devolución en las cuotas abo-
nadas por los adquirentes en las importaciones de
bienes en el supuesto de ejercicio del derecho de
desistimiento previsto en la Ley 7/1996, de 15
de enero, de Ordenación del Comercio Minorista.

Sin perjuicio de lo dispuesto en la normativa
aduanera, los sujetos pasivos importadores que no
actúen en condición de empresarios o profesiona-
les a efectos de este impuesto tendrán derecho
a la devolución de las cuotas abonadas en las impor-
taciones de aquellos bienes por los que se ejercite
el derecho de desistimiento previsto en la
Ley 7/1996, de 15 de enero, de Ordenación del
Comercio Minorista, siempre que los bienes salgan
del territorio de aplicación del impuesto dentro del
plazo y con las condiciones señaladas en la cita-
da ley.

La devolución contemplada en este artículo no
generará intereses de demora.

El ejercicio del derecho a la devolución en el
supuesto previsto en este artículo se desarrollará
reglamentariamente por el Gobierno de Canarias.»

Ocho. Se añade un apartado, el 5.o, al número 2
del artículo 49, que quedará redactado de la siguiente
manera:

«5.o Los sujetos pasivos que superen las mag-
nitudes específicas establecidas para cada activi-
dad por la Consejería competente en materia de
Hacienda del Gobierno Autónomo de Canarias.»

Nueve. Se añade un nuevo párrafo al apartado 6
del artículo 54 de la Ley 20/1991, de 7 de junio, con
el siguiente tenor:

«En las operaciones efectuadas para otros
empresarios o profesionales, que comprendan
exclusivamente entregas de bienes o prestaciones
de servicios realizadas totalmente en el ámbito
espacial de este impuesto, se podrá hacer constar
en la factura, a solicitud del interesado y bajo la
denominación “Cuotas del IGIC” incluidas en el pre-
cio, la cantidad resultante de multiplicar el precio

total de la operación por 2 y dividir el resultado
por 100. Dichas cuotas tendrán la consideración
de cuotas soportadas por repercusión directa para
el empresario o profesional destinatario de la ope-
ración.»

Diez. Se modifica el apartado 3 y se añade un apar-
tado 4 al artículo 85 de la Ley 20/1991, que tendrán
las siguientes redacciones:

«3. Será de aplicación lo previsto en el artícu-
lo 48 bis de esta ley respecto a las cuotas del
arbitrio abonadas en la importación de bienes en
el supuesto de ejercicio del derecho de desistimien-
to previsto en la Ley 7/1996, de 15 de enero,
de Ordenación del Comercio Minorista.

La devolución contemplada en este artículo no
generará intereses de demora.

4. La forma y condiciones de las devoluciones
reguladas en el presente artículo serán desarrolladas
reglamentariamente por el Gobierno de Canarias.»

Once. Se da una nueva redacción al apartado 1 del
artículo 85 de la Ley 20/1991, que quedaría del siguien-
te tenor:

«1. Los sujetos pasivos tendrán derecho a la
devolución de las cuotas del arbitrio que, deven-
gadas con arreglo a derecho, hayan soportado en
las adquisiciones o importaciones realizadas, en la
medida en que los bienes adquiridos o importados
se utilicen en la realización de operaciones sujetas
y no exentas del arbitrio, o bien en la realización
de operaciones descritas en los artículos 71 y 72
de esta ley, incluso cuando los envíos o exporta-
ciones no estén sujetos al arbitrio.»

Doce. Las disposiciones adicionales décima y undé-
cima quedarán redactadas del modo siguiente:

«Disposición adicional décima.

Uno. El Gobierno, previo informe de la Comu-
nidad Autónoma de Canarias y sin perjuicio de lo
establecido en el apartado siguiente, dictará las dis-
posiciones necesarias para el desarrollo y aplica-
ción de esta ley.

Dos. La Comunidad Autónoma de Canarias, de
conformidad con lo previsto en el artículo 32 del
Estatuto de Autonomía de la Comunidad Autónoma
de Canarias, regulará normativamente los aspectos
relativos a la gestión, liquidación, recaudación e
inspección del Impuesto General Indirecto Canario
y del Arbitrio sobre Importaciones y Entregas de
Mercancías en las islas Canarias, así como los rela-
tivos a la revisión de los actos dictados en apli-
cación de los mismos.

Tres. Con independencia de lo establecido en
el artículo 88.5 de la Ley General Tributaria, corres-
ponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la
competencia para contestar las consultas tributa-
rias relativas al Impuesto General Indirecto Canario
y al Arbitrio sobre Importaciones y Entregas de Mer-
cancías en las islas Canarias, si bien en aquellas
cuya contestación afecte o tenga trascendencia en
otros impuestos de titularidad estatal, así como,
en todo caso, en las relativas a la localización del
hecho imponible, será necesario informe previo del
Ministerio de Hacienda.

Cuatro. Será reclamable en vía económico-ad-
ministrativa ante los órganos económico-adminis-
trativos de la Comunidad Autónoma de Canarias
la aplicación de los tributos y la imposición de san-
ciones tributarias que realice la comunidad autó-
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noma respecto a los tributos derivados del Régimen
Económico y Fiscal de Canarias.»

«Disposición adicional undécima.

Las disposiciones interpretativas o aclaratorias
a que se refiere el artículo 12 de la Ley General
Tributaria y relativas al Impuesto General Indirecto
Canario y al Arbitrio sobre Importaciones y Entregas
de Mercancías en las islas Canarias se dictarán por
el Ministro de Hacienda, a instancia o previo infor-
me de la Comunidad Autónoma de Canarias.»

Trece. Se modifica el apartado 4.o del número 1
del anexo I, que quedará redactado de la siguiente
manera:

«4.o Los vehículos para personas de movilidad
reducida a que se refiere la normativa específica
sobre vehículos de motor y las sillas de ruedas para
uso exclusivo de personas con minusvalía.»

Catorce. Se añade un nuevo apartado, el 15.o, al
número 1 del anexo I, con la siguiente redacción:

«15.o Las entregas de viviendas que sean
adquiridas por las entidades que apliquen el régi-
men especial previsto en el capítulo III del título VIII
de la Ley 43/1995, de 27 de diciembre, del Impues-
to sobre Sociedades, siempre que a las rentas deri-
vadas de su posterior arrendamiento les sea apli-
cable la bonificación establecida en el párrafo b)
del apartado 1 del artículo 68 quinquies de la citada
ley. A estos efectos, la entidad adquirente comu-
nicará esta circunstancia al sujeto pasivo con ante-
rioridad al devengo de la operación en la forma
que se determine reglamentariamente.»

Quince. Se da nueva redacción al anexo I bis, que
quedará redactado de la siguiente manera:

«Anexo I bis.

El tipo impositivo incrementado del nueve por
ciento del Impuesto General Indirecto Canario se
aplicará a las siguientes operaciones:

1. Las entregas o importaciones de los bienes
que se indican a continuación:

a) Los vehículos accionados a motor con poten-
cia igual o inferior a 11 CV fiscales, excepto:

a’) Los vehículos incluidos en los aparta-
dos 4.o y 5.o del número 1 del anexo I de esta
ley.

b’) Los vehículos de dos, tres y cuatro ruedas
cuya cilindrada no sea superior a 50 centímetros
cúbicos y cumplan la definición jurídica de ciclo-
motor.

c’) Los vehículos exceptuados de la aplicación
del tipo incrementado del 13 por ciento contenidos
en el apartado 3.o del número 1 del anexo II de
esta ley.

b) Embarcaciones y buques en cuya entrega
o importación no sea aplicable el tipo incrementado
del 13 por ciento, excepto las embarcaciones olím-
picas. En todo caso, tributarán al tipo incrementado
del nueve por ciento las motos acuáticas.

c) Aviones, avionetas y demás aeronaves en
cuya entrega o importación no sea aplicable el tipo
incrementado del 13 por ciento.

2. Las prestaciones de servicios de ejecuciones
de obra mobiliarias que tengan por objeto los bie-
nes a que se refiere el apartado 1 anterior.»

Dieciséis. Se propone una nueva redacción del apar-
tado 2 del anexo I bis, que tendría la siguiente redacción:

«2. Las prestaciones de servicios de ejecucio-
nes de obras mobiliarias que tengan por objeto
la producción de los bienes a que se refiere el apar-
tado 1 anterior.»

Diecisiete. Se modifica el apartado 4.o del número 1
y se añade un apartado 3.o en el número 2 del anexo II,
que quedarán redactados de la siguiente manera:

«4.o Caravanas, autocaravanas y remolques
diseñados y concebidos para ser remolcados por
vehículos de turismo, salvo los que objetivamente
considerados sean de exclusiva aplicación indus-
trial, comercial, agraria, clínica o científica.»

«3.o Las ejecuciones de obra mobiliarias que
tengan por objeto los bienes relacionados en el
apartado 1 anterior cuya entrega o importación tri-
buten al tipo incrementado regulado en este
anexo.»

Dieciocho. Se modifica el apartado 4.o del número 1
y se añade un apartado 3.o en el número 2 del anexo II,
que quedarán redactados de la siguiente manera:

«4.o Caravanas y remolques diseñados y con-
cebidos para ser remolcados por vehículos de turis-
mo y autocaravanas, salvo los que objetivamente
considerados sean de exclusiva aplicación indus-
trial, comercial, agraria, clínica o científica.»

«3.o Las ejecuciones de obras mobiliarias que
tengan por objeto la producción de los bienes rela-
cionados en el apartado 1 anterior cuya entrega
o importación tributen al tipo incrementado regu-
lado en este anexo.»

Diecinueve. Se modifica el apartado 1.o del núme-
ro 2 del anexo II, con el siguiente tenor:

«1.o El arrendamiento de los vehículos accio-
nados a motor, incluso los de potencia igual o infe-
rior a 11 CV fiscales. No obstante, no se incluye
en este apartado el arrendamiento de los vehículos
relacionados en los párrafos a), b), d) y e) del apar-
tado 1.3.o anterior, cualquiera que sea su potencia
fiscal.»

Veinte. Se introducen las siguientes modificaciones
en los anexos IV y V:

Uno. En el anexo IV, las posiciones estadísti-
cas 3402, 39231000 y 200980, junto con sus des-
cripciones y tipos impositivos, quedan redactadas del
siguiente modo:

«3402: agentes de superficie orgánica (excepto
el jabón); preparaciones tensoactivas; preparacio-
nes para lavar (incluidas las preparaciones auxilia-
res de lavado) y preparaciones de limpieza; aunque
contenga jabón; excepto las de la partida 3401.
Se excluyan las partidas 340211, 3402120000
y 3402130000: 5.»
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«3923100090: las demás (cajas, jaulas y ar-
tículos similares de plástico para el transporte o
envasado): 15.»

«200980: Jugos de cualquier otra fruta o fruto,
u hortaliza, incluso silvestre. Solamente gravados
los productos de envase inferior a 150 kilos: 5.»

Dos. En el anexo V, las posiciones estadísti-
cas 3402, 39231000 y 200980, junto con sus des-
cripciones, quedan redactadas del siguiente modo:

«3402: agentes de superficie orgánica (excepto
el jabón); preparaciones tensoactivas; preparacio-
nes para lavar (incluidas las preparaciones auxilia-
res de lavado) y preparaciones de limpieza; aunque
contenga jabón; excepto las de la partdia 3401.
Se excluyan las partidas 340211, 3402120000
y 3402130000.»

«3923100090: las demás (cajas, jaulas y ar-
tículos similares de plástico para el transporte o
envasado).»

«200980: jugos de cualquier otra fruta o fruto,
u hortaliza, incluso silvestre. Solamente gravados
los productos de envase inferior a 150 kilos.»

Veintiuno. Se modifica el apartado 1 del anexo VI,
que queda redactado de la siguiente manera:

«1. Tipo cero del Impuesto General Indirecto
Canario en la importación y entrega de los bienes
muebles corporales incluidos en las partidas aran-
celarias 1604, 4418, 6802, 7308, 9401 y 9403,
cuando, en los dos últimos casos, los muebles sean
de madera o de plástico.»

Segundo. Se modifica el apartado 6 del artículo 22,
que queda redactado de la siguiente manera:

«6. La base imponible podrá reducirse cuando
el destinatario de las operaciones sujetas al impues-
to no haya hecho efectivo el pago de las cuotas
repercutidas, y siempre que, con posterioridad al
devengo de la operación, se dicte auto que declare
el concurso de acreedores de aquél. La modifica-
ción, en su caso, no podrá efectuarse después de
transcurrido el plazo máximo establecido en el
número 5.o del apartado uno del artículo 21 de
la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal.

Sólo cuando por cualquier causa se sobresea
el expediente del concurso de acreedores, el acree-
dor que hubiese modificado la base imponible debe-
rá rectificarla nuevamente al alza mediante la emi-
sión, en el plazo que se fije reglamentariamente,
de una factura rectificativa en la que se repercuta
la cuota procedente.»

Tercero. Con efectos a partir del día 1 de enero
de 2004:

Uno. Se suprime el número 30.o del artículo 10.
Dos. Se añade un nuevo párrafo d) en el aparta-

do 2.o del número 1 del artículo 19, que quedará redac-
tado de la siguiente manera:

«d) Cuando se trate de:
— Entregas de desechos nuevos de la industria,

desperdicios y desechos de fundición, residuos y
demás materiales de recuperación constituidos por
metales férricos y no férricos, sus aleaciones, esco-
rias, cenizas y residuos de la industria que con-
tengan metales o sus aleaciones.

— Las operaciones de selección, corte, fragmen-
tación y prensado que se efectúen sobre los pro-
ductos citados en el guión anterior.

— Entregas de desperdicios o desechos de papel,
cartón o vidrio.

— Entregas de productos semielaborados resul-
tantes de la transformación, elaboración o fundición
de los metales no férricos referidos en el primer
guión, con excepción de los compuestos por níquel.
En particular, se considerarán productos semiela-
borados los lingotes, bloques, placas, barras, grano,
granalla y alambrón.

En todo caso, se considerarán comprendidas en
los párrafos anteriores las entregas de los mate-
riales definidos en el anexo III bis de esta ley.»

Tres. Se modifica el anexo III bis, que quedará redac-
tado de la siguiente manera:

«Anexo III bis. Desperdicios o desechos de fun-
dición, de hierro o acero, chatarra o lingotes de
chatarra de hierro o acero, desperdicios o desechos
de metales no férricos o sus aleaciones, escorias,
cenizas y residuos de la industria que contengan
metales o sus aleaciones.

Se considerarán desperdicios o desechos de fun-
dición, de hierro o acero, chatarra o lingotes de
chatarra de hierro o acero, desperdicios o desechos
de metales no férricos o sus aleaciones, escorias,
cenizas y residuos de la industria que contengan
metales o sus aleaciones los comprendidos en las
partidas siguientes del Arancel de Aduanas:

Cód. NCE Designación de la mercancía

7204 Desperdicios y desechos de fundición
de hierro o acero (chatarra y lin-
gotes).

Los desperdicios y desechos de los metales férri-
cos comprenden:

a) Desperdicios obtenidos durante la fabrica-
ción o el mecanizado de la fundición del hierro
o del acero, tales como las torneaduras, limaduras,
despuntes de lingotes, de palanquillas, de barras
o de perfiles.

b) Las manufacturas de fundición de hierro o
acero definitivamente inutilizables como tales por
roturas, cortes, desgaste u otros motivos, así como
sus desechos, incluso si alguna de sus partes o
piezas son reutilizables.

No se comprenden los productos susceptibles
de utilizarse para su uso primitivo tal cual o después
de repararlos.

Los lingotes de chatarra son generalmente de
hierro o acero muy aleado, toscamente colados,
obtenidos a partir de desperdicios y desechos finos
refundidos (polvos de amolado o torneaduras finas)
y su superficie es rugosa e irregular.

Cód. NCE Designación de la mercancía

7402 Cobre sin refinar; ánodos de cobre
para refinado.

7403 Cobre refinado en forma de cátodos
y secciones de cátodo.

7404 Desperdicios y desechos de cobre.
7407 Barras y perfiles de cobre.
7408.11.00 Alambre de cobre refinado, en el que

la mayor dimensión de la sección
transversal sea T 6 mm.
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Cód. NCE Designación de la mercancía

7408.19.10 Alambre de cobre refinado, en el que
la mayor dimensión de la sección
transversal sea de T 0,5 mm, pero
R= 6 mm.

7502 Níquel.
7503 Desperdicios y desechos de níquel.
7601 Aluminio en bruto.
7602 Desperdicios y desechos de aluminio.
7605.11 Alambre de aluminio sin alear
7605.21 Alambre de aluminio aleado.
7801 Plomo.
7802 Desperdicios y desechos de plomo.
7901 Zinc.
7902 Desperdicios y desechos de cinc

(calamina).
8001 Estaño.
8002 Desperdicios y desechos de estaño.
2618 Escorias granuladas (arena de esco-

rias) de la siderurgia.
2619 Escorias (excepto granulados), bati-

duras y demás desperdicios de la
siderurgia.

2620 Cenizas y residuos (excepto siderur-
gia) que contenga metal o com-
puestos de metal.

47.07 Desperdicios o desechos de papel o
cartón. Los deperdicios de papel
o cartón comprenden las raspadu-
ras, recortes, hojas rotas, periódi-
cos viejos y publicaciones, macu-
laturas y pruebas de imprenta y
artículos similares. La difinición
comprende también las manufac-
turas viejas de papel o de cartón
vendidas para su reciclaje.

70.01 Desperdicios o desechos de vidrio,
Los desperdicios o desechos de
vidrio comprenden los residuos de
la fabricación de objetos de vidrio,
así como los producidos por uso
o consumo. Se caracterizan gene-
ralmente por sus aristas cortantes.

Baterias de plomo recuperadas.»

Artículo 13. Modificación de la Ley 19/1994, de 6
de julio, de modificación del Régimen Económico y
Fiscal de Canarias.

Uno. Con efectos desde el 1 de enero de 2004,
se modifican los apartados 1 y 2 del artículo 25 de
la Ley 19/1994, de 6 de julio, de modificación del Régi-
men Económico y Fiscal de Canarias, que quedarán
redactados de la siguiente manera:

«1. Las sociedades domiciliadas en Canarias,
que sean de nueva creación o que, ya constituidas,
realicen una ampliación de capital, amplíen, moder-
nicen o trasladen sus instalaciones, estarán exentas
del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y
Actos Jurídicos Documentados, en su constitución,
en la ampliación de capital y en las adquisiciones
patrimoniales de bienes de inversión situados en
Canarias, durante un período de tres años a partir
del otorgamiento de la escritura pública de cons-
titución o de ampliación de capital, cuando el ren-
dimiento del impuesto se considere producido en
este territorio.

En la modalidad de operaciones societarias, úni-
camente estará exenta la constitución o aumento

de capital por la parte que se destine a las inver-
siones previstas en este artículo. En ningún caso
estarán exentas las operaciones sujetas a la moda-
lidad de Actos Jurídicos Documentados.

2. También estarán exentas del Impuesto
General Indirecto Canario las entregas de bienes
a las sociedades a que se refiere el apartado ante-
rior que tengan la condición de bienes de inversión
para las mismas, con derecho a la deducción de
las cuotas soportadas en los términos previstos en
el artículo 29 de la Ley 20/1991, de 7 de junio,
así como las importaciones de bienes de inversión
efectuadas por dichas sociedades.

En el supuesto de entrega de bienes de inversión,
y previamente a la misma, la sociedad adquirente
deberá entregar a la transmitente una declaración
en la que identifique los bienes de inversión y mani-
fieste la concurrencia de los requisitos de la exen-
ción previstos en este apartado. Las entidades
adquirentes tendrán la condición de sujetos pasivos
sustitutos en los términos previstos en el artícu-
lo 32 de la Ley General Tributaria, en el caso de
que, habiéndose expedido el documento a que se
refiere este párrafo, no se cumplan los requisitos
de la exención o, cumpliéndose, quede ésta sin
efecto de acuerdo con lo dispuesto en el aparta-
do 3. El sustituto no podrá exigir del contribuyente
el importe de las obligaciones tributarias satisfe-
chas.

A efectos de lo dispuesto en este apartado, se
asimilan a entregas de bienes de inversión las eje-
cuciones de obra que tengan la condición de pres-
taciones de servicios y que tengan como resultado
un bien de inversión para la sociedad adquirente.

En el supuesto de importaciones, la sociedad
importadora deberá aportar con la declaración de
importación la documentación acreditativa de la
concurrencia de los requisitos de la exención.»

Dos. Se da una nueva redacción a los apartados 4
y 5 del artículo 27, que quedarán redactados del modo
siguiente:

«4. Las cantidades destinadas a la reserva para
inversiones en Canarias deberán materializarse en
el plazo máximo de tres años, contados desde la
fecha del devengo del impuesto correspondiente
al ejercicio en que se ha dotado la misma, en la
realización de alguna de las siguientes inversiones:

a) La adquisición de activos fijos situados o
recibidos en el archipiélago canario, utilizados en
el mismo y necesarios para el desarrollo de acti-
vidades empresariales del sujeto pasivo o que con-
tribuyan a la mejora y protección del medio ambien-
te en el territorio canario. A tal efecto se entenderán
situados y utilizados en el archipiélago las aero-
naves que tengan su base en Canarias y los buques
con pabellón español y matriculados en Canarias,
incluidos los inscritos en el Registro Especial de
Buques y Empresas Navieras.

Se considerarán como adquisición de activo fijo
las inversiones realizadas por arrendatarios en
inmuebles, cuando el arrendamiento tenga una
duración mínima de cinco años, y las inversiones
destinadas a la rehabilitación de un activo fijo si,
en ambos casos, cumplen los requisitos contables
para ser consideradas como activo fijo para el inver-
sor.

A los efectos de este apartado, se entenderán
situados o recibidos en el Archipiélago Canario las
concesiones administrativas de uso de bienes de
dominio público radicados en Canarias, las conce-
siones administrativas de prestación de servicios
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públicos que se desarrollen exclusivamente en el
archipiélago, así como las aplicaciones informáti-
cas, y los derechos de propiedad industrial, que
no sean meros signos distintivos del sujeto pasivo
o de sus productos, y que vayan a aplicarse exclu-
sivamente en procesos productivos o actividades
comerciales que se desarrollen en el ámbito terri-
torial canario.

El importe de los gastos en investigación que
cumplan los requisitos para ser contabilizados
como activo fijo se considerará materialización de
la reserva para inversiones en la parte correspon-
diente a los gastos de personal satisfechos a inves-
tigadores cualificados adscritos en exclusiva a acti-
vidades de investigación y desarrollo realizadas en
Canarias, y en la parte correspondiente a los gastos
de proyectos de investigación y desarrollo contra-
tados con universidades, organismos públicos de
investigación o centros de innovación y tecnología,
oficialmente reconocidos y registrados y situados
en Canarias. Esta materialización será incompatible,
para los mismos gastos, con cualquier otro bene-
ficio fiscal.

Tratándose de activos fijos usados, éstos no
podrán haberse beneficiado anteriormente del régi-
men previsto en este artículo, y deberán suponer
una mejora tecnológica para la empresa.

El inmueble adquirido para su rehabilitación ten-
drá la consideración de activo usado apto para la
materialización de la reserva cuando el coste de
la reforma sea superior a la parte del precio de
adquisición correspondiente a la construcción.

b) La suscripción de acciones o participaciones
en el capital de sociedades que desarrollen en el
archipiélago su actividad, siempre que éstas rea-
licen las inversiones previstas en el párrafo a) ante-
rior, en las condiciones reguladas en esta ley.
Dichas inversiones no darán lugar a la aplicación
de ningún otro beneficio fiscal por tal concepto.

5. Los elementos en que se materialice la reser-
va para inversiones, cuando se trate de elementos
de los contemplados en el párrafo a) del apartado
anterior, deberán permanecer en funcionamiento
en la empresa del mismo sujeto pasivo durante
cinco años como mínimo o durante su vida útil
si fuera inferior, sin ser objeto de transmisión, arren-
damiento o cesión a terceros para su uso.

Cuando se trate de los valores a los que se refiere
el párrafo b) del citado apartado, deberán perma-
necer en el patrimonio del sujeto pasivo durante
cinco años ininterrumpidos.

Los sujetos pasivos que se dediquen, a través
de una explotación económica, al arrendamiento
o cesión a terceros para su uso de activos fijos
podrán disfrutar del régimen de la reserva para
inversiones, siempre que no exista vinculación,
directa o indirecta, con los arrendatarios o cesio-
narios de dichos bienes ni se trate de operaciones
de arrendamiento financiero.»

SECCIÓN 7.a IMPUESTO SOBRE LA PRODUCCIÓN, LOS SERVICIOS
Y LA IMPORTACIÓN PARA LAS CIUDADES DE CEUTA Y MELILLA

Artículo 14. Modificación de la Ley 8/1991, de 25
de marzo, del Impuesto sobre la Producción, los Ser-
vicios y la Importación para las Ciudades de Ceuta
y Melilla.

Con efectos desde el 1 de enero de 2004, se intro-
ducen las siguientes modificaciones en la Ley 8/1991,
de 25 de marzo:

Uno. Se modifica el apartado 5 del artículo 18 bis A),
que queda redactado de la siguiente manera:

«5. El gravamen complementario no será exi-
gible en las mismas circunstancias que determi-
narían la no exigibilidad en el Impuesto sobre las
Labores del Tabaco en su ámbito territorial de apli-
cación. En particular, el devengo del gravamen com-
plementario se aplazará respecto de las labores del
tabaco que se introduzcan en los depósitos que
se autoricen a tal efecto, hasta, en su caso, su salida
de los mismos.

La autorización de los depósitos a que se refiere
el párrafo anterior se efectuará por el Departamento
de Aduanas e Impuestos Especiales de la Agencia
Estatal de Administración Tributaria, previo informe
favorable de la respectiva ciudad, en las mismas
condiciones que las previstas para la autorización
de depósitos fiscales de labores del tabaco en el
ámbito territorial de aplicación del Impuesto sobre
las Labores del Tabaco, con excepción de lo esta-
blecido en el párrafo siguiente.

La autorización del depósito fiscal estará con-
dicionada a que la totalidad de las salidas del mismo
de labores de tabaco correspondan a entregas
directas a los expendedores de la Red de Expen-
dedurías de Tabaco y Timbre situados en la res-
pectiva ciudad, no siendo exigible el cumplimiento
del volumen mínimo de salidas previsto en la nor-
mativa del Impuesto sobre las Labores del Tabaco
para la autorización de depósitos fiscales de labores
del tabaco en su ámbito territorial de aplicación.

El incumplimiento de las condiciones y requisitos
a que se refieren los dos párrafos anteriores podrá
dar lugar a la revocación de la autorización del
depósito fiscal.

Los titulares de los depósitos fiscales autoriza-
dos, conforme a lo previsto en el presente apar-
tado 5, tendrán, en cuanto al gravamen comple-
mentario, la condición de sujetos pasivos en calidad
de sustituto del contribuyente.

El control de los depósitos fiscales a que se refie-
re este apartado 5 será efectuado por los servicios
dependientes del Departamento de Aduanas e
Impuestos Especiales de la Agencia Estatal de
Administración Tributaria, en colaboración con los
servicios fiscales de las respectivas ciudades.»

Dos. Se modifica el apartado 3 del artículo 22, que
queda redactado de la siguiente manera:

«3. En las importaciones, con excepción de los
casos previstos en el párrafo segundo de la letra b)
del artículo 11 de esta ley, la liquidación que corres-
ponda y el pago resultante habrán de efectuarse
con anterioridad al acto administrativo de despacho
o a la entrada de las mercancías en el territorio
de sujeción. Podrá otorgarse un plazo máximo
de 90 días desde la introducción de las mercancías
hasta el pago del impuesto si, a juicio de la Admi-
nistración o de los órganos gestores, queda sufi-
cientemente garantizada la deuda tributaria.»

CAPÍTULO III

Tributos locales

Artículo 15. Modificación de la Ley 39/1988, de 28
de diciembre, reguladora de las Haciendas Locales.

Primero. Con efectos desde el 1 de enero de 2003,
se da nueva redacción al artículo 139 de la Ley 39/1988,
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de 28 de diciembre, reguladora de las Haciendas Locales,
que quedará redactado como sigue:

«Artículo 139.
Las entidades locales canarias dispondrán de los

recursos regulados en esta ley, sin perjuicio de las
peculiaridades previstas en la legislación del Régi-
men Económico Fiscal de Canarias. A estos efectos,
los Cabildos Insulares de las Islas Canarias tendrán
el mismo tratamiento que las diputaciones provin-
ciales.

En concreto, a los municipios de las islas Cana-
rias a los que se refiere el artículo 112 de esta
ley, así como a los Cabildos Insulares, únicamente
se les cederá el porcentaje correspondiente del
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas
y de los Impuestos Especiales sobre Cerveza, sobre
Productos Intermedios y sobre Alcohol y Bebidas
Derivadas, y, en consecuencia, estas cuantías son
las únicas que serán objeto de deducción a efectos
de lo dispuesto en los artículos 114 ter y 126 ter
de esta ley.»

Segundo. Con efectos desde el 1 de enero de 2004,
se introducen las siguientes modificaciones en la
Ley 39/1988, de 28 de diciembre, reguladora de las
Haciendas Locales:

Uno. Se añade al párrafo sexto de la letra c) del
apartado 1 del artículo 24 lo siguiente:

«Asimismo, no se incluirán entre los ingresos
brutos procedentes de la facturación las cantidades
percibidas por aquellos servicios de suministro que
vayan a ser utilizados en aquellas instalaciones que
se hallen inscritas en la sección 1.a ó 2.a del Registro
Administrativo de Instalaciones de Producción de
Energía Eléctrica del Ministerio de Economía, como
materia prima necesaria para la generación de ener-
gía susceptible de tributación por este régimen
especial.»

Dos. Se da nueva redacción al apartado 1 del artícu-
lo 65, que quedará redactado como sigue:

«1. En los supuestos de cambio, por cualquier
causa, en la titularidad de los derechos que cons-
tituyen el hecho imponible de este impuesto, los
bienes inmuebles objeto de dichos derechos que-
darán afectos al pago de la totalidad de la cuota
tributaria, en régimen de responsabilidad subsidia-
ria, en los términos previstos en la Ley General
Tributaria. A estos efectos, los notarios solicitarán
información y advertirán expresamente a los com-
parecientes en los documentos que autoricen sobre
las deudas pendientes por el Impuesto sobre Bienes
Inmuebles asociadas al inmueble que se transmite,
sobre el plazo dentro del cual están obligados los
interesados a presentar declaración por el impues-
to, cuando tal obligación subsista por no haberse
aportado la referencia catastral del inmueble, con-
forme al párrafo tercero del artículo 54 de la
Ley 13/1996, de 30 de diciembre, de medidas
fiscales, administrativas y del orden social, sobre
la afección de los bienes al pago de la cuota tri-
butaria y, asimismo, sobre las responsabilidades en
que incurran por la falta de presentación de decla-
raciones, el no efectuarlas en plazo o la presen-
tación de declaraciones falsas, incompletas o
inexactas, conforme a lo previsto en el artículo 16
de la Ley 48/2002, de 23 de diciembre, del Catas-
tro Inmobiliario.»

Tres. Se añade un segundo párrafo al apartado 2
del artículo 67, con la siguiente redacción:

«Sin perjuicio de lo anterior, que será aplicable
en los procedimientos de valoración colectiva de
carácter general, en los de carácter parcial y sim-
plificado, la motivación consistirá en la expresión
de los datos indicados en el párrafo anterior, refe-
ridos al ejercicio en que se practique la notifica-
ción.»

Cuatro. Se da nueva redacción al apartado 5 del ar-
tículo 75, que quedará redactado de la siguiente manera:

«5. Las ordenanzas fiscales podrán regular una
bonificación de hasta el 50 por ciento de la cuota
íntegra del impuesto para los bienes inmuebles en
los que se hayan instalado sistemas para el apro-
vechamiento térmico o eléctrico de la energía pro-
veniente del sol. La aplicación de esta bonificación
estará condicionada a que las instalaciones para
producción de calor incluyan colectores que dis-
pongan de la correspondiente homologación por
la Administración competente. Los demás aspectos
sustantivos y formales de esta bonificación se espe-
cificarán en la ordenanza fiscal.»

Cinco. Se da nueva redacción al apartado 4 del ar-
tículo 83, que quedará redactado de la siguiente manera:

«4. Las exenciones previstas en los párrafos e)
y f) del apartado 1 de este artículo tendrán carácter
rogado y se concederán, cuando proceda, a ins-
tancia de parte.»

Seis. Se da nueva redacción al párrafo b) del apar-
tado 2 del artículo 104, que quedará redactado de la
siguiente manera:

«b) Una bonificación de hasta el 95 por ciento
a favor de las construcciones, instalaciones u obras
en las que se incorporen sistemas para el apro-
vechamiento térmico o eléctrico de la energía solar.
La aplicación de esta bonificación estará condicio-
nada a que las instalaciones para producción de
calor incluyan colectores que dispongan de la
correspondiente homologación de la Administra-
ción competente.

La bonificación prevista en este párrafo se apli-
cará a la cuota resultante de aplicar, en su caso,
la bonificación a que se refiere el párrafo a) ante-
rior.»

Siete. Se añade un nuevo párrafo al apartado 7 del
artículo 111, con el siguiente contenido:

«Los notarios advertirán expresamente a los
comparecientes en los documentos que autoricen
sobre el plazo dentro del cual están obligados los
interesados a presentar declaración por el impuesto
y, asimismo, sobre las responsabilidades en que
incurran por la falta de presentación de declara-
ciones.»

CAPÍTULO IV

Tasas

Artículo 16. Recursos propios de la Mancomunidad de
los Canales del Taibilla.

Constituyen recursos propios de la Mancomunidad
de los Canales del Taibilla:

a) Tasas por gastos de dirección e inspección de
obras que realice el organismo con cargo a su presu-
puesto, así como aquellas cuya dirección facultativa le
sea encomendada.

b) Tasas por informes y otras actuaciones con oca-
sión de la gestión del servicio público de abastecimiento
de agua potable que tiene a su cargo.
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Artículo 17. Modificación de la Ley de Sanidad Vegetal.

Se da redacción al encabezamiento del apartado 1
del artículo 67 de la Ley 43/2002, de 20 de noviembre,
de Sanidad Vegetal, con el siguiente texto:

«1. Exportación de vegetales, productos vege-
tales y objetos conexos.»

Artículo 18. Exención de tasas fitosanitarias por prue-
bas y controles oficiales previos a la exportación en
la apertura de nuevos mercados.

Se añade un párrafo final al apartado 1 del artícu-
lo 67 de la Ley 43/2002, de 20 de noviembre, de Sani-
dad Vegetal, con el siguiente texto:

«La tasa contemplada en los párrafos c) y d)
no se aplicará durante las tres primeras campañas
de exportación cuando se trate de la apertura de
un nuevo mercado para un determinado producto
y un país concreto. La determinación del producto
y el país se llevará a efecto en cada caso por orden
del Ministro de Agricultura, Pesca y Alimentación.»

Artículo 19. Tasa exigible por especialidades farmacéu-
ticas veterinarias.

Se añade un nuevo epígrafe, en el grupo IX del artícu-
lo 117 de la Ley 25/1990, de 20 de diciembre, del
Medicamento, con la siguiente redacción:

«Artículo 117, grupo IX. Especialidades farmacéu-
ticas veterinarias:
9.08 Procedimiento de autorización de comer-

cialización e inscripción en el registro de una espe-
cialidad farmacéutica de uso veterinario destinada
de forma específica a especies menores. 2.157,00
euros.»

Artículo 20. Modificación de la Tasa por Inspecciones
y controles veterinarios de productos de origen animal
no destinados a consumo humano, que se introduz-
can en territorio nacional procedentes de países no
comunitarios.

Se modifica el apartado siete del artículo 29 de la
Ley 53/2002, de 30 de diciembre, de medidas fiscales,
administrativas y del orden social, que queda redactado
en los siguientes términos:

«Siete. Las cuantías de la tasa por Inspecciones
y controles veterinarios de productos de origen ani-
mal no destinados a consumo humano, que se intro-
duzcan en territorio nacional procedentes de países
no comunitarios, quedan establecidas en las can-
tidades recogidas a continuación:

a) Carnes frescas, refrigeradas o congeladas de
cualquier especie animal, incluidos sus despojos
y vísceras, destinados a la alimentación animal; pro-
ductos cárnicos, preparados cárnicos y preparacio-
nes alimenticias, que contengan carne de cualquier
especie animal, destinada a la alimentación animal:
la cuota tributaria será la resultante de aplicar cinco
euros por tonelada, con un mínimo de 29 euros
por partida y un máximo de 4.820 euros por partida.

b) Productos de la pesca y subproductos de
la pesca destinados a la alimentación animal: la
cuota tributaria será la resultante de aplicar:

1.o A las primeras 100 toneladas: cinco euros
por tonelada.

2.o A partir de 100 toneladas, el importe para
las cantidades adicionales se reducirá a 1,48 euros

por tonelada, para productos pesqueros que no
hayan sido objeto de ninguna preparación excepto
la evisceración, y a 2,53 euros por tonelada, para
los demás productos pesqueros.

Con un mínimo, en ambos casos, de 29 euros
por partida y un máximo de 4.820 euros por partida.

c) Leche cruda, leche tratada térmicamente,
leche destinada a la elaboración de productos lác-
teos, y productos lácteos: la cuota tributaria será
la resultante de aplicar cinco euros por tonelada,
con un mínimo de 29 euros por partida y un máximo
de 4.820 euros por partida.

d) Huevos para incubar: la cuota tributaria será
la resultante de aplicar 10 euros por cada unidad,
siendo una unidad hasta 10.000 huevos (inclusive),
con un mínimo de 29 euros por partida.

e) Proteínas animales elaboradas: la cuota tri-
butaria será la resultante de aplicar cinco euros
por tonelada, con un mínimo de 29 euros por par-
tida y un máximo de 4.820 euros por partida.

f) Alimentos para animales de compañía: la
cuota tributaria será la resultante de aplicar cinco
euros por tonelada, con un mínimo de 29 euros
por partida y un máximo de 4.820 euros por partida.

g) Grasas animales: la cuota tributaria será la
resultante de aplicar cinco euros por tonelada, con
un mínimo de 29 euros por partida y un máximo
de 4.820 euros por partida.

h) Pieles, pelos, cerdas, lana, plumas: la cuota
tributaria será la resultante de aplicar cinco euros
por tonelada, con un mínimo de 29 euros por par-
tida y un máximo de 4.820 euros por partida.

i) Trofeos de caza: la cuota tributaria será la
resultante de aplicar cinco euros por tonelada, con
un mínimo de 29 euros por partida y un máximo
de 4.820 euros por partida.

j) Estiércol: la cuota tributaria será la resultante
de aplicar cinco euros por tonelada con un mínimo
de 29 euros por partida y un máximo de 4.820
euros por partida.

k) Esperma de cualquier especie animal: la cuo-
ta tributaria será la resultante de aplicar 10 euros
por cada unidad, siendo una unidad hasta 1.000
pajuelas (inclusive), con un mínimo de 29 euros
por partida.

l) Óvulos y embriones de cualquier especie
animal: la cuota tributaria será la resultante de apli-
car 10 euros por cada unidad, siendo una unidad
hasta 10 óvulos o 10 embriones (inclusive), con
un mínimo de 29 euros por partida.

m) Otros productos de origen animal, no con-
templados en los apartados anteriores: la cuota tri-
butaria será la resultante de aplicar cinco euros
por tonelada, con un mínimo de 29 euros por par-
tida y un máximo de 4.820 euros por partida.»

Artículo 21. Tasas relativas al Registro de Variedades
Comerciales.

Se añade un artículo 17 bis en la Ley 11/1971,
de 30 de marzo, de Semillas y Plantas de Vivero, con
la siguiente redacción:

«Artículo 17 bis. Tasas relativas al Registro de
Variedades Comerciales.

1. Sujetos pasivos.

Serán sujetos pasivos de estas tasas los soli-
citantes de la inscripción de una variedad en el
Registro de Variedades Comerciales y las personas,
físicas o jurídicas, en cuyo favor se realice la pres-
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tación de los servicios que constituyen sus hechos
imponibles.

Las tasas establecidas en el presente artículo
se regirán por lo dispuesto en sus apartados y por
las demás fuentes normativas que para las tasas
se establecen en el artículo 9 de la Ley 8/1989,
de 13 de abril, de Tasas y Precios Públicos, en
especial en lo relativo a los sujetos obligados al
pago de las tasas como responsables tributarios.

2. Tasa por tramitación y resolución.

Constituye el hecho imponible de esta tasa la
tramitación del procedimiento administrativo y su
resolución.

El devengo de la tasa se producirá en el momen-
to en que se inicie la tramitación del procedimiento
por la Administración General del Estado.

El importe de la tasa por la tramitación y reso-
lución del expediente es de 300,51 euros.

3. Tasa por la realización del ensayo de iden-
tificación.

Constituye el hecho imponible de esta tasa la
realización de las pruebas, ensayos y cualquier otra
actividad comprendida en el ensayo de identifica-
ción necesario para la inscripción de una variedad,
conforme a su legislación específica.

A los efectos de este artículo, las especies o
grupos de especies a que pertenezcan las varie-
dades vegetales cuyo material vaya a ser objeto
del ensayo se clasifican en los grupos recogidos
en el anexo 2 de la Ley 3/2000, de 7 de enero,
de régimen jurídico de la protección de las obten-
ciones vegetales.

El devengo de la tasa se producirá, el primer
año, en el momento de la entrega del material vege-
tal a la autoridad competente para la realización
del ensayo y en el segundo y sucesivos en el
momento en que se realicen las siembras o plan-
taciones o se multiplique el material.

Las tasas por la realización de los ensayos de
identificación serán las siguientes:

Por cada año de examen:

Grupo primero . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 781,63 euros
Grupo segundo.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 562,76 euros
Grupo tercero . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 468,98 euros
Grupo cuarto . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 375,18 euros

Cuando se trate de una variedad híbrida, cual-
quiera que sea la especie, y sea preciso efectuar
un estudio de los componentes genealógicos, el
tipo de tasa será el doble de la indicada para la
especie correspondiente.

4. Tasa por la realización del ensayo de valor
agronómico.

Constituye el hecho imponible de esta tasa la
realización de las pruebas y ensayos de campo y
laboratorio necesarios para la determinación del
valor agronómico o de utilización de los materiales
vegetales presentados a registro.

El devengo de la tasa se producirá en el momen-
to de la entrega del material vegetal en las con-
diciones que se establecen en su reglamentación
específica.

Las tasas por la realización de estos ensayos
serán las siguientes:

Por cada año de examen:

Patata . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 1.100,52 euros
Maíz . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 1.203,69 euros
Los demás cereales, oleaginosas

y textiles . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 1.031,73 euros
Remolacha azucarera . . . . . . . . . . . . . . . . . 1.375,64 euros
Alfalfa, tréboles y gramíneas forra-

jeras y Pratense . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 1.100,52 euros

Para las especies no comprendidas en el apar-
tado anterior, el precio de la tasa queda fijado en
1.100 euros.

5. Gestión y recaudación.

Los servicios y actividades constitutivos del
hecho imponible de las tasas previstas en los apar-
tados 2, 3, en este caso sólo durante el primer
año, y 4, no se prestarán o realizarán hasta tanto
no se haya efectuado el pago de la cuantía que
resultare exigible y que deberá hacerse efectiva por
el procedimiento de autoliquidación.

Los servicios y actividades constitutivos del
hecho imponible de la tasa prevista en el aparta-
do 3, excepto el primer año, aun cuando hubieran
sido prestados, no serán eficaces hasta tanto no
se haya efectuado el pago en la cuantía que fuera
exigida. Con independencia de lo anterior, la refe-
rida cuantía será exigible por la vía de apremio.

La gestión y recaudación en vía ordinaria de
estas tasas corresponde al Ministerio de Agricul-
tura, Pesca y Alimentación.

La falta de pago en periodo voluntario de las
tasas relativas a los ensayos de identificación del
segundo año y sucesivos motivarán el archivo del
expediente.

6. De acuerdo con el principio de equivalencia
recogido en el artículo 7 de la Ley 8/1989, de 13
de abril, de Tasas y Precios Públicos, el Gobierno,
mediante real decreto, podrá modificar las cuantías
de las tasas establecidas en el presente artículo.»

Artículo 22. Tasas por servicios prestados por el Regis-
tro de la Propiedad Intelectual.

Se modifica el artículo 20 de la Ley 66/1997, de 30
de diciembre, de medidas fiscales, administrativas y del
orden social, que quedará redactado de la siguiente
manera:

«Uno. Las tasas por servicios prestados por el
Registro Central de la Propiedad Intelectual se regi-
rán por esta ley y por las demás fuentes normativas
que para las tasas se establecen en el artículo 9
de la Ley 8/1989, de 13 de abril, de Tasas y Precios
Públicos.

Dos. Constituyen el hecho imponible de la tasa
la prestación de los siguientes servicios:

1. Tramitación de expedientes de solicitud de
inscripción registral.

2. Anotaciones, cancelaciones y demás modi-
ficaciones de los asientos registrales, incluidos los
traslados.

3. Expedición de certificados, notas simples,
copias de obras —en cualquier tipo de soportes—
y autenticación de firmas.
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Tres. El devengo de la tasa se producirá cuando
se presente la solicitud que inicie la actuación del
registro y se exigirá por éste con ocasión de la
prestación de los servicios que constituyen el hecho
imponible de la tasa.

Cuatro. Serán sujetos pasivos de la tasa las per-
sonas físicas y jurídicas que soliciten los servicios
mencionados en el apartado dos de este artículo.

Cinco. La cuantía de la tasa será la siguiente:

1. Tramitación de expedientes de solicitud.

1.1 Siendo titular de los derechos el propio
autor, o persona física o jurídica distinta del autor,
por cada creación original, así como por anotación
preventiva, cancelación, modificación, o traslado de
asientos registrales: 11,26 euros.

2. Publicidad registral.

2.1 Por expedición de certificados positivos o
negativos, por cada uno: 13,38 euros.

2.2 Por expedición de notas simples positivas
o negativas, por cada una: 3,75 euros.

2.3 Por expedición de copia certificada de
obras en cualquier soporte, por cada una: 10,00
euros.

2.4 Por autenticación de firmas: 3,75 euros.

Seis. La liquidación de la tasa se realizará al
solicitarse el servicio de que se trate por el Regis-
trador Central o por el funcionario responsable de
la oficina provincial correspondiente.

Siete. El pago de la tasa se realizará al pre-
sentarse la solicitud, mediante el ingreso en efec-
tivo en entidad de depósito autorizada por el Minis-
terio de Hacienda. La justificación del abono de
la tasa será requisito necesario para iniciar la tra-
mitación del expediente.

Ocho. La gestión de la tasa se llevará a cabo
por los servicios competentes del Ministerio de Edu-
cación, Cultura y Deporte.»

Artículo 23. Canon de superficie de Minas-Hidrocarbu-
ros.

Uno. Se introduce una disposición final tercera en
el Decreto 3059/1966, de 1 de diciembre, por el que
se aprueba el texto refundido de Tasas Fiscales, del
siguiente tenor:

«La Ley de Presupuestos Generales del Estado
podrá modificar, de conformidad con lo previsto
en el apartado 7 del artículo 134 de la Constitución
Española, las bases y tipos contenidos en las tarifas
del artículo 10 del presente texto refundido.»

Dos. Se introduce una disposición final tercera en
la Ley 34/1998, de 7 de octubre, del Sector de Hidro-
carburos (pasando la actual tercera a ser la cuarta), con
la siguiente redacción:

«Disposición final tercera.

La Ley de Presupuestos Generales del Estado
podrá modificar, de conformidad con lo previsto
en el apartado 7 del artículo 134 de la Constitución
Española, las escalas contenidas en la disposición
adicional primera de esta ley, así como las del artí-
culo 44 de la Ley 21/1974, de 27 de junio, sobre
régimen jurídico de la exploración, investigación
y explotación de hidrocarburos, en la medida en
que resultan aplicables en virtud de lo dispuesto
en la disposición transitoria primera de esta ley.»

TÍTULO II

De lo Social

CAPÍTULO I

Normas laborales

Artículo 24. Modificación del Real Decreto Legislativo
1/1995, de 24 de marzo, por el que se aprueba el
texto refundido de la Ley del Estatuto de los Tra-
bajadores.

Se modifica el párrafo segundo de la letra d) del apar-
tado 1 del artículo 15 del Real Decreto Legislati-
vo 1/1995, de 24 de marzo, que pasará a tener la
siguiente redacción:

«Los servicios públicos de empleo competentes,
financiarán a través de las partidas de gasto que
correspondan, los costes salariales y de Seguridad
Social de estas contrataciones subvencionando, a
efectos salariales, la cuantía equivalente a la base
mínima del grupo de cotización al que corresponda
la categoría profesional desempeñada por el tra-
bajador así como los complementos salariales de
residencia reglamentariamente establecidos y, a
efectos de Seguridad Social, las cuotas derivadas
de dichos salarios. Todo ello con independencia
de la retribución que finalmente perciba el traba-
jador. El Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales
informará con carácter trimestral a la Comisión
Delegada del Gobierno sobre las subvenciones con-
cedidas y satisfechas en dicho período así como
sobre el seguimiento y control de las mismas.»

CAPÍTULO II

Seguridad Social

SECCIÓN 1.a NORMAS GENERALES DE LA SEGURIDAD SOCIAL

Artículo 25. Modificación del texto refundido de la Ley
General de la Seguridad Social, aprobado por Real
Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio.

Se modifican los siguientes preceptos del texto refun-
dido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado
por el Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio.

Uno. Se introduce un párrafo d) en el apartado 1
del artículo 31 del Real Decreto Legislativo 1/1994,
de 20 de junio, que pasará a tener la siguiente redacción:

«d) Aplicación indebida de las bonificaciones
en las cotizaciones de la Seguridad Social, previstas
reglamentariamente para la financiación de las
acciones formativas del subsistema de formación
profesional continua.»

Dos. Se modifica el apartado 3 del artículo 124 del
texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social,
que queda redactado en los términos siguientes:

«3. Las cuotas correspondientes a las situacio-
nes de incapacidad temporal, riesgo durante el
embarazo o de maternidad serán computables a
efectos de los distintos períodos previos de coti-
zación exigidos para el derecho a las prestaciones.»

Tres. Se da nueva redacción al apartado 1 del artícu-
lo 172 del texto refundido de la Ley General de la Segu-
ridad Social, en los términos siguientes:
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«1. Podrán causar derecho a las prestaciones
enumeradas en el artículo anterior:

a) Las personas integradas en el Régimen
General que cumplan la condición general exigida
en el artículo 124.

b) Los perceptores de los subsidios de inca-
pacidad temporal, riesgo durante el embarazo o
maternidad, que cumplan el período de cotización
que, en su caso, esté establecido.

c) Los pensionistas por incapacidad permanen-
te y jubilación, ambos en su modalidad contribu-
tiva.»

Cuatro. Se modifica el apartado 4 del artículo 179
del texto refundido de la Ley General de la Seguridad
Social, en los términos siguientes:

«4. La suma de las cuantías de las pensiones
por muerte y supervivencia no podrá exceder del
importe de la base reguladora que corresponda,
conforme a lo previsto en el apartado 2 del artícu-
lo 120, en función de las cotizaciones efectuadas
por el causante. Esta limitación se aplicará a la
determinación inicial de las expresadas cuantías,
pero no afectará a las revalorizaciones periódicas
de las pensiones que procedan en lo sucesivo, con-
forme a lo previsto en el artículo 48 de esta ley.

A los efectos de la limitación establecida en este
apartado, las pensiones de orfandad tendrán pre-
ferencia sobre las pensiones a favor de otros fami-
liares. Asimismo, y por lo que respecta a estas últi-
mas prestaciones, se establece el siguiente orden
de preferencia:

1.o Nietos y hermanos, menores de 18 años
o mayores incapacitados, del causante.

2.o Padre y madre del causante.
3.o Abuelos y abuelas del causante.
4.o Hijos y hermanos del pensionista de jubi-

lación o incapacidad permanente, en su modalidad
contributiva, mayores de 45 años y que reúnan
los demás requisitos establecidos.»

SECCIÓN 2.a NORMAS RELATIVAS A LOS REGÍMENES ESPECIALES

DE LA SEGURIDAD SOCIAL

Artículo 26. Modificación del texto refundido de la Ley
sobre Seguridad Social de las Fuerzas Armadas, apro-
bado por el Real Decreto Legislativo 1/2000, de 9
de junio.

Se modifican los siguientes preceptos del texto refun-
dido de la Ley sobre Seguridad Social de las Fuerzas
Armadas, aprobado por el Real Decreto Legislati-
vo 1/2000, de 9 de junio.

Uno. Se añade un nuevo apartado, el 8, al artículo 7
del texto refundido de la Ley sobre Seguridad Social
de las Fuerzas Armadas, con la redacción siguiente:

«8. Los asegurados obligados a cotizar tendrán
derecho a la devolución total o parcial de las cuotas
ingresadas indebidamente. El plazo para ejercitar
este derecho será de cuatro años a partir de la
fecha en que se hubiesen hecho efectivas. Forma-
rán parte de la cotización a devolver los recargos,
intereses y costas que se hubiesen satisfecho cuan-
do el ingreso indebido se hubiera realizado por vía
de apremio, así como el interés legal aplicado, en

su caso, a las cantidades ingresadas desde la fecha
de su ingreso o descuento en nómina hasta la pro-
puesta de pago, y el coste de las garantías apor-
tadas para suspender la ejecución de una deuda
con el Instituto Social de las Fuerzas Armadas.»

Dos. Se modifica el párrafo a) del apartado 5 del
artículo 22 del texto refundido de la Ley sobre Seguridad
Social de las Fuerzas Armadas, quedando con la siguien-
te redacción:

«a) Si la solicitud se efectúa dentro del plazo
de cuatro años contados a partir de la fecha de
retiro o jubilación y el grado de incapacidad abso-
luta y permanente quedó acreditado entonces, los
efectos económicos se retrotraerán al día primero
del mes siguiente a dicha fecha.»

El resto del apartado continúa con la misma redac-
ción.

Tres. El apartado 3 de la disposición adicional sexta
del texto refundido de la Ley sobre Seguridad Social
de las Fuerzas Armadas, tendrá la redacción siguiente:

«3. A fin de facilitar la gestión del control del
colectivo de ISFAS, y con la exclusiva finalidad de
comprobar la concordancia de sus datos con los
que figuren en los correspondientes registros de
personal, el Registro Central de Personal de los fun-
cionarios públicos, los órganos encargados de la
gestión del personal militar del Ministerio de Defen-
sa, y la Dirección General de la Guardia Civil, remi-
tirán mensualmente al Instituto Social de las Fuer-
zas Armadas la información del personal incluido
en su campo de aplicación, en relación con los
actos de toma de posesión, cambio de situaciones
administrativas, pérdida de la condición de funcio-
nario, militar, o guardia civil, o pase a jubilación
o retiro.»

El actual apartado 3 de la disposición adicional sexta
del texto refundido de la Ley sobre Seguridad Social
de las Fuerzas Armadas pasa a denominarse apartado 4,
quedando con la siguiente redacción:

«4. Los datos que se faciliten deberán identi-
ficar, en su caso, nombre y apellidos, documento
nacional de identidad y domicilio.»

El resto de la disposición adicional se mantiene con
la misma redacción.

CAPÍTULO III

Medidas para la aplicación del principio
de igualdad de trato

SECCIÓN 1.a DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 27. Objeto y ámbito de aplicación de este
capítulo.

1. Este capítulo tiene por objeto establecer medidas
para la aplicación real y efectiva del principio de igualdad
de trato y no discriminación, en particular por razón de
origen racial o étnico, religión o convicciones, discapa-
cidad, edad u orientación sexual, en los términos que
en cada una de sus secciones se establecen.

2. Este capítulo será de aplicación a todas las per-
sonas, tanto en el sector público como en el sector
privado.
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Artículo 28. Definiciones.

1. A los efectos de este capítulo se entenderá por:

a) Principio de igualdad de trato: la ausencia de toda
discriminación directa o indirecta por razón del origen
racial o étnico, la religión o convicciones, la discapacidad,
la edad o la orientación sexual de una persona.

b) Discriminación directa: cuando una persona sea
tratada de manera menos favorable que otra en situación
análoga por razón de origen racial o étnico, religión o
convicciones, discapacidad, edad u orientación sexual.

c) Discriminación indirecta: cuando una disposición
legal o reglamentaria, una cláusula convencional o con-
tractual, un pacto individual o una decisión unilateral,
aparentemente neutros, puedan ocasionar una desven-
taja particular a una persona respecto de otras por razón
de origen racial o étnico, religión o convicciones, dis-
capacidad, edad u orientación sexual, siempre que obje-
tivamente no respondan a una finalidad legítima y que
los medios para la consecución de esta finalidad no sean
adecuados y necesarios.

d) Acoso: toda conducta no deseada relacionada
con el origen racial o étnico, la religión o convicciones,
la discapacidad, la edad o la orientación sexual de una
persona, que tenga como objetivo o consecuencia aten-
tar contra su dignidad y crear un entorno intimidatorio,
humillante u ofensivo.

2. Cualquier orden de discriminar a las personas
por razón de origen racial o étnico, religión o convic-
ciones, discapacidad, edad u orientación sexual se con-
siderará en todo caso discriminación.

El acoso por razón de origen racial o étnico, religión
o convicciones, discapacidad, edad u orientación sexual
se consideran en todo caso actos discriminatorios.

SECCIÓN 2.a MEDIDAS EN MATERIA DE IGUALDAD DE TRATO Y NO
DISCRIMINACIÓN POR EL ORIGEN RACIAL O ÉTNICO DE LAS PERSONAS

Artículo 29. Ámbito de aplicación de la Sección 2.a

1. Esta sección tiene por objeto establecer medidas
para que el principio de igualdad de trato y no discri-
minación por razón del origen racial o étnico de las per-
sonas sea real y efectivo en la educación, la sanidad,
las prestaciones y los servicios sociales, la vivienda y,
en general, la oferta y el acceso a cualesquiera bienes
y servicios.

El principio de igualdad de trato y no discriminación
por razón del origen racial o étnico de las personas en
el acceso al empleo, a la actividad por cuenta propia
y al ejercicio profesional, la afiliación y la participación
en las organizaciones sindicales y empresariales, las con-
diciones de trabajo, la promoción profesional y la for-
mación profesional ocupacional y continua se regirá por
lo establecido en la sección 3.a de este capítulo.

2. A efectos de lo dispuesto en el apartado anterior,
el principio de igualdad de trato supone la ausencia de
toda discriminación directa o indirecta por razón del ori-
gen racial o étnico de las personas.

Artículo 30. Medidas de acción positiva en relación con
el origen racial o étnico.

Para garantizar en la práctica la plena igualdad por
razón de origen racial o étnico, el principio de igualdad
de trato no impedirá que se mantengan o se adopten
medidas específicas a favor de determinados colectivos
destinadas a prevenir o compensar las desventajas que
les afecten por razón de su origen racial o étnico.

Artículo 31. Legitimación de las personas jurídicas en
relación con el origen racial o étnico.

Las personas jurídicas que estén legalmente habili-
tadas para la defensa de los derechos e intereses legí-
timos colectivos podrán actuar en los procesos judiciales
en nombre del demandante que así lo autorice con la
finalidad de hacer efectivo el principio de igualdad de
trato de las personas por su origen racial o étnico.

Artículo 32. Carga de la prueba en relación con el ori-
gen racial o étnico.

En aquellos procesos del orden jurisdiccional civil y
del orden jurisdiccional contencioso-administrativo en
que de las alegaciones de la parte actora se deduzca
la existencia de indicios fundados de discriminación por
razón del origen racial o étnico de las personas, corres-
ponderá al demandado la aportación de una justificación
objetiva y razonable, suficientemente probada, de las
medidas adoptadas y de su proporcionalidad.

Artículo 33. Creación del Consejo para la promoción
de la igualdad de trato y no discriminación de las
personas por el origen racial o étnico.

1. Se crea el Consejo para la promoción de la igual-
dad de trato y no discriminación de las personas por
el origen racial o étnico en la educación, la sanidad,
las prestaciones y los servicios sociales, la vivienda y,
en general, la oferta y el acceso a cualesquiera bienes
y servicios, así como el acceso al empleo, a la actividad
por cuenta propia y al ejercicio profesional, la afiliación
y la participación en las organizaciones sindicales y
empresariales, las condiciones de trabajo, la promoción
profesional y la formación profesional ocupacional y
continua.

El consejo se configura como un órgano colegiado
de los previstos en el apartado 2 del artículo 22 de
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurí-
dico de las Administraciones Públicas y del Procedimien-
to Administrativo Común, y estará adscrito al Ministerio
de Trabajo y Asuntos Sociales.

2. El Consejo a que se refiere el apartado anterior
tendrá las siguientes competencias:

a) Prestar asistencia a las víctimas de discriminación
por su origen racial o étnico a la hora de tramitar sus
reclamaciones.

b) Realizar estudios y publicar informes sobre la dis-
criminación de las personas por el origen racial o étnico.

c) Promover medidas que contribuyan a eliminar la
discriminación de las personas por el origen racial o étni-
co, formulando, en su caso, recomendaciones sobre cual-
quier cuestión relacionada con dicha discriminación.

3. Formarán parte del Consejo los Ministerios con
competencias en las materias a que se refiere el apar-
tado 1. Asimismo, deberá asegurarse la participación
de las comunidades autónomas, de las entidades locales,
de las organizaciones empresariales y sindicales más
representativas, así como de otras organizaciones que
representen intereses relacionados con el origen racial
o étnico de las personas.

4. La composición y funcionamiento del Consejo
para la promoción de la igualdad de trato y no discri-
minación de las personas por el origen racial o étnico
se regulará mediante real decreto, que será aprobado
por el Consejo de Ministros en el plazo de tres meses
desde la entrada en vigor de esta ley.
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5. El Instituto de Migraciones y Servicios Sociales
prestará al Consejo para la promoción de la igualdad
de trato y no discriminación de las personas por el origen
racial o étnico el apoyo necesario para el desempeño
de sus funciones.

6. Lo dispuesto en este artículo se entiende sin per-
juicio de las competencias del Defensor del Pueblo esta-
blecidas por la Ley Orgánica 3/1981, de 6 de abril.

El Defensor del Pueblo podrá establecer con el Con-
sejo para la promoción de la igualdad de trato y no
discriminación de las personas por el origen racial o étni-
co los mecanismos de cooperación y colaboración que
se consideren oportunos.

SECCIÓN 3.a MEDIDAS EN MATERIA DE IGUALDAD DE TRATO

Y NO DISCRIMINACIÓN EN EL TRABAJO

Artículo 34. Ámbito de aplicación de la Sección 3.a

1. Esta sección tiene por objeto establecer medidas
para que el principio de igualdad de trato y no discri-
minación sea real y efectivo en el acceso al empleo,
la afiliación y la participación en las organizaciones sin-
dicales y empresariales, las condiciones de trabajo, la
promoción profesional y la formación profesional ocu-
pacional y continua, así como en el acceso a la actividad
por cuenta propia y al ejercicio profesional y la incor-
poración y participación en cualquier organización cuyos
miembros desempeñen una profesión concreta.

2. A efectos de lo dispuesto en el apartado anterior,
el principio de igualdad de trato supone la ausencia de
toda discriminación directa o indirecta por razón del ori-
gen racial o étnico, la religión o convicciones, la dis-
capacidad, la edad o la orientación sexual de una per-
sona.

Las diferencias de trato basadas en una característica
relacionada con cualquiera de las causas a que se refiere
el párrafo anterior no supondrán discriminación cuando,
debido a la naturaleza de la actividad profesional con-
creta de que se trate o al contexto en que se lleve a
cabo, dicha característica constituya un requisito pro-
fesional esencial y determinante, siempre que el objetivo
sea legítimo y el requisito proporcionado.

Artículo 35. Medidas de acción positiva.

Para garantizar en la práctica la plena igualdad por
razón de origen racial o étnico, religión o convicciones,
discapacidad, edad y orientación sexual, el principio de
igualdad de trato no impedirá que se mantengan o se
adopten medidas específicas a favor de determinados
colectivos destinadas a prevenir o compensar las des-
ventajas que les afecten relativas a las materias incluidas
en el ámbito de aplicación de esta sección.

Artículo 36. Carga de la prueba.

En aquellos procesos del orden jurisdiccional civil y
del orden jurisdiccional contencioso-administrativo en
que de las alegaciones de la parte actora se deduzca
la existencia de indicios fundados de discriminación por
razón del origen racial o étnico, la religión o convicciones,
la discapacidad, la edad o la orientación sexual de las
personas respecto de las materias incluidas en el ámbito
de aplicación de esta sección, corresponderá al deman-
dado la aportación de una justificación objetiva y razo-
nable, suficientemente probada, de las medidas adop-
tadas y de su proporcionalidad.

Artículo 37. Modificaciones del texto refundido de la
Ley del Estatuto de los Trabajadores, aprobado por
el Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo.

Uno. El párrafo c) del apartado 2 del artículo 4 del
texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores
queda redactado de la siguiente forma:

«c) A no ser discriminados directa o indirec-
tamente para el empleo, o una vez empleados, por
razones de sexo, estado civil, edad dentro de los
límites marcados por esta ley, origen racial o étnico,
condición social, religión o convicciones, ideas polí-
ticas, orientación sexual, afiliación o no a un sin-
dicato, así como por razón de lengua, dentro del
Estado español.

Tampoco podrán ser discriminados por razón de
discapacidad, siempre que se hallasen en condi-
ciones de aptitud para desempeñar el trabajo o
empleo de que se trate.»

Dos. El párrafo e) del apartado 2 del artículo 4 del
texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores
queda redactado en los siguientes términos:

«e) Al respeto de su intimidad y a la conside-
ración debida a su dignidad, comprendida la pro-
tección frente a ofensas verbales y físicas de natu-
raleza sexual y frente al acoso por razón de origen
racial o étnico, religión o convicciones, discapaci-
dad, edad u orientación sexual.»

Tres. El apartado 2 del artículo 16 del texto refun-
dido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores queda
redactado de la siguiente forma:

«2. Se prohíbe la existencia de agencias de
colocación con fines lucrativos. El servicio público
de empleo podrá autorizar, en las condiciones que
se determinen en el correspondiente convenio de
colaboración y previo informe del Consejo General
del Instituto Nacional de Empleo, la existencia de
agencias de colocación sin fines lucrativos, siempre
que la remuneración que reciban del empresario
o del trabajador se limite exclusivamente a los gas-
tos ocasionados por los servicios prestados. Dichas
agencias deberán garantizar, en su ámbito de actua-
ción, el principio de igualdad en el acceso al
empleo, no pudiendo establecer discriminación
alguna basada en motivos de origen, incluido el
racial o étnico, sexo, edad, estado civil, religión o
convicciones, opinión política, orientación sexual,
afiliación sindical, condición social, lengua dentro
del Estado y discapacidad, siempre que los traba-
jadores se hallasen en condiciones de aptitud para
desempeñar el trabajo o empleo de que se trate.»

Cuatro. El apartado 1 del artículo 17 del texto refun-
dido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores queda
modificado de la siguiente manera:

«1. Se entenderán nulos y sin efecto los pre-
ceptos reglamentarios, las cláusulas de los conve-
nios colectivos, los pactos individuales y las deci-
siones unilaterales del empresario que contengan
discriminaciones directas o indirectas desfavora-
bles por razón de edad o discapacidad o favorables
o adversas en el empleo, así como en materia de
retribuciones, jornada y demás condiciones de tra-
bajo por circunstancias de sexo, origen, incluido
el racial o étnico, estado civil, condición social, reli-
gión o convicciones, ideas políticas, orientación
sexual, adhesión o no a sindicatos y a sus acuerdos,
vínculos de parentesco con otros trabajadores en
la empresa y lengua dentro del Estado español.
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Serán igualmente nulas las decisiones del empre-
sario que supongan un trato desfavorable de los
trabajadores como reacción ante una reclamación
efectuada en la empresa o ante una acción judicial
destinada a exigir el cumplimiento del principio de
igualdad de trato y no discriminación.»

Cinco. Se introduce un nuevo párrafo g) en el apar-
tado 2 del artículo 54 del texto refundido de la Ley del
Estatuto de los Trabajadores con la siguiente redacción:

«g) El acoso por razón de origen racial o étnico,
religión o convicciones, discapacidad, edad u orien-
tación sexual al empresario o a las personas que
trabajan en la empresa.»

Artículo 38. Modificaciones de la Ley 13/1982, de 7
de abril, de Integración Social de los Minusválidos.

Uno. El artículo 37 de la Ley 13/1982, de 7 de
abril, queda redactado de la siguiente forma:

«1. Será finalidad primordial de la política de
empleo de trabajadores con discapacidad su inte-
gración, en condiciones que garanticen la aplica-
ción del principio de igualdad de trato, en el sistema
ordinario de trabajo o, en su defecto, su incorpo-
ración al sistema productivo mediante la fórmula
especial de trabajo protegido que se menciona en
el artículo 41.

2. A efectos de lo dispuesto en el apartado
anterior, se entenderá por principio de igualdad de
trato la ausencia de toda discriminación directa e
indirecta basada en la discapacidad.

3. Existirá discriminación directa cuando una
persona sea tratada de manera menos favorable
que otra en situación análoga por motivo de su
discapacidad.

Existirá discriminación indirecta cuando una dis-
posición legal o reglamentaria, una cláusula con-
vencional o contractual, un pacto individual o una
decisión unilateral del empresario, aparentemente
neutros, puedan ocasionar una desventaja particu-
lar a las personas con discapacidad respecto de
otras personas, siempre que objetivamente no res-
pondan a una finalidad legítima y que los medios
para la consecución de esta finalidad no sean ade-
cuados y necesarios, o salvo que el empresario ven-
ga obligado a adoptar medidas adecuadas, en fun-
ción de las necesidades de cada situación concreta
y de acuerdo con el artículo 37 bis de esta ley,
para eliminar las desventajas que supone esa dis-
posición, cláusula, pacto o decisión.»

Dos. Se introduce un nuevo artículo 37 bis en la
Ley 13/1982, de 7 de abril, con la siguiente redacción:

«1. Para garantizar la plena igualdad en el tra-
bajo, el principio de igualdad de trato no impedirá
que se mantengan o adopten medidas específicas
destinadas a prevenir o compensar las desventajas
ocasionadas por motivo de discapacidad.

2. Los empresarios están obligados a adoptar
las medidas adecuadas para la adaptación del pues-
to de trabajo y la accesibilidad de la empresa, en
función de las necesidades de cada situación con-
creta, con el fin de permitir a las personas con
discapacidad acceder al empleo, desempeñar su
trabajo, progresar profesionalmente y acceder a la
formación, salvo que esas medidas supongan una
carga excesiva para el empresario.

Para determinar si una carga es excesiva se ten-
drá en cuenta si es paliada en grado suficiente

mediante las medidas, ayudas o subvenciones
públicas para personas con discapacidad, así como
los costes financieros y de otro tipo que las medidas
impliquen y el tamaño y el volumen de negocios
total de la organización o empresa.»

Artículo 39. Modificaciones de la Ley 45/1999, de 29
de noviembre, sobre el desplazamiento de trabaja-
dores en el marco de una prestación de servicios
transnacional.

El párrafo c) del apartado 1 del artículo 3 de la
Ley 45/1999, de 29 de noviembre, queda redactado
de la siguiente forma:

«c) La igualdad de trato y la no discriminación
directa o indirecta por razón de sexo, origen, inclui-
do el racial o étnico, estado civil, edad dentro de
los límites legalmente marcados, condición social,
religión o convicciones, ideas políticas, orientación
sexual, afiliación o no a un sindicato y a sus acuer-
dos, vínculos de parentesco con otros trabajadores
en la empresa, lengua o discapacidad, siempre que
los trabajadores se hallasen en condiciones de apti-
tud para desempeñar el trabajo o empleo de que
se trate.»

Artículo 40. Modificaciones del texto refundido de la
Ley de Procedimiento Laboral, aprobado por el Real
Decreto Legislativo 2/1995, de 7 de abril.

Uno. El artículo 96 del texto refundido de la Ley
de Procedimiento Laboral queda redactado de la siguien-
te forma:

«Artículo 96.
En aquellos procesos en que de las alegaciones

de la parte actora se deduzca la existencia de indi-
cios fundados de discriminación por razón de sexo,
origen racial o étnico, religión o convicciones, dis-
capacidad, edad u orientación sexual, correspon-
derá al demandado la aportación de una justifica-
ción objetiva y razonable, suficientemente probada,
de las medidas adoptadas y de su proporciona-
lidad.»

Dos. El artículo 181 del texto refundido de la Ley
de Procedimiento Laboral queda redactado de la siguien-
te forma:

«Artículo 181.
Las demandas de tutela de los demás derechos

fundamentales y libertades públicas, incluida la
prohibición de tratamiento discriminatorio y del
acoso, que se susciten en el ámbito de las rela-
ciones jurídicas atribuidas al conocimiento del
orden jurisdiccional social, se tramitarán conforme
a las disposiciones establecidas en este capítulo.
En dichas demandas se expresarán el derecho o
derechos fundamentales que se estimen infringi-
dos.»

Artículo 41. Modificaciones del texto refundido de la
Ley sobre Infracciones y Sanciones en el Orden Social,
aprobado por el Real Decreto legislativo 5/2000,
de 4 de agosto.

Uno. El apartado 12 del artículo 8 de la Ley sobre
Infracciones y Sanciones en el Orden Social queda redac-
tado de la siguiente forma:

«12. Las decisiones unilaterales del empresario
que impliquen discriminaciones directas o indirec-
tas desfavorables por razón de edad o discapacidad
o favorables o adversas en materia de retribuciones,
jornadas, formación, promoción y demás condicio-
nes de trabajo, por circunstancias de sexo, origen,
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incluido el racial o étnico, estado civil, condición
social, religión o convicciones, ideas políticas, orien-
tación sexual, adhesión o no a sindicatos y a sus
acuerdos, vínculos de parentesco con otros traba-
jadores en la empresa o lengua dentro del Estado
español, así como las decisiones del empresario
que supongan un trato desfavorable de los traba-
jadores como reacción ante una reclamación efec-
tuada en la empresa o ante una acción judicial des-
tinada a exigir el cumplimiento del principio de
igualdad de trato y no discriminación.»

Dos. Se añade un apartado 13 bis al artículo 8 de
la Ley sobre Infracciones y Sanciones en el Orden Social
que queda redactado de la siguiente forma:

«13 bis. El acoso por razón de origen racial
o étnico, religión o convicciones, discapacidad,
edad y orientación sexual, cuando se produzcan
dentro del ámbito a que alcanzan las facultades
de dirección empresarial, cualquiera que sea el suje-
to activo del mismo, siempre que, conocido por
el empresario, éste no hubiera adoptado las medi-
das necesarias para impedirlo.»

Tres. El apartado 2 del artículo 16 de la Ley sobre
Infracciones y Sanciones en el Orden Social queda redac-
tado en los siguientes términos:

«2. Establecer condiciones, mediante la publi-
cidad, difusión o por cualquier otro medio, que
constituyan discriminaciones favorables o adversas
para el acceso al empleo por motivos de sexo, ori-
gen, incluido el racial o étnico, edad, estado civil,
discapacidad, religión o convicciones, opinión polí-
tica, orientación sexual, afiliación sindical, condi-
ción social y lengua dentro del Estado.»

Artículo 42. Fomento de la igualdad en la negociación
colectiva.

Los convenios colectivos podrán incluir medidas diri-
gidas a combatir todo tipo de discriminación en el tra-
bajo, a favorecer la igualdad de oportunidades y a pre-
venir el acoso por razón de origen racial o étnico, religión
o convicciones, discapacidad, edad u orientación sexual.

Artículo 43. Fomento de planes de igualdad.

Los poderes públicos fomentarán la adopción por las
empresas y por las organizaciones sindicales y empre-
sariales de planes de igualdad a favor de las personas
con discapacidad, mediante los incentivos y medidas
de apoyo establecidos para ello.

CAPÍTULO IV

Otras normas en materia social

Artículo 44. Programa de fomento del empleo para el
año 2004.

Uno. Ámbito de aplicación.

1. Podrán acogerse a las bonificaciones estableci-
das para el programa de fomento de empleo:

1.1 Las empresas que contraten indefinidamente,
incluida la contratación de trabajadores fijos disconti-
nuos y de acuerdo con los requisitos y condiciones que
se señalan en esta norma, a trabajadores desempleados,
inscritos en la oficina de empleo e incluidos en algunos
de los colectivos siguientes:

a) Mujeres desempleadas, entre 16 y 45 años.
b) Mujeres desempleadas, cuando se contraten

para prestar servicios en profesiones u ocupaciones con
menor índice de empleo femenino.

c) Desempleados inscritos ininterrumpidamente en
la oficina de empleo durante seis o más meses.

d) Desempleados mayores de 45 años y hasta 55.
e) Desempleados mayores de 55 años y hasta 65.
f) Desempleados perceptores de prestaciones o

subsidios por desempleo, a los que les reste un año
o más de percepción en el momento de la contratación.

g) Desempleados perceptores del subsidio por
desempleo a favor de los trabajadores incluidos en el
Régimen especial agrario de la Seguridad Social, así
como a los perceptores de la renta agraria.

h) Desempleados admitidos en el programa que
contempla la ayuda específica denominada renta activa
de inserción.

i) Mujeres desempleadas inscritas en la oficina de
empleo que sean contratadas en los veinticuatro meses
siguientes a la fecha del parto.

1.2 Los trabajadores incluidos en el campo de apli-
cación del Régimen especial de la Seguridad Social de
trabajadores por cuenta propia o autónomos, dados de
alta en el mismo al menos desde el 1 de enero de 2003,
que contraten indefinidamente, incluida la contratación
de trabajadores fijos discontinuos, a trabajadores desem-
pleados inscritos en la oficina de empleo incluidos en
alguno de los colectivos definidos en el apartado anterior.

1.3 Las empresas y las entidades sin ánimo de lucro
que contraten, indefinidamente, incluida la contratación
de trabajadores fijos discontinuos, o temporalmente, tra-
bajadores desempleados en situación de exclusión
social, podrán acogerse a las bonificaciones previstas
en esta norma en los términos que en la misma se indi-
can. La situación de exclusión social se acreditará por
los servicios sociales competentes y queda determinada
por la pertenencia a alguno de los siguientes colectivos:

a) Perceptores de rentas mínimas de inserción, o
cualquier otra prestación de igual o similar naturaleza,
según la denominación adoptada en cada comunidad
autónoma.

b) Personas que no puedan acceder a las presta-
ciones a las que se hace referencia en el párrafo anterior,
por alguna de las siguientes causas:

1.a Falta de periodo exigido de residencia o empa-
dronamiento, o para la constitución de la unidad per-
ceptora.

2.a Haber agotado el período máximo de percepción
legalmente establecido.

c) Jóvenes mayores de 18 años y menores de 30,
procedentes de instituciones de protección de menores.

d) Personas con problemas de drogadicción o alco-
holismo que se encuentren en procesos de rehabilitación
o reinserción social.

e) Internos de centros penitenciarios cuya situación
penitenciaria les permita acceder a un empleo, así como
liberados condicionales y ex reclusos.

f) Menores internos incluidos en el ámbito de apli-
cación de la Ley Orgánica 5/2002, de 12 de enero,
reguladora de la responsabilidad penal de los menores,
cuya situación les permita acceder a un empleo, así como
los que se encuentran en situación de libertad vigilada
y los ex internos.

1.4 Las cooperativas o sociedades laborales a las
que se incorporen desempleados incluidos en alguno
de los colectivos establecidos en los apartados 1.1 y 1.3
de este número uno, como socios trabajadores o de
trabajo, con carácter indefinido y siempre que la entidad
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haya optado por un régimen de Seguridad Social propio
de trabajadores por cuenta ajena.

1.5 Los empleadores a los que se refieren los apar-
tados 1.1, 1.2, 1.3 y 1.4 que contraten o incorporen
indefinidamente, incluida la contratación de trabajadores
fijos discontinuos, o temporalmente, a personas que ten-
gan acreditada por la Administración competente la con-
dición de víctima de violencia doméstica por parte de
algún miembro de la unidad familiar de convivencia.

2. Igualmente se incentivará, en los términos pre-
vistos en esta norma, la transformación en indefinidos,
incluida la modalidad de fijo discontinuo, de los contratos
de duración determinada o temporales, celebrados con
anterioridad al 1 de enero de 2004. Además, se incen-
tivará la transformación en indefinidos de los contratos
formativos, de relevo y de sustitución por anticipación
de la edad de jubilación, cualquiera que sea la fecha
de su celebración.

3. Asimismo, los contratos de trabajo de carácter
indefinido, suscritos con trabajadores de 60 o más años
y con una antigüedad en la empresa de cinco o más
años, darán derecho a las bonificaciones previstas en
este artículo.

Las cooperativas tendrán derecho a dichas bonifica-
ciones respecto a sus socios trabajadores o de trabajo,
con vínculo de carácter indefinido, mayores de 60 años
y con la antigüedad establecida en el párrafo anterior,
siempre que la entidad haya optado por un régimen de
Seguridad Social propio de trabajadores por cuenta aje-
na.

4. Los contratos de trabajo, de carácter indefinido
o de duración determinada o temporales, de las mujeres
trabajadoras que sean suspendidos por maternidad y
por excedencia por cuidado de hijo, así como la trans-
formación de los contratos de duración determinada o
temporales en indefinidos, darán derecho a las bonifi-
caciones previstas en este artículo cuando se produzca
la reincorporación efectiva de la mujer al trabajo en los
dos años siguientes a la fecha del parto, siempre que
éste se hubiera producido con posterioridad a la entrada
en vigor de esta disposición.

Las cooperativas y las sociedades laborales tendrán
derecho a dichas bonificaciones respecto de sus socias
trabajadoras o de trabajo, con vínculo de carácter inde-
finido, siempre que la entidad haya optado por un régi-
men de Seguridad Social propio de trabajadores por
cuenta ajena.

Dos. Requisitos de los beneficiarios.

Los beneficiarios de las ayudas previstas en esta nor-
ma deberán reunir los siguientes requisitos:

a) Hallarse al corriente en el cumplimiento de sus
obligaciones tributarias y frente a la Seguridad Social
tanto en la fecha de la concesión de las bonificaciones
como durante la percepción de las mismas. La falta de
ingreso en plazo reglamentario de dichas obligaciones
dará lugar a la pérdida automática de las bonificaciones
reguladas en el presente programa, respecto de las cuo-
tas correspondientes a períodos no ingresados en dicho
plazo.

b) No haber sido excluidos del acceso a los bene-
ficios derivados de la aplicación de los programas de
empleo por la comisión de infracciones muy graves no
prescritas, todo ello de conformidad con lo previsto en
el artículo 46.2 de la Ley sobre Infracciones y Sanciones
en el Orden Social, Texto Refundido aprobado en el Real
Decreto Legislativo 5/2000, de 4 de agosto.

Tres. Incentivos.

1. Los contratos indefinidos iniciales, incluidos los
fijos discontinuos, a tiempo completo o parcial, celebra-

dos durante el año 2004, darán derecho, a partir de
la fecha de la contratación, a las siguientes bonifica-
ciones de la cuota empresarial a la Seguridad Social
por contingencias comunes:

a) Contratación de mujeres desempleadas entre 16
y 45 años: 25 por 100 durante el período de los vein-
ticuatro meses siguientes al inicio de la vigencia del
contrato.

b) Contratación de mujeres para prestar servicios
en profesiones y ocupaciones establecidas en la Orden
ministerial de 16 de septiembre de 1998, para el fomen-
to del empleo estable de mujeres en las profesiones
y ocupaciones con menor índice de empleo femenino,
que reúnan además, el requisito de permanecer inscritas
ininterrumpidamente en la oficina de empleo, por un
período mínimo de seis meses, o bien sean mayores
de 45 años: 70 por ciento durante el primer año de
vigencia del contrato; 60 por ciento durante el segundo
año de vigencia del mismo. Si no reunieran alguno de
los anteriores requisitos adicionales, la bonificación será
del 35 por ciento durante el período de los 24 meses
siguientes al inicio de la vigencia del contrato.

c) Contrataciones de desempleados inscritos inin-
terrumpidamente en la oficina de empleo durante un
período mínimo de seis meses: 20 por ciento durante
el período de los veinticuatro meses siguientes al inicio
de la vigencia del contrato.

d) Contrataciones de desempleados mayores de 45
años y hasta los 55 años: 50 por ciento durante el primer
año de vigencia del contrato; 45 por ciento durante el
resto de la vigencia del mismo.

e) Contrataciones de desempleados mayores de 55
y hasta los 65 años: 55 por ciento durante el primer
año de vigencia del contrato; 50 por ciento durante el
resto de la vigencia del mismo.

f) Contratación de perceptores de prestaciones o
subsidios por desempleo, a los que les reste un año
o más de percepción en el momento de la contrata-
ción: 50 por ciento durante el primer año de vigencia
del contrato; 45 por ciento durante el segundo año de
vigencia del mismo.

g) Contrataciones de desempleados perceptores del
subsidio por desempleo a favor de los trabajadores inclui-
dos en el Régimen especial agrario de la Seguridad
Social, así como a los perceptores de la renta agra-
ria: 90 por ciento durante el primer año de vigencia
del contrato; 85 por ciento durante el segundo año de
vigencia del mismo.

h) Contratación de desempleados admitidos en el
programa que contempla la ayuda específica denomi-
nada renta activa de inserción: 65 por ciento durante 24
meses siguientes al inicio de la vigencia del contra-
to; 45 por ciento durante el resto de vigencia del mismo
en el caso de trabajadores mayores de 45 años y hasta
los 55; o 50 por ciento durante el resto de vigencia
del mismo en el caso de trabajadores mayores de 55
años y hasta los 65.

i) Contratación de mujeres desempleadas inscritas
en la oficina de empleo que sean contratadas en los
veinticuatro meses siguientes a la fecha de parto: 100
por ciento durante los 12 meses siguientes al inicio de
la vigencia del contrato.

2. La contratación indefinida a tiempo completo o
parcial, incluida la contratación de trabajadores fijos dis-
continuos, que realice un trabajador autónomo de los
referidos en el apartado 1.2 del número uno con un
trabajador desempleado dará lugar a la aplicación de
las bonificaciones en la cuota empresarial a la Seguridad
Social por contingencias comunes previstas en el núme-
ro 1 de este apartado, con un incremento de cinco puntos
respecto de lo previsto para cada caso, excepto en el
supuesto del párrafo i).
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3. La incorporación a las cooperativas o sociedades
laborales como socios trabajadores o de trabajo, con
carácter indefinido y encuadrados en un régimen por
cuenta ajena de Seguridad Social que se produzcan has-
ta el 31 de diciembre de 2004 darán derecho a partir
de la fecha de incorporación a las bonificaciones de la
cuota empresarial a la Seguridad Social por contingen-
cias comunes establecidas en los apartados 1, 5, 6, 7
y 8 de este número tres, según proceda en cada caso.

4. Cuando las contrataciones iniciales previstas en
los párrafos c), d), e), f) y h) del apartado 1 y en los
apartados 2, 3, 5 y 6 de este número se realicen a
tiempo completo con mujeres desempleadas, las boni-
ficaciones de cuotas se incrementarán en 10 puntos.

5. Las empresas y entidades que contraten inde-
finidamente, incluida la contratación de trabajadores fijos
discontinuos, o temporalmente, bien mediante contra-
taciones a tiempo completo o parcial, a trabajadores
desempleados en situación de exclusión social, en los
términos del apartado 1.3 del número uno, podrán apli-
car una bonificación en la cuota empresarial a la Segu-
ridad Social por contingencias comunes del 65 por cien-
to, durante un máximo de 24 meses. Cuando un mismo
trabajador celebre distintos contratos de trabajo, ya sea
con una misma empresa o entidad, o con otra distinta,
con o sin solución de continuidad, se aplicará igualmente
el máximo de 24 meses desde la fecha inicial del primer
contrato.

6. Los empleadores a los que se refieren los apar-
tados 1.1, 1.2, 1.3 y 1.4 del número uno que contraten
o incorporen indefinidamente, incluida la contratación
de trabajadores fijos discontinuos, o temporalmente, a
personas que tengan acreditada por la Administración
competente la condición de víctima de violencia domés-
tica por parte de algún miembro de la unidad familiar
de convivencia, podrán aplicar una bonificación en la
cuota empresarial a la Seguridad Social por contingen-
cias comunes del 65 por ciento, durante un máximo
de 24 meses. Cuando un mismo trabajador celebre dis-
tintos contratos de trabajo, ya sea con un mismo emplea-
dor o con otro distinto, con o sin solución de continuidad,
se aplicará igualmente el máximo de 24 meses desde
la fecha inicial del primer contrato.

7. Las transformaciones en indefinidos, incluidas las
que se acuerden a la modalidad de fijo discontinuo que
se realicen hasta el 31 de diciembre de 2004, de los
contratos de duración determinada o temporales cele-
brados a tiempo completo o parcial con anterioridad
al 1 de enero de 2004, así como la de los contratos
formativos, de relevo y de sustitución por anticipación
de la edad de jubilación concertados, de acuerdo a lo
dispuesto en su normativa reguladora, a tiempo com-
pleto o parcial, cualquiera que sea la fecha de su cele-
bración, darán lugar a una bonificación del 25 por ciento
durante el período de los 24 meses siguientes al inicio
de la vigencia del nuevo contrato.

Darán derecho a la misma bonificación las transfor-
maciones de contratos de prácticas y de relevo cele-
brados inicialmente a tiempo parcial, en indefinidos a
tiempo parcial. En este supuesto la jornada del nuevo
contrato indefinido será como mínimo igual a la del con-
trato de prácticas o de relevo que se transforma.

8. Los contratos de trabajo de carácter indefinido
que estén suscritos con trabajadores de sesenta o más
años y con una antigüedad en la empresa de cinco o
más años, darán derecho durante 2004 a una bonifi-
cación sobre las cuotas correspondientes a la aportación
empresarial en la cotización a la Seguridad Social por
contingencias comunes, salvo por incapacidad temporal
derivada de las mismas, de la siguiente cuantía:

50 por ciento para los que reúnan los requisitos por
primera vez en 2004.

60 por ciento para los que ya reunían los requisitos
en 2003.

70 por ciento para los que ya reunían los requisitos
en 2002.

Dichos porcentajes se incrementarán en un 10 por
ciento en cada ejercicio hasta alcanzar un máximo
del 100 por ciento.

Si al cumplir 60 años de edad el trabajador no tuviere
la antigüedad en la empresa de cinco años, la bonifi-
cación a la que se refiere el párrafo anterior será aplicable
a partir de la fecha en que alcance la citada antigüedad.

Las mismas bonificaciones se aplicarán en el caso
de cooperativas respecto a sus socios trabajadores o de
trabajo, con vínculo de carácter indefinido, mayores
de 60 años y con la antigüedad establecida en el párrafo
primero de este apartado, siempre que la entidad haya
optado por un régimen de Seguridad Social propio de
trabajadores por cuenta ajena.

9. Los contratos de trabajo y relaciones a que se
refiere el apartado 4 del número uno de este artículo
darán derecho a una bonificación en la cuota empresarial
por contingencias comunes del 100 por ciento durante
los doce meses siguientes a la reincorporación efectiva
de la mujer al trabajo tras el período de suspensión del
contrato por maternidad y por excedencia por cuidado
de hijo, de acuerdo con lo establecido en el citado apar-
tado 4.

En el supuesto de contratos de duración determinada
o temporales suscritos con anterioridad a la entrada en
vigor de la presente disposición, cuando se produzca
la reincorporación en los términos señalados en el párra-
fo anterior y antes de haber transcurrido un año desde
la misma, se transforme el contrato en indefinido, la dura-
ción de la bonificación que se refiere al párrafo anterior
será de 18 meses.

La bonificación a que se refieren los párrafos ante-
riores no será acumulable a otras bonificaciones pre-
vistas por transformación de contratos.

10. Los contratos de trabajo acogidos al presente
programa de fomento de empleo estable se formalizarán
en el modelo oficial que disponga el Instituto Nacional
de Empleo, excepto en el supuesto de contratos ya exis-
tentes, a los que se refieren los apartados 3 y 4 del
número uno.

Cuatro. Concurrencia de bonificaciones.
En el supuesto en que la contratación indefinida de

un trabajador desempleado o su incorporación como
socio trabajador o socio de trabajo a una cooperativa
o sociedad laboral celebrada en virtud de este programa
de fomento de empleo pudiera dar lugar simultánea-
mente a su inclusión en más de uno de los supuestos
para los que están previstas bonificaciones, sólo será
posible aplicarlas respecto de uno de ellos, correspon-
diendo la opción al beneficiario de las deducciones pre-
vistas en esta norma.

No obstante lo señalado en el párrafo anterior, las
bonificaciones en las cotizaciones previstas para los con-
tratos indefinidos con trabajadores de 60 o más años
y con una antigüedad en la empresa de cinco o más
años, serán compatibles con las bonificaciones estable-
cidas con carácter general en los Programas de Fomento
de Empleo y serán a cargo del Instituto Nacional de
Empleo, sin que en ningún caso la suma de las boni-
ficaciones aplicables pueda superar el 100 por ciento
sin perjuicio, en su caso, de lo dispuesto en el artícu-
lo 112 bis del texto refundido de la Ley General de la
Seguridad Social.

Cinco. Exclusiones.
1. Las bonificaciones previstas en este programa

no se aplicarán en los siguientes supuestos:
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a) Relaciones laborales de carácter especial previs-
tas en el artículo 2 de la Ley del Estatuto de los Tra-
bajadores, texto refundido aprobado por el Real Decreto
Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, u otras disposi-
ciones legales, con la excepción de la relación laboral
de carácter especial de los penados en instituciones peni-
tenciarias y de la relación laboral especial de los menores
en centro de internamiento, a las que se puede aplicar
el régimen de bonificaciones establecidas para los tra-
bajadores desempleados en situación de exclusión
social.

b) Contrataciones que afecten al cónyuge, ascen-
dientes, descendientes y demás parientes, por consan-
guinidad o afinidad, hasta el segundo grado inclusive,
del empresario o de quienes ostenten cargos de direc-
ción o sean miembros de los órganos de administración
de las entidades o de las empresas que revistan la forma
jurídica de sociedad, así como las que se produzcan con
estos últimos.

c) Contrataciones realizadas con trabajadores que
en los veinticuatro meses anteriores a la fecha de la
contratación hubiesen prestado servicios en la misma
empresa, grupo de empresas o entidad mediante un con-
trato por tiempo indefinido.

Lo dispuesto en el párrafo precedente será también
de aplicación en el supuesto de vinculación laboral ante-
rior del trabajador con empresas a las que el solicitante
de los beneficios haya sucedido en virtud de lo esta-
blecido en el artículo 44 del Real Decreto Legislati-
vo 1/1995, de 24 de marzo.

d) Trabajadores que hayan finalizado su relación
laboral de carácter indefinido en un plazo de tres meses
previos a la formalización del contrato.

e) Incorporaciones de socios trabajadores o de tra-
bajo a cooperativas o sociedades laborales cuando hayan
mantenido un vínculo contractual previo con dichas
sociedades superior a los 12 meses.

2. Las empresas o entidades que hayan extinguido
o extingan, por despido declarado improcedente o por
despido colectivo, contratos bonificados al amparo de
la presente norma y del Real Decreto Ley 9/1997, de 17
de mayo, por el que se regulan incentivos en materia
de Seguridad Social y de carácter fiscal para el fomento
y la estabilidad en el empleo y de la Ley 64/1997, de 26
de diciembre; así como de la Ley 50/1998, de 30 de
diciembre; de la Ley 55/1999, de 29 de diciembre; de
la Ley 14/2000, de 29 de diciembre; de la Ley 12/2001,
de 9 de julio; de la Ley 24/2001, de 27 de diciembre;
del Real Decreto Ley 16/2001, de 27 de diciembre; de
la Ley 35/2002, de 12 de julio, y de la Ley 53/2002,
de 30 de diciembre, quedarán excluidas por un período
de 12 meses, de las bonificaciones contempladas en
la presente disposición. La citada exclusión afectará a
un número de contrataciones igual al de las extinguidas.

El período de exclusión se contará a partir de la decla-
ración de improcedencia del despido o de la extinción
derivada del despido colectivo.

3. No serán aplicables a las aportaciones empre-
sariales relativas a trabajadores que presten sus servicios
en las Administraciones públicas o en los organismos
públicos regulados en el título III de la Ley 6/1997, de 14
de abril, de Organización y Funcionamiento de la Admi-
nistración General del Estado:

a) Las bonificaciones de los contratos indefinidos
con trabajadores de 60 o más años y con una antigüedad
en la empresa de cinco o más años.

b) Las bonificaciones de los contratos de trabajo
de las mujeres trabajadoras que sean suspendidos por
maternidad y por excedencia por cuidado de hijo.

Seis. Incompatibilidades.

Las bonificaciones aquí previstas no podrán, en con-
currencia con otras medidas de apoyo público estable-
cidas para la misma finalidad, superar el 60 por ciento
del coste salarial anual correspondiente al contrato que
se bonifica.

Siete. Financiación y control de los incentivos.

1. Las bonificaciones previstas para la contratación
establecidas en la presente norma, se financiarán con
cargo a la correspondiente partida presupuestaria del
Instituto Nacional de Empleo.

2. La Tesorería General de la Seguridad Social faci-
litará mensualmente al Instituto Nacional de Empleo el
número de trabajadores objeto de bonificaciones de cuo-
tas a la Seguridad Social, detallados por colectivos, con
sus respectivas bases de cotización y las deducciones
que se apliquen como consecuencia de lo previsto en
la presente norma.

3. Con la misma periodicidad, la Dirección General
del Instituto Nacional de Empleo, facilitará a la Dirección
General de Inspección de Trabajo y Seguridad Social
la información necesaria sobre el número de contratos
comunicados objeto de bonificaciones de cuotas, deta-
llados por colectivos, así como cuanta información rela-
tiva a las cotizaciones y deducciones aplicadas a los
mismos sea precisa, al efecto de facilitar a este centro
directivo la planificación y programación de la actuación
inspectora que permita vigilar la adecuada aplicación
de las bonificaciones previstas en esta norma por los
sujetos beneficiarios de la misma.

Ocho. Reintegro de los beneficios.

1. En los supuestos de obtención de las bonifica-
ciones sin reunir los requisitos exigidos, procederá la
devolución de las cantidades dejadas de ingresar por
bonificación de cuotas a la Seguridad Social con el recar-
go correspondiente.

2. La obligación de reintegro establecida en el párra-
fo anterior se entiende sin perjuicio de lo previsto en
la Ley sobre Infracciones y Sanciones en el Orden Social,
texto refundido aprobado por el Real Decreto Legisla-
tivo 5/2002, de 4 de agosto.

Nueve. Mantenimiento de bonificaciones.

Se podrán mantener las bonificaciones de las cuotas
a la Seguridad Social que se vinieran disfrutando por
la contratación indefinida de un trabajador cuando éste
haya extinguido voluntariamente un contrato, acogido
a medidas previstas en los Programas anuales de fomen-
to del empleo de aplicación a partir del 17 de mayo
de 1997, y sea contratado sin solución de continuidad
mediante un nuevo contrato indefinido, a tiempo com-
pleto o parcial, incluida la modalidad de fijo discontinuo,
por otra empresa o entidad, dentro del mismo grupo
de empresas.

En este caso, al nuevo contrato le serán de aplicación
las bonificaciones de las cuotas a la Seguridad Social
que respecto del trabajador se vinieran disfrutando por
el anterior empleador, en la misma cuantía y por el tiem-
po que reste para completar el período total previsto
en el momento de su contratación indefinida inicial.

Si el primer empleador hubiera percibido alguna otra
ayuda de fomento del empleo por la misma contratación,
no estará obligado a su devolución, ni se tendrá derecho
a una nueva ayuda en su caso por el nuevo contrato.

Artículo 45.

Uno. Se modifica el párrafo primero del apartado 2
del artículo 1 de la Ley 4/1997, de 24 de marzo, de



46910 Miércoles 31 diciembre 2003 BOE núm. 313

Sociedades Laborales, que queda redactado en los
siguientes términos:

«2. El número de horas-año trabajadas por los
trabajadores contratados por tiempo indefinido que
no sean socios, no podrá ser superior al 15 por
ciento del total de horas-año trabajadas por los
socios trabajadores. Si la sociedad tuviera menos
de 25 socios trabajadores, el referido porcentaje
no podrá ser superior al 25 por ciento del total
de horas-año trabajadas por los socios trabajadores,
para el cálculo de estos porcentajes no se tomarán
en cuenta los trabajadores con contrato de dura-
ción determinada y los trabajadores con discapa-
cidad psíquica en grado igual o superior al 33 por
ciento con contrato indefinido.»

Dos. En relación con el encuadramiento del personal
del servicio de practicaje se introducen las siguientes
modificaciones legales:

1. El apartado 4 del párrafo a) del artículo 2 del
Decreto 2864/1974, de 30 agosto, por el que se aprue-
ba el texto refundido de las Leyes 116/1969, de 30
de diciembre, y 24/1972, de 21 de junio, por el que
se regula el Régimen Especial de la Seguridad Social
de los Trabajadores del Mar, queda redactado en los
siguientes términos:

«4. Tráfico interior de puertos, embarcaciones
deportivas y de recreo y practicaje.»

2. Se incorpora un párrafo segundo al artículo 4
del Decreto 2864/1974, de 30 de agosto, por el que
se aprueba el texto refundido de las Leyes 116/1969,
de 30 diciembre, y 24/1972, de 21 de junio, por el
que se regula el Régimen Especial de la Seguridad Social
de los Trabajadores del Mar, con el siguiente contenido:

«Asimismo, se asimilan a trabajadores por cuen-
ta ajena los prácticos de puerto que, para la rea-
lización de su actividad de practicaje, se constituyan
en corporaciones de prácticos de puertos o enti-
dades que las sustituyan, teniendo los mismos dere-
chos y obligaciones en cuanto a este Régimen Espe-
cial se refiere que los trabajadores por cuenta ajena
incluidos en el párrafo a) del artículo 2, con excep-
ción del derecho a las prestaciones por desempleo
y del FOGASA de las que quedan excluidos. Dichas
corporaciones de prácticos de puertos o entidades
que las sustituyan tendrán la consideración de
empresarios a efectos de este régimen especial res-
pecto de los prácticos de puerto en ellas incluidos
y resto de personal a su servicio.»

3. Queda derogada la disposición final tercera de
la Ley 48/2003, de 26 de noviembre, de Régimen Eco-
nómico y de Prestación de Servicios de los Puertos de
Interés General.

Artículo 46. Modificación del texto refundido de la Ley
sobre Infracciones y Sanciones en el Orden Social
aprobado por Real Decreto Legislativo 5/2000, de 4
de agosto.

Se modifican los siguientes preceptos del texto refun-
dido de la Ley sobre Infracciones y Sanciones en el Orden
Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 5/2000,
de 4 de agosto.

Uno. Se modifica el título de la subsección primera
de la Sección tercera del capítulo II del texto refundido
de la Ley sobre Infracciones y Sanciones en el Orden
Social, que queda redactado en los términos siguientes:

«Infracciones de los empresarios, de las agencias
de colocación y de los beneficiarios de ayudas y
subvenciones en materia de empleo, ayudas de
fomento del empleo en general y formación pro-
fesional ocupacional y continua.»

Dos. Se introduce un nuevo apartado 4 en el artícu-
lo 14 del texto refundido de la Ley sobre Infracciones
y Sanciones en el Orden Social, con la siguiente redac-
ción:

«4. Incumplir, los empresarios y los beneficia-
rios de las ayudas y subvenciones públicas, las obli-
gaciones de carácter formal o documental exigidas
en la normativa específica sobre formación profe-
sional continua u ocupacional, siempre que no
estén tipificadas como graves o muy graves.»

Tres. Se introduce un nuevo apartado 6 en el artícu-
lo 15 del texto refundido de la Ley sobre Infracciones
y Sanciones en el Orden Social, con la siguiente redac-
ción:

«6. Incumplir, los empresarios y los beneficia-
rios de ayudas y subvenciones públicas, las obli-
gaciones establecidas en la normativa específica
sobre formación profesional continua u ocupacio-
nal siguientes, salvo que haya dado lugar al disfrute
indebido de bonificaciones en el pago de las cuotas
sociales:

a) No ejecutar las acciones formativas en los
términos, forma y plazos previamente preavisados
cuando no se hubiera notificado en tiempo y forma
su cancelación o modificación al órgano compe-
tente.

b) No establecer el debido control de asistencia
de los participantes en las acciones formativas, o
establecerlo de manera inadecuada.

c) Realizar subcontrataciones indebidas con
otras entidades, tanto en lo que respecta a la ges-
tión como a la ejecución de las acciones formativas.

d) Expedir certificaciones de asistencia o diplo-
mas que no se ajusten a las acciones formativas
aprobadas y/o realizadas o cuando no se hayan
impartido dichas acciones, así como negar su entre-
ga a los participantes en las acciones impartidas,
a pesar de haber sido requerido en tal sentido por
los órganos de vigilancia y control.»

Cuatro. Se introduce un nuevo apartado 5 en el ar-
tículo 16 del texto refundido de la Ley sobre Infracciones
y Sanciones en el Orden Social, con la siguiente redac-
ción:

«5. Incumplir, los empresarios y los beneficia-
rios de ayudas y subvenciones públicas, las obli-
gaciones establecidas en la normativa específica
sobre formación profesional continua u ocupacio-
nal siguientes, salvo que haya dado lugar al disfrute
indebido de bonificaciones en el pago de cuotas
sociales:

a) Solicitar cantidades en concepto de forma-
ción a los participantes, cuando las acciones for-
mativas sean financiables con fondos públicos y
gratuitas para los mismos.

b) Simular la contratación laboral con la fina-
lidad de que los trabajadores participen en pro-
gramas formativos.»

Cinco. Se modifica el título de la subsección segun-
da de la sección 3.a del capítulo II del texto refundido
de la Ley sobre Infracciones y Sanciones en el Orden
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Social, así como el título del artículo 17, que se incluye
en la mencionada subsección, que quedan redactados
en los términos siguientes:

«Infracciones de los trabajadores por cuenta aje-
na y propia.»

Seis. Se suprime el párrafo c) del apartado 1 del
artículo 17 del texto refundido de la Ley sobre Infrac-
ciones y Sanciones en el Orden Social.

Siete. Se modifica el apartado 2 del artículo 17 del
texto refundido de la Ley de Infracciones y Sanciones
en el Orden Social, quedando redactado en los siguientes
términos:

«2. Graves: rechazar una oferta de empleo ade-
cuada, ya sea ofrecida por el servicio público de
empleo o por las agencias de colocación sin fines
lucrativos, o negarse a participar en programas de
empleo, incluidos los de inserción profesional, o
en acciones de promoción, formación o reconver-
sión profesional, salvo causa justificada, ofrecidos
por el servicio público de empleo o por las entidades
asociadas de los servicios integrados para el
empleo.

A los efectos previstos en esta ley, se entenderá
por colocación adecuada la que reúna los requisitos
establecidos en el apartado 3 del artículo 231 del
texto refundido de la Ley General de la Seguridad
Social, aprobado por Real Decreto Legislati-
vo 1/1994, de 20 de junio, en aquellos aspectos
en los que sea de aplicación a los demandantes
de empleo no solicitantes ni beneficiarios de pres-
taciones por desempleo.»

Ocho. Se modifica el apartado 3 del artículo 17 del
texto refundido de la Ley sobre Infracciones y Sanciones
en el Orden Social, que queda redactado de la siguiente
manera:

«3. Muy graves: la no aplicación, o la desvia-
ción en la aplicación de las ayudas, en general,
de fomento del empleo percibidas por los traba-
jadores, así como la connivencia con los empre-
sarios y los beneficiarios de ayudas y subvenciones,
para la acreditación o justificación de acciones for-
mativas inexistentes o no realizadas.»

Nueve. Se modifica el apartado 12 del artículo 22
del texto refundido de la Ley de Infracciones y Sanciones
en el Orden Social, quedando redactado en los siguientes
términos:

«12. Obtener o disfrutar indebidamente reduc-
ciones o bonificaciones en el pago de las cuotas
sociales que correspondan, entendiendo producida
una infracción por cada trabajador afectado, salvo
que se trate de bonificaciones en materia de for-
mación continua, en que se entenderá producida
una infracción por empresa.»

Diez. Se introduce un nuevo apartado h) en el núme-
ro 1 del artículo 23 del texto refundido de la Ley de
Infracciones y Sanciones en el Orden Social, con la
siguiente redacción:

«h) El falseamiento de documentos para la
obtención o disfrute fraudulentos de bonificaciones
en materia de formación continua.»

Once. Se añade un apartado 6 en el artículo 21
del texto refundido de la Ley sobre Infracciones y San-
ciones en el Orden Social, en los términos siguientes:

«6. No remitir a la entidad correspondiente las
copias de los partes médicos de baja, confirmación

de la baja o alta de incapacidad temporal facilitadas
por los trabajadores, o su no transmisión por los
obligados o acogidos a la utilización del sistema
de presentación de tales copias, por medios infor-
máticos, electrónicos o telemáticos.»

Doce. Se introduce un nuevo apartado 3 en el ar-
tículo 24 del texto refundido de la Ley de Infracciones
y Sanciones en el Orden Social, quedando redactado
en los siguientes términos:

«3. En el caso de los solicitantes o beneficiarios
de prestaciones por desempleo de nivel contribu-
tivo o asistencial:

a) No comparecer, previo requerimiento ante
el servicio público de empleo, las agencias de colo-
cación sin fines lucrativos o las entidades asociadas
de los servicios integrados para el empleo, o no
renovar la demanda de empleo en la forma y fechas
que se determinen en el documento de renovación
de la demanda, salvo causa justificada.

b) No devolver en plazo, salvo causa justificada,
al servicio público de empleo o, en su caso, a las
agencias de colocación sin fines lucrativos el corres-
pondiente justificante de haber comparecido en el
lugar y fecha indicados para cubrir las ofertas de
empleo facilitadas por aquéllos.

c) No cumplir las exigencias del compromiso
de actividad, salvo causa justificada, siempre que
la conducta no esté tipificada como otra infracción
leve o grave en los artículos 24 ó 25 de esta ley.

A los efectos previstos en esta Ley, se entenderá
por compromiso de actividad el que reúna los requi-
sitos establecidos en el apartado 2 del artículo 231
del texto refundido de la Ley General de la
Seguridad Social, aprobado por Real Decreto Legis-
lativo 1/1994, de 20 de junio.»

Trece. Se introduce un nuevo apartado 4 en el ar-
tículo 25 del texto refundido de la Ley de Infracciones
y Sanciones en el Orden Social, quedando redactado
en los siguientes términos:

«4. En el caso de solicitantes o beneficiarios
de prestaciones por desempleo de nivel contribu-
tivo o asistencial:

a) Rechazar, una oferta de empleo adecuada,
ya sea ofrecida por el servicio público de empleo
o por las agencias de colocación sin fines lucrativos,
salvo causa justificada.

b) Negarse a participar en los trabajos de cola-
boración social, programas de empleo, incluidos
los de inserción profesional, o en acciones de pro-
moción, formación o reconversión profesional, sal-
vo causa justificada, ofrecidos por el servicio publi-
co de empleo o por las entidades asociadas de
los servicios integrados para el empleo.

A los efectos previstos en esta ley, se entenderá
por colocación adecuada y por trabajos de cola-
boración social, los que reúnan los requisitos esta-
blecidos, respectivamente, en el apartado 3 del ar-
tículo 231 y en el apartado 3 del artículo 213 del
texto refundido de la Ley General de la Seguridad
Social, aprobado por el Real Decreto Legislati-
vo 1/1994, de 20 de junio.»

Catorce. Se introduce un nuevo apartado 4 en el
artículo 26 del texto refundido de la Ley de Infracciones
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y Sanciones en el Orden Social, quedando redactado
en los siguientes términos:

«4. La no aplicación o la desviación en la apli-
cación de las prestaciones por desempleo, que se
perciban según lo que establezcan programas de
fomento de empleo.»

Quince. Se añade una nueva disposición adicional
al texto refundido de la Ley de Infracciones y Sanciones
en el Orden Social, con la siguiente redacción:

«Disposición adicional tercera. Competencia san-
cionadora en materia de prestaciones por
desempleo.
Lo dispuesto en el apartado 4 del artículo 48

de esta ley se entiende sin perjuicio de las funciones
en materia de empleo delimitadas por los reales
decretos de traspasos a las comunidades autóno-
mas de la gestión realizada por el Instituto Nacional
de Empleo en materia de trabajo, empleo y
formación, así como de la coordinación entre los
servicios públicos de empleo de las comunidades
autónomas y la entidad gestora de las prestaciones
por desempleo.

La coordinación a la que se refiere el párrafo
anterior se llevará a cabo en la Comisión de Coor-
dinación y Seguimiento, de composición paritaria,
contemplada en los reales decretos de traspasos
a las comunidades autónomas de la gestión rea-
lizada por el Instituto Nacional de Empleo en mate-
ria de trabajo, empleo y formación, y constituida
para la coordinación de la gestión del empleo y
la gestión de las prestaciones por desempleo, sin
perjuicio de los convenios que a tal efecto pudieran
suscribirse entre los órganos y entidades compe-
tentes del Estado y de las comunidades autóno-
mas.»

Dieciséis. Se modifica el artículo 47 del texto refun-
dido de la Ley sobre Infracciones y Sanciones en el Orden
Social, que pasa a tener la siguiente redacción:

«Artículo 47. Sanciones a los trabajadores, soli-
citantes y beneficiarios.

1. En el caso de los solicitantes y beneficiarios
de pensiones o prestaciones de Seguridad Social,
incluidas las de desempleo, las infracciones se san-
cionarán:

a) Las leves con pérdida de pensión durante
un mes. En el caso de las prestaciones por desem-
pleo de nivel contributivo o asistencial, las infrac-
ciones leves tipificadas en los apartados 2 y 3 del
artículo 24 se sancionarán conforme a la siguiente
escala:

1.a Infracción. Pérdida de 1 mes de prestacio-
nes.

2.a Infracción. Pérdida de 3 meses de presta-
ciones.

3.a Infracción. Pérdida de 6 meses de presta-
ciones.

4.a Infracción. Extinción de prestaciones.
Se aplicará esta escala a partir de la primera

infracción y cuando entre la comisión de una infrac-
ción leve y la anterior no hayan transcurrido más
de los 365 días que establece el artículo 41.1 de
esta ley, con independencia del tipo de infracción.

b) Las graves tipificadas en el artículo 25 con
pérdida de la prestación o pensión durante un perío-
do de tres meses, salvo las de sus números 2 y 3,
respectivamente, en las prestaciones por incapa-
cidad temporal y en las prestaciones y subsidios

por desempleo, en las que la sanción será de extin-
ción de la prestación.

En el caso de las prestaciones por desempleo
de nivel contributivo o asistencial las infracciones
graves tipificadas en el apartado 4 del artículo 25
se sancionarán conforme a la siguiente escala:

1.a Infracción. Pérdida de 3 meses de presta-
ciones.

2.a Infracción. Pérdida de 6 meses de presta-
ciones.

3.a Infracción. Extinción de prestaciones.

Se aplicará esta escala a partir de la primera
infracción y cuando entre la comisión de una infrac-
ción grave y la anterior no hayan transcurrido más
de los 365 días que establece el artículo 41.1 de
esta ley, con independencia del tipo de infracción.

c) Las muy graves, con pérdida de la pensión
durante un periodo de seis meses o con extinción
de la prestación o subsidio por desempleo.

Igualmente, se les podrá excluir del derecho a
percibir cualquier prestación económica y, en su
caso, ayuda de fomento de empleo durante un año,
así como del derecho a participar durante ese perío-
do en acciones formativas en materia de formación
profesional ocupacional y continua.

d) No obstante las sanciones anteriores, en el
supuesto de que la trasgresión de las obligaciones
afecte al cumplimiento y conservación de los requi-
sitos que dan derecho a la prestación, podrá la
entidad gestora suspender cautelarmente la misma
hasta que la resolución administrativa sea defini-
tiva.

2. En el caso de trabajadores por cuenta propia
o ajena, y demandantes de empleo no solicitantes
ni beneficiarios de prestaciones por desempleo, las
infracciones se sancionarán:

a) En el caso de desempleados inscritos como
demandantes de empleo en el servicio público de
empleo, no solicitantes ni beneficiarios de presta-
ciones por desempleo, las infracciones leves, gra-
ves y muy graves tipificadas en el artículo 17 se
sancionarán con el cambio de la situación admi-
nistrativa de su demanda de empleo de la de alta
a la de baja, situación en la que permanecerá duran-
te uno, tres y seis meses respectivamente. En esta
situación estos demandantes no participarán en
procesos de intermediación laboral ni serán bene-
ficiarios de las acciones de mejora de la ocupa-
bilidad contempladas en las políticas activas de
empleo.

No obstante lo establecido en el párrafo anterior,
estos demandantes, cuando trabajen y queden en
situación de desempleo, podrán inscribirse nueva-
mente en el servicio público de empleo y, en ese
caso, solicitar las prestaciones y subsidios por
desempleo si reúnen los requisitos exigidos para
ello.

b) En el caso de trabajadores por cuenta propia
o ajena que cometan las infracciones tipificadas
en el artículo 17.3, se les excluirá del derecho a
percibir ayudas de fomento de empleo y a participar
en acciones formativas en materia de formación
profesional ocupacional y continua durante seis
meses.

3. Las sanciones a que se refiere este artículo
se entienden sin perjuicio del reintegro de las can-
tidades indebidamente percibidas.

4. La imposición de las sanciones por las infrac-
ciones previstas en esta subsección se llevará a
efecto de acuerdo con lo previsto en el artícu-



BOE núm. 313 Miércoles 31 diciembre 2003 46913

lo 48.4 de esta ley, respetando la competencia res-
pectiva del órgano sancionador y estableciendo la
cooperación necesaria para la ejecución de la san-
ción impuesta, cuando la misma corresponda a la
competencia de otro órgano.»

Diecisiete. Se modifica el párrafo primero del apar-
tado 4 del artículo 48 del texto refundido de la Ley de
Infracciones y Sanciones en el Orden Social, quedando
redactado en los siguientes términos:

«4. La imposición de las sanciones por infrac-
ciones leves y graves a los trabajadores en materia
de empleo, formación profesional y ayudas para
el fomento del empleo, corresponde al servicio
público de empleo competente; y en materia de
Seguridad Social corresponde a la entidad gestora
de la Seguridad Social competente, salvo que la
sanción afecte a las prestaciones por desempleo,
en cuyo caso la competencia corresponde a la enti-
dad gestora de las mismas; la de las muy graves
a la autoridad competente a propuesta de la Ins-
pección de Trabajo y Seguridad Social.

Cuando la sanción impuesta consista en la extin-
ción de la prestación por desempleo por la comisión
de una infracción muy grave, la autoridad compe-
tente que haya impuesto la sanción dará traslado
a la entidad gestora de dicha prestación a los efec-
tos procedentes para su aplicación.

El servicio público de empleo comunicará, en
el momento en que se produzcan o conozcan, las
infracciones contenidas en los artículos 24.3 y 25.4
de esta ley, a la entidad gestora de las prestaciones
por desempleo, a los efectos sancionadores que
a ésta le corresponden».

Dieciocho. Se añade un nuevo párrafo, la d), al apar-
tado 4 del artículo 50 del texto refundido de la Ley de
Infracciones y Sanciones del Orden Social, con la siguien-
te redacción:

«d) El incumplimiento del deber de colabora-
ción con los funcionarios del sistema de la Inspec-
ción de Trabajo y Seguridad Social al no entregar
el empresario en soporte informático la información
requerida para el control de sus obligaciones en
materia de régimen económico de la Seguridad
Social, cuando esté obligado o acogido a la uti-
lización de sistemas de presentación de los docu-
mentos de cotización por medios informáticos, elec-
trónicos o telemáticos.»

El resto del artículo se mantiene con la misma redac-
ción.

Diecinueve. Se modifica el título de la subsección 3.a
de la sección 2.a del capítulo VI, que queda redactado
de la siguiente forma:

«Sanciones accesorias a los empresarios en
materia de empleo, ayudas de fomento del empleo,
formación ocupacional y continua y protección por
desempleo.»

Artículo 47. Modificación de la Ley Orgánica 1/2002,
de 22 de marzo, reguladora del Derecho de Asocia-
ción.

Se modifica el párrafo a) del apartado 1, del artícu-
lo 32 de la Ley Orgánica 1/2002, de 22 de marzo,
reguladora del Derecho de Asociación, que queda redac-
tado del siguiente modo:

«a) Que sus fines estatutarios tiendan a pro-
mover el interés general, en los términos definidos
por el art. 31.3 de esta ley, y sean de carácter

cívico, educativo, científico, cultural, deportivo, sani-
tario, de promoción de los valores constitucionales,
de promoción de los derechos humanos, de asis-
tencia social, de cooperación para el desarrollo, de
promoción de la mujer, de promoción y protección
de la familia, de protección de la infancia, de fomen-
to de la igualdad de oportunidades y de la tole-
rancia, de defensa del medio ambiente, de fomento
de la economía social o de la investigación, de pro-
moción del voluntariado social, de defensa de con-
sumidores y usuarios, de promoción y atención a
las personas en riesgo de exclusión por razones
físicas, sociales, económicas o culturales, y cua-
lesquiera otros de similar naturaleza.»

El resto del apartado y artículo quedan con la actual
redacción.

Artículo 48. Incremento de la multa a imponer a quien
emplee a un trabajador extranjero sin la preceptiva
autorización de trabajo.

1. Cuando se sancione a un empleador que utilice
un trabajador extranjero sin la preceptiva autorización
de trabajo, el importe de la multa establecido en la Ley
Orgánica 4/2000, sobre derechos y libertades de los
extranjeros en España y su integración social, se incre-
mentará en la cuantía que resulte de calcular lo que
hubiera correspondido ingresar por cuotas de Seguridad
Social y demás conceptos de recaudación conjunta, des-
de el comienzo de la prestación del trabajo del trabajador
extranjero hasta el último día en que se constate dicha
prestación de servicios.

2. En el acta de infracción que la Inspección de
Trabajo y Seguridad Social levante al efecto, la propuesta
de sanción especificará los parámetros utilizados para
el cálculo de la cuantía total de la multa según lo indicado
en el apartado anterior.

3. El importe correspondiente al incremento de esta
sanción se hará efectivo en la Tesorería General de la
Seguridad Social conforme al procedimiento reglamen-
tariamente establecido en ejecución de la citada Ley
Orgánica 4/2000.

CAPÍTULO V

Ayudas a los afectados por delitos de terrorismo

Artículo 49. Modificación de la Ley 14/2000, de 29
de diciembre, de medidas fiscales, administrativas y
del orden social.

Se modifica la disposición adicional novena de la
Ley 14/2000, de 29 de diciembre, de medidas fiscales,
administrativas y del orden social, en la redacción dada
a la misma por el artículo 48 de la Ley 53/2002, de 30
de diciembre, de medidas fiscales, administrativas y del
orden social, con el siguiente texto:

«Disposición adicional novena. Ámbito de aplica-
ción de la Ley 32/1999, de 8 de octubre, de
Solidaridad con las Víctimas del Terrorismo.

Uno. El ámbito temporal de aplicación de la
Ley 32/1999 se extiende a los hechos previstos
en dicha ley, acaecidos entre el 1 de enero de 2004
y el 31 de diciembre de 2004, sin perjuicio de
las demás ayudas que pudieran corresponder por
los mismos con arreglo al ordenamiento jurídico.

Dos. Cuando en virtud de sentencia firme se
reconociera una indemnización en concepto de res-
ponsabilidad civil por hechos acaecidos con pos-
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terioridad al 10 de octubre de 1999, superior a
la cantidad global percibida por los conceptos con-
templados en la Ley 13/1996, de 30 de diciembre,
de medidas fiscales, administrativas y del orden
social, y en la Ley 32/1999, la Administración
General del Estado abonará al interesado la dife-
rencia.

Tres. El plazo para solicitar las ayudas previstas
en la Ley 32/1999 por hechos ocurridos entre el 1
de enero de 2004 y el 31 de diciembre de 2004
será de un año contado a partir de la fecha en
que se hubieren producido.»

TÍTULO III

Del personal al servicio de las Administraciones
Públicas

CAPÍTULO I

Personal funcionario y estatutario

SECCIÓN 1.a NORMAS GENERALES

Artículo 50. Modificación de la Ley 30/1984, de 2
de agosto, de Medidas para la reforma de la Función
Pública.

Se modifican los siguientes preceptos de la
Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Medidas para la refor-
ma de la Función Pública.

Uno. Se modifica el párrafo b) del apartado 1 del
artículo 15, de la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de
Medidas para la Reforma de la Función Pública, que
queda redactado en siguientes términos:

«b) Las relaciones de puestos de trabajo indi-
carán, en todo caso, la denominación, tipo y sistema
de provisión de los mismos; los requisitos exigidos
para su desempeño; el nivel de complemento de
destino y, en su caso, el complemento específico
que corresponda a los mismos, cuando hayan de
ser desempeñados por personal funcionario, o la
categoría profesional y régimen jurídico aplicable
cuando sean desempeñados por personal laboral.»

Dos. Se modifica la redacción del artículo 16 de
la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Medidas para la
Reforma de la Función Pública, en los siguientes tér-
minos:

«Artículo 16.
Las comunidades autónomas y la Administración

local formarán también la relación de los puestos
de trabajo existentes en su organización, que debe-
rá incluir, en todo caso, la denominación, tipo y
sistema de provisión de los puestos, las retribu-
ciones complementarias que les correspondan y
los requisitos exigidos para su desempeño. Estas
relaciones de puestos serán públicas.»

Tres. Se modifican los apartados 1, 2 y 3 del artícu-
lo 22 de la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Medidas
para la Reforma de la Función Pública que quedan redac-
tados de la siguiente manera:

Apartado 1.
Se modifica el primer párrafo del apartado 1 del ar-

tículo 22, que queda redactado de la siguiente manera:
«Las Administraciones públicas facilitarán la pro-

moción interna consistente en el ascenso desde
cuerpos o escalas de un grupo de titulación a otros
del inmediato superior. Los funcionarios deberán

para ello poseer la titulación exigida para el ingreso
en los últimos, haber prestado servicios efectivos,
durante al menos dos años, como funcionario de
carrera en cuerpos o escalas del grupo de titulación
inmediatamente inferior al del cuerpo o escala al
que pretendan acceder, así como reunir los requi-
sitos y superar las pruebas que para cada caso
establezca el Ministerio de Administraciones Públi-
cas o el órgano competente de las demás Admi-
nistraciones públicas.»

El resto del apartado continúa con la misma redac-
ción.

Apartado 2.
Se modifica el primer párrafo del apartado 2 del ar-

tículo 22, que queda redactado de la siguiente manera:

«A propuesta del Ministro de Administraciones
Públicas, el Gobierno podrá determinar los cuerpos
y escalas de la Administración del Estado a los
que podrán acceder los funcionarios pertenecientes
a otros de su mismo grupo siempre que desem-
peñen funciones sustancialmente coincidentes o
análogas en su contenido profesional y en su nivel
técnico, se deriven ventajas para la gestión de los
servicios, se encuentren en posesión de la titulación
requerida, hayan prestado servicios efectivos
durante al menos dos años como funcionarios de
carrera en cuerpos o escalas del mismo grupo de
titulación al del cuerpo o escala al que pretendan
acceder y superen las correspondientes pruebas.»

El resto del apartado continúa con la misma redac-
ción.

Apartado 3.
Se modifica el apartado 3 del artículo 22 de la

Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Medidas para la Refor-
ma de la Función Pública que queda redactado de la
siguiente manera:

«A propuesta del Ministro de Administraciones
Públicas, el Gobierno podrá determinar los cuerpos
y escalas de funcionarios a los que podrá acceder
el personal laboral de los grupos y categorías pro-
fesionales equivalentes al grupo de titulación
correspondiente al cuerpo o escala al que se pre-
tende acceder, siempre que desempeñen funciones
sustancialmente coincidentes o análogas en su con-
tenido profesional y en su nivel técnico, se deriven
ventajas para la gestión de los servicios, se encuen-
tren en posesión de la titulación requerida, hayan
prestado servicios efectivos durante al menos dos
años como personal laboral fijo en categorías del
grupo profesional a que pertenezcan o en cate-
gorías de otro grupo profesional para cuyo acceso
se exija el mismo nivel de titulación y superen las
correspondientes pruebas.»

Cuatro. Se añade un último párrafo al apartado 3
del artículo 29 de la Ley 30/1984, de 2 de agosto,
de Medidas para la Reforma de la Función Pública, con
la siguiente redacción:

«No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior,
se computará a efectos de trienios, el período de
prestación de servicios en organismos o entidades
del sector público, con la excepción de los pres-
tados en sociedades mercantiles en cuyo capital
sea mayoritaria la participación directa o indirecta
de las Administraciones públicas.»

El resto del apartado continúa con la misma redac-
ción.
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Cinco. Se modifica el párrafo g) del apartado 1 del
artículo 30 de la Ley 30/1984, de 2 de agosto, que
queda redactado de la siguiente manera:

«El funcionario que, por razones de guarda legal,
tenga a su cuidado directo algún menor de seis
años, anciano que requiera especial dedicación, o
a un disminuido psíquico o físico, que no desem-
peñe actividad retribuida, tendrá derecho a la dis-
minución de su jornada de trabajo.

Tendrá el mismo derecho el funcionario que pre-
cise encargarse del cuidado directo de un familiar,
hasta el segundo grado de consanguinidad o afi-
nidad, que por razones de edad, accidente o enfer-
medad no pueda valerse por sí mismo y que no
desempeñe actividad retribuida.

Reglamentariamente se determinará la disminu-
ción de jornada de trabajo y la reducción de las
retribuciones que correspondan a dicha reducción
de jornada.»

El resto del apartado continúa con la misma redac-
ción.

Seis. El párrafo b) del apartado 1 del artículo 31
de la Ley de Medidas para la Reforma de la Función
Pública queda redactado de la siguiente forma:

«b) Toda actuación que suponga discrimina-
ción por razón de origen racial o étnico, religión
o convicciones, discapacidad, edad u orientación
sexual, sexo, lengua, opinión, lugar de nacimiento
o vecindad, o cualquier otra condición o circuns-
tancia personal o social, así como el acoso por razón
de origen racial o étnico, religión o convicciones,
discapacidad, edad u orientación sexual y el acoso
sexual.»

Siete. Se añade un nuevo apartado, el cinco, a la
disposición adicional novena de la Ley 30/1984, de 2
de agosto, que queda redactado de la siguiente manera:

«Cinco. Se declaran a extinguir los siguientes
cuerpos y escalas de funcionarios de la Adminis-
tración del Estado:

Grupo Código Cuerpo/Escala

A 0106 C. Prof. Num. Inst. Polite. Nal. Mart. Pesq.
A 0300 C. Arquitectos.
A 0600 C. Sup. Inspectores Finanzas del Estado.
A 0602 C. Ingenieros de Minas Hacienda Pública.
A 1002 C. Ingenieros de Vivienda.
A 1003 C. Ing. Industriales Ministerio Fomento.
A 1005 C. Secretarios Contadores de Puertos.
A 1104 C. Ing. Sup. Radiodifusión y Televisión.
A 1401 C. Prof. Numer. Escuelas Ofic. Náutica.
A 1407 C. Técnicos Superiores.
A 1409 C. Ingenieros de Telecomunicación.
A 1701 Subgrupo Técnico Grupo Admón. Gral.
A 5004 Secret. Categ. Espec. Cámaras Agrar. IRA.
A 5100 Direc. Inst. Estudios Admón. Local AP.
A 5335 Comis. Puertos OO.AA. MOPU Apl. Sen-

tencia.
A 5401 Tec. Facul. Sup. OO.AA. del MEC.
A 5410 Arquitectos Universidad Complutense.
A 5500 E. Redactor Económico Caja Auton. Inform.

y Expansión Comercial.
A 5504 E. Médico del PMM.
A 5513 E. Ofic. Marit. Serv. Vigil. Aduanera.
A 5514 E. Maquin. Nav. Serv. Vigil. Aduanera.
A 5553 E. Técnica Serv. Vigil. Aduanera.
A 5800 Médicos OO.AA. Ministerio de Justicia.

Grupo Código Cuerpo/Escala

A 5802 Secret. Trib. Obra Protecc. Menores.
A 5803 E. Especialistas de Tribunales Obra Protec-

ción Menores.
A 5901 E. Secretarios Contadores Juntas Admi-

nistr. Obras Públicas.
A 5903 E. Técnicos Estadística Confed. Hidrográ-

fica Duero
A 5918 E. Capitanes Marina Mercante de Puertos.
A 5919 E. Maquinistas Navales de Puertos.
A 6100 Facultativos y Especilistas de AISNA.
A 6101 Arquitectos de AISNA.
A 6459 Inspectores Médicos C. Especial I.S.M.
A 6460 Titulados Superiores del I.C.O.
A 6461 Oficiales Técnicos del I.C.O.
A 6462 E. de Analistas del I.C.O.
B 0008 C. Carrera de Interpretación de Lenguas.
B 0115 C. Inspec. Cal. Serv. Defensa Contra Frau-

des.
B 0116 C. Maestros T. Inst. Politec. Nal. Marit. P.
B 0311 C. Aparejadores.
B 0540 C. Directores Escol. Enseñanza Primaria.
B 0709 C. Ing. Técnicos Industriales del Estado.
B 0710 C. Ingenieros Técnicos Minas del Estado.
B 0806 C. Superior de Policía.
B 0912 C. Profesores de EGB Instituciones Peni-

tenciarias.
B 1012 C. Aparejadores y Ayudantes de Vivienda.
B 1119 C. Ing. Técnicos Radiodifusión y Telev.
B 1220 C. Enfermeras Puericultoras Auxiliares.
B 1221 C. Instructores de Sanidad.
B 1223 C. Practicantes Titulares.
B 1224 C. Matronas Titulares.
B 1420 C. Técnicos Medios.
B 1421 C. Ingenieros Técnicos Telecomunicación.
B 1426 C. Intérpretes-Informadores.
B 1508 C. Practicantes de la Beneficiencia Gene-

ral.
B 1517 C. Asistentes Sociales.
B 1611 E. Programadores del CPO. Informática

de L.
B 1702 Subgrupo Gestión Grupo Admón Gral.
B 5017 E. Agentes de Extensión Agraria Serv. Ext.

Agraria.
B 5018 Secret. Primera Cat. Cámaras Agr. IRA.
B 5026 Inspectores Provinciales del SENPA.
B 5107 Bibl. Inst. Estudios Admón. Local.
B 5309 Técnico Grado Medio OO.AA. M. Defensa.
B 5540 Funcionarios A.T.S. del PMM.
B 5707 A.T.S. Jefatura Central de Tráfico.
B 5813 A.T.S. OO.AA. Ministerio de Justicia.
B 5819 Asistentes Sociales OO.AA. Justicia.
B 5912 E. Auxiliares Facultativos Juntas Administ.

Obras Públicas.
B 5915 E. Depositarios Pagadores de Juntas P.
B 5916 E. Comisarios de Puertos.
B 5917 E. Contramaestres Titulados de Puertos.
B 5920 E. Pract. OO.AA. Ministerio de Fomento.
B 5921 Jefe Grupo Canal Imperial Aragón.
B 5922 E. Topógrafos J. del Puerto de Cartagena.
B 5923 A.T.S. J. Puerto de Cartagena.
B 5924 J. Labor. Mancomunidad Canales Taibilla.
B 5925 J. Contab. Mancomunidad Canales Tai-

billa.
B 5926 E. Subjefe Departamento 1 Patronato

Casas MOPU.
B 5927 E. Jefe Sección Parque Maquinaria.
B 6107 Aparejadores E. Ing. Técnicos de AISNA.
B 6108 A.T.S. de AISNA.
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Grupo Código Cuerpo/Escala

B 6117 Asistentes Sociales de AISNA.
B 6312 Inspect. Operaciones Org. Trab. Port.
B 6313 Facultativo Aux. —Aparejador— del INAS.
B 6314 E. Técnicos del Servicio de Publicaciones.
B 6324 Asistentes Soc. Inst. Español Emigración.
B 6464 Programadores Aplicaciones I.C.O.
C 0414 C. Traductores del Ejército del Aire.
C 0415 C. Delineantes del Ejército del Aire.
C 0918 C. Capellanes Instituc. Penitenciarias.
C 1136 C. Delineantes.
C 1427 C. Administrativos Calculad. Meteorolog.

Est.
C 1428 C. Intérpretes-Informadores (Grupo C).
C 1430 C. Especial Tec. Telecomunic. Aeronáutica.
C 1432 C. Técnicos Especialistas Aeronáuticos.
C 1516 C. Capellanes de la Beneficencia General.
C 1703 Subgrupo Admtivo. Grupo Admón. Gral.
C 5010 E. Especialista Técnico de OO.AA.
C 5027 Delineantes de OO.AA. MAPA.
C 5029 Jefe Silo, Centro Selección y Almacén.
C 5030 E. Técnico Electricista del SENPA.
C 5032 E. Traductor-Bibliotecario Serv. Nal. Cultivo

y Ferment. Tabaco.
C 5033 Patr. Embarc. Inst. Español Oceonografía.
C 5037 Ag. Econ. Doméstica, Serv. Ext. Agraria.
C 5038 Monit. Ext. Agraria Serv. Ext. Agraria.
C 5039 Secret. 2 Cat. Cámaras Agrarias IRA.
C 5041 E. Auxiliar de Campo del ICONA.
C 5043 E. Operador de Restitución del IRYDA.
C 5044 Auxiliar Técnico del IRYDA.
C 5045 Ins. Campos y Cos. Inst. Sem. Pl. Viv.
C 5046 E. Periodista Inst. Estudios Agr., Pesq. y

Aliment.
C 5047 Tec. Comis. Gral. Abastec. y Tr. SENPA.
C 5213 Tec. Admtivo. Editora Nacional.
C 5214 E. Delineantes Patronato Alhambra y Gene-

ralife.
C 5317 Delin. OO.AA. del Ministerio de Defensa.
C 5319 Espec. Aviac. I.N.T. Aeroes. E. Terradas.
C 5320 Delineantes Proyectistas INTA.
C 5322 Pers. Taller I. Nal. Tec. Aer. E. Terradas.
C 5432 Delineantes Organismos Autónomos MEC.
C 5436 E. Colaborad. Especial Univ. Barcelona.
C 5527 E. Inspect. Servicio Vigil. Aduanera.
C 5529 Subinspectores del Servicio de Vigilancia.
C 5616 E. Delineantes OO.AA. M. Ciencia y Tecn.
C 5820 E. Delegados Profesionales Técnicos.
C 5821 Directores Instituc. Obras Protec. Men.
C 5822 Educadores Instituc. Obra Protec. Men.
C 5933 Pat. Cab. y Fogon. Hab. (M. Naval) N. Sent.
C 5934 E. Tec. Proy. y Obras Confederación

Hidrog.
C 5935 E. Delineantes OO.AA. Ministerio M. A.
C 5936 E. Contramaestres de Puertos.
C 5940 E. Ayudante Ingeniero Mancom. Canales

Taibilla.
C 5941 E. Topógrafo 1 Mancom. Canales Taibilla.
C 5943 Ayud. Obras Confed. Hidrogr. Guadalquivir.
C 5944 Encarg. Gral. Confed. Hidrogr. Guadalqui-

vir.
C 5946 Traduct. Taqu. —Grupos 1, 2 y 3— CEDEX.
C 5947 Programadores del CEDEX.
C 5948 E. Traductores Técnicos del INCE.
C 6017 E. Analistas Laboratorio de Organismos.
C 6114 Maestros de AISNA.
C 6115 E. Delineantes de AISNA.
C 6116 Terapeutas Ocupacionales de AISNA.
C 6323 Delin. y Medios Audiovisuales INEM.

Grupo Código Cuerpo/Escala

C 6466 Escala de Oficiales Admtvos. del I.C.O.
D 0423 C. Damas Aux. Sanidad Militar Ejer. Tierra.
D 1704 Subgrupo Auxiliar Grupo Admón. Gral.
D 5053 Maquinista del SENPA.
D 5058 Secret. 3 Categoría Cámaras Agr. IRA.
D 5059 Guardas del ICONA.
D 5060 Proyectistas SIN Tit. y Maestro INIA.
D 5061 Preparador Primera y Segunda del INIA.
D 5329 Aux. Lab. Canal Exper. Hidrodin. Pardo.
D 5330 Calc. Inst. Nal. Tec. Aeroes. Es. Terradas.
D 5333 Fotogr. J. Admva. Fondo Atención Marina.
D 5442 Especial. Ser. Generales Enseñ. Integr.
D 5444 Aux. Tec. Serv. Publicaciones del MEC.
D 5539 E. Agentes Invest. Serv. Vig. Aduanera.
D 5550 E. Oper. Radiot. Serv. Vigil. Aduanera.
D 5627 Auxiliar Técnico del CIEMAT.
D 5628 Calcador del CIEMAT.
D 5713 E. Conduc. y Transmisiones J.C. Tráfico.
D 5949 E. Delineantes Segunda OO.AA. Min. M.A.
D 5950 E. Patrones de Cabotaje.
D 5951 E. Fogoneros.
D 5968 Encargado Obras Mancom. Can. Taibilla.
D 5969 Topog. Segundo Mancomunidad C. Tai-

billa.
D 5971 E. Auxiliar Topógrafo Conf. Hidrograf. Ebro.
D 5972 Aux. Cartográfico Confed. Hidrogr. Ebro.
D 5974 Calcador Confed. Hidrogr. Guadalquivir.
D 5975 Fotógrafo Servicio de Publicaciones.
D 5976 Aux. Labor. Servicio de Publicaciones.
D 5977 Ayudantes Laboratorio del INCE.
D 6124 Profesores Educación Física de AISNA.
D 6125 Aux. Investig. Laboratorio de AISNA.
D 6467 Escala de Auxiliares del I.C.O.
E 0332 C. Subalterno del Museo del Prado.
E 1158 C. General Subalterno de Admón. del

Estado.
E 1236 C. Personal Técnico Auxiliar de Sanidad.
E 1628 C. Subalterno Admón. Seg. Social. E. Gral.
E 1629 C. Subalt. Admón. S. Social. E. Oficios

Varios.
E 1705 E. Subalternos de la MUNPAL.
E 3055 E. Subalt. Admón. General Admón. Local.
E 5058 Secret. 3 Categoría Cámaras Agr. IRA.
E 5067 Telefonistas de OO.AA. del MAPA.
E 5068 Conduct. de OO.AA. del MAPA.
E 5069 Capataces de OO.AA. del MAPA.
E 5070 Mozos de Laboratorio de OO.AA. MAPA.
E 5071 E. Especialistas del SENPA.
E 5220 Taquilleras de los Teatros Nacionales.
E 5222 Mecánico de la Editora Nacional.
E 5339 Ofic. Canal Exp. Hidrodin. Pardo.
E 5450 Ayud. Serv. Generales Enseñ. Integradas.
E 5549 E. Conduct. Serv. Vigil. Aduanera.
E 5552 E. Telefonistas y Almaceneros del PME.
E 5997 Laborantes del INCE.
E 6039 Subalterna de Organismos Autónomos.
E 6338 Conductores OO.AA. Trab. y S.S.
E 6339 Telef. OO.AA. Trabajo y S. Social.
E 6340 Serv. Espec. Inst. Nal. Segur. e Hig. Trabajo.
E 6341 Azafatas Inst. Nal. Segur. Hig. Trabajo.
E 6468 Escala de Subalternos del I.C.O.»

El resto de la disposición permanece con la misma
redacción.
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Artículo 51. Modificaciones del texto articulado de la
Ley de Funcionarios Civiles del Estado, aprobado por
Decreto 315/1964, de 7 de febrero.

Se modifican los siguientes preceptos del texto arti-
culado de la Ley de Funcionarios Civiles del Estado apro-
bado por Real Decreto 315/1964, de 7 de febrero.

Uno. El párrafo segundo el apartado 1 del artícu-
lo 63 de la Ley de Funcionarios Civiles del Estado queda
redactado de la siguiente forma:

«Asimismo, los funcionarios tendrán derecho al
respeto de su intimidad y a la consideración debida
a su dignidad, comprendida la protección frente
a ofensas verbales o físicas de naturaleza sexual
y frente al acoso por razón de origen racial o étnico,
religión o convicciones, discapacidad, edad u orien-
tación sexual.»

Dos. Se añade un segundo párrafo al artículo 72
del texto articulado de la Ley de Funcionarios Civiles
del Estado, aprobado por Decreto 315/1964, de 7 de
febrero, con la siguiente redacción:

«Igualmente, se concederá esta licencia a los
funcionarios en prácticas que ya estuviesen pres-
tando servicios remunerados en la Administración
como funcionarios de carrera o interinos durante
el tiempo que se prolongue el curso selectivo o
periodo de prácticas, percibiendo las retribuciones
que para los funcionarios en práctica establezca
la normativa vigente.»

El resto del artículo continúa con la misma redacción.

SECCIÓN 2.a CUERPOS Y ESCALAS

Artículo 52. Cambio de denominación del Cuerpo del
grupo A de Vigilancia Aduanera.

El Cuerpo Técnico del Servicio de Vigilancia Aduanera
pasará a denominarse Cuerpo Superior de Vigilancia
Aduanera.

Artículo 53. Integración del personal del Instituto de
Salud Carlos III en las Escalas de Investigadores Titu-
lares y de Técnicos Superiores Especialistas depen-
dientes de los Organismos Públicos de Investigación
dependientes del Ministerio de Ciencia y Tecnología.

Uno. Los funcionarios que, en el momento de la
entrada en vigor de esta ley, se hallen en situación de
servicio activo en el Instituto de Salud Carlos III, podrán
integrarse en la Escala de Investigadores Titulares de
los Organismos Públicos de Investigación dependiente
del Ministerio de Ciencia y Tecnología, siempre que reú-
nan los siguientes requisitos:

a) Estar en posesión del título de Doctor.
b) Pertenecer como funcionarios de carrera a cuer-

pos, escalas o plazas del grupo A.
c) Haber desempeñado durante los 10 años ante-

riores a la entrada en vigor de esta Ley, o a la pre-
sentación de la solicitud de integración, un mínimo de
cinco años en actividades de investigación en el Instituto
de Salud Carlos III.

Dos. Los funcionarios de carrera del grupo A que,
en el momento de la entrada en vigor de esta ley, se
encuentran en servicio activo en el Instituto de Salud
Carlos III, desarrollando actividades de investigación y
no cumplan alguno de los requisitos exigidos, tendrán
la consideración de investigadores en funciones, inte-
grándose en una relación de funcionarios con dicha con-

sideración, lo que les permitirá continuar en servicio acti-
vo en sus cuerpos, escalas o plazas y en el desempeño
de sus actuales puestos de trabajo, pudiendo participar
en los procedimientos para la provisión de puestos de
trabajo de carácter investigador, conforme a lo previsto
en el apartado 6.

Quienes formen parte de la relación de investigadores
en funciones investigadoras, referida en el párrafo ante-
rior, podrán integrarse en la Escala de Investigadores
Titulares, cuando cumplan los requisitos exigidos en los
párrafos a) y c) del apartado 1.

Tres. Podrán integrarse en la Escala de Técnicos
Superiores Especialistas de los Organismos Públicos de
Investigación dependiente del Ministerio de Ciencia y
Tecnología, los funcionarios de carrera que en el momen-
to de entrada en vigor de esta Ley se encuentren en
servicio activo en el Instituto de Salud Carlos III, siempre
que reúnan los siguientes requisitos:

a) Estar en posesión del título de Licenciado, Inge-
niero o Arquitecto.

b) Pertenecer como funcionario de carrera a cuer-
pos, escalas o plazas del grupo A.

c) Estar desempeñando actividades de diseño, apli-
cación, mantenimiento y mejora en instalaciones cien-
tíficas experimentales o funciones de asesoramiento,
análisis o informes en sus especialidades respectivas.

Cuatro. La integración en cada una de estas escalas
y en la relación de investigadores en funciones, según
proceda, se realizará a petición de los interesados y pre-
via comprobación de los requisitos exigidos por una
comisión calificadora integrada por representantes de
los Ministerios de Sanidad y Consumo, de Administra-
ciones Públicas, de Ciencia y Tecnología y del Organismo
Público de Investigación Instituto de Salud Carlos III.

Cinco. Los funcionarios que se integren en estas
escalas conservarán el régimen de Seguridad Social que
tuviesen en el momento de la integración y continuarán
en el desempeño de sus actuales puestos de trabajo,
pasando a la situación de excedencia voluntaria a la
que se refiere el artículo 29. 3 a) de la Ley 30/1984,
de 2 de agosto, en sus cuerpos, escalas o plazas de
origen.

Las plazas que se creen para la integración de los
funcionarios en las Escalas de Investigadores Titulares
y de Técnicos Superiores Especialistas se financiarán
con cargo a las dotaciones presupuestarias correspon-
dientes a los puestos desempeñados por los interesados.

Seis. La movilidad de los funcionarios de las Escalas
y de los investigadores en funciones se establecerá regla-
mentariamente teniendo en cuenta la especialidad de
las áreas de investigación en las que se integren y las
titulaciones, experiencias y conocimientos.

Siete. La integración prevista en este artículo no
supondrá incremento de gasto público.

Artículo 54. Integración del personal del Instituto de
Salud Carlos III en las Escalas de Técnicos Especia-
listas de Grado Medio, Ayudantes de Investigación
y Auxiliares de Investigación, de los Organismos Públi-
cos de Investigación dependientes del Ministerio de
Ciencia y Tecnología.

Uno. Podrán integrarse en la Escala de Técnicos
Especialistas de Grado Medio los funcionarios de carrera
que, en el momento de la entrada en vigor de esta ley,
se hallen en situación de servicio activo en el Organismo
Público de Investigación Instituto de Salud Carlos III,
dependiente del Ministerio de Sanidad y Consumo y cum-
plan los siguientes requisitos:

a) Estar en posesión del título de Diplomado uni-
versitario, Ingeniero técnico, Arquitecto técnico; o cual-
quier otro título equivalente.
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b) Pertenecer como funcionarios de carrera a cuer-
pos, escalas o plazas del grupo B.

c) Estar desempeñando actividades de apoyo y cola-
boración en materia de diseño, aplicación, mantenimien-
to y mejora de instalaciones científicas; realizar informes,
estudios o análisis en sus especialidades respectivas;
y, en general, participar en la gestión técnica de planes,
proyectos, programas o aplicaciones y resultados de la
investigación.

Dos. Podrán integrarse en la Escala de Ayudantes
de Investigación los funcionarios de carrera que, en el
momento de entrada en vigor de esta ley, se encuentren
en servicio activo en el organismo público de Investi-
gación Instituto de Salud Carlos III dependiente del Minis-
terio de Sanidad y Consumo, y cumplan, asimismo, los
siguientes requisitos:

a) Estar en posesión del título de Bachiller Superior,
BUP, Bachillerato, Formación Profesional de 2o Grado
o equivalente.

b) Pertenecer como funcionarios de carrera a cuer-
pos, escalas o plazas del grupo C.

c) Estar desempeñando actividades de aplicación en
relación con métodos, procesos o sistemas científicos
o técnicos ya establecidos; realizar ensayos, análisis y
experimentos de carácter rutinario; manejar equipos o
instrumentos científicos, o realizar tomas, preparaciones
y tratamientos de muestras.

Tres. Podrán integrarse en la Escala de Auxiliares
de Investigación los funcionarios de carrera que, en el
momento de entrada en vigor de esta ley, se encuentren
en servicio activo en el organismo público de Investi-
gación Instituto de Salud Carlos III, dependiente del
Ministerio de Sanidad y Consumo y cumplan, asimismo,
los siguientes requisitos:

a) Estar en posesión del título de Graduado Escolar,
Graduado en Educación Secundaria, Formación profe-
sional de primer grado o equivalente.

b) Pertenecer como funcionarios de carrera a cuer-
pos, escalas o plazas del grupo D.

c) Estar desempeñando actividades repetitivas con
arreglo a las normas o pautas científicas o técnicas pre-
viamente establecidas; hacer mediciones o cálculos sen-
cillos, o desarrollar cualquier otro trabajo que requiera
conocimientos o técnicas de carácter elemental.

Cuatro. La integración en cada una de las escalas
citadas en este artículo se realizará a petición de los
interesados y previa comprobación de los requisitos exi-
gidos por una Comisión de Valoración integrada por
representantes de los Ministerios de Sanidad y Consumo,
de Administraciones Públicas, Ciencia y Tecnología y del
Instituto de Salud Carlos III.

Cinco. Los funcionarios que se integren en estas
escalas conservarán el régimen de Seguridad Social que
tuvieren en el momento de la integración y continuarán
en el desempeño de sus actuales puestos de trabajo
pasando a la situación de excedencia voluntaria a la
que se refiere el artículo 29. 3.a) de la Ley 30/1984,
de 2 de agosto, de Medidas para la Reforma de la Fun-
ción Pública, en sus cuerpos, escalas o plazas de origen.

Las plazas que se creen para la integración de los
funcionarios en estas escalas se financiarán con cargo
a las dotaciones presupuestarias correspondientes a los
puestos desempeñados por los interesados o a las plazas
que se encuentren vacantes en las relaciones de puestos
de trabajo de los correspondientes grupos de clasifica-
ción.

Seis. La movilidad de los funcionarios en las escalas
se establecerá reglamentariamente teniendo en cuenta
las respectivas especialidades y las titulaciones, expe-
riencias y conocimientos de los interesados.

Siete. Las vacantes que se produzcan como con-
secuencia de las integraciones previstas en este artículo
serán amortizadas.

Ocho. La integración prevista en este artículo no
supondrá incremento de gasto público.

Artículo 55. Modificación de la Ley 16/2001, de 21
de noviembre, por la que se establece un proceso
extraordinario de consolidación y provisión de plazas
de personal estatutario en las Instituciones Sanitarias
de la Seguridad Social de los Servicios de Salud del
Sistema Nacional de Salud.

Se introducen las siguientes modificaciones de la
Ley 16/2001, de 21 de noviembre, por la que se esta-
blece un proceso extraordinario de consolidación y pro-
visión de plazas de personal estatutario en las Institu-
ciones Sanitarias de la Seguridad Social de los Servicios
de Salud del Sistema Nacional de Salud.

Uno. Se modifica el párrafo segundo de la dispo-
sición adicional novena de la Ley 16/2001, de 21 de
noviembre, añadido en virtud del artículo 57 de la
Ley 53/2002, de 30 de diciembre, que queda redactado
de la siguiente forma:

«El plazo previsto para el desarrollo, y ejecución
de los procesos extraordinarios de consolidación
y provisión de plazas de personal estatutario con-
vocadas al amparo de la Ley 16/2001, de 21 de
noviembre, queda prorrogado hasta el 31 de
diciembre de 2004.»

El resto de la disposición permanece con su actual
contenido.

Dos. Se introduce una nueva disposición adicional,
la decimosexta, en la Ley 16/2001, de 21 de noviembre,
con el siguiente contenido:

«Disposición adicional decimosexta. Excepciones
a la simultaneidad de la entrevista prevista en
el artículo 8.2.
Cuando durante el desarrollo y ejecución de la

convocatoria se pongan de manifiesto circunstan-
cias de índole técnica que dificulten la realización
simultánea de las entrevistas, en los términos pre-
vistos en el apartado 2 del artículo 8, en la con-
vocatoria de la fase de provisión se podrá suprimir
el citado requisito de simultaneidad de las entre-
vistas, aun cuando en la convocatoria del proceso
extraordinario de la respectiva especialidad o cate-
goría profesional no estuviera prevista dicha even-
tualidad. Dichas circunstancias deberán quedar
debidamente acreditadas en el expediente.»

Artículo 56. Valoración de la experiencia profesional
de los médicos que han obtenido el título de espe-
cialista conforme al Real Decreto 1497/1999, de 24
de septiembre.

No obstante lo establecido en la disposición adicional
segunda del Real Decreto 1497/1999, de 24 de sep-
tiembre, en la fase de concurso de las pruebas de selec-
ción, para el acceso a plazas de Médico Especialista
de los Servicios de Salud que se convoquen a partir
del 1 de enero de 2004, la antigüedad como especialista
de quienes hayan accedido al título al amparo de dicho
real decreto valorará, en los términos previstos en la
convocatoria, la totalidad del ejercicio profesional efec-
tivo del interesado dentro del campo propio y específico
de la especialidad, descontando de tal ejercicio y en
el período inicial del mismo el 170 por ciento del período
de formación establecido para dicha especialidad en
España. El indicado descuento no se producirá respecto
de quienes hubieran obtenido el título de Especialista
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de acuerdo con lo previsto en la disposición adicional
tercera del Real Decreto 1497/1999.

Artículo 57. Convocatoria extraordinaria para la inte-
gración en la Escala de Técnicos Superiores Espe-
cialistas de los Organismos Públicos de Investigación
dependientes del Ministerio de Ciencia y Tecnología,
creada en el artículo 35 de la Ley 14/2000, de 29
de diciembre, de medidas fiscales, administrativas y
del orden social.

Se realizará una convocatoria extraordinaria para la
integración en la Escala de Técnicos Superiores Espe-
cialistas de los Organismos Públicos de Investigación
dependientes del Ministerio de Ciencia y Tecnología de
los funcionarios que cumplían los requisitos establecidos
en el apartado 6 del artículo 35 de la Ley 14/2000,
de 29 de diciembre, de medidas fiscales, administrativas
y del orden social a la fecha de su entrada en vigor.

La convocatoria extraordinaria a que se refiere el apar-
tado anterior se celebrará en 2004 y se regirá por el
procedimiento previsto en el apartado 7 del artículo 35
de la Ley 14/2000, de 29 de diciembre y en el Real
Decreto 868/2001, de 20 de julio, por el que se regula
la integración en las Escalas de Investigadores titulares
de los Organismos Públicos de Investigación y de Téc-
nicos Superiores Especialistas de los Organismos Públi-
cos de Investigación y, asimismo, estará sujeta a lo esta-
blecido en el apartado 8 del mismo artículo.

La integración a la que se refiere el presente artículo
no supondrá incremento en el gasto público.

SECCIÓN 3.a FUNCIONARIOS DE LA ADMINISTRACIÓN LOCAL

Artículo 58. Modificación del texto refundido de las
disposiciones legales vigentes en materia de régimen
local, aprobado por Real Decreto Legislati-
vo 781/1986, de 18 de abril.

Se modifica el párrafo b) del artículo 135 del texto
refundido de las disposiciones legales vigentes en mate-
ria de régimen local, aprobado por el Real Decreto Legis-
lativo 781/1986, de 18 de abril, que queda redactado
como sigue:

«b) Para ser admitido a las pruebas para el
acceso a la Función Pública Local será necesario:

Tener cumplidos 18 años de edad.»

SECCIÓN 4.a RÉGIMEN DE CLASES PASIVAS

Artículo 59. Modificación del texto refundido de la Ley
de Clases Pasivas del Estado, aprobado por Real
Decreto Legislativo 670/1987, de 30 de abril.

Uno. Se modifican los apartados 2 y 3 del artículo 7
del texto refundido de la Ley de Clases Pasivas del Esta-
do, aprobado por Real Decreto Legislativo 670/1987,
de 30 de abril, que quedan redactados en los siguientes
términos:

«2. El derecho a la titularidad de las presta-
ciones de Clases Pasivas podrá ejercerse en cual-
quier momento posterior a la ocurrencia del hecho
que lo cause, de acuerdo con lo que se dice en
el apartado 2 del artículo anterior.

No obstante, si el reconocimiento del derecho
a la titularidad de las prestaciones no pudiera efec-
tuarse, por causa imputable al interesado, dentro
de los cuatro años contados a partir del día en
que éste se ejercitó, caducarán todos los efectos
derivados de la petición deducida, y los efectos
económicos de ese derecho sólo se producirán a

partir del día primero del mes siguiente al de la
subsanación por el interesado de los defectos a
él imputables.

Igualmente, si el derecho se ejercitase después
de transcurridos cuatro años contados a partir del
día siguiente al de su nacimiento, los efectos eco-
nómicos del mismo sólo se producirán a partir del
día primero del mes siguiente al de presentación
de la oportuna petición.

3. El derecho al cobro de las prestaciones de
Clases Pasivas podrá ejercerse en cualquier
momento posterior al de reconocimiento del dere-
cho a la titularidad de las mismas, conforme lo
dispuesto en el apartado 2 del precedente artículo.

Sin perjuicio de ello, caducarán los efectos de
aquél por el no ejercicio del derecho durante cuatro
años, contados a partir del arranque del derecho
a la titularidad de las prestaciones y por falta de
presentación, dentro del mismo plazo, de la docu-
mentación necesaria para la inclusión en nómina.

En estos casos la rehabilitación en el cobro o
la inclusión en nómina se hará con efectos eco-
nómicos del primero del mes siguiente al de ejer-
cicio de ese derecho o al de la presentación de
la indicada documentación.»

Dos. El plazo de caducidad a que hace referencia
el artículo 7.2 y 3 del texto refundido de la Ley de Clases
Pasivas del Estado, en la redacción dada por el apartado
uno del presente artículo, no resulta de aplicación a los
supuestos en que el interesado haya ejercitado el dere-
cho a la titularidad de las prestaciones de Clases Pasivas
o el derecho al cobro de las mismas con anterioridad
a 1 de enero de 2004.

CAPÍTULO II

Personal laboral

Artículo 60. Procesos selectivos, provisión de vacantes
y promoción profesional del personal laboral de la
Administración General del Estado.

En el marco de la planificación global de los recursos
humanos, corresponde al Ministerio de Administraciones
Públicas autorizar las bases de los procesos de convo-
catorias de pruebas selectivas para ingreso, provisión
de vacantes y de promoción interna del personal laboral
de la Administración General del Estado y de sus orga-
nismos autónomos, de la Administración de Justicia y
de la Administración de la Seguridad Social.

Asimismo corresponde al Ministerio de Administra-
ciones Públicas, cuando se incluyan plazas o vacantes
pertenecientes a diferentes departamentos u organis-
mos, convocar y resolver las pruebas selectivas para per-
sonal laboral fijo de nuevo ingreso, de acuerdo con lo
previsto en la oferta de empleo público y convocar y
resolver los concursos de traslados y los procesos de
promoción interna de personal laboral.

CAPÍTULO III

Otro personal

Artículo 61. Modificación de la Ley 17/1999, de 18
de mayo, de Régimen del Personal de las Fuerzas
Armadas.

Se modifican los siguientes preceptos de la
Ley 17/1999, de 18 de mayo, de Régimen del Personal
de las Fuerzas Armadas.
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Uno. Se incluye un nuevo apartado, el 4, al artícu-
lo 91 de la Ley de Régimen del Personal de las Fuerzas
Armadas, con la siguiente redacción:

«4. Los militares de complemento que formen
parte de unidades militares a las que se les asignen
misiones fuera del territorio nacional, por un perío-
do igual o superior a tres meses, podrán prorrogar
su compromiso hasta 15 días después de que con-
cluya la misión, si así lo solicitan cuando su com-
promiso previo termine durante el desarrollo de
tales misiones y no hubieran solicitado o firmado
uno nuevo.»

El actual apartado 4 pasa a ser el apartado 5 con
la misma redacción.

El resto del artículo queda redactado de la misma
forma.

Dos. Se modifica el artículo 96 de la Ley de Régimen
del Personal de las Fuerzas Armadas, con la siguiente
redacción:

«Artículo 99.
Los militares profesionales de tropa y marinería

podrán acceder a una relación de servicios de carác-
ter permanente, en las plazas que se determinen
en la provisión anual a la que se refiere el artícu-
lo 21 de esta ley, conservando el empleo que tuvie-
ran. Los procesos de selección se ajustarán a lo
previsto en el artículo 63 de esta ley. Para participar
en ellos, se requerirá un mínimo de tiempo de
servicios de ocho años, estar en posesión de una
titulación equivalente a la de técnico del sistema
educativo general, o las exigidas para los procesos
selectivos de ingreso a las diferentes escalas de
las Fuerzas Armadas, y las demás condiciones, que
se establezcan reglamentariamente. El número
máximo de convocatorias a las que se podrá optar
será de tres.»

Tres. Se introduce un nuevo segundo párrafo al ar-
tículo 101 de la Ley 17/1999, de Régimen del Personal
de las Fuerzas Armadas, con la siguiente redacción:

«Los reconocimientos y pruebas podrán com-
prender análisis y comprobaciones con carácter
obligatorio, encaminados a detectar los estados de
intoxicación y el consumo de drogas tóxicas o sus-
tancias similares.»

El actual segundo párrafo pasa a ser el tercero.
El resto del artículo se mantiene con la misma redac-

ción.
Cuatro. Se modifica el apartado 4.b) del artículo 170

de la Ley de Régimen del Personal de las Fuerzas Arma-
das, que queda con la siguiente redacción:

«4.b) Tener cumplidos dieciocho años y no
alcanzar una edad máxima de cincuenta y cinco
años para el personal de Tropa y Marinería y de
cincuenta y ocho para los Oficiales y Suboficiales.»

El resto del artículo queda redactado de la misma
forma.

Cinco. Se modifican los apartados 1.a) y 1.b) del
artículo 171 de la Ley de Régimen del Personal de las
Fuerzas Armadas, que quedan con la siguiente redac-
ción:

«1.a) Oficiales y Suboficiales, hasta la fecha en
que cumplan 61 años.»

«1.b) Tropa y Marinería, hasta la fecha en que
cumplan 58 años.»

El resto del artículo queda con la misma redacción.
Seis. Se modifica el artículo 172 de la Ley 17/1999,

de 18 de mayo, que queda redactado de la siguiente
forma:

«Artículo 172. Empleos de los reservistas volun-
tarios.
Los reservistas voluntarios tendrán los empleos

de Alférez, Sargento y Soldado, según la categoría

a la que hayan accedido en la correspondiente con-
vocatoria de plazas. Los que hubieran servido con
anterioridad en las Fuerzas Armadas, podrán man-
tener el empleo que hayan alcanzado en las mis-
mas.»

Artículo 62. Modificación de la Ley 42/1999, de 25
de noviembre, de Régimen del Personal del Cuerpo
de la Guardia Civil.

Se modifica el apartado 2 del artículo 40 de la
Ley 42/1999, de Régimen del Personal del Cuerpo de
la Guardia Civil, que queda redactado de la siguiente
forma:

«2. Reglamentariamente se determinará un sis-
tema, basado en criterios objetivos, para integrar
en una única clasificación final a quienes se incor-
poren a la Escala Superior de Oficiales por acceso
directo o promoción interna o a las Escalas Facul-
tativas por acceso directo o cambio de escala.»

El resto del artículo queda con la misma redacción.

Artículo 63. Modificación de la Ley 13/1994, de 1
de junio, de Autonomía del Banco de España.

Se introduce un nuevo artículo, el 6 bis, en la
Ley 13/1994, de Autonomía del Banco de España, con
la siguiente redacción:

«Artículo 6 bis. Régimen del personal del Banco
de España.
El personal del Banco de España está vinculado

al mismo por una relación de Derecho laboral.
El personal del Banco de España que pueda tener

acceso a información de carácter confidencial esta-
rá obligado a notificar, conforme a lo establecido
en la correspondiente disposición interna aprobada
por la Comisión Ejecutiva, las operaciones que rea-
lice en los mercados de valores, bien fuera direc-
tamente o mediante persona interpuesta. Esta mis-
ma disposición determinará las limitaciones a las
que quedará sujeto este personal respecto a la
adquisición, venta o disponibilidad de tales valores,
así como las obligaciones de información y limi-
taciones aplicables a las operaciones financieras
que dicho personal realice por sí o mediante per-
sona interpuesta, con entidades sujetas a la super-
visión del Banco de España. La infracción a lo dis-
puesto en este párrafo será sancionable con arreglo
a lo dispuesto en el reglamento interno del Banco
de España.

Los datos declarados al amparo de las anteriores
obligaciones de información se conservarán por un
período máximo de cinco años.»

TÍTULO IV

Normas de gestión y organización administrativa

CAPÍTULO I

De la gestión

SECCIÓN 1.a GESTIÓN FINANCIERA

Artículo 64. Modificación de la Ley 39/1988, de 28
de diciembre, Reguladora de las Haciendas Locales.

Se modifican los siguientes preceptos de la
Ley 39/1988, de 28 de diciembre, Reguladora de las
Haciendas Locales.
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Uno. Se modifica el artículo 49 de la Ley 39/1988,
Reguladora de las Haciendas Locales, que queda con
la siguiente redacción:

«En los términos previstos en esta Ley, las Enti-
dades locales, sus Organismos autónomos y los
entes y sociedades mercantiles dependientes,
podrán concertar operaciones de crédito en todas
sus modalidades, tanto a corto como a largo plazo,
así como operaciones financieras de cobertura y
gestión del riesgo del tipo de interés y del tipo
de cambio.»

Dos. Se modifican los apartados 1 y el párrafo b
de la letra A del apartado 5 del artículo 50 de la
Ley 39/1988, Reguladora de las Haciendas Locales, que
queda de la siguiente forma:

Apartado 1.

«1. Para la financiación de sus inversiones, así
como para la sustitución total o parcial de ope-
raciones preexistentes, las entidades locales, sus
organismos autónomos y los entes y sociedades
mercantiles dependientes, que presten servicios o
produzcan bienes que no se financien mayorita-
riamente con ingresos de mercado, podrán acudir
al crédito público y privado, a largo plazo, en cual-
quiera de sus formas.»

Párrafo b, de la letra A del apartado 5.

«b. En las operaciones de préstamo o crédito
concertadas por organismos autónomos y socie-
dades mercantiles dependientes, con avales
concedidos por la Corporación correspondiente.
Cuando la participación social sea detentada por
diversas Entidades Locales, el aval deberá quedar
limitado, para cada partícipe, a su porcentaje de
participación en el capital social.»

El resto del apartado y artículo quedan con la misma
redacción.

Tres. Se modifican los apartados 1, 2 y 5 del artícu-
lo 54 de la Ley 39/1988, Reguladora de las Haciendas
Locales, de la siguiente forma:

«1. No se podrán concertar nuevas operacio-
nes de crédito a largo plazo, incluyendo las ope-
raciones que modifiquen las condiciones contrac-
tuales o añadan garantías adicionales con o sin
intermediación de terceros, ni conceder avales, ni
sustituir operaciones de crédito concertadas con
anterioridad por parte de las Entidades locales, sus
organismos autónomos y los entes y sociedades
mercantiles dependientes, que presten servicios o
produzcan bienes que no se financien mayorita-
riamente con ingresos de mercado sin previa auto-
rización de los órganos competentes del Ministerio
de Economía y Hacienda o, en el caso de opera-
ciones denominadas en euros que se realicen den-
tro del espacio territorial de los países pertenecien-
tes a la Unión Europea y con entidades financieras
residentes en alguno de dichos países, de la comu-
nidad autónoma a que la Entidad local pertenezca
que tenga atribuida en su Estatuto competencia
en la materia, cuando de los estados financieros
que reflejen la liquidación de los Presupuestos, los
resultados corrientes y los resultados de la actividad
ordinaria del último ejercicio, se deduzca un ahorro
neto negativo.

A estos efectos se entenderá por ahorro neto
de las entidades locales y sus organismos autó-

nomos de carácter administrativo la diferencia
entre los derechos liquidados por los capítulos uno
a cinco, ambos inclusive, del estado de ingresos,
y de las obligaciones reconocidas por los capítulos
uno, dos y cuatro del estado de gastos, minorada
en el importe de una anualidad teórica de amor-
tización de la operación proyectada y de cada uno
de los préstamos y empréstitos propios y avalados
a terceros pendientes de reembolso.

El importe de la anualidad teórica de amortiza-
ción, de cada uno de los préstamos a largo plazo
concertados y de los avalados por la corporación
pendientes de reembolso, así como la de la ope-
ración proyectada, se determinará en todo caso,
en términos constantes, incluyendo los intereses
y la cuota anual de amortización, cualquiera que
sea la modalidad y condiciones de cada operación.

Se considera ahorro neto en los organismos
autónomos de carácter comercial, industrial, finan-
ciero o análogo los resultados corrientes del ejer-
cicio y, en las sociedades mercantiles locales, los
resultados de la actividad ordinaria, excluidos los
intereses de préstamos o empréstitos, en ambos
casos, y minorados en una anualidad teórica de
amortización, tal y como se define en el párrafo
anterior, igualmente en ambos casos.

En el ahorro neto no se incluirán las obligaciones
reconocidas, derivadas de modificaciones de cré-
ditos, que hayan sido financiadas con remanente
líquido de tesorería.

No se incluirán en el cálculo de las anualidades
teóricas, las operaciones de crédito garantizadas
con hipotecas sobre bienes inmuebles, en propor-
ción a la parte del préstamo afectado por dicha
garantía.

Si el objeto de la actividad del organismo autó-
nomo o sociedad mercantil local, es la construcción
de viviendas, el cálculo del ahorro neto se obtendrá
tomando la media de los dos últimos ejercicios.

Cuando el ahorro neto sea de signo negativo,
el Pleno de la respectiva corporación deberá apro-
bar un plan de saneamiento financiero a realizar
en un plazo no superior a tres años, en el que se
adopten medidas de gestión, tributarias, financieras
y presupuestarias que permitan como mínimo ajus-
tar a cero el ahorro neto negativo de la entidad,
organismo autónomo o sociedad mercantil. Dicho
plan deberá ser presentado conjuntamente con la
solicitud de la autorización correspondiente.»

«2. Precisarán de autorización de los órganos
citados en el apartado 1 anterior, las operaciones
de crédito a largo plazo de cualquier naturaleza,
incluido el riesgo deducido de los avales, cuando
el volumen total del capital vivo de las operaciones
de crédito vigentes a corto y largo plazo, incluyendo
el importe de la operación proyectada, exceda
del 110 por ciento de los ingresos corrientes liqui-
dados o devengados en el ejercicio inmediatamen-
te anterior o, en su defecto, en el precedente a
este último cuando el cómputo haya de realizarse
en el primer semestre del año y no se haya liquidado
el presupuesto correspondiente a aquel, según las
cifras deducidas de los estados contables conso-
lidados de las entidades citadas en el apartado 1
de este artículo.

El cálculo del porcentaje regulado en el párrafo
anterior se realizará considerando las operaciones
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de crédito vigentes, tanto a corto como a largo
plazo, valoradas con los mismos criterios utilizados
para su inclusión en el balance. El riesgo derivado
de los avales se computará aplicando el mismo
criterio anterior a la operación avalada.»

«5. En todo caso precisarán de la autorización
del Ministerio de Economía y Hacienda las ope-
raciones de crédito a corto y largo plazo, la con-
cesión de avales, y las demás operaciones que
modifiquen las condiciones contractuales o añadan
garantías adicionales, con o sin intermediación de
terceros, en los siguientes casos:

a) Las que se formalicen en el exterior o con
entidades financieras no residentes en España,
cualquiera que sea la divisa que sirva de deter-
minación del capital de la operación proyectada,
incluidas las cesiones a entidades financieras no
residentes de las participaciones, que ostenten enti-
dades residentes, en créditos otorgados a las Enti-
dades locales, sus Organismos autónomos y los
entes y sociedades mercantiles dependientes, que
presten servicios o produzcan bienes que no se
financien mayoritariamente con ingresos de mer-
cado.

b) Las que se instrumenten mediante emisio-
nes de deuda o cualquier otra forma de apelación
al crédito público, sin perjuicio de lo previsto en
la Ley 24/1988, de 28 de julio, del Mercado de
Valores.

En relación con lo que se prevé en el párrafo
a) anterior, no se considerarán financiación exterior
las operaciones denominadas en euros que se rea-
licen dentro del espacio territorial de los países per-
tenecientes a la Unión Europea y con entidades
financieras residentes en alguno de dichos países.
Estas operaciones habrán de ser, en todo caso,
comunicadas previamente al Ministerio de Hacien-
da.»

El resto de los apartados y artículo quedan con la
misma redacción.

Cuatro. Se modif ica el art ículo 55 de la
Ley 39/1988, Reguladora de las Haciendas Locales, que
queda con la siguiente redacción:

«Artículo 55.

Los organismos autónomos y los entes y socie-
dades mercantiles dependientes, precisarán la pre-
via autorización del Pleno de la Corporación e infor-
me de la Intervención para la concertación de ope-
raciones de crédito a largo plazo.»

Cinco. Se incluye un nuevo apartado, el 4, en el
artículo 113 ter de la Ley 39/1988, de 28 de diciembre,
que quedará redactado en los siguientes términos:

«4. En el supuesto de que no estuvieren dis-
ponibles, en el ámbito municipal, los índices citados
en el apartado anterior, se aplicará, en su caso,
como método de determinación del rendimiento
cedido a los municipios, la formulación recogida
en el apartado 2 de este artículo, considerando,
a estos efectos, y según proceda, como índices
de consumo los de entregas de gasolinas, gasóleos
y fuelóleos o los de ventas a expendedurías de
tabacos, correspondientes a las comunidades autó-
nomas.»

Seis. Se modifica el apartado 2, del artículo 115
quáter de la Ley 39/1988, de 28 de diciembre, que
quedará redactado en los siguientes términos:

«La participación total de cada uno de los muni-
cipios turísticos en los tributos del Estado se deter-
minará con arreglo a lo dispuesto en el apartado 4
siguiente y, para su cálculo, se tendrán en cuenta
los siguientes elementos:

a) Cesión de la recaudación de los Impuestos
sobre Hidrocarburos y sobre las Labores del Taba-
co, en la forma dispuesta en el apartado siguiente.

b) Participación en tributos del Estado en la
forma prevista en el apartado 1 del artículo 115
ter de esta Ley.»

Siete. Se incluye un nuevo apartado, el 4, en el ar-
tículo 125 quinquies de la Ley 39/1988, de 28 de
diciembre, que quedará redactado de la siguiente forma:

«4. En el supuesto de que no estuvieren dis-
ponibles, en el ámbito provincial, los índices citados
en el apartado anterior, se aplicará, en su caso,
como método de determinación del rendimiento
cedido a las provincias y entes asimilados, la for-
mulación recogida en el apartado 2 de este artículo,
considerando, a estos efectos, y según proceda,
como índices de consumo los de entregas de gaso-
linas, gasóleos y fuelóleos o los de ventas a expen-
dedurías de tabacos, correspondientes a las comu-
nidades autónomas.»

Artículo 65. Modificación de la disposición adicional
décima de la Ley 51/2002, de 27 de diciembre, de
Reforma de la Ley Reguladora de las Haciendas Loca-
les.

Se modifica el segundo párrafo del apartado 2 de
la disposición adicional décima de la Ley 51/2002, de 27
de diciembre, quedando redactado en los siguientes
términos:

«En la recaudación líquida no se incluirá la deri-
vada de las modificaciones incluidas en ordenanzas
fiscales que hayan entrado en vigor con posterio-
ridad al 31 de diciembre de 1998 que afecten a
los coeficientes, índices y recargos regulados en
los artículos 88, 89 y 124 de la Ley 39/1988,
de 28 de diciembre, Reguladora de las Haciendas
Locales, en la redacción anterior a la entrada en
vigor de esta ley, o que establezcan, conforme a
lo regulado en el citado artículo 88 según la redac-
ción dada por el artículo 27 de esta ley, un coe-
ficiente inferior al que resulte de multiplicar, en cada
caso, el coeficiente y el índice vigentes con ante-
rioridad al 1 de enero de 1999 que vayan a sus-
tituir.»

Artículo 66. Aportaciones de capital con cargo a los
Presupuestos Generales del Estado.

Será preceptivo el informe de la Secretaría de Estado
de Presupuestos y Gastos para la realización de apor-
taciones de capital, con cargo a los Presupuestos Gene-
rales del Estado a sociedades mercantiles estatales, así
como a entidades públicas empresariales y demás enti-
dades de derecho público.

El citado informe tendrá por objeto exclusivamente
el examen de los efectos que la aportación pretendida
pudiera tener en el cumplimiento del objetivo de esta-
bilidad presupuestaria al que se refiere el artículo 7 de
la Ley 18/2001, de 12 de diciembre, General de Esta-
bilidad Presupuestaria.
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SECCIÓN 2.a GESTIÓN EN MATERIA DE CONTRATACIÓN
ADMINISTRATIVA

Artículo 67. Modificación de la Ley de Contratos de
las Administraciones Públicas.

Se da nueva redacción a los siguientes preceptos
del texto refundido de la Ley de Contratos de las Admi-
nistraciones Públicas, aprobado por Real Decreto Legis-
lativo 2/2000, de 16 de junio.

Uno. Se modifica el apartado 1 del artículo 2 de
la Ley de Contratos de las Administraciones públicas
que queda con la siguiente redacción.

«1. Las entidades de derecho público no com-
prendidas en el ámbito definido en el artículo ante-
rior y las sociedades de derecho privado creadas
para satisfacer específicamente necesidades de
interés general que no tengan carácter industrial
o mercantil, siempre que, además, concurra alguno
de los requisitos contenidos en el párrafo b) del
apartado 3 del artículo anterior quedarán sujetas
a las prescripciones de esta ley relativas a la capa-
cidad de las empresas, publicidad, procedimientos
de licitación y formas de adjudicación para los con-
tratos de obras, suministros, consultoría y asisten-
cia y servicios de cuantía igual o superior, con exclu-
sión del Impuesto sobre el Valor Añadido,
a 6.242.028 euros (equivalente a 5.000.000 dere-
chos especiales de giro), si se trata de contratos
de obras, o a 249.681 euros (equivalentes a
200.000 derechos especiales de giro), si se trata
de cualquier otro contrato de los mencionados.»

Dos. Se da nueva redacción a la Disposición adi-
cional sexta de la Ley de Contratos de las Administra-
ciones Públicas:

«Disposición adicional sexta. Principios de contra-
tación en el sector público.

Las sociedades a que se refiere el apartado 1
del artículo 2, para los contratos no comprendidos
en el mismo, ajustarán su actividad contractual a
los principios de publicidad y concurrencia, salvo
que la naturaleza de la operación a realizar sea
incompatible con estos principios.»

Tres. Se adiciona un nuevo artículo 60 bis a la Ley
de Contratos de las Administraciones Públicas, con la
siguiente redacción:

«Artículo 60 bis. Medidas provisionales.

1. Los interesados en concurrir a un proce-
dimiento de adjudicación y, en todo caso, los lici-
tadores, podrán solicitar la adopción de medidas
provisionales para corregir la infracción alegada o
para impedir que se causen otros perjuicios a los
intereses afectados, incluidas las medidas destina-
das a suspender o a hacer que se suspenda el
procedimiento de adjudicación del contrato en
cuestión, o la ejecución de cualquier decisión adop-
tada por los órganos de contratación.

Esta solicitud podrá formularse con independencia
de que se interponga el recurso correspondiente.

2. Serán órganos competentes para adoptar,
en su caso, tales medidas provisionales los que
lo sean para conocer de los correspondientes recur-
sos, cualquiera que sea su clase.

3. El plazo para solicitar la adopción de las
medidas citadas será de cinco días a contar desde
la fecha de la infracción alegada, debiendo resol-
verse, de forma motivada, en un plazo de 10 días,

entendiéndose denegada en el supuesto de no
recaer resolución expresa.

Contra dicha resolución no cabrá recurso, sin
perjuicio de los que procedan contra las resolu-
ciones que se dicten en el procedimiento principal.

4. Cuando de la adopción de las medidas pro-
visionales puedan derivarse perjuicios de cualquier
naturaleza, la resolución podrá imponer la cons-
titución de caución o garantía suficiente para res-
ponder de ellos, sin que aquellas produzcan efectos
hasta que dicha caución o garantía sea constituida.»

Cuatro. Se introduce una nueva disposición adicio-
nal decimosexta con el siguiente contenido:

«Disposición adicional decimosexta. Recursos en
materia de contratos de las sociedades sujetas
a esta ley.
A efectos de reclamaciones y recursos en rela-

ción con los contratos a que se refiere el apartado 1
del artículo 2 de esta ley se tendrá en cuenta lo
dispuesto en el artículo 51 de la Ley 48/1998,
de 30 de diciembre, sobre procedimientos de con-
tratación en los sectores del agua, la energía, los
transportes y las telecomunicaciones, por la que
se incorporan al ordenamiento jurídico español las
Directivas 93/38/CEE y 92/13/CEE.»

Cinco. Los apartados y disposiciones de la Ley de
Contratos de las Administraciones Públicas a que se refie-
re este artículo (o disposición adicional) constituirán
legislación básica dictada al amparo del artícu-
lo 149.1.18.a de la Constitución.

SECCIÓN 3.a GESTIÓN EN MATERIA DE ASISTENCIA JURÍDICA
AL ESTADO E INSTITUCIONES PÚBLICAS

Artículo 68. Modificación de la Ley 52/1997, de 27
de noviembre, de Asistencia Jurídica al Estado e Ins-
tituciones Públicas.

Se modifica el artículo 9 de la Ley 52/1997, de 27
de noviembre, de Asistencia Jurídica al Estado e Ins-
tituciones Públicas, quedando con la siguiente redacción:

«Artículo 9. Actuaciones en procedimientos arbi-
trales y otras reclamaciones extrajudiciales.
Previa autorización del titular del departamento,

organismo público correspondiente, y con informe
de la Dirección del Servicio Jurídico del Estado,
los Abogados del Estado integrados en los Servicios
Jurídicos del Estado podrán asumir la representa-
ción y defensa del Estado, sus organismos autó-
nomos, entidades públicas de ellos dependientes
y órganos constitucionales en procedimientos arbi-
trales y otras reclamaciones extrajudiciales de natu-
raleza nacional o internacional.»

SECCIÓN 4.a GESTIÓN EN MATERIA DE MOVILIDAD GEOGRÁFICA
DE LOS MIEMBROS DE LAS FUERZAS ARMADAS

Artículo 69. Modificación de la Ley 26/1999, de 9
de julio, de medidas de apoyo a la movilidad geo-
gráfica de los miembros de las Fuerzas Armadas.

Se modifican los siguientes preceptos de la
Ley 26/1999, de 9 de julio, de medidas de apoyo a
la movilidad geográfica de los miembros de las Fuerzas
Armadas.

Uno. Se modifica el artículo 2 de la Ley 26/1999,
quedando con la siguiente redacción:

«Artículo 2.
El Ministerio de Defensa facilitará al militar de

carrera de las Fuerzas Armadas, así como al militar
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profesional de tropa y marinería que mantiene una
relación de servicios de carácter permanente, que
se encuentre en situación de servicio activo o en
la de reserva con destino, cuando cambie de des-
tino que suponga cambio de localidad o área geo-
gráfica, una compensación económica o, con carác-
ter extraordinario, una vivienda en régimen de
arrendamiento especial, conforme a lo establecido
en esta ley.

Al militar de complemento y al militar profesional
de tropa y marinería que mantiene una relación
de servicios de carácter temporal, que se encuentre
en la situación de servicio activo y haya cumplido
tres años de tiempo de servicios se le facilitará
una compensación económica cuando cambie de
destino que suponga cambio de localidad o área
geográfica.»

Dos. Se añaden tres nuevos supuestos al aparta-
do 2 del artículo 10 de la Ley 26/1999, de 9 de julio,
con la siguiente redacción:

«d) Cuando haya sido declarada la ruina téc-
nica, económica o urbanística de la vivienda o del
inmueble en que se ubica, conforme a lo estable-
cido en la legislación vigente en la materia.

e) Previa y expresa aceptación por parte del
titular del contrato o, en su caso, del beneficiario
del derecho de uso, cuando la conservación de la
vivienda, debido a su estado o características par-
ticulares, sea manifiestamente antieconómica.

f) Cuando la vivienda se encuentre en el interior
de una base, acuartelamiento, edificio o estable-
cimiento militar y el titular del contrato o, en su
caso, el beneficiario del derecho de uso, no esté
destinado en unidades, centros u organismos ubi-
cados en los mismos.

Si el afectado es militar profesional con una rela-
ción de servicios de carácter permanente, el realojo
podrá realizarse en otra vivienda situada en el inte-
rior de una base, acuartelamiento, edificio o esta-
blecimiento militar, sólo en el caso de que aquél
esté destinado en unidades, centros u organismos
ubicados en los mismos. La vivienda así adjudicada
se regirá por el régimen establecido para las vivien-
das militares no enajenables, en el Real Decre-
to 991/2000, de 2 de junio.»

El resto del apartado y artículo quedan con su actual
redacción.

Tres. Se añaden cuatro párrafos al apartado 1, párra-
fo g) de la disposición adicional segunda de la
Ley 26/1999, de 9 de julio, con la siguiente redacción:

«La hipoteca de la vivienda, a los solos efectos
de su compra, no se entenderá incluida en esta
prohibición legal de disposición del bien inmueble.

En todo caso, durante el período de diez años
desde la adquisición de la vivienda, la primera trans-
misión por actos “ínter vivos” de la misma, de parte
de ella o de la cuota indivisa, deberá ser notificada
fehacientemente al Instituto para la Vivienda de
las Fuerzas Armadas, con indicación del precio y
condiciones en que se pretende realizar la com-
praventa. En el plazo de un mes desde la recepción
de la notificación, el referido Instituto deberá auto-
rizar la transmisión o ejercer el derecho de tanteo.

El tercero adquirente, quedará obligado a remitir
al mismo organismo una copia de la escritura públi-
ca en que se efectuó la compraventa. Si la trans-
misión se hubiere efectuado sin haber practicado
la precitada notificación o en condiciones distintas

de las indicadas en ésta, el Instituto podrá ejercer
el derecho de retracto en el plazo de un mes desde
la recepción de la escritura pública.

Para la inscripción de los referidos títulos de pro-
piedad en el correspondiente Registro de la Pro-
piedad, será condición necesaria la acreditación de
haber efectuado los trámites previstos en los dos
párrafos anteriores.»

El resto del párrafo y de la disposición permanecen
con la misma redacción.

Cuatro. Se añade un segundo párrafo a la dispo-
sición adicional octava de la Ley 26/1999, de 9 de julio,
con la siguiente redacción:

«Con el objetivo de facilitar el ejercicio del dere-
cho de uso vitalicio a los usuarios de las viviendas
militares que lo tengan reconocido legalmente, el
Ministro de Defensa podrá autorizar el realojo en
otra vivienda de similares características, cuando
concurran circunstancias excepcionales de carác-
ter humanitario que supongan graves problemas
para ejercer el citado derecho en la que tengan
adjudicada. Estas circunstancias estarán referidas,
exclusivamente, al titular, su cónyuge, e hijos que
convivan con ellos.»

El resto de la disposición queda con la misma redac-
ción.

SECCIÓN 5.a GESTIÓN EN MATERIA DE LOTERÍAS
Y APUESTAS
DEL ESTADO

Artículo 70. Comercialización de juegos de titularidad
estatal fuera del territorio nacional.

1. Los juegos de titularidad estatal podrán comer-
cializarse fuera del territorio nacional en las condiciones
que se determinen por el Ministro de Hacienda.

2. En los convenios o contratos que celebre la enti-
dad pública empresarial Loterías y Apuestas del Estado
o entidades participadas por ésta para el cumplimiento
de sus fines, con entidades extranjeras, cuyo objeto guar-
de relación con la participación de la entidad pública
empresarial Loterías y Apuestas del Estado en sorteos
comunes con otras Loterías de Estado, con la celebración
en el extranjero de sorteos de juegos cuya gestión tenga
encomendada y en general con la comercialización de
dichos juegos fuera del territorio nacional, podrán incor-
porarse cláusulas tendentes a resolver las discrepancias
que puedan surgir mediante fórmulas de arbitraje.

SECCIÓN 6.a GESTIóN EN MATERIA DE TRÁFICO Y SEGURIDAD VIAL

Artículo 71. Modificación del texto articulado de la Ley
sobre Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y
Seguridad Vial, aprobado por Real Decreto Legisla-
tivo 339/1990, de 2 de marzo.

Se modifican los siguientes artículos del texto ar-
ticulado de la Ley sobre Tráfico, Circulación de Vehículos
a Motor y Seguridad Vial, aprobado por Real Decreto
Legislativo 339/1990, de 2 de marzo.

Uno. Se modifica el apartado 4 del artículo 34 del
texto articulado de la Ley sobre Tráfico, Circulación de
Vehículos a Motor y Seguridad Vial, que queda redactado
de la siguiente forma:

«Todo conductor de vehículo automóvil que se
proponga realizar un adelantamiento a un ciclo o
ciclomotor, o conjunto de ellos, deberá realizarlo
ocupando parte o la totalidad del carril contiguo
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de la calzada, siempre y cuando existan las con-
diciones precisas para realizar un adelantamiento
en las condiciones previstas en la ley. Queda expre-
samente prohibido adelantar poniendo en peligro
o entorpeciendo a ciclistas que circulen en sentido
contrario.»

Dos. Se introduce un nuevo párrafo tercero en el
apartado 2 del artículo 67 del texto articulado de la
Ley sobre Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y
Seguridad Vial, pasando los actuales párrafos tercero
y cuarto a ser el cuarto y el quinto, que queda redactado
de la siguiente forma:

«Además, la conducción sin la autorización admi-
nistrativa llevará aparejada la imposibilidad de obte-
ner el permiso o licencia de conducción durante
un año, así como el depósito obligatorio del vehícu-
lo cuando éste sea de titularidad del conductor o
de quienes ostenten su custodia o guarda legal
o de persona que hubiere autorizado su utilización
por un tiempo de un mes, que será de tres meses
en caso de reincidencia.»

Tres. Se modifica el segundo párrafo del apartado 3
del artículo 67, del texto articulado de la Ley sobre Trá-
fico, Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad Vial,
que queda redactado de la siguiente forma:

«A los efectos de este artículo, se reputarán rein-
cidentes a quienes hubieran sido sancionados en
firme en vía administrativa por dos infracciones
muy graves de las previstas en el artículo 65.5 de
esta ley, siempre que sus antecedentes no se hubie-
ren cancelado o hubieren debido serlo en el plazo
de dos años en los términos establecidos en el
artículo 82 de esta ley.»

Cuatro. Se modifica el párrafo tercero del apartado 3
del artículo 67 del texto articulado de la Ley sobre Tráfico,
Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad Vial, que
quedan redactados de la siguiente forma:

«No se procederá a la revocación del permiso
o licencia de conducción prevista en este apartado
cuando el titular de la autorización solicite la rea-
lización de un curso de reciclaje y sensibilización
en centro autorizado para ello y acredite haberlo
superado con aprovechamiento dentro del plazo
y en las condiciones que reglamentariamente se
determinen. En tal caso, la revocación del permiso
o licencia de conducción se sustituirá por la sanción
de suspensión de los mismos durante un año con
carácter continuado.»

Cinco. El actual apartado 5 del artículo 67 del Texto
Articulado de la Ley sobre Tráfico, Circulación de Vehí-
culos a Motor y Seguridad Vial pasa a ser el apartado 8,
y se introduce un nuevo apartado 5, que queda redac-
tado de la siguiente forma:

«5. A los titulares de licencias de conducción
de ciclomotores que hubieran sido sancionados en
firme en vía administrativa por dos infracciones gra-
ves en el plazo de dos años, o por una muy grave,
les será revocada la mencionada licencia, sin per-
juicio de que puedan obtener un permiso de con-
ducción.»

Seis. Se introduce un nuevo apartado 6 en el artícu-
lo 67 del texto articulado de la Ley sobre Tráfico, Cir-
culación de Vehículos a Motor y Seguridad Vial, que
queda redactado de la siguiente forma:

«6. Durante los dos años siguientes a la obten-
ción del permiso de conducción, el haber sido san-
cionado en firme en vía administrativa por la comi-
sión de tres infracciones graves o dos muy graves,

supondrá la revocación del permiso de conducción,
sin que pueda obtener un nuevo permiso hasta
transcurrido el plazo de un año desde la firmeza
de la resolución.»

Siete. Se introduce un nuevo apartado 7 en el ar-
tículo 67 del texto articulado de la Ley sobre Tráfico,
Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad Vial, que
queda redactado de la siguiente forma:

«7. El que en el período de dos años, hubiere
sido sancionado en firme en vía administrativa
como autor de tres infracciones, siendo una de ellas
grave y habiendo supuesto las otras dos la sus-
pensión del permiso de conducción, deberá cumplir
la sanción de suspensión de la autorización admi-
nistrativa para conducir que le correspondiere por
la última infracción, sin posibilidad de fracciona-
miento.»

Ocho. Se introduce un nuevo artículo 71 bis en el
capítulo II del título V del texto articulado de la Ley sobre
Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad
Vial, que queda redactado de la siguiente forma:

«Artículo 71 bis. Intervención del permiso o licen-
cia de conducción.
Cuando el agente de la autoridad compruebe

que el conductor infractor o implicado en un acci-
dente presente, además, síntomas evidentes de que
ha perdido las condiciones necesarias para con-
ducir, intervendrá de manera inmediata el permiso
o la licencia de conducción, sin perjuicio de la ini-
ciación del procedimiento para declarar la pérdida
de vigencia de autorizaciones, según lo dispuesto
en el artículo 63 y, en su caso, de la iniciación
del oportuno expediente sancionador.»

Nueve. Se adiciona un párrafo tercero al apartado 3
del artículo 72, del texto articulado de la Ley sobre Trá-
fico, Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad Vial,
que queda redactado de la siguiente forma:

«Las empresas de alquiler sin conductor acre-
ditarán el cumplimiento de la obligación legal de
identificar al conductor responsable de la infracción
mediante la remisión, al órgano instructor corres-
pondiente, de un duplicado o copia del contrato
de arrendamiento donde quede acreditado el con-
cepto de conductor de la persona que figure en
el contrato.»

El resto del artículo permanece con la misma redac-
ción.

Diez. Se modifica el artículo 82 del texto articulado
de la Ley sobre Tráfico, Circulación de Vehículos a motor
y Seguridad Vial, que queda redactado de la siguiente
forma:

«Artículo 82.
Las sanciones graves y muy graves firmes en

vía administrativa serán anotadas en el Registro
de Conductores e Infractores el día de su firmeza,
y las anotaciones se cancelarán de oficio, a efectos
de antecedentes, una vez transcurridos dos años
desde su total cumplimiento o prescripción.»

CAPÍTULO II

De la organización

Artículo 72. Modificación de la Ley 11/2002, de 6
de mayo, reguladora del Centro Nacional de Inteli-
gencia.

Se añaden dos nuevos apartados, el 5 y el 6, al artícu-
lo 8 de la Ley 11/2002, reguladora del Centro Nacional
de Inteligencia, con la siguiente redacción:
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«5. Se autoriza al Centro Nacional de Inteligen-
cia a disponer del 14 por ciento del total de los
créditos del capítulo destinado a gastos corrientes
en bienes y servicios de su Presupuesto de Gastos
vigente en cada momento, en concepto de anticipo
de caja fija, al objeto de poder atender los gastos
periódicos o repetitivos de material no inventaria-
ble, mantenimiento y conservación, tracto sucesivo,
indemnizaciones por razón del servicio y otros de
similares características.

6. Se autoriza al Centro Nacional de Inteligen-
cia a disponer del 2,5 por ciento del total de los
créditos del capítulo de inversiones reales de su
Presupuesto de Gastos vigente en cada momento,
en concepto de anticipo de caja fija para las adqui-
siciones de material y servicios complementarios
en el exterior.»

El resto del artículo permanece con su actual redac-
ción.

Artículo 73. Supresión de la entidad pública empre-
sarial «Escuela Oficial de Turismo».

En virtud de lo dispuesto en el artículo 64.1.a) de
la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y Fun-
cionamiento de la Administración General del Estado,
se suprime la entidad pública empresarial «Escuela Ofi-
cial de Turismo» desde el día 31 de diciembre de 2003,
asumiendo sus funciones la Secretaría General de Turis-
mo y subrogándose la Administración General del Esta-
do, a través de la Secretaría General de Turismo, en
el conjunto de bienes, derechos y obligaciones resul-
tantes de la extinción.

Artículo 74. Modificación de la Ley 15/1980, de 22
de abril, de creación del Consejo de Seguridad
Nuclear.

Se modifican los siguientes preceptos de la
Ley 15/1980, de 22 de abril, de creación del Consejo
de Seguridad Nuclear.

Uno. Se modifica el artículo 2 de la Ley 15/1980,
de creación del Consejo de Seguridad Nuclear, dando
una nueva redacción al párrafo «q» y pasando el actual
párrafo «q» al nuevo párrafo «r», del siguiente modo:

«q) Archivar y custodiar la documentación, que
deberán remitir al Consejo de Seguridad Nuclear
los titulares de las autorizaciones de explotación
de centrales nucleares, cuando se produzca el cese
definitivo en las prácticas y con carácter previo a
la transferencia de titularidad y a la concesión de
la autorización de desmantelamiento de las mis-
mas.

r) Cualquier otra que, en el ámbito de la segu-
ridad nuclear y la protección radiológica le sea legal-
mente atribuida.»

El resto del artículo queda con la misma redacción.

Dos. Se añade una nueva disposición adicional, la
cuarta, a la Ley 15/1980, de creación del Consejo de
Seguridad Nuclear, con la siguiente redacción:

«Disposición adicional cuarta. Dispositivos e ins-
talaciones experimentales.

Las funciones y facultades que se atribuyen al
Consejo de Seguridad Nuclear en esta ley, refe-
rentes a instalaciones nucleares y radiactivas, se
ejercerán en los mismos términos sobre los dis-

positivos e instalaciones experimentales definidos
en el artículo 2 de la Ley 25/1964, de 29 de abril,
sobre Energía Nuclear, salvo que se establezca
legalmente para tales dispositivos e instalaciones
experimentales una regulación más específica.»

Artículo 75. Modificación de la Ley 50/1998, de 30
de diciembre, de medidas fiscales, administrativas y
del orden social. Consejo de la Juventud de España.

Se añaden dos párrafos a continuación del primer
párrafo del apartado 2 del artículo 68 de la Ley 50/1998,
de 30 de diciembre, de medidas fiscales, administrativas
y del orden social, con la siguiente redacción:

«A los mismos efectos, el Presidente y, en los
supuestos de ausencia, vacante o enfermedad, los
Vicepresidentes ostentarán la representación del
Consejo y ejercerán y desarrollarán las actuaciones
directivas, administrativas, de gestión y cualesquie-
ra otras que, conforme a la normativa aplicable,
fueran necesarias para el cumplimiento de sus
fines.

El Ministro de Trabajo y Asuntos Sociales orde-
nará publicar en el “Boletín Oficial del Estado” el
nombramiento del Presidente, de los Vicepresiden-
tes y de los demás miembros de la Comisión Per-
manente elegidos de acuerdo con lo previsto en
el artículo 6 de la citada Ley 18/1983.»

El resto del apartado y artículo continúan con la mis-
ma redacción.

Artículo 76. Modificación de la Ley 66/1997, de 30
de diciembre, de medidas fiscales, administrativas y
del orden social. TRAGSA.

Se modifica el párrafo a) del apartado Tres del artícu-
lo 88 de la Ley 66/1997, de 30 de diciembre, de medi-
das fiscales, administrativas y del orden social, que queda
redactado de la siguiente forma:

«a) La realización de todo tipo de actuaciones,
obras, trabajos y prestación de servicios agrícolas,
ganaderos, forestales, de desarrollo rural, de con-
servación y protección del medio natural y
medioambiental, de acuicultura y de pesca, así
como los necesarios para el mejor uso y gestión
de los recursos naturales, incluida la ejecución de
obras de conservación o enriquecimiento del
Patrimonio Histórico Español en el medio rural, al
amparo de lo establecido en el artículo 68 de la
Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio His-
tórico Español.»

El resto del artículo permanece con la misma redac-
ción.

Artículo 77. Modificación de la Ley 4/1990, de 29
de junio, de Presupuestos Generales del Estado
para 1990. Entidad pública empresarial Aeropuertos
Españoles y Navegación Aérea (AENA).

Se modifica el párrafo a) del apartado dos del artícu-
lo 82 de la Ley 4/1990, de 29 de junio, de Presupuestos
Generales del Estado para 1990, conforme a la redacción
dada al mismo por la Ley 52/2002, de 30 de diciembre,
de medidas fiscales, administrativas y del orden social,
que tendrá la siguiente redacción:

«a) Ordenación, dirección, coordinación, explo-
tación, conservación y administración de los aero-
puertos públicos de carácter civil, aeródromos, heli-
puertos y demás superficies aptas para el trans-
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porte aéreo cuya gestión se le encomiende y de
los servicios afectos a los mismos; la coordinación,
explotación, conservación y administración de las
zonas civiles de las bases aéreas abiertas al tráfico
civil.»

El resto del artículo permanece con la misma redac-
ción.

Artículo 78. Modificación de la Ley 53/2002, de 30
de diciembre, de medidas fiscales, administrativas y
del orden social. Entidad pública empresarial Aero-
puertos Españoles y Navegación Aérea (AENA).

Se modifica el primer párrafo del número Dos del
artículo 82 de la Ley 53/2002, de 30 de diciembre,
de medidas fiscales, administrativas y del orden social,
que tendrá la siguiente redacción:

«La entidad pública empresarial “Aeropuertos
Españoles y Navegación Aérea” (AENA) percibirá,
por la utilización por terceros de los recintos de
los aeródromos, helipuertos y demás superficies
aptas para el transporte aéreo, cuya gestión se le
encomiende por la Administración General del Esta-
do, así como por los servicios que la misma preste
en los citados recintos, la tasa por prestación de
servicios y utilización del dominio público aeropor-
tuario establecida en la Ley 25/1998, de 13 de
julio, de modificación del Régimen Legal de las
Tasas Estatales y Locales y de Reordenación de
las Prestaciones Patrimoniales de Carácter Público,
la tasa de aterrizaje regulada en la Ley 14/2000,
de 29 de diciembre, de medidas fiscales, adminis-
trativas y del orden social, la tasa de seguridad
establecida por Ley 13/1996, de 30 de diciembre,
de medidas fiscales, administrativas y del orden
social, y la tasa de aproximación regulada en la
Ley 24/2001, de 27 de diciembre, de medidas
fiscales, administrativas y del orden social.»

Artículo 79. Agencia Española de Protección de Datos.

La Agencia de Protección de Datos pasa a denomi-
narse Agencia Española de Protección de Datos.

Las referencias a la Agencia de Protección de Datos
realizadas en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciem-
bre, de Protección de Datos de Carácter Personal, así
como en las normas a las que se refiere su disposición
transitoria tercera y cualesquiera otras que se encuentren
en vigor deberán entenderse realizadas a la Agencia
Española de Protección de Datos.

Artículo 80. Modificación de la disposición adicio-
nal 6.ade la Ley 11/1998 General de Telecomuni-
caciones relativa a la entidad pública empresarial
Red.es y del Real Decreto 164/2002, de 8 de febrero,
por el que se aprueba el Estatuto de dicha entidad
pública empresarial con la finalidad de la asunción
de las funciones correspondientes a la RedIRIS por
parte de Red.es.

Uno. Se modifica la disposición adicional sexta de
la Ley 11/1998 General de Telecomunicaciones para
añadir en el apartado 4 un párrafo f) con la siguiente
redacción:

«f) Ofrecer a la comunidad académica y cien-
tífica nacional una infraestructura básica de comu-
nicaciones mediante servicios de red y servicios
de aplicación a través de la Red IRIS.»

Dos. Se incluye una nueva disposición adicional ter-
cera al Real Decreto 164/2002, por el que se aprueba

el Estatuto de la entidad pública empresarial Red.es, con
la denominación «Integración del personal adscrito a la
Red IRIS», con la siguiente redacción:

«El personal funcionario del Consejo Superior
de Investigaciones Científicas que a 1 de enero
de 2004 se encuentre adscrito a la Red IRIS rea-
lizando las funciones encomendadas a la misma
podrá optar, durante un plazo de dos meses con-
tado a partir de la fecha indicada, por integrarse
como personal laboral en la entidad pública empre-
sarial Red.es, quedando en sus Cuerpos o Escalas
de origen en la situación de excedencia voluntaria
prevista en el art. 29.3.a) de la Ley 30/1984 de 2
de agosto, de Medidas para la reforma de la Fun-
ción Pública.

El personal laboral del Consejo Superior de Inves-
tigaciones Científicas que a 1 de enero de 2004
se encuentre adscrito a la Red IRIS realizando las
funciones encomendadas a la misma, se incorpo-
rará a la entidad pública empresarial Red.es subro-
gándose la citada entidad en los contratos de tra-
bajo concertados con este personal en sus propios
términos y sin alteración de sus condiciones.»

Tres. Se añade el párrafo f) al apartado 1 del artícu-
lo 3 del Estatuto de la entidad pública empresarial Red.es,
con la siguiente redacción:

«f) Ofrecer a la comunidad académica y cien-
tífica nacional una infraestructura básica de comu-
nicaciones mediante servicios de red y servicios
de aplicación a través de la Red IRIS.»

Cuatro. Se modifica el apartado 1 del artículo 8 del
Estatuto de la entidad pública empresarial Red.es que
pasa a tener la siguiente redacción:

«1. El Consejo de Administración estará forma-
do por el Presidente, que lo será también del Con-
sejo, por el Director General de la entidad, por un
número de Vocales no inferior a 10 ni superior
a 18 y por el Secretario del Consejo.»

Cinco. Se modifica el último párrafo del artículo 9
del Estatuto de la entidad pública empresarial Red.es,
que pasará a tener la siguiente redacción:

«Tendrán la consideración de vocales natos del
Consejo de Administración el Secretario General
de Política Científica, el Director General para el
Desarrollo de la Sociedad de la Información, el
Director General de Telecomunicaciones y Tecno-
logías de la Información, el Director del Gabinete
del Ministro de Ciencia y Tecnología, el Director
del Gabinete del Secretario de Estado de Teleco-
municaciones y para la Sociedad de la Información,
el Jefe de la Abogacía del Estado del Ministerio
de Ciencia y Tecnología y el Director General de
organización Administrativa del Ministerio de Admi-
nistraciones Públicas.»

Seis. Se añade una nueva sección 8.a al capítulo III
del Estatuto de la entidad pública empresarial Red.es,
con la denominación «Departamento Red IRIS», con la
siguiente redacción:

«Artículo 22 bis. Creación, objeto y dirección del
Departamento:
Para el desarrollo de las funciones relativas a

Red IRIS encomendadas a la entidad pública empre-
sarial Red.es y a las que se refiere el artículo 3.1 e),
se constituye dentro de la misma un departamento,
que dispondrá de los medios humanos y materiales
necesarios para el desarrollo de sus funciones, cuyo
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Director será nombrado y cesado por el Consejo
de Administración a propuesta de su Presidente.»
«Artículo 22 ter. Funcionamiento y régimen inter-

no:
En el seno del departamento podrán constituirse

grupos de trabajo, a los que podrán ser invitados
representantes de las Administraciones Públicas y
de la comunidad académica y científica, actuando
como asesores de los temas a tratar.»

Siete. Las disposiciones introducidas en el presente
artículo podrán modificarse reglamentariamente con
arreglo a la normativa específica reguladora de las mis-
mas.

CAPÍTULO III

De los procedimientos administrativos

Artículo 81. Modificación de la Ley 30/1992, de 26
de noviembre, de Régimen Jurídico de las Adminis-
traciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común.

Se modifica el apartado 3 del artículo 103 de la
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común, que queda con la siguiente redac-
ción:

«3. Transcurrido el plazo de seis meses desde
la iniciación del procedimiento sin que se hubiera
declarado la lesividad se producirá la caducidad
del mismo.»

El resto del artículo se mantiene con la misma redac-
ción.

Artículo 82. Modificación de la Ley Orgánica 15/1999,
de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carác-
ter Personal.

Uno. Se añade un nuevo apartado, el 2, al artícu-
lo 37 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre,
de Protección de Datos de Carácter Personal, pasando
el texto actual a convertirse en apartado 1, con la siguien-
te redacción:

«2. Las resoluciones de la Agencia Española
de Protección de Datos se harán públicas, una vez
hayan sido notificadas a los interesados. La publi-
cación se realizará preferentemente a través de
medios informáticos o telemáticos.

Reglamentariamente podrán establecerse los
términos en que se lleve a cabo la publicidad de
las citadas resoluciones.

Lo establecido en los párrafos anteriores no será
aplicable a las resoluciones referentes a la inscrip-
ción de un fichero o tratamiento en el Registro
General de Protección de Datos ni a aquéllas por
las que se resuelva la inscripción en el mismo de
los Códigos tipo, regulados por el artículo 32 de
esta ley orgánica.»

El resto del artículo permanece con la misma redac-
ción.

Dos. Se añade un nuevo apartado 3 al artículo 48
de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de
Protección de Datos de Carácter Personal, con la siguien-
te redacción:

«Los procedimientos sancionadores tramitados
por la Agencia Española de Protección de Datos,

en ejercicio de las potestades que a la misma atri-
buyan esta u otras Leyes, salvo los referidos a infrac-
ciones de la Ley 32/2003, de 3 de noviembre,
General de Telecomunicaciones, tendrán una dura-
ción máxima de seis meses.»

Artículo 83. Modificación de la Ley 13/1986, de 14
de abril, de Fomento y Coordinación General de la
Investigación Científica y Técnica.

Se modifican diferentes preceptos de la Ley 13/1986,
de 14 de abril, de Fomento y Coordinación General de
la Investigación Científica y Técnica, con el siguiente
contenido:

Uno. Se añade una nueva disposición adicional, la
duodécima, a la Ley 13/1986, de 14 de abril, de Fomen-
to y Coordinación General de la Investigación Científica
y Técnica, con la siguiente redacción:

«Disposición adicional duodécima. Informes de
evaluación de solicitudes de ayudas del Plan
Nacional de Investigación Científica, Desarrollo
e Innovación Tecnológica.

En el marco de los procedimientos de concesión
de ayudas del Plan Nacional de Investigación Cien-
tífica, Desarrollo e Innovación Tecnológica, serán
preceptivos y determinantes, con los efectos pre-
vistos en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre,
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públi-
cas y del Procedimiento Administrativo Común, los
informes del Centro para el Desarrollo Tecnológico
e Industrial (CDTI) y de la Agencia Nacional de Eva-
luación y Prospectiva (ANEP).»

Dos. Lo establecido en la disposición adicional duo-
décima de la Ley 13/1986, de Fomento y Coordinación
General de la Investigación Científica y Técnica, se
entiende sin perjuicio de lo previsto en el artículo 45.4
de la Ley 16/2003, de 28 de mayo, de Cohesión y
Calidad del Sistema Nacional de Salud, respecto a la
intervención de las Comisiones Técnicas de Evaluación
del FIS en la ejecución de las actuaciones que se deriven
de las propuestas contenidas en la iniciativa sectorial
de investigación en salud que se incorporen al Plan
Nacional de I+D+I cuya gestión recaiga en el Ministerio
de Sanidad y Consumo.

Artículo 84. Presentación telemática de la información
que están obligadas a suministrar las entidades ase-
guradoras, las entidades gestoras de fondos de pen-
siones, los corredores de seguros y las sociedades
de correduría de seguros.

Por el Ministerio de Economía podrán determinarse
los supuestos y condiciones en que las empresas de
seguros, las entidades gestoras de fondos de pensiones,
los corredores de seguros y las sociedades de correduría
de seguros habrán de presentar por medios telemáticos
ante la Dirección General de Seguros y Fondos de Pen-
siones la documentación e información que están obli-
gados a suministrar conforme a su normativa específica.

Artículo 85. Modificación de la Ley 53/2002, de 30
de diciembre, de medidas fiscales, administrativas y
del orden social. Control preventivo municipal de
obras en zonas de interés para la defensa nacional.

Se modifica la disposición adicional novena de la
Ley 53/2002, de 30 de diciembre, de medidas fiscales,
administrativas y del orden social, quedando redactada
del siguiente modo:
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«Disposición adicional novena.
Las obras de nueva construcción, reparación,

conservación y demolición, así como las agrupa-
ciones y segregaciones de fincas, llevadas a cabo
en zonas declaradas de interés para la defensa
nacional o en las instalaciones militares señaladas
en el artículo 8 del Real Decreto 689/1978, de 10
de febrero por el que se aprueba el Reglamento
de la Ley 8/1975, de 12 de marzo, de Zonas e
Instalaciones de Interés para la Defensa Nacional
y calificadas como obras públicas que afecten direc-
tamente a la defensa nacional, no estarán some-
tidas a la obtención de licencias y demás actos
de control preventivo municipal, sin perjuicio de
agotar antes, en cuanto a estos últimos, los meca-
nismos de cooperación entre Administraciones
Públicas.

El Ministro de Defensa, a propuesta de los Jefes
de Estado Mayor, señalará aquellas obras de nueva
construcción, reparación y conservación que afec-
ten directamente a la defensa nacional y que serán
calificadas como de interés general.»

CAPÍTULO IV

Del procedimiento contencioso-administrativo

Artículo 86. Modificación de la Ley 29/1998, de 13
de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Ad-
ministrativa.

Se modifican los siguientes preceptos de la
Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Juris-
dicción Contencioso-Administrativa.

Uno. Se modifican los apartados 7 y 8 del artícu-
lo 48 de la Ley reguladora de la Jurisdicción Conten-
cioso-Administrativa, que quedarán redactados como
sigue:

«7. Transcurrido el plazo de remisión del expe-
diente sin haberse recibido completo, se reiterará
la reclamación, y si no se enviara en el término
de 10 días contados como dispone el apartado 3,
tras constatarse su responsabilidad, previo aper-
cibimiento notificado personalmente para formu-
lación de alegaciones, se impondrá una multa coer-
citiva de 300,50 a 1.202,02 euros a la autoridad
o empleado responsable. La multa será reiterada
cada veinte días, hasta el cumplimiento de lo reque-
rido.

De darse la causa de imposibilidad de determi-
nación individualizada de la autoridad o empleado
responsable, la Administración será la responsable
del pago de la multa sin perjuicio de que se reper-
cuta contra el responsable.

8. Contra los autos en los que se acuerde la
imposición de multas a las que se refiere el apartado
anterior podrá interponerse recurso de súplica en
los términos previstos en el artículo 79.»

El resto del artículo permanece con su actual con-
tenido.

Dos. Se modifica el artículo 112 de la Ley regu-
ladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa,
que quedará redactado como sigue:

«Artículo 112.
Transcurridos los plazos señalados para el total

cumplimiento del fallo, el juez o tribunal adoptará,
previa audiencia de las partes, las medidas nece-
sarias para lograr la efectividad de lo mandado.

Singularmente, acreditada su responsabilidad,
previo apercibimiento notificado personalmente
para formulación de alegaciones, podrá:

a) Imponer multas coercitivas de 150,25
a 1.502,53 a las autoridades, funcionarios o agen-
tes que incumplan los requerimientos del Juzgado
o de la Sala, así como reiterar estas multas hasta
la completa ejecución del fallo judicial, sin perjuicio
de otras responsabilidades patrimoniales a que
hubiere lugar. A la imposición de estas multas les
será aplicable lo previsto en el artículo 48.

b) Deducir el oportuno testimonio de particu-
lares para exigir la responsabilidad penal que pudie-
ra corresponder.»

TÍTULO V

De la acción administrativa

CAPÍTULO I

Acción administrativa en materia de ordenación
económica

SECCIÓN 1.a SEGUROS, PLANES Y FONDOS DE PENSIONES

Artículo 87. Modificación del texto refundido de la Ley
de Regulación de los Planes y Fondos de Pensiones,
aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2002, de 29
de noviembre.

Se modifican los siguientes preceptos del texto refun-
dido de la Ley de Regulación de los Planes y Fondos
de Pensiones, aprobado por Real Decreto Legislati-
vo 1/2002, de 29 de noviembre.

Uno. Se da nueva redacción al apartado 3 del ar-
tículo 5 del texto refundido de la Ley 8/1987, de Regu-
lación de los Planes y Fondos de Pensiones, que queda
redactado en los siguientes términos:

«3. Las aportaciones anuales máximas a los
planes de pensiones regulados en esta ley se ade-
cuarán a lo siguiente:

a) El total de las aportaciones anuales máximas
a los planes de pensiones regulados en esta ley,
sin incluir las contribuciones empresariales que los
promotores de planes de pensiones de empleo
imputen a los partícipes, no podrá exceder
de 8.000 euros.

No obstante, en el caso de partícipes mayores
de cincuenta y dos años, el límite anterior se incre-
mentará en 1.250 euros adicionales por cada año
de edad del partícipe que exceda de cincuenta y
dos años, fijándose en 24.250 euros para partícipes
de 65 años o más.

b) El conjunto de las contribuciones empresa-
riales realizadas por los promotores de planes de
pensiones de empleo a favor de sus empleados
e imputadas a los mismos tendrá como límite anual
máximo las cuantías establecidas en el párrafo a)
anterior.

Los empresarios individuales que realicen con-
tribuciones empresariales a favor de sus trabaja-
dores, como promotores de un plan de pensiones
de empleo, podrán realizar aportaciones propias al
citado plan, hasta el límite máximo establecido para
las contribuciones empresariales. Estas aportacio-
nes no serán calificadas como contribuciones
empresariales, salvo a efectos del cómputo de lími-
tes.

c) Los límites establecidos en los párrafos a)
y b) anteriores se aplicarán de forma independiente
e individualmente a cada partícipe integrado en la
unidad familiar.
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d) Excepcionalmente, la empresa promotora
podrá realizar aportaciones a un plan de pensiones
de empleo del que sea promotor cuando sea pre-
ciso para garantizar las prestaciones en curso o
los derechos de los partícipes de planes que inclu-
yan regímenes de prestación definida para la jubi-
lación y se haya puesto de manifiesto, a través
de las revisiones actuariales, la existencia de un
déficit en el plan de pensiones.»

El resto del artículo permanece con la misma redac-
ción.

Dos. Se modifica el apartado 1 del artículo 16 del
texto refundido de la Ley Reguladora de Planes y Fondos
de Pensiones, pasando a tener la siguiente redacción:

«1. El activo de los fondos de pensiones estará
invertido de acuerdo con criterios de seguridad,
rentabilidad, diversificación y de plazos adecuados
a sus finalidades.

Reglamentariamente se establecerá el límite
mínimo, no inferior al 70 por ciento del activo del
fondo, que se invertirá en activos financieros con-
tratados en mercados regulados, en depósitos ban-
carios, en créditos con garantía hipotecaria y en
inmuebles.»

El resto del artículo permanece con la misma redac-
ción.

Artículo 88. Riesgos derivados del comportamiento
desfavorable de los precios en el mercado.

Con carácter experimental, para el ejercicio 2004,
los riesgos regulados en el artículo 3 de la Ley 87/1978,
de seguros agrarios combinados, se ampliarán en las
condiciones previstas en dicho artículo a los riesgos deri-
vados del desfavorable comportamiento de los precios
en el mercado. Para su aplicación se continuará la expe-
riencia piloto iniciada en 2003, en la misma producción
y en un ámbito geográfico restringido, en los términos
que establezca el Gobierno a través del Plan de Seguros
Agrarios Combinados para el ejercicio 2004.

Artículo 89. Modificación del texto refundido de la Ley
sobre Responsabilidad Civil y Seguro en la Circulación
de Vehículos a Motor, aprobado por Decreto
632/1968, de 21 de marzo, y modificado por la Ley
34/2003, de 4 de noviembre, de modificación y adap-
tación a la normativa comunitaria de la legislación
de seguros privados.

Se añade al primer inciso del párrafo c) del artícu-
lo 3 del texto refundido de la Ley sobre Responsabilidad
Civil y Seguro en la Circulación de Vehículos a Motor,
lo siguiente:

«Asimismo, se acordará el depósito del vehículo
por el tiempo de un mes, que en caso de rein-
cidencia será de tres meses y en el supuesto de
quebrantamiento del depósito, será de un año,
debiendo demostrar, al final del depósito, que se
dispone del seguro correspondiente. Los gastos
que se originen como consecuencia del depósito
del vehículo serán por cuenta del propietario, que
deberá abonarlos o garantizar su pago como requi-
sito previo a la devolución del vehículo.»

Artículo 90. Modificación de la Ley 30/1995, de 8
de noviembre, de Ordenación y Supervisión de los
Seguros Privados.

Se introduce un nuevo artículo 20 bis en la Ley
30/1995, de Ordenación y Supervisión de los Seguros
Privados, con la siguiente redacción:

«1. La obligación establecida en el apartado 2
del artículo anterior para los grupos consolidables
de entidades aseguradoras es independiente de la
obligación de formular las cuentas anuales conso-
lidadas que establece el Código de Comercio para
los grupos de sociedades que integren entidades
de seguros.

Para el cumplimiento del deber de formular las
cuentas consolidadas que establece el Código de
Comercio se aplicarán íntegramente las normas
contenidas en dicho Código. No obstante, cuando
no se apliquen las normas de contabilidad apro-
badas por los Reglamentos de la Comisión Europea,
las normas de consolidación que desarrolle el Códi-
go de Comercio se determinarán según los mismos
procedimientos y criterios establecidos en el apar-
tado 1 del artículo 20, respetando los principios
que sobre la presentación de las cuentas de los
grupos de sociedades se contienen en el Libro Pri-
mero del Código de Comercio y sus disposiciones
de desarrollo, si bien podrán introducirse las adap-
taciones de obligado cumplimiento que resulten
necesarias para las entidades aseguradoras, en los
grupos de sociedades:

a) cuya sociedad dominante sea una entidad
aseguradora,

b) cuya sociedad dominante sea una entidad
cuya actividad principal consista en tener partici-
paciones en entidades aseguradoras, y

c) en los que, incluyendo una o más entidades
aseguradoras, la actividad de éstas sea la más
importante del grupo.

2. Los estados consolidados previstos en el
apartado 2 del artículo anterior deberán ser firma-
dos por los administradores de la entidad del grupo
consolidable de entidades aseguradoras obligada
a su formulación; no obstante, en el caso contem-
plado en el tercer guión del apartado 3.a) del ar-
tículo anterior, la entidad obligada será designada
por la Dirección General de Seguros y Fondos de
Pensiones entre las entidades de seguros del grupo.

3. La Dirección General de Seguros y Fondos
de Pensiones podrá exigir que los estados conso-
lidados de cierre de ejercicio a que se refiere el
apartado anterior, cuando no coincidan con los del
grupo de sociedades que establece el Código de
Comercio, sean sometidos, con el alcance que se
determine, al control de los auditores de cuentas
de la entidad obligada a elaborarlos.»

SECCIÓN 2.a ENERGÍA

Artículo 91. Modificación de la Ley 54/1997, de 27
de noviembre, del Sector Eléctrico.

Se modifica la Ley 54/1997, de 27 de noviembre,
del Sector Eléctrico, del siguiente modo:

Uno. Se incorpora un segundo párrafo al artículo
9.1.b) de la Ley 54/1997, de 27 de noviembre, del Sec-
tor Eléctrico, con la siguiente redacción:

«Cuando se trate de autoproductores de energía
eléctrica que utilicen la cogeneración con alto ren-
dimiento energético como forma de producción de
electricidad, el porcentaje de autoconsumo a que
se refiere el párrafo anterior será del 10 por ciento,
cualquiera que sea la potencia de la instalación.»

Dos. Se modifica el apartado 1 del artículo 33 de
la Ley 54/1997, de 27 de noviembre, modificado por
la Ley 50/1998, de 30 de diciembre, de medidas fis-
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cales, administrativas y del orden social, que queda
redactado en los siguientes términos:

«1. El operador del mercado, como responsa-
ble de la gestión económica del sistema, asume
la gestión del sistema de ofertas de compra y venta
de energía eléctrica en los términos que reglamen-
tariamente se establezcan.

El operador del mercado ejercerá sus funciones
respetando los principios de transparencia, obje-
tividad e independencia, bajo el seguimiento y con-
trol del Comité de Agentes del Mercado a que se
refiere el apartado 4 de este artículo.

Actuará como operador del mercado una socie-
dad mercantil de cuyo accionariado podrá formar
parte cualquier persona física o jurídica, siempre
que la suma de su participación directa o indirecta
en el capital de esta sociedad no supere el 5 por
ciento. Asimismo, la suma de participaciones, direc-
tas o indirectas, de los sujetos que realicen acti-
vidades en el sector eléctrico no deberá superar
el 40 por ciento, no pudiendo sindicarse estas
acciones a ningún efecto.

En el caso de que alguna persona física o jurídica
pusiera de manifiesto a la sociedad mercantil que
actúa como operador del mercado su voluntad de
participar en el capital de dicha sociedad, la petición
se elevará a la Junta General de Accionistas junto
con la certificación del solicitante de realizar o no
actividades en el sector eléctrico.

La Junta General deberá aceptar la solicitud pre-
sentada por una cifra máxima de participación equi-
valente a la media de las participaciones existentes
en el tramo que haya de corresponder al peticio-
nario, haciéndose efectiva a través de alguno o algu-
nos de los siguientes procedimientos:

a) La voluntad de venta por la sociedad o por
alguno de sus accionistas de las correspondientes
acciones manifestada en la Junta General.

b) La ampliación de capital de la sociedad
mediante la emisión de nuevas acciones siempre
que se respete el límite del 40 por ciento que puede
ser suscrito por sujetos que realicen actividades
en el sector eléctrico.

Cuando los solicitantes de participación en el
capital del operador del mercado realicen activi-
dades en el sector eléctrico, a fin de respetar el
porcentaje mencionado, se podrá acordar una
ampliación de capital superior a la necesaria, siem-
pre que se manifieste en la Junta General la volun-
tad de suscripción de esas acciones por cualquiera
de los accionistas que no ejerzan actividades eléc-
tricas.

En todo caso, se excluye el derecho de suscrip-
ción preferente de los accionistas sobre las accio-
nes que se emitan para atender las nuevas peti-
ciones de participación.»

Tres. Se añade una nueva disposición adicional, la
decimosexta, con la siguiente redacción:

«Disposición adicional decimosexta. Devengo de
intereses en el supuesto de falta de ingreso por
los agentes del sistema eléctrico de las cuotas
con destinos específicos.
En el supuesto de que los agentes del sistema

eléctrico a los que corresponda efectuar el ingreso
de las cuotas con destinos específicos de confor-
midad con lo dispuesto en el artículo 6.5 del Real
Decreto 2017/1997, de 26 de diciembre, por el
que se organiza y regula el procedimiento de liqui-
dación de los costes de transporte, distribución y
comercialización a tarifa, de los costes permanen-

tes del sistema y de los costes de diversificación
y seguridad de abastecimiento o norma que lo sus-
tituya, no cumplieran con su obligación de ingresar
las cantidades que les correspondan, comenzarán
a devengarse automáticamente intereses de demo-
ra que serán equivalentes al interés legal del dinero
incrementado en 1,5 puntos.

A estos efectos, la Comisión Nacional de Energía
les requerirá, inmediatamente después de trans-
currido el plazo para efectuar el pago, para que
procedan al ingreso de los importes correspondien-
tes, sin perjuicio del devengo automático de los
intereses a partir del día siguiente al de la fina-
lización del período establecido para el pago.

Queda exceptuado de lo dispuesto en los apar-
tados anteriores la tasa aplicable a la prestación
de servicios y realización de actividades por la Comi-
sión Nacional de Energía en relación con el sector
eléctrico que se regirá por su normativa específica.

Se autoriza al Ministro de Economía para dictar
cuantas disposiciones sean necesarias en desarro-
llo y cumplimiento de lo dispuesto en la presente
disposición adicional.»

Cuatro. Se añade una nueva disposición adicional,
la decimoséptima, con la siguiente redacción:

«Disposición adicional decimoséptima. Devengo
de intereses en el supuesto de falta de pago
por los agentes del sistema eléctrico de las liqui-
daciones.
En el supuesto de que los agentes del sistema

eléctrico a los que corresponda efectuar pagos por
liquidaciones de conformidad con lo dispuesto en
el artículo 8 del Real Decreto 2017/1997, de 26
de diciembre, por el que se organiza y regula el
procedimiento de liquidación de los costes de trans-
porte, distribución y comercialización a tarifa, de
los costes permanentes del sistema y de los costes
de diversificación y seguridad de abastecimiento
o norma que lo sustituya, no cumplieran con su
obligación de ingresar en plazo las cantidades que
les correspondan, comenzarán a devengarse, sin
necesidad de requerimiento previo, intereses de
demora que serán equivalentes al interés legal del
dinero incrementado en 1,5 puntos.

Se autoriza al Ministro de Economía para dictar
cuantas disposiciones sean necesarias en desarro-
llo y cumplimiento de lo dispuesto en la presente
disposición adicional.»

Cinco. Se añade una disposición transitoria, la deci-
moctava «Adaptación del operador del mercado», a la
Ley 54/1997, de 27 de noviembre, del Sector Eléctrico,
con la siguiente redacción:

«Disposición transitoria decimoctava. Adaptación
del operador del mercado.
1. Hasta el 30 de junio de 2006, la limitación

de la participación máxima del 5 por ciento del
capital establecido en el apartado 1 del artículo 33
de esta ley no será aplicable a la participación
correspondiente a otras entidades gestoras de mer-
cados eléctricos sujetas a compromiso internacio-
nal con España, quienes podrán tener una parti-
cipación en el capital de hasta un 10 por ciento.
Hasta la citada fecha, esta participación no com-
putará en el 40 por ciento del capital de los sujetos
que realicen actividades en el sector eléctrico esta-
blecido en el apartado 1 del artículo 33 de esta
ley.

Asimismo, hasta la citada fecha, previa autori-
zación de la Comisión Nacional de Energía, el ope-
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rador del mercado podrá participar en el capital
de otras entidades gestoras de mercados eléctricos
sujetas a compromisos internacionales con España
hasta un 10 por ciento.

2. Aquellos otros accionistas del operador del
mercado que a 31 de diciembre de 2003 superasen
la limitación de la participación máxima del 5 por
ciento del capital establecido en el apartado 1 del
artículo 33 de esta ley, deberán adecuar sus par-
ticipaciones a la citada limitación antes del 30 de
junio de 2004.

3. A partir del 30 de junio de 2004, corres-
ponderá a la sociedad “Operador del Mercado Ibé-
rico de Energía-Polo español Sociedad Anónima”
realizar las funciones encomendadas en esta ley
al operador del mercado.»

Artículo 92. Modificación de la Ley 34/1998, de 7
de octubre, del Sector de Hidrocarburos.

Se modifica la Ley 34/1998, de 7 de octubre, del
Sector de Hidrocarburos, del siguiente modo:

Uno. Se modifica el artículo 64 de la Ley 34/1998,
de 7 de octubre, del Sector de Hidrocarburos, añadiendo
un nuevo apartado, el 4, con la siguiente redacción:

«4. El Gestor Técnico del Sistema, tendrá un
representante en el Consejo Consultivo de Hidro-
carburos de la Comisión Nacional de Energía y en
su Comisión Permanente.»

El resto del artículo queda con la misma redacción.
Dos. Se modifica la disposición adicional undécima,

segundo, 1 de la Ley 34/1998, de 7 de octubre, del
Sector de Hidrocarburos, con la siguiente redacción:

«Como órganos de asesoramiento de la Comi-
sión se constituirán dos Consejos Consultivos pre-
sididos por el Presidente de la Comisión Nacional
de Energía, el Consejo Consultivo de Electricidad,
con un número máximo de 36 miembros, y el Con-
sejo Consultivo de Hidrocarburos, con un número
máximo de 37 miembros.

Se autoriza al Gobierno para que, mediante real
decreto, dentro de los límites establecidos en el
párrafo anterior, modifique la composición de los
citados Consejos Consultivos, incluido lo dispuesto
en el apartado 4 del artículo 64 de esta ley.»

Tres. Se modifica la disposición adicional vigésima
de la Ley 34/1998, de 7 de octubre del Sector de Hidro-
carburos, que pasa a tener la siguiente redacción:

«La entidad ENAGAS, Sociedad Anónima, tendrá
la consideración de Gestor técnico del sistema
gasista.

Ninguna persona física o jurídica podrá participar
directa o indirectamente en el accionariado de ENA-
GAS, Sociedad Anónima, en una proporción supe-
rior al 5 por ciento del capital social o de los dere-
chos de voto en la entidad.

A efectos de computar la participación en dicho
accionariado, se atribuirán a una misma persona
física o jurídica, además de las acciones y otros
valores poseídos o adquiridos por las entidades per-
tenecientes a su mismo grupo, tal y como éste
se define en el artículo 4 de la Ley 24/1988, de 28
de julio, del Mercado de Valores, aquellas cuya titu-
laridad corresponda:

a) A aquellas personas que actúen en nombre
propio pero por cuenta de aquélla, de forma con-
certada o formando con ella una unidad de deci-
sión. Se entenderá, salvo prueba en contrario, que

actúan por cuenta de una persona jurídica o de
forma concertada con ella los miembros de su órga-
no de administración.

b) A los socios junto a los que aquélla ejerza
el control sobre una entidad dominada conforme
a lo previsto en el artículo 4 de la Ley 24/1988,
de 28 de julio, del Mercado de Valores.

En todo caso, se tendrá en cuenta tanto la titu-
laridad dominical de las acciones y demás valores
como los derechos de voto que se disfruten en
virtud de cualquier título.

Los derechos de voto correspondientes a las
acciones u otros valores que posean las personas
que participen en el capital de dicha sociedad exce-
diendo de los porcentajes máximos señalados en
este precepto quedarán en suspenso hasta tanto
no se adecue la cifra de participación en el capital
o en los derechos de voto estando legitimada para
el ejercicio de las acciones legales tendentes a
hacer efectivas las limitaciones impuestas en este
precepto la Comisión Nacional de Energía.

El incumplimiento de la limitación en la parti-
cipación en el capital a la que se refiere el presente
artículo se considerará infracción muy grave en los
términos señalados en el artículo 109 de la
Ley 34/1998, de 7 de octubre, del Sector de Hidro-
carburos, siendo responsables las personas físicas
o jurídicas que resulten titulares de los valores o
a quien resulte imputable el exceso de participación
en el capital o en los derechos de voto, de con-
formidad con lo dispuesto en el párrafo anterior.
En todo caso, será de aplicación el régimen san-
cionador previsto en dicha ley.

La adecuación de las participaciones sociales a
lo dispuesto en esta disposición adicional, deberá
realizarse en un plazo máximo de 3 años a contar
desde el 1 de enero de 2004, mediante la trans-
misión de acciones o, en su caso, de derechos de
suscripción preferentes. Dentro del plazo citado
deberán modificarse los estatutos sociales para
introducir la limitación de participación máxima
establecida.

A las transmisiones de elementos patrimoniales
derivadas de la aplicación de esta norma les será
aplicable el régimen fiscal de las transmisiones de
activos realizadas en cumplimiento de disposicio-
nes con rango de ley de la normativa de defensa
de la competencia.»

Cuatro. Se añade una nueva disposición adicional,
la vigésima primera, a la Ley 34/1998, del Sector de
Hidrocarburos, con la siguiente redacción:

«Disposición adicional vigésima primera. Deven-
go de intereses en el supuesto de falta de ingreso
de las cuotas con destinos específicos.

En el supuesto de que los agentes del sistema
gasista a los que corresponda efectuar el ingreso
de las cuotas con destinos específicos de confor-
midad con lo dispuesto en el artículo 9 de la Orden
ECO/2692/2002, de 28 de octubre, por la que
se regulan los procedimientos de liquidación de
la retribución de las actividades reguladas del sec-
tor de gas natural y de las cuotas con destinos
específicos y se establece el sistema de información
que deben presentar las empresas o norma que
lo sustituya, no cumplieran con su obligación de
ingresar las cantidades que les correspondan,
comenzarán a devengarse automáticamente inte-
reses de demora que serán equivalentes al interés
legal del dinero incrementado en 1,5 puntos.
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A estos efectos, la Comisión Nacional de Energía
les requerirá, inmediatamente después de trans-
currido el plazo para efectuar el pago, para que
procedan al ingreso de los importes correspondien-
tes, sin perjuicio del devengo automático de los
intereses a partir del día siguiente al de la fina-
lización del período establecido para el pago.

Queda exceptuado de lo dispuesto en los apar-
tados anteriores la tasa aplicable a la prestación
de servicios y realización de actividades por la Comi-
sión Nacional de Energía en relación con el sector
de hidrocarburos gaseosos que se regirá por su
normativa específica.

Se autoriza al Ministro de Economía para dictar
cuantas disposiciones sean necesarias en desarro-
llo y cumplimiento de lo dispuesto en la presente
disposición adicional.»

Cinco. Se añade una nueva disposición adicional,
la vigésima segunda, a la Ley 34/1998, de 7 de octubre,
del Sector de Hidrocarburos, con la siguiente redacción:

«Disposición adicional vigésima segunda. Deven-
go de intereses en el supuesto de falta de pago
por los agentes del sistema gasista de las liqui-
daciones.
En el supuesto de que los transportistas o dis-

tribuidores a los que correspondiese efectuar pagos
por liquidaciones de conformidad con lo dispuesto
en los artículos 7 y 8 de la Orden ECO/2692/2002,
de 28 de octubre, por la que se regulan los pro-
cedimientos de liquidación de la retribución de las
actividades reguladas del sector de gas natural y
de las cuotas con destinos específicos y se esta-
blece el sistema de información que deben pre-
sentar las empresas o norma que lo sustituya, no
cumplieran con su obligación de ingresar en plazo
las cantidades que les correspondan, comenzarán
a devengarse, sin necesidad de requerimiento pre-
vio, intereses de demora que serán equivalentes
al interés legal del dinero incrementado en 1,5
puntos.

Se autoriza al Ministro de Economía para dictar
cuantas disposiciones sean necesarias en desarro-
llo y cumplimiento de lo dispuesto en la presente
disposición adicional.»

Artículo 93. Modificación de la Ley 25/1964, de 29
de abril, sobre Energía Nuclear.

Se modifican los siguientes preceptos de la Ley
25/1964, de 29 de abril, sobre Energía Nuclear.

Uno. Se añade un nuevo apartado, el doce bis, al
artículo 2 de la Ley 25/1964, de Energía Nuclear, con
la siguiente redacción:

«Doce bis. Otros dispositivos e instalaciones
experimentales.

Se definen como dispositivos e instalaciones
experimentales los que utilicen materiales radiac-
tivos con vistas al desarrollo de nuevas fuentes
energéticas.

Estos dispositivos e instalaciones se someterán
al mismo régimen de autorizaciones que se fije
reglamentariamente para las instalaciones nuclea-
res.»

El resto del artículo permanece con la misma redac-
ción.

Dos. Se añade una nueva disposición adicional, la
primera, a la Ley 25/1964, de 29 de abril, con la siguien-
te redacción:

«Disposición adicional primera. Otros dispositivos
e instalaciones experimentales.

1. La regulación contenida en esta ley, cuando
se refiere de forma común a instalaciones nucleares
y radiactivas, se entenderá igualmente referida a
los dispositivos e instalaciones experimentales defi-
nidos en el apartado 12 bis del artículo 2 de esta
ley, salvo que legalmente se establezca para ellos
un régimen distinto.

2. Para los citados dispositivos e instalaciones
experimentales, la cobertura de seguro exigible
será la establecida para las instalaciones nucleares
en el artículo 57 de esta ley.»

Artículo 94. Modificación de la Ley 55/1999, de 29
de diciembre, de medidas fiscales, administrativas y
del orden social. Participaciones públicas en el sector
energético.

Se modifica la disposición adicional vigésima séptima
de la Ley 55/1999, de 29 de diciembre, que queda
redactada de la siguiente forma:

«1. Las entidades o personas de naturaleza
pública y las entidades de cualquier naturaleza, par-
ticipadas mayoritariamente o controladas en cual-
quier forma por entidades o Administraciones públi-
cas, cualquiera que sea la forma jurídica que adop-
ten, que directa o indirectamente tomen el control
o adquieran participaciones significativas de socie-
dades de ámbito estatal que realicen actividades
en los mercados energéticos deberán notificar a
la Secretaría de Estado de Energía, Desarrollo Indus-
trial y PYMES de la toma de control o adquisición
que se haya efectuado, con especial referencia a
las características y condiciones de la adquisición.

2. La Secretaría de Estado de Energía, Desarro-
llo Industrial y PYMES cuando haya sido notificada,
o de oficio en el caso en que dándose el supuesto
del número anterior no haya tenido lugar la noti-
ficación, instruirá un expediente, de conformidad
con lo previsto en la Ley 30/1992, de 26 de
noviembre, de Régimen Jurídico de las Adminis-
traciones Públicas y del Procedimiento Administra-
tivo Común, en cuanto tenga conocimiento, y en
el que informará preceptivamente la Comisión
Nacional de Energía.

3. El Consejo de Ministros previo informe de
la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos
Económicos en el plazo máximo de dos meses
podrá resolver reconociendo o no el ejercicio de
derechos políticos correspondientes, o sometiendo
el ejercicio de los mismos a determinadas condi-
ciones en atención, entre otros, a los principios de
objetividad, transparencia, equilibrio y buen funcio-
namiento de los mercados y sistemas energéticos.

En todo caso, desde que se produzca la toma
de control o la adquisición de participaciones sig-
nificativas de sociedades de ámbito estatal que rea-
licen actividades en los mercados energéticos y
hasta que no se pronuncie el Consejo de Ministros,
por resolución expresa o por silencio, si no resuelve
expresamente dentro del plazo máximo de que dis-
pone, las entidades o personas a que se refiere
el apartado 1 de la presente disposición no podrán
ejercer los derechos políticos correspondientes a
las participaciones en el mismo indicadas.

La resolución del Consejo de Ministros, que será
motivada, tendrá en cuenta si la toma de control
o adquisición de participaciones significativas tiene
como consecuencia la existencia de riesgos sig-
nificativos o efectos negativos, directos o indirec-
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tos, sobre las actividades desarrolladas por las
empresas en los mercados energéticos con el fin
de garantizar la adecuada gestión y prestación de
servicios por las mismas dentro del sistema ener-
gético, de conformidad con los criterios objetivos
que se especifican en el apartado siguiente.

La falta de resolución del expediente en el plazo
a que se refiere el párrafo primero de este apartado
permitirá el ejercicio de los derechos políticos
correspondientes a las mismas.

4. A los efectos previstos en el apartado ante-
rior, la existencia de riesgos significativos o efectos
negativos se apreciará en función de:

a) La transparencia en la estructura del grupo
al que eventualmente pueda incorporarse la enti-
dad como consecuencia de la operación y, en gene-
ral, la existencia de dificultades para obtener la
información necesaria sobre el desarrollo de sus
actividades.

b) Los vínculos que, como consecuencia de la
operación, la entidad en cuestión pueda mantener
con otras personas físicas o jurídicas, siempre que
tales vínculos puedan obstaculizar el buen ejercicio
de la ordenación y supervisión de la correspondien-
te entidad.

c) La posibilidad de que la entidad quede
expuesta, de forma inapropiada, al riesgo de cua-
lesquiera otras actividades desarrolladas por los
adquirentes.

d) El riesgo que la estructura financiera de la
operación haga recaer sobre las actividades de la
entidad sometidas a regulación, y sobre los recur-
sos obtenidos por dichas actividades, en especial
cuando se trate de rentas de origen regulados que
se transfieren a actividades distintas de aquellas
que las originan.

e) Seguridad del suministro o de la disponibi-
lidad física ininterrumpida de los productos o servi-
cios y, en particular, en la necesidad de preservar
y desarrollar la estructura de los mercados en cues-
tión con una calidad adecuada, y de forma accesible
a todos los usuarios con independencia de su loca-
lización geográfica; en especial, la protección frente
al riesgo de una inversión insuficiente en infraes-
tructuras a largo plazo que no permita garantizar,
de forma continuada, la disponibilidad de una capa-
cidad suficiente.

f) Protección del interés general en el sector
correspondiente afectado y, en particular, la garan-
tía de un adecuado mantenimiento de los objetivos
de política sectorial.

La anterior resolución se entenderá sin perjuicio
de las autorizaciones que resulten pertinentes en
virtud del ordenamiento jurídico vigente.

5. A los efectos de la presente disposición se
considerarán participaciones significativas aquellas
que directa o indirectamente alcancen, al menos,
el 3 por ciento del capital social o de los derechos
de voto de la sociedad.

6. Se entenderá que existe una relación de con-
trol a los efectos de esta disposición siempre que
se dé alguno de los supuestos previstos en el ar-
tículo 4 de la Ley 24/1988, de 28 de julio, del
Mercado de Valores.»

SECCIÓN 3.a DEFENSA DE LA COMPETENCIA

Artículo 95. Modificación de la Ley 16/1989, de 17
de julio, de Defensa de la Competencia.

Se modifican los siguientes preceptos de la Ley
16/1989, de 17 de julio, de Defensa de la Competencia,
del siguiente modo:

«Uno. Se suprime el apartado 5 del artículo 10.»

El resto del artículo permanece con la misma redac-
ción.

Dos. Se modifica el párrafo c) del artículo 25, al
que se da la siguiente redacción:

«c) Aplicar en España los artículos 81 y 82 del
Tratado de la Comunidad Europea y de su Derecho
derivado, sin perjuicio de las competencias que
correspondan en el ámbito de la jurisdicción civil.»

El resto del artículo queda redactado de la misma
forma.

Tres. Se modifica el apartado 2 del artículo 33, al
que se da la siguiente redacción:

«2. Los funcionarios, en el curso de las inspec-
ciones, podrán examinar, obtener copias o realizar
extractos de libros, documentos, incluso contables,
cualquiera que sea su soporte material y, si pro-
cediera, retenerlos por un plazo máximo de 10 días.
En el curso de las inspecciones, los funcionarios
podrán, asimismo, solicitar explicaciones verbales
in situ.»

Cuatro. Se modifica el apartado 4 del artículo 33,
al que se da la siguiente redacción:

«4. La obstrucción de la labor inspectora podrá
ser sancionada por el Director del Servicio con una
multa de hasta el 1 por ciento del volumen de ven-
tas del ejercicio económico inmediato anterior.»

Cinco. Se introduce una disposición adicional única
en la Ley 16/1989, de 17 de julio, de Defensa de la
Competencia, con la siguiente redacción:

«Disposición adicional única. Adaptación al Regla-
mento (CE) n.o 1/2003 del Consejo, de 16 de
diciembre de 2002, relativo a la aplicación de
las normas sobre competencia previstas en los
artículos 81 y 82 del Tratado.
A efectos del cumplimiento del artículo 15 del

Reglamento (CE) n.o 1/2003 del Consejo, de 16
de diciembre de 2002, relativo a la aplicación de
las normas sobre competencia previstas en los
artículos 81 y 82 del Tratado de la Comunidad
Europea, los Juzgados y Tribunales remitirán al
Servicio de Defensa de la Competencia, al mismo
tiempo de su notificación a las partes, copia de
las sentencias recaídas en los procedimientos judi-
ciales civiles de aplicación de los artículos 81 y 82
del Tratado de la Comunidad Europea a los que
se refiere el artículo 86 ter de la Ley Orgánica
6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial.»

Artículo 96. Modificación de la Ley 1/2002, de 21
de febrero, de coordinación de competencias del Esta-
do y las comunidades autónomas en materia de
Defensa de la Competencia.

Se modifica el párrafo d) del apartado 5 del artículo 1
de la Ley 1/2002, de 21 de febrero, de coordinación
de las competencias del Estado y las comunidades autó-
nomas en materia de Defensa de la Competencia, al
que se da la siguiente redacción:

«d) La aplicación en España de los artículos 81
y 82 del Tratado de la Comunidad Europea y de
su Derecho derivado, de acuerdo con lo dispuesto
al respecto en el artículo 25 c) de la Ley 16/1989,
de 17 de julio, de Defensa de la Competencia.»

El resto del apartado continúa con la misma redac-
ción.
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SECCIÓN 4.a SISTEMA FINANCIERO

Artículo 97. Titulización sintética de préstamos y otros
derechos de crédito.

1. Los Fondos de Titulización de Activos podrán titu-
lizar de forma sintética préstamos y otros derechos de
crédito, asumiendo total o parcialmente el riesgo de cré-
dito de los mismos mediante la contratación con uno
o más terceros de derivados crediticios.

El activo de los Fondos de Titulización de Activos
que efectúen operaciones de titulización sintética podrá
estar integrado por depósitos en entidades de crédito
y valores de renta fija negociados en mercados secun-
darios oficiales, incluidos los adquiridos mediante ope-
raciones de cesión temporal de activos.

Dichos depósitos y valores podrán ser cedidos, pig-
norados o gravados en cualquier forma en garantía de
las obligaciones asumidas por el Fondo frente a sus acree-
dores, en particular frente a las contrapartes de los deri-
vados crediticios y cesiones temporales de activos.

2. La contraparte del contrato de derivado credi-
ticio deberá ser una entidad de crédito, una empresa
de servicios de inversión o una entidad no residente
autorizada para llevar a cabo las actividades reservadas
en la legislación española a las referidas entidades.

3. Las operaciones de titulización sintética se regi-
rán por lo dispuesto en el Real Decreto 926/1998, de 14
de mayo, por el que se regulan los Fondos de Titulización
de Activos y las Sociedades Gestoras de Titulización con
las adaptaciones que sean necesarias. A estos efectos,
las referencias en dicho real decreto a cesiones de cré-
ditos, cedentes y activos cedidos o incorporados al Fondo
se entenderán hechas, respectivamente, a los contratos
de derivados crediticios, las contrapartes de dichos con-
tratos y los derechos de crédito de referencia cuyo riesgo
se transmita al Fondo en virtud de los mismos.

4. Se autoriza al Gobierno para desarrollar regla-
mentariamente lo dispuesto en este artículo.

Artículo 98. Modificación de la Ley 24/1988, de 28
de julio, del Mercado de Valores.

Se modifican los siguientes preceptos de la Ley
24/1988, de 28 de julio, del Mercado de Valores.

Uno. Se modifica el párrafo primero del artículo 94
de la Ley 24/1988, que queda redactado de la siguiente
forma:

«El Ministro de Economía y, con su habilitación
expresa, la Comisión Nacional del Mercado de Valo-
res, determinará los casos en que la publicidad de
las actividades contempladas en esta ley estará
sometida a autorización o a otra modalidad de con-
trol administrativo a cargo de la Comisión Nacional
del Mercado de Valores y aprobará, en general,
las normas especiales a que la misma habrá de
sujetarse.»

El resto del artículo permanece con la misma redac-
ción.

Dos. Se introduce un nuevo artículo 111 bis a la
Ley 24/1988, de 28 de julio, del Mercado de Valores,
de la siguiente forma:

«Artículo 111 bis.
El límite de emisión de obligaciones establecido

en el artículo 282 del texto refundido de la Ley
de Sociedades Anónimas, aprobado por Real Decre-
to Legislativo 1564/1989, de 22 de diciembre, no
será de aplicación a las sociedades anónimas coti-
zadas.»

Tres. Se modifica la disposición adicional decimoc-
tava de la Ley 24/1988, de 28 de julio, del Mercado
de Valores, que pasa a tener la siguiente redacción:

«Disposición adicional decimoctava. Comité de
Auditoría.
1. Las entidades emisoras de valores admitidos

a negociación en mercados secundarios oficiales
de valores deberán tener un Comité de Auditoría.

2. Los miembros del Comité de Auditoría serán,
al menos, en su mayoría, consejeros no ejecutivos
del Consejo de Administración o, en el caso de
órgano equivalente al anterior, miembros del mis-
mo que no posean funciones directivas o ejecutivas
en la entidad, ni mantengan relación contractual
distinta de la condición por la que se les nombre.
Serán nombrados, en todo caso, por el Consejo
de Administración u órgano equivalente, de acuer-
do con la naturaleza jurídica de la entidad.

3. El presidente del Comité de Auditoría será
designado de entre los consejeros no ejecutivos
o miembros que no posean funciones directivas o
ejecutivas en la entidad, ni mantengan relación con-
tractual distinta de la condición por la que se le
nombre.

El presidente deberá ser sustituido cada cuatro
años, pudiendo ser reelegido una vez transcurrido
un plazo de un año desde su cese.

4. El número de miembros, las competencias y
las normas de funcionamiento de dicho Comité se
fijará estatutariamente o, en su caso, por las normas
que rijan la entidad, y deberá favorecer la indepen-
dencia de su funcionamiento. Entre sus competen-
cias estarán, como mínimo, las siguientes:

1.a Informar a la Junta General, Asamblea
General u órgano equivalentes de la entidad de
acuerdo con su naturaleza jurídica sobre las cues-
tiones que se planteen en su seno en materia de
su competencia.

2.a Proponer al órgano de administración para
su sometimiento a la Junta General de Accionistas
u órganos equivalentes de la entidad, de acuerdo
con su naturaleza jurídica, al que corresponda, el
nombramiento de los auditores de cuentas exter-
nos, de acuerdo con la normativa aplicable a la
entidad.

3.a Supervisión de los servicios de auditoría
interna en el caso de que exista dicho órgano dentro
de la organización empresarial.

4.a Conocimiento del proceso de información
financiera y de los sistemas de control interno de
la entidad.

5.a Relaciones con los auditores externos para
recibir información sobre aquellas cuestiones que
puedan poner en riesgo la independencia de éstos
y cualesquiera otras relacionadas con el proceso
de desarrollo de la auditoría de cuentas, así como
aquellas otras comunicaciones previstas en la legis-
lación de auditoría de cuentas y en las normas téc-
nicas de auditoría.

5. En las Cajas de Ahorros que emitan valores
admitidos a negociación en mercados secundarios
oficiales de valores, las funciones del Comité de
Auditoría podrán ser asumidas por la Comisión de
Control.»
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Artículo 99. Modificación de la Ley 26/2003, de 17
de julio, por la que se modifican la Ley 24/1988,
de 28 de julio, del Mercado de Valores, y el texto
refundido de la Ley de Sociedades Anónimas, apro-
bado por el Real Decreto Legislativo 1564/1989,
de 22 de diciembre.

Uno. Se da nueva redacción a los párrafos b), c) y d)
del apartado 2 de la disposición adicional segunda de
la Ley 26/2003, de 17 de julio, por la que se modifican
la Ley 24/1988, de 28 de julio, del Mercado de Valores,
y el texto refundido de la Ley de Sociedades Anónimas,
aprobado por el Real Decreto Legislativo 1564/1989,
de 22 de diciembre:

«b) Operaciones de crédito aval, o garantía efec-
tuadas, ya sea directamente o a través de entidades
dotadas, adscritas o participadas, con descripción de
sus condiciones, incluidas las financieras, con los
miembros del consejo de administración y de la comi-
sión de control de las cajas de ahorros y familiares
de primer grado y con empresas o entidades en
relación con las que los anteriores se encuentren
en alguna de las situaciones previstas en el artículo 4
de la Ley 24/1988, de 28 de julio, del Mercado
de Valores.

c) Operaciones de crédito aval, o garantía efec-
tuadas, ya sea directamente o a través de entidades
dotadas, adscritas o participadas, con descripción
de sus condiciones, incluidas las financieras, con
los grupos políticos que tengan representación en
las corporaciones locales y en las Asambleas par-
lamentarias autonómicas, que hayan participado en
el proceso electoral. Además, se deberá explicitar
en caso de crédito la situación del mismo.

d) Operaciones crediticias con instituciones
públicas, incluidos entes públicos territoriales, que
hayan designado consejeros generales.»

Artículo 100. Modificación de la Ley 13/1985, de 25
de mayo, sobre coeficientes de inversión, recursos
propios y obligaciones de información de los inter-
mediarios financieros.

Se modifican diferentes artículos de la Ley 13/1985,
de 25 de mayo, sobre coeficientes de inversión, recursos
propios y obligaciones de información de los interme-
diarios financieros.

Uno. Se modifica el apartado 8 del artículo 8 de
la Ley 13/1985, de 25 de mayo, que queda redactado
de la siguiente forma:

«Para el cumplimiento del deber de formular las
cuentas consolidadas que establece el Código de
Comercio, cuando no se apliquen las normas de con-
tabilidad aprobadas por los Reglamentos de la Comi-
sión Europea, se utilizarán las normas que se deter-
minen según el procedimiento y criterios previstos
en el primer párrafo del apartado 1 del artículo
siguiente en los grupos de sociedades:

cuya sociedad dominante sea una entidad de
crédito;

cuya sociedad dominante tenga como actividad
principal la tenencia de participaciones en entida-
des de crédito;

en los que, incluyendo a una o más entidades
de crédito, la actividad de éstas sea la más impor-
tante dentro del grupo.»

El resto del artículo permanece con la misma redac-
ción.

Dos. Se modifica el apartado 1 del artículo 9 de
la Ley 13/1985, de 25 de mayo, que queda redactado
de la siguiente forma:

«La determinación de las normas aplicables en
la elaboración de los estados consolidados de los
grupos consolidables de entidades de crédito a
los que se refiere el apartado 1 del artículo octavo
anterior se llevará a cabo según el procedimiento
que se establezca de acuerdo con lo dispuesto en
el apartado 1 del artículo 48 de la Ley 26/1988,
de 29 de julio, de disciplina e intervención de las
entidades de crédito. Esta determinación se efec-
tuará respetando los principios que sobre la pre-
sentación de las cuentas de los grupos de socie-
dades se contienen en el libro primero del Código
de Comercio y sus disposiciones de desarrollo, si
bien podrán introducirse las adaptaciones de obli-
gado cumplimiento que resulten necesarias para
las entidades de crédito.

La obligación de elaborar los estados consoli-
dados previstos en el apartado 1 del artículo octavo
corresponderá al Consejo de Administración u órga-
no equivalente de la entidad dominante del grupo
consolidable de entidades de crédito; no obstante,
en el caso contemplado en el párrafo c) del apar-
tado 3 de dicho artículo, la entidad obligada será
designada por el Banco de España entre las enti-
dades de crédito del grupo.

El Banco de España podrá exigir que los estados
consolidables de cierre de ejercicio a que se refiere
este apartado, cuando no coincidan con los del
grupo de sociedades que establece el Código de
Comercio, sean sometidos, con el alcance que
determine, al control de los auditores de cuentas
de la entidad obligada a elaborarlos.»

El resto del artículo permanece con la misma redac-
ción.

Tres. Se añade un nuevo apartado 7 a la disposición
adicional segunda de la Ley 13/1985, de 25 de mayo,
del siguiente tenor:

«7. A las emisiones de instrumentos de deuda
a las que se refieren los dos apartados precedentes
no les será de aplicación la limitación impuesta, por
razones de capital y de reservas, en los artículos 282
y 289 de la Ley de Sociedades Anónimas ni en
relación con la sociedad emisora ni con la sociedad
dominante garante de la emisión.»

Artículo 101. Modificación de la Ley 31/1985, de 2
de agosto, de Regulación de las Normas Básicas sobre
Órganos Rectores de las Cajas de Ahorros.

Se modifican los siguientes preceptos de la Ley
31/1985, de 2 de agosto, de Regulación de las Normas
Básicas sobre Órganos Rectores de las Cajas de Ahorros:

Uno. Se introduce un nuevo párrafo en el apartado 3
del artículo 2 de la Ley 31/1985, de 2 de agosto, de
Regulación de las Normas Básicas sobre Órganos Rec-
tores de las Cajas de Ahorros.

«Cuando las Cajas de Ahorros tengan abiertas
oficinas en más de una Comunidad Autónoma, la
representación en la Asamblea General de los dis-
tintos grupos, con excepción de los que, en su caso,
representen a las comunidades autónomas y de
los previstos en el apartado 1 c) y d) del presente
artículo, deberá ser, en observancia del principio
de igualdad, proporcional a la cifra de depósitos
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entre las diferentes comunidades autónomas en
que tengan abiertas oficinas, dentro del porcentaje
atribuido a cada uno de ellos.

La legislación de desarrollo se ajustará en todo
caso a lo establecido en este artículo.»

El resto del apartado continúa con la misma redac-
ción.

Dos. Se modifica el artículo 20 bis de la Ley
31/1985, de 2 de agosto, de Regulación de las Normas
Básicas sobre Órganos Rectores de las Cajas de Ahorros,
introducido por la Ley 26/2003, de 17 de julio, por
la que se modifican la Ley 24/1988, de 28 de julio,
del Mercado de Valores, y el texto refundido de la Ley
de Sociedades Anónimas, aprobado por Real Decreto
Legislativo 1564/1989, de 22 de diciembre, con el fin
de reforzar la transparencia de las sociedades anónimas
cotizadas, que quedará redactado como sigue:

«Artículo 20 bis. Comisión de Retribuciones de
las Cajas de Ahorros.

El consejo de administración de las Cajas de
Ahorros constituirá en su seno una Comisión de
Retribuciones, que tendrá la función de informar
sobre la política general de retribuciones e incen-
tivos para los miembros del Consejo y personal
directivo. La Comisión estará formada por un máxi-
mo de tres personas, que serán designadas de entre
sus miembros por el consejo de administración.
El régimen de funcionamiento de la Comisión de
Retribuciones será establecido por los estatutos de
la caja y su propio reglamento interno.»

Tres. Se modifica el artículo 20 ter de la Ley
31/1985, de 2 de agosto, de Regulación de las Normas
Básicas sobre Órganos Rectores de las Cajas de Ahorros,
introducido por la Ley 26/2003, de 17 de julio, por
la que se modifican la Ley 24/1988, de 28 de julio,
del Mercado de Valores, y el texto refundido de la Ley
de Sociedades Anónimas, aprobado por Real Decreto
Legislativo 1564/1989, de 22 de diciembre, con el fin
de reforzar la transparencia de las sociedades anónimas
cotizadas, que quedará con la siguiente redacción:

«Artículo 20 ter. Comisión de Inversiones de las
Cajas de Ahorros.

El consejo de administración de las Cajas de
Ahorros constituirá en su seno una comisión de
inversiones, formada por un máximo de tres miem-
bros, que tendrá la función de informar al Consejo
sobre las inversiones y desinversiones de carácter
estratégico y estable que efectúe la caja, ya sea
directamente o a través de entidades de su mismo
grupo, así como la viabilidad financiera de las cita-
das inversiones y su adecuación a los presupuestos
y planes estratégicos de la entidad. Los miembros
de la comisión serán designados atendiendo a su
capacidad técnica y experiencia profesional por el
consejo de administración de entre sus miembros.
La comisión de inversiones remitirá anualmente al
consejo de administración un informe en el que,
al menos, deberá incluirse un resumen de dichas
inversiones. Igualmente se incluirá en el informe
anual relación y sentido de los informes emitidos
por la citada comisión. Este informe anual, de la
comisión de inversiones, se incorporará al informe
de gobierno corporativo de la entidad.

Se entenderá como estratégica la adquisición
o venta de cualquier participación significativa de
cualquier sociedad cotizada o la participación en

proyectos empresariales con presencia en la ges-
tión o en sus órganos de gobierno.

El régimen de funcionamiento de la comisión
de inversiones será establecido por los estatutos
de la Caja y su propio reglamento interno.»

Artículo 102. Modificación de la Ley 42/1994, de 30
de diciembre, de medidas fiscales, administrativas y
del orden social.

Se modifica el artículo 81 de la Ley 42/1994, de 30
de diciembre, que queda redactado de la siguiente forma:

«Artículo 81.

A partir de enero de 2004, se denominarán
monedas conmemorativas en euros, las monedas
de 2 euros destinadas a la circulación, cuya cara
nacional será diferente a la habitual y estarán des-
tinadas a conmemorar un acontecimiento o per-
sonalidad relevante. Dichas monedas se emitirán
con la periodicidad, el volumen y en las condiciones
requeridas por la normativa comunitaria.

Asimismo, se denominarán monedas de colec-
ción en euros, las monedas en euros no destinadas
a la circulación, acuñadas normalmente en metales
preciosos, con un valor nominal y diseño diferente
a las destinadas a la circulación. Estas monedas
deberán diferir perceptiblemente de las circuladas
en, al menos, dos de las tres características siguien-
tes: color, peso y diámetro.

Se autoriza con carácter general a la Fábrica
Nacional de Moneda y Timbre-Real Casa de la
Moneda, a acuñar y comercializar monedas de
colección de todo tipo. La acuñación y venta de
estas monedas serán acordadas por orden del
Ministerio de Economía, que, de conformidad con
las disposiciones comunitarias, fijará las caracte-
rísticas propias de las monedas, sus valores faciales
y las fechas iniciales de emisión y, en su caso, los
precios de venta al público.

Asimismo, y sin perjuicio de las competencias
atribuidas a la Fábrica Nacional de Moneda y Tim-
bre-Real Casa de la Moneda en la Ley 10/1975,
de 12 de marzo, de regulación de moneda metálica,
con sus modificaciones correspondientes, dicha
Entidad procederá a la acuñación de las monedas
conmemorativas de 2 euros, destinadas a la cir-
culación, con las leyendas y motivos de la cara
nacional y el volumen de emisión que anualmente
se establezca por orden del Ministro de Economía,
teniendo en cuenta los criterios establecidos en
la normativa comunitaria.

Las monedas que hayan sido acuñadas, tanto
en pesetas como en euros, de acuerdo con la legis-
lación anterior, continuarán con el régimen jurídico
establecido en dicha legislación.»

Artículo 103. Modificación de la Ley 10/1975, de 10
de marzo, de regulación de la moneda metálica.

Uno. Se modifica el apartado cuatro del artículo 9
de la Ley 10/1975, de 10 de marzo, que queda redac-
tado de la siguiente forma:

«Cuatro. Tendrá la consideración de infracción
administrativa cualquier alteración o modificación
de las características físicas de las monedas de
curso legal, sin autorización de la Dirección General
del Tesoro y Política Financiera, para su empleo
como soporte de publicidad o para cualquier otro
fin distinto al previsto en la norma de emisión.»
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Dos. Se introduce un nuevo apartado, el 5, al artícu-
lo 9 de la Ley 10/1975, de 10 de marzo, con la siguiente
redacción:

«5. También tendrá la consideración de infrac-
ción administrativa la realización de actividades
descritas en los apartados 1, 2, 3 y 4 con incum-
plimiento de las condiciones impuestas por la Direc-
ción General del Tesoro y Política Financiera.»

SECCIÓN 5.a CONTABILIDAD Y AUDITORÍA DE CUENTAS

Artículo 104. Modificación de la Ley 19/1988, de 12
de julio, de Auditoría de Cuentas.

Se modifica la disposición adicional segunda de la
Ley 19/1988, de 12 de julio, de Auditoría de Cuentas,
que pasa a tener el siguiente tenor:

«Disposición adicional segunda.
1. El Instituto de Contabilidad y Auditoría de

Cuentas, organismo autónomo adscrito al Minis-
terio de Economía, regirá su actuación por las leyes
y disposiciones generales que le sean de aplicación
y, especialmente, por lo que para dicho tipo de
organismos públicos dispone la Ley 6/1997, de 14
de abril, de Organización y Funcionamiento de la
Administración General del Estado, y por esta ley.

2. Los órganos rectores del Instituto de Con-
tabilidad y Auditoría de Cuentas son: El Presidente,
el Comité de Auditoría de Cuentas y el Consejo
de Contabilidad:

a) El Presidente, con categoría de Director
General, será nombrado por el Gobierno, a propues-
ta del Ministro de Economía, y ostentará la repre-
sentación legal del Instituto de Contabilidad y Audi-
toría de Cuentas, ejerciendo las facultades que le
asigna esta ley y las que reglamentariamente se
determinen.

b) El Comité de Auditoría de Cuentas es el órga-
no de asesoramiento del Instituto de Contabilidad
y Auditoría de Cuentas en dicha materia.

Estará presidido por el Presidente de dicho Ins-
tituto y compuesto, en la forma que reglamenta-
riamente se determine, por un máximo de trece
miembros designados por el Ministro de Economía
con la siguiente distribución: dos representantes del
Ministerio de Economía a través de la Comisión
Nacional del Mercado de Valores y de la Dirección
General de Seguros y Fondos de Pensiones; uno
del Ministerio de Hacienda a través de la Interven-
ción General de la Administración del Estado; un
representante del Tribunal de Cuentas; cuatro
representantes de las Corporaciones representati-
vas de auditores; un representante del Banco de
España; un miembro de la carrera judicial o fiscal
o abogado del Estado o registrador mercantil; un
catedrático de Universidad; un analista de inver-
siones; y un experto de reconocido prestigio en
materia contable y de auditoría de cuentas.

c) El Consejo de Contabilidad es el órgano com-
petente, una vez oído el Comité Consultivo de Con-
tabilidad, para valorar la idoneidad y adecuación
de cualquier propuesta normativa o de interpreta-
ción de interés general en materia contable con
el Marco Conceptual de la Contabilidad regulado
en el Código de Comercio. A tal efecto, informará
a los órganos y organismos competentes antes de
la aprobación de las normas de contabilidad, y sus
interpretaciones, emitiendo el correspondiente
informe no vinculante. El Consejo de Contabilidad
estará presidido por el Presidente del Instituto, que
tendrá voto de calidad, y formado, junto con él,

por un representante de cada uno de los centros,
organismos o instituciones restantes que tengan
atribuidas competencias de regulación en materia
contable del sistema financiero: Banco de España,
Comisión Nacional del Mercado de Valores y Direc-
ción General de Seguros y Fondos de Pensiones.
Asistirá con voz, pero sin voto, como Secretario
del Consejo, un funcionario del Instituto de Con-
tabilidad y Auditoría de Cuentas.

Igualmente formará parte del Consejo de Con-
tabilidad con voz pero sin voto un representante
del Ministerio de Hacienda designado por el titular
del Departamento.

El Comité Consultivo de Contabilidad es el órga-
no de asesoramiento del Consejo de Contabilidad.
Dicho Comité estará integrado por expertos con-
tables de reconocido prestigio en relación con la
información económica-financiera en representa-
ción tanto de las Administraciones públicas como
de los distintos sectores implicados en la elabo-
ración, uso y divulgación de dicha información. En
cualquier caso, deberán estar representados los
Ministerios de Justicia; de Economía, a través del
Instituto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas,
de la Dirección General de Seguros y Fondos de
Pensiones, de la Comisión Nacional del Mercado
de Valores y del Instituto Nacional de Estadística;
de Hacienda, a través de la Intervención General
de la Administración del Estado y de la Dirección
General de Tributos; el Banco de España; el Consejo
General del Colegio de Economistas; el Consejo
Superior de Titulares Mercantiles; un representante
de las asociaciones u organizaciones representa-
tivas de los emisores de información económica
de las empresas y otro de los usuarios de infor-
mación contable; de las asociaciones emisoras de
principios y criterios contables; un profesional de
la auditoría a propuesta del Instituto de Censores
Jurados de Cuentas y otro de la Universidad. Asi-
mismo, el Presidente podrá nombrar hasta cinco
personas de reconocido prestigio en materia con-
table. Adicionalmente, cuando la complejidad de
la materia así lo requiera, el Presidente podrá invitar
a las reuniones, a un experto en dicha materia.

A la deliberación del Comité Consultivo de Con-
tabilidad se someterá cualquier proyecto o propues-
ta normativa o interpretativa en materia contable.

Las facultades de propuesta corresponden, en
la forma y condiciones que reglamentariamente se
establezcan, con carácter general al Instituto de
Contabilidad y Auditoría de Cuentas, sin perjuicio
de las referidas al sector financiero que correspon-
derán en cada caso al Banco de España, Comisión
Nacional del Mercado de Valores y Dirección Gene-
ral de Seguros y Fondos de Pensiones de acuerdo
con sus respectivas competencias, y sin perjuicio
de realizar propuestas conjuntas.

La composición y forma de designación de sus
miembros y la forma de actuación del Comité serán
las que se determinen reglamentariamente.

3. La asistencia al Comité de Auditoría de
Cuentas y al Comité Consultivo de Contabilidad
dará derecho a la correspondiente indemnización.

4. El Gobierno mediante real decreto, a pro-
puesta conjunta de los Ministros de Economía y
para las Administraciones públicas procederá a la
adaptación estatutaria correspondiente del Institu-
to de Contabilidad y Auditoría de Cuentas.»
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Artículo 105. Modificación de la Ley 2/1995, de 23
de marzo, de Sociedades de Responsabilidad Limitada.

Se añade una nueva disposición adicional, decimo-
cuarta, a la Ley 2/1995, de 23 de marzo, de Sociedades
de Responsabilidad Limitada, con la siguiente redacción:

«Decimocuarta. Régimen simplificado de la con-
tabilidad.

El régimen simplificado de la contabilidad con-
sistirá en la posibilidad de formular las cuentas
anuales en modelos específicos, así como de aplicar
criterios de registro contable simplificado. En par-
ticular, respecto a las operaciones de arrendamien-
to financiero y del gasto por impuesto sobre socie-
dades, siempre que en la memoria de las cuentas
anuales se incluya información suficiente.

En los términos que reglamentariamente se
apruebe, en cualquier caso, al amparo de la redu-
cida dimensión económica de sus destinatarios,
podrá ser aplicado por todas las entidades, cual-
quiera que sea su forma jurídica, que debiendo lle-
var contabilidad ajustada al Código de Comercio,
o a las normas por las que se rigen, durante dos
ejercicios consecutivos reúnan, a la fecha de cierre
de cada uno de ellos, al menos dos de las circuns-
tancias que se establezcan en relación con el total
de las partidas del activo, el importe neto de la
cifra anual de negocios y el número medio de tra-
bajadores empleados.»

Artículo 106. Modificación del Código de Comercio,
publicado por Real Decreto de 22 de agosto de 1885.

Se modifican los siguientes preceptos del Código de
Comercio, publicado por Real Decreto de 22 de agosto
de 1885.

Uno. Se modifica el apartado 4 del artículo 18 del
Código de Comercio, que quedará redactado en los
siguientes términos:

«4. El plazo máximo para calificar e inscribir
será de 15 días contados desde la fecha del asiento
de presentación. Pero si el título hubiera sido reti-
rado antes de la inscripción, tuviera defectos sub-
sanables o existiera pendiente de despacho un títu-
lo presentado con anterioridad, el plazo de 15 días
se computará desde la fecha de la devolución del
título, la subsanación o el despacho del título previo,
respectivamente. En estos casos, la vigencia del
asiento de presentación se entenderá prorrogada
hasta la terminación del plazo de calificación y des-
pacho. Por razones extraordinarias, la Dirección
General de los Registros y del Notariado podrá, a
solicitud del registrador competente formulada den-
tro de los dos primeros días de plazo de despacho,
ampliar hasta 15 días más como máximo dicho
plazo.»

El resto del artículo permanece con su actual redac-
ción.

Dos. Se modifican los apartados 1 y 2 del artículo 42
del Código de Comercio, quedando con la siguiente
redacción:

«1. Toda sociedad dominante de un grupo de
sociedades estará obligada a formular las cuentas
anuales y el informe de gestión consolidados en
la forma prevista en esta sección. En aquellos gru-
pos en que no pueda identificarse una sociedad
dominante, esta obligación recaerá en la sociedad

de mayor activo en la fecha de primera consoli-
dación.

Existe un grupo cuando varias sociedades cons-
tituyan una unidad de decisión. En particular, se
presumirá que existe unidad de decisión cuando
una sociedad, que se calificará como dominante,
sea socio de otra sociedad, que se calificará como
dependiente, y se encuentre en relación con ésta
en alguna de las siguientes situaciones:

a) Posea la mayoría de los derechos de voto.
b) Tenga la facultad de nombrar o destituir a

la mayoría de los miembros del órgano de admi-
nistración.

c) Pueda disponer, en virtud de acuerdos cele-
brados con otros socios, de la mayoría de los dere-
chos de voto.

d) Haya designado exclusivamente con sus
votos a la mayoría de los miembros del órgano
de administración, que desempeñen su cargo en
el momento en que deban formularse las cuentas
consolidadas y durante los dos ejercicios inmedia-
tamente anteriores. Este supuesto no dará lugar
a la consolidación si la sociedad cuyos adminis-
tradores han sido nombrados, está vinculada a otra
en alguno de los casos previstos en las dos primeras
letras de este apartado.

A estos efectos, a los derechos de voto de la
entidad dominante se añadirán los que posea a
través de otras sociedades dependientes o a través
de personas que actúen en su propio nombre pero
por cuenta de la entidad dominante o de otras
dependientes, o aquéllos de los que disponga con-
certadamente con cualquier otra persona.

2. Se presumirá igualmente que existe unidad
de decisión cuando, por cualesquiera otros medios,
una o varias sociedades se hallen bajo dirección
única. En particular, cuando la mayoría de los miem-
bros del órgano de administración de la sociedad
dominada sean miembros del órgano de adminis-
tración o altos directivos de la sociedad dominante
o de otra dominada por ésta.»

El resto del artículo continúa con su actual redacción.

Tres. Se deroga el apartado 2 del artículo 43 del
Código de Comercio, que queda sin contenido.

Cuatro. Se incluye una nueva regla 9.a en el artícu-
lo 46 del Código de Comercio, con la siguiente redacción:

«9.a Uno. No obstante lo dispuesto en las
reglas anteriores, se valorarán por su valor razo-
nable los siguientes activos y pasivos:

a) Activos financieros que formen parte de una
cartera de negociación, o se califiquen como dis-
ponibles para la venta, o sean instrumentos finan-
cieros derivados.

b) Pasivos financieros que formen parte de una
cartera de negociación o sean instrumentos finan-
cieros derivados.

Dos. En ningún caso se aplicará el valor razo-
nable a:

a) Los instrumentos financieros, distintos de los
derivados, que van a ser mantenidos hasta su ven-
cimiento.

b) Los préstamos y partidas a cobrar originados
por la sociedad a cambio de suministrar efectivo,
bienes o servicios, no mantenidos con fines de
negociación.

c) Las participaciones en sociedades depen-
dientes, en empresas asociadas y en sociedades
multigrupo.
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d) Los instrumentos de capital emitidos por la
sociedad.

e) Los contratos en los que se prevé una con-
trapartida eventual en una adquisición de empre-
sas, motivada por ajustes de la contraprestación
por sucesos futuros.

f) Otros instrumentos financieros que, por sus
especiales características, se consideren contable-
mente elementos patrimoniales distintos a los
demás instrumentos financieros.

Tres. El valor razonable se calculará con refe-
rencia a un valor de mercado fiable. En aquellos
instrumentos financieros para los que no pueda
determinarse un valor de mercado fiable, se obten-
drá mediante la aplicación de los modelos y téc-
nicas de valoración en los términos que reglamen-
tariamente se determinen, y si no fuese fiable se
valorarán por su precio de adquisición.

Cuatro. Como criterio general, las variaciones
en el valor razonable se consignarán en la cuenta
de pérdidas y ganancias.

Cinco. Reglamentariamente se desarrollarán
los conceptos contenidos en este artículo, así como
los casos en que la variación de valor razonable
se incluya directamente en los fondos propios, en
una reserva por valor razonable.»

El resto del artículo permanece con su redacción
actual.

Cinco. Se incluyen dos nuevas indicaciones, 14.a
y 15.a, en el artículo 48 del Código de Comercio, con
la siguiente redacción:

«14.a Cuando los instrumentos financieros se
hayan valorado por el valor razonable, se indicará:

a) Los principales supuestos en que se basan
los modelos y técnicas de valoración, en caso de
que el valor razonable se haya determinado median-
te la aplicación de modelos y técnicas de valora-
ción.

b) Por categoría de instrumentos financieros,
el valor razonable, las variaciones en el valor regis-
tradas directamente en la cuenta de pérdidas y
ganancias, así como las consignadas, en su caso,
en la reserva por valor razonable.

c) Con respecto a cada categoría de instrumen-
tos financieros derivados, información sobre el
alcance y la naturaleza de los instrumentos, inclui-
das aquellas condiciones importantes que puedan
afectar al importe, al calendario y a la certidumbre
de los futuros flujos de caja.

d) Un cuadro en el que se reflejen los movi-
mientos de la reserva por valor razonable durante
el ejercicio.

15.a Cuando los instrumentos financieros no
se hayan valorado por el valor razonable, para cada
clase de instrumento financiero derivado se indi-
cará:

a) El valor razonable de los instrumentos, en
caso de que pueda determinarse mediante alguno
de los métodos previstos en el apartado tres de
la regla 9.a del artículo 46.

b) Información sobre el alcance y la naturaleza
de los instrumentos.»

Seis. Se modifica el apartado 1 del artículo 49 del
Código de Comercio, que queda redactado en los siguien-
tes términos:

«1. El informe de gestión consolidado deberá
contener la exposición fiel sobre la evolución de

los negocios y la situación del conjunto de las socie-
dades incluidas en la consolidación, junto con una
descripción de los principales riesgos e incertidum-
bre a los que se enfrenta.

La exposición consistirá en un análisis equilibra-
do y exhaustivo de la evolución y los resultados
de los negocios y la situación de las empresas com-
prendidas en la consolidación considerada en su
conjunto, teniendo en cuenta la magnitud y la com-
plejidad de la empresa. En la medida necesaria para
la comprensión de la evolución, los resultados o la
situación de la empresa, este análisis incluirá tanto
indicadores clave de los resultados financieros
como, cuando proceda, no financieros, que sean
pertinentes respecto de la actividad empresarial
concreta, con inclusión de información sobre cues-
tiones relativas al medio ambiente y al personal.

Al proporcionar este análisis, el informe conso-
lidado de gestión proporcionará, si procede, refe-
rencias y explicaciones complementarias sobre los
importes detallados en las cuentas consolidadas.»

El resto del artículo permanece con la misma redac-
ción.

Siete. Se incluye un nuevo apartado 3, en el artícu-
lo 49 del Código de Comercio, del siguiente tenor:

«3. Con respecto al uso de instrumentos finan-
cieros, y cuando resulte relevante para la valoración
de los activos, pasivos, situación financiera y resul-
tados, el informe de gestión incluirá lo siguiente:

a) Objetivos y políticas de gestión del riesgo
financiero de la sociedad, incluida la política apli-
cada para cubrir cada tipo significativo de transac-
ción prevista para la que se utilice la contabilidad
de cobertura.

b) La exposición de la sociedad al riesgo de
precio, riesgo de crédito, riesgo de liquidez y riesgo
de flujo de caja.»

El resto del artículo permanece con la misma redac-
ción.

Artículo 107. Modificación del texto refundido de la
Ley de Sociedades Anónimas aprobado por Real
Decreto Legislativo 1564/1989, de 22 de diciembre.

Se modifican los siguientes preceptos del texto refun-
dido de la Ley de Sociedades Anónimas aprobado por
Real Decreto Legislativo 1564/1989, de 22 de diciem-
bre, de la forma siguiente:

Uno. Se incluye una nueva indicación, decimoquin-
ta, en el artículo 200 del texto refundido de la Ley de
Sociedades Anónimas, con la siguiente redacción:

«Decimoquinta. Para cada clase de instrumen-
to financiero derivado se indicará:

a) El valor razonable de los instrumentos, en
caso de que pueda determinarse mediante alguno
de los métodos previstos en el apartado tres de
la regla 9.a del artículo 46 del Código de Comercio.

b) Información sobre el alcance y la naturaleza
de los instrumentos.»

Dos. Se introduce una nueva indicación, la decimo-
sexta, al artículo 200 del texto refundido de la Ley de
Sociedades Anónimas, aprobado por Real Decreto Legis-
lativo 1564/1989, de 22 de diciembre, con la siguiente
redacción:

«Decimosexta. Las sociedades que hayan emi-
tido valores admitidos a cotización en un mercado
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regulado de cualquier Estado miembro de la Unión
Europea, en el sentido del punto 13 del artículo 1
de la Directiva 93/22/CEE del Consejo, de 10 de
mayo de 1993, relativa a los servicios de inversión
en el ámbito de los valores negociables, y que de
acuerdo con la normativa en vigor, únicamente
publiquen cuentas anuales individuales, vendrán
obligadas a informar en la memoria de las prin-
cipales variaciones que se originarían en los fondos
propios y en la cuenta de pérdidas y ganancias
si se hubieran aplicado las normas internacionales
de contabilidad aprobadas por los Reglamentos de
la Comisión Europea.»

El resto del artículo permanece con la misma redac-
ción.

Tres. Se da nueva redacción al artículo 201 del texto
refundido de la Ley de Sociedades Anónimas, quedando
de la siguiente forma:

«Memoria abreviada.

Las sociedades que pueden formular balance
abreviado podrán omitir en la memoria las indi-
caciones cuarta a undécima y decimoquinta, a que
se refiere el artículo anterior. No obstante, la memo-
ria deberá expresar de forma global los datos a
que se refiere la indicación sexta de dicho artículo.»

Cuatro. Se modifica el apartado 1 del artículo 202
del texto refundido de la Ley de Sociedades Anónimas,
aprobado por Real Decreto Legislativo 1564/1989,
de 22 de diciembre, que queda con la siguiente redac-
ción:

«1. El informe de gestión habrá de contener
una exposición fiel sobre la evolución de los nego-
cios y la situación de la sociedad, junto con una
descripción de los principales riesgos e incertidum-
bre a los que se enfrenta.

La exposición consistirá en un análisis equilibra-
do y exhaustivo de la evolución y los resultados
de los negocios y la situación de la sociedad, tenien-
do en cuenta la magnitud y la complejidad de la
misma.

En la medida necesaria para la comprensión de
la evolución, los resultados o la situación de la socie-
dad, este análisis incluirá tanto indicadores clave
de resultados financieros como, cuando proceda,
no financieros, que sean pertinentes respecto de
la actividad empresarial concreta, incluida informa-
ción sobre cuestiones relativas al medio ambiente
y al personal. Se exceptúa de la obligación de incluir
información de carácter no financiero, a las socie-
dades que puedan presentar cuenta de pérdidas
y ganancias abreviada.

Al proporcionar este análisis, el informe anual
de gestión incluirá, si procede, referencias y expli-
caciones complementarias sobre los importes deta-
llados en las cuentas anuales.»

El resto del artículo permanece con la misma redac-
ción.

Cinco. Se incluye un nuevo apartado, el 4, en el
artículo 202 del texto refundido de la Ley de Sociedades
Anónimas, con la siguiente redacción:

«4. Con respecto al uso de instrumentos finan-
cieros por la sociedad, y cuando resulte relevante
para la valoración de sus activos, pasivos, situación
financiera y resultados, el informe de gestión inclui-
rá lo siguiente:

a) Objetivos y políticas de gestión del riesgo
financiero de la sociedad, incluida la política apli-
cada para cubrir cada tipo significativo de transac-
ción prevista para la que se utilice la contabilidad
de cobertura.

b) La exposición de la sociedad al riesgo de
precio, riesgo de crédito, riesgo de liquidez y riesgo
de flujo de caja.»

El resto del artículo permanece con la misma redac-
ción.

CAPÍTULO II

Acción administrativa en materia de infraestructuras
y transportes

Artículo 108. Garantía financiera a buques que soli-
citen acceso a lugares de refugio.

La autorización de entrada de un buque que busque
refugio en un puerto o lugar de abrigo podrá condicio-
narse por la Dirección General de la Marina Mercante,
directamente o a través de la Capitanía Marítima corres-
pondiente, a la concurrencia de determinadas circuns-
tancias que hagan de esta medida la más adecuada para
la seguridad de las personas, del tráfico marítimo, del
medio ambiente, así como de los bienes, e igualmente
podrá condicionarse a la prestación de una garantía
financiera por parte del propietario, operador o cargador
del buque para garantizar los posibles daños que dicho
buque pueda ocasionar.

A los efectos de llevar a cabo lo establecido en el
párrafo anterior, el Ministerio de Fomento podrá adoptar
las medidas que sean precisas, y en especial las previstas
en el artículo 112 de la Ley 27/1992, de 24 de noviem-
bre, de Puertos del Estado y de la Marina Mercante,
respecto de los buques afectados.

Lo anterior se entiende sin perjuicio de la normativa
nacional o internacional respecto al salvamento de la
vida humana en el mar.

El Gobierno regulará los criterios, casos, procedimien-
to, cuantía y demás extremos necesarios para desarrollar
lo previsto en este artículo.

Artículo 109. Modificación de la Ley 27/1992, de 24
de noviembre, de Puertos del Estado y de la Marina
Mercante.

Se modifican los siguientes preceptos de la Ley
27/1992, de 24 de noviembre, de Puertos del Estado
y de la Marina Mercante.

Uno. Se modifica el apartado 4 del artículo 7, de
la Ley 27/1992, que pasa a tener la siguiente redacción:

«4. El Gobierno en el ámbito de las compe-
tencias del Estado podrá establecer, en su caso,
que la prestación de todas o alguna de estas nave-
gaciones se realice con imposición de obligaciones
de servicio público con el fin de garantizar la sufi-
ciencia de servicios de transporte regular con des-
tino a y/o procedencia de las islas Baleares, islas
Canarias, Ceuta y Melilla o bajo el régimen de con-
trato administrativo especial en atención a la satis-
facción de forma directa o inmediata de la finalidad
pública que aquéllas representan.
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La imposición de obligaciones de servicio públi-
co habrá de hacerse de un modo objetivo, trans-
parente, no discriminatorio y conocido de antema-
no por los interesados, con el fin de garantizar que
el servicio se preste en condiciones de libre y leal
competencia.»

El resto del artículo permanece con la misma redac-
ción.

Dos. Se modifica el apartado 2 del artículo 81 de
la Ley 27/1992, que pasa a tener la siguiente redacción:

«2. La realización, con finalidad mercantil, de
navegaciones de línea regular de cabotaje que, a
tenor del artículo 7.4 de esta ley se considere de
interés público, se prestará de acuerdo con lo pre-
visto en dicho artículo. El Ministerio de Fomento
determinará los requisitos que deberán cumplir las
empresas navieras en orden a acreditar su capa-
cidad económica, así como la de los buques para
poder dedicarse a este tipo de navegaciones.»

El resto del artículo permanece con la misma redac-
ción.

CAPÍTULO III

Acción administrativa en materia de cultura

Artículo 110. Modificación de la Ley 16/1985, de 25
de junio, del Patrimonio Histórico Español.

Se añade un nuevo apartado, el 4, al artículo 32,
de la Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio His-
tórico Español, con el siguiente texto:

«4. Lo dispuesto en los apartados 1 y 2 de
este artículo no será aplicable a las adquisiciones
de bienes del Patrimonio Histórico Español reali-
zadas fuera del territorio español para su impor-
tación al mismo que se acojan a las deducciones
previstas en el artículo 55, apartado 5, párrafo a),
de la Ley 40/1998, de 9 de diciembre, del Impues-
to sobre la Renta de las Personas Físicas y otras
Normas Tributarias, y en el artículo 35, apartado 1,
párrafo a), de la Ley 43/1995, de 27 de diciembre,
del Impuesto sobre Sociedades.»

CAPÍTULO IV

Acción administrativa en materia de agricultura, pesca
y alimentación

Artículo 111. Declaración de interés general de deter-
minadas obras de infraestructuras hidráulicas con
destino a riego y otras infraestructuras.

1. Se declaran de interés general las siguientes
obras:

A) Obras de modernización y consolidación de rega-
díos.

Andalucía:
Consolidación y modernización de regadíos de las

Comunidades de Regantes de San Cristóbal-La Florida,
San Isidro Labrador, San Juan, Águila del Viento, Las
Palmerillas, San Marcos, Tierras de Almería, Cosagrar
y Cuatro Vientos, en el T. M. de El Ejido (Almería).

Consolidación y modernización de regadíos del Sin-
dicato de Riegos de Dalías. T. M. Dalías (Almería).

Consolidación y modernización de regadíos de la
Comunidad de Regantes San Miguel de Fuentenueva.
TT. MM. El Ejido-Dalías (Almería).

Consolidación y modernización de regadíos de la
Comunidad de Regantes Casablanca. T. M. de Vícar
(Almería).

Mejora y consolidación de regadíos de la Comunidad
de Regantes Las Cuatro Vegas, TT. MM. Almería y Viator
(Almería).

Modernización de regadíos en la Comunidad de
Regantes Virgen del Saliente. T. M. de Albox (Almería).

Mejora y consolidación de regadíos de las Comuni-
dades de Regantes de Sierra de Enmedio y Zona Norte
de Huércal-Overa, en el T. M. de Huércal-Overa (Almería).

Modernización de regadíos de las Comunidades de
Regantes de Cuatro Corrales, Cairos-Zabala y Canal de
San Fernando, en el T. M. de Adra (Almería).

Mejora y consolidación de regadíos de la Comunidad
de Regantes San Ramón Nonnato. T. M. de Zurgena
(Almería).

Mejora y consolidación de regadíos de la Comunidad
de Regantes Sindicato de Riegos de Almería y siete pue-
blos de su Río. TT. MM. Almería, Benahadux, Gádor,
Huércal de Almería, Pechina, Rioja, Santa Fe de Mondújar
y Viator (Almería).

Modernización y consolidación de regadíos en la
Comunidad de Regantes Margen Izquierda del Río Gua-
dalete. T. M. Arcos de la Frontera (Cádiz).

Modernización de regadíos en la Comunidad de
Regantes Motril-Carchuna y cota 200. T. M. de Motril
(Granada).

Modernización y consolidación de regadíos de la
Comunidad de Regantes Santa María Magdalena, T. M.
de Mengíbar (Jaén).

Modernización de regadíos en la Zona de Cota 100
de Salobreña, C. R. de Nuestra Señora del Rosario (Canal
de Cota 100), T. M. Salobreña (Granada).

Modernización de regadíos en la Comunidad de
Regantes del Nacimiento de Arbuniel, T. M. Arbuniel
(Jaén).

Modernización de regadíos de la Comunidad de
Regantes «Relámpago, Armíndez, Minilla», T. M. Torre-
perojil (Jaén).

Modernización de regadíos de la Comunidad de
Regantes «Santiago Apóstol», T. M. Villatorres (Jaén).

Modernización de regadíos de la Comunidad de
Regantes «Pozo Alcón, Hinojares y Cuevas del Campo»,
TT. MM. Pozo Alcón e Hinojares (Jaén) y Cuevas del
Campo (Granada).

Modernización de regadíos de la Comunidad de
Regantes «Jarafe-Casicas», T. M. Mancha Real (Jaén).

Modernización de regadíos de la Comunidad de
Regantes «Mancha Norte», T. M. Mancha Real (Jaén).

Modernización de regadíos de la Comunidad de
Regantes «Maragatos Plateras», T. M. Torreblascopedro
(Jaén).

Modernización de regadíos de la Comunidad de
Regantes «Brujuelo Torrebuenavista», T. M. Villatorres
(Jaén).

Modernización de regadíos de la Comunidad de
Regantes «Puerto de Tiscar», T. M. Quesada (Jaén).

Modernización de regadíos de la Comunidad de
Regantes «El Progreso», T. M. Quesada (Jaén).

Modernización de regadíos de la Comunidad de
Regantes «Los Cuartos», T. M. Mancha Real (Jaén).

Modernización de regadíos de la Comunidad de
Regantes «Los Charcones», T. M. Mancha Real (Jaén).

Modernización de regadíos de la Comunidad de
Regantes «Las Rejas», T. M. Úbeda (Jaén).

Modernización de regadíos de la Comunidad de
Regantes «Fuenmayor», T. M. Torres (Jaén).

Modernización de regadíos de la Comunidad de
Regantes «Sector I de la Zona Medias Vegas del Gua-
dalquivir», TT. MM. Baeza, Bedmar y Jódar (Jaén).
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Modernización de regadíos de la Comunidad de
Regantes «Casa Blanca, Casa Tejada y Greñena», T. M.
Jaén.

Modernización de regadíos de la Comunidad de
Regantes «Pago del Gurullón», T. M. Mancha Real (Jaén).

Modernización de regadíos de la Comunidad de
Regantes «San Isidro», T. M. Mancha Real (Jaén).

Modernización de regadíos de la Comunidad de
Regantes «Macetas», T. M. Mancha Real (Jaén).

Modernización de regadíos de la Comunidad de
Regantes «Los Llanos», T. M. La Guardia (Jaén).

Modernización de regadíos de la Comunidad de
Regantes del Coto de Bornos, T. M. de Bornos (Cádiz).

Modernización y consolidación de regadíos de la
Comunidad de Regantes del Sector 1 de Vegas Bajas
de Jaén, T. M. de Mengíbar (Jaén).

Aragón:

Puesta en riego a presión de la Comunidad de Regan-
tes de Binaced-Valcarca, TT. MM. Binaced, Valcarca y
Monzón (Huesca).

Modernización de la red de riego en la Comunidad
de Regantes de Esplús, TT. MM. de Esplús y Binaced
(Huesca).

Modernización de la red de riego en la Comunidad
de Regantes de Binéfar, TT. MM. Binéfar, Monzón y San
Esteban de Litera (Huesca).

Modernización del regadío existente en la zona de
Concentración Parcelaria de Pina de Ebro, subperímetro
«Huerta Vieja», Comunidad de Regantes de la Acequia
de Pina, T. M. de Pina de Ebro (Zaragoza).

Modernización de las infraestructuras de la Comu-
nidad de Regantes de Torres de Barbués, T. M. Torres
de Barbués (Huesca).

Baleares:

Acondicionamiento y consolidación del regadío de
la Comunidad de Regantes de Son Mesquida, T. M. de
Felanitx (Mallorca).

Mejora de las redes de riego de la zona de Alaró
(Mallorca).

Canarias:

Acondicionamiento e impermeabilización de la presa
del Capellán y conexión al sistema de distribución de
agua desalada del Norte de Gran Canaria, T. M. de Gáldar
(Gran Canaria).

Castilla-La Mancha:

Consolidación de regadíos en el Acuífero Mancha
Oriental, TT. MM. Albacete, Balazote, La Herrera, Barrax
y otros (Albacete).

Castilla y León:

Consolidación y mejora del regadío de la Comunidad
de Regantes Canal Toro-Zamora (Zamora).

Consolidación y mejora del regadío de la Comunidad
de Regantes Canal de San José (Zamora).

Consolidación y mejora del regadío de la Comunidad
de Regantes Canal de la Vid y Guma (Burgos).

Consolidación y mejora del regadío de la Comunidad
de Regantes Canal de Florida de Liébana (Salamanca).

Consolidación y mejora del regadío de la Comunidad
de Regantes de la Margen Derecha, 1.a Elevación del
Pantano de Águeda, en el T. M. de Ciudad Rodrigo
(Salamanca).

Cataluña:

Mejora de regadíos de la Comunidad de Regantes
«Sant Jaume» de la Torre de l’Espanyol (Tarragona).

Reparación de varias minas del Camp de Tarragona,
C. R. Mina Cabré, Mina Els Gafarrons, Mina S. Lorenzo
y Mina Mas del Xulo, en Riudoms y Salou (Tarragona).

Renovación de la tubería del tramo inicial de la ace-
quia C. R. de la Riera de Gaià (Tarragona).

Canalización de la acequia del margen izquierdo del
río Gaià C. R. Montferri (Tarragona).

Modernización de la red de riego de la SAT «Regantes
del Cogoll i Vilasec» de Alcover (Tarragona).

Entubación de la red de riego de la C. R. de Ulldecona
(Tarragona).

Mejora de las acequias de la C. R. de la Acequia
del Molino de la Pardina y de la Riera de Osor de la
Cellera de Ter (Girona).

Mejora del Canal Principal de la C. R. de la Acequia
Vinyals, TT. MM. Juià, Flaçà, Celrà, Campdorà, Bordils,
Sant Joan de Mollet (Girona).

Mejora de acequias de la C. R., de Sant Julià de Ramis,
Cervià de Ter, Sant Jordi Desvall, Colomers i Jafre (Gi-
rona).

Entubamiento y mejora del regadío C. R. de San Llo-
renç y Gerb en Os de Balaguer y Gerb (Lleida).

Modernización de la red de riego por superficie
mediante riego a presión C. R. de la Acequia de Torres
de Segre (Lleida).

Transformación en riego a manta a riego por goteo
C. R. de Llitera de la Villa de Serós (Lleida).

Transformación del regadío a riego a presión C. R.
Pla d’Escarp de Massalcoreig Toma C-121,8 del Canal
y Cataluña, Massalcoreig (Lleida).

Construcción de Embalse de Regulación C. R. Vin-
cament de la Vila de Aitona (Lleida).

Entubamiento de la acequia C. R. Sifón de Vincamet
Toma 112-7, Fraga (Huesca), Serós y Massalcoreig (Llei-
da).

Construcción de un embalse de 1,5 Hm3 y tubería
de conexión hasta la red de riego a presión C. R. de
Gimenells y Pla de la Font (Lleida).

Mejora del regadío de la C. R. Toma 10.0 derecha
de Alpicat. Canal de Aragón y Cataluña, T. M. Alpicat
(Lleida).

Transformación de riego a manta a riego a presión
en el margen izquierdo del río Segre C. R. Olla y Segalés,
Arfa, Molí de Alás, Salit, Pla de Sant Tirs, Molí d’Arfa,
Molí del Pla de Sant Tirs, y otras, TT. MM Alás, Cerc,
Seo de Urgell y Ribera de Urgellet (Lleida).

Mejora y modernización del regadío C. R. de la Conca
de Tremp, TT. MM Castell de Mur, Gravet de la Conca,
Llimiana, Talarn y Tremp (Lleida).

Mejora del regadío mediante riego a presión C. R.
de Els Plans d’Aitona (Lleida).

Revestimiento de 2.670 m de la acequia principal
C. R. de la Acequia de Remolins, T. M. Torres de Segre
y Soses (Lleida).

Mejora acequia dels Molins C. R. de la Cecla dels
Molins, T. M. La Pobla de Segur (Lleida).

Modernización del regadío (2.a Fase) C. R. de Coll
de Foix Toma C-78 del Canal de Aragón y Cataluña,
T. M. Alfarrás (Lleida).

Transformación del riego a manta a riego a presión
C. R. de la Acequia de Ivars de Noguera, TT. MM. Cas-
tillnonroy (Huesca), Ivars de Noguera (Lleida).

Mejora Canal de Aravell y Ballestar C. R. del Canal
de Aravell y Ballestar, TT. MM. Valls de Valira, La Seu
d’Urgell, Montferrer y Castellbó (Lleida).

Modernización del regadío-Tubería General C. R. del
Coscollar, núm. 146 de Alcarràs. Canal de Aragón y Cata-
luña, TT. MM. Lleida y Alcarràs (Lleida).

Revestimiento de acequias con hormigón de la C. R.
del Canal de la Derecha del río Llobregat, TT. MM. Santa
Coloma de Cervelló, Sant Boi de Llobregat y el Prat de
Llobregat (Barcelona).
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Transformación a riego por aspersión forzada median-
te electrificación, automatización y aparatos de control
C. R. de l’Alzinar, Tomas C-79,3 y 80,7 del canal de
Aragón y Cataluña, T. M. de Alguaire (Lleida).

Mejora de la red de riegos de la C. R. del Rec Gros,
TT. MM. Prullans y La Cerdanya (Lleida).

Extremadura:

Mejora y modernización de regadíos en la C. R. de
Vegas Altas 3, en la Zona Regable de Orellana, T. M.
Santa Amalia (Badajoz).

Mejora y modernización de regadíos en la C. R. de
Alardos de Madrigal de la Vera (Cáceres). Regadíos Tra-
dicionales de la Vera.

Mejora y modernización de regadíos en la C. R. de
Rincón de Caya, T. M. de Badajoz.

Mejora y modernización de regadíos en la C. R. de
Canal del Zújar, TT. MM. Villanueva de la Serena, Don
Benito, Medellín, Mengabril, Guareña, Valdetorres, Alan-
ge, La Zarza y Villagonzalo.

Murcia:

Ampliación de la capacidad de regulación de la C. R.
de Mazarrón, TT. MM. Mazarrón y Cartagena (Murcia).

Obras de Infraestructura de riego de la C. R. Cañada
del Judío, T. M. de Jumilla (Murcia).

Comunidad Valenciana:

Cambio sistema riego tradicional por localizado de
la S.A.T. n.o 749 «Pozos El Palmeral», T. M. de Pedralba
(Valencia).

B) Obras de transformación en riego.

Aragón:

Sector XX-Bis de la Zona Regable del Canal del Cinca
(Huesca).

Sectores VI, VII, VIII A, IX A, XI A, XIII A, XVII, XVIII,
XIX, XX, XXI y XXII de la Zona Regable de Monegros II
(Huesca).

Sector II de la Zona Regable de Canal Calanda-Alcañiz
(Teruel).

Transformación en regadío en la Zona Regable Mas
de las Matas (Teruel).

Transformación en regadío en el T. M. de Sarrión
(Teruel).

Transformación en regadío de la Zona Regable Dehe-
sa de Ganaderos (Zaragoza).

Baleares:

Aprovechamiento integral de los recursos hídricos de
la Comunidad de Regantes de Manacor (Mallorca).

Reutilización de las aguas regeneradas para el riego
de la Comunidad de Regantes de Santa Ponsa, T. M.
de Calviá (Mallorca).

Reutilización agrícola de las aguas procedentes de
la EDAR de Peguera, T. M. de Calviá (Mallorca).

Reutilización de las aguas residuales de la Comunidad
de Regantes de Ca’n Bossa, T. M. de San José (Ibiza).

Eliminación de vertidos de aguas residuales y apro-
vechamiento agrícola de la Comunidad de Regantes de
Muro (Mallorca).

Aprovechamiento integral de aguas residuales depu-
radas para el riego en el T. M. de San Francisco Javier
(Formentera).

Cantabria:

Transformación en regadío en el T. M. de Valderre-
dible (Cantabria).

Castilla-La Mancha:

Regadíos de la Zona Regable Alta Cabecera del Segu-
ra, TT. MM. Elche de la Sierra, Férez, Lietor, Letur, Soco-
vos y otros.

Segunda ampliación de regadíos de Hellín, T. M. Hellín
(Albacete).

Ampliación de regadíos de la Zona Regable Torre
de Abraham. Margen derecha, TT. MM. El Robledo,
Retuerta del Bullaque y Alcoba de los Montes (Ciudad
Real).

Regadíos tradicionales del Alto Cabriel, TT. MM. Cañe-
te, Landete, Mira, Cardenete, Enguidanos, Yémeda y
otros (Cuenca).

Regadíos Tradicionales del Tajo. TT. MM. Albalate de
las Nogueras, Beteta-El Tobar, Cañaveras, Huete, Ritata-
jada, Salmeroncillos, Vega de Codorno y otros (Cuenca).

Ampliación de regadíos de la Zona Regable del Río
Calvache, T. M. Barajas de Melo (Cuenca).

Regadíos de la Zona Regable de Almoguera. Margen
Izquierda del Tajo, TT. MM. Almoguera e Illana (Gua-
dalajara) y Leganiel (Cuenca).

Regadíos de la Zona Regable de Alto y Medio Tajuña,
TT. MM. Cifuentes, Masegoso de Tajuña, Valfermoso de
Tajuña, Romanones, Armuña de Tajuña, Aranzueque,
Loranca de Tajuña y Fuentenovilla (Guadalajara).

Regadíos de la Zona Regable de Cogolludo, TT. MM.
Arbancón, Carrascosa de Henares, Cogolludo, Espinosa
de Henares y Membrillera (Guadalajara).

Regadíos de la Zona Regable «Canal de Albacete»,
Primera Parte, TT. MM. Gineta, La Herrera y Montalvos
(Albacete).

Extremadura:

Transformación en regadío en el Sector I de la Zona
Regable de la Serena, TT. MM. Don Benito, Villanueva
de la Serena y La Haba (Badajoz).

Transformación en regadío en el Sector I de la Zona
Regable de Alcollarín-Miajadas, TT. MM. Alcollarín, Cam-
polugar, Escurial y Miajadas (Cáceres).

Transformación en regadío en la Zona Regable
Ampliación del Sector VIII del Zújar, T. M. de Guareña
(Badajoz).

Transformación en regadío en la Dehesa Boyal de
Madrigalejo y zona limítrofe, T. M. de Madrigalejo (Cá-
ceres).

Comunidad Valenciana:

Instalación red de riego localizado para riego de Auxi-
lio a la vid para la S.A.T. n.o 361 CV Regantes Vega
de San Antonio, en TT. MM. de Requena y Utiel (Va-
lencia).

2. Las obras incluidas en este artículo llevarán implí-
citas las declaraciones siguientes:

a) La de utilidad pública a los efectos previstos en
los artículos 9, 10 y 11 de la Ley de 16 de diciembre
de 1954, de Expropiación Forzosa.

b) La de urgencia a los efectos de la ocupación de
los bienes afectados a que se refiere el artículo 52 de
la Ley de Expropiación Forzosa.

3. Esta declaración de interés general permitirá las
expropiaciones forzosas requeridas para dichas obras
y la urgente ocupación de los bienes afectados.
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Artículo 112. Modificación de la Ley 3/2001, de 26
de marzo, de Pesca Marítima del Estado.

Se modifican los siguientes preceptos de la Ley
3/2001, de 26 de marzo, de Pesca Marítima del Estado.

Uno. Se añade un nuevo apartado, el 5, al artícu-
lo 27 de la Ley 3/2001, de 26 de marzo, de Pesca
Marítima del Estado, con la siguiente redacción:

«5. A efectos del reparto de las posibilidades
de pesca asignadas a la flota española en aguas
de países terceros y con el fin de optimizar la uti-
lización de las mismas, los titulares de los buques
con licencia para dichas aguas podrán transferir
su actividad pesquera desarrollada históricamente
a otro buque con abanderamiento español que le
sustituirá en la actividad pesquera a todos los efec-
tos, previa autorización del Ministerio de Agricul-
tura, Pesca y Alimentación. El buque cuya actividad
se transfiere deberá ser desguazado, excepto en
el supuesto de que su titular tenga o haya obtenido
posibilidades de pesca para el buque en otra pes-
quería y solicitado su inclusión en el censo espe-
cífico correspondiente.»

El resto del artículo queda con la misma redacción.

Dos. Se modifica el párrafo d) del apartado 1 del
artículo 28 de la Ley 3/2001, de Pesca Marítima del
Estado, que queda con la siguiente redacción:

«d) Establecer, a efectos de favorecer la libre
competencia, el porcentaje máximo de posibilida-
des de pesca que pueden ser acumulados por una
empresa o grupo de empresas relacionadas socie-
tariamente en una misma pesquería.»

El resto del artículo permanece con la misma redac-
ción.

Tres. Se añade un nuevo apartado, el 3, al artícu-
lo 90 de la Ley 3/2001, de Pesca Marítima del Estado,
con la siguiente redacción:

«3. Los propietarios de buques o armadores,
en el caso de mediar una denuncia por supuesta
infracción administrativa de pesca marítima, debi-
damente requeridos para ello, tienen el deber de
identificar al patrón responsable de la embarcación,
y si incumplen esta obligación serán sancionados
como autores de una infracción grave de falta de
colaboración o de obstrucción a las labores de
inspección.»

El resto del artículo se mantiene con la misma redac-
ción.

Cuatro. Se sustituye la redacción del apartado 3 del
artículo 94 de la Ley 3/2001, de Pesca Marítima del
Estado, que queda con la siguiente redacción:

«3. Las capturas pesqueras decomisadas de
talla antirreglamentaria o que no reúnan los requi-
sitos necesarios para su comercialización, cuando
sean aptas para el consumo, podrán distribuirse
entre entidades benéficas y otras instituciones
públicas y privadas sin ánimo de lucro, procedién-
dose, en caso contrario, a su destrucción. En el
supuesto de que las capturas decomisadas fueran
reglamentarias, la autoridad competente podrá dis-
poner que se proceda a subasta pública en lonja
o lugar autorizado, quedando el importe de dicha
venta en depósito a disposición del órgano com-
petente para iniciar el procedimiento sancionador.

En el supuesto de que no se proceda a subasta
pública, el órgano competente para iniciar el citado
procedimiento sancionador podrá decidir que se
celebre la misma o bien que se devuelvan las cap-
turas decomisadas al interesado mediante la cons-
titución de una fianza.»

El resto del artículo permanece con la misma redac-
ción.

Cinco. Se añade un nuevo párrafo, el f), al artícu-
lo 95 de la Ley 3/2001, de Pesca Marítima del Estado,
con la siguiente redacción:

«f) El incumplimiento de las preceptivas obli-
gaciones de información a la Administración Gene-
ral del Estado o su comunicación incumpliendo los
plazos o las condiciones de las mismas, cuando
no esté tipificada como grave o muy grave.»

El resto del artículo permanece con la misma redac-
ción.

Seis. Se da nueva redacción al párrafo v) del apar-
tado 1 del artículo 96 de la Ley 3/2001, de 26 de
marzo, de Pesca Marítima del Estado, quedando del
siguiente modo:

«v) Toda conducta tipificada como leve en
materia de pesca marítima, cometida por las per-
sonas físicas o jurídicas a que se refiere el artícu-
lo 90 de esta Ley, sujetas al ordenamiento interno
y vinculadas jurídicamente a buques con pabellón
de países calificados reglamentariamente como de
abanderamiento de conveniencia o a buques de
países terceros identificados por las organizaciones
regionales de ordenación pesquera u otras orga-
nizaciones internacionales de pesquerías por haber
incurrido en actividades de pesca ilegal o contrarias
a las medidas de conservación y gestión de los
recursos pesqueros.»

El resto del artículo queda con la misma redacción.

Siete. Se añade un nuevo párrafo, el x) en el apar-
tado 1 del artículo 96 de la Ley 3/2001, de Pesca Marí-
tima del Estado, con la siguiente redacción:

«x) El incumplimiento de las obligaciones esta-
blecidas en virtud de los convenios, acuerdos o
tratados internacionales en materia de pesca marí-
tima, cuando suponga una vulneración de las medi-
das de conservación y gestión de los recursos
pesqueros.»

El resto del artículo permanece con la misma redac-
ción.

Ocho. Se modifica el párrafo i) del artículo 97 de
la Ley 3/2001, de Pesca Marítima del Estado, que queda
con la siguiente redacción:

«i) Toda conducta tipificada como grave en
materia de pesca marítima cometida por las per-
sonas físicas o jurídicas a que se refiere el artícu-
lo 90 de esta ley, sujetas al ordenamiento interno
y vinculadas jurídicamente a buques con pabellón
de países calificados reglamentariamente como de
abanderamiento de conveniencia o a buques de
terceros países identificados por las organizaciones
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regionales de ordenación pesquera u otras orga-
nizaciones internacionales de pesquerías por haber
incurrido en actividades de pesca ilegal o contrarias
a las medidas de conservación y gestión de los
recursos pesqueros.»

El resto del artículo mantiene la misma redacción.

Nueve. Se añade un nuevo párrafo, el j), al artícu-
lo 97 de la Ley 3/2001, de Pesca Marítima del Estado,
con la siguiente redacción:

«j) El desembarque o descarga en cualquier
parte del territorio nacional de productos pesqueros
de países terceros sin haber obtenido la previa auto-
rización tras el preaviso del puerto de desembarque
o del lugar de descarga solicitados.»

El resto del artículo permanece con la misma redac-
ción.

Diez. Se modifica el párrafo a) del artículo 98 de
la Ley 3/2001, de Pesca Marítima del Estado, que queda
con la siguiente redacción:

«a) El incumplimiento de las preceptivas obli-
gaciones de información a las Administraciones
públicas o su comunicación incumpliendo los pla-
zos o las condiciones de las mismas, cuando no
esté tipificada como grave o muy grave.»

El resto del artículo permanece con la misma redac-
ción.

Once. Se modifican los párrafos b) y c) del apar-
tado 1 del artículo 103 de la Ley 3/2001, de Pesca
Marítima del Estado, que quedan redactados de la
siguiente forma:

«b) Incautación de artes, aparejos o útiles de
pesca: las infracciones previstas en el artículo 96,
apartados 2.a) y de 3.a) a 3.e).»

«c) Decomiso de los productos o bienes obte-
nidos en la comisión de las infracciones previstas
en el artículo 96, apartados 1.a), 1.b), 1.c), 1.f),
1.g), 1.h), 1.l), 1.m), 1.q), 1.r), 1.s), 2.a), 2.c), 2.d),
2.e), 2.f), 2.g), 3.a), 3.b), 3.c) y 3.d).»

El resto del artículo permanece con la misma redac-
ción.

Doce. Se modifica el párrafo b) del apartado 2 del
artículo 103 de la Ley 3/2001, de Pesca Marítima del
Estado, que queda redactado de la siguiente forma:

«b) Incautación de artes, aparejos o útiles de
pesca: las infracciones previstas en el artículo 97,
párrafos a), b), e) y g).»

El resto del artículo permanece con la misma redac-
ción.

Trece. Se modifica la disposición adicional novena
de la Ley 3/2001, de Pesca Marítima del Estado, que
queda redactada de la siguiente forma:

«Disposición adicional novena. Censos publica-
dos antes de la entrada en vigor de esta ley.

1. A la entrada en vigor de la presente Ley
seguirán vigentes los censos publicados en el “Bo-
letín Oficial del Estado”, así como las posibilidades
de pesca que en los mismos se reconocen a las
empresas o asociaciones de empresas titulares de
los buques incluidos en dichos censos, hasta la
elaboración de los nuevos censos de conformidad
con lo establecido en el artículo 26 de esta Ley.

2. Los propietarios o armadores cuyos buques
pesqueros no figuran incluidos en el Censo de la
Flota Pesquera Operativa, creado por Orden Minis-
terial de 30 de enero de 1989, podrán solicitar
la reactivación de su embarcación en el plazo máxi-
mo de seis meses contados a partir de la entrada
en vigor de la Ley 62/2003, de 30 de diciembre,
de medidas fiscales, administrativas y del orden
social, siempre que cumplan con las disposiciones
vigentes establecidas al efecto.»

Artículo 113. Actualización de las inscripciones en el
Registro de Buques y Empresas Navieras.

1. Los armadores o propietarios de embarcaciones
de pesca en las que el material del casco, la potencia
propulsora de sus motores o los valores reales de eslora,
manga, puntal o arqueo no coincidan con los datos
correspondientes anotados en el Registro de Buques y
Empresas Navieras no incurrirán en responsabilidad
administrativa siempre que insten la actualización de
tales datos o valores con arreglo a las siguientes reglas:

1.a La actualización ha de ser solicitada por el arma-
dor o el propietario de la embarcación a la Capitanía
Marítima correspondiente, dentro de los seis meses
siguientes a la entrada en vigor de esta ley.

2.a La embarcación debe superar un reconocimien-
to extraordinario, verificado por los servicios de la Ins-
pección Marítima, con objeto de acreditar sus condi-
ciones de flotabilidad y navegabilidad de manera que
no se vea comprometida la seguridad marítima.

3.a La actualización de la inscripción ha de contar
con el previo informe favorable de la autoridad pesquera.
A estos efectos, para el caso de incremento de arqueo
o potencia propulsora se deberán aportar las unidades
operativas pesqueras que compensen los incrementos
de acuerdo con los criterios aplicables a la construcción
y modernización de buques pesqueros establecidos en
la normativa nacional y comunitaria vigente.

4.a Concluido el reconocimiento, la Administración
Marítima expedirá, cuando proceda, los certificados
correspondientes y ordenará la práctica de las anota-
ciones en el Registro de Buques y Empresas Navieras.

2. Los expedientes de actualización de los datos
registrales deberán resolverse y notificarse dentro de
los nueve meses siguientes a la finalización del plazo
de presentación de las solicitudes.

Artículo 114. Modificación de la Ley 8/2003, de 24
de abril, de Sanidad Animal.

Se modifica la disposición transitoria tercera de la
Ley 8/2003, de 24 de abril, de Sanidad Animal, que
queda con la siguiente redacción:

«Disposición transitoria tercera. Registro de
explotaciones.

Los titulares de explotaciones animales que, en
el momento de la entrada en vigor de esta ley,
no se encuentren registradas en la comunidad autó-
noma correspondiente de conformidad con lo dis-
puesto en el artículo 38 dispondrán de un plazo
máximo de dos años para solicitar el citado registro,
siempre que en la normativa específica estatal o
autonómica no se hayan establecido otros plazos
inferiores.»



BOE núm. 313 Miércoles 31 diciembre 2003 46947

Artículo 115. Modificación de la Ley 50/1998, de 30
de diciembre, de medidas fiscales, administrativas y
del orden social. Infracciones y sanciones aplicables
al régimen de la tasa y de la cuota láctea.

Se modifican los siguientes preceptos de la Ley
50/1998, de 30 de diciembre, de medidas fiscales,
Administrativas y del orden social.

Uno. Se modifica el artículo 97 de la Ley 50/1998,
de 30 de diciembre, de medidas fiscales, administrativas
y del orden social, que queda redactado como sigue:

«Artículo 97. Infracciones y sanciones aplicables
en lo relativo al régimen de la tasa suplementaria
de la cuota láctea.

Uno. Se considerarán muy graves las siguien-
tes infracciones administrativas de los comprado-
res:

a) No presentar la declaración anual de compras.
b) No retener a los ganaderos productores los

importes correspondientes a las entregas de leche
que sobrepasen sus correspondientes cantidades
individuales de referencia o incumplir su deber de
repercutir y cobrar a dichos ganaderos el importe
adeudado de la tasa liquidada, salvo en los supues-
tos en que la normativa aplicable se la impute direc-
tamente a los compradores e impida que reper-
cutan su importe a los ganaderos.

c) No ingresar los importes de las cantidades
retenidas a cuenta en concepto de anticipo sobre
la tasa suplementaria o el importe adeudado de
la tasa.

d) No conservar la documentación obligatoria
durante el plazo reglamentariamente establecido.

e) No presentar declaración o presentar decla-
raciones falsas, incompletas o inexactas, incluso
a título de simple negligencia, siempre que las mis-
mas se refieran a datos que sean de trascendencia
para la eficacia de la gestión del régimen de la
tasa láctea, y de las mismas se derive un volumen
no declarado que supere al declarado en más
del 50 por ciento.

Dos. Tendrán la consideración de infracciones
administrativas graves para los compradores las
siguientes:

a) Presentar declaraciones falsas, incompletas
o inexactas, incluso a título de simple negligencia,
siempre que las mismas se refieran a datos que
sean de trascendencia para la eficacia de la gestión
de la tasa láctea.

b) No identificar documentalmente, en la forma
que reglamentariamente se establezca, cada entre-
ga individual de leche u otros productos lácteos.

c) Ingresar, sin requerimiento de la Adminis-
tración, fuera de los plazos y condiciones estable-
cidos por la normativa vigente, los importes de las
cantidades retenidas a cuenta o el importe adeu-
dado de la tasa, en su caso.

d) No comunicar a la autoridad competente las
altas y bajas de los productores que efectúen sus
entregas.

e) Comprar o entregar leche o productos lác-
teos destinados a su comercialización sin contar
con la debida autorización administrativa.

f) No comunicar, de manera fehaciente, a la
Administración que se han dejado de cumplir los
requisitos necesarios para la concesión de la auto-
rización administrativa.

g) No determinar, al menos una vez al mes,
el porcentaje de materia grasa contenida en la leche

entregada o no reflejar documentalmente las deter-
minaciones efectuadas.

h) La ausencia o retraso reiterado en la remi-
sión de la declaración mensual. A estos efectos,
se considera reiteración tres ausencias o retrasos
en la declaración durante un período de doce
meses.

i) No facilitar a los productores los certificados
que sean preceptivos.

j) No exigir a los productores que efectúen
entregas de leche u otros productos lácteos a varios
compradores durante un período de tasa determi-
nado, un certificado del o de los otros compradores
en el que figuren las entregas realizadas a éstos
y el porcentaje medio de grasa de aquéllas.

k) La resistencia, excusa o negativa a las actua-
ciones de la autoridad competente relativas a la
gestión, inspección o recaudación de la tasa suple-
mentaria en el sector de la leche y de los otros
productos lácteos y, en particular, al suministro de
datos, informes o antecedentes.

l) No conservar durante el período de tiempo
establecido reglamentariamente la documentación
contable preceptiva.

m) El incumplimiento de la obligación de lle-
vanza de la contabilidad exigida por la normativa
de la tasa.

n) La llevanza de contabilidades diversas refe-
ridas a un mismo período de tasa que no permitan
conocer la verdadera situación del comprador.

Tres. Se considerarán leves las siguientes
infracciones administrativas de los compradores de
leche y productos lácteos:

a) No utilizar su número de inscripción del
Registro General de compradores en los documen-
tos relacionados con la tasa suplementaria.

b) No facilitar a la autoridad competente copia
de los certificados de las retenciones efectuadas
a los productores, cuando éstos cambien de com-
prador.

c) No requerir al productor que le entrega leche
por primera vez los documentos exigibles de acuer-
do con la normativa vigente.

d) No comunicar al ganadero productor, al
menos una vez al mes, el volumen de la leche o
de los equivalentes de leche, en función de su con-
tenido de materia grasa, entregados desde el inicio
del período de tasa, así como la cantidad de refe-
rencia disponible para el resto de dicho período.

e) No reflejar en las facturas que expida al pro-
ductor el importe de la retención a cuenta aplicada
de acuerdo con la normativa vigente.

f) En general, el retraso en la presentación de
declaraciones preceptivas ante la Administración
competente o el facilitar a la Administración datos
exigidos por la normativa vigente fuera del plazo
establecido al efecto, cuando el hecho no cons-
tituya infracción administrativa conforme a otro
precepto.

g) La presentación de declaraciones incomple-
tas ante la Administración pública competente o
la consignación en ellas de datos falsos o inexactos,
cuando no constituya infracción grave o muy grave.

Cuatro. Las infracciones muy graves serán san-
cionadas con multa de 3.000 euros más la mitad
del importe que resulte de multiplicar la cantidad
de leche a que afecte la comisión de la infracción
por el importe a que ascienda la tasa suplementaria
fijada para el período en que se hubiera cometido
la infracción.
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Cinco. Las infracciones graves se sancionarán
con multa de 2.000 euros más la quinta parte del
importe que resulte de multiplicar la cantidad de
leche a que afecte la comisión de la infracción por
el importe a que ascienda la tasa suplementaria
fijada para el período en que se hubiera cometido
la infracción, excepto en la contemplada en el párra-
fo c) del apartado dos, para la cual se abonará
un recargo del 20 por ciento más los intereses
de demora correspondientes.

Seis. Las infracciones leves serán sancionadas
con multa de 1.000 euros más la décima parte
del importe que resulte de multiplicar la cantidad
de leche a que afecte la comisión de la infracción
por el importe a que ascienda la tasa suplementaria
fijada para el período en que se hubiere cometido
la infracción.

Siete. Se considerarán graves las siguientes
infracciones administrativas de los productores de
leche y productos lácteos, con cantidad de refe-
rencia para la venta directa:

a) No llevar la contabilidad que refleje el volu-
men de leche despachada al consumo o vendida
a mayoristas o minoristas, o de los productos lác-
teos fabricados en la explotación.

b) La resistencia, excusa o negativa a las actua-
ciones de la autoridad competente relativas a la
gestión, inspección o recaudación de la tasa suple-
mentaria.

c) No presentar la preceptiva declaración
anual, incluso cuando no se hayan realizado ventas.

d) Presentar declaraciones falsas, incompletas
o inexactas, incluso a título de simple negligencia,
siempre que las mismas se refieran a datos que
sean de trascendencia para la eficacia de la gestión
de la tasa láctea.

e) No conservar la documentación obligatoria
durante el plazo reglamentariamente establecido.

Ocho. Se considerarán graves las siguientes
infracciones administrativas de los productores de
leche y productos lácteos, con cantidad de refe-
rencia para entregas a compradores:

a) No facilitar al comprador al que realizan
entregas la documentación justificativa de su can-
tidad de referencia en la forma exigida por la nor-
mativa vigente.

b) La no comunicación de los datos preceptivos
o la no presentación de los documentos exigidos
por la normativa vigente en el caso de cambio de
comprador o cuando efectúen entregas a varios
compradores en un mismo período de tasa.

c) La no presentación de las declaraciones que
sean preceptivas.

d) La presentación de declaraciones falsas,
incompletas o inexactas, incluso a título de simple
negligencia, siempre que las mismas se refieran
a datos que sean de trascendencia para la eficacia
de la gestión de la tasa láctea.

e) No conservar la documentación obligatoria
durante el plazo reglamentariamente establecido.

f) La resistencia, excusa o negativa a las actua-
ciones de la autoridad competente relativas a la
gestión, inspección o recaudación de la tasa suple-
mentaria.

g) Realizar entregas de leche u otros productos
lácteos a un comprador no autorizado.

Nueve. Se considerará como infracción leve de
los productores de leche y productos lácteos la
presentación de declaraciones incompletas ante la
Administración pública competente o la consigna-

ción en ellas de datos falsos o inexactos, cuando
no constituya infracción grave.

Diez. Las infracciones establecidas en los apar-
tados siete y ocho se sancionarán con multa de
1.000 euros más la quinta parte del importe que
resulte de multiplicar la cantidad de leche a que
afecte la comisión de la infracción por el importe
a que ascienda la tasa suplementaria fijada para
el período en que se hubiere cometido la infracción.

Once. Será considerado comprador, a los efec-
tos de este artículo, cualquier operador del sector
que no acredite fehacientemente el origen de la
leche o de otros productos lácteos que haya comer-
cializado.

Doce. Las sanciones reguladas en Reglamen-
tos comunitarios que supongan la retirada de la
autorización de comprador conllevarán la accesoria
de inhabilitación para volver a solicitarla, por sí mis-
mo o por terceros, durante los dos años siguientes
a la fecha de su retirada efectiva.»

Dos. Se modifica el artículo 98 de la Ley 50/1998,
de 30 de diciembre, de medidas fiscales, administrativas
y del orden social, como sigue:

«Artículo 98. Infracciones y sanciones aplicables
al régimen de la cuota láctea.

Uno. Se considerará infracción muy grave el
incumplimiento por los productores de leche y de
productos lácteos de las obligaciones y compro-
misos derivados de la ejecución de los programas
nacionales de abandono indemnizado de la pro-
ducción lechera.

Dos. Se considerarán graves las siguientes
infracciones administrativas:

a) La no presentación de los documentos exi-
gidos por la normativa vigente en caso de que el
productor efectúe entregas a varios compradores
durante un período de tasas determinado o en caso
de cambios de comprador o compradores.

b) La presentación de declaraciones o consig-
nación de datos falsos o inexactos por negligencia
grave ante la Administración pública competente.

c) La transferencia o cesión de la totalidad o
parte de su cantidad de referencia individual antes
del transcurso de cinco años desde que hubieran
recibido una asignación de la reserva nacional.

d) La transferencia o abandono indemnizado
de cantidad de referencia por los productores que
no hubieran comercializado leche o productos lác-
teos en el período inmediatamente anterior.

e) La transferencia de cantidad de referencia
individual por el arrendatario o figura análoga de
una explotación con cantidad de referencia, sin la
conformidad del propietario de la misma.

f) La transferencia de cantidades de referencia
individuales de los productores que hayan adqui-
rido cantidades desvinculadas de la explotación sin
que hubiesen transcurrido cinco años desde esa
adquisición, salvo casos de fuerza mayor.

g) La realización por el cedente de cantidades
de referencia de alguna de las siguientes actua-
ciones durante el período de duración de la cesión:

La transferencia inter vivos a terceros de las can-
tidades de referencia cedidas.

El abandono indemnizado de la producción de
las cantidades de referencia cedidas.

La adquisición mediante transferencia de can-
tidades de referencia, salvo que la normativa vigen-
te lo permita.
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h) La transferencia o cesión por el cesionario
de cantidades de referencia durante el período de
duración de la cesión.

i) La transferencia o cesión temporal de las can-
tidades procedentes de la reserva nacional.

Tres. Las infracciones muy graves serán san-
cionadas con multa de 6.010 a 30.050 euros.

Cuatro. Las infracciones graves se sancionarán
con multa de 150 a 6.009 euros.

Cinco. Las sanciones previstas en este artículo
se entenderán sin perjuicio de la devolución de las
cantidades indebidamente percibidas, en su caso.

Seis. El importe de las multas previstas en los
apartados anteriores se modularán en función de
la cantidad de referencia asignada a cada productor
y del número de vacas de su explotación.»

Artículo 116. Responsabilidad del pago de la tasa
suplementaria de la cuota láctea.

Los operadores en el sector de la leche y productos
lácteos serán los responsables del pago de la tasa láctea,
sin posibilidad de repercusión al ganadero por las can-
tidades de leche o sus equivalentes de las que no puedan
acreditar su origen. En este supuesto se considerarán
incluidas las cantidades de leche no declaradas por los
compradores autorizados.

Asimismo, los operadores serán responsables del
pago de la tasa láctea por las cantidades de leche y
sus equivalentes adquiridos a compradores no autori-
zados.

Artículo 117. Autorización de cesión de datos sobre
la gestión de la tasa láctea.

Se autoriza al Fondo Español de Garantía Agraria
(FEGA) para ceder los datos de identificación de los ope-
radores del sector lácteo y los relativos a los movimientos
de leche procedentes de las declaraciones y actuaciones
de control, que obtenga dicho organismo en el ejercicio
de sus competencias sobre la gestión de la tasa láctea
a los órganos del Ministerio de Agricultura, Pesca y Ali-
mentación que tengan legalmente atribuidas las funcio-
nes relativas al desarrollo de sistemas que permitan el
seguimiento de las producciones ganaderas desde la
explotación hasta su comercialización.

Artículo 118. Modificación de la Ley 2/2000, de 7
de enero, reguladora de los contratos tipo agroali-
mentarios.

Se modifican los siguientes preceptos de la Ley
2/2000, de 7 de enero, reguladora de los contratos
tipo agroalimentarios.

Uno. Se modifica la redacción del párrafo primero
del apartado 1 del artículo 4, de la Ley 2/2000, de 7
de enero, que queda de la siguiente forma:

«1. Las comisiones de seguimiento se dotarán
de personalidad jurídica, de acuerdo con el orde-
namiento jurídico, carecerán de ánimo de lucro,
tendrán carácter representativo y composición pari-
taria entre las partes proponentes de los contratos
tipo. Corresponderá a las citadas comisiones el
seguimiento, promoción, vigilancia y control de uno
o varios contratos tipo homologados siempre que
se trate de un mismo producto agrario, remitiendo
al Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación,
anualmente, los datos de contratos y cualquier otra
información relevante requerida por éste.»

El resto del apartado y artículo quedan con la misma
redacción.

Dos. Se modifica la redacción del apartado 1 del
artículo 5, de la Ley 2/2000, de 7 de enero, que queda
de la siguiente forma:

«1. Podrán solicitar la homologación de un con-
trato tipo agroalimentario, las comisiones de segui-
miento y las organizaciones interprofesionales reco-
nocidas. Asimismo, podrán solicitarlo las organiza-
ciones representativas de la producción, por una
parte, y de la transformación y comercialización,
por otra, y, en defecto de estas últimas por empre-
sas de transformación y comercialización.»

El resto del artículo permanece con la misma redac-
ción.

Artículo 119. Modificación de la Ley 38/1994, de 30
de diciembre, Reguladora de las Organizaciones Inter-
profesionales Agroalimentarias.

Se da nueva redacción a los artículos 8 y 9 de la
Ley 38/1994, de 30 de diciembre, reguladora de las
organizaciones interprofesionales agroalimentarias, que
quedan redactados del siguiente modo:

Uno. Se modifica la redacción del artículo 8 de la
Ley 38/1994, de 30 de diciembre, que queda de la
siguiente forma:

«Artículo 8. Extensión de normas.
1. Adoptado un acuerdo en el interior de la

organización interprofesional agroalimentaria, se
elevará al Ministerio de Agricultura, Pesca y Ali-
mentación, para su aprobación, en su caso, median-
te orden ministerial, la propuesta de extensión de
todas o algunas de sus normas al conjunto total
de productores y operadores del sector o producto.
Cuando dicha propuesta esté relacionada con la
competencia de otros departamentos ministeriales,
la aprobación se hará mediante orden ministerial
conjunta.

Las propuestas de extensión de normas deberán
referirse a reglas relacionadas con:

a) La calidad de los productos, incluyendo en
ella todos los aspectos relacionados con la sanidad
de los mismos o de sus materias primas, así como
su normalización, acondicionamiento y envasado,
siempre y cuando no existan disposiciones regu-
ladoras sobre la misma materia o en caso de existir,
se coadyuve a su cumplimiento o se eleven las
exigencias de las mismas.

b) La mejor protección del medio.
c) La mejor información y conocimiento sobre

las producciones y los mercados.
d) Las acciones promocionales que redunden

en beneficio del sector o producto correspondiente.
e) Las acciones tendentes a promover la inves-

tigación, el desarrollo y la innovación tecnológica
en los diferentes sectores.

f) La elaboración de contratos tipo compatibles
con la normativa nacional y comunitaria.

2. Sólo podrá solicitarse la extensión de nor-
mas reguladas en el apartado anterior, en las con-
diciones que se establezcan por vía reglamentaria,
cuando los acuerdos tomados cuenten, al menos,
con el respaldo del 50 por ciento de los productores
y operadores de las distintas ramas profesionales
implicadas, que deben representar, a su vez, como
mínimo dos terceras partes de las producciones
afectadas.

La acreditación de representatividad se efectua-
rá por las organizaciones miembros de la organi-
zación interprofesional correspondiente.
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3. Reglamentariamente se establecerán los
mecanismos de control y seguimiento del cum-
plimiento de los acuerdos de extensión de normas.

4. El contenido de este artículo se entiende,
en todo caso, sin perjuicio de la aplicación de las
disposiciones contenidas en el artículo 1 de la Ley
16/1989, de 17 de julio, de Defensa de la Com-
petencia.»

Dos. Se modifica la redacción del artículo 9 de la
Ley 38/1994, de 30 de diciembre, que queda de la
siguiente forma:

«Artículo 9. Aportación económica en caso de
extensión de normas.
Cuando, en los términos establecidos en el ar-

tículo anterior, se extiendan normas al conjunto
de los productores y operadores implicados, las
organizaciones interprofesionales agroalimentarias
podrán proponer al Ministerio de Agricultura, Pesca
y Alimentación, para su aprobación, en su caso,
la aportación económica por parte de aquéllos que
no estén integrados en las mismas, de acuerdo
con los principios de proporcionalidad en la cuantía
respecto a los costes de las acciones y de no dis-
criminación con respecto a los miembros de las
organizaciones interprofesionales agroalimenta-
rias. La orden ministerial correspondiente fijará la
duración de los acuerdos para los que se solicita
la extensión de normas con base en la normativa
nacional y comunitaria.

No se podrán repercutir gastos de funcionamien-
to de la organización interprofesional agroalimen-
taria que no correspondan al coste de las acciones.»

Artículo 120. Normativa Básica sobre Regímenes de
Ayuda a los Agricultores en el Marco de la Política
Agrícola Común.

1. El régimen de pago único de las ayudas directas
previsto en el Reglamento (CE) n.o 1782/2003 del Con-
sejo, de 29 de septiembre de 2003, por el que se esta-
blecen disposiciones comunes aplicables a los regíme-
nes de ayuda directa en el marco de la política agrícola
común y se instauran determinados regímenes de ayuda
a los agricultores se aplicará en todo el territorio a escala
nacional.

2. El régimen de pago único parcial a que se refiere
la sección 2 del capítulo 5 del título III del Reglamento
(CE) n.o 1782/2003, se aplicará a escala nacional para
cada uno de los pagos directos señalados en los artícu-
los 66, 67 y 68, así como la aplicación opcional para
tipos específicos de actividades agrarias y la calidad de
producción regulada en el artículo 69 del citado Regla-
mento.

3. Se habilita al Gobierno, para que, por vía de real
decreto desarrolle lo establecido en este artículo de con-
formidad con las previsiones del Reglamento (CE)
1782/2003.

Artículo 121. Fondo de apoyo a la acuicultura en Gali-
cia.

1. Se crea el Fondo de apoyo a la acuicultura en
Galicia, que tendrá por objeto prestar apoyo financiero
a las empresas de acuicultura en Galicia.

2. El Fondo de apoyo a la acuicultura en Galicia
tendrá una dotación de 3 millones de euros, de los cuales
la mitad será aportada por el Ministerio de Agricultura,
Pesca y Alimentación y la otra mitad, por la sociedad
estatal SEPI Desarrollo Empresarial, S.A. (SEPIDES).
Dicha dotación será desembolsada y transferida a SEPI-
DES.

A lo largo del año 2004, la entidad gestora del Fondo
podrá aprobar operaciones por un valor total máximo
de 3 millones de euros.

3. Mediante convenio entre el Ministerio de Agri-
cultura, Pesca y Alimentación y SEPIDES, se establecerán
el procedimiento y condiciones aplicables a la gestión
del Fondo, así como los criterios y procedimientos de
selección, concesión y control de las ayudas y préstamos
aprobados.

4. El apoyo financiero del Fondo a las empresas
de acuicultura en Galicia se prestará en forma de prés-
tamos participativos y, en su caso, créditos a largo plazo
o cualquier otra fórmula de financiación internacional-
mente reconocida, para el desarrollo de esta actividad.

5. Las inversiones del Fondo en las empresas bene-
ficiarias podrán realizarse en régimen de cofinanciación
con la entidad gestora, SEPIDES, de acuerdo con las
condiciones de mercado.

6. El Fondo de apoyo a la acuicultura en Galicia
será gestionado por la sociedad estatal SEPI Desarrollo
Empresarial, S.A. (SEPIDES), que analizará la viabilidad
de los proyectos presentados y los aprobará, previa la
emisión de informes favorables por parte de la Comisión
de Seguimiento que se creará mediante el convenio cita-
do en el apartado tres y del Ministerio de Agricultura,
Pesca y Alimentación. La evaluación de los proyectos
se hará siguiendo los principios de publicidad, transpa-
rencia, concurrencia y objetividad, conforme a lo que
establezca el convenio de colaboración anteriormente
mencionado.

En todas las actuaciones relativas a este Fondo, la
entidad gestora actuará en nombre propio y por cuenta
del citado Fondo. De igual manera, la entidad gestora
actuará como depositaria de los contratos representa-
tivos de las operaciones realizadas con cargo al Fondo.
Todas las operaciones efectuadas serán registradas en
una contabilidad específica, separada e independiente
de la propia entidad gestora, de acuerdo con lo esta-
blecido en la Ley General Presupuestaria.

7. SEPIDES ingresará en el Tesoro Público la dota-
ción percibida con cargo a los Presupuestos Generales
del Estado, menos el importe correspondiente a los prés-
tamos fallidos y los gastos derivados de la gestión del
Fondo, más los rendimientos financieros que puedan
generar las cantidades aportadas por el Ministerio de
Agricultura, Pesca y Alimentación en el plazo máximo
de 10 años.

8. Este Fondo carece de personalidad jurídica. Las
responsabilidades del Fondo se limitarán exclusivamente
a aquéllas que la entidad gestora haya contraído por
cuenta del mismo. Igualmente, los posibles acreedores
del Fondo no podrán hacer efectivos sus créditos contra
el patrimonio de la entidad gestora, cuya responsabilidad
se limita al importe de sus aportaciones al Fondo.

Los posibles fallidos que se generen por la aplicación
del Fondo reducirán la cuantía del mismo en el momento
de la liquidación al final del plazo de reembolso de la
dotación.

CAPÍTULO V

Acción administrativa en materia de medio ambiente

Artículo 122. Modificación del texto refundido de la
Ley de Aguas, aprobado por Real Decreto Legislativo
1/2001, de 20 de julio.

Se añade un nuevo párrafo al apartado 2 del artícu-
lo 127 del texto refundido de la Ley de Aguas, aprobado
por Real Decreto Legislativo 1/2001, de 20 de julio,
con la siguiente redacción:

«El informe previo será emitido, a petición del
Ministerio de Medio Ambiente o sus organismos
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autónomos, por las entidades locales afectadas por
las obras. El informe deberá pronunciarse exclu-
sivamente sobre aspectos relacionados con el pla-
neamiento urbanístico y se entenderá favorable si
no se emite y notifica en el plazo de un mes.»

El resto del apartado y del artículo permanece con
la misma redacción.

Artículo 123. Declaración de urgente ocupación de
determinadas obras hidráulicas.

1. A los efectos previstos en el artículo 52 de la
Ley de Expropiación forzosa, se declara urgente la ocu-
pación de bienes afectados por la expropiación a que
dé lugar la realización de las obras que a continuación
se relacionan, que han sido declaradas de interés general
del Estado por la Ley 10/2001, de 5 de julio, del Plan
Hidrológico Nacional:

Confederación Hidrográfica del Norte:

Mejora del saneamiento de Lugo: Estación depura-
dora de aguas residuales de Lugo.

Mejora del saneamiento de Ourense: acondicio-
namiento de los colectores de la margen derecha del
río Miño en Ourense, tramos: Puente Nuevo-Balneario,
Vinteun-Puente Nuevo, Eiras Vedras-Tarascón.

Confederación Hidrográfica del Duero:

Canal Bajo de los Payuelos.
Ramales principales del Canal Alto de los Payuelos.
Medidas correctoras de los vertidos al alto Orbigo.

Confederación Hidrográfica del Tajo:

Saneamiento y depuración de la Vera.
Ampliación de la ETAP de la Mancomunidad de Aguas

del Sorbe.
Diques inundables para el desarrollo recreativo del

embalse de Entrepeñas. Dique de Pareja.
Ampliación y mejora del abastecimiento a la Man-

comunidad de Algodor. Tramo III.

Confederación Hidrográfica del Guadiana:

Toma en el embalse de Andévalo.
Saneamiento y depuración de aguas residuales urba-

nas. Marismas de Odiel.
Encauzamientos en Puebla de la Calzada. Desvío del

arroyo Cabrillas.

Confederación Hidrográfica del Guadalquivir:

Reconstrucción del azud de El Portal en el río Gua-
dalete.

Modernización de la zona regable del Genil, margen
izquierda. Estación de bombeo e impulsión de Peñaflor.

Modernización de la zona regable del Genil, margen
izquierda. Estación de bombeo e impulsión de Ramblilla.

Confederación Hidrográfica del Sur de España:

Reposición y Adecuación del encauzamiento del río
Adra. Tramo: La Alquería-Puente del Río. T. M. Adra
(Almería).

Estación Depuradora de Aguas Residuales de Alge-
ciras (Cádiz).

Confederación Hidrográfica del Segura:

Estaciones Depuradoras de aguas residuales y colec-
tores del Mar Menor Norte (Murcia).

Presas de las ramblas del Puerto de la Cadena, Tabala
y Arroyo Grande (Murcia y Alicante).

Modernización de los regadíos de la Vega Alta del
Segura.

Confederación Hidrográfica del Júcar:

Gran reparación y automatización del Canal principal
del Campo del Turia.

Confederación Hidrográfica del Ebro.

Abastecimiento de los municipios del río Oja.
Abastecimiento de los municipios de la zona de

influencia de la Presa de Enciso.

2. A los efectos previstos en el artículo 52 de la
Ley de Expropiación Forzosa, se declara urgente la ocu-
pación de bienes afectados por la expropiación a que
dé lugar la realización de las obras que a continuación
se relacionan, que han sido declaradas de interés general
del Estado por la Ley 53/2002, de 30 de diciembre,
de medidas fiscales, administrativas y del orden social
para el año 2003:

Confederación Hidrográfica del Duero:

Abastecimiento Mancomunado «Vecindad de Burgos
y Bajo Arlanza».

Abastecimiento comarcal Araviana-Rituerto.
Abastecimiento a las poblaciones del valle de Esgueva

2.a Fase.
Abastecimiento en alta a Benavente y a otros muni-

cipios del Valle del Tera.

Artículo 124. Régimen transitorio de la transferencia
de recursos hídricos desde el embalse del Negratín,
en la Cuenca Hidrográfica del Guadalquivir, al de Cue-
vas de Almanzora, en la Cuenca Hidrográfica del Sur,
regulada en la Disposición adicional vigésimo segun-
da de la Ley 55/1999, de 29 de diciembre, de medi-
das fiscales, administrativas y del orden social para
el año 2000.

1. En tanto no estén realizadas las obras de regu-
lación de la cuenca del Guadalquivir que permitan incre-
mentar las disponibilidades actuales del Sistema de
Regulación General, de forma que sea posible equilibrar
el déficit que la transferencia Negratín-Almanzora pro-
voca, podrá autorizarse de forma provisional y con carác-
ter anual, previo acuerdo de la Junta de Gobierno de
la Confederación Hidrográfica del Guadalquivir, una
transferencia de caudales con cargo a potenciales recur-
sos de aguas superficiales y subterráneas de la cuenca,
incluido el posible remanente de agua procedente de
la distribución de caudales que no haya sido objeto de
concesión.

2. Dicha transferencia podrá llevarse a cabo si el
déficit que provoca queda cubierto mediante la incor-
poración de los recursos anteriormente indicados que
pudieran resultar disponibles, al Sistema de Regulación
General, en sustitución de los que pudieran derivarse
por el sistema Negratín-Almanzora. Los usuarios de la
transferencia compensarán a la Confederación Hidrográ-
fica del Guadalquivir las exacciones que, de acuerdo con
el artículo 114 del texto refundido de la Ley de Aguas,
correspondan, así como los costes que la disponibilidad
de dichos recursos pueda suponer.

3. Los párrafos a), b), c), e) y f) del apartado 2 de
la disposición adicional vigésima segunda de la Ley
55/1999, de 29 de diciembre, de medidas fiscales, admi-
nistrativas y del orden social para el año 2000 serán
de aplicación a este régimen transitorio.

4. El establecimiento de los volúmenes que se trans-
fieran en cada período concreto y la adopción de cuantas
decisiones sean precisas para el buen funcionamiento
de la transferencia, en este régimen transitorio, corres-
ponderán a la Comisión de Gestión Técnica a que se
refiere el apartado 3 de la citada disposición adicional
vigésima segunda.
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Artículo 125. Declaración de urgente ocupación de bie-
nes afectados por la expropiación a que dé lugar la
realización del trazado y las obras de infraestructura
que sean necesarias para la realización de las trans-
ferencias de recursos hídricos que autoriza la Ley
10/2001, de 5 de julio, del Plan Hidrológico Nacional.

A los efectos previstos en el artículo 52 de la Ley
de Expropiación forzosa, se declara urgente la ocupación
de bienes afectados por la expropiación a que dé lugar
la realización del trazado y las obras de infraestructura
que sean necesarias para la realización de las transfe-
rencias de recursos hídricos que autoriza el artículo 13
de la Ley 10/2001, de 5 de julio, del Plan Hidrológico
Nacional.

Artículo 126. Modificación de la Ley 4/1989, de 27
de marzo, de Conservación de los Espacios Naturales
y de la Flora y la Fauna silvestres.

Se modifican los siguientes preceptos de la Ley
4/1989, de 27 de marzo, de Conservación de los Espa-
cios Naturales y de la Flora y la Fauna Silvestres.

Uno. Se modifica el apartado 3 del artículo 22 de
la Ley 4/1989, de 27 de marzo, de Conservación de
los Espacios Naturales y de la Flora y la Fauna Silvestres,
que pasa a tener la siguiente redacción:

«3. Los Parques Nacionales serán gestionados
conjuntamente por la Administración General del
Estado y la comunidad o las comunidades autó-
nomas en cuyo territorio se encuentren situados.

Los Parques Nacionales serán financiados con
cargo a los Presupuestos Generales del Estado, a
través del organismo autónomo Parques Naciona-
les y, previo acuerdo con las Comunidades Autó-
nomas afectadas, con las aportaciones que éstas
realicen para dicha financiación en el presupuesto
del organismo autónomo Parques Nacionales.»

El resto del artículo permanece con la misma redac-
ción.

Dos. Se modifica el apartado 4 del artículo 23 de
la Ley 4/1989, de 27 de marzo, de Conservación de
los Espacios Naturales y de la Flora y la Fauna Silvestres,
que pasa a tener la siguiente redacción:

«4. La Comisión Mixta quedará válidamente
constituida en el momento en el que las Adminis-
traciones interesadas designen a sus representan-
tes y se haya reunido por primera vez, a iniciativa
del Ministerio de Medio Ambiente.

La presidencia de esta Comisión recaerá cada
año, alternativamente, en uno de los representantes
de la Administración General del Estado o de las
Administraciones autonómicas.

A partir del momento de su constitución, para
la realización de reuniones y adopción de acuerdos
será precisa la presencia de al menos la mitad de
los miembros entre los que se incluirá el Presidente.

El Presidente dirimirá con su voto los empates
a efectos de adoptar los acuerdos que se deriven
del ejercicio de las funciones reguladas en el párra-
fo j) del apartado 5 de este artículo.»

El resto del artículo permanece con la misma redac-
ción.

Tres. Se modifica el artículo 23 ter de la Ley
4/1989, de 27 de marzo, de Conservación de los Espa-
cios Naturales y de la Flora y la Fauna Silvestres, que
pasa a tener la siguiente redacción:

«1. La responsabilidad de la administración y
coordinación de las actividades del Parque Nacional
recaerá en su Director-Conservador, que será desig-
nado por acuerdo de la Comisión Mixta de Gestión.

2. En caso de no alcanzarse acuerdo para la
designación del Director-Conservador del Parque
Nacional en el seno de la Comisión Mixta, se elevará
la documentación relativa a los aspirantes al Con-
sejo de la Red de Parques Nacionales que, por
mayoría de sus miembros, designará al funcionario
que así considere.

3. En tanto se resuelve el nombramiento, la
responsabilidad de la dirección del Parque Nacional
recaerá en el director adjunto o, en su caso, en
el funcionario de mayor nivel y antigüedad existente
en la plantilla del Parque Nacional.

4. El nombramiento de Director-Conservador
recaerá en un funcionario de la Administración
General del Estado o de las Administraciones Auto-
nómicas implicadas.

5. Con posterioridad a la citada designación
por la Comisión Mixta, el organismo autónomo Par-
ques Nacionales realizará las actuaciones adminis-
trativas precisas para posibilitar la incorporación
a su plantilla.

Los Directores-Conservadores asistirán a las reu-
niones de las Comisiones Mixtas de acuerdo con
lo previsto en el apartado 6 del artículo 23 de esta
Ley.»

Cuatro. Se modifica el artículo 28, apartado 2, párra-
fo f) de la Ley 4/1989, de 27 de marzo, de Conservación
de los Espacios Naturales y de la Flora y la Fauna Sil-
vestres, que pasa a tener la siguiente redacción:

«f) Para permitir, en condiciones estrictamente
controladas y mediante métodos selectivos tradi-
cionales, la captura, retención o cualquier otra
explotación prudente de determinadas especies no
catalogadas en pequeñas cantidades y con las limi-
taciones precisas para garantizar su conservación.»

Cinco. Se modifica el segundo párrafo del aparta-
do 2 del artículo 39 de la Ley 4/1989, de 27 de marzo,
de Conservación de los Espacios Naturales y de la Flora
y la Fauna Silvestres, que pasa a tener la siguiente
redacción:

«Las infracciones graves y muy graves conlle-
varán, en su caso, y atendiendo a la naturaleza
de las mismas, la prohibición de cazar o pescar
durante un plazo máximo de diez años, y las menos
graves hasta un plazo de un año.»

Seis. Se introduce un nuevo apartado 4 en el artícu-
lo 39 de la Ley 4/1989, de 27 de marzo, de Conser-
vación de los Espacios Naturales y de la Flora y la Fauna
Silvestres, con la siguiente redacción:

«4. A efectos del ejercicio de la potestad san-
cionadora por la Administración General del Estado,
y sin perjuicio de lo que puedan disponer al res-
pecto leyes especiales, las infracciones tipificadas
en el artículo 38 se calificarán del siguiente modo:

a) Como muy graves las comprendidas en los
apartados 1, 6 y 7.

b) Como graves las comprendidas en los apar-
tados 2, 8, 9, 12 y 13 .

c) Como menos graves las comprendidas en
los apartados 5, 10, 11 y 14.

d) Como leves las comprendidas en los apar-
tados 3 y 4.

En el supuesto de que dichas infracciones den
lugar a daños sobre las personas, los bienes o el
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medio ambiente de difícil o imposible reparación,
se calificarán en la categoría superior en gravedad
a la señalada en el párrafo anterior.

En todo caso, los criterios establecidos en el pri-
mer apartado de este artículo se tendrán en cuenta
para graduar la sanción que se imponga dentro
del intervalo correspondiente a cada infracción.»

Los apartados 4 y 5 del artículo 39 de la Ley 4/1989,
de 27 de marzo, de Conservación de los Espacios Natu-
rales y de la Flora y la Fauna Silvestres, pasan a ser
los apartados 5 y 6.

Siete. Se modifica la disposición adicional quinta de
la Ley 4/1989, de 27 de marzo, de Conservación de
los Espacios Naturales y de la Flora y la Fauna Silvestres,
que pasa a tener la siguiente redacción:

«Son normas básicas, a los efectos de lo previsto
en el artículo 149.1.23.a de la Constitución, los
siguientes artículos y disposiciones: 1, 2, 4, 5, 6,
8 al 19, 20 bis al 31, 33 al 41, excepto el apartado 4
del artículo 39; disposiciones adicionales primera,
segunda, cuarta, quinta, disposición transitoria
segunda y anexos I y II.»

Ocho. Se modifica la disposición adicional octava
de la Ley 4/1989, de 27 de marzo, de Conservación
de los Espacios Naturales y de la Flora y la Fauna Sil-
vestres, que pasa a tener la siguiente redacción:

«Si no hubiera otra solución satisfactoria, y cum-
pliendo los requisitos de los apartados 3 y 6 del
artículo 28, la Administración competente podrá
dejar sin efecto la prohibición establecida en el
párrafo b) del artículo 34 respecto de las aves
migratorias no catalogadas y durante su trayecto
de regreso a sus lugares de cría, para permitir, en
los lugares tradicionales, en condiciones estricta-
mente controladas y de un modo selectivo, la cap-
tura, la retención o cualquier otra explotación pru-
dente de determinadas especies en pequeñas can-
tidades y con las limitaciones precisas para garan-
tizar su conservación.»

Nueve. Se introduce una nueva disposición adicio-
nal novena en la Ley 4/1989, de 27 de marzo, de Con-
servación de los Espacios Naturales y de la Flora y la
Fauna Silvestres, con la siguiente redacción:

«Para el ejercicio de la potestad sancionadora
en Parques Nacionales, serán competentes para
dictar resolución:

a) El Director-Conservador del Parque, en el
caso de infracciones leves o menos graves.

b) El Director del organismo autónomo Parques
Nacionales, en el caso de infracciones graves.

c) El Presidente del organismo autónomo Par-
ques Nacionales, en el caso de infracciones muy
graves. Esta competencia podrá ser delegada en
el Vicepresidente del organismo autónomo.

El plazo para resolver y notificar la resolución
de los expedientes sancionadores será de doce
meses. Transcurrido dicho plazo sin que tal noti-
ficación se haya producido, se dictará resolución
declarando la caducidad del procedimiento, con los
efectos previstos en la legislación vigente.»

Diez. El anexo I de la Ley 4/1989, de 27 de marzo,
de Conservación de los Espacios Naturales y de la Flora
y la Fauna Silvestres pasa a tener el siguiente título:

«Anexo I. Principales sistemas naturales espa-
ñoles.»

Once. El anexo II de la Ley 4/1989, de 27 de marzo,
de Conservación de los Espacios Naturales y de la Flora
y la Fauna Silvestres pasa a tener el siguiente título:

«Anexo II. Especies que serán objeto de medi-
das de conservación especiales en cuanto a su hábi-
tat, con el fin de asegurar su supervivencia y su
reproducción en su área de distribución.»

Artículo 127. Modificación del Real Decreto Legislativo
1302/1986, de 28 de junio, de Evaluación de Impac-
to Ambiental.

Se modifican los siguientes preceptos del Real Decre-
to Legislativo 1302/1986, de 28 de junio, de Evaluación
de Impacto Ambiental.

Uno. Se modifica el párrafo c) del apartado 1 del
artículo 2 del Real Decreto Legislativo 1302/1986,
de 28 de junio, de Evaluación de Impacto Ambiental,
que queda redactado como sigue:

«c) Evaluación de los efectos previsibles direc-
tos e indirectos del proyecto sobre la población,
la flora, la fauna, el suelo, el aire, el agua, los factores
climáticos, el paisaje y los bienes materiales, inclui-
do el patrimonio histórico artístico y el arqueoló-
gico. Asimismo, se atenderá a la interacción entre
todos estos factores.»

El resto del artículo se mantiene con la misma redac-
ción.

Dos. Se modifica el artículo 9 del Real Decreto Legis-
lativo 1302/1986, de 28 de junio, de Evaluación de
Impacto Ambiental, que queda redactado como sigue:

«1. Si un proyecto de los sometidos obligato-
riamente a evaluación de impacto ambiental
comenzara a ejecutarse sin el cumplimiento de este
requisito, se suspenderá su ejecución a requeri-
miento del órgano administrativo de medio ambien-
te competente, sin perjuicio de la responsabilidad
a que hubiese lugar.

2. Asimismo, el órgano sustantivo competente,
acordará la suspensión en los siguientes supuestos:

a) cuando se hubiere acreditado la ocultación
de datos o su falseamiento o la manipulación mali-
ciosa en el procedimiento de evaluación, siempre
que hubiere influido de forma determinante en el
resultado de dicha evaluación.

b) cuando se hubieren incumplido o transgre-
dido de manera significativa las condiciones
ambientales impuestas para la ejecución del pro-
yecto.

3. El requerimiento del órgano administrativo
de medio ambiente, a que se refiere el apartado 1
de este artículo, puede ser acordado de oficio o
a instancia de parte, una vez justificado el supuesto
a que hace referencia dicho apartado.

4. En el caso de suspensión de actividades se
tendrá en cuenta lo previsto en la legislación labo-
ral.»

Tres. Se añade una nueva disposición adicional, la
cuarta, al Real Decreto Legislativo 1302/1986, de 28
de junio, de Evaluación de Impacto Ambiental, con la
siguiente redacción:

«Disposición adicional cuarta. Evaluación ambien-
tal de los planes y proyectos estatales previstos
en el artículo 6 del Real Decreto 1997/1995,
de 7 de diciembre, por el que se establecen medi-
das para contribuir a garantizar la biodiversidad
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mediante la conservación de los hábitats natu-
rales y de la fauna y flora silvestres.

1. La evaluación a la que se refiere el apar-
tado 3 del artículo 6 del Real Decreto 1997/1995,
de 7 de diciembre, por el que se establecen medi-
das para contribuir a garantizar la biodiversidad
mediante la conservación de los habitats naturales
y de la fauna y flora silvestres, relativa a planes
y proyectos autorizados por la Administración
General del Estado y sometidos, a su vez, a eva-
luación de impacto ambiental, se entenderá inclui-
da en el procedimiento previsto por el Real Decreto
Legislativo 1302/1986, de 28 de junio, de Eva-
luación de Impacto Ambiental.

2. A la vista de las conclusiones de la evalua-
ción de impacto sobre las zonas de la Red Natu-
ra 2000, y supeditado a lo dispuesto en el apar-
tado 4 del artículo 6 del citado real decreto, el
Ministerio de Medio Ambiente fijará las medidas
compensatorias necesarias para garantizar la cohe-
rencia global de Natura 2000. Para su definición,
se consultará preceptivamente al órgano compe-
tente de la comunidad autónoma en la que se loca-
lice el proyecto, cuyo parecer podrá ser incorporado
a la Declaración de Impacto ambiental que emita
el órgano ambiental estatal. El plazo para la eva-
cuación de dicho informe será de 30 días. Trans-
currido dicho plazo sin que se hubiera emitido el
informe, el órgano ambiental estatal podrá prose-
guir las actuaciones.

3. La remisión, en su caso, de la información
a la Comisión Europea sobre las medidas compen-
satorias que se hayan adoptado se llevará a cabo
por el Ministerio de Medio Ambiente en los tér-
minos previstos en el artículo 10 de la Ley
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurí-
dico de las Administraciones Públicas y del Pro-
cedimiento Administrativo Común.»

Cuatro. Se modifica la disposición final tercera del
Real Decreto Legislativo 1302/1986, de 28 de junio,
de Evaluación de Impacto Ambiental, que tendrá la
siguiente redacción:

«Este Real Decreto Legislativo, excepto lo previsto
en su artículo 9, tiene el carácter de legislación bási-
ca sobre protección del medio ambiente, de acuerdo
con lo establecido en el artículo 149.1.23.a de la
Constitución.»

Artículo 128. Modificación de la Ley 10/1998, de 21
de abril, de Residuos.

Se modifican los siguientes preceptos en la Ley
10/1998, de 21 de abril, de Residuos, de la siguiente
forma:

Uno. Se añade un apartado al artículo 8 de la Ley
10/1998, de 21 de abril, de Residuos, pasando su actual
contenido a constituir el apartado 1 e incluyéndose el
nuevo apartado 2, que tendrá la siguiente redacción:

«2. Los sistemas de gestión a que se refiere
el apartado anterior se atendrán a las condiciones
específicas que, en su caso, establezcan las dis-
posiciones reglamentarias previstas en el aparta-
do 1 del artículo 7, entre las que podrán incluirse
las siguientes:

a) La atribución de la gestión y la responsa-
bilidad del sistema a una entidad con personalidad
jurídica diferenciada y sin ánimo de lucro.

b) La constitución de las garantías necesarias
para el cumplimiento de sus obligaciones.

c) El establecimiento de obligaciones de sumi-
nistro de información, análisis económicos y audi-
torías sobre la gestión de los residuos.»

Dos. Se modifica el párrafo segundo del apartado 4
del artículo 27 de la Ley 10/1998, de 21 de abril, de
Residuos, que queda redactado como sigue:

«Los titulares de estas actividades, tras una eva-
luación preliminar cuyo contenido será fijado por
el Consejo de Ministros previa consulta a las comu-
nidades autónomas, deberán asimismo remitir
periódicamente a la comunidad autónoma corres-
pondiente informes de situación en los que figuren
los datos relativos a los criterios que sirvan de base
para la declaración de suelos contaminados, de
acuerdo con el apartado 1.»

El resto del artículo permanece con la misma redac-
ción.

Tres. Se añaden los siguientes párrafos al aparta-
do 2 del artículo 34 de la Ley 10/1998, de 21 de abril,
de Residuos:

«k) La elaboración de productos o la utilización
de envases por los agentes económicos a que se
refiere el párrafo a) del artículo 7.1 respecto de los
que se haya adoptado alguna de las medidas enu-
meradas en el mismo y, en su caso, en el artículo 8
de esta ley, incumpliendo las obligaciones indicadas
en los mencionados preceptos y en su normativa
de desarrollo, cuando como consecuencia de ello
se perturbe gravemente la protección del medio
ambiente, la salud e higiene públicas o la seguridad
de los consumidores.

l) La puesta en el mercado de productos res-
pecto de los que se haya adoptado alguna de las
medidas enumeradas en los párrafos b) y c) del
artículo 7.1 y, en su caso, en el artículo 8 de esta
ley, de una forma distinta a lo establecido en los
mencionados preceptos y en su normativa de
desarrollo.»

El resto del artículo permanece con la misma redac-
ción.

Cuatro. Se añaden los siguientes párrafos al apar-
tado 3 del artículo 34 de la Ley 10/1998, de 21 de
abril, de Residuos:

«m) La elaboración o utilización de productos
respecto de los que se haya adoptado alguna de
las medidas enumeradas en el párrafo a) del artícu-
lo 7.1 y, en su caso, en el artículo 8 de esta Ley,
incumpliendo las obligaciones indicadas en los
mencionados preceptos y en su normativa de
desarrollo, cuando como consecuencia de ello no
se perturbe gravemente la protección del medio
ambiente, la salud e higiene públicas o la seguridad
de los consumidores.

n) No elaborar los planes empresariales de pre-
vención o de minimización de residuos o no atender
los requerimientos efectuados por las comunidades
autónomas para que sean modificados o comple-
tados con carácter previo a su aprobación, cuando
así se haya establecido de acuerdo con el artícu-
lo 7.1 y, en su caso, con el artículo 8 de esta ley
y en su normativa de desarrollo.»

El resto del artículo permanece con la misma redac-
ción.
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Cinco. Se añade el siguiente apartado al artículo 35
de la Ley 10/1998, de 21 de abril, de Residuos:

«3. En los supuestos de las infracciones regu-
ladas en los párrafos k) y l) del artículo 34.2 y
en el párrafo m) del artículo 34.3, el órgano que
ejerza la potestad sancionadora podrá acordar tam-
bién, como sanción accesoria, el decomiso de las
mercancías, en cuyo caso determinará su destino
final.»

El resto del artículo permanece con la misma redac-
ción.

Artículo 129. Modificación del texto refundido de la
Ley de Aguas, aprobado por Real Decreto Legislativo
1/2001, de 20 de julio, por la que se incorpora al
derecho español, la Directiva 2000/60/CE, por la
que se establece un marco comunitario de actuación
en el ámbito de la política de aguas.

El texto refundido de la Ley de Aguas, aprobado por
Real Decreto Legislativo 1/2001, de 20 de julio, se modi-
fica en los siguientes términos:

Uno. El apartado 2 del artículo 1 queda redactado
del siguiente modo:

«2. Es también objeto de esta ley el estable-
cimiento de las normas básicas de protección de
las aguas continentales, costeras y de transición,
sin perjuicio de su calificación jurídica y de la legis-
lación específica que les sea de aplicación.»

Dos. Los apartados 2 y 3 del artículo 1 pasan a
ser los apartados 3 y 4.

Tres. Se añade un inciso al final del actual apar-
tado 4 que pasa a ser el 5 y que queda redactado del
siguiente modo:

«5. Las aguas minerales y termales se regu-
larán por su legislación específica, sin perjuicio de
la aplicación de lo dispuesto en el apartado 2.»

Cuatro. Se modifica el párrafo d) del artículo 2 que
queda redactado del siguiente modo:

«d) Los acuíferos, a los efectos de los actos
de disposición o de afección de los recursos hidráu-
licos.»

Cinco. Se modifica la denominación del capítulo IV
que pasa a ser «De los acuíferos».

Seis. Se modifica el artículo 16 que queda redac-
tado del siguiente modo:

«A los efectos de esta ley, se entiende por cuenca
hidrográfica la superficie de terreno cuya escorren-
tía superficial fluye en su totalidad a través de una
serie de corrientes, ríos y eventualmente lagos
hacia el mar por una única desembocadura, estua-
rio o delta. La cuenca hidrográfica como unidad
de gestión del recurso se considera indivisible.»

Siete. Se añade el artículo 16 bis con la denomi-
nación de «Demarcación hidrográfica» que se redacta
del siguiente modo:

«1. Se entiende por demarcación hidrográfica
la zona terrestre y marina compuesta por una o
varias cuencas hidrográficas vecinas y las aguas
de transición, subterráneas y costeras asociadas
a dichas cuencas.

Son aguas de transición, las masas de agua
superficial próximas a la desembocadura de los ríos
que son parcialmente salinas como consecuencia

de su proximidad a las aguas costeras, pero que
reciben una notable influencia de flujos de agua
dulce.

Son aguas costeras, las aguas superficiales situa-
das hacia tierra desde una línea cuya totalidad de
puntos se encuentra a una distancia de una milla
náutica mar adentro desde el punto más próximo
de la línea de base que sirve para medir la anchura
de las aguas territoriales y que se extienden, en
su caso, hasta el límite exterior de las aguas de
transición.

2. Las aguas costeras se especificarán e inclui-
rán en la demarcación o demarcaciones hidrográ-
ficas más próximas o más apropiadas.

3. Los acuíferos que no correspondan plena-
mente a ninguna demarcación en particular, se
incluirán en la demarcación más próxima o más
apropiada, pudiendo atribuirse a cada una de las
demarcaciones la parte de acuífero correspondien-
te a su respectivo ámbito territorial, y debiendo
garantizarse, en este caso, una gestión coordinada
mediante las oportunas notificaciones entre demar-
caciones afectadas.

4. La demarcación hidrográfica, como principal
unidad a efectos de la gestión de cuencas, cons-
tituye el ámbito espacial al que se aplican las nor-
mas de protección de las aguas contempladas en
esta ley sin perjuicio del régimen específico de pro-
tección del medio marino que pueda establecer el
Estado.

5. El Gobierno, por real decreto, oídas las comu-
nidades autónomas, fijará el ámbito territorial de
cada demarcación hidrográfica que será coinciden-
te con el de su plan hidrológico.»

Ocho. Se modifica el párrafo c) del apartado 1 del
artículo 20 que queda redactado del siguiente modo:

«c) Los proyectos de las disposiciones de carác-
ter general de aplicación en todo el territorio nacio-
nal relativas a la protección de las aguas y a la
ordenación del dominio público hidráulico.»

Nueve. Se modifica la denominación de la sección
segunda del capítulo III del título II que pasa a ser la
siguiente:

«Sección 2.a Órganos de gobierno, administra-
ción y cooperación.»

Diez. Se modifica la denominación del artículo 26
que pasa a ser la siguiente:

«Órganos de Gobierno, Administración y Coo-
peración.»

Once. El apartado 3 del artículo 26 queda redactado
del siguiente modo:

«3. Es órgano de participación y planificación
el Consejo del Agua de la demarcación.

Es órgano para la cooperación, en relación con
las obligaciones derivadas de esta ley para la pro-
tección de las aguas, el Comité de Autoridades
Competentes.»

Doce. Se modifican los párrafos d), e), f) y k) del
artículo 28 que quedan redactados en los siguientes
términos:

«d) Preparar los asuntos que se hayan de some-
ter al Consejo del Agua de la demarcación.»

«e) Aprobar, previo informe del Consejo del
Agua de la demarcación, las modificaciones sobre
la anchura de las zonas de servidumbre y de policía
previstas en el artículo 6 de esta ley.»
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«f) Declarar acuíferos sobreexplotados o en
riesgo de estarlo, determinar los perímetros de pro-
tección de los acuíferos, conforme a lo señalado
en el artículo 56 de esta ley, aprobar las medidas
de carácter general contempladas en el artículo 55
y ser oída en el trámite de audiencia al organismo
de cuenca a que se refiere el artículo 58. Asimismo,
le corresponde la adopción de las medidas para
la protección de las aguas subterráneas frente a
intrusiones de aguas salinas a que se refiere el
artículo 99 de esta ley.»

«k) Proponer al Consejo del Agua de la demar-
cación la revisión del plan hidrológico correspon-
diente.»

Trece. Se modifica el párrafo b) del apartado 1 del
artículo 30 que queda redactado en los siguientes tér-
minos:

«b) Presidir la Junta de Gobierno, la Asamblea
de Usuarios, la Comisión de Desembalse, el Consejo
del Agua de la demarcación y el Comité de Auto-
ridades Competentes.»

Catorce. El artículo 35 queda redactado del siguien-
te modo:

«1. Para fomentar la información, consulta
pública y participación activa en la planificación
hidrológica se crea, en las demarcaciones hidro-
gráficas con cuencas intercomunitarias, el Consejo
del Agua de la demarcación.

2. Corresponde al Consejo del Agua de la
demarcación promover la información, consulta y
participación pública en el proceso planificador, y
elevar al Gobierno, a través del Ministerio de Medio
Ambiente, el plan hidrológico de la cuenca y sus
ulteriores revisiones. Asimismo, podrá informar las
cuestiones de interés general para la demarcación
y las relativas a la protección de las aguas y a
la mejor ordenación, explotación y tutela del domi-
nio público hidráulico.

A tales efectos, reglamentariamente se determi-
nará la organización y procedimiento para hacer
efectiva la participación pública.

3. Las comunidades autónomas, cuyo territorio
forme parte total o parcialmente de una demar-
cación hidrográfica, se incorporarán en los términos
previstos en esta ley al Consejo del Agua corres-
pondiente para participar en la elaboración de la
planificación hidrológica y demás funciones del
mismo.»

Quince. El artículo 36 queda redactado en los
siguientes términos:

«1. La composición del Consejo del Agua se
establecerá mediante real decreto, aprobado por
el Consejo de Ministros, ajustándose a los siguien-
tes criterios:

a) Cada departamento ministerial relacionado
con la gestión de las aguas y el uso de los recursos
hidráulicos estará representado por un número de
vocales no superior a tres.

b) Los servicios técnicos del organismo de
cuenca estarán representados por un máximo de
tres vocales; cada servicio periférico de costas del
Ministerio de Medio Ambiente cuyo territorio coin-
cida total o parcialmente con el de la demarcación
hidrográfica estará representado por un vocal; cada
Autoridad Portuaria y Capitanía Marítima afectadas
por el ámbito de la demarcación hidrográfica esta-
rán representadas por un vocal.

c) La representación de las comunidades autó-
nomas que participen en el Consejo, de acuerdo
con lo previsto en el artículo 35, se determinará
y distribuirá en función del número de comunidades
autónomas de la demarcación y de la superficie
y población de las mismas incluidas en ella, debien-
do estar representada cada una de las comunidades
autónomas participantes, al menos, por un vocal.

La representación de las comunidades autóno-
mas no será inferior a la que corresponda a los
diversos departamentos ministeriales señalados en
el apartado 1.a).

d) Las entidades locales cuyo territorio coin-
cida total o parcialmente con el de la cuenca esta-
rán representadas en función de la extensión o por-
centaje de dicho territorio afectado por la demar-
cación hidrográfica, en los términos que reglamen-
tariamente se determine. El número máximo de
vocales no será superior a tres.

e) La representación de los usuarios no será
inferior al tercio del total de vocales y estará inte-
grada por representantes de los distintos sectores
con relación a sus respectivos intereses en el uso
del agua.

f) La representación de asociaciones y orga-
nizaciones de defensa de intereses ambientales,
económicos y sociales relacionados con el agua.
El número de vocales no será superior a seis.

2. En el caso de demarcaciones hidrográficas
de cuencas intracomunitarias, la comunidad autó-
noma correspondiente garantizará la participación
social en la planificación hidrológica, respetando
las anteriores representaciones mínimas de usua-
rios y organizaciones interesadas en los órganos
colegiados que al efecto se creen, y asegurando
que estén igualmente representadas en dichos
órganos todas las Administraciones públicas con
competencias en materias relacionadas con la pro-
tección de las aguas y, en particular, la Adminis-
tración General del Estado en relación con sus com-
petencias sobre el dominio público marítimo terres-
tre, puertos de interés general y marina mercante.»

Dieciséis. Se añade el artículo 36 bis con la deno-
minación de «Comité de Autoridades Competentes» y
con el siguiente contenido:

«Artículo 36 bis. Comité de Autoridades Compe-
tentes.
1. Para garantizar la adecuada cooperación en

la aplicación de las normas de protección de las
aguas, se crea en el caso de demarcaciones hidro-
gráficas con cuencas intercomunitarias, el Comité
de Autoridades Competentes.

La creación del Comité de Autoridades Compe-
tentes de la demarcación hidrográfica no afectará
a la titularidad de las competencias que en las mate-
rias relacionadas con la gestión de las aguas corres-
pondan a las distintas Administraciones públicas,
que continuarán ejerciéndose de acuerdo con lo
previsto en cada caso en la normativa que resulte
de aplicación.

2. El Comité de Autoridades Competentes de
la demarcación hidrográfica tendrá como funciones
básicas:

a) Favorecer la cooperación en el ejercicio de
las competencias relacionadas con la protección
de las aguas que ostenten las distintas Adminis-
traciones públicas en el seno de la respectiva
demarcación hidrográfica.

b) Impulsar la adopción por las Administracio-
nes públicas competentes en cada demarcación
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de las medidas que exija el cumplimiento de las
normas de protección de esta ley.

c) Proporcionar a la Unión Europea, a través
del Ministerio de Medio Ambiente, la información
relativa a la demarcación hidrográfica que se requie-
ra, conforme a la normativa vigente.

3. El Comité de Autoridades Competentes esta-
rá integrado por:

a) Los órganos de la Administración General
del Estado con competencias sobre el aprovecha-
miento, protección y control de las aguas objeto
de esta ley, con un número de representantes que
no supere el de las comunidades autónomas.

b) Los órganos de las comunidades autóno-
mas, cuyo territorio forme parte total o parcialmen-
te de la demarcación hidrográfica, con competen-
cias sobre la protección y control de las aguas obje-
to de esta ley, con un representante por cada comu-
nidad autónoma.

c) Los entes locales, cuyo territorio coincida
total o parcialmente con el de la demarcación hidro-
gráfica, con competencias sobre la protección y
control de las aguas objeto de esta ley, represen-
tados en función de su población dentro de la
demarcación, a través de las correspondientes fede-
raciones territoriales de municipios.

4. En el caso de demarcaciones hidrográficas
de cuencas intracomunitarias, las comunidades
autónomas competentes garantizarán el principio
de unidad de gestión de las aguas, la cooperación
en el ejercicio de las competencias que en relación
con su protección ostenten las distintas Adminis-
traciones públicas y, en particular, las que corres-
ponden a la Administración General del Estado en
materia de dominio público marítimo terrestre, por-
tuario y de marina mercante. Asimismo proporcio-
narán a la Unión Europea, a través del Ministerio
de Medio Ambiente, la información relativa a la
demarcación hidrográfica que se requiera conforme
a la normativa vigente.»

Diecisiete. Se añade el artículo 36 ter. con la deno-
minación de «Notificación de autoridades competentes»
y con el siguiente contenido:

«Artículo 36 ter. Notificación de autoridades com-
petentes.
El Ministerio de Medio Ambiente facilitará a la

Comisión Europea una lista de las autoridades com-
petentes españolas, debiendo asimismo notificar
cualquier cambio que se produzca en estas desig-
naciones.»

Dieciocho. Se modifica el contenido y denomina-
ción del artículo 40 que queda redactado del siguiente
modo:

«Artículo 40. Objetivos y criterios de la planifica-
ción hidrológica:

1. La planificación hidrológica tendrá por obje-
tivos generales conseguir el buen estado y la ade-
cuada protección del dominio público hidráulico y
de las aguas objeto de esta ley, la satisfacción de
las demandas de agua, el equilibrio y armonización
del desarrollo regional y sectorial, incrementando
las disponibilidades del recurso, protegiendo su cali-
dad, economizando su empleo y racionalizando sus
usos en armonía con el medio ambiente y los demás
recursos naturales.

2. La política del agua está al servicio de las
estrategias y planes sectoriales que sobre los dis-

tintos usos establezcan las Administraciones públi-
cas, sin perjuicio de la gestión racional y sostenible
del recurso que debe ser aplicada por el Ministerio
de Medio Ambiente, o por las Administraciones
hidráulicas competentes, que condicionará toda
autorización, concesión o infraestructura futura que
se solicite.

3. La planificación se realizará mediante los pla-
nes hidrológicos de cuenca y el Plan Hidrológico
Nacional. El ámbito territorial de cada plan hidro-
lógico de cuenca será coincidente con el de la
demarcación hidrográfica correspondiente.

4. Los planes hidrológicos serán públicos y vin-
culantes, sin perjuicio de su actualización periódica
y revisión justificada, y no crearán por sí solos dere-
chos en favor de particulares o entidades, por lo
que su modificación no dará lugar a indemnización,
sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 65.

5. El Gobierno, mediante real decreto, aprobará
los planes hidrológicos de cuenca en los términos
que estime procedentes en función del interés
general, sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado
siguiente.

6. Los planes hidrológicos de cuenca que
hayan sido elaborados o revisados al amparo de
lo dispuesto en el artículo 18 serán aprobados si
se ajustan a las prescripciones de los artículos 40.1,
3 y 4 y 42, no afectan a los recursos de otras
cuencas y, en su caso, se acomodan a las deter-
minaciones del Plan Hidrológico Nacional.»

Diecinueve. Se añade el artículo 40 bis con la deno-
minación de «Definiciones» y con el siguiente contenido:

«Artículo 40 bis. Definiciones.

A los efectos de la planificación hidrológica y
de la protección de las aguas objeto de esta Ley,
se entenderá por:

a) aguas continentales: todas las aguas en la
superficie del suelo y todas las aguas subterráneas
situadas hacia tierra desde la línea que sirve de
base para medir la anchura de las aguas territo-
riales.

b) aguas superficiales: las aguas continentales,
excepto las aguas subterráneas; las aguas de tran-
sición y las aguas costeras, y, en lo que se refiere
al estado químico, también las aguas territoriales.

c) aguas subterráneas: todas las aguas que se
encuentran bajo la superficie del suelo en la zona
de saturación y en contacto directo con el suelo
o el subsuelo.

d) acuífero: una o más capas subterráneas de
roca o de otros estratos geológicos que tienen la
suficiente porosidad y permeabilidad para permitir
ya sea un flujo significativo de aguas subterráneas
o la extracción de cantidades significativas de
aguas subterráneas.

e) masa de agua superficial: una parte diferen-
ciada y significativa de agua superficial, como un
lago, un embalse, una corriente, río o canal, parte
de una corriente, río o canal, unas aguas de tran-
sición o un tramo de aguas costeras.

f) masa de agua subterránea: un volumen cla-
ramente diferenciado de aguas subterráneas en un
acuífero o acuíferos.

g) masa de agua artificial: una masa de agua
superficial creada por la actividad humana.

h) masa de agua muy modificada: una masa
de agua superficial que, como consecuencia de alte-
raciones físicas producidas por la actividad huma-
na, ha experimentado un cambio sustancial en su
naturaleza.
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i) servicios relacionados con el agua: todas las
actividades relacionadas con la gestión de las aguas
que posibilitan su utilización, tales como la extrac-
ción, el almacenamiento, la conducción, el trata-
miento y la distribución de aguas superficiales o
subterráneas, así como la recogida y depuración
de aguas residuales, que vierten posteriormente en
las aguas superficiales. Asimismo, se entenderán
como servicios las actividades derivadas de la pro-
tección de personas y bienes frente a las inunda-
ciones.

j) usos del agua: las distintas clases de utili-
zación del recurso, así como cualquier otra acti-
vidad que tenga repercusiones significativas en el
estado de las aguas. A efectos de la aplicación
del principio de recuperación de costes, los usos
del agua deberán considerar, al menos, el abas-
tecimiento de poblaciones, los usos industriales y
los usos agrarios.»

Veinte. Se modifica el apartado 2 del artículo 41,
que queda redactado en los siguientes términos:

«2. El procedimiento para elaboración y revisión
de los planes hidrológicos de cuenca se regulará
por vía reglamentaria, debiendo contemplar, en todo
caso, la programación de calendarios, programas de
trabajo, elementos a considerar y borradores previos
para posibilitar una adecuada información y consulta
pública desde el inicio del proceso.

Asimismo, deberá contemplarse la elaboración
previa, por las Administraciones competentes, de
los programas de medidas básicas y complemen-
tarias, contemplados en el artículo 92.quáter, con-
ducentes a la consecución de los objetivos
medioambientales previstos en esta ley. Los pro-
gramas de medidas se coordinarán e integrarán
en los planes hidrológicos.

De forma expresa, deberán coordinarse, para su
integración en el plan hidrológico, los programas
relativos a las aguas costeras y de transición ela-
borados por la Administración General del Estado
o por las comunidades autónomas que participen
en el Comité de Autoridades Competentes de la
demarcación y que cuenten con litoral.»

Veintiuno. Se añaden al artículo 41 los apartados 3,
4, 5 y 6, que se redactan en los siguientes términos:

«3. En la elaboración y revisión de los planes
hidrológicos de cuenca se preverá necesariamente
la participación de los departamentos ministeriales
interesados, los plazos para presentación de las pro-
puestas por los organismos correspondientes y la
actuación subsidiaria del Gobierno en caso de falta
de propuesta. Se garantizará, en todo caso, la par-
ticipación pública en todo el proceso planificador,
tanto en las fases de consultas previas como en
las de desarrollo y aprobación o revisión del plan.
A tales efectos se cumplirán los plazos previstos
en la disposición adicional duodécima.

4. Los planes hidrológicos se elaborarán en
coordinación con las diferentes planificaciones sec-
toriales que les afecten, tanto respecto a los usos
del agua como a los del suelo, y especialmente
con lo establecido en la planificación de regadíos
y otros usos agrarios.

5. Con carácter previo a la elaboración y pro-
puesta de revisión del plan hidrológico de cuenca,
se preparará un programa de trabajo que incluya,
además del calendario sobre las fases previstas
para dicha elaboración o revisión, el estudio general
sobre la demarcación correspondiente.

Dicho estudio general incorporará, en los tér-
minos que se establezca reglamentariamente, una
descripción general de las características de la
demarcación, un resumen de las repercusiones de
la actividad humana en el estado de las aguas
superficiales y de las aguas subterráneas, y un aná-
lisis económico del uso del agua.

6. El Ministerio de Medio Ambiente remitirá a
la Comisión Europea y a cualquier Estado miembro
interesado ejemplares de los planes hidrológicos
aprobados, así como del estudio general de la
demarcación a que se alude en el apartado anterior.»

Veintidós. Se modifica el contenido del artículo 42,
que queda redactado en los siguientes términos:

«Artículo 42.
1. Los planes hidrológicos de cuenca compren-

derán obligatoriamente:
a) La descripción general de la demarcación

hidrográfica, incluyendo:
a’) Para las aguas superficiales tanto continen-

tales como costeras y de transición, mapas con
sus límites y localización, ecorregiones, tipos y con-
diciones de referencia. En el caso de aguas arti-
ficiales y muy modificadas, se incluirá asimismo
la motivación conducente a tal calificación.

b’) Para las aguas subterráneas, mapas con la
localización y límites de las masas de agua.

c’) El inventario de los recursos superficiales
y subterráneos incluyendo sus regímenes hidroló-
gicos y las características básicas de calidad de
las aguas.

b) La descripción general de los usos, presio-
nes e incidencias antrópicas significativas sobre las
aguas, incluyendo:

a’) Los usos y demandas existentes con una
estimación de las presiones sobre el estado cuan-
titativo de las aguas, la contaminación de fuente
puntual y difusa, incluyendo un resumen del uso
del suelo, y otras afecciones significativas de la
actividad humana.

b’) Los criterios de prioridad y de compatibi-
lidad de usos, así como el orden de preferencia
entre los distintos usos y aprovechamientos.

c’) La asignación y reserva de recursos para
usos y demandas actuales y futuros, así como para
la conservación o recuperación del medio natural.

d’) La definición de un sistema de explotación
único para cada plan, en el que, de forma sim-
plificada, queden incluidos todos los sistemas par-
ciales, y con el que se posibilite el análisis global
de comportamiento.

c) La identificación y mapas de las zonas pro-
tegidas.

d) Las redes de control establecidas para el
seguimiento del estado de las aguas superficiales,
de las aguas subterráneas y de las zonas protegidas
y los resultados de este control.

e) La lista de objetivos medioambientales para
las aguas superficiales, las aguas subterráneas y
las zonas protegidas, incluyendo los plazos previs-
tos para su consecución, la identificación de con-
diciones para excepciones y prórrogas, y sus infor-
maciones complementarias.

f) Un resumen del análisis económico del uso
del agua, incluyendo una descripción de las situa-
ciones y motivos que puedan permitir excepciones
en la aplicación del principio de recuperación de
costes.
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g) Un resumen de los Programas de Medidas
adoptados para alcanzar los objetivos previstos,
incluyendo:

a’) Un resumen de las medidas necesarias para
aplicar la legislación sobre protección del agua,
incluyendo separadamente las relativas al agua
potable.

b’) Un informe sobre las acciones prácticas y
las medidas tomadas para la aplicación del principio
de recuperación de los costes del uso del agua.

c’) Un resumen de controles sobre extracción
y almacenamiento del agua, incluidos los registros
e identificación de excepciones de control.

d’) Un resumen de controles previstos sobre
vertidos puntuales y otras actividades con inciden-
cia en el estado del agua, incluyendo la ordenación
de vertidos directos e indirectos al dominio público
hidráulico y a las aguas objeto de protección por
esta ley, sin perjuicio de la competencia estatal
exclusiva en materia de vertidos con origen y des-
tino en el medio marino.

e’) Una identificación de casos en que se hayan
autorizado vertidos directos a las aguas subterrá-
neas.

f’) Un resumen de medidas tomadas respecto
a las sustancias prioritarias.

g’) Un resumen de las medidas tomadas para
prevenir o reducir las repercusiones de los inciden-
tes de contaminación accidental.

h’) Un resumen de las medidas adoptadas para
masas de agua con pocas probabilidades de alcan-
zar los objetivos ambientales fijados.

i’) Detalles de las medidas complementarias
consideradas necesarias para cumplir los objetivos
medioambientales establecidos, incluyendo los
perímetros de protección y las medidas para la con-
servación y recuperación del recurso y entorno
afectados.

j’) Detalles de las medidas tomadas para evitar
un aumento de la contaminación de las aguas
marinas.

k’) Las directrices para recarga y protección de
acuíferos.

l’) Las normas básicas sobre mejoras y trans-
formaciones en regadío que aseguren el mejor
aprovechamiento del conjunto de recursos hidráu-
licos y terrenos disponibles.

m’) Los criterios de evaluación de los aprove-
chamientos energéticos y la fijación de los con-
dicionantes requeridos para su ejecución.

n’) Los criterios sobre estudios, actuaciones y
obras para prevenir y evitar los daños debidos a
inundaciones, avenidas y otros fenómenos hidráu-
licos.

o’) Las infraestructuras básicas requeridas por
el plan.

h) Un registro de los programas y planes hidro-
lógicos más detallados relativos a subcuencas, sec-
tores, cuestiones específicas o categorías de aguas,
acompañado de un resumen de sus contenidos.
De forma expresa, se incluirán las determinaciones
pertinentes para el plan hidrológico de cuenca deri-
vadas del plan hidrológico nacional.

i) Un resumen de las medidas de información
pública y de consulta tomadas, sus resultados y
los cambios consiguientes efectuados en el plan.

j) Una lista de las autoridades competentes
designadas.

k) Los puntos de contacto y procedimientos
para obtener la documentación de base y la infor-
mación requerida por las consultas públicas.

2. La primera actualización del plan hidrológi-
co, y todas las actualizaciones posteriores, com-
prenderán obligatoriamente:

a) Un resumen de todos los cambios o actua-
lizaciones efectuados desde la publicación de la
versión precedente del plan.

b) Una evaluación de los progresos realizados
en la consecución de los objetivos medioambien-
tales, incluida la presentación en forma de mapa
de los resultados de los controles durante el período
del plan anterior y una explicación de los objetivos
medioambientales no alcanzados.

c) Un resumen y una explicación de las medi-
das previstas en la versión anterior del plan hidro-
lógico de cuenca que no se hayan puesto en mar-
cha.

d) Un resumen de todas las medidas adicio-
nales transitorias adoptadas, desde la publicación
de la versión precedente del plan hidrológico de
cuenca, para las masas de agua que probablemente
no alcancen los objetivos ambientales previstos.»

Veintitrés. Se modifica el último párrafo del apar-
tado 4 del artículo 55, que queda redactado en los
siguientes términos:

«Las medidas previstas en el presente apartado,
que tendrán la consideración de un programa de
medidas, podrán ser adoptadas por el organismo
competente de la Comunidad Autónoma, en coor-
dinación con el organismo de cuenca, cuando así
se haya encomendado.»

Veinticuatro. Se modifica la denominación del títu-
lo V, que pasa a ser «la protección del dominio público
hidráulico y de la calidad de las aguas.»

Veinticinco. Se modifica el artículo 92, que se redac-
ta del siguiente modo:

«Artículo 92. Objetivos de la protección.
Son objetivos de la protección de las aguas y

del dominio público hidráulico:
a) Prevenir el deterioro, proteger y mejorar el

estado de los ecosistemas acuáticos, así como de
los ecosistemas terrestres y humedales que depen-
dan de modo directo de los acuáticos en relación
con sus necesidades de agua.

b) Promover el uso sostenible del agua prote-
giendo los recursos hídricos disponibles y garan-
tizando un suministro suficiente en buen estado.

c) Proteger y mejorar el medio acuático esta-
bleciendo medidas específicas para reducir progre-
sivamente los vertidos, las emisiones y las pérdidas
de sustancias prioritarias, así como para eliminar
o suprimir de forma gradual los vertidos, las emi-
siones y las pérdidas de sustancias peligrosas prio-
ritarias.

d) Garantizar la reducción progresiva de la con-
taminación de las aguas subterráneas y evitar su
contaminación adicional.

e) Paliar los efectos de las inundaciones y
sequías.

f) Alcanzar, mediante la aplicación de la legis-
lación correspondiente, los objetivos fijados en los
tratados internacionales en orden a prevenir y eli-
minar la contaminación del medio ambiente marino.

g) Evitar cualquier acumulación de compues-
tos tóxicos o peligrosos en el subsuelo o cualquier
otra acumulación que pueda ser causa de degra-
dación del dominio público hidráulico.»
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Veintiséis. Se añade el artículo 92 bis con la deno-
minación de «Objetivos medioambientales», que se
redacta del siguiente modo:

«1. Para conseguir una adecuada protección
de las aguas, se deberán alcanzar los siguientes
objetivos medioambientales:

a) para las aguas superficiales:

a’) Prevenir el deterioro del estado de las masas
de agua superficiales.

b’) Proteger, mejorar y regenerar todas las
masas de agua superficial con el objeto de alcanzar
un buen estado de las mismas.

c’) Reducir progresivamente la contaminación
procedente de sustancias prioritarias y eliminar o
suprimir gradualmente los vertidos, las emisiones
y las pérdidas de sustancias peligrosas prioritarias.

b) Para las aguas subterráneas:

a’) Evitar o limitar la entrada de contaminantes
en las aguas subterráneas y evitar el deterioro del
estado de todas las masas de agua subterránea.

b’) Proteger, mejorar y regenerar las masas de
agua subterránea y garantizar el equilibrio entre
la extracción y la recarga a fin de conseguir el buen
estado de las aguas subterráneas.

c’) Invertir las tendencias significativas y sos-
tenidas en el aumento de la concentración de cual-
quier contaminante derivada de la actividad huma-
na con el fin de reducir progresivamente la con-
taminación de las aguas subterráneas.

c) Para las zonas protegidas:

Cumplir las exigencias de las normas de pro-
tección que resulten aplicables en una zona y alcan-
zar los objetivos ambientales particulares que en
ellas se determinen.

d) Para las masas de agua artificiales y masas
de agua muy modificadas:

Proteger y mejorar las masas de agua artificiales
y muy modificadas para lograr un buen potencial
ecológico y un buen estado químico de las aguas
superficiales.

2. Los programas de medidas especificados en
los planes hidrológicos deberán concretar las actua-
ciones y las previsiones necesarias para alcanzar
los objetivos medioambientales indicados.

3. Cuando existan masas de agua muy afec-
tadas por la actividad humana o sus condiciones
naturales hagan inviable la consecución de los obje-
tivos señalados o exijan un coste desproporciona-
do, se señalarán objetivos ambientales menos rigu-
rosos en las condiciones que se establezcan en
cada caso mediante los planes hidrológicos.»

Veintisiete. Se añade el artículo 92 ter con la deno-
minación de «Estados de las masas de agua», que se
redacta del siguiente modo:

«1. En relación con los objetivos de protección
se distinguirán diferentes estados o potenciales en
las masas de agua, debiendo diferenciarse al menos
entre las aguas superficiales, las aguas subterrá-
neas y las masas de agua artificiales y muy modi-
ficadas. Reglamentariamente se determinarán las
condiciones técnicas definitorias de cada uno de
los estados y potenciales, así como los criterios
para su clasificación.

2. En cada demarcación hidrográfica se esta-
blecerán programas de seguimiento del estado de
las aguas que permitan obtener una visión general
coherente y completa de dicho estado. Estos pro-
gramas se incorporarán a los programas de medi-
das que deben desarrollarse en cada demarcación.»

Veintiocho. Se añade el artículo 92 quáter con la
denominación de «Programas de medidas», que se redac-
ta del siguiente modo:

«1. Para cada demarcación hidrográfica se
establecerá un programa de medidas en el que
se tendrán en cuenta los resultados de los estudios
realizados para determinar las características de la
demarcación, las repercusiones de la actividad
humana en sus aguas, así como el estudio eco-
nómico del uso del agua en la misma.

2. Los programas de medidas tendrán como
finalidad la consecución de los objetivos medioam-
bientales señalados en el artículo 92 bis de esta
ley.

3. Las medidas podrán ser básicas y comple-
mentarias:

a) Las medidas básicas son los requisitos míni-
mos que deben cumplirse en cada demarcación
y se establecerán reglamentariamente.

b) Las medidas complementarias son aquellas
que en cada caso deban aplicarse con carácter adi-
cional para la consecución de los objetivos medioam-
bientales o para alcanzar una protección adicional
de las aguas.

4. El programa de medidas se integrará por
las medidas básicas y las complementarias que,
en el ámbito de sus competencias, aprueben las
Administraciones competentes en la protección de
las aguas.»

Veintinueve. Se modifica el artículo 93, que queda
redactado del siguiente modo:

«Artículo 93.
Se entiende por contaminación, a los efectos

de esta ley, la acción y el efecto de introducir mate-
rias o formas de energía, o inducir condiciones en
el agua que, de modo directo o indirecto, impliquen
una alteración perjudicial de su calidad en relación
con los usos posteriores, con la salud humana, o
con los ecosistemas acuáticos o terrestres direc-
tamente asociados a los acuáticos; causen daños
a los bienes; y deterioren o dificulten el disfrute
y los usos del medio ambiente.

El concepto de degradación del dominio público
hidráulico, a efectos de esta ley, incluye las alte-
raciones perjudiciales del entorno afecto a dicho
dominio.»

Treinta. Se modifica la denominación del artículo 99,
que pasa a ser la siguiente: «Protección de las aguas
subterráneas frente a intrusiones de aguas salinas».

Treinta y uno. Se añade el artículo 99 bis con la
denominación de «Registro de Zonas Protegidas», que
se redacta del siguiente modo:

«1. Para cada demarcación hidrográfica exis-
tirá al menos un registro de las zonas que hayan
sido declaradas objeto de protección especial en
virtud de norma específica sobre protección de
aguas superficiales o subterráneas, o sobre con-
servación de hábitats y especies directamente
dependientes del agua.

2. En el registro se incluirán necesariamente:
a) Las zonas en las que se realiza una captación

de agua destinada a consumo humano, siempre
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que proporcione un volumen medio de al menos
10 metros cúbicos diarios o abastezca a más de
cincuenta personas, así como, en su caso, los perí-
metros de protección delimitados.

b) Las zonas que, de acuerdo con el respectivo
plan hidrológico, se vayan a destinar en un futuro
a la captación de aguas para consumo humano.

c) Las zonas que hayan sido declaradas de pro-
tección de especies acuáticas significativas desde
el punto de vista económico.

d) Las masas de agua declaradas de uso recrea-
tivo, incluidas las zonas declaradas aguas de baño.

e) Las zonas que hayan sido declaradas vul-
nerables en aplicación de las normas sobre
protección de las aguas contra la contaminación
producida por nitratos procedentes de fuentes agra-
rias.

f) Las zonas que hayan sido declaradas sen-
sibles en aplicación de las normas sobre tratamien-
to de las aguas residuales urbanas.

g) Las zonas declaradas de protección de hábi-
tats o especies en las que el mantenimiento o mejo-
ra del estado del agua constituya un factor impor-
tante de su protección.

h) Los perímetros de protección de aguas mine-
rales y termales aprobados de acuerdo con su legis-
lación específica.

3. Las Administraciones competentes por
razón de la materia facilitarán, al organismo de
cuenca correspondiente, la información precisa
para mantener actualizado el Registro de Zonas
Protegidas de cada demarcación hidrográfica bajo
la supervisión del Comité de Autoridades Compe-
tentes de la demarcación.

El registro deberá revisarse y actualizarse, junto
con la actualización del plan hidrológico correspon-
diente, en la forma que reglamentariamente se
determine.

4. Un resumen del registro formará parte del
plan hidrológico de cuenca.»

Treinta y dos. El capítulo II, «De los vertidos», se
estructura en dos secciones «Sección 1.a, Vertidos al
dominio público hidráulico», y «Sección 2.a, Vertidos
marinos».

Treinta y tres. El apartado segundo del artículo 100
se redacta del siguiente modo:

«2. La autorización de vertido tendrá como
objeto la consecución de los objetivos medioam-
bientales establecidos. Dichas autorizaciones se
otorgarán teniendo en cuenta las mejores técnicas
disponibles y de acuerdo con las normas de calidad
ambiental y los límites de emisión fijados regla-
mentariamente. Se establecerán condiciones de
vertido más rigurosas cuando el cumplimiento de
los objetivos medioambientales así lo requiera.»

Treinta y cuatro. El actual apartado tercero y el cuar-
to del artículo 100 pasan a ser cuarto y quinto y se
redactan del siguiente modo:

«4. Cuando se otorgue una autorización o se
modifiquen sus condiciones, podrán establecerse
plazos y programas de reducción de la contami-
nación para la progresiva adecuación de las carac-
terísticas de los vertidos a los límites que en ella
se fijen.

5. La autorización de vertido no exime de cual-
quier otra que sea necesaria, conforme a otras leyes
para la actividad o instalación de que se trate.»

Treinta y cinco. Se crea una sección 2.a en el capí-
tulo II del título V, con la denominación de «Vertidos
Marinos», que se redacta del siguiente modo:

«SECCIÓN 2.a VERTIDOS MARINOS

Artículo 108 bis. Principios generales.
1. La protección de las aguas marinas tendrá

por objeto interrumpir o suprimir gradualmente los
vertidos, las emisiones y las pérdidas de sustancias
peligrosas prioritarias, con el objetivo último de con-
seguir concentraciones en el medio marino cerca-
nas a los valores básicos por lo que se refiere a
las sustancias de origen natural y próximas a cero
por lo que respecta a las sustancias sintéticas arti-
ficiales.

2. Los principios generales enumerados en el
apartado anterior se recogerán por la legislación
sectorial aplicable en cada caso.»

Treinta y seis. Se añade al título VI, «Del régimen
económico financiero de la utilización del dominio público
hidráulico», el artículo 111 bis con la denominación de
«Principios Generales», que se redacta del siguiente
modo:

«Artículo 111 bis. Principios generales.
1. Las Administraciones públicas competentes

tendrán en cuenta el principio de recuperación de
los costes de los servicios relacionados con la ges-
tión de las aguas, incluyendo los costes ambientales
y del recurso, en función de las proyecciones a
largo plazo de su oferta y demanda.

2. La aplicación del principio de recuperación
de los mencionados costes deberá hacerse de
manera que incentive el uso eficiente del agua y,
por tanto, contribuya a los objetivos medioambien-
tales perseguidos.

Asimismo, la aplicación del mencionado princi-
pio deberá realizarse con una contribución adecua-
da de los diversos usos, de acuerdo con el principio
del que contamina paga, y considerando al menos
los usos de abastecimiento, agricultura e industria.
Todo ello con aplicación de criterios de transpa-
rencia.

3. Para la aplicación del principio de recupe-
ración de costes se tendrán en cuenta las conse-
cuencias sociales, ambientales y económicas, así
como las condiciones geográficas y climáticas de
cada territorio, siempre y cuando ello no compro-
meta ni los fines ni el logro de los objetivos ambien-
tales establecidos.

Los planes hidrológicos de cuenca deberán moti-
var las excepciones indicadas.»

Treinta y siete. Se añade un nuevo artículo 121bis,
con la denominación de «Responsabilidad comunitaria»
y con el siguiente contenido:

«Artículo 121 bis. Responsabilidad comunitaria.
Las Administraciones públicas competentes en

cada demarcación hidrográfica, que incumplieran
los objetivos ambientales fijados en la planificación
hidrológica o el deber de informar sobre estas cues-
tiones, dando lugar a que el Reino de España sea
sancionado por las instituciones europeas, asumi-
rán en la parte que les sea imputable las respon-
sabilidades que de tal incumplimiento se hubieran
derivado. En el procedimiento de imputación de
responsabilidad que se tramite se garantizará, en
todo caso, la audiencia de la Administración afec-
tada, pudiendo compensarse el importe que se
determine con cargo a las transferencias financie-
ras que la misma reciba.»

Treinta y ocho. Se suprime la disposición adicional
tercera.
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Treinta y nueve. Se incorpora la disposición adicio-
nal undécima con la denominación de «Plazos para alcan-
zar los objetivos medioambientales», que se redacta en
los siguientes términos:

«Disposición adicional undécima. Plazos para
alcanzar los objetivos medioambientales.
1. En relación con los objetivos medioambien-

tales del artículo 92 bis, deberán satisfacerse los
plazos siguientes:

a) Los objetivos deberán alcanzarse antes
de 31 de diciembre de 2015, con excepción del
objetivo previsto en el apartado 1.a).a’) del artícu-
lo 92 bis que es exigible desde la entrada en vigor
de esta Ley.

b) El plazo para la consecución de los objetivos
podrá prorrogarse respecto de una determinada
masa de agua si, además de no producirse un nuevo
deterioro de su estado, se da alguna de las siguien-
tes circunstancias:

a’) Cuando las mejoras necesarias para obtener
el objetivo sólo puedan lograrse, debido a las posi-
bilidades técnicas, en un plazo que exceda del
establecido.

b’) Cuando el cumplimiento del plazo estable-
cido diese lugar a un coste desproporcionadamente
alto.

c’) Cuando las condiciones naturales no per-
mitan una mejora del estado en el plazo señalado.

c) Las prórrogas del plazo establecido, su jus-
tificación y las medidas necesarias para la conse-
cución de los objetivos medioambientales relativos
a las masas de agua se incluirán en el plan hidro-
lógico de cuenca, sin que puedan exceder la fecha
de 31 de diciembre de 2027. Se exceptuará de
este plazo el supuesto en el que las condiciones
naturales impidan lograr los objetivos.

2. En relación con los programas de medidas
del artículo 92 quáter, deberán satisfacerse los pla-
zos siguientes:

a) Deberán estar aprobados antes de 31 de
diciembre de 2009, requiriéndose su actualización
en el año 2015 y su revisión posterior cada seis
años.

b) Todas las medidas incluidas en el programa
deberán estar operativas en el año 2012.

3. Los programas de seguimiento deberán
estar operativos el 31 de diciembre de 2006.

4. Los análisis y estudios previos a los que se
refiere el artículo 42.1.f) deberán estar terminados
el 31 de diciembre de 2004, debiendo actualizarse
antes de 31 de diciembre de 2013, y posterior-
mente cada seis años.

5. El Registro de zonas protegidas a que se
refiere el artículo 99 bis deberá estar completado
el 31 de diciembre de 2004.

6. La revisión de los planes hidrológicos de
cuenca deberá entrar en vigor el 31 de diciembre
de 2009, debiendo desde esa fecha revisarse cada
seis años.

7. La política de incentivos para el uso eficiente
del agua, así como la contribución económica ade-
cuada de los distintos usos, deberá ser efectiva
a más tardar el 31 de diciembre de 2010.»

Cuarenta. Se incorpora la disposición adicional duo-
décima con la denominación de «Plazos para la parti-
cipación pública», que se redacta en los siguientes tér-
minos:

«Disposición adicional duodécima. Plazos para la
participación pública.

1. El organismo de cuenca o administración
hidráulica competente de la comunidad autónoma
publicarán y pondrán a disposición del público, en
los plazos que en esta disposición se establecen,
los siguientes documentos:

a) Tres años antes de iniciarse el procedimiento
para la aprobación o revisión del correspondiente
plan hidrológico, un calendario y un programa de
trabajo sobre la elaboración del plan, con indicación
de las fórmulas de consulta que se adoptarán en
cada caso.

b) Dos años antes del inicio del procedimiento
a que se refiere el párrafo anterior, un esquema
provisional de los temas importantes que se plan-
tean en la cuenca hidrográfica en materia de ges-
tión de las aguas.

c) Un año antes de iniciar el procedimiento,
los ejemplares del proyecto de plan hidrológico de
cuenca.

2. El organismo de cuenca o administración
hidráulica competente de la comunidad autónoma
concederán un plazo mínimo de seis meses para
la presentación de observaciones por escrito sobre
los documentos relacionados en el apartado 1 de
esta disposición.

3. Previa solicitud y en los términos que se esta-
blezca reglamentariamente, se permitirá el acceso
a los documentos y a la información de referencia
utilizados para elaborar el plan hidrológico de cuen-
ca.»

Cuarenta y uno. Se incorpora la disposición adicio-
nal decimotercera con la denominación de «Regulacio-
nes internacionales», que se redacta en los siguientes
términos:

«Disposición adicional decimotercera. Regulacio-
nes internacionales.

El régimen de protección de las aguas estable-
cido en esta ley se aplicará sin perjuicio de lo que
dispongan las leyes reguladoras de las relaciones
internacionales, los acuerdos o los convenios sus-
critos con otros países.»

Artículo 130. Plan de Investigación energética y
medioambiental en materia de vigilancia radiológica.

1. En el plazo de seis meses desde la entrada en
vigor de la presente ley, el Gobierno aprobará un plan
de investigación energética y medioambiental que lle-
vará a cabo el organismo público de investigación Centro
de Investigaciones Energéticas, Medioambientales y Tec-
nológicas (CIEMAT) en los terrenos que se considere
sean objeto de especial vigilancia radiológica ambiental.

Dicho plan deberá ser previamente informado por
el Consejo de Seguridad Nuclear.

2. Se declaran de interés general las actuaciones
comprendidas en el plan de investigación energética y
medioambiental que realice el organismo público de
investigación Centro de Investigaciones Energéticas,
Medioambientales y Tecnológicas (CIEMAT).

3. Las actuaciones incluidas en el apartado anterior
llevarán implícita la declaración de utilidad pública a los
efectos previstos en los artículos 9, 10 y 11 de la Ley
de 16 de diciembre de 1954, de Expropiación Forzosa.

4. Las actuaciones citadas llevarán asimismo implí-
cita la declaración de urgencia a los efectos de la
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ocupación de los bienes afectados a que se refiere el
artículo 52 de la Ley de Expropiación Forzosa.

5. La presente disposición se dicta al amparo de
la competencia estatal en materia de fomento y coor-
dinación de la investigación científica y técnica, prevista
por el artículo 149.1.15.a de la Constitución.

CAPÍTULO VI

Acción administrativa en materia de sanidad y consumo

Artículo 131. Modificación de la Ley 14/1986, de 25
de abril, General de Sanidad.

Se da nueva redacción al último párrafo del artícu-
lo 82 de la Ley 14/1986, de 25 de abril, General de
Sanidad, que queda redactado en los siguientes térmi-
nos:

«A efectos de conocer el importe de la finan-
ciación total que se destina a la asistencia sanitaria,
las comunidades autónomas remitirán puntualmen-
te al Ministerio de Sanidad y Consumo sus Pre-
supuestos, una vez aprobados, y les informarán de
la ejecución de los mismos, así como de su liqui-
dación final.»

El resto del artículo permanece con la misma redac-
ción.

Artículo 132. Modificación de la Ley 25/1990, de 20
de diciembre, del Medicamento.

Se modifican los siguientes preceptos de la Ley
25/1990, de 20 de diciembre, del Medicamento.

Uno. Se adiciona un nuevo apartado, el 6 ter, al
artículo 8 de la Ley 25/1990, del Medicamento, con
la siguiente redacción:

«6 ter. Especialidad farmacéutica en envase
para dispensación personalizada: El medicamento
de composición e información definidas, de forma
farmacéutica y dosificación determinadas, prepa-
rado para su uso medicinal inmediato, dispuesto
y acondicionado para su dispensación al público
a partir de un envase clínico de una especialidad
farmacéutica autorizada, respetando la integridad
del acondicionamiento primario, y destinado a posi-
bilitar una dispensación adaptada a la prescripción
médica en aquellos tratamientos en que el Minis-
terio de Sanidad y Consumo lo autorice.»

Dos. Se adiciona un nuevo apartado, el 6, al artícu-
lo 85 de la Ley 25/1990, del Medicamento, con la siguien-
te redacción:

«6. En los términos que reglamentariamente se
establezcan, la receta podrá extenderse/editarse
en soporte informático. No será necesario el con-
sentimiento del interesado para el tratamiento y
la cesión de datos que sean consecuencia de la
implantación de un sistema de receta electrónica,
de conformidad con lo dispuesto en los artículos 7,
apartados tres y seis, 8 y 11, apartado dos.a), de
la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de
Protección de Datos de Carácter Personal.»

El resto del artículo permanece con la misma redac-
ción.

Tres. Se modifica el apartado 1 del artículo 109
de la Ley 25/1990, del Medicamento, quedando con
la siguiente redacción:

«1. Las infracciones en materia de medicamen-
tos serán sancionadas de conformidad con lo esta-
blecido en el artículo 108, aplicando una graduación
de mínimo, medio y máximo a cada nivel de infrac-
ción, en función de la negligencia e intencionalidad
del sujeto infractor, fraude o connivencia, incumpli-
miento de las advertencias previas, cifra de negocios
de la empresa, número de personas afectadas, per-
juicio causado, beneficios obtenidos a causa de la
infracción y permanencia y transitoriedad de los
riesgos:

a) Infracciones leves:
Grado mínimo: Hasta 6.000 euros.
Grado medio: Desde 6.001 a 18.000 euros.
Grado máximo: Desde 18.001 a 30.000 euros.

b) Infracciones graves:
Grado mínimo: Desde 30.001 a 60.000 euros.
Grado medio: Desde 60.001 a 78.000 euros.
Grado máximo: Desde 78.001 a 90.000 euros.

c) Infracciones muy graves:
Grado mínimo: Desde 90.001 a 300.000 euros.
Grado medio: Desde 300.001 a 600.000 euros.
Grado máximo: Desde 600.001 a 1.000.000 de

euros, pudiendo rebasar dicha cantidad hasta alcan-
zar el quíntuplo del valor de los productos o servi-
cios objeto de la infracción.»

El resto del artículo permanece con la misma redac-
ción.

Artículo 133. Modificación de la Ley 16/2003, de 28
de mayo, de cohesión y calidad del Sistema Nacional
de Salud.

Se modifican los siguientes preceptos de la Ley
16/2003, de cohesión y calidad del Sistema Nacional
de Salud.

Uno. Se modifica el apartado 2 del artículo 31 de
la Ley 16/2003, de cohesión y calidad del Sistema
Nacional de Salud, que queda redactado de la siguiente
forma:

«2. Corresponde a la Dirección General de Far-
macia y Productos Sanitarios la dirección, desarro-
llo y ejecución de la política farmacéutica del depar-
tamento, el ejercicio de las funciones que competen
al Estado en materia de financiación pública y fija-
ción del precio de medicamentos y productos
sanitarios, así como las condiciones especiales de
prescripción y dispensación de medicamentos en
el Sistema Nacional de Salud.»

El resto del artículo permanece con la misma redac-
ción.

Dos. Se modifica la disposición adicional octava de
la Ley 16/2003, de 28 de mayo, de cohesión y calidad
del Sistema Nacional de Salud, que queda redactada
en los siguientes términos:

«Disposición adicional octava. Centros de referen-
cia.
En relación con los criterios para el estable-

cimiento de los servicios de referencia se consi-
derará a las Comunidades Autónomas de Canarias
y de las Illes Balears como estratégicas dentro del
Sistema Nacional de Salud, y la atención en los
centros de referencia que en ellas se ubiquen serán
también financiadas con cargo al Fondo de cohe-
sión sanitaria.»
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Artículo 134. Modificación de la Ley 7/1995, de 23
de marzo, de crédito al consumo.

Se modifican los siguientes preceptos de la Ley
7/1995, de 23 de marzo, de crédito al consumo, de
la siguiente forma:

Uno. Se modifican los párrafos a) y d) del apartado 1
del artículo 2 de la Ley 7/1995, de crédito al consumo,
que queda con la siguiente redacción:

«a) Los contratos en los que el importe del cré-
dito sea inferior a 150 euros. A los superiores
a 20.000 euros tan sólo les será de aplicación lo
dispuesto en el capítulo III de esta ley. A los efectos
anteriores, se entenderá como única la cuantía de
un mismo crédito, aunque aparezca distribuida en
contratos diferentes, celebrados entre las mismas
partes y para la adquisición de un mismo bien o
servicio, aun cuando los créditos hayan sido con-
cedidos por diferentes miembros de una agrupa-
ción, tenga ésta o no personalidad jurídica.»

«d) Los contratos en los que el crédito con-
cedido sea gratuito, o en los que, sin fijarse interés,
el consumidor se obligue a reembolsar de una sola
vez un importe determinado superior al del crédito
concedido.

En el caso de servicios de tracto sucesivo y pres-
tación continuada, no se considerarán gratuitos
aquellos créditos en los que, aunque la tasa anual
equivalente, definida en los términos del artícu-
lo 18 de esta Ley, sea igual a cero, su concesión
conlleve algún tipo de retribución por parte del pro-
veedor de los servicios al empresario prestamista.»

El resto del artículo se mantiene con la misma redac-
ción.

Dos. Se modifica el párrafo b) del apartado 1 del
artículo 15 de la Ley 7/1995, de crédito al consumo,
que queda con la siguiente redacción:

«b) Que entre el concedente del crédito y el
proveedor de los bienes o servicios, salvo que se
trate de aquellos previstos en el párrafo siguiente
de la presente letra, exista un acuerdo previo, con-
certado en exclusiva, en virtud del cual aquél ofre-
cerá crédito a los clientes del proveedor para la
adquisición de los bienes o servicios de éste.

En el caso de que se provean servicios de tracto
sucesivo y prestación continuada, que entre el con-
cedente del crédito y el proveedor de los mismos
exista un acuerdo previo en virtud del cual aquél
ofrecerá crédito a los clientes del proveedor para
la adquisición de los servicios de éste.

El consumidor dispondrá de la opción de con-
certar el contrato de crédito con otro concedente
distinto al que está vinculado el proveedor de los
bienes y servicios en virtud de acuerdo previo.»

El resto del artículo se mantiene con la misma redac-
ción.

CAPÍTULO VII

Acción administrativa en materia de seguridad jurídica
preventiva

Artículo 135. Modificación del texto refundido de la
Ley Hipotecaria, aprobado por Decreto de 8 de febre-
ro de 1946.

Se modifican los siguientes preceptos del texto refun-
dido de la Ley Hipotecaria, aprobado por Decreto de 8
de febrero de 1946.

Uno. Se modifica el párrafo segundo del artícu-
lo 18 de la Ley Hipotecaria de 8 de febrero de 1946,
que quedará redactado en los siguientes términos:

«El plazo máximo para calificar e inscribir será
de 15 días, contados desde la fecha del asiento
de presentación. Pero si el título hubiera sido reti-
rado antes de la inscripción, tuviera defectos sub-
sanables o existiera pendiente de despacho un títu-
lo presentado con anterioridad, el plazo de 15 días
se computará desde la fecha de la devolución del
título, la subsanación o el despacho del título previo,
respectivamente. En estos casos, la vigencia del
asiento de presentación se entenderá prorrogada
hasta la terminación del plazo de calificación y des-
pacho. Por razones extraordinarias, la Dirección
General de los Registros y del Notariado podrá, a
solicitud del registrador competente formulada den-
tro de los dos primeros días de plazo de despacho,
ampliar hasta quince días más como máximo dicho
plazo.»

El resto del artículo permanece con su actual redac-
ción.

Dos. Se modifica la regla 5.a del párrafo cuarto del
artículo 19 bis de la Ley Hipotecaria, que quedará redac-
tada en los siguientes términos:

«5.a Si el registrador sustituto calificara nega-
tivamente el título, devolverá éste al interesado a
los efectos de interposición del recurso frente a
la calificación del registrador sustituido ante la
Dirección General de los Registros y del Notariado,
el cual deberá ceñirse a los defectos señalados por
el registrador sustituido con los que el registrador
sustituto hubiera manifestado su conformidad.

En la calificación el registrador sustituto se ajus-
tará a los defectos señalados por el registrador sus-
tituido y respecto de los que los interesados hubie-
ran motivado su discrepancia en el escrito en el
que soliciten su intervención, no pudiendo versar
sobre ninguna otra pretensión basada en otros
motivos o en documentos no presentados en tiem-
po y forma. Para fundar su decisión podrá pedir
informe al Colegio de Registradores de la Propiedad
y Mercantiles de España, que lo evacuará a través
de sus servicios de estudios, todo ello bajo res-
ponsabilidad del registrador y sin que pueda exce-
derse del plazo de calificación.»

El resto del artículo permanece con su actual redac-
ción.

Tres. Se añade un párrafo tercero al artículo 248
de la Ley Hipotecaria de 8 de febrero de 1946, en los
siguientes términos:

«Los documentos presentados por telefax, cuan-
do la ley o el reglamento admitan este medio de
presentación, se asentarán en el Diario de confor-
midad con la regla general, a excepción de los que
se reciban fuera de las horas de oficina que se
asentarán en el día hábil siguiente.

El asiento de presentación caducará si, en el pla-
zo de 10 días hábiles siguientes, no se presenta
en el registro el título original o su copia autorizada.»

El resto del artículo mantiene su redacción.

Cuatro. Se da nueva redacción al párrafo tercero
del artículo 322 de la Ley Hipotecaria de 8 de febrero
de 1946, que quedará redactado en los siguientes tér-
minos:

«Igualmente deberá notificarse la calificación
negativa de cláusulas concretas cuando la califi-
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cación suspensiva o denegatoria no afecte a la tota-
lidad del título, el cual podrá inscribirse parcialmen-
te a solicitud del interesado. En este caso, podrán
practicarse asientos posteriores, siempre que no
impidan en su día la inscripción de las cláusulas
suspendidas o denegadas en el caso de que se
recurra la calificación y se estime la impugnación.
Interpuesto el recurso, el registrador hará constar
por nota al margen del asiento correspondiente,
una relación sucinta pero suficiente del contenido
de los pactos o cláusulas rechazadas.»

El resto del artículo mantiene su contenido.

Cinco. Se añade un nuevo párrafo segundo al artícu-
lo 323 de la Ley Hipotecaria de 8 de febrero de 1946
en los siguientes términos:

«La duración de la prórroga y del plazo para inter-
poner recurso gubernativo empezará a contar, en
el caso de que se vuelva a presentar el título cali-
ficado durante la vigencia del asiento de presen-
tación sin haberse subsanado los defectos en los
términos resultantes de la nota de calificación, des-
de la notificación de ésta.»

El resto del artículo permanece con su actual con-
tenido.

Seis. Se modifica la redacción del penúltimo párrafo
del artículo 327 de la Ley Hipotecaria de 8 de febrero
de 1946, que queda redactado en los siguientes tér-
minos:

«Habiéndose estimado el recurso, el registrador
practicará la inscripción en los términos que resul-
ten de la resolución. El plazo para practicar los
asientos procedentes, si la resolución es estima-
toria, o los pendientes, si es desestimatoria, empe-
zará a contarse desde que hayan transcurrido dos
meses desde su publicación en el “Boletín Oficial
del Estado”, a cuyo efecto, hasta que transcurra
dicho plazo, seguirá vigente la prórroga del asiento
de presentación. En caso de desestimación presun-
ta por silencio administrativo, la prórroga del asien-
to de presentación vencerá cuando haya transcurri-
do un año, y un día hábil, desde la fecha de la
interposición del recurso gubernativo. En todo caso
será preciso que no conste al registrador interpo-
sición del recurso judicial a que se refiere el artículo
siguiente.»

El resto del artículo permanece con su actual redac-
ción.

Siete. Se añade un nuevo párrafo al artículo 328
de la Ley Hipotecaria de 8 de febrero de 1946, que
pasa a ser el penúltimo, y quedará redactado en los
siguientes términos:

«La interposición del recurso judicial suspenderá
la ejecución de la resolución impugnada hasta que
sea firme. No obstante, en cualquier estado del pro-
ceso, a instancia de parte, el juez o tribunal, previa
audiencia de los interesados, y teniendo en cuenta
los intereses implicados, podrá decretar la ejecu-
ción de la resolución. En este caso, podrá exigir
al solicitante la prestación de la correspondiente
fianza.»

El resto del artículo permanece con su actual redac-
ción.

Artículo 136. Modificación de la Ley de Enjuiciamiento
Civil de 3 de febrero de 1881.

El artículo 955 de la Ley de Enjuiciamiento Civil de 3
de febrero de 1881 tendrá la siguiente redacción:

«Sin perjuicio de lo dispuesto en los tratados
y otras normas internacionales, la competencia
para conocer de las solicitudes de reconocimiento
y ejecución de sentencias y demás resoluciones
judiciales y arbitrales extranjeras corresponde a los
Juzgados de Primera Instancia del domicilio o lugar
de residencia de la parte frente a la que se solicita
el reconocimiento o ejecución, o del domicilio o
lugar de residencia de la persona a quien se refieren
los efectos de aquéllas; subsidiariamente la com-
petencia territorial se determinará por el lugar de
ejecución o donde aquellas sentencias y resolucio-
nes deban producir sus efectos.»

Disposición adicional primera. Exención en el Impuesto
sobre la Renta de las Personas Físicas de ayudas públi-
cas motivadas por daños personales causados por
determinadas lluvias extraordinarias.

Uno. Estarán exentas del Impuesto sobre la Renta
de las Personas Físicas las ayudas públicas para reparar
los daños personales causados por las lluvias torrenciales
acaecidas el 31 de marzo de 2002 en Santa Cruz de
Tenerife y en San Cristóbal de la Laguna (isla de Tenerife).

Dos. Estas exenciones se aplicarán a los períodos
impositivos de 2003 y anteriores no prescritos.

Disposición adicional segunda. Régimen de rectifica-
ción de bases en el Impuesto sobre el Valor Añadido
y en el Impuesto General Indirecto Canario hasta la
entrada en vigor de la Ley 22/2003, de 9 de julio,
Concursal.

1. Los supuestos de modificación de base imponible
correspondientes a operaciones sujetas al Impuesto
sobre el Valor Añadido o al Impuesto General Indirecto
Canario en las que el destinatario de las mismas no haya
hecho efectivo el pago de las cuotas repercutidas, siem-
pre que, con posterioridad al devengo de la operación,
se haya dictado providencia judicial de admisión a trá-
mite de suspensión de pagos o auto judicial de decla-
ración de quiebra de aquél, se regirán, respectivamente,
por lo dispuesto en el apartado tres del artículo 80 de
la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre
el Valor Añadido, o en el número 6 del artículo 22.o de
la Ley 20/1991, de 7 de junio, de Modificación de los
aspectos fiscales del Régimen Económico Fiscal de Cana-
rias, vigentes hasta 31 de agosto de 2004, en cuanto
los citados procedimientos de suspensión de pagos o
quiebra se rijan por el derecho anterior a la Ley 22/2003,
de 9 de julio, Concursal.

2. Lo dispuesto en el apartado cuatro del artículo 80
de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto
sobre el Valor Añadido, así como en el número 7 del
artículo 22.o de la Ley 20/1991, de 7 de junio, de Modi-
ficación de los aspectos fiscales del Régimen Económico
Fiscal de Canarias, resultará aplicable a las operaciones
cuyo devengo se produzca a partir del uno de enero
de 2004.

Disposición adicional tercera. Modificación de la Ley
18/1982, de 26 de mayo, sobre Régimen Fiscal de
Agrupaciones y Uniones Temporales de Empresas y
de Sociedades de Desarrollo Industrial Regional.

Se añade una disposición transitoria 7.a a la Ley
18/1982, de 26 de mayo, sobre Régimen Fiscal de Agru-
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paciones y Uniones Temporales de Empresas y de Socie-
dades de Desarrollo Industrial Regional:

«Disposición transitoria 7.a Duración máxima de
las uniones temporales de empresas constituidas
antes de 1 de enero de 2003.

1. La duración máxima de las uniones tempo-
rales de empresas constituidas antes del día 1 de
enero de 2003 será la establecida en el párrafo c)
del artículo octavo de la Ley 18/1982, de 26 de
mayo, sobre Régimen Fiscal de Agrupaciones y
Uniones Temporales de Empresas y de Sociedades
de Desarrollo Industrial Regional, según la redac-
ción dada por la Ley 46/2002, de 18 de diciembre,
de reforma parcial del Impuesto sobre la Renta de
las Personas Físicas, y por la que se modifican las
Leyes de los Impuestos sobre Sociedades y sobre
la Renta de no Residentes.

2. La validez de la inscripción de las uniones
temporales de empresas efectuada en el Registro
Especial del Ministerio de Hacienda con anterio-
ridad a 1 de enero de 2003 se extenderá hasta
la finalización de la obra, siempre que no se supere
la duración máxima a que se refiere el apartado
anterior, sin necesidad de solicitar prórroga de la
inscripción.»

Disposición adicional cuarta. Programas operativos y
planes de acción de las organizaciones de produc-
tores en el sector de frutas y hortalizas y en el sector
de materias grasas.

Se añade una disposición adicional sexta en la
Ley 20/1990, de 19 de diciembre, sobre régimen fiscal
de las cooperativas, con la siguiente redacción:

«Disposición adicional sexta. Programas operati-
vos y planes de acción de las organizaciones
de productores en el sector de frutas y hortalizas
y en el sector de materias grasas.

Las actuaciones que realicen las organizaciones
de productores, las asociaciones de organizaciones
de productores u operadores y sus uniones, en cum-
plimiento de los programas operativos y planes de
acción en cumplimiento de la normativa comuni-
taria reguladora de las organizaciones comunes de
mercado de los sectores de frutas y hortalizas y
de materias grasas no se considerarán, en ningún
caso, prestaciones de servicios.»

Disposición adicional quinta. Régimen fiscal de las cuo-
tas participativas de las Cajas de Ahorro.

El régimen fiscal de las cuotas participativas de las
Cajas de Ahorros será el mismo que se aplique, en todos
los casos y figuras impositivas y a todos los efectos,
a las acciones y participaciones en el capital social o
fondos propios de entidades, de acuerdo con la nor-
mativa legal y de desarrollo vigente.

Disposición adicional sexta. Beneficios fiscales aplica-
bles a los «XV Juegos del Mediterráneo. Alme-
ría 2005».

1. La celebración de los «XV Juegos del Mediterrá-
neo. Almería 2005» tendrá la consideración de acon-
tecimiento de excepcional interés público a los efectos
de lo dispuesto en el artículo 27 de la Ley 49/2002,
de 23 de diciembre, de régimen fiscal de las entidades
sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al mece-
nazgo.

2. La duración del programa de apoyo a este acon-
tecimiento alcanzará desde el 1 de enero de 2004 hasta
el 31 de agosto de 2005.

3. La certificación de la adecuación de los gastos
e inversiones realizadas a los objetivos y planes del pro-
grama será competencia de un Consorcio que se creará
conforme a lo dispuesto en el artículo 27.2.b) de la citada
Ley 49/2002.

4. Las actuaciones a realizar serán las que aseguren
el adecuado desarrollo del acontecimiento. El desarrollo
y concreción en planes y programas de actividades espe-
cíficas se realizará por el Consorcio al que se ha hecho
referencia en el apartado tres.

5. Los beneficios fiscales de este programa serán
los máximos establecidos en el artículo 27.3 de la Ley
49/2002.

Disposición adicional séptima. No afectación de la
legislación de extranjería.

Lo dispuesto en el capítulo III, «Medidas para la apli-
cación del principio de igualdad de trato», del título II
de esta ley se entiende sin perjuicio de la regulación
establecida en cuanto a la entrada, permanencia, trabajo
y establecimiento de los extranjeros en España en la
Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos
y libertades de los extranjeros en España y su integración
social, modificada por la Ley Orgánica 8/2000, de 22
de diciembre.

Disposición adicional octava. No afectación de la legis-
lación de acceso al empleo público.

Lo dispuesto en el capítulo III, «Medidas para la apli-
cación del principio de igualdad de trato», del título II,
y los artículos 50.seis y 51.uno de esta ley se entiende
sin perjuicio de la regulación establecida en cuanto al
acceso al empleo público en la Ley 30/1984, de 2 de
agosto, de Medidas para la Reforma de la Función Públi-
ca, y en la Ley 17/1993, de 23 de diciembre, de acceso
a determinados sectores de la Función Pública de los
nacionales de los demás Estados miembros de la Unión
E u r o p e a , m o d i f i c a d a p o r l a L e y 5 5 / 1 9 9 9 ,
de 29 de diciembre, de medidas fiscales, administrativas
y del orden social.

Disposición adicional novena. Préstamos otorgados a
la Seguridad Social por el Estado.

1. Se amplía en 10 años, a partir de 2004, el plazo
para la cancelación del préstamo otorgado a la Seguridad
Social por el Estado, a que se refiere el Real Decreto
Ley 6/1992, de 13 de noviembre, de concesión de un
crédito extraordinario por importe de 280.558.000.000
de pesetas (1.686.187.539,81 euros), para cancelar
obligaciones derivadas del coste de la asistencia sanitaria
de la Seguridad Social.

2. Se amplía en 10 años, a partir de 2004, el plazo
para la cancelación del préstamo otorgado a la Seguridad
Social por el Estado, a que se refiere el artículo 11.cuatro
de la Ley 21/1993, de 29 de diciembre, de Presupuestos
Generales del Estado para 1994.

Disposición adicional décima. Concepto de pensión
pública.

Se modifica el artículo 37 de la Ley 4/1990, de 29
de junio, de Presupuestos Generales del Estado para 1990,
que queda redactado de la siguiente forma:

«1. Tendrán la consideración de pensiones
públicas las siguientes:

a) Las abonadas por el Régimen de Clases Pasi-
vas del Estado y, en general, las abonadas con car-
go a créditos de la Sección 07 del Presupuesto
de Gastos del Estado.



BOE núm. 313 Miércoles 31 diciembre 2003 46967

b) Las abonadas por el Régimen General y los
Regímenes especiales de la Seguridad Social, así
como las de modalidad no contributiva de la Segu-
ridad Social.

c) Las abonadas por los Fondos Especiales de
la Mutualidad General de Funcionarios Civiles del
Estado, del Instituto Social de las Fuerzas Armadas
y de la Mutualidad General Judicial, o por las pro-
pias Mutualidades citadas, así como las abonadas
por el Fondo Especial del Instituto Nacional de la
Seguridad Social.

d) Las abonadas por los sistemas o regímenes
de previsión de las comunidades autónomas y de
las corporaciones locales y por los propios entes.

e) Las abonadas por las mutualidades, mon-
tepíos o entidades de previsión social que se finan-
cien en todo o en parte con recursos públicos.

f) Las abonadas por empresas o sociedades
con participación mayoritaria, directa o indirecta,
en su capital del Estado, de las comunidades autó-
nomas o de las corporaciones locales o de los orga-
nismos autónomos de uno y otras, bien directa-
mente o mediante la suscripción de la correspon-
diente póliza de seguro con una institución distinta,
cualquiera que sea la naturaleza jurídica de ésta
o bien por las mutualidades o entidades de pre-
visión de aquéllas, en las que las aportaciones direc-
tas de los causantes de la pensión se complemen-
ten con recursos públicos, incluidos los de la propia
empresa o sociedad.

g) Las abonadas por la Administración del Esta-
do o por las comunidades autónomas en virtud
de la Ley de 21 de julio de 1960 y del Real Decre-
to 2620/1981, de 24 de julio, así como los sub-
sidios económicos de garantía de ingresos mínimos
y de ayuda por tercera persona previstos en la
Ley 13/1982, de 7 de abril, de Integración Social
de Minusválidos.

h) Cualesquiera otras no enumeradas en las
letras anteriores, que se abonen total o parcialmen-
te con cargo a recursos públicos.

2. No obstante, como excepción a lo precep-
tuado en el apartado 1 anterior, no tendrán la con-
sideración de pensiones públicas las abonadas a
través de planes de pensiones de empleo o con-
tratos de seguro colectivo, incluidos los formaliza-
dos por mutualidades de previsión social empre-
sarial, promovidos por las Administraciones, orga-
nismos, entidades y empresas, a que se refiere la
disposición final segunda del texto refundido de
la Ley de Regulación de los Planes y Fondos de
Pensiones, aprobado por Real Decreto Legislativo
1/2002, de 29 de noviembre, y en los términos
en ella expresados.»

Disposición adicional undécima. Bonificaciones de cuo-
tas respecto de trabajadores contratados como con-
secuencia de la celebración de la Copa América.

Las personas jurídicas constituidas con motivo del
acontecimiento por la entidad organizadora de la Copa
América 2007 o por los equipos participantes tendrá
una bonificación del 100 por ciento en la cotización
a la Seguridad Social por contingencias comunes, inca-
pacidad temporal derivada de las mismas, así como por
los conceptos de recaudación conjunta con las cuotas
de Seguridad Social, respecto de los trabajadores que
contraten para la realización de labores directamente
relacionadas con su participación en el citado aconte-
cimiento.

En el plazo de dos meses desde la entrada en vigor
de la ley se aprobará por real decreto un reglamento
en el que se establezcan los requisitos, plazos, proce-
dimiento de concesión y medidas de control relativas
a la mencionada bonificación.

Disposición adicional duodécima. Indemnizaciones por
residencia en las Ciudades de Ceuta y Melilla, e Islas
Baleares.

El Gobierno analizará durante el año 2004 las con-
diciones que determinan la fijación de las indemniza-
ciones por residencia del personal en activo del sector
público estatal destinado en las Ciudades de Ceuta y
Melilla e Islas Baleares, procediendo a su revisión y a
la consiguiente modificación de las cuantías con objeto
de adaptarlas a la realidad actual. Esta actualización no
podrá suponer, en ningún caso, una minoración de las
cantidades actualmente percibidas en este concepto.

Disposición adicional decimotercera. Modificación de
la Ley 40/2003, de 18 de noviembre, de protección
a las familias numerosas.

Se introduce un nuevo párrafo a la disposición adi-
cional novena de la Ley 40/2003, de 18 de noviembre,
de protección a las familias numerosas, con el siguiente
texto:

«A los efectos de esta ley, las referencias a las
Comunidades Autónomas se entenderán también
realizadas a las Ciudades de Ceuta y Melilla en
sus respectivos ámbitos competenciales.»

Disposición adicional decimocuarta. Metro de Sevilla.

Se autoriza al Gobierno, tras las consultas mantenidas
de acuerdo a lo establecido en la disposición adicional
duodécima de la Ley 53/2002, de 30 de diciembre,
y en consideración a las necesidades que concurren en
el transporte público regular de viajeros en la ciudad
de Sevilla, a que suscriba en el año 2004 un convenio,
en el que, con cargo a recursos presupuestarios de la
Administración General del Estado y de las Administra-
ciones andaluzas competentes, se proceda a la finan-
ciación pública de las obras de infraestructura del Metro
de Sevilla en unos porcentajes de cofinanciación simi-
lares al resto de ciudades con convenios vigentes de
la misma naturaleza. Los desembolsos correspondientes
a dicha financiación deberán ser coordinados por las
citadas Administraciones para que se produzcan simul-
táneamente.

Disposición adicional decimoquinta. Fondos de Promo-
ción de Empleo.

Uno. Antes de finalizar el proceso de liquidación de
los Fondos de Promoción de Empleo podrá acordarse
la cesión de uso, para el cumplimiento de fines de for-
mación profesional y empleo, a la Fundación Gallega
para la Dinamización del Empleo, de los bienes inmue-
bles propiedad del Fondo de Promoción de Empleo de
Construcción Naval siguientes:

Parcela CD-2 del Polígono Industrial «Ensenada de
la Gándara» de Ferrol (A Coruña).

Inmueble situado en Avenida Doctor Corbal núme-
ro 51 de Vigo (Pontevedra).

Dos. La cesión se acordará por la Comisión Liqui-
dadora de los Fondos de Promoción de Empleo, previa
autorización de las condiciones de la misma por la Direc-
ción General de Patrimonio del Estado.
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Tres. Culminada la liquidación y extinguidos los Fon-
dos de Promoción de Empleo, la propiedad de los bienes
cedidos en uso pasará al Patrimonio del Estado, man-
teniéndose la cesión en tanto se cumplan los fines para
cuyo cumplimiento se otorgó aquélla.

Disposición adicional decimosexta. Organización del
sistema de evaluación y prospectiva de la investiga-
ción científica y técnica.

Durante el año 2004, el Ministerio de Ciencia y Tec-
nología, en consideración a las necesidades que con-
curren en el sistema de evaluación y prospectiva de la
investigación científica y técnica, formulará una propues-
ta de organización en el marco de la Ley 6/1997, de 14
de abril, de Organización y Funcionamiento de la Admi-
nistración General del Estado, para el ejercicio de las
funciones de:

a) Evaluación científico-técnica, objetiva e indepen-
diente, de las acciones del Plan Nacional de Investigación
Científica, Desarrollo e Innovación Tecnológica.

b) Seguimiento de los resultados de las acciones
del Plan Nacional de Investigación Científica, Desarrollo
e Innovación Tecnológica.

c) Realización de estudios y análisis prospectivos
en materia de investigación científica y desarrollo tec-
nológico.

d) Divulgación y el conocimiento de los resultados
de la investigación científica y desarrollo tecnológico.

e) Divulgación del conocimiento científico e interre-
lación entre la ciencia, la tecnología y las empresas.

f) En general, cualesquiera otras actividades de eva-
luación e informe en el ámbito de las competencias en
materia de investigación científica y técnica atribuidas
por el ordenamiento jurídico a dicho departamento.

Disposición adicional decimoséptima. Transmisión de
determinados bienes.

Los bienes inmuebles, propiedad de la Tesorería
General de la Seguridad Social, incluidos en el anexo
del Real Decreto 46/1993, de 15 de enero, sobre amplia-
ción de medios patrimoniales traspasados de la Gene-
ralidad de Cataluña en materia de Sanidad, Servicios
y Asistencia Sociales y de Seguridad Social, se donarán
al Instituto Guttman, previo acuerdo del Consejo Eje-
cutivo de la Generalidad de Cataluña de retroceder los
mismos.

La donación se realizará con la expresa afectación
de los mismos a los fines de carácter sanitario y social,
revirtiendo dichos bienes automáticamente a la Tesorería
General de la Seguridad Social en el caso de que sean
destinados a fines distintos de los mencionados ante-
riormente.

Disposición adicional decimoctava. Régimen fiscal de
determinados préstamos de valores.

1. Lo previsto en esta disposición resultará de apli-
cación a los siguientes préstamos de valores:

a) Los regulados en el apartado 7 del artículo 36
de la Ley 24/1988, de 28 de julio, del Mercado de
Valores.

b) Los no comprendidos en el párrafo a) anterior que
tengan por objeto valores admitidos a negociación en bol-
sas de valores, mercados y sistemas organizados de nego-
ciación radicados en Estados miembros de la OCDE que
cumplan los requisitos previstos en el artículo 30 de la
Ley 35/2003, de 4 de noviembre, de Instituciones de
Inversión Colectiva, y reúnan las siguientes condiciones:

Que la cancelación del préstamo se efectúe mediante
devolución de otros tantos valores homogéneos a los
prestados.

Que se establezca una remuneración dineraria a favor
del prestamista y, en todo caso, se convenga la entrega
al prestamista de los importes dinerarios correspondien-
tes a los derechos económicos o que por cualquier otro
concepto se deriven de los valores prestados durante
la vigencia del préstamo.

Que el plazo de vencimiento del préstamo no sea
superior a un año.

Que el préstamo se realice o instrumente con la par-
ticipación o mediación de una entidad financiera esta-
blecida en España y los pagos al prestamista se efectúen
a través de dicha entidad.

2. Las operaciones de préstamo de valores a que
se refiere el apartado anterior tendrán el siguiente régi-
men tributario:

a) Tratamiento para el prestamista:

1.o Cuando el prestamista sea un contribuyente por
el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas se
estimará que no existe alteración en la composición del
patrimonio en la entrega de los valores en préstamo
ni en la devolución de otros tantos valores homogéneos
al vencimiento del préstamo.

En el caso de que el prestamista sea una entidad
sujeta al Impuesto sobre Sociedades o un establecimien-
to permanente sujeto al Impuesto sobre la Renta de no
Residentes no se generarán rentas en la entrega de los
valores en préstamo ni en la devolución de otros tantos
valores homogéneos al vencimiento del préstamo.

2.o La remuneración del préstamo, así como el
importe de las compensaciones por los derechos eco-
nómicos que se deriven de los valores prestados durante
la vigencia del préstamo, tendrán para el prestamista
la consideración de rendimientos obtenidos por la cesión
a terceros de capitales propios de conformidad con lo
dispuesto en el apartado 2 del artículo 23 de la
Ley 40/1998, de 9 de diciembre, del Impuesto sobre
la Renta de las Personas Físicas y otras Normas Tribu-
tarias.

No obstante, los importes de las compensaciones por
la distribución de la prima de emisión de acciones o
participaciones, por reducciones de capital con devo-
lución de aportaciones o por derechos de suscripción
preferente o de asignación gratuita generados durante
la duración del préstamo, tendrán para el prestamista
el tratamiento que corresponda conforme a su impo-
sición personal y se imputarán en el mismo momento
en que tenga lugar la distribución de la prima, la devo-
lución de la aportación o el reconocimiento del derecho
de suscripción o de asignación gratuita por la entidad
emisora de los valores.

3.o Para la aplicación al prestamista de las exen-
ciones o deducciones establecidas en la Ley 43/1995,
de 27 de diciembre, del Impuesto sobre Sociedades,
se entenderá que el porcentaje de participación y el tiem-
po de tenencia en cartera no se ven alterados por las
operaciones de préstamo de valores.

4.o La provisión por depreciación de la cuenta deu-
dora que sustituya a los valores prestados será deducible
en las condiciones fijadas por la Ley 43/1995, de 27
de diciembre, del Impuesto sobre Sociedades, para la
deducción de la provisión por depreciación de dichos
valores.

b) Tratamiento para el prestatario:

1.o Los dividendos, participaciones en beneficios y
demás rendimientos derivados de los valores tomados
en préstamo se integrarán en la renta del prestatario.
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2.o Tendrá la consideración de rendimiento del capi-
tal mobiliario derivado de la participación en los fondos
propios de cualquier tipo de entidad, la totalidad del
importe percibido por el prestatario con ocasión de una
distribución de la prima de emisión o de una reducción
de capital con devolución de aportaciones que afecte
a los valores prestados, o su valor de mercado si fuera
en especie.

Asimismo, el prestatario deberá integrar en su impo-
sición personal, por el mismo concepto, el valor de mer-
cado correspondiente a los derechos de suscripción o
asignación gratuita adjudicados con ocasión de una
ampliación de capital.

3.o Cuando el prestatario deba compensar al pres-
tamista por los derechos económicos derivados de los
valores prestados, la compensación efectivamente satis-
fecha tendrá la consideración de gasto financiero, con
el tratamiento que corresponda de acuerdo con su impo-
sición personal.

4.o En relación a las rentas derivadas de los valores
tomados en préstamo, el prestatario tendrá derecho a
la aplicación de las exenciones o deducciones estable-
cidas en su imposición personal, en los términos pre-
vistos en su normativa, teniendo en cuenta las siguientes
particularidades:

Que en la fecha de realización del préstamo el pres-
tamista cumpliese los requisitos establecidos por su nor-
mativa para la aplicación de cada una de ellas.

Si de acuerdo con lo señalado anteriormente, pro-
cediera la aplicación de la deducción por doble impo-
sición interna la misma se calculará utilizando el menor
de los tipos impositivos correspondientes a la entidad
prestamista o a la prestataria.

Las mismas reglas se aplicarán a quienes hayan adqui-
rido los valores al prestatario y se encuentren en alguno
de los casos previstos en el artículo 42 del Código de
Comercio respecto de él o del prestamista.

A los exclusivos efectos de lo previsto en el núme-
ro 5.o siguiente y en los artículos 23.1.b) y 28.4.d) de
las Leyes de los Impuestos sobre la Renta de las Personas
Físicas y sobre Sociedades, respectivamente, las ope-
raciones de préstamo de valores tendrán la considera-
ción de adquisiciones y transmisiones.

5.o Las transmisiones de valores homogéneos a los
tomados en préstamo que se efectúen durante su vigen-
cia se considerará que afectan en primer lugar a los
valores tomados en préstamo, y sólo se considerará que
afectan a la cartera de valores homogéneos preexisten-
tes en el patrimonio del contribuyente, en la medida
que el número de valores transmitidos exceda de los
tomados en préstamo. Las adquisiciones que se realicen
durante la vigencia del préstamo se imputarán a la car-
tera de los valores tomados en préstamo, salvo que exce-
dan de los necesarios para la completa devolución del
mismo.

La renta derivada de la transmisión de los valores
tomados en préstamo, se imputarán al período impo-
sitivo en el que tenga lugar la posterior adquisición de
otros valores homogéneos, y se calculará por la dife-
rencia entre el valor de transmisión y el valor de adqui-
sición que corresponda a los valores homogéneos adqui-
ridos durante la duración del préstamo y con posterio-
ridad a la transmisión.

Cuando para hacer frente a la devolución de los valo-
res, el prestatario tome a préstamo nuevos valores homo-
géneos o entregue valores homogéneos preexistentes
en su patrimonio, se tomará como valor de adquisición
el de cotización en la fecha del nuevo préstamo o de
la cancelación. Asimismo, el citado valor de cotización
se tomará como valor de transmisión para calcular la
renta derivada de la devolución efectuada con valores
homogéneos preexistentes.

c) La obligación de practicar pagos a cuenta sobre
las rentas a que se refiere el número 2.o del párrafo a)
de este apartado 2 corresponderá a la entidad prestataria
que hubiera intervenido en la operación, por cuenta pro-
pia o de terceros, cuando realice el pago de los corres-
pondientes importes al prestamista, salvo que este últi-
mo sea una entidad mediadora o una entidad financiera
que hubiera intervenido en la operación por cuenta de
terceros, en cuyo caso será dicha entidad mediadora
o dicha entidad financiera la obligada a practicar la
correspondiente retención o ingreso a cuenta cuando
abone las rentas a su perceptor.

Las rentas a que se refiere esta letra estarán sujetas
al sistema general de pagos a cuenta en los supuestos
y con las excepciones previstos para los préstamos en
efectivo.

d) Los valores cedidos en préstamo no se compu-
tarán por el prestamista a los efectos de la aplicación
de la exención del apartado octavo del artículo 4 de
la Ley 19/1991, de 9 de diciembre, del Impuesto sobre
el Patrimonio.

e) Los servicios y operaciones relativos a préstamos
de valores se entenderán incluidos, en todo caso, en
el ámbito de la exención prevista en el artículo
20.1.18.o de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del
Impuesto sobre el Valor Añadido.

3. Sin perjuicio de las obligaciones de información
reguladas en el apartado 3 de la disposición adicional
cuarta de la Ley 43/1995, de 27 de diciembre, del
Impuesto sobre Sociedades y en sus normas de desarro-
llo, las entidades participantes o miembros del sistema
correspondiente de compensación y liquidación del mer-
cado en donde se negocie el valor objeto de préstamo
y las entidades financieras que participen o medien en
las operaciones de préstamo de valores deberán sumi-
nistrar, en su caso, a la Administración tributaria respecto
de tales operaciones, junto con la información prevista
en dichas normas, la relativa a las fechas de inicio y
de vencimiento del préstamo, número de operación del
préstamo, remuneración al prestamista, compensacio-
nes por los derechos derivados de los valores prestados
y garantías otorgadas.

Dicha información adicional se suministrará con la
restante información relativa a la operación en el mismo
lugar y plazos previstos para esta última y en la forma
y modelo que determine el Ministro de Hacienda.

Asimismo la Sociedad de Gestión de los Sistemas
de Registro, Compensación y Liquidación de Valores o,
en su caso, la entidad que realice las funciones de regis-
tro, compensación y liquidación de los mercados o sis-
temas organizados de negociación de valores con-
templados en el apartado 4 del artículo 31 de la
Ley 24/1988, de 28 de julio, del Mercado de Valores,
suministrará a la Administración tributaria, la información
relativa al número de la operación de préstamo, la iden-
tificación y número de los valores prestados, número
de identificación fiscal de las entidades financieras que
intermedian o registran la operación, la fecha de cons-
titución y cancelación, así como a las garantías de la
operación cuando se hubiesen constituido o entregado
a través de los sistemas gestionados por aquélla.

Disposición adicional decimonovena. Modificación de
la disposición final séptima de la Ley 36/2003, de 11
de noviembre, de Medidas de Reforma Económica.

Se modifica la redacción dada a la disposición final
séptima de la Ley 36/2003, de 11 de noviembre, de
Medidas de Reforma Económica (procedente del Real
Decreto Ley 2/2003, de 25 de abril), que quedará redac-
tada de la siguiente forma:
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«Disposición final séptima.
La exención contenida en el número 1.o del apar-

tado uno del artículo 20 de la Ley 37/1992, de 28
de diciembre, del Impuesto sobre el Valor Añadido,
se aplicará al franqueo de envíos postales efec-
tuados por terceros que operen en nombre y por
cuenta del operador al que se encomienda la pres-
tación del servicio postal universal mediante impre-
siones o estampaciones realizadas con máquinas
de franquear.»

Disposición adicional vigésima. Beneficios fiscales apli-
cables al «IV Centenario del Quijote».

1. La celebración del «IV Centenario del Quijote»
tendrá la consideración de acontecimiento de excepcio-
nal interés público a los efectos de lo dispuesto en el
artículo 27 de la Ley 49/2002, de 23 de diciembre,
de Régimen Fiscal de las Entidades sin Fines Lucrativos
y de los Incentivos Fiscales al Mecenazgo.

2. La duración del programa de apoyo a este acon-
tecimiento abarcará desde el 1 de enero de 2004 hasta
el 31 de diciembre de 2005.

3. La certificación de la adecuación de los gastos
e inversiones realizadas a los objetivos y planes del pro-
grama será competencia de un Consorcio que dependerá
del Ministerio de Educación, Cultura y Deporte, que se
creará conforme a lo dispuesto en el artículo 27.2.b)
de la citada Ley 49/2002.

4. Las actuaciones a realizar serán las que aseguren
el adecuado desarrollo del acontecimiento. El desarrollo
y concreción en planes y programas de actividades espe-
cíficas se realizará por el Consorcio al que se ha hecho
referencia en el apartado tres.

5. Los beneficios fiscales de este programa serán
los máximos establecidos en el artículo 27.3 de la
Ley 49/2002.

Disposición adicional vigésima primera. Cambio de
denominación del Cuerpo de Contadores Diplomados
del Tribunal de Cuentas, grupo B.

1. El Cuerpo de Contadores Diplomados del Tribunal
de Cuentas pasará a denominarse Cuerpo Técnico de
Auditoría y Control Externo del Tribunal de Cuentas,
grupo B.

2. El personal que acceda al Tribunal de Cuentas,
a través de las pruebas selectivas para ingreso en el
Cuerpo de Contadores Diplomados de dicho Tribunal,
convocadas a consecuencia de la oferta de empleo públi-
co para el año 2003 será nombrado funcionario de carre-
ra del nuevo Cuerpo Técnico de Auditoría y Control Exter-
no del Tribunal de Cuentas.

Disposición adicional vigésima segunda. Fondo de Ayu-
da al Desarrollo.

Uno. Objeto.
El Fondo de Ayuda al Desarrollo (FAD) tiene por objeto

otorgar créditos y líneas de financiación en términos con-
cesionales y, excepcionalmente, donaciones a favor de
países en desarrollo. También con cargo al mismo podrán
efectuarse aportaciones de capital y contribuciones
financieras, ya sean ordinarias o bien de carácter extraor-
dinario, a instituciones financieras o fondos fiduciarios
públicos de carácter multilateral de las que España sea
miembro o bien suscriba, al efecto, el correspondiente
convenio o acuerdo de financiación.

Los objetivos básicos son contribuir al desarrollo eco-
nómico y social de los países receptores por medio de
la financiación de proyectos que contribuyan a tal fin,

promover la internacionalización de la economía espa-
ñola a través de las relaciones económicas y comerciales
de España con otros países y zonas de integración eco-
nómica y de la presencia de España en las instituciones
financieras multilaterales.

Dos. Financiación de operaciones con cargo al Fon-
do de Ayuda al Desarrollo.

1. Con cargo al FAD se podrán conceder préstamos
y líneas de financiación en términos concesionales, y
donaciones a Estados e instituciones públicas extranjeras
y a empresas públicas o privadas residentes en el extran-
jero. Asimismo se podrán efectuar aportaciones de capi-
tal y contribuciones financieras, a instituciones financie-
ras o fondos fiduciarios de carácter multilateral de las
que España sea miembro o bien suscriba, al efecto, el
correspondiente acuerdo de financiación.

2. Los créditos y líneas de financiación concesio-
nales, así como las donaciones otorgadas a Estados, ins-
tituciones públicas extranjeras o empresas públicas o
privadas residentes en el extranjero con cargo al Fondo
de Ayuda al Desarrollo se destinarán a la financiación
de proyectos de desarrollo en estos países, para los cua-
les el beneficiario adquiera bienes y servicios españoles,
o alternativamente, de cualquier procedencia distinta de
la española cuando haya razones, apreciadas por el
Ministerio de Economía, que lo justifiquen. Igualmente
se podrán poner a disposición de los países beneficiarios
líneas de financiación con el objeto de impulsar la acti-
vidad productiva, en especial la de pequeñas y medianas
empresas.

En los créditos otorgados a empresas públicas o pri-
vadas residentes en el extranjero será necesario que los
correspondientes Estados garanticen directamente la
operación crediticia.

Las condiciones financieras de los créditos y líneas
de financiación concesionales se establecerán conforme
a los requisitos establecidos en el Acuerdo de la OCDE
sobre Directrices en Materia de Crédito a la Exportación
con Apoyo Oficial, o en aquellos otros tratados o acuer-
dos internacionales que sustituyan o complementen a
aquél.

Cuando en el país beneficiario acontezcan situaciones
de guerra, terremotos o catástrofes naturales de singular
gravedad u otras circunstancias excepcionales, el Gobier-
no podrá autorizar la realización de donaciones con cargo
al FAD, sin perjuicio de lo previsto con carácter general
en el número 3 del presente apartado dos en cuanto
a la realización de donaciones para la financiación de
estudios.

3. Asimismo, con cargo al Fondo de Ayuda al
Desarrollo se podrán financiar:

3.1 Donaciones a terceros países para la realización
de los siguientes estudios y proyectos de consultoría:

Estudios de factibilidad, pre-factibilidad o viabilidad
relacionados con un proyecto específico de inversión,
necesario para el país beneficiario.

Estudios de ámbito sectorial, relacionados con el
desarrollo y planificación de sectores económicos o
regiones prioritarios para el país beneficiario y para Espa-
ña.

Consultoría para la modernización institucional de
carácter económico, en países de especial interés para
España.

3.2 Aportaciones a fondos de asistencia técnica en
instituciones financieras multilaterales con objeto de pro-
mover la participación de empresas y profesionales espa-
ñoles en las actividades de dichas instituciones.

Tres. Recursos del FAD.
Para la cobertura con carácter anual de las necesi-

dades financieras del FAD, la Ley de Presupuestos Gene-
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rales del Estado consignará una dotación presupuestaria,
a la que habrán de sumarse los recursos procedentes
de las devoluciones o cesiones onerosas de préstamos
y créditos concedidos, así como aquellos otros flujos
económicos procedentes de los intereses y comisiones
devengados y cobrados por la realización de dichos acti-
vos financieros.

La dotación presupuestaria establecida en la Ley de
Presupuestos Generales del Estado será desembolsada
y transferida al Instituto de Crédito Oficial, agente finan-
ciero del Estado, de acuerdo con las necesidades del
Fondo.

Además de establecer las dotaciones que anualmente
vayan incorporándose al FAD, la Ley de Presupuestos
Generales del Estado fijará anualmente el importe máxi-
mo de las operaciones que, en su conjunto, podrán ser
autorizadas por el Consejo de Ministros en dicho ejercicio
con cargo al referido Fondo.

Se entenderán excluidas de la limitación a que se
refiere el apartado anterior, las autorizaciones de las ope-
raciones de renegociación de créditos concedidos ante-
riormente con cargo al Fondo, siempre que se lleven
a cabo en cumplimiento de los correspondientes acuer-
dos bilaterales o multilaterales de renegociación de la
deuda exterior de los países prestatarios, en los que Espa-
ña sea parte. La validez de estos acuerdos de renego-
ciación se producirá mediante autorización del Consejo
de Ministros.

Cuatro. Material militar.

No podrá financiarse con cargo al FAD ninguna ope-
ración que involucre el suministro a los países bene-
ficiarios de armamento o material militar.

Cinco. Gestión del FAD.

La gestión, administración, seguimiento y evaluación
de la actividad del Fondo de Ayuda al Desarrollo corres-
ponde al Ministerio de Economía, a través de la Secre-
taría de Estado de Comercio y Turismo, sin perjuicio
de las competencias específicas que la Ley 23/1998,
de 7 de julio, de Cooperación Internacional para el
Desarrollo, atribuye al Ministerio de Asuntos Exteriores.

Seis. Identificación, selección y adjudicación de pro-
yectos.

1. Corresponde a las autoridades del país benefi-
ciario la selección de los proyectos a financiar con cargo
al Fondo de Ayuda al Desarrollo de común acuerdo con
el Ministerio de Economía de España. Para la identifi-
cación de proyectos se tendrán en cuenta las necesi-
dades priorizadas por el país y las normas internacionales
sobre financiación de proyectos en términos concesio-
nales.

2. La adjudicación de los proyectos financiados con
cargo al FAD así como la contratación de las empresas
ejecutoras de los mismos, corresponde al país beneficiario
de la financiación, siguiendo su normativa de contrata-
ción, como parte de su propia estrategia de desarrollo.

3. El Ministerio de Economía colaborará con las
autoridades de los países beneficiarios, ofreciendo infor-
mación sobre las empresas que con el objeto social apro-
piado se hallaren inscritas en el Registro de Licitadores
del Ministerio de Economía, o similar que hubiere como
sustituto del anterior cumpliendo las mismas funciones
institucionales.

En todo caso, las empresas españolas que hubieran
sido seleccionadas para la ejecución de un proyecto con
cargo al FAD habrán de acreditar como requisito previo
para poder tomar parte en el proyecto el hallarse al
corriente en el cumplimiento de sus obligaciones tribu-
tarias y con la Seguridad Social, mediante la aportación
en cada caso y en relación a cada proyecto de las corres-

pondientes certificaciones acreditativas expedidas por
los organismos competentes. Asimismo, las empresas
que deseen acceder a la participación en proyectos FAD
no podrán hallarse, en modo alguno, incursas en alguna
de las prohibiciones establecidas por la legislación de
contratos de las Administraciones Públicas. Al efecto,
y por cada operación en la que tomen parte, habrán
de aportar la correspondiente declaración responsable.
El incumplimiento de este requisito podrá dar lugar a
la revocación del crédito o ayuda, y a la imposición de
la correspondiente sanción de acuerdo con lo previsto
en el apartado nueve de esta disposición.

4. El Ministerio de Economía, como gestor del Fon-
do de Ayuda al Desarrollo impulsará con todos los
medios a su alcance la aplicación de los principios de
transparencia y concurrencia en los procedimientos de
adjudicación por los países beneficiarios y podrá poner
a disposición de éstos los recursos necesarios para
garantizar la eficiencia en el procedimiento de identi-
ficación, selección y adjudicación de proyectos.

Para ello, se podrán financiar con cargo al Fondo
de Ayuda al Desarrollo la contratación de servicios de
apoyo a la identificación y definición de aquellos pro-
yectos susceptibles de ser financiados con cargo al Fon-
do, así como la asistencia técnica necesaria para la lici-
tación y supervisión de proyectos.

5. El Ministerio de Economía, como gestor del Fon-
do de Ayuda al Desarrollo, impulsará la adopción por
organizaciones empresariales o grupos de empresas de
un código de comportamiento que obligue a éstas a
actuar conforme a principios de buena fe y responsa-
bilidad en sus actuaciones relativas a proyectos que reci-
ban ayuda financiera proveniente del FAD.

Siete. Tramitación y aprobación de operaciones con
cargo al Fondo de Ayuda al Desarrollo.

1. Comisión Interministerial del Fondo de Ayuda al
Desarrollo.

La Comisión Interministerial del Fondo de Ayuda al
Desarrollo examinará todas las propuestas de financia-
ción con cargo al FAD que le sean presentadas por el
Ministerio de Economía bien por propia iniciativa, bien
a sugerencia del Ministerio de Asuntos Exteriores, cuan-
do éste considere que así coadyuva a la mejor ejecución
de la política exterior y decidirá sobre la oportunidad
de que sean elevadas al Consejo de Ministros. El Minis-
terio de Economía, a través de la Dirección General de
Comercio e Inversiones, valorará las propuestas de finan-
ciación con cargo al FAD con carácter previo a su pre-
sentación a la Comisión Interministerial del FAD.

La Comisión Interministerial del Fondo de Ayuda al
Desarrollo estará constituida de la siguiente forma:

Presidente: el Secretario de Estado de Comercio y
Turismo del Ministerio de Economía.

Vicepresidente primero: el Director General de Rela-
ciones Económicas Internacionales del Ministerio de
Asuntos Exteriores.

Vicepresidente segundo: el Director General de
Comercio e Inversiones del Ministerio de Economía.

Vocales: el Director General de Financiación Interna-
cional del Ministerio de Economía, el Subdirector General
de Gestión de la Deuda Externa y Evaluación de Pro-
yectos del Ministerio de Economía, el Subdirector Gene-
ral de Instituciones Financieras Multilaterales del Minis-
terio de Economía, el Jefe de Gabinete del Secretario
de Estado de Comercio y Turismo, un representante de
la Secretaría General Técnica del Ministerio de Economía,
un representante de la Dirección General del Tesoro y
Política Financiera, un representante del Banco de Espa-
ña, un representante de la Secretaría de Estado para
la Cooperación Internacional y para Iberoamérica del
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Ministerio de Asuntos Exteriores, un representante de
la Agencia Española de Cooperación Internacional del
Ministerio de Asuntos Exteriores, un representante del
Ministerio de Hacienda, un representante del Ministerio
de Fomento, un representante del Ministerio de Agri-
cultura, Pesca y Alimentación, un representante del
Ministerio de Ciencia y Tecnología, un representante del
Ministerio del Interior y un representante de Presidencia
de Gobierno.

Secretario: un representante del Instituto de Crédito
Oficial, designado por su Presidente, quien actuará con
voz pero sin voto.

Ponente: el Subdirector General de Fomento Finan-
ciero de las Exportaciones del Ministerio de Economía,
quien actuará con voz pero sin voto.

Todos los miembros de la Comisión podrán designar
suplentes, en cuyo caso la comparecencia del sustituto
a la reunión equivaldrá a la asistencia, a todos los efectos,
del miembro de la Comisión sustituido.

La sustitución se otorgará por escrito para cada reu-
nión, y deberá acreditarse ante el Secretario de la Comi-
sión al comienzo de cada una de las reuniones en que
deba surtir efecto.

2. Consejo de Ministros.
Todas las operaciones financiadas con cargo al FAD,

incluyendo la renegociación de los créditos, habrán de
ser previamente autorizadas por el Consejo de Ministros.

La Comisión Interministerial del FAD elevará sus reco-
mendaciones al Gobierno por medio de propuestas de
Acuerdo del Consejo de Ministros, que serán presen-
tadas por el Ministerio de Economía, salvo las opera-
ciones de desarrollo social básico, cuyas propuestas
serán presentadas conjuntamente por el Ministerio de
Economía y el Ministerio de Asuntos Exteriores.

Ocho. Proyectos de desarrollo social básico.
Los proyectos de desarrollo social básico se trami-

tarán de acuerdo con lo establecido en el artículo 28.2
de la Ley 23/1998, de 7 de julio, de Cooperación Inter-
nacional para el Desarrollo así como en el Real Decreto
28/2000 sobre administración conjunta por el Minis-
terio de Economía y el Ministerio de Asuntos Exteriores
de los créditos concesionales destinados a proyectos
de desarrollo social básico.

Nueve. Seguimiento y evaluación de proyectos
financiados con cargo al FAD.

El Ministerio de Economía, como gestor del Fondo
de Ayuda al Desarrollo, garantizará con todos los medios
a su alcance la eficaz y eficiente utilización de los fondos,
para lo cual se podrán contratar con cargo al FAD el
control, seguimiento y evaluación de los distintos pro-
yectos y ayudas que hayan sido o vayan a ser financiados
con cargo a dicho Fondo.

A estos efectos, las empresas que hayan resultado
adjudicatarias de proyectos financiados con cargo al
FAD, así como las entidades financieras que participen
en la operación, deberán poner a disposición de la Admi-
nistración española cuanta información les sea solicitada
sobre el desarrollo de los proyectos.

El Estado español se reserva el derecho a dejar sin
efecto la financiación concedida en el supuesto de
incumplimiento de las condiciones que se establezcan.
Asimismo, el Estado español dejará sin efecto los cré-
ditos y otras ayudas concedidas con cargo al FAD cuando
se declare probada la existencia de un delito de corrup-
ción a funcionarios extranjeros en los términos previstos
en el artículo 445 bis del Código Penal.

En estos casos, la empresa española o adjudicataria
responsable del incumplimiento o de la clase de infrac-

ción por este precepto prevenida, podrá ser sancionada
con una prohibición de resultar favorecida con la adju-
dicación de un proyecto u operación con financiación
o ayuda con cargo al FAD por un período de hasta cinco
años, sin perjuicio de tener que hacerse efectivas en
todo caso, a través de la vía adecuada y legalmente
prevista, las responsabilidades de otra índole en que el
infractor hubiera podido incurrir. El alcance de la pro-
hibición se apreciará atendiendo a la existencia de dolo
o manifiesta mala fe en el empresario y a la entidad
del daño causado a los intereses públicos españoles.
El procedimiento se iniciará por la Dirección General de
Comercio e Inversiones, y será resuelto por el Secretario
de Estado de Comercio y Turismo a propuesta de la
citada Dirección General. Regirá supletoriamente lo dis-
puesto en el Real Decreto 1398/1993, de 4 de agosto,
por el que aprueba el Reglamento del procedimiento
para el ejercicio de la potestad sancionadora de la Admi-
nistración.

La infracción prescribirá a los dos años desde su
comisión.

Diez. Agente financiero.

El Instituto de Crédito Oficial formalizará, en nombre
y representación del Gobierno español y por cuenta del
Estado, los correspondientes convenios de crédito, prés-
tamo o donación. Igualmente prestará los servicios de
instrumentación técnica, contabilidad, caja, control,
cobro y recuperación y, en general, todos los de carácter
financiero relativos a las operaciones de activo autori-
zadas con cargo al FAD, sin perjuicio de las competencias
que en materia de control se establecen por el texto
refundido de la Ley General Presupuestaria, aprobado
por el Real Decreto Legislativo 1091/1988, de 23 de
septiembre, y demás normativa legal vigente.

Por instrucciones del Ministerio de Economía, y en
su calidad de agente financiero del FAD, el Instituto de
Crédito Oficial podrá contratar con cargo al FAD las ope-
raciones contempladas en los apartados seis, número 4,
y nueve de esta disposición. El procedimiento de con-
tratación se ajustará a las previsiones normativas espe-
cíficas referentes a la contratación del instituto.

Anualmente, con cargo al FAD, previa autorización
por Acuerdo de Consejo de Ministros, se compensará
al Instituto de Crédito Oficial por los gastos en que incurra
en el desarrollo y ejecución de la función que se le
encomienda.

Once. Control parlamentario.

1. El Gobierno informará semestralmente al Congre-
so de los Diputados y al Senado de las operaciones auto-
rizadas por el Consejo de Ministros con cargo al FAD.

2. Además enviará anualmente a las Cámaras legis-
lativas una memoria de sus actividades con detalle de
las operaciones aprobadas, de las operaciones forma-
lizadas, de las empresas adjudicatarias, de los sectores
productivos destinatarios de la financiación con cargo
al Fondo y, en general, del desarrollo de las operaciones
en curso a lo largo del período contemplado.

Doce. Inembargabilidad de los fondos procedentes
del FAD.

Los tribunales, jueces y autoridades administrativas
no podrán, por deudas de los Estados extranjeros bene-
ficiarios exigibles en territorio español, despachar man-
damientos de ejecución ni dictar providencias de embar-
go contra los derechos, fondos y valores producto de
la realización, liquidación y pago por parte de la autoridad
española concedente o su agente financiero, de los cré-
ditos y préstamos otorgados con cargo al FAD.
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FASCÍCULO SEGUNDO

Disposición adicional vigésima tercera. Modificación
de la disposición adicional décima de la Ley 10/2001,
de 5 de julio, del Plan Hidrológico Nacional.

De conformidad con lo establecido en la Directiva
2000/60/CE del Parlamento Europeo y del Consejo,
de 23 de octubre de 2000, incorporada a la normativa
nacional en la Ley de Aguas, se deroga el apartado 1.a)
de la disposición adicional décima de la Ley 10/2001,
de 5 de julio, del Plan Hidrológico Nacional.

En consecuencia, el régimen hídrico del río Ebro se
determinará de acuerdo con el procedimiento legalmen-
te establecido en la mencionada Ley de Aguas y en
su normativa de desarrollo para todas las cuencas inter-
comunitarias de España.

Disposición adicional vigésima cuarta. Incompatibilida-
des.

La incompatibilidad para el ejercicio simultáneo de
funciones de cargo público a que se refiere el apartado 2
del artículo 181 de la Ley 33/2003, de 3 de noviembre
de Patrimonio de las Administraciones Públicas, no resul-
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tará de aplicación a los Presidentes de las sociedades
a que se refiere el artículo 166.2 de la citada ley cuando
el Consejo de Ministros a propuesta del Ministro de tutela
declare la compatibilidad para el ejercicio de las fun-
ciones de presidente de una sociedad y de las funciones
atribuidas a un alto cargo de la Administración General
del Estado y de las entidades de derecho público depen-
dientes de aquella, en el caso que la naturaleza de los
fines de la sociedad guarde conexión con las compe-
tencias legalmente atribuidas a dicho alto cargo.

Disposición adicional vigésima quinta. Modificación de
la Ley 5/1995, de 23 de marzo, sobre régimen jurí-
dico de enajenación de participaciones públicas en
determinadas empresas.

Uno. Se da una nueva redacción al artículo 1 con
el tenor siguiente:

«Artículo 1. Ámbito de aplicación subjetiva.

1. Esta ley será de aplicación con carácter
exclusivo a las entidades de naturaleza mercantil
que a la fecha de entrada en vigor de esta Ley
cuenten con una participación directa o indirecta
del Estado en su capital social superior al 25 por
ciento de éste y estén controladas por el socio esta-
tal por cualquiera de los medios establecidos en
la legislación mercantil que resulte aplicable, siem-
pre que la actividad que desarrolle la entidad, por
sí o mediante la participación en otras sociedades,
concurra alguna de las circunstancias siguientes:

a) Prestar servicios esenciales o servicios públi-
cos formalmente declarados como tales.

b) Desarrollar actividades sujetas por ley y por
razones de interés público a un específico régimen
administrativo de control, especialmente de los
sujetos que las realicen.

c) Estar exenta total o parcialmente de la libre
competencia en los términos del artículo 86 del
Tratado Constitutivo de la Comunidad Europea.

2. Las entidades de naturaleza mercantil que
formen parte de un grupo, determinado conforme
al artículo 4 de la Ley 24/1988, de 28 de julio,
del Mercado de Valores, quedan igualmente sujetas
a lo establecido en la presente Ley siempre que
cualquiera de las entidades contenidas en el apar-
tado 1 anterior tenga una posición dominante y
en ellas concurra cualquiera de las circunstancias
a que se refiere.»

Dos. Se modifica el párrafo primero del artículo 2
que queda redactado como sigue:

«El régimen definido en los artículos 3 y siguien-
tes de esta ley será aplicable cuando la participa-
ción pública del socio estatal en las entidades a
que se refiere el artículo anterior se encuentre en
alguno de los supuestos siguientes: (...).»

Tres. Se da una nueva redacción al artículo 3 que
queda como sigue:

«Artículo 3. Régimen de notificación.

1. Cuando se haya producido alguno de los pre-
supuestos de aplicación a que se refiere el artículo
anterior y así se establezca en el real decreto al que
se refiere el apartado 6, podrán quedar sujetos al
deber de ser notificados al órgano competente por
razón de la materia, siempre que produzcan sus efec-
tos en el mercado nacional o se refieran a activos
ubicados en el territorio nacional, los siguientes

acuerdos adoptados por los órganos sociales de las
entidades mercantiles indicadas en el artículo 1 de
esta ley:

a) La disolución voluntaria, la escisión o la
fusión de la entidad.

b) La enajenación o el gravamen, en cualquier
forma y por cualquier título, de los activos estra-
tégicos o participaciones sociales necesarias para
el cumplimiento del objeto social de la empresa
y que a tal efecto se determinen.

c) La sustitución del objeto social.

2. Igualmente, cuando se haya producido algu-
no de los presupuestos de aplicación definidos en
el artículo 2 de esta ley, en los términos que esta-
blezca el real decreto a que alude el apartado 6,
podrán quedar asimismo sujetos al deber de ser
notificados al órgano competente por razón de la
materia, siempre que desenvuelvan sus efectos en
el mercado nacional, las operaciones siguientes:

a) Las operaciones consistentes en actos de
disposición sobre el capital social que determinen,
en un solo acto o en varios sucesivos, la reducción
de la participación social pública, respecto de la
empresa sujeta al régimen especial previsto en esta
ley, en un porcentaje igual o superior al 10 por
ciento.

b) La adquisición, directa o indirecta, incluso
a través de terceros, fiduciarios o interpuestos, en
un solo acto o en varios sucesivos, de participa-
ciones sociales u otros valores que puedan dar dere-
cho, directa o indirectamente a la suscripción o
adquisición de aquéllas, cuando tenga por conse-
cuencia la disposición sobre, al menos, el 10 por
ciento del capital social.

3. Serán aplicables al supuesto recogido en el
párrafo 2.b) anterior las normas reguladoras de las
ofertas públicas de adquisición de acciones a efec-
tos de:

a) La calificación como adquisición de las ope-
raciones realizadas por grupos de sociedades o per-
sonas físicas o jurídicas que actúen concertada-
mente;

b) El cómputo de participaciones cuando se
disponga del derecho a voto por concepto distinto
al de la titularidad dominical;

c) La posesión o adquisición de valores o ins-
trumentos que den derecho a la suscripción o
adquisición de participaciones sociales.

4. En el supuesto previsto en el apartado 2.b)
del presente artículo, cuando la operación se mate-
rialice mediante la formulación de una oferta públi-
ca de adquisición de acciones admitidas a nego-
ciación en una bolsa de valores, una vez autorizada
la oferta por la Comisión Nacional del Mercado de
Valores, no se publicarán los anuncios relativos a
la misma ni comenzará el plazo de aceptación en
tanto que el órgano competente manifieste, de for-
ma expresa o presunta, su no oposición a la misma.

5. A efectos de lo dispuesto en esta ley, se
entiende por adquirente la persona física o jurídica
que actúe directamente como parte de la operación
concreta de que se trate, así como cualquier otro
perteneciente al mismo grupo, de acuerdo con lo
dispuesto en el artículo 4 de la Ley 24/1988, de 28
de julio, del Mercado de Valores.

A los efectos previstos en esta Ley tendrá la
consideración de participación indirecta en la socie-
dad sometida al régimen de notificación la que se
realice mediante cualquier sociedad en cuyo capital
se participe en más de un 10 por ciento.
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6. El Real Decreto por el que se establezca el
régimen a que se refiere este artículo, que será
acordado en Consejo de Ministros, a propuesta del
Ministro competente por razón de la materia y pre-
vio dictamen del Consejo de Estado, deberá estar
en vigor con anterioridad a la realización de los
actos de disposición recogidos en el artículo 2 y
determinará:

a) Su ámbito subjetivo de aplicación.
b) Los actos de disposición concretos que que-

dan sujetos a notificación de entre los recogidos
en el artículo 3.

c) El órgano competente para dictar la corres-
pondiente resolución.

d) El plazo de vigencia.

Excepto en el caso establecido en el párrafo 2.d)
anterior, podrá ser modificado o suprimido por los
mismos trámites establecidos en el apartado 1 del
presente artículo.

7. En la hoja abierta en el Registro Mercantil
a la entidad sujeta al régimen establecido en la
presente ley se inscribirá el contenido dispositivo
de los reales decretos a que se refiere el párrafo b)
del apartado anterior. Será título bastante para ins-
cribir, instancia suscrita por el representante de la
sociedad sujeta a dicho régimen o instancia remi-
tida por el Subsecretario del Ministerio competente
por razón de la materia, por la que se requiera
al Registrador Mercantil con indicación de su con-
tenido y la fecha de publicación del correspondiente
real decreto en el “Boletín Oficial del Estado”. Se
suspenderá la inscripción de los actos y acuerdos
sociales inscribibles sujetos a notificación con arre-
glo a esta ley sin que previamente se acredite la
no oposición por el órgano competente por razón
de la materia.

Lo anterior se entiende sin perjuicio de que la
normativa reguladora del Registro Mercantil pueda
regular específicamente el acceso al mismo del con-
tenido del real decreto a que se refiere la letra b)
del apartado 6 del presente artículo.»

Cuatro. Se da una nueva redacción al artículo 4 que
queda redactado como sigue:

«Artículo 4. Procedimiento.
1. El órgano competente podrá oponerse a los

actos y acuerdos que le hayan sido notificados en
el plazo máximo de un mes a contar desde la fecha
en que la notificación que en su caso efectúe la
entidad o persona adquirente tenga entrada en el
registro administrativo correspondiente, sin perjui-
cio de que en caso de que haya de emitirse el
informe preceptivo por el organismo regulador, al
que se refiere el apartado siguiente, por desenvol-
verse la empresa sometida al régimen establecido
en esta ley, en un mercado y sistema sometido
a regulación, se interrumpirá el plazo señalado por
el tiempo que transcurra hasta que el informe sea
emitido.

En todo caso, cuando excepcionalmente la tras-
cendencia y complejidad de la operación así lo jus-
tifique, el referido órgano podrá decidir motivada-
mente dentro de los diez primeros días del plazo
de un mes anterior ampliar éste por tiempo no supe-
rior a la mitad del mismo, comunicándolo así al
interesado o interesados.

2. En el expediente que se instruya por el órga-
no competente, de conformidad con lo previsto en
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, informará
preceptivamente el organismo regulador del fun-
cionamiento de los mercados y sistemas en que

desenvuelva su actividad la empresa sometida al
régimen establecido en esta ley, al objeto de valorar
la concurrencia de los criterios a que se refiere
el apartado 2 del artículo 5 de esta ley.

3. Durante el plazo a que se refiere el apar-
tado 1, quedará suspendida la eficacia de los acuer-
dos y actos a que se refiere el artículo 3. En el
caso de los actos de disposición sobre el capital,
durante el referido plazo quedarán suspendidos los
derechos políticos derivados de la participación
accionarial correspondiente.

4. El procedimiento administrativo a que se
refiere el apartado anterior podrá terminarse
mediante suscripción de convenio sobre las carac-
terísticas del acuerdo o acto social sujetos a apro-
bación, a propuesta tanto de la Administración
actuante como del interesado o interesados.

5. Suspenden en todo caso el cómputo del pla-
zo dispuesto en el apartado 1 de este artículo:

a) El requerimiento de subsanación de las defi-
ciencias o insuficiencias de la notificación, en par-
ticular en los datos sobre las características de los
actos o acuerdos sociales de que se trate, hasta
su debido cumplimiento. Este requerimiento sólo
podrá practicarse una vez.

b) La formulación de propuesta de acuerdo por
la Administración y hasta su aceptación o rechazo
por el o los interesados.

c) La intervención del órgano comunitario euro-
peo competente en los supuestos comprendidos
en el ámbito de aplicación del Reglamento CEE
4064/89, de 21 de diciembre, modificado por el
Reglamento CEE 2367/90, de 25 de julio, y para
la adopción de alguna de las decisiones previstas
en dichas normas.

d) La formulación de consulta al órgano comu-
nitario europeo competente por parte del corres-
pondiente órgano estatal en los casos de fusión,
escisión o transmisión de propiedad o de uso de
activos empresariales y en aplicación de las normas
comunitarias europeas a que se refiere el párrafo
c) anterior.

6. Se entenderá que el órgano competente no
se opone a la operación o decisión notificada si
transcurrido el plazo dispuesto en el apartado 1
del presente artículo no se hubiese notificado reso-
lución expresa.»

Cinco. Se da una nueva redacción al artículo 5 que
queda redactado como sigue:

«Artículo 5. Criterios de decisión del órgano com-
petente.
1. En los casos previstos en el artículo 3, el

órgano competente, mediante resolución motivada,
podrá oponerse al acto o acuerdo notificado como
consecuencia de la existencia de riesgos signifi-
cativos o efectos negativos, directos o indirectos,
sobre las actividades desarrolladas por las empre-
sas, con el fin de garantizar la adecuada gestión
y prestación de servicios por las mismas, de con-
formidad con los criterios objetivos que se espe-
cifica en el apartado siguiente.

2. A los efectos previstos en el apartado ante-
rior, la existencia de riesgos significativos o efectos
negativos se apreciará en función de:

a) Los medios patrimoniales para atender los
compromisos de prestación de servicio que les
correspondan con arreglo a lo establecido en la
legislación aplicable.

b) La transparencia en la estructura del grupo
al que eventualmente pueda incorporarse la enti-
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dad como consecuencia de la operación y, en gene-
ral, la existencia de dificultades para obtener la
información necesaria sobre el desarrollo de sus
actividades.

c) Cuando se trate de sectores de actividad
sometidos a especiales potestades de ordenación
y supervisión por los poderes públicos, los vínculos
que, como consecuencia de la operación, puedan
establecerse por la entidad en cuestión con otras
personas físicas o jurídicas, impidiendo la ordena-
ción y supervisión sobre los servicios que de acuer-
do con la legislación aplicable esté obligada a pres-
tar la entidad correspondiente.

d) La posibilidad de que la entidad quede
expuesta, de forma inapropiada, al riesgo de cua-
lesquiera otras actividades desarrolladas por los
adquirentes.

e) El riesgo que la estructura financiera de la
operación haga recaer sobre las actividades de la
entidad sometida a regulación, y sobre los recursos
obtenidos por dichas actividades, en especial cuan-
do se trate de rentas de origen regulados que se
transfieren a actividades distintas de aquellas que
las originan.

3. Con el fin de establecer si se garantiza la
adecuada gestión y prestación de servicios por las
empresas, se tendrá en cuenta:

a) Seguridad en la continuidad de la entrega
de bienes o prestación de servicios de acuerdo con
las obligaciones establecidas por la legislación apli-
cable.

b) Seguridad del suministro o de la disponibi-
lidad física ininterrumpida de los productos o ser-
vicios en el mercado, a un precio asequible y de
forma compatible con la protección del medioam-
biente y el desarrollo sostenible. En particular, la
protección frente al riesgo de una inversión o del
mantenimiento insuficiente en infraestructuras que
no permita garantizar, de forma continuada, un con-
junto mínimo de servicios acordes con lo estable-
cido en la legislación aplicable.

c) Protección del interés general en el sector
correspondiente afectado y, en particular, la garan-
tía de un adecuado mantenimiento de los objetivos
de política sectorial.»

Seis. Se modifica el artículo 6 que queda redactado
como sigue:

«Artículo 6. Efectos.

1. No producirán efecto alguno:

a) Los actos y acuerdos que no se hayan noti-
ficado de acuerdo con lo dispuesto en esta ley.

b) Los actos y acuerdos que se lleven a efecto
con la oposición del órgano competente de acuerdo
con lo previsto en esta ley.

c) Los acuerdos adoptados por cualquier órga-
no social, cuando para la constitución de éste o
la adopción de aquéllos hubiera sido necesario
computar participaciones sociales cuya adquisición
no haya sido notificada de acuerdo con lo previsto
en esta ley, se lleven a efecto con la oposición
del órgano competente o cuyos derechos políticos
no sean ejercitables por estar en suspenso durante
el plazo a que se refiere el apartado 2 del artículo 4.

2. Sin perjuicio de las demás consecuencias
previstas en el ordenamiento jurídico, en el caso
de las adquisiciones de participaciones sociales en
las que se rebase el límite fijado al efecto, el adqui-
rente o adquirentes no podrán ejercer en ningún

caso los derechos políticos correspondientes al
exceso. De producirse una ulterior transmisión de
las participaciones correspondientes a tal exceso,
subsistirá la prohibición de ejercicio de los derechos
políticos hasta tanto recaiga la preceptiva resolu-
ción del órgano competente sobre el tercer adqui-
rente que no podrá ser otorgada en caso de actua-
ción concertada con cualquier adquirente anterior.

3. La Administración competente para resolver
estará legitimada, en todo caso, para el ejercicio
de las acciones de impugnación de los actos y
acuerdos a que se refiere el presente artículo, así
como para solicitar la suspensión de los mismos,
de conformidad con lo previsto en la normativa
procesal.»

Siete. La disposición adicional primera de la Ley
5/1995, de 23 de marzo, queda redactada como sigue:

«Lo dispuesto en esta ley se entiende sin per-
juicio de lo establecido en las normas sectoriales
aplicables en cada caso.»

Ocho. Se modifican los apartados 2 y 3 de la dis-
posición final primera de la Ley 5/1995, de 23 de marzo,
que quedan redactados como siguen:

«2. Son de aplicación directa los artículos 3,
excepto el apartado 6; 5; 6, excepto en lo relativo
al órgano administrativo competente previsto en
el apartado 3.

3. Se declaran básicos los artículos 1, 2, el
apartado 6 del artículo 3, salvo en la determinación
de los órganos competentes; 4, excepto en cuanto
al plazo para resolver del apartado 1; y el apartado 3
del artículo 6 en cuanto al órgano administrativo
competente.»

Nueve. Se introduce una disposición transitoria pri-
mera en la Ley 5/1995, de 23 de marzo, con el siguiente
tenor:

«Disposición transitoria primera.
1. Con efectos desde el 1 de enero de 2004

y hasta el 6 de febrero de 2006 quedan sometidas
al régimen establecido en la presente Ley, en espe-
cial en lo que se refiere al régimen de notificación,
procedimiento y criterios de decisión del órgano
competente, las sociedades que se relacionan a
continuación:

a) “Repsol YPF, Sociedad Anónima”.
b) “Repsol YPF Petróleo, Sociedad Anónima”.
c) “Repsol YPF Comercial de Productos Petro-

líferos, Sociedad Anónima”.
d) “Repsol YPF Butano, Sociedad Anónima”.
e) “Petróleos del Norte, Sociedad Anónima”.
f) “Repsol YPF Investigaciones Petrolíferas,

Sociedad Anónima”.
g) “Repsol YPF Exploración Alga, Sociedad

Anónima”.

2. Los acuerdos sociales sujetos al régimen
establecido en esta ley, siempre que desenvuelvan
sus efectos en el mercado nacional, son los siguien-
tes:

a) Sustitución de objeto social.
b) Enajenación o gravamen, en cualquier forma

y por cualquier título, de los activos estratégicos,
partes o cuotas indivisas de los mismos, de que
sean titulares cualquiera de las entidades a que
se refiere el apartado 1, siempre que se encuentren
ubicados en territorio nacional, siguientes:

Reservas petrolíferas o de gas localizadas en el
territorio nacional.
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Instalaciones de refino localizadas en el territorio
nacional.

Instalaciones de almacenamiento de gas natural.
Instalaciones de almacenamiento de productos

petrolíferos y oleoductos.
Instalaciones de envasado de gas licuado del

petróleo (GLP), así como de almacenamiento de
producto en bruto de capacidad superior a 5.000
toneladas.

Se exceptúa la enajenación o gravamen de estos
activos llevada a cabo entre las empresas que se
recogen en el apartado 1, en cuyo caso, bastará
simplemente con informar mediante comunicación
dirigida al mismo órgano que sea competente a
los efectos previstos en esta ley.

c) Enajenación o gravamen, en cualquier forma
y por cualquier título, de acciones o títulos repre-
sentativos del capital de que sea titular «Repsol,
Sociedad Anónima», en cualquiera de las restantes
entidades incluidas en el apartado 1 anterior.

3. Queda igualmente sometida al régimen esta-
blecido en esta ley, siempre que desenvuelvan sus
efectos en el mercado nacional, la adquisición direc-
ta o indirecta, incluso a través de terceros fidu-
ciarios o interpuestos, de acciones de “Repsol YPF,
Sociedad Anónima”, o de cualquiera de las restan-
tes entidades incluidas en el apartado 1 u otros
valores que puedan dar derecho directa o indirec-
tamente, a la suscripción o adquisición de aquéllas,
cuando tenga por consecuencia la disposición
sobre, al menos, el 10 por ciento del capital social
correspondiente.

4. Sin perjuicio de lo anterior, de los acuerdos
sociales de las sociedades incluidas en el aparta-
do 1, de disolución voluntaria, escisión o fusión
se informará simplemente mediante comunicación
dirigida al mismo órgano que sea competente a
los efectos previstos en los párrafos anteriores.

En todo caso, quedan sujetos al régimen de noti-
ficación establecido en esta ley, los actos y acuer-
dos sociales de enajenación o gravamen, en cual-
quier forma y por cualquier título, de los activos
a que se refiere el párrafo b) del apartado 2 y que
siendo titularidad de las sociedades incluidas en
el apartado 1 se hayan aportado por éstas a las
sociedades resultantes de una escisión o fusión.

Se exceptúa de lo dispuesto en el párrafo ante-
rior aquellos casos en que la operación societaria
se realice dentro del grupo de empresas a que se
refiere el apartado 1.»

Diez. Se introduce una disposición transitoria segun-
da en la Ley 5/1995, de 23 de marzo, con el siguiente
tenor:

«Disposición transitoria segunda.
1. Con efectos desde el 1 de enero de 2004

y hasta el 18 de febrero de 2007 quedan sometidas
al régimen establecido en esta ley, en especial en
lo que se refiere al régimen de notificación, pro-
cedimiento y criterios de decisión del órgano com-
petente, las sociedades siguientes:

a) Telefónica, Sociedad Anónima.
b) Telefónica Móviles, Sociedad Anónima.
c) Telefónica Móviles España, S.A.U.
d) Telefónica de España, S.A.U.

2. Los acuerdos sociales sujetos al régimen
establecido en esta ley son, siempre que desen-
vuelvan sus efectos en el mercado nacional, los
de enajenación o gravamen, en cualquier forma
y por cualquier título, de los activos estratégicos,
partes o cuotas indivisas de los mismos, siempre

que se encuentren ubicados en territorio nacional,
de que sean titulares Telefónica de España S.A.U.
y Telefónica Móviles de España S.A.U. siguientes:

1.o Conjunto ordenado de equipos y portado-
res de comunicación y la infraestructura asociada,
siempre que aquéllos estén en territorio español
y formen parte de cualquiera de las siguientes
categorías:

a) Cable coaxial.
b) Cable de fibra óptica.
c) Cable interurbano de pares.
d) Redes de abonado.
e) Conexiones entre nudos secundarios de

Madrid y Barcelona.

2.o Centrales de tránsito y edificios que las
albergan.

3.o Centrales internacionales y edificios que las
albergan.

4.o Cables submarinos.
5.o Participaciones en sociedades o consorcios

dedicados a la explotación de satélites o cables
submarinos.

6.o Estaciones terrenas de satélites.
7.o Estaciones costeras de amarre de cables

submarinos.

3. Se exceptúa la enajenación o gravamen de
estos activos llevada a cabo entre las empresas
que se recogen en el apartado 1, en cuyo caso,
bastará simplemente con informar mediante comu-
nicación dirigida al mismo órgano que sea com-
petente a los efectos previstos en esta ley.

4. Enajenación o gravamen, en cualquier forma
y por cualquier título, de acciones o títulos repre-
sentativos del capital de que sea titular Telefónica,
S.A., en Telefónica de España, S.A.U., que suponga
la pérdida del control de la misma o la venta de
una participación superior al 50 por ciento.

5. Enajenación o gravamen, en cualquier forma
y por cualquier título, de acciones o títulos repre-
sentativos del capital de Telefónica, S. A., en Tele-
fónica Móviles, S. A., que supongan la pérdida del
control de la misma o la venta de una participación
superior al 50 por ciento.

6. Enajenación o gravamen, en cualquier forma
y por cualquier título, de acciones o títulos repre-
sentativos del capital de Telefónica Móviles, S. A.,
en Telefónica Móviles España, S.A.U., que supon-
gan la pérdida del control de la misma o la venta
de una participación superior al 50 por ciento.

7. Sustitución del objeto social de Telefónica
Móviles España, S.A.U., que implique la supresión
de las actividades necesarias para la prestación de
los servicios de telecomunicaciones.

8. Sin perjuicio de lo anterior, queda igualmen-
te sometida al régimen establecido en esta ley,
siempre que desenvuelvan sus efectos en el mer-
cado nacional, la adquisición directa e indirecta,
o sobrevenida, incluso a través de terceros fidu-
ciarios o interpuestos, de acciones de Telefónica,
S. A., o Telefónica Móviles, S. A., u otros valores
que puedan dar derecho directa o indirectamente,
a la suscripción o adquisición de aquéllas, cuando
tenga por consecuencia la disposición sobre, al
menos, el 10 por ciento del capital social corres-
pondiente.

No obstante, y como consecuencia de su con-
dición de sociedades cotizadas, se exceptúa de lo
dispuesto en el apartado anterior, las adquisiciones
meramente financieras que no tengan por objeto
la participación en el control y/o la gestión de Tele-
fónica, S. A., y Telefónica Móviles, S. A.
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9. Sin perjuicio de lo establecido en los apar-
tados anteriores, de los acuerdos sociales de las
sociedades incluidas en el apartado 1, de disolución
voluntaria, escisión o fusión se informará simple-
mente mediante comunicación dirigida al mismo
órgano que sea competente a los efectos previstos
en los párrafos anteriores.

En todo caso, quedan sujetos al régimen de noti-
ficación establecido en esta ley, los actos y acuer-
dos sociales de enajenación o gravamen, en cual-
quier forma y por cualquier título, de los activos
a que se refiere el apartado 2 y que siendo titu-
laridad de las sociedades incluidas en el apartado 1
se hayan aportado por éstas a las sociedades resul-
tantes de una escisión o fusión.

Se exceptúa de lo dispuesto en el párrafo ante-
rior aquellos casos en que la operación societaria
se realice dentro del grupo de empresas a que se
refiere el apartado 1.»

Once. Se introduce una disposición transitoria ter-
cera en la Ley 5/1995, de 23 de marzo, con el siguiente
tenor:

«1. Con efectos desde el 1 de enero de 2004
y hasta el 8 de junio de 2007 quedan sometidas
al régimen establecido en esta ley, en especial en
lo que se refiere al régimen de notificación, pro-
cedimiento y criterios de decisión del órgano com-
petente, las sociedades siguientes:

a) Endesa, Sociedad Anónima.
b) Endesa Generación, Sociedad Anónima.
c) Endesa Distribución Eléctrica, Sociedad Limi-

tada.

2. Quedan sometidos al régimen establecido
en la presente Ley, siempre que desenvuelvan sus
efectos en el mercado nacional, los actos y acuer-
dos sociales de adquisición directa o indirecta,
incluso a través de terceros fiduciarios o interpues-
tos, de acciones de «Endesa, Sociedad Anónima»,
y de las sociedades incluidas en el apartado anterior
u otros valores, títulos o derechos que puedan dar
derecho, directa o indirectamente, a la suscripción
o adquisición de aquéllas, cuando tenga por con-
secuencia la disposición sobre, al menos, el 10 por
ciento del capital de «Endesa, Sociedad Anónima»,
o del resto de sociedades que se relacionan en
el apartado anterior.

No obstante lo anterior, y como consecuencia
de su condición de sociedades cotizadas, se excep-
túa de lo dispuesto en el párrafo anterior, las adqui-
siciones meramente financieras que no tengan por
objeto la participación en el control y/o la gestión
de las entidades mencionadas en el apartado 1.

Igualmente quedan sujetos al régimen estable-
cido en esta ley, los actos y acuerdos sociales de
enajenación o gravamen, en cualquier forma y por
cualquier título, de las acciones o títulos represen-
tativos del capital de que sea titular «Endesa, Socie-
dad Anónima», en cualquiera de las restantes socie-
dades relacionadas en el apartado anterior. A estos
efectos, se equiparan a las acciones cualesquiera
otros valores que puedan dar derecho, directa o
indirectamente, a la suscripción o adquisición de
las mismas.

3. Sin perjuicio de lo anterior, de los acuerdos
sociales de las sociedades incluidas en el aparta-
do 1, de disolución voluntaria, escisión o fusión
se informará simplemente mediante comunicación
dirigida al mismo órgano que sea competente a
los efectos previstos en los párrafos anteriores.»

Doce. Se introduce una disposición transitoria cuar-
ta en la Ley 5/1995, de 23 de marzo con el siguiente
tenor:

«Disposición transitoria cuarta.
1. Con efectos desde el 1 de enero de 2004

y hasta el 23 de marzo de 2004, prorrogables por
dos años, quedan sometidas al régimen establecido
en esta ley, en especial en lo que se refiere al régi-
men de notificación, procedimiento y criterios de
decisión del órgano competente, las sociedades
siguientes:

a) “Indra Sistemas, Sociedad Anónima”.
b) “Indra EMAC, Sociedad Anónima”.
c) “Indra Espacio, Sociedad Anónima”.

2. En relación con “Indra Sistemas, Sociedad
Anónima”, sociedad cabecera del grupo de empre-
sas que se recogen en el apartado anterior, los
acuerdos y actos sujetos al régimen establecido
en la presente disposición, siempre que produzcan
sus efectos en el mercado nacional o se refieran
a los ubicados en territorio nacional, se entenderán
referidos a los activos estratégicos o a la parte de
los mismos, cualquiera que sea su naturaleza, asig-
nados a actividades, productos, programas o ser-
vicios relacionados con la defensa nacional y aun-
que los mismos puedan ser utilizados también para
usos distintos de los de la propia defensa nacional.

3. Las limitaciones que se establecen en la pre-
sente disposición, en cuanto a la adquisición de
acciones representativas del capital social de las
compañías señaladas en el apartado 1, también
afectan a “Indra Sistemas, Sociedad Anónima”.

4. Los acuerdos sociales sujetos al régimen
establecido en esta ley, son los siguientes:

a) Sustitución del objeto social que implique
la supresión de las actividades necesarias para la
prestación de los servicios relacionados con la
defensa nacional.

b) Enajenación o gravamen, en cualquier forma
y por cualquier título, de los activos, materiales o
inmateriales, partes o cuotas indivisas de los mis-
mos que, bajo cualquier forma de titularidad, están
siendo utilizados por cualquiera de las entidades
a las que sea de aplicación esta disposición, siem-
pre que los mismos estén incluidos en el ámbito
de aplicación de la misma.

Se exceptúa la enajenación o gravamen de estos
activos llevada a cabo entre las empresas del grupo
que se recogen en el apartado 1, en cuyo caso,
bastará simplemente con informar mediante comu-
nicación dirigida al mismo órgano que sea com-
petente a los efectos previstos en esta ley.

c) En todo caso, la enajenación de activos a
que se refiere el apartado 2 de la presente dis-
posición, tanto de la propia “Indra Sistemas, Socie-
dad Anónima”, como de las sociedades a que se
refiere el apartado 1, siempre que afecte a más
de un 10 por ciento de los activos totales con-
solidados del grupo Indra, según su último Balance
aprobado por la Junta General, excepto que la ena-
jenación de estos activos llevada a cabo entre las
empresas del grupo de empresas que se recoge
en el apartado 1, en cuyo caso, bastará simple-
mente con informar mediante comunicación diri-
gida al mismo órgano que sea competente a los
efectos previstos en esta ley.

5. Sin perjuicio de lo anterior, de los acuerdos
sociales de las sociedades incluidas en el apartado
1, de disolución voluntaria, escisión o fusión se
informará simplemente mediante comunicación
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dirigida al mismo órgano que sea competente a
los efectos previstos en los párrafos anteriores.

En todo caso, quedan sujetos al régimen de noti-
ficación establecido en esta ley, los actos y acuer-
dos sociales de enajenación o gravamen, en cual-
quier forma y por cualquier título, de los activos
a que se refiere el apartado 2 y que siendo titu-
laridad de las sociedades incluidas en el apartado 1
se hayan aportado por éstas a las sociedades resul-
tantes de una escisión o fusión.

Se exceptúa de lo dispuesto en el párrafo ante-
rior aquellos casos en que la operación societaria
se realice dentro del grupo de empresas a que se
refiere el apartado 1.

6. Queda igualmente sometida al régimen esta-
blecido en esta ley la adquisición, directa o indi-
recta, incluso a través de terceros fiduciarios o inter-
puestos, de acciones de “Indra Sistemas, Sociedad
Anónima”, o de cualquiera de las restantes enti-
dades incluidas en el apartado 1 u otros títulos-va-
lores que puedan dar derecho, directa o indirec-
tamente, a la suscripción o adquisición de aquéllas,
cuando tenga por consecuencia la disposición
sobre, al menos, el 10 por ciento del capital social
correspondiente, o permitan a un determinado
accionista o grupo de accionistas, definidos con-
forme al artículo 42 del Código de Comercio supe-
rar dicho porcentaje. Asimismo, la adquisición de
acciones por parte de cualquier accionista o grupo
de accionistas que ya posean un 10 por ciento
del capital social correspondiente requerirá idéntica
autorización.

No obstante lo anterior, y como consecuencia
de su condición de sociedades cotizadas, se excep-
túa de lo dispuesto en el párrafo anterior, las adqui-
siciones meramente financieras que no tengan por
objeto la participación en el control y/o la gestión
de las entidades mencionadas en el apartado 1.

Asimismo, quedan sometidos al régimen esta-
blecido en esta ley, la enajenación o gravamen,
en cualquier forma y por cualquier título, de accio-
nes o títulos representativos del capital de que sea
titular “Indra Sistemas, Sociedad Anónima” en cual-
quiera de las sociedades del apartado 1, cuando
los mismos puedan llevar aparejados efectos equi-
valentes a los referidos en el párrafo b) del apar-
tado 4.

A efectos de lo previsto en el párrafo anterior,
se equiparan a las acciones cualesquiera otros títu-
los-valores que puedan dar derecho, directa o indi-
rectamente, a la suscripción o adquisición de las
mismas.»

Trece. Se introduce una disposición transitoria quin-
ta en la Ley 5/1995, de 23 de marzo, con el siguiente
tenor:

«Disposición transitoria quinta.
1. Con efectos desde el 1 de enero de 2004

y hasta el 3 de abril de 2006, prorrogables por
dos años, queda sometida al régimen establecido
en esta ley, en especial en lo que se refiere al régi-
men de notificación, procedimiento y criterios de
decisión del órgano competente, la compañía “Ibe-
ria, Líneas Aéreas de España, Sociedad Anónima”.

2. Los acuerdos sociales sujetos al régimen
establecido en esta ley, siempre que desenvuelvan
sus efectos en el mercado nacional o se refiera
a activos ubicados en territorio nacional, son los
siguientes:

a) Sustitución de su objeto social.
b) Enajenación o gravamen, en cualquier forma

y por cualquier título, de los activos tangibles o
intangibles, partes o cuotas indivisas de los mismos

de que sea titular “Iberia, Líneas Aéreas de España,
Sociedad Anónima”, siempre que ello impida o afec-
te sustancialmente la capacidad de “Iberia, Líneas
Aéreas de España, Sociedad Anónima”, para explo-
tar los servicios de transporte aéreo de pasajeros
y carga.

3. Queda igualmente sometida al régimen de
notificación al Ministerio de Economía, en los tér-
minos y con las consecuencias previstas en esta
ley, la adquisición, directa o indirecta, incluso a tra-
vés de terceros fiduciarios o interpuestos, de accio-
nes de “Iberia, Líneas Aéreas de España, Sociedad
Anónima”, u otros valores que puedan dar derecho,
directa o indirectamente, a la suscripción o adqui-
sición de aquéllas, cuando tenga por consecuencia
la disposición sobre, al menos, el 10 por ciento
del capital social correspondiente.

No obstante lo anterior, y como consecuencia
de su condición de sociedad cotizada, se exceptúa
de lo dispuesto en el párrafo anterior, las adqui-
siciones meramente financieras que no tengan por
objeto la participación en el control y/o la gestión
de la entidad mencionada en el apartado 1.

4. Sin perjuicio de lo anterior, de los acuerdos
sociales de disolución voluntaria, escisión, o fusión
se informará simplemente mediante comunicación
dirigida al mismo órgano que sea competente a
los efectos previstos en los párrafos anteriores.

En todo caso, quedan sujetos al régimen de noti-
ficación establecido en esta ley, los actos y acuer-
dos sociales de enajenación o gravamen, en cual-
quier forma y por cualquier título, de los activos
a que se refiere el párrafo b) del apartado 2 y que
siendo de su titularidad se hayan aportado a las
sociedades resultantes de una escisión o fusión.»

Catorce. Se introduce una nueva disposición tran-
sitoria sexta en la Ley 5/1995, de 23 de marzo, con
el siguiente tenor:

«Disposición transitoria sexta.
La excepción del régimen de notificación, por

concurrir la condición de sociedades cotizadas en
las entidades a que se refieren las disposiciones
transitorias segunda a quinta, de las adquisiciones
de acciones u otros valores, que permitiendo la
disposición sobre, al menos, el 10 por ciento del
capital social correspondiente, se consideren mera-
mente financieras por no tener por objeto el control
y/o la gestión de la entidad de que se trate, se
entiende sin perjuicio de quedar en todo caso some-
tidas al mismo, en los términos y con las conse-
cuencias previstas en la presente Ley, desde el
momento en que efectivamente se ejerza la toma
de control o la participación en la gestión de la
entidad.»

Quince. Se introduce una nueva disposición final
cuarta en la Ley 5/1995, de 23 de marzo, con la siguien-
te redacción:

«Disposición final cuarta.
En la hoja abierta a cada una de las entidades

comprendidas en el régimen establecido en las dis-
posiciones transitorias primera, segunda, tercera,
cuarta y quinta de esta Ley se inscribirán los actos
de disposición concretos que quedan sujetos a noti-
ficación de entre los recogidos en las mismas. Será
título bastante para inscribir, instancia suscrita por
el representante de la sociedad sujeta a dicho régi-
men o instancia remitida por el Subsecretario del
Ministerio competente por razón de la materia, por
la que se requiera al Registrador Mercantil para
la consagración del régimen de notificación, con
indicación de su contenido. Se suspenderá la ins-
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cripción de los actos y acuerdos sociales inscri-
bibles sujetos a notificación con arreglo a esta Ley
sin que previamente se acredite la no oposición
por el órgano competente por razón de la materia.

Lo anterior se entiende sin perjuicio de que la
normativa reguladora del Registro Mercantil pueda
regular específicamente el acceso al mismo de los
actos de disposición concretos que quedan sujetos
a notificación con arreglo a lo establecido en el
párrafo anterior.»

Disposición adicional vigésima sexta. Vigencia del régi-
men establecido por la Ley 5/1995, de 23 de marzo,
sobre enajenación de participaciones públicas de
determinadas empresas.

Se sustituyen las referencias al régimen de autori-
zación que se establezcan en la normativa vigente que
resulte de aplicación por el régimen de notificación pre-
visto en la Ley 5/1995, de 23 de marzo, modificada
por la disposición adicional vigésima quinta de esta ley.

No obstante lo anterior, se mantienen en vigor las
disposiciones de rango reglamentario dictadas para su
desarrollo o ejecución en cuanto no se oponga a lo esta-
blecido en dicha ley modificada con arreglo a la misma.

Asimismo y en cuanto no se oponga a lo establecido
en dicha ley modificada por la disposición adicional vigé-
sima quinta de esta ley, serán de aplicación:

Real Decreto 3/1996, de 15 de enero, de aplicación
a Repsol SA y a determinadas sociedades de su grupo
de la Ley 5/1995, de 23 de marzo;

Real Decreto 8/1997, de 10 de enero, de aplicación
a Telefónica de España, S. A., y a Telefónica Móviles,
S. A., de la Ley 5/1995, de 23 de marzo;

Real Decreto 929/1998, de 14 de mayo, de apli-
cación a Endesa, S. A., y a determinadas sociedades
de su grupo de la Ley 5/1995, de 23 de marzo;

Real Decreto 482/1999, de 18 de marzo, de apli-
cación a Indra Sistemas, S. A., y a determinadas socie-
dades de su grupo de la Ley 5/1995, de 23 de marzo;

Real Decreto 343/2000, de 4 de abril, de aplicación
a Iberia, Líneas Aéreas de España, S. A., de la Ley
5/1995, de 23 de marzo.

En todo caso lo dispuesto en la disposición adicional
vigésima quinta de esta ley será de aplicación a las ope-
raciones que se encuentren en tramitación a la entrada
en vigor de la misma.

Disposición adicional vigésima séptima. Régimen jurí-
dico de los productos derivados de la uva y del vino.

La elaboración, circulación y comercio de los pro-
ductos derivados de la uva y del vino y, en particular,
el vinagre de vino, los vinos aromatizados, el brandy,
el aguardiente de orujo y el mosto, se regirá por las
disposiciones contenidas en su normativa específica,
siendo de aplicación, en lo que proceda, la Ley 24/2003,
de 10 de julio, de la Viña y del Vino.

Disposición adicional vigésima octava. Modificación de
la Ley 3/1981, de 25 de marzo, de creación del Par-
que Nacional de Garajonay.

Se modifica el artículo cuarto de la Ley 3/1981, de 25
de marzo, de creación del Parque Nacional de Garajonay,
quedando de la manera siguiente:

«Artículo cuarto. Zona periférica de protección.
Uno. Se delimita una zona periférica de pro-

tección exterior continua y periférica, a fin de garan-
tizar una completa protección de los recursos natu-

rales que han justificado su creación y para evitar
los posibles impactos ecológicos y paisajísticos pro-
cedentes del exterior. Sus límites geográficos son
los que se fijan en el anexo II de esta ley.

Dos. A tal fin la administración competente
abordará la ordenación de dicha zona periférica de
protección, de tal forma que, con carácter general,
se prohíban las nuevas construcciones, excepto las
de interés público, así como las obras de conser-
vación y mantenimiento de las edificaciones exis-
tentes.

Tres. Excepcionalmente, y en los núcleos de
población existentes, los instrumentos de planea-
miento correspondientes podrán autorizar nuevas
edificaciones destinadas a hacer frente al creci-
miento natural de las poblaciones actualmente
asentadas en dichos núcleos, así como la rehabi-
litación de edificaciones preexistentes con destino
al turismo rural.

En aquellos núcleos de población con edificación
concentrada se podrán autorizar nuevas edificacio-
nes que permitan su colmatación con igual destino
al previsto en el párrafo anterior.

En todos los casos será necesario el informe favo-
rable del Patronato para su autorización, salvo que
dicha zona tuviera ordenación pormenorizada
incluida en el instrumento de planeamiento corres-
pondiente, aprobada y en vigor, en cuyo supuesto
la administración concedente de la licencia dará
traslado de la misma al Patronato del Parque en
el plazo de diez días, para su conocimiento y efec-
tos.

Cuatro. La administración competente en
materia de planeamiento adoptará las medidas
necesarias de protección del suelo, gea, flora, fau-
na, paisaje, aguas y demás elementos naturales,
impidiendo la introducción de especies exóticas ani-
males o forestales y la transformación de las zonas
boscosas, que deberán mantenerse en su vocación
natural.

Cinco. Estas medidas dispondrán también la
conservación de los sistemas agrarios tradicionales
en la zona.»

Disposición adicional vigésima novena. Modificación
del artículo 32 de la Ley 34/1998, de 7 de octubre,
del Sector de Hidrocarburos.

El artículo 32 de la Ley 34/1998, de 7 de octubre,
del Sector de Hidrocarburos queda redactado en los
siguientes términos:

«Artículo 32. Actividades en el subsuelo marino.
Las actividades objeto de este título que se rea-

licen en el subsuelo del mar territorial y en los
demás fondos marinos que estén bajo la soberanía
nacional se regirán por esta ley, por la legislación
vigente de costas, mar territorial, zona económica
exclusiva y plataforma continental, y por los acuer-
dos y convenciones internacionales de los que el
Reino de España sea parte.

Cuando se produzcan actividades en esos ámbi-
tos, incidan o no en zonas terrestres, se requerirá
informe previo de la comunidad autónoma afectada
en el procedimiento de concesión de explotación
de yacimientos y de almacenamientos subterrá-
neos de hidrocarburos.»

Disposición adicional trigésima. Obligaciones de pro-
gramación y limitaciones a la emisión en cadena de
los servicios de televisión.

1. Los titulares de concesiones para la prestación
del servicio público de televisión de ámbito estatal o
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autonómico previstas en la disposición adicional cua-
dragésimo cuarta de la Ley 66/1997, de 30 de diciem-
bre, de medidas fiscales, administrativas y de orden
social, y de ámbito local a que se refiere la Ley 41/1995,
de 22 de diciembre, de Televisión Local por ondas Terres-
tres estarán obligados a emitir programas televisivos ori-
ginales durante un mínimo de cuatro horas diarias y 32
semanales.

A estos efectos, se seguirán las siguientes reglas:
a) No se considerarán programas televisivos las emi-

siones consistentes en imágenes fijas ni los tiempos des-
tinados a la publicidad, televenta y juegos y concursos
promocionales, incluidas las emisiones consistentes en
consultas y juegos a distancia en directo con partici-
pación de los telespectadores.

b) No se considerarán programas originales aque-
llos que consistan en la mera reemisión de programas
televisivos cuya difusión se haya realizado o se esté rea-
lizando por otro medio.

c) En el caso de servicios de difusión de ámbito
de cobertura nacional, se computará tanto la progra-
mación emitida con un ámbito de cobertura nacional
como aquélla cuyo ámbito de cobertura sea limitado
para cada una de las zonas territoriales que, en su caso,
permita la desconexión, sin que en ningún caso la dura-
ción diaria de la programación con dicha cobertura limi-
tada pueda exceder la duración diaria de la programación
con cobertura nacional.

2. Los titulares de concesiones para la prestación
de servicios públicos de televisión digital terrenal auto-
nómico o local a que se refiere el apartado 1 anterior,
podrán emitir simultáneamente la misma programación,
con las siguientes limitaciones:

a) Sólo podrán conectar sus servicios de difusión
para emitir simultáneamente una programación deter-
minada, durante un máximo de cinco horas al día y vein-
ticinco semanales.

b) Reglamentariamente se determinará cuándo exis-
te solapamiento, en los horarios de emisión de un mismo
programa.

c) Cuatro de las horas de emisión de los programas
originales a que se refiere el apartado 1 del presente
artículo, deberán estar comprendidas necesariamente
entre las 13 y las 16 horas y entre las 20 y las 23
horas y deberán corresponder a contenidos relacionados
con el ámbito territorial de cobertura del servicio de difu-
sión para el que tengan atribuida la licencia, sin perjuicio
de otros contenidos que por vía reglamentaria puedan
autorizarse para su emisión durante los citados periodos
de tiempo.

Disposición adicional trigésima primera. Modificación
de la Ley 41/1995, de 22 de diciembre, de Televisión
Local por Ondas Terrestres.

Se modifica la disposición transitoria segunda de la
Ley 41/1995, de 22 de diciembre, de Televisión Local
por Ondas Terrestres, mediante la adición de dos nuevos
apartados del siguiente tenor:

«Disposición transitoria segunda.
5. Los adjudicatarios de concesiones para la

prestación de servicio público de Televisión Digital
Terrenal sujetos a la Ley 41/1995, de 22 de diciem-
bre, de Televisión Local por Ondas Terrestres,
podrán utilizar tecnología analógica para la difusión
de sus emisiones durante dos años a contar desde
el 1 de enero de 2004, siempre que así lo permitan
las disponibilidades y la planificación del espectro
establecida en los Planes Nacionales de Televisión,
en el marco de la normativa reguladora del dominio
público radioeléctrico. A dichos efectos, los con-

cesionarios, presentarán ante la Secretaría de Esta-
do de Telecomunicaciones y para la Sociedad de
la Información las soluciones técnicas necesarias
que permitan la emisión con tecnología analógica,
sin que por ello se entiendan adquiridos derechos
de uso del dominio público radioeléctrico distintos
de los reconocidos en el correspondiente título con-
cesional. Finalizado el plazo anteriormente seña-
lado, aquéllas deberán emitir con tecnología digital
y adaptarse a las previsiones contenidas en el Plan
Técnico Nacional de la Televisión Digital Local.

6. Se habilita al Gobierno para modificar el pla-
zo a que se refiere el párrafo anterior a la vista
del estado de desarrollo y penetración de la tec-
nología digital de difusión de televisión por ondas
terrestres.»

Disposición adicional trigésima segunda. Modificación
de la Ley 10/1988, de 3 de mayo, de Televisión
Privada.

Uno. Se modifica el artículo 19 que queda redac-
tado como sigue:

«Artículo 19.

1. Las personas físicas o jurídicas que, directa
o indirectamente, participen en el capital o en los
derechos de voto, en una proporción igual o supe-
rior al cinco por ciento del total, de una sociedad
concesionaria de un servicio público de televisión
no podrán tener una participación significativa en
ninguna otra sociedad concesionaria de un servicio
público de televisión que tenga idéntico ámbito de
cobertura y en la misma demarcación.

Ninguna persona física o jurídica que, directa
o indirectamente, participe en el capital o en los
derechos de voto, en una proporción igual o supe-
rior al cinco por ciento del total, de una sociedad
concesionaria de un servicio público de televisión
de ámbito estatal, podrá tener una participación
significativa en otra sociedad concesionaria de
ámbito de cobertura autonómico o local, siempre
que la población de las demarcaciones cubiertas
en cada uno de estos ámbitos por sus emisiones
exceda del 25 por ciento del total nacional.

Igualmente, las personas físicas o jurídicas no
incluidas en el párrafo anterior que, directa o indi-
rectamente, participen en el capital o en los dere-
chos de voto, en una proporción igual o superior
al cinco por ciento del total, de una sociedad con-
cesionaria de un servicio público de televisión de
ámbito autonómico no podrán tener una partici-
pación significativa en ninguna otra sociedad con-
cesionaria de un servicio público de televisión local
cuyo ámbito esté incluido en el anterior, siempre
que la población de las demarcaciones cubiertas
por sus emisiones exceda del 25 por ciento del
total autonómico.

En ningún caso se podrá tener una participación
significativa en el capital o en los derechos de voto,
de sociedades concesionarias de servicios públicos
de televisión de ámbito estatal, autonómico y local
en caso de que coincidan simultáneamente en el
mismo punto de recepción de la emisión.

2. Ningún concesionario de un servicio público
de televisión podrá tener una participación signi-
ficativa de otra sociedad que tenga la misma con-
dición en los supuestos a que se refiere el apartado
anterior.

3. En todo caso, las personas físicas o jurídicas
que, directa o indirectamente, participen en el capi-
tal o en los derechos de voto, en una proporción
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igual o superior al cinco por ciento del total, de
una sociedad concesionaria de un servicio público
de televisión, así como los concesionarios de un
servicio público de televisión no podrán designar,
directa o indirectamente, miembros de los órganos
de administración de más de una sociedad que
tenga la condición de concesionaria del servicio
público de televisión salvo en los supuestos en que
resulte admitida la participación significativa en las
mismas conforme a lo establecido en los aparta-
dos 1 y 2 de este artículo.

4. A los efectos de este artículo, se considera
participación significativa aquella que alcance de
forma directa o indirecta al menos el cinco por
ciento de capital o de los derechos de voto.

5. A los efectos previstos en este artículo, se
considerarán poseídas o adquiridas por una misma
persona física o jurídica las acciones u otros valores
poseídos o adquiridos por las entidades pertene-
cientes a un mismo grupo tal y como éste se define
en el artículo 4 de la Ley 24/1988, de 28 de julio,
del Mercado de Valores, así como los poseídos o
adquiridos por las demás personas que actúen en
nombre propio pero por cuenta de aquella, de forma
concertada o formando con ella una unidad de
decisión.

Se entenderá, salvo prueba en contrario, que
actúan por cuenta de una persona jurídica o de
forma concertada con ella los miembros del órgano
de administración. Igualmente se presumirá que
existe actuación concertada en los siguientes
supuestos:

a) Entre accionistas o personas jurídicas entre
las que medie cualquier pacto o acuerdo de par-
ticipación recíproca en el capital o en los derechos
de voto;

b) Entre las personas físicas o jurídicas entre
las que se haya celebrado cualquier género de
acuerdo o pacto con el fin de adoptar o bloquear
actuaciones que puedan influir significativamente
en la estrategia competitiva de una sociedad en
la que participen directa o indirectamente;

c) Entre accionistas o titulares de derechos de
voto de una entidad que puedan controlar una
sociedad mediante el ejercicio común de sus dere-
chos de voto, por existir entre ambos intereses
comunes que favorezcan una acción conjunta para
evitar el perjuicio mutuo o para la consecución de
un beneficio común al ejercer sus derechos sobre
la sociedad participada;

d) Entre sociedades matrices o dominadas de
grupos de empresas competidoras entre las que
existan intereses cruzados;

e) Entre accionistas o titulares de los derechos
de voto entre los que exista o se haya celebrado
cualquier género de pacto o acuerdo con el objeto
de gestionar conjuntamente, de forma relevante,
la programación, la definición o coordinación de
la estrategia empresarial, de la política comercial
de diseño, gestión, fijación de precios, gestión de
actividades de promoción y campañas de publici-
dad, así como la gestión de instalaciones y recursos.
La existencia de pactos o acuerdos a que se refiere
esta letra entre los accionistas o titulares de dere-
chos de voto y un tercero determinará, directa o
indirectamente, la existencia de actuación concer-
tada entre los accionistas o titulares de derechos
de voto que hayan suscrito los mismos con el refe-
rido tercero.

f) Entre accionistas o titulares de derechos de
voto en los que hayan concurrido alguna de las
circunstancias anteriores en el pasado de manera

que pueda entenderse subsistente algún interés
común.

En todo caso se tendrá en cuenta tanto la titu-
laridad dominical de las acciones y demás valores
como los derechos de voto que se disfruten en
virtud de cualquier título.

6. La Secretaría de Estado de Telecomunica-
ciones y para la Sociedad de la Información o, en
su caso, la autoridad territorial competente, está
legitimada, dentro de sus respectivas competen-
cias, para el ejercicio de las acciones tendentes
a hacer efectivas las limitaciones impuestas en el
presente artículo.

7. Para determinar la población de la demar-
cación cubierta por las emisiones se estará al último
Padrón de Población publicado por el Instituto
Nacional de Estadística.

8. Lo dispuesto en el presente artículo, se
entiende sin perjuicio de lo establecido en las nor-
mas sectoriales aplicables en cada caso.»

Dos. Se introduce un artículo 21 bis, con la siguiente
redacción:

«Artículo 21 bis.

1. Cuando, como consecuencia de circunstan-
cias sobrevenidas se incumpliere lo dispuesto en
el artículo 19 de esta Ley o cuando, por cualquier
otra causa, se rebasasen los límites de población
previstos en dicho precepto, las personas físicas
o jurídicas que incurran en dicho incumplimiento,
deberán comunicarlo a la Secretaría de Estado de
Telecomunicaciones y para la Sociedad de la Infor-
mación o, en su caso, a la autoridad territorial com-
petente en el plazo de un mes desde que se pro-
duzca la referida circunstancia.

A la comunicación a que se refiere el párrafo
anterior, se acompañará un plan de actuaciones
para subsanar el referido incumplimiento.

2. La Secretaría de Estado de Telecomunica-
ciones y para la Sociedad de la Información o, en
su caso, la autoridad territorial competente podrá
introducir en el plazo de un mes desde la recepción
de la comunicación las modificaciones necesarias
en el plan de actuaciones para asegurar la sub-
sanación del incumplimiento.

El Plan de actuaciones presentado, con las modi-
ficaciones que en su caso se introduzcan, de con-
formidad con lo establecido en el párrafo anterior,
se cumplirá en todo caso dentro del plazo máximo
de seis meses a contar desde su comunicación.

3. Durante el plazo de seis meses a que se
refiere el apartado 2, o transcurrido un mes desde
que se produjera el incumplimiento sin que se
hubiera realizado la comunicación exigida en el
apartado 1, y en todo caso, en tanto no se proceda
a subsanar el incumplimiento de lo establecido en
el artículo 19 de esta ley, no se podrán ejercer
los derechos de voto o, en su caso, la condición
de miembros del órgano de administración en aque-
lla de las sociedades cuya titularidad o participación
hubiera generado el incumplimiento.

4. Transcurrido el plazo de seis meses a que
se refiere el apartado 2 sin que se hubiera dado
cumplimiento al plan de actuaciones, o cuando no
se hubiera comunicado el incumplimiento en el pla-
zo de un mes a que se refiere el apartado 1, y
en todo caso, en tanto no se proceda a subsanar
el incumplimiento de lo establecido en el artícu-
lo 19 de esta ley, la Secretaría de Estado de Tele-
comunicaciones y para la Sociedad de la Informa-
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ción o, en su caso, la autoridad territorial compe-
tente podrá imponer a la persona física o jurídica
a quien se imputa dicho incumplimiento multas
coercitivas de 10.000 a 100.000 euros por día
transcurrido hasta que se subsane definitivamente
el mismo, sin perjuicio de las sanciones en que
pudiera incurrir de acuerdo con lo dispuesto en
el capítulo IV y de la extinción de la concesión
a que alude el artículo 17 de esta ley.»

Tres. Se modifica la disposición transitoria tercera
de la Ley 10/1988, de 3 de mayo, de la Televisión
Privada:

«Las personas físicas o jurídicas que, a 1 de ene-
ro de 2004, incumplan lo dispuesto en el artícu-
lo 19 de esta ley, estarán sujetas a lo dispuesto
en el artículo 21 bis de la misma, con excepción
de las personas físicas o jurídicas que participen
en el capital de actuales concesionarios de servicio
público de televisión de ámbito estatal empleando
exclusivamente tecnología digital de difusión y úni-
camente con relación a dichas concesiones, a las
que no les será de aplicación el artículo 21 bis
hasta el 1 de enero de 2005.»

Disposición adicional trigésima tercera. Exención por
daños personales.

1. Estarán exentas del Impuesto sobre la Renta de
las Personas Físicas las cantidades percibidas en virtud
de lo previsto en la disposición general del anexo I del
Acuerdo de ventas suscrito entre el Estado Mayor de
la Defensa y la Agencia de Mantenimiento y Aprovisio-
namiento de la Organización del Tratado del Atlántico
Norte, como consecuencia del accidente de aviación
acaecido el 26 de mayo de 2003.

Asimismo, estarán exentos los importes percibidos
por los beneficiarios que se acogieran al sistema de anti-
cipos de las cantidades a que se refiere el párrafo ante-
rior, previsto en el Acuerdo del Consejo de Ministros
de 29 de agosto de 2003.

2. Lo dispuesto en esta disposición adicional resul-
tará de aplicación a los períodos impositivos iniciados
desde el 1 de enero de 2003.

Disposición adicional trigésima cuarta. Régimen fiscal
del acontecimiento «Copa América 2007».

Uno. Declaración de la «Copa América 2007» como
acontecimiento de excepcional interés público.

1. La celebración de la «Copa América 2007» en
España tendrá la consideración de acontecimiento de
excepcional interés público a los efectos de lo dispuesto
en el artículo 27 de la Ley 49/2002, de 23 de diciembre,
de régimen fiscal de las entidades sin fines lucrativos
y de los incentivos fiscales al mecenazgo.

2. La duración del programa de apoyo a este acon-
tecimiento alcanzará desde el 1 de enero de 2004 has-
ta 31 de diciembre de 2007.

3. La certificación de la adecuación de los gastos
e inversiones realizadas a los objetivos y planes del pro-
grama será competencia del Consorcio Valencia 2007
conforme a lo dispuesto en el artículo 27.2.b) de la citada
Ley 49/2002.

4. Las actuaciones a realizar serán las que aseguren
el adecuado desarrollo del acontecimiento. El desarrollo
y concreción en planes y programas de actividades espe-
cíficas se realizará por el Consorcio al que se ha hecho
referencia en el apartado 3.

5. Los beneficios fiscales de este programa serán
los máximos establecidos en el artículo 27.3 de la
Ley 49/2002.

Dos. Régimen fiscal de la entidad organizadora de
la «Copa América 2007» y de los equipos participantes.

1. Las personas jurídicas residentes en España cons-
tituidas con motivo del acontecimiento por la entidad
organizadora de la «Copa América 2007» o por los equi-
pos participantes, estarán exentas del Impuesto sobre
Sociedades por las rentas obtenidas durante la celebra-
ción del acontecimiento y en la medida en que estén
directamente relacionadas con su participación en él.

Lo establecido en el párrafo anterior se aplicará igual-
mente a los establecimientos permanentes que la enti-
dad organizadora de la «Copa América 2007» o los equi-
pos participantes constituyan en España durante el acon-
tecimiento con motivo de su celebración.

2. Las entidades sin fines lucrativos constituidas con
motivo del acontecimiento por la entidad organizadora
de la «Copa América 2007» o por los equipos parti-
cipantes tendrán, durante la celebración del aconteci-
miento, la consideración de entidades beneficiarias del
mecenazgo a efectos de lo previsto en los artículos 16
a 25, ambos inclusive, de la Ley 49/2002.

Tres. Régimen fiscal de las personas que presten
servicios a la entidad organizadora o a los equipos par-
ticipantes.

No se considerarán obtenidas en España las rentas
que perciban las personas físicas que presten sus
servicios a la entidad organizadora o a los equipos par-
ticipantes, que no sean residentes en España, obtenidas
durante la celebración del acontecimiento y en la medida
en que estén directamente relacionadas con su parti-
cipación en la «Copa América 2007».

Las personas físicas a que se refiere el párrafo anterior
que adquieran la condición de contribuyentes por el
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas como
consecuencia de su desplazamiento a territorio español
con motivo de este acontecimiento, aplicarán una reduc-
ción del 65 por ciento sobre la cuantía neta de los ren-
dimientos que perciban de la entidad organizadora o
de los equipos participantes, durante la celebración del
acontecimiento y en la medida en que estén directa-
mente relacionados con su participación en el mismo.

Cuatro. Régimen aduanero y tributario aplicable a
las mercancías que se importen para afectarlas al
desarrollo y celebración de la «Copa América 2007».

1. Con carácter general, el régimen aduanero apli-
cable a las mercancías que se importen para su utili-
zación en la celebración y desarrollo de la «Copa América
2007» será el que resulte de las disposiciones contenidas
en el Código Aduanero Comunitario, aprobado por el
Reglamento (CEE) n 2913/92 del Consejo, de 12 de
octubre de 1992 (DO L 302 de 19 de octubre) y demás
normativa aduanera de aplicación.

2. Sin perjuicio de lo anterior y con arreglo al artícu-
lo 140 del Código Aduanero Comunitario y al artículo 7
del Convenio relativo a la Importación Temporal, hecho
en Estambul el 26 de junio de 1990 («Boletín Oficial
del Estado» del 14 de octubre de 1997), las mercancías
a que se refiere el número 1 de este apartado que se
vinculen al régimen aduanero de importación temporal
podrán permanecer al amparo de dicho régimen por un
plazo máximo de 48 meses desde su vinculación al mis-
mo y en todo caso antes de 30 de junio de 2008.

3. Se autoriza al Departamento de Aduanas e
Impuestos Especiales de la Agencia Estatal de Admi-
nistración Tributaria para que adopte las medidas nece-
sarias para la ejecución de lo dispuesto en este apartado.

Cinco. Impuesto sobre el Valor Añadido.
1. Por excepción a lo dispuesto en el segundo párra-

fo del número 1.o del apartado dos del artículo 119
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de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto
sobre el Valor Añadido, no se exigirá el requisito de reci-
procidad en la devolución a empresarios o profesionales
no establecidos en la Comunidad que soporten o satis-
fagan cuotas del Impuesto como consecuencia de la
realización de operaciones relacionadas con la celebra-
ción de la «Copa América 2007».

2. Los empresarios o profesionales no establecidos
en el territorio de aplicación del Impuesto que soporten
o satisfagan cuotas como consecuencia de la realización
de operaciones relacionadas con la «Copa América
2007» tendrán derecho a la devolución de dichas cuotas
al término de cada periodo de liquidación.

Para dichos empresarios o profesionales, el periodo
de liquidación coincidirá con el mes natural, debiendo
presentar sus declaraciones-liquidaciones durante los 20
primeros días naturales del mes siguiente al periodo de
liquidación. Sin embargo, las declaraciones-liquidaciones
que a continuación se indican deberán presentarse en
los plazos especiales que se mencionan:

1.o La correspondiente al período de liquidación del
mes de julio, durante el mes de agosto y los veinte pri-
meros días naturales del mes de septiembre inmedia-
tamente posteriores.

2.o La correspondiente al último período del año,
durante los treinta primeros días naturales del mes de
enero.

Lo dispuesto en este número será igualmente apli-
cable a la entidad organizadora del acontecimiento, a
los equipos participantes y a las personas jurídicas a
que se refiere el número 1 del apartado dos anterior.

3. Respecto a las operaciones relacionadas con los
bienes vinculados al régimen de importación temporal
con exención total de derechos, a que se alude en el
apartado cuatro anterior, resultará aplicable lo dispuesto
en el artículo 24 de la Ley del Impuesto.

4. El plazo a que se refiere el párrafo g) del apar-
tado 3 del artículo 9 de la Ley del Impuesto será, en
relación con los bienes que se utilicen temporalmente
en la celebración y desarrollo de la «Copa América
2007», el previsto en el número 2 del apartado cuatro
anterior.

5. La regla establecida en el apartado dos del ar-
tículo 70 de la Ley del Impuesto no resultará aplicable
a los servicios enumerados en la letra B) del número 5.o
del apartado uno de dicho artículo cuando sean pres-
tados por las personas jurídicas residentes en España
constituidas con motivo del acontecimiento por la enti-
dad organizadora de la «Copa América 2007» o por los
equipos participantes, y estén en relación con la orga-
nización, la promoción o el apoyo de dicho aconteci-
miento.

Seis. Impuesto Especial sobre Determinados
Medios de Transporte.

Las embarcaciones y los vehículos para su transporte
a los que sea de aplicación el régimen de importación
temporal previsto en el artículo cuatro anterior y mientras
les sea aplicable el régimen en él previsto no estarán
obligados a matricularse en España ni sujetos al Impues-
to Especial sobre Determinados Medios de Transporte.

Siete. Régimen Fiscal del Consorcio Valencia 2007.
El Consorcio Valencia 2007 será considerado entidad

beneficiaria del mecenazgo a los efectos previstos en
los artículos 16 a 25, ambos inclusive, de la Ley
49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de las
entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales
al mecenazgo.

Ocho. Con efectos desde el 1 de enero de 2004
y hasta el 31 de diciembre de 2007, el Consorcio Valen-

cia 2007, las entidades de derecho privado creadas por
él para servir de apoyo a sus fines, las entidades que
ostenten los derechos de explotación, organización y
dirección de la XXXII Copa América y las entidades que
constituyan los equipos participantes estarán exentos
de la obligación de pago de las siguientes tasas y tarifas,
en relación con las actividades de preparación, orga-
nización y celebración del acontecimiento:

1. TASAS ESTATALES.

1.1 Tasas de la Ley 48/2003, de 26 de noviembre,
de régimen económico y de prestación de servicios de
los puertos de interés general:

Tasa por ocupación privativa del dominio público
portuario.

Tasa por utilización especial de las instalaciones por-
tuarias.

Tasa del buque.
Tasa de las embarcaciones deportivas y de recreo.
Tasa del pasaje.
Tasa de la mercancía.
Tasa por el aprovechamiento especial del dominio

público en el ejercicio de actividades comerciales, indus-
triales y de servicios.

Tasa por servicios generales.
Tasa por servicio de señalización marítima.

1.2 Tasas de la Ley 32/2003, de 3 de noviembre,
General de Telecomunicaciones:

Tasa general de operadores.
Tasa por numeración telefónica.
Tasa por reserva del dominio público radioeléctrico.
Tasas de telecomunicaciones.

1.3 Tasas de la Ley 22/1988, de 28 de julio, de
Costas.

Cánones en relación con la ocupación o aprovecha-
miento del dominio público marítimo terrestre estatal
en virtud de una concesión o autorización.

Tasas como contraprestación de actividades realiza-
das por la Administración.

1.4 Tasa por utilización privativa o aprovechamiento
especial de bienes del dominio público estatal.

2. TASAS LOCALES.

Tasa por utilización privativa o aprovechamiento espe-
cial del dominio público local.

Tasa por prestación de servicios o realización de acti-
vidades administrativas de competencia local.

3. TARIFAS POR SERVICIOS DE LA LEY 48/2003,
DE 26 DE NOVIEMBRE, DE RÉGIMEN ECONÓMICO Y
DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS DE LOS PUERTOS DE
INTERÉS GENERAL.

Tarifa por servicios comerciales prestados por las
autoridades portuarias.

Tarifas por servicios portuarios básicos.
Tarifa relativa al servicio de recepción de desechos

generados por buques.

Las entidades a que se refiere el primer párrafo del
presente apartado, en relación con las actividades que
se enumeran en dicho párrafo, no estarán obligadas a
la constitución de las garantías provisional, definitiva y
de explotación reguladas en la mencionada Ley
48/2003.

El Consorcio Valencia 2007 y las entidades de dere-
cho privado creadas por él para servir de apoyo a sus
fines tendrán derecho a los beneficios en materia de
honorarios y aranceles notariales y registrales previstos
para las Administraciones que lo integran.
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Disposición adicional trigésima quinta. Programa
PREVER-gasolina.

Con efectos a partir del día 1 de enero de 2004
se modifica la disposición adicional trigésima tercera de
la Ley 14/2000, de 29 de diciembre, de Medidas fis-
cales, administrativas y del orden social, que quedará
redactada de la siguiente manera:

«Disposición adicional trigésima tercera. Renova-
ción del parque de vehículos automóviles de
turismo equipados con motores no aptos para
emplear gasolina sin plomo.
Con carácter excepcional y durante un período

que finalizará el 31 de diciembre de 2006, el impor-
te de la deducción prevista en el artículo 70 bis
de la Ley 38/1992, de 28 de diciembre, de Impues-
tos Especiales, o, tratándose de vehículos automó-
viles de turismo usados con una antigüedad no
superior a cinco años, el importe de la deducción
prevista en el artículo 3 de la Ley 39/1997, de 8
de octubre, por la que se aprueba el programa PRE-
VER para la modernización del parque de vehículos
automóviles, el incremento de la seguridad vial y
la defensa y protección del medio ambiente, se
elevará, en ambos casos, hasta 721,21 euros cuan-
do, además de cumplirse los requisitos y condi-
ciones previstos en dicho precepto, se den las
siguientes circunstancias:

a) Que el vehículo automóvil de turismo para
desguace esté equipado con un motor de gasolina
no apto para emplear gasolina sin plomo. A estos
efectos, el Ministerio de Ciencia y Tecnología hará
pública la relación de marcas y modelos de vehícu-
los automóviles de turismo aptos para emplear
gasolina sin plomo, considerándose que cumplen
el requisito previsto en este apartado aquéllos que,
estando equipados con un motor de gasolina, no
figuren en dicha relación.

b) Que el vehículo automóvil de turismo nuevo
o de antigüedad no superior a cinco años esté equi-
pado con un motor de gasolina provisto de cata-
lizador o con un motor diesel. Esta condición se
considerará cumplida, en cuanto a los vehículos
equipados con un motor de gasolina, por todos
aquéllos cuya primera matriculación definitiva en
España haya tenido lugar a partir del día 1 de enero
de 2001.»

Disposición adicional trigésima sexta. Modificación de
Ley 39/1997, de 8 de octubre, por la que se aprueba
el programa PREVER para la modernización del par-
que de vehículos automóviles, el incremento de la
seguridad vial y la defensa y protección del medio
ambiente.

Con efectos a partir del día 1 de enero de 2004
se modifican los apartados 1 y 4 del artículo 3 de la
Ley 39/1997, de 8 de octubre, por la que se aprueba
el programa PREVER para la modernización del parque
de vehículos automóviles, el incremento de la seguridad
vial y la defensa y protección del medio ambiente, que
quedarán redactados como sigue:

«1. Las personas que se indican en el apar-
tado 4 de este artículo podrán deducirse de la cuota
íntegra del Impuesto sobre Sociedades o de la cuo-
ta íntegra del Impuesto sobre la Renta de las Per-
sonas Físicas el importe de las bonificaciones otor-
gadas a:

a) Compradores y, en su caso, arrendatarios
financieros de vehículos industriales de menos de 6

toneladas de peso máximo autorizado, nuevos o con
una antigüedad no superior a tres años, siempre
que dichos compradores o arrendatarios financieros
justifiquen que han dado de baja para el desguace
otro vehículo industrial de menos de 6 toneladas
de peso máximo autorizado del que sean titulares
y que concurran las siguientes condiciones:

1.o Que el vehículo para el desguace tenga más
de siete años de antigüedad desde su primera
matriculación definitiva.

Cuando la primera matriculación definitiva no
hubiera tenido lugar en España, se requerirá, ade-
más de la antigüedad a que se refiere el párrafo
anterior, que el vehículo para desguace haya sido
objeto de matriculación definitiva en España, al
menos un año antes de su baja definitiva para
desguace.

2.o Que tanto el vehículo nuevo o usado con
una antigüedad no superior a tres años como el
vehículo para el desguace estén comprendidos en
los apartados 23 y 26 del anexo del Real Decreto
legislativo 339/1990, de 2 de marzo, por el que
se aprueba el texto articulado de la Ley sobre Trá-
fico, Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad
Vial, así como en alguno de los supuestos de no
sujeción del Impuesto Especial sobre Determinados
Medios de Transporte contemplados en el párra-
fo a) del apartado 1 del artículo 65 de la Ley
38/1992, de 28 de diciembre, de Impuestos Espe-
ciales.

b) Compradores y, en su caso, arrendatarios
financieros de vehículos automóviles de turismo
usados con una antigüedad no superior a cinco
años, siempre que dichos compradores o arrenda-
tarios financieros justifiquen que han dado de baja
para el desguace otro vehículo automóvil de turis-
mo del que sean titulares y que concurran las
siguientes condiciones:

1.o Que el vehículo para el desguace tenga más
de 10 años de antigüedad desde su primera matri-
culación definitiva. Cuando la primera matriculación
definitiva no hubiera tenido lugar en España, se
requerirá, además de la antigüedad a que se refiere
el párrafo anterior, que el vehículo para desguace
haya sido objeto de matriculación definitiva en
España, al menos un año antes de su baja definitiva
para desguace.

2.o Que tanto el vehículo usado con una anti-
güedad no superior a cinco años como el vehículo
para el desguace estén comprendidos en los núme-
ros 22 y 26 del anexo del Real Decreto legisla-
tivo 339/1990, de 2 de marzo, por el que se aprue-
ba el texto articulado de la Ley sobre Tráfico, Cir-
culación de Vehículos a Motor y Seguridad Vial,
y que no estén comprendidos en alguno de los
supuestos de no sujeción del Impuesto Especial
sobre Determinados Medios de Transporte contem-
plados en el párrafo a) del apartado 1 del artículo 65
de la Ley 38/1992, de 28 de diciembre, de Impues-
tos Especiales.»

«4. La deducción contemplada en el aparta-
do 1 de este artículo será aplicada por las personas
siguientes:

a) Cuando la bonificación se otorgue en la ven-
ta de un vehículo nuevo, la deducción será aplicada
por el fabricante, por el primer receptor en España
o, en su caso y en lugar de éstos, por quien man-
tenga relaciones contractuales de distribución con
el concesionario o vendedor final.
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En este caso, el concesionario o vendedor final
del vehículo aplicará la bonificación en el precio
del mismo, pero dicha bonificación no afectará a
la base ni a la cuota del Impuesto sobre el Valor
Añadido.

De un modo análogo la bonificación que se efec-
túe a los adquirentes en las islas Canarias no afec-
tará a la base ni a la cuota del Impuesto General
Indirecto Canario que grave las operaciones de
entrega de vehículos nuevos.

En el supuesto de arrendamiento financiero el
importe de la bonificación se integrará en la base
imponible del Impuesto sobre el Valor Añadido y
del Impuesto General Indirecto Canario.

El sujeto pasivo a cuyo cargo se abone la boni-
ficación a que se refiere el presente artículo rein-
tegrará al concesionario o vendedor final el importe
de la bonificación, con el tope de la cuantía de
la deducción establecida en el apartado 2, y éste
facilitará a aquél las facturas justificativas de la apli-
cación de la bonificación y los certificados de baja
de los correspondientes vehículos, a efectos de jus-
tificación de las deducciones que éstos efectúan
en el Impuesto sobre Sociedades o en el Impuesto
sobre la Renta de las Personas Físicas.

b) Cuando la bonificación se otorgue en la ven-
ta de un vehículo usado, la deducción será aplicada
por el vendedor final del mismo, siempre que se
trate de fabricantes de vehículos, de importadores,
de distribuidores, de concesionarios o de empre-
sarios que desarrollen la actividad de compraventa
de vehículos.

En este caso serán de aplicación las reglas pre-
vistas en el párrafo a) anterior con excepción de
lo establecido en su último párrafo.

El vendedor final conservará las facturas justi-
ficativas de la aplicación de la bonificación y los
certificados de baja de los correspondientes ve-
hículos, a efectos de justificación de las deduccio-
nes que efectúe en el Impuesto sobre Sociedades
o en el Impuesto sobre la Renta de las Personas
Físicas.

No obstante lo anterior, el vendedor final podrá
convenir con el fabricante del vehículo usado, con
su primer receptor en España o con quien man-
tenga relaciones contractuales de distribución de
dicho vehículo, la aplicación de la deducción por
el procedimiento previsto en el párrafo a) anterior.»

Disposición adicional trigésima séptima. Exención en
el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas
de las indemnizaciones por los daños ocasionados
por el accidente del buque «Prestige».

Las indemnizaciones derivadas de los acuerdos tran-
saccionales a que se refiere el Real Decreto Ley 4/2003,
de 20 de junio, sobre actuaciones para el abono de
indemnizaciones en relación con los daños ocasionados
por el accidente del buque «Prestige», desarrollado por
el Real Decreto 1053/2003, de 1 de agosto, estarán
exentas del Impuesto sobre la Renta de las Personas
Físicas.

Disposición adicional trigésima octava. Traslado a
España de sociedades cuya actividad y objeto social
exclusivo sea la emisión de participaciones preferen-
tes y/u otros instrumentos financieros.

Se introduce una disposición transitoria segunda en
la Ley 13/1985, de 25 de mayo, de coeficientes de
inversión, recursos propios y obligaciones de información
de los intermediarios financieros, que quedará redactada
de la siguiente manera:

«Disposición transitoria segunda. Traslado de la
sede de dirección efectiva o del domicilio social
a España de sociedades cuya actividad y objeto
social exclusivo sea la emisión de participaciones
preferentes y/u otros instrumentos financieros.
Estarán exentos de la modalidad de operaciones

societarias del Impuesto sobre Transmisiones Patri-
moniales y Actos Jurídicos Documentados, los tras-
lados a España de la sede de la dirección efectiva
o del domicilio social de sociedades cuya actividad
y objeto social exclusivo consistan en la emisión
de participaciones preferentes y/u otros instrumen-
tos financieros, que estuvieran constituidas antes
del 6 de julio de 2003, fecha de entrada en vigor
de la Ley 19/2003, de 4 de julio, sobre régimen
jurídico de los movimientos de capitales y de las
transacciones económicas con el exterior y sobre
determinadas medidas de prevención de blanqueo
de capitales.»

Disposición adicional trigésima novena. Reducciones
de cuotas respecto de trabajadores de determinados
ámbitos geográficos.

Uno. Se modifica el título de la disposición adicional
trigésima del texto refundido de la Ley General de la
Seguridad Social aprobado por el Real Decreto Legis-
lativo 1/1994, de 20 de junio, que queda redactado
en los términos siguientes:

«Disposición adicional trigésima. Bonificaciones
de cuotas de la Seguridad Social y de aporta-
ciones de recaudación conjunta en determina-
das relaciones laborales de carácter especial y
reducciones respecto de trabajadores de deter-
minados ámbitos geográficos.»

Dos. El apartado 2 de la disposición adicional tri-
gésima del texto refundido de la Ley General de la Segu-
ridad Social pasa a constituir el último párrafo de su
apartado 1.

Tres. El apartado 2 de la disposición adicional tri-
gésima del texto refundido de la Ley General de la Segu-
ridad Social queda redactado en los términos siguientes:

«2. Los empresarios dedicados a actividades
encuadradas en los Sectores de Comercio, Hos-
telería, Turismo e Industria, excepto Energía y Agua,
en las Ciudades de Ceuta y Melilla, respecto de
los trabajadores que presten servicios en sus cen-
tros de trabajo ubicados en el territorio de dichas
ciudades, tendrán derecho a una bonificación de
hasta el 40 por ciento en sus aportaciones a las
cuotas de la Seguridad Social por contingencias
comunes, así como por los conceptos de recau-
dación conjunta de desempleo, formación profe-
sional y fondo de garantía salarial.

Asimismo, los trabajadores encuadrados en el
Régimen Especial de Trabajadores por Cuenta Pro-
pia o Autónomos dedicados a actividades encua-
dradas en los Sectores de Comercio, Hostelería,
Turismo e Industria, excepto Energía y Agua, que
residan y ejerzan su actividad en las Ciudades de
Ceuta y Melilla, tendrán derecho a una bonificación
de hasta el 40 por ciento en sus aportaciones a
las cuotas de la Seguridad Social por contingencias
comunes en los términos previstos en el párrafo
siguiente.

Las bonificaciones a que se refieren los párrafos
anteriores se establecerán, en su caso, por un perío-
do de tiempo limitado, a los efectos de proceder
a evaluar periódicamente el grado de eficacia de
la misma en relación con los objetivos sociales que
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se pretenden alcanzar, y requerirá petición previa
de los Presidentes de las Ciudades de Ceuta y Meli-
lla e informes favorables del Ministerio de Trabajo
y Asuntos Sociales y de la Comisión Delegada del
Gobierno para Asuntos Económicos.»

Disposición adicional cuadragésima. Exención del pago
de las tasas por reserva del dominio público radioe-
léctrico para las reservas de uso privativo de dicho
dominio que se efectúen con destino a cubrir las nece-
sidades derivadas de la celebración de la XXXII Edi-
ción de la Copa América a celebrar en Valencia en
el año 2007.

1. El Ministerio de Ciencia y Tecnología, por sí o
a través del organismo competente para la gestión del
dominio público radioeléctrico, podrán otorgar el dere-
cho de uso privativo del dominio público radioeléctrico,
con carácter temporal, a las personas o entidades públi-
cas o privadas que presten servicios relacionados con
la organización y celebración de la XXXII Edición de la
Copa América 2007 en la ciudad de Valencia.

2. Queda exenta del pago de la tasa prevista en
el anexo 1.3 de la Ley 32/2003, de 3 de noviembre,
General de Telecomunicaciones, o equivalente que le
sea de aplicación, la reserva para uso privativo de cual-
quier frecuencia del dominio público radioeléctrico a
favor de cualesquiera personas o entidades públicas o
privadas para la prestación de servicios relacionados con
la organización y celebración de la XXXII Edición de la
Copa América 2007 en la ciudad de Valencia.

3. A tal efecto, los interesados deberán solicitar fun-
dadamente la exención del órgano competente, fijando
en la solicitud el plazo para el que solicitan la exención
y las razones que justifican la afectación del uso de
dichas frecuencias a los acontecimientos derivados de
la celebración de dicha competición deportiva.

Disposición adicional cuadragésima primera. Conver-
sión a la tecnología digital de las emisoras de radio-
difusión sonora.

1. Las entidades que dispongan de título habilitante
para prestar el servicio de radiodifusión sonora en ondas
hectométricas podrán solicitar autorización al Secretario
de Estado de Telecomunicaciones y para la Sociedad
de la Información para la realización de sus emisiones
con tecnología digital utilizando el dominio público
radioeléctrico que tengan reservado. El plazo para otor-
gar la autorización y para notificar la resolución será
de tres meses. Transcurrido el plazo especificado sin
que se haya producido resolución expresa, la autoriza-
ción se entenderá denegada.

2. El ente público Radiotelevisión Española deberá
iniciar sus emisiones de radiodifusión sonora en ondas
hectométricas empleando la tecnología digital no más
tarde del 1 de enero de 2007.

3. A las entidades concesionarias del servicio de
radiodifusión sonora en ondas hectométricas, si obtu-
vieran la renovación de su título, se les impondrá la obli-
gación de que, en un plazo no superior a dos años desde
la renovación, emitan empleando la tecnología digital.

4. Las emisiones con tecnología digital se realizarán
en conformidad con la norma CEI 62272-1, equivalente
a la norma europea ETSI TS 101 980 v.l.2.1 del Instituto
Europeo de Normas de Telecomunicación, y el nivel de
interferencia en el mismo canal o en los canales adya-
centes no será superior al que se produciría con modu-
lación de doble banda lateral y portadora completa.

5. Será necesaria la presentación de proyecto téc-
nico de las instalaciones para realizar las emisiones con
tecnología digital y la aprobación de dicho proyecto téc-

nico por la Agencia Estatal de Radiocomunicaciones. La
Agencia tendrá un plazo de tres meses para examinar
el proyecto y para notificar la resolución. Al término del
plazo especificado sin que se haya producido resolución
expresa, la aprobación del proyecto se entenderá dene-
gada.

6. Con carácter previo al inicio de emisiones con
tecnología digital será necesaria la inspección o el reco-
nocimiento de las instalaciones por la Agencia Estatal
de Radiocomunicaciones, con el fin de comprobar que
se ajustan a las condiciones previamente autorizadas.

7. Asimismo, las entidades que dispongan de título
habilitante para prestar el servicio de radiodifusión sono-
ra en ondas métricas con modulación de frecuencia
podrán solicitar autorización al Secretario de Estado de
Telecomunicaciones y para la Sociedad de la Información
para la realización de sus emisiones con tecnología digi-
tal utilizando el dominio público radioeléctrico que ten-
gan reservado, siempre que existan normas armonizadas
elaboradas por un organismo de normalización europeo
reconocido y que el nivel de interferencia en el mismo
canal o en los canales adyacentes no sea superior al
que se produciría con modulación de frecuencia.

Disposición adicional cuadragésima segunda. Lista de
actividades a desarrollar en la Zona Especial Canaria.

Con efectos a partir del día 1 de enero de 2004,
se da una nueva redacción al anexo del Real Decreto
Ley 2/2000, de 23 de junio:

«ANEXO

Lista de actividades

Actividades de producción, transformación,
manipulación y distribución al por mayor de mer-
cancías:

Pesca. NACE B.
Industria de la alimentación, bebidas y tabaco.

NACE DA.
Industria de la confección y de la peletería. NACE

17.4, 17.5, 17.6, 17 y 18.
Industria del cuero y calzado. NACE DC.
Industria del papel, edición, artes gráficas y

reproducción de soportes grabados. NACE DE.
Industria química. NACE 24.
Prefabricados para la construcción. NACE 45.25,

45.3, 45.4, 20.2, 20.3, 25.2, 26.1, 26.2, 26.3,
26.4, 26.7, 24.3, 28.1, 28.2, 28.12, 28.63, 28.7
y 36.1.

Industria de la construcción de maquinaria y
equipo mecánico. NACE 29.

Industria de material y equipo eléctrico, electró-
nico y óptico. NACE DL.

Fabricación de muebles; otras industrias manu-
factureras. NACE 36.

Industria del reciclaje. NACE 37.
Comercio al por mayor e intermediarios del

comercio. NACE 50 y 51.

Actividades de servicios:

Transportes y actividades anexas. NACE I.
Actividades informáticas. NACE 72.
Servicios relacionados con la explotación de recur-

sos naturales y eliminación de residuos. NACE n.c.
Servicios relacionados con la investigación y el

desarrollo. NACE 73.
Otras actividades empresariales. NACE 74.
Servicios de formación especializada y posgrado.

NACE 80.3 y 80.4.
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Producción cinematográfica y de vídeo. NACE
92.11.

Producción de programas de radio y televisión,
con exclusión de la difusión posterior de dichos
programas. NACE 92.202.

Los centros de coordinación y servicios intra-
grupo se encuentran excluidos de las actividades
de servicios comprendidas en el grupo 74.15 de
la NACE (“Otras actividades empresariales”).»

Disposición adicional cuadragésima tercera. Afectados
del Hotel Corona de Aragón.

Aquellas personas que resultaron afectadas con moti-
vo del incendio ocurrido en el Hotel Corona de Aragón
el 12 de julio de 1979 que sean titulares de pensión,
de incapacidad permanente, muerte y supervivencia pre-
vistas en el Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de
junio, por el que se aprueba el texto refundido de la
Ley General de Seguridad Social, complementado por
el Real Decreto 1576/1990, de 7 de diciembre, o en
el Real Decreto Legislativo 670/1987, de 30 de abril,
por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de
Clases Pasivas del Estado complementado por el Real
Decreto 851/1992, de 10 de julio, podrán acceder, con
arreglo a los términos establecidos en la citada norma-
tiva, a las pensiones extraordinarias que en la misma
se contemplan.

Igualmente podrán causar los derechos contempla-
dos en el párrafo anterior quienes hubieran sufrido lesio-
nes permanentes invalidantes o hubieran fallecido como
consecuencia directa del citado incendio y, en aquel
momento, no estuvieran incluidos en algún régimen
público de la Seguridad Social, o no acreditaran los requi-
sitos establecidos para el derecho a pensión, siempre
que cumplan las demás condiciones establecidas para
las pensiones extraordinarias en la normativa que, en
cada caso, resulte de aplicación.

Las citadas pensiones extraordinarias, que serán
incompatibles con las pensiones ordinarias que por los
mismos hechos se pudieran percibir, surtirán efectos eco-
nómicos desde 1 de enero de 2004, siempre que los
interesados formulen su solicitud durante el año 2004,
en otro caso los efectos económicos contarán desde
el primer día del mes siguiente a la solicitud.

Disposición adicional cuadragésima cuarta.

En el plazo de un año a partir de la entrada en vigor
de esta ley, el Gobierno dictará un real decreto legislativo
en el que se regularice, aclare y armonice la normativa
legal existente en materia de aguas.

Disposición transitoria primera. Irretroactividad de las
modificaciones de la Ley 26/1999, de 9 de julio,
de medidas de apoyo a la movilidad geográfica de
los miembros de las Fuerzas Armadas.

La modificación introducida por el artículo 69 de esta
ley en el artículo 2 de la Ley 26/1999, de 9 de julio,
de medidas de apoyo a la movilidad geográfica de los
miembros de las Fuerzas Armadas, resultará únicamente
de aplicación siempre que el cambio de destino con
cambio de localidad o área geográfica que origine el
derecho a la compensación económica se produzca con
posterioridad a la entrada en vigor de esta ley.

Disposición transitoria segunda. Régimen transitorio
para la provisión de Administraciones de la Lotería
Nacional.

Hasta la entrada en vigor del real decreto de regu-
lación del Patronato para la Provisión de Administracio-
nes de la Lotería Nacional a que se refiere la disposición
final quinta de esta ley, subsistirá el actual Patronato
con la composición y atribuciones que determinan las
disposiciones reglamentarias vigentes que lo regulan.

Disposición transitoria tercera. Procedimientos admi-
nistrativos y procesos jurisdiccionales en materia de
igualdad de trato.

Los procedimientos administrativos y los procesos
jurisdiccionales que versen sobre las materias a que se
refieren el capítulo III «Medidas para la aplicación del
principio de igualdad de trato» del título II y los apartados
seis del artículo 50 y uno del artículo 51 de esta ley,
iniciados con anterioridad a la entrada en vigor de la
misma, continuarán sustanciándose conforme a las nor-
mas que regían a la fecha de su iniciación.

Disposición transitoria cuarta. Adaptación de los Esta-
tutos de las Cajas de Ahorros a lo dispuesto en el
nuevo párrafo del artículo 2.3 de la Ley 31/1985,
de 2 de agosto, de Regulación de las Normas básicas
sobre Órganos Rectores de las Cajas de Ahorros.

En el plazo de seis meses desde la entrada en vigor
de esta ley, las Cajas de Ahorros adaptarán sus estatutos
a lo dispuesto en el nuevo párrafo del apartado 3 del
artículo 2 de la Ley 31/1985, de 2 de agosto, de Regu-
lación de las Normas básicas sobre Órganos Rectores
de las Cajas de Ahorros.

Si la representación correspondiente fuera distinta
a la que se obtenga siguiendo los criterios establecidos
en dicho nuevo párrafo, deberá aquélla adaptarse, redis-
tribuyéndose tal representación.

De ser necesaria, en aplicación de lo anteriormente
dispuesto, la designación de nuevos miembros de la
Asamblea General, conservando en todo caso los ya
designados la representación hasta que se produzca su
correspondiente renovación, se realizará, con observan-
cia de los referidos criterios, de entre los titulares de
los diferentes grupos de representación y de entre los
suplentes según la última elección, adecuando el orden
en que figuran con el fin de realizar la asignación con
observancia de tales criterios. Si aún así, no se cubriesen
todos los puestos vacantes, los no cubiertos permane-
cerán vacantes hasta la correspondiente renovación del
grupo.

Transcurrido el plazo a que se refiere la disposición
transitoria siguiente, y completada la adaptación nor-
mativa allí prevista, las Cajas de Ahorros deberán ajustar
sus estatutos a las modificaciones normativas autonó-
micas en el plazo de seis meses desde su entrada en
vigor.

Disposición transitoria quinta. Adaptación de la legis-
lación autonómica sobre Cajas de Ahorros.

En el plazo de seis meses a partir de la entrada en
vigor de esta ley las comunidades autónomas adaptarán
su legislación sobre Cajas de Ahorros a las modifica-
ciones introducidas en la normativa básica de aplicación
en materia de Cajas de Ahorros dispuestas en esta ley.

Disposición transitoria sexta. Reconocimiento de vinos
de calidad producidos en regiones determinadas.

Los viticultores o elaboradores de vinos con derecho
a la utilización de la mención «vino de la tierra» antes
de la entrada en vigor de la Ley 24/2003, de 10 de
julio, de la Viña y del Vino, o sus agrupaciones o aso-
ciaciones, podrán solicitar hasta el 31 de diciembre
de 2004 que se compute el tiempo por el que dichos
vinos hayan sido reconocidos como vinos de la tierra
para posibilitar su paso a la categoría de vino de calidad
con indicación geográfica o de forma directa a la de
vino con denominación de origen, si a la fecha de la
citada solicitud el tiempo que hubieran permanecido en
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la utilización de la mención de «vino de la tierra» fuera
de cinco años o superior. En todo caso, deberá acre-
ditarse, a la fecha de presentación de la solicitud y duran-
te el período considerado, el cumplimiento de los res-
tantes requisitos exigidos por la Ley de la Viña y del
Vino, para el acceso al nivel de protección cuyo reco-
nocimiento se solicite.

Disposición transitoria séptima. Procedimientos con-
cursales en tramitación el 1 de septiembre de 2004.

Las modificaciones introducidas por esta ley en el
párrafo b) del apartado 2 del artículo 12 y en el párrafo b)
del apartado 4 del artículo 81 de la Ley 43/1995,
de 27 de diciembre, del Impuesto sobre Sociedades,
tendrán efectos para los procedimientos concursales ini-
ciados a partir de 1 de septiembre de 2004. A los pro-
cedimientos que se encuentren en tramitación en dicha
fecha les serán de aplicación las citadas normas según
su redacción vigente hasta 31 de agosto de 2004 en
cuanto se rijan por el derecho anterior a la Ley 22/2003,
de 9 de julio, concursal.

Disposición transitoria octava. Materialización de la
reserva para inversiones en Canarias en la suscripción
de deuda pública.

Los sujetos pasivos a que se refiere el artículo 27
de la Ley 19/1994, de 6 de julio, de Modificación del
Régimen Económico y Fiscal de Canarias, podrán sus-
cribir títulos, valores o anotaciones en cuenta de deuda
pública de la Comunidad Autónoma de Canarias, de las
corporaciones locales canarias o de sus empresas públi-
cas u organismos autónomos, en concepto de materia-
lización de las dotaciones a la reserva para inversiones
en Canarias realizadas con cargo a los beneficios obte-
nidos hasta el 31 de diciembre de 2003.

Dicha materialización deberá realizarse dentro del pla-
zo máximo de tres años contados desde la fecha del
devengo del impuesto correspondiente al ejercicio en
que se haya dotado la reserva, siempre que la deuda
pública se destine a financiar inversiones en infraestruc-
tura o de mejora y protección del medio ambiente en
el territorio canario, con el límite del 50 por ciento de
las dotaciones. A estos efectos, el Gobierno de la Nación
aprobará la cuantía y el destino de las emisiones, a partir
de las propuestas que en tal sentido le formule la Comu-
nidad Autónoma de Canarias, previo informe del Comité
de Inversiones Públicas.

Disposición derogatoria primera. Derogación normati-
va.

1. A partir de la entrada en vigor de esta ley quedan
derogadas las siguientes disposiciones:

a) La referencia, en el anexo 2 de la disposición
adicional vigésima novena de la Ley 14/2000, de 29
de diciembre, de medidas fiscales, administrativas y del
orden social, del procedimiento: «Registro y autorización
sanitaria de los reactivos para realizar pruebas de detec-
ción de marcadores de infección por virus humanos de
la familia “Retroviridae” y sus modificaciones» y a las
siguientes normas reguladoras:

Resolución de 20 de marzo de 1987, de la Subse-
cretaría, por la que se establece el procedimiento y la
documentación necesaria para obtener la autorización
de los reactivos para realizar pruebas de detección de
marcadores de infección por virus humanos de la familia
«Retroviridae», entre ellas las pruebas de detección de
anticuerpos frente a los virus asociados al Síndrome de

Inmunodeficiencia Adquirida (SIDA) y las de detección
de antígenos correspondientes a los mismos.

Resolución de 11 de septiembre de 1989, por la que
se regula la realización de procesos de investigación con-
trolada de reactivos para la detección de marcadores
de infección de virus humanos de la familia «Retrovi-
ridae», entre ellos los asociados al Síndrome de Inmu-
nodeficiencia Adquirida (SIDA).

Orden de 13 de junio de 1983, por la que se regula
el material e instrumental médico-quirúrgico estéril para
utilizar una sola vez.

b) La Ley de 22 de julio de 1939 por la que se
crea el Patronato para la provisión de las Administra-
ciones de Loterías, Expendedurías de Tabacos y Agen-
cias de Aparatos Surtidores de Gasolina.

c) El artículo 24 de la Ley 6/2000, de 13 de diciem-
bre, por la que se aprueban medidas fiscales urgentes
de estímulo al ahorro familiar y a la pequeña y mediana
empresa.

d) El artículo 7 del Real Decreto Ley 16/1976, de 24
de agosto, sobre medidas fiscales, de fomento a la expor-
tación y del comercio interior.

e) El Decreto 509/1977, de 25 de febrero, sobre
criterios para administración y aplicación del Fondo de
Ayuda al Desarrollo, y composición y funciones de la
Comisión Instrumental.

f) El Decreto 2399/1977, de 19 de septiembre, de
modificación de la composición y funciones de la Comi-
sión Interministerial para Ayuda al Desarrollo.

g) El artículo 57 de la Ley 4/1990, de 29 de junio,
de Presupuestos Generales del Estado para 1990.

h) El artículo 61 de la Ley 31/1990, de 27 de
diciembre, de Presupuestos Generales del Estado
para 1991.

i) El artículo 69 de la Ley 31/1991, de 30 de diciem-
bre, de Presupuestos Generales del Estado para 1992.

j) El artículo 63 de la Ley 38/1992, de 29 de diciem-
bre, de Presupuestos Generales del Estado para 1993.

k) El artículo 61 y disposición adicional decimoctava
de la Ley 21/1993, de 29 de diciembre, de Presupuestos
Generales del Estado para 1994.

l) El artículo 57 y disposición adicional undécima
de la Ley 41/1994, de 30 de diciembre, de Presupuestos
Generales del Estado para 1995.

ll) El artículo 51 y disposición adicional décima de
la Ley 12/1996, de 30 de diciembre, de Presupuestos
Generales del Estado para 1997.

m) El artículo 54 de la Ley 65/1997, de 30 de
diciembre, de Presupuestos Generales del Estado
para 1998.

n) El artículo 118 de la Ley 66/1997, de 30 de
diciembre, de medidas fiscales, administrativas y del
orden social.

ñ) El artículo 104 de la Ley 50/1998, de 30 de
diciembre, de medidas fiscales, administrativas y del
orden social.

o) El artículo 53 de la Ley 55/1999, de 29 de
diciembre, de medidas fiscales, administrativas y del
orden social.

p) El apartado 5 del artículo 10 de la Ley 16/1995,
de 30 de mayo, de declaración del Parque Nacional de
Picos de Europa; el apartado 5 del artículo 11 de la
Ley 33/1995, de 20 de noviembre, de declaración del
Parque Nacional de Cabañeros; el apartado 5 del artícu-
lo 10 de la Ley 3/1999, de 11 de enero, por la que
se crea el Parque Nacional de Sierra Nevada; y el apar-
tado 6 del artículo 10 de la Ley 15/2002, de 1 de
julio, por la que se declara el Parque Nacional maríti-
mo-terrestre de las Islas Atlánticas de Galicia.
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q) El apartado 4 del artículo 18 de la Ley 33/2003,
de 3 de noviembre, del Patrimonio de las Administra-
ciones Públicas.

2. Asimismo, quedan derogadas cuantas disposicio-
nes de igual o inferior rango se opongan a lo establecido
en esta ley.

Disposición derogatoria segunda. Programa PREVER.

Con efectos a partir del día 1 de enero de 2004
se modifica el apartado cuatro de la disposición dero-
gatoria única de la Ley 14/2000, de 29 de diciembre,
de medidas fiscales, administrativas y del orden social,
que quedará redactado de la siguiente manera:

«Cuatro. Con efectos a partir del día 1 de enero
de 2007, quedarán derogadas las siguientes dis-
posiciones:

a) El artículo 70 bis de la Ley 38/1992, de 28
de diciembre, de Impuestos Especiales.

b) El artículo 3 de la Ley 39/1997, de 8 de
octubre, por la que se aprueba el programa PREVER
para la modernización del parque de vehículos auto-
móviles, el incremento de la seguridad vial y la
defensa y protección del medio ambiente.»

Disposición final primera. Subvenciones al transporte
aéreo para residentes en las Islas Canarias, Baleares,
Ceuta y Melilla.

Se amplía al año 2004 la autorización concedida al
Gobierno para modificar la cuantía de las subvenciones
al transporte aéreo para residentes en las Islas Canarias,
Baleares, Ceuta y Melilla, contenido en el artículo 61
de la Ley 55/1999, de 29 de diciembre, de medidas
fiscales, administrativas y del orden social.

Dicha modificación nunca podrá suponer disminución
de la ayuda prestada o un deterioro en la calidad del
servicio, ni incremento de los créditos asignados a esta
finalidad.

En todo caso, para las Comunidades de Canarias y
de Baleares se estará a lo regulado en el artículo 6 de
la Ley 19/1994, de 6 de junio, de Modificación del Régi-
men Económico y Fiscal de Canarias, así como en el
artículo 5 de la Ley 30/1998, de 29 de julio, de Régimen
Especial de las Islas Baleares, respectivamente.

Disposición final segunda. Ayudas sociales a los afec-
tados por el virus de inmunodeficiencia humana (VIH).

Se establece un nuevo plazo de tres meses, contados
a partir del día siguiente al de la entrada en vigor de
la ley, para la presentación de solicitudes de las ayudas
previstas en el Real Decreto Ley 9/1993, de 28 de mayo,
por el que se conceden ayudas sociales a los afectados
por el virus de inmunodeficiencia humana (VIH) como
consecuencia de actuaciones realizadas en el sistema
sanitario público, con los requisitos y condiciones esta-
blecidos en el mismo. Dicho plazo se establece sin per-
juicio del excepcionalmente previsto en el párrafo segun-
do del artículo quinto del citado real decreto ley y la
ampliación del mismo a todas las personas incluidas en
el ámbito de aplicación.

Disposición final tercera. Desarrollo reglamentario del
régimen de la tasa láctea.

El Gobierno, por real decreto establecerá un sistema
integral de control del régimen de la tasa suplementaria
de la cuota láctea (tasa láctea) en España, que afectará
a todos los operadores que intervienen en el proceso

de producción, transformación y comercialización de la
leche y de los productos lácteos.

Dicho sistema contemplará los requisitos, condicio-
nes y obligaciones que deberán cumplir los operadores
del sector lácteo en las distintas formas de participación
en el mercado, que permitan conocer e identificar el
origen y destino de la totalidad de leche efectivamente
producida y comercializada en España, a los efectos de
la aplicación del régimen de la tasa láctea, así como
realizar el seguimiento pormenorizado y periódico de las
actuaciones de los distintos operadores que intervienen
en el mercado.

El incumplimiento de los requisitos y obligaciones
determinantes de las autorizaciones administrativas para
operar en el mercado del sector de la leche y productos
lácteos determinará la apertura del correspondiente pro-
cedimiento de suspensión o retirada, en la forma que
se establezca reglamentariamente, sin perjuicio de la
imposición de las sanciones a que tales conductas hayan
dado lugar.

Disposición final cuarta. Modificación de la Ley
55/1999, de 29 de diciembre, de medidas fiscales,
administrativas y del orden social. Participaciones
públicas en el sector energético.

Las modificaciones introducidas por el artículo 94
de esta ley en la disposición adicional vigésimo séptima
de la Ley 55/1999, de 29 de diciembre, de medidas
fiscales, administrativas y del orden social, serán de apli-
cación a las operaciones que tengan lugar tras la entrada
en vigor de esta ley.

Disposición final quinta. Patronato para la Provisión de
Administraciones de la Lotería Nacional.

El Gobierno en el plazo de un año procederá mediante
real decreto a la regulación del Patronato para la Pro-
visión de Administraciones de la Lotería Nacional como
órgano colegiado adscrito a la entidad pública empre-
sarial Loterías y Apuestas del Estado determinando su
composición, funcionamiento y atribuciones.

Disposición final sexta. Plan de Adecuación y Calidad
en el Comercio.

El Gobierno, en un plazo máximo de tres meses y
en coordinación con las comunidades autónomas, apro-
bará un Plan de Adecuación y Calidad en el Comercio
orientado hacia el logro de una más adecuada orde-
nación espacial de la oferta y a una mejora del entorno
físico en el que las empresas comerciales desarrollan
su actividad. El objetivo del plan será mejorar las con-
diciones de competir de las pequeñas y medianas empre-
sas comerciales.

Disposición final séptima. Organismos públicos de
investigación.

Se autoriza a los organismos públicos de investiga-
ción a celebrar convenios de colaboración con entidades
beneficiarias de las ayudas concedidas al amparo de
la Orden del Ministerio de Ciencia y Tecnología de 5
de diciembre de 2000, por la que se establecen las bases
reguladoras para la concesión de ayudas a Parques Cien-
tíficos y Tecnológicos, y la convocatoria para las soli-
citudes de ayudas correspondientes al año 2000, rela-
tivos al destino final de los equipamientos adquiridos
con dichas ayudas, a cuyo fin podrán establecer con
cargo a su presupuesto de gastos los oportunos meca-
nismos de compensación económica que podrán ser
plurianuales.
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Disposición final octava. Desarrollo reglamentario.

Se faculta al Gobierno para dictar cuantas disposi-
ciones sean necesarias para el desarrollo y ejecución
de esta ley.

Disposición final novena. Aplicación de lo dispuesto en
el apartado cuatro del artículo 50 por el que se modi-
fica el apartado 3 del artículo 29 de la Ley 30/1984,
de Medidas para la Reforma de la Función Pública.

Lo previsto en el artículo 50 por el que se modifica
el artículo 29.3 de la Ley 30/1984, de 2 de agosto,
de Medidas para la Reforma de la Función Pública no
producirá, en ningún caso, efectos económicos con ante-
rioridad a la entrada en vigor de esta ley.

Disposición final décima. Texto refundido de la Ley de
Clases Pasivas del Estado.

Se prorroga durante 2004 la autorización al Gobierno
contenida en la disposición final cuarta de la Ley
53/2002, de 30 de diciembre, de medidas fiscales, admi-
nistrativas y del orden social.

Disposición final undécima. Normas contables.

1. Para los ejercicios que comiencen a partir del 1
de enero de 2005, y exclusivamente respecto a las cuen-
tas anuales consolidadas, las sociedades que, de acuerdo
con lo previsto en la sección tercera del título III del
libro primero del Código de Comercio, se encuentren
obligadas a formular las cuentas anuales y el informe
de gestión consolidados, aplicarán las siguientes normas
contables:

a) Si, a la fecha de cierre del ejercicio alguna de
las sociedades del grupo ha emitido valores admitidos
a cotización en un mercado regulado de cualquier Estado
miembro de la Unión Europea, en el sentido del apar-
tado 13 del artículo 1 de la Directiva 93/22/CEE del
Consejo, de 10 de mayo de 1993, relativa a los servicios
de inversión en el ámbito de los valores negociables,
aplicarán las normas internacionales de contabilidad
aprobadas por los Reglamentos de la Comisión Europea.

b) Si, a la fecha de cierre del ejercicio ninguna de
las sociedades del grupo ha emitido valores admitidos
a cotización en un mercado regulado de cualquier Estado
miembro de la Unión Europea, en el sentido del punto 13
del artículo 1 de la Directiva 93/22/CEE del Consejo,
de 10 de mayo de 1993, relativa a los servicios de inver-
sión en el ámbito de los valores negociables, podrán
optar por la aplicación de las normas de contabilidad
incluidas en la citada sección tercera, del título III del
libro primero del Código de Comercio y las normas que
las desarrollan, o por las normas internacionales de con-
tabilidad aprobadas por los Reglamentos de la Comisión
Europea. Si optan por estas últimas, las cuentas anuales
consolidadas deberán elaborarse de manera continuada
de acuerdo con las citadas normas.

2. Las sociedades, excepto las entidades de crédito,
que de acuerdo con la sección tercera, del título III del
libro primero del Código de Comercio, se encuentren
obligadas a formular las cuentas anuales y el informe
de gestión consolidados, y a la fecha de cierre del ejer-
cicio únicamente hayan emitido valores de renta fija
admitidos a cotización en un mercado regulado de cual-
quier Estado miembro de la Unión Europea, en el sentido
del apartado 13 del artículo 1 de la Directiva 93/22/CEE
del Consejo, de 10 de mayo de 1993, relativa a los

servicios de inversión en el ámbito de los valores nego-
ciables, sin perjuicio de lo previsto en el párrafo a) del
apartado anterior, podrán seguir aplicando las normas
contenidas en la sección tercera, del título III del libro
primero del Código de Comercio y las normas que las
desarrollan, hasta los ejercicios que comiencen a partir
del 1 de enero de 2007, salvo que hubiesen aplicado
en un ejercicio anterior las normas internacionales de
contabilidad aprobadas por los Reglamentos de la Comi-
sión Europea.

3. Lo dispuesto en el apartado primero será de apli-
cación a los casos en que voluntariamente cualquier per-
sona física o jurídica dominante formule y publique cuen-
tas consolidadas.

Disposición final duodécima. Aplicación de las modi-
ficaciones del Código de Comercio y del texto refun-
dido de la Ley de Sociedades Anónimas.

1. La modificación introducida por la presente Ley
en el artículo 46 del Código de Comercio, se aplicará
a las cuentas anuales consolidadas correspondientes a
los ejercicios que se inicien a partir del 1 de enero
de 2005, siempre que a la fecha de cierre del ejercicio
alguna de las sociedades del grupo haya emitido valores
admitidos a cotización en un mercado regulado de cual-
quier Estado miembro de la Unión Europea, en el sentido
del punto 13 del artículo 1 de la Directiva 93/22/CEE
del Consejo, de 10 de mayo de 1993, relativa a los
servicios de inversión en el ámbito de los valores nego-
ciables, o que aun no habiendo emitido valores admitidos
a cotización en un mercado regulado de cualquier Estado
miembro de la Unión Europea, opten por la aplicación
de las normas internacionales de contabilidad aprobadas
por los Reglamentos de la Comisión Europea.

2. La modificación introducida en los artículos 42,
48 y 49 del Código de Comercio, se aplicará a las cuentas
anuales consolidadas correspondientes a los ejercicios
que se inicien a partir del 1 de enero de 2005.

3. La modificación introducida en los artículos 200,
201 y 202 del texto refundido de la Ley de Sociedades
Anónimas, se aplicará a las cuentas anuales correspon-
dientes a los ejercicios que se inicien a partir del 1 de
enero de 2005.

Disposición final decimotercera. XXXII Edición de la
Copa América a celebrar en Valencia en el año 2007.

El Gobierno de la Nación y, en su caso, los distintos
Departamentos ministeriales en la esfera de sus respec-
tivas competencias, adoptarán las iniciativas, disposicio-
nes, actos y demás medidas que se estimen necesarios
para atender a los compromisos derivados de la orga-
nización y celebración de la XXXII Edición de la Copa
América 2007 en la ciudad de Valencia.

En la adopción de dichas medidas se atenderá a los
compromisos financieros asumidos por las distintas
Administraciones públicas participantes en la organiza-
ción, respetándose la proporción convenida en la asun-
ción de obligaciones así como el principio de recipro-
cidad en su cumplimiento.

Disposición final decimocuarta. Concesión de visados
y permisos de conducción.

1. Se habilita al Gobierno para establecer reglamen-
tariamente el procedimiento necesario para la concesión
de visados, autorizaciones de trabajo y residencia, y tar-
jetas de residencia en régimen comunitario para los par-
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ticipantes en la Copa América 2007, así como a los
miembros de la organización y a los familiares de ambos.

A tal efecto se establecerá una oficina ad hoc en
Valencia.

La vigencia de las autorizaciones y tarjetas que se
concedan a estos extranjeros tendrá validez hasta el
momento en que finalice su permanencia en España
con motivo de la celebración de la mencionada prueba.

2. Se habilita al Gobierno para establecer un pro-
cedimiento simplificado para el canje de permisos de
conducción para las personas que acrediten su residen-
cia legal en España y su vinculación con la celebración
de la Copa América 2007.

Disposición final decimoquinta. Fundamento constitu-
cional del capítulo III del título II, «Medidas para la
aplicación del principio de igualdad de trato», y de
los artículos 50.seis y 51.uno.

El capítulo III, «Medidas para la aplicación del principio
de igualdad de trato», del título II y los apartados seis
del artículo 50 y uno del artículo 51 de esta ley se dictan
al amparo de las competencias que el artículo 149.1.
1.a, 6.a, 7.a y 18.a de la Constitución española atribuye
en exclusiva al Estado, relativas a la regulación de las
condiciones básicas que garanticen la igualdad de todos
los españoles en el ejercicio de los derechos y en el
cumplimiento de los deberes constitucionales, legisla-
ción laboral y bases del régimen estatutario de los fun-
cionarios públicos.

Disposición final decimosexta. Modificación de la Ley
51/2002, de 27 de diciembre.

Se modifica la disposición adicional decimoterce-
ra de la Ley 51/2002, de 27 de diciembre, de reforma
de la Ley 39/1988, de 28 de diciembre, Reguladora
de las Haciendas Locales, que fue añadida por Ley
19/2003, de 4 de julio, y que quedará redactada en
los siguientes términos:

«Disposición adicional decimotercera.

El Gobierno elaborará y aprobará en el plazo de
15 meses a partir de la entrada en vigor de esta
ley el texto refundido de la Ley Reguladora de las
Haciendas Locales.»

Disposición final decimoséptima. Modificación de la
Ley 48/2002, de 23 de diciembre, del Catastro Inmo-
biliario.

Se modifica la disposición final segunda de la Ley
48/2002, de 23 de diciembre, del Catastro Inmobiliario,
que quedará redactada en los siguientes términos:

«Disposición final segunda.

Se autoriza al Gobierno para refundir en el plazo
máximo de 15 meses y en un solo texto las dis-
posiciones vigentes reguladoras del Catastro Inmo-
biliario y, especialmente, la normativa sobre la
materia contenida en la presente Ley, así como
en la Ley de 23 de marzo de 1906, que establece
el Catastro Parcelario; Ley 7/1986, de 24 de enero,
de Ordenación de la Cartografía; Ley 39/1988,
de 28 de diciembre, reguladora de las Haciendas
Locales, Ley 13/1996, de 30 de diciembre, de
medidas fiscales, administrativas y del orden social,
y la Ley 24/2001, de 27 de diciembre, de medidas
fiscales, administrativas y del orden social. La refun-
dición comprenderá la regularización, aclaración y
armonización de dichas disposiciones.»

Disposición final decimoctava. Modificación de la Ley
46/2002, de 18 de diciembre.

Se modifica la disposición adicional cuarta de la Ley
46/2002, de 18 de diciembre, de reforma parcial del
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y por
la que se modifican las Leyes de los Impuestos sobre
Sociedades y sobre la Renta de no Residentes, que fue
modificada por la disposición adicional cuarta de la Ley
19/2003, de 4 de julio, y que quedará redactada en
los siguientes términos:

«Disposición adicional cuarta.

El Gobierno elaborará y aprobará en el plazo de
quince meses a partir de la entrada en vigor de esta
ley los textos refundidos del Impuesto sobre la Ren-
ta de las Personas Físicas, del Impuesto sobre la
Renta de no Residentes y del Impuesto sobre Socie-
dades.»

Disposición final decimonovena. Entrada en vigor.

Uno. Esta ley entrará en vigor el día 1 de enero
de 2004.

Dos. Las modificaciones del artículo 10 y 25 c) de
la Ley 16/1989, de 17 de julio, de Defensa de la Com-
petencia, que se contemplan en el artículo 95 de esta
ley, y la modificación del apartado 5 d) del artículo 1
de la Ley 1/2002, de 21 de febrero, de Coordinación
de las competencias del Estado y las Comunidades Autó-
nomas en materia de Defensa de la Competencia, que
se contempla en el artículo 96 de esta ley, entrarán
en vigor a partir del día 1 de mayo de 2004.

Tres. Las nuevas redacciones del apartado tres del
artículo 80 de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre,
del Impuesto sobre el Valor Añadido, y del número 6
del artículo 22.o de la Ley 20/1991, de 7 de junio, de
Modificación de los aspectos fiscales del Régimen Eco-
nómico Fiscal de Canarias, entrarán en vigor el 1 de
septiembre de 2004.

Por tanto,
Mando a todos los españoles, particulares y auto-

ridades, que guarden y hagan guardar esta ley.

Madrid, 30 de diciembre de 2003.

JUAN CARLOS R.

El Presidente del Gobierno,
JOSÉ MARÍA AZNAR LÓPEZ

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

23937 CONFLICTO positivo de competencia núm.
7264-2003, promovido por el Gobierno de
la Generalidad de Cataluña, en relación con
el Real Decreto 1046/2003, de 1 de agosto,
por el que se regula el subsistema de forma-
ción profesional continua.

El Tribunal Constitucional, por providencia de 16 de
diciembre actual, ha admitido a trámite el conflicto posi-
tivo de competencia núm. 7264-2003, promovido por
el Gobierno de la Generalidad de Cataluña, en relación
con el Real Decreto 1046/2003, de 1 de agosto, por
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I.    Disposiciones generales

JEFATURA DEL ESTADO
 10621 LEY ORGÁNICA 2/2005, de 22 de junio, de 

modificación del Código Penal.

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA

A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo 

vengo en sancionar la siguiente ley orgánica.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

La Ley Orgánica 20/2003, de 23 de diciembre, de modi-
ficación de la Ley Orgánica del Poder Judicial y del Código 
Penal, en su artículo segundo, modificó el Código Penal 
introduciendo en él los artículos 506 bis, 521 bis y 576 bis. 
El artículo 506 bis castiga con penas de tres a cinco años 
de prisión e inhabilitación a la autoridad que convocara 
procesos electorales o consultas populares por vía de 
referéndum, careciendo de competencias para ello. Este 
artículo y el 521 bis también penalizan a quienes facilita-
ran, promovieran o aseguraran la realización de tales 
procesos o consultas. Por su parte, el artículo 576 bis cas-
tiga con pena de prisión a la autoridad o funcionario que 
allegara fondos, bienes, subvenciones o ayudas públicas 
a asociaciones o partidos disueltos o suspendidos por su 
relación con delitos de la sección segunda del capítulo V 
del título XXII del Código Penal.

Los artículos anteriores, cuya derogación se lleva a 
cabo por la presente Ley, se refieren a conductas que no 
tienen la suficiente entidad como para merecer el repro-
che penal, y menos aún si la pena que se contempla es la 
prisión.

El derecho penal se rige por los principios de interven-
ción mínima y proporcionalidad, según tiene señalado el 
Tribunal Constitucional, que ha reiterado que no se puede 
privar a una persona del derecho a la libertad sin que sea 
estrictamente imprescindible. En nuestro ordenamiento 
hay otras formas de control de la legalidad diferentes de 
la vía penal.

Así, el ejercicio de las potestades de convocar o pro-
mover consultas por quien no las tiene legalmente atri-
buidas es perfectamente controlable por vías diferentes a 
la penal.

En cuanto a las ayudas públicas a asociaciones o par-
tidos disueltos o suspendidos, el ordenamiento ya prevé 
una sanción penal si constituyeran actos de participación 
en asociación ilícita.

En suma, las conductas que se contemplan en estos 
tipos penales no presentan las notas exigidas para proce-
der a su incriminación. La Constitución y el conjunto del 

ordenamiento jurídico ya cuentan con los instrumentos 
suficientes y adecuados para asegurar el respeto a la 
legalidad y a las instituciones democráticas y garantizar la 
convivencia pacífica de todos los ciudadanos.

Artículo único. Modificación del Código Penal.

Quedan suprimidos los artículos 506 bis, 521 bis y 576 bis 
del Código Penal.

Disposición final única. Entrada en vigor.

La presente Ley Orgánica entrará en vigor el día 
siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Por tanto,
Mando a todos los españoles, particulares y autorida-

des, que guarden y hagan guardar esta ley orgánica.
Madrid, 22 de junio de 2005.

JUAN CARLOS R.

El Presidente del Gobierno,

JOSÉ LUIS RODRÍGUEZ ZAPATERO 

 10622 LEY 11/2005, de 22 de junio, por la que se 
modifica la Ley 10/2001, de 5 de julio, del Plan 
Hidrológico Nacional.

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA

A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo 

vengo en sancionar la siguiente Ley.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

El Plan Hidrológico Nacional, aprobado por la Ley 
10/2001, de 5 de julio, incluye en el capítulo III del título I 
las previsiones ligadas a las transferencias de agua entre 
el Bajo Ebro y las cuencas hidrológicas internas de Cata-
luña, del Júcar, del Segura y del Sur, bajo unos supues-
tos objetivos de racionalidad, eficiencia socioeconómica 
y ambiental, que distintos informes técnicos han puesto 
en entredicho, al considerar que en una decisión de 
tanto calado como la de llevar a cabo el trasvase no han 
merecido la debida atención y tratamiento aspectos fun-
damentales, entre los que cabe destacar los siguientes:

a) En su dimensión económica, en tanto se han exa-
gerado los beneficios del proyecto, sus costes aparecen 
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sistemáticamente infravalorados y, en algunos casos ni 
siquiera han sido tomados en consideración; la estructura 
de precios para la industria, la agricultura y los consumi-
dores no ha sido suficientemente bien explicada; no se ha 
aclarado si se aplicarían tarifas diferentes según los terri-
torios, ni cómo establecerían los acuerdos en materia de 
precios; los beneficios positivos, en términos de creación 
de empleo, han sido sobreestimados, y la relación entre el 
precio y la demanda no está bien contemplada.

b) En cuanto a las repercusiones ambientales, no se 
han analizado adecuadamente los efectos de una posible 
reducción de las cantidades de agua a trasvasar, y no se 
han despejado las incertidumbres sobre el caudal futuro 
del Ebro; no se han adoptado las medidas necesarias para 
la protección del río Ebro y en particular del Delta; no se 
ha asegurado la protección de las especies protegidas 
existentes, contrariamente a lo exigido por la legislación 
comunitaria sobre hábitats; existe un riesgo real de pro-
pagación de especies invasoras; en la evaluación de 
impacto ambiental y sus documentos asociados no se 
recoge ninguna información sobre la toma y la distribu-
ción del agua del trasvase, ni sobre los bombeos de agua 
y las instalaciones eléctricas necesarias, aspecto clave 
para determinar el consumo de energía que requieren y 
su impacto en el cumplimiento por España del Protocolo 
de Kioto; tampoco se ha informado en el trámite de con-
sulta sobre el aumento de salinidad previsto tanto en la 
cuenca cedente como en las cuencas receptoras, pos-
puesta a estudios futuros, que pueden llegar cuando el 
daño sea ya irreparable.

c) Y en cuanto a los aspectos técnicos, ha de subra-
yarse la ausencia del rigor necesario en los estudios sobre 
la disponibilidad efectiva de agua para trasvasar, de 
forma que no es posible determinar cuánta agua puede 
ser transferida, ni con qué garantías, existiendo por otra 
parte un margen de duda excesivo sobre la capacidad de 
los embalses previstos para almacenar el agua en las 
cuencas receptoras.

Estas acusadas y graves deficiencias en los criterios 
que prestan soporte al trasvase han quedado corrobora-
das en buena medida por la valoración sumamente crítica 
que en distintas fases y trámites ha merecido el proyecto 
a las autoridades comunitarias, lo que resulta determi-
nante para estimar que las posibilidades de obtener finan-
ciación con cargo tanto a Fondos de Cohesión como al 
FEDER para un proyecto de las características descritas 
resultan prácticamente inexistentes.

Por otro lado, de realizarse el señalado trasvase no 
quedaría garantizado el cumplimiento de las cautelas 
ambientales y socioeconómicas previstas en la legisla-
ción de aguas, destinadas a garantizar que en ningún 
caso el desarrollo futuro de la cuenca cedente pueda 
verse comprometido por la transferencia, ni quedaría ase-
gurada la obligada circulación del caudal ambiental aguas 
abajo de la toma de derivación y el mantenimiento de los 
ecosistemas asociados, tal y como expresamente exige la 
Directiva 2000/60/CE del Parlamento Europeo y del Con-
sejo, de 23 de octubre de 2000, por la que se establece un 
marco comunitario de actuación en el ámbito de la polí-
tica de aguas (Directiva Marco sobre Política de Aguas), 
patrón por el que deberán perfilarse las políticas hidráuli-
cas de los Estados miembros en el siglo XXI.

De acuerdo con la citada Directiva europea, las trans-
ferencias entre cuencas sólo deben plantearse cuando se 
hayan optimizado los recursos hídricos de cada cuenca; y, 
en todo caso, cualquier actuación hidráulica debe ser 
compatible con el mantenimiento de los caudales que 
garanticen la calidad ecológica de las aguas. Ello es apli-
cable, evidentemente, a la única transferencia de agua de 
importancia significativa existente en España, el trasvase 
Tajo-Segura, cuya utilización deberá ajustarse, estricta-

mente, a las condiciones establecidas en la legislación 
vigente.

Adicionalmente, el exigible principio de recuperación 
de los verdaderos costes asociados al trasvase, haría 
inviable económicamente la utilización de los recursos 
aportados para el regadío y retrasaría en el tiempo la 
puesta en marcha de soluciones a problemas que son ya 
muy urgentes, mientras que existen alternativas técnica-
mente más recomendables, ligadas a la gestión de la 
demanda, a la utilización de desaladoras y a la reutiliza-
ción de recursos, que pueden atender una demanda justi-
ficada y legítima, paliar la sobreexplotación y contamina-
ción de acuíferos, y asegurar el mantenimiento de los 
ecosistemas de interés natural, garantizando un uso más 
racional y sostenible de los recursos hidráulicos.

El panorama descrito lleva a considerar que el tras-
vase proyectado cuestiona gravemente los principios 
que la propia Ley 10/2001, de 5 de julio, establece en el 
artículo 12.

Es necesario por todo ello adoptar unas medidas cuya 
urgencia se justifica en las razones hasta aquí expuestas, 
ya que carecería de toda racionalidad continuar invir-
tiendo en las obras necesarias para realizar un trasvase 
que no se va a llevar a cabo. Además de un evidente des-
pilfarro de recursos públicos, ello supondría impedir o 
retrasar, por inmovilización de recursos financieros, la 
exigible y urgente realización de las medidas estructura-
les de inversión y de gestión que se aprueban con el 
carácter de prioritarias y urgentes.

Porque la satisfacción de las necesidades hídricas de 
las cuencas mediterráneas no admite demora, y debe pro-
curarse asegurando la estabilidad de un desarrollo más 
equilibrado, sostenible y concertado en todos los territo-
rios a los que hubiera afectado el trasvase del Ebro.

Las medidas recogidas en esta Ley se centran, de una 
parte, en la derogación de los preceptos que regulan el 
trasvase y la aprobación del desarrollo de aquellos pro-
yectos urgentes y prioritarios que más directamente pue-
den incidir en una mejora de la disponibilidad de recursos 
en las cuencas mediterráneas. En este sentido, el Anexo III 
incorpora las nuevas actuaciones que se declaran de inte-
rés general, en tanto que, por razones de claridad y siste-
mática, el nuevo Anexo IV comprende y reordena el con-
junto de actuaciones que van a acometerse con carácter 
prioritario.

De otra parte, se incorporan determinadas reformas 
a la Ley de Aguas, entre las que cabe destacar: la dema-
nialización total de las aguas desaladas; medidas de 
racionalización en la toma de decisiones sobre nuevas 
obras de interés general, a través de un estudio previo 
de sus costes económicos y ambientales; medidas para 
favorecer la mayor integración de la protección y la ges-
tión sostenible del agua en otras políticas, como las rela-
tivas a energía, transporte, ordenación del territorio y 
urbanismo, agricultura, pesca, o turismo; la definición 
cualitativa de los caudales ecológicos, por su importancia 
para la conservación del medio ambiente hídrico y terres-
tre asociado; la determinación en los planes hidrológicos 
de cuenca de las reservas naturales fluviales, con la finali-
dad de preservar los tramos de ríos con escasa o nula 
intervención humana; la exigencia de mediciones preci-
sas de los caudales efectivamente consumidos o utiliza-
dos por los distintos titulares del derecho al uso privativo 
de las aguas; medidas de refuerzo de la policía de aguas; 
protección específica de las aguas destinadas a consumo 
humano y a riegos, garantizando la asignación de las 
aguas de mejor calidad al abastecimiento de poblaciones; 
responsabilidad del concesionario para mantener los 
estándares de calidad de las aguas reutilizadas, que que-
dan asimismo demanializadas; mecanismos de coordi-
nación entre Administraciones para la mejor aplicación 
del principio de recuperación de costes; y previsión de 
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una normativa específica sobre seguridad de presas y 
embalses.

Se trata de un conjunto de reformas, parcial pero 
importante, que plasma la reorientación de la política del 
agua cuyos ejes principales son: cumplir las normas 
europeas, en particular la Directiva Marco 2000/60; 
garantizar la equidad, la eficiencia y la sostenibilidad en 
la gestión y el uso de los recursos hídricos, y utilizar para 
ello las mejores tecnologías disponibles.

Artículo único. Modificación de la Ley 10/2001, de 5 de 
julio, del Plan Hidrológico Nacional.

La Ley 10/2001, de 5 de julio, del Plan Hidrológico 
Nacional, se modifica en los siguientes términos:

Primero.–El artículo 2.1.d) queda redactado como 
sigue:

«Optimizar la gestión de los recursos hídricos, 
con especial atención a los territorios con escasez, 
protegiendo su calidad y economizando sus usos, 
en armonía con el medio ambiente y los demás 
recursos naturales.»

Segundo.–Se suprime la letra e) del apartado 2 del 
artículo 2.

Tercero.–El apartado c) del artículo 6 queda redactado 
de la siguiente forma:

«La actualización de los Planes Hidrológicos de 
cuenca para el adecuado cumplimiento de los nue-
vos criterios de los Planes Hidrológicos de cuenca, 
contemplados por la Ley de Aguas modificada, 
haciendo especial atención al dimensionamiento de 
las necesidades actuales y previsibles de cada 
zona.»

Cuarto.–El apartado d) del artículo 6 queda redactado 
en los siguientes términos:

«Las relativas a las siguientes materias, de con-
formidad con la regulación establecida en otros 
artículos de esta Ley y respetando las competencias 
de cada Administración: caudales ambientales, ges-
tión de las sequías, protección del dominio público 
hidráulico, humedales e información hidrológica.»

Quinto.–Se añade el siguiente texto al final del punto 2 
del artículo 9:

«Estos programas considerarán especialmente 
las reglamentaciones que determinarán las condi-
ciones técnicas definitorias de cada uno de los esta-
dos de las masas de aguas y potenciales en cumpli-
miento de los criterios de la Directiva Marco del 
Agua, así como los criterios de clasificación, en vir-
tud del cumplimiento del artículo 92 ter.1 de la Ley 
1/2001, de Aguas, de 20 de julio.»

Sexto.–El artículo 15 queda redactado como sigue:
«Artículo 15. Condiciones ambientales.

Con el fin de poder determinar las repercusiones 
ambientales de las transferencias, se someterán a 
evaluación de impacto ambiental todos los proyec-
tos de manera individual y conjunta y, en su caso, 
planes y programas relativos a las mismas, tanto los 
afectantes a las cuencas cedentes como a las recep-
toras, de conformidad con el procedimiento estable-
cido por la normativa que resulte de aplicación.

En los supuestos en que la normativa de aplica-
ción no haya previsto la evaluación de impacto 
ambiental para las transferencias, todos los proyec-
tos relativos a las mismas se someterán a la evalua-
ción de impacto ambiental de manera conjunta, 
debiendo cumplir dichas transferencias las medidas 

preventivas, protectoras, correctoras y de compen-
sación incluidas en las declaraciones de impacto 
ambiental que al efecto se dicten.»

Séptimo.–El tercer párrafo del artículo 25 queda redac-
tado como sigue:

«Los Planes Hidrológicos de cuenca incorpora-
rán las referidas reservas, y las considerarán como 
limitaciones a introducir en los análisis de sus siste-
mas de explotación. A propuesta de las Comunida-
des Autónomas estas reservas podrán integrarse en 
las redes de protección que la Comunidad haya pre-
visto en el ejercicio de sus competencias.»

Octavo.–El apartado 1 del artículo 26 tendrá la 
siguiente redacción:

«1. A los efectos de la evaluación de disponibi-
lidades hídricas, los caudales ambientales que se 
fijen en los Planes Hidrológicos de cuenca, de 
acuerdo con la Ley de Aguas, tendrán la considera-
ción de una limitación previa a los flujos del sistema 
de explotación, que operará con carácter preferente 
a los usos contemplados en el sistema. Para su 
establecimiento, los Organismos de cuenca realiza-
rán estudios específicos para cada tramo de río, 
teniendo en cuenta la dinámica de los ecosistemas 
y las condiciones mínimas de su biocenosis. Las 
disponibilidades obtenidas en estas condiciones 
son las que pueden, en su caso, ser objeto de asig-
nación y reserva para los usos existentes y previsi-
bles.»

Noveno.–Se añade un párrafo final al apartado 1 del 
artículo 26 con la siguiente redacción:

«La fijación de los caudales ambientales se reali-
zará con la participación de todas las Comunidades 
Autónomas que integren la cuenca hidrográfica, a 
través de los Consejos del Agua de las respectivas 
cuencas, sin perjuicio de lo dispuesto en la disposi-
ción adicional décima en relación con el Plan Inte-
gral de Protección del Delta del Ebro.»

Décimo.–El apartado 3 del artículo 36 queda redactado 
como sigue:

«3. En aplicación de las previsiones estableci-
das en los Planes Hidrológicos de cuenca, el 
Gobierno desarrollará durante el período 2001-2008 
las inversiones que se relacionan en el Anexo II de la 
presente Ley. Las correspondientes leyes de presu-
puestos recogerán los compromisos de gastos ade-
cuados y suficientes para hacer frente al citado plan 
de inversiones.»

Undécimo.–El apartado 5 del artículo 36 queda redac-
tado como sigue:

«5. Todas y cada una de las obras incluidas en 
los Anexos II y III se declaran de interés general con 
los efectos previstos en los artículos 46.2, 127 y 130 
del texto refundido de la Ley de Aguas, aprobado 
por el Real Decreto Legislativo 1/2001, de 20 de julio, 
y el artículo 10 de la Ley de Expropiación Forzosa 
respecto de la utilidad pública implícita en los pla-
nes de obras del Estado.

El Ministerio de Medio Ambiente, los Organis-
mos públicos dependientes de aquél, y, en su caso, 
por convenio, otras Administraciones públicas, rea-
lizarán las actuaciones relacionadas en el Anexo IV 
con carácter prioritario y urgente, de conformidad 
con lo establecido por la normativa vigente.

Para que se produzca la efectividad de la decla-
ración de interés general se requerirá la emisión de 
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informe previo no vinculante de la Comunidad Autó-
noma en cuyo territorio se ejecute la obra.»

Duodécimo.–El apartado 1 de la disposición adicional 
segunda queda redactado en los siguientes términos:

«El artículo 1, párrafo 2, de la Ley 18/1981 queda 
redactado de la siguiente forma:

Dos. Podrá destinarse al abastecimiento urbano 
e industrial de los municipios de la provincia de 
Tarragona un caudal equivalente al recuperado, con 
el límite máximo de cuatro metros cúbicos por 
segundo, previa concesión administrativa, cuyo 
otorgamiento no comprometerá volúmenes de agua 
del Ebro adicionales a los actualmente otorgados 
para los regadíos del Delta; a cuyos efectos se reali-
zarán, en su caso, los necesarios reajustes de las 
actuales concesiones.»

Decimotercero.–Se incorpora un nuevo párrafo a la 
disposición adicional cuarta con el siguiente texto:

«Se declaran de interés general las actuaciones 
incluidas en el Plan Especial del Alto Guadiana.»

Decimocuarto.–Se incorpora un nuevo párrafo a la 
disposición adicional séptima con el siguiente texto:

«Se declaran de interés general las actuaciones 
incluidas en el Plan Integral de Mejora de la Calidad 
del río Tajo.»

Decimoquinto.–La disposición adicional décima 
queda redactada del siguiente modo:

«1. Con la finalidad de asegurar el manteni-
miento de las condiciones ecológicas especiales del 
Delta del Ebro, se elaborará un plan integral de pro-
tección con el siguiente contenido mínimo:

a) Definición del régimen hídrico que permita 
el desarrollo de las funciones ecológicas del río, 
del Delta y del ecosistema marino próximo. Asi-
mismo se definirá un caudal adicional que se 
aportará con la periodicidad y las magnitudes que 
se establezcan de forma que se asegure la correcta 
satisfacción de los requerimientos medioambien-
tales de dicho sistema. Los caudales ambientales 
resultantes se incorporarán al Plan Hidrológico de 
la cuenca del Ebro mediante su revisión corres-
pondiente.

b) Definición de las medidas necesarias para 
evitar la subsidencia y regresión del Delta, como la 
aportación de sedimentos o la promoción de la 
vegetación halófila.

c) Mejora de la calidad del agua de manera que 
sea compatible con la presencia de especies a con-
servar, que no se genere eutrofia y que no haya 
concentraciones de fitosanitarios y otros contami-
nantes en cantidades potencialmente peligrosas 
para el ser humano, la flora y la fauna de los ecosis-
temas.

d) Mejora del hábitat físico de los ecosistemas 
(río, canales, lagunas, bahías) y de sus conexiones.

e) Definición y aplicación de un modelo agro-
nómico sostenible en el marco de la política agraria 
comunitaria y la cuantificación de los posibles volú-
menes de agua a ahorrar en las concesiones de 
regadío actualmente existentes en el río.

f) La interrelación entre las actividades huma-
nas presentes en el Delta, bahías y el entorno del 
río (turismo y agricultura) con los flujos de agua y 
nutrientes necesarios para los ecosistemas natu-
rales.

g) La definición, el método de seguimiento y el 
control de indicadores medioambientales que debe-

rán considerar, entre otros, los parámetros del 
estado cuantitativo y cualitativo de: la cuña salina, la 
subsidencia y la regresión del Delta, la eutrofización 
de las aguas, los ecosistemas (especies piscícolas, 
acuicultura, avifauna, flora específica...), las bahías 
dels Alfacs y del Fangar, y la contaminación del 
medio.

h) Garantizar la función de corredores biológi-
cos de los márgenes del río en el ámbito del Plan.

i) Restauración ambiental del embalse de Flix.
2. Si, como consecuencia del seguimiento de 

los indicadores ambientales definidos en el punto g) 
del anterior apartado 1, se detecta alguna situación 
de riesgo para los ecosistemas del ámbito de actua-
ción del presente Plan, las Administraciones compe-
tentes adoptarán las medidas preventivas y correc-
toras necesarias.

3. Para la redacción del Plan y para la ejecu-
ción y coordinación de sus actuaciones, la Admi-
nistración General del Estado y la Generalidad de 
Cataluña suscribirán el oportuno instrumento de 
colaboración. La redacción del Plan tendrá en 
cuenta los principios inspiradores de la Directiva 
2000/60/CE, del Parlamento Europeo y del Con-
sejo, de 23 de octubre de 2000, por la que se esta-
blece un marco comunitario de actuación en el 
ámbito de la política de aguas, y se realizará con la 
consulta y participación de los representantes de 
los entes locales de la zona del Delta del Ebro, así 
como de los usuarios y organizaciones sociales 
más representativas, con carácter previo a su 
aprobación.

4. El Plan deberá estar redactado y aprobado 
en el plazo máximo de un año a los efectos regula-
dos en la presente disposición adicional.

5. Ambas Administraciones, previo mutuo 
acuerdo, aprobarán el Plan en el ámbito de sus res-
pectivas competencias.»

Decimosexto.–Se añade una disposición adicional 
nueva con el siguiente texto:

«La Comunidad Autónoma de Aragón dispondrá 
de una reserva de agua suficiente para cubrir las 
necesidades presentes y futuras en su territorio, tal 
y como se establece en el Pacto del Agua de Aragón, 
de junio de 1992.»

Decimoséptimo.–Se añade una disposición adicional 
nueva con el siguiente texto:

«A propuesta del Gobierno de Aragón, las 
inversiones relativas a los embalses de más de 
cuatro hectómetros cúbicos, con fines de regula-
ción interna, que sean aprobadas por la Comisión 
de Seguimiento del Pacto del Agua de Aragón, 
tendrán la consideración de obras hidráulicas de 
interés general cuando concurran las circunstan-
cias previstas en el apartado 1 ó 2 del artículo 44 
del texto refundido de la Ley de Aguas, aprobado 
por Real Decreto Legislativo 1/2001, de 20 de 
julio.»

Decimoctavo.–Se crea una nueva disposición transito-
ria con la siguiente redacción:

«Disposición transitoria cuarta.
La encomienda de gestión acordada por las 

Comunidades Autónomas con los Organismos de 
cuenca se entenderá que lo es con el Ministerio de 
Medio Ambiente en los casos en que éste asuma sus 
funciones.»
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Decimonoveno.

1. Se modifica el Anexo II, Listado de inversiones, 
respecto de las siguientes actuaciones:

«Cuenca del Ebro: la actuación denominada 
‘‘Embalse de San Salvador’’ pasa a denominarse 
‘‘Embalse de Montbrun (San Salvador optimizado)’’.

Cuenca del Júcar: la actuación denominada 
‘‘Interconexión Manises-Picasent’’ pasa a denomi-
narse ‘‘Refuerzo del sistema de abastecimiento del 
área metropolitana de Valencia y el Camp de Morve-
dre’’.»

2. Se incorporan al listado del Anexo II las siguientes 
actuaciones:

«Cuenca del Tajo: infraestructuras de interco-
nexión y aprovechamiento conjunto de los ríos 
Sorbe y Bornova.

Cuenca del Guadiana: mejora del abastecimiento 
a la comarca de Almadén.»

Vigésimo.–Se añaden los Anexos III y IV con el 
siguiente contenido:

«ANEXO III
Nuevas actuaciones de interés general

1. Cuenca Hidrográfica del Sur.
a) Desaladora en Níjar.
b) Desaladora en el bajo Almanzora.
c) Desalación en el Poniente Almeriense.
d) Remodelación y puesta en servicio de la 

desaladora de Marbella.
e) Desalación en la Costa del Sol.
f) Actuaciones de reutilización de aguas resi-

duales en Almería.
g) Reutilización de aguas residuales en la ciu-

dad de Málaga.
2. Cuenca Hidrográfica del Segura.
a) Planta desaladora para garantizar los rega-

díos del trasvase Tajo-Segura.
b) Desaladora para L’ Alacantí y Vega Baja.
c) Reutilización de aguas residuales en el Mar 

Menor.
d) Modernización de las infraestructuras 

hidráulicas de los regadíos de la comarca de Los 
Vélez.

e) Recrecimiento del canal de la margen dere-
cha del postrasvase Tajo-Segura. Tramo Fin sifón 
Segura a inicio acueducto de Campos del Río.

f) Conducción Boca Sur del Túnel de El Salta-
dor-Camino del Cerro Minado (Almanzora).

g) Remodelación del sistema de conducciones 
de la Mancomunidad de los Canales del Taibilla.

h) Desalación del Campo de Cartagena (red de 
distribución).

i) Medidas urgentes para dotar de recursos al 
Altiplano.

j) Medidas urgentes para dotar de recursos al 
Alto Guadalentín.

k) Ampliación de la Estación Desaladora de 
Aguas Salobres –EDAS– de El Mojón y sus colecto-
res.

l) Ampliación de la Estación Depuradora de 
Aguas Residuales –EDAR– de Murcia -Este y dota-
ción de tratamientos terciarios para su reutilización. 

m) Interceptor de las aguas pluviales del norte 
del municipio de Murcia.

3. Cuenca Hidrográfica del Júcar.
a) Desalación en la Marina Alta.
b) Desalación en la Marina Baja.

c) Ampliación de la desaladora de Jávea
d) Desarrollo de programas de aguas subterrá-

neas y desalación para abastecimientos y regadíos 
en Castellón.

e) Reutilización de aguas residuales de la EDAR 
de Novelda y Monforte del Cid.

f) Terminación de la reutilización de las aguas 
residuales de Pinedo.

g) Reutilización de aguas residuales de la EDAR 
de Sueca.

h) Reutilización de aguas residuales depuradas 
de la Albufera Sur.

i) Reordenación de la infraestructura hidráulica 
de la huerta y red de saneamiento del área metropo-
litana de Valencia.

j) Prolongación del Canal de la Cota 100 del río 
Mijares.

k) Potabilizadora del río Mijares.
l) Prevención contra avenidas del barranco de 

Benimodo.
m) Adecuación del embalse de Arenós.
n) Reutilización de aguas residuales en el sis-

tema Vinalopó-Alacantí.
o) Mejora de la depuración y reutilización de 

aguas residuales de la Plana de Castellón.
p) Ampliación de la capacidad de depuración 

de agua en Sueca.
q) Mejora del abastecimiento urbano de los 

municipios de la Marina Baja a través del canal bajo 
del Algar.

r) Infraestructuras para la reutilización de las 
aguas residuales de las EDAR’s de Monte Orgegia 
(Alicante) y Rincón de León (Alicante) por los usua-
rios del Vinalopó.

s) Desalobración e infraestructuras para la pos-
terior reutilización agrícola de las aguas residuales 
depuradas de la EDAR de Elda-Petrer, por los usua-
rios del Vinalopó.

t) Tratamiento terciario y reutilización de la 
EDAR de Alcoiá-Comtat para uso industrial.

u) Tratamiento terciario y reutilización de la 
EDAR de Ontinyent-Vall d’ Albaida para uso indus-
trial.

v) Tratamiento terciario y reutilización de las 
aguas residuales de la EDAR de Gandía.

w) Tratamiento terciario y reutilización de las 
aguas residuales de la EDAR de Xàbia

x) Tratamiento terciario y reutilización de las 
aguas residuales de la EDAR de Oliva.

y) Encauzamiento del barranco de Juan de 
Mora (Castellón).

4. Cuenca Hidrográfica del Ebro.

a) Programa de calidad de las aguas del Delta 
del Ebro. Alimentación de las bahías con agua dulce 
de los canales de riego (1.ª fase).

b) Programa para corregir subsidencia y regre-
sión del Delta del Ebro (1.ª fase).

c) Programa para la implantación de redes de 
indicadores ambientales del Delta del Ebro.

d) Eliminación de la contaminación química 
del embalse de Flix.

e) Restauración hidrológica de la continuidad 
del río Ebro.

f) Programa de saneamiento de aguas resi-
duales urbanas (PSARU 2002) en la cuenca del 
Ebro (1.ª fase).

g) Aprovechamiento por elevación de la capa-
cidad no útil del embalse de El Grado.
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ANEXO IV
Actuaciones prioritarias y urgentes en las cuencas 

mediterráneas
1. Cuenca Hidrográfica del Sur.
1.1 Actuaciones en incremento de la disponibi-

lidad de recursos hídricos:
a) Desaladora del Campo de Dalías.
b) Desaladora en Níjar.
c) Desaladora en el Bajo Almanzora.
d) Desaladora de agua de mar de Carboneras. 

2.ª fase.
e) Desalación en el Poniente Almeriense.
f) Remodelación y puesta en servicio de la 

desaladora de Marbella.
g) Desalación en la Costa del Sol.

1.2 Actuaciones en mejora de la gestión de los 
recursos hídricos:

a) Actuaciones complementarias de reutiliza-
ción de aguas residuales en el Campo de Dalías.

b) Actuaciones de reutilización de aguas resi-
duales en Almería.

c) Conexión presa Cuevas de Almanzora-
Poniente Almeriense (Sector Norte).

d) Mejora de las infraestructuras hidráulicas de 
los riegos de la zona de Poniente de Adra.

e) Conducciones en la zona regable del 
embalse de Cuevas de Almanzora.

f) Corrección de vertidos salinos al embalse de 
Guadalhorce.

g) Reutilización de aguas residuales en la Costa 
del Sol.

h) Reutilización de aguas residuales en la ciu-
dad de Málaga. 1.ª fase.

2. Cuenca Hidrográfica del Segura.
2.1 Actuaciones en incremento de la disponibi-

lidad de recursos hídricos:
a) Desaladora del Campo de Cartagena.
b) Planta desaladora para garantizar los rega-

díos del trasvase Tajo-Segura.
c) Ampliación de la desaladora de la Manco-

munidad de los Canales del Taibilla en Murcia.
d) Planta desaladora en el Guadalentín.
e) Planta desaladora para riego en Murcia.
f) Planta desaladora de La Pedrera.
g) Planta desaladora. Mejora de la calidad en 

Pilar de la Horadada.
h) Desaladora para L’ Alacantí y Vega Baja.
i) Desalación del Campo de Cartagena (red de 

distribución).
j) Medidas urgentes para dotar de recursos al 

Altiplano.
k) Medidas urgentes para dotar de recursos al 

Alto Guadalentín.
l) Ampliación de la Estación Desaladora de Aguas 

Salobres –EDAS– de El Mojón y sus colectores.
2.2 Actuaciones en mejora de la gestión de los 

recursos hídricos:
a) Colector de evacuación de aguas salinas en 

la Vega Baja y desalobradora.
b) Colector de evacuación de aguas salinas en 

el Valle del Guadalentín y desalobradora.
c) Reutilización de aguas residuales en el Mar 

Menor.
d) Modernización de las infraestructuras 

hidráulicas de los regadíos de la Vega Baja del 
Segura.

e) Terminación de la modernización de las 
infraestructuras hidráulicas de los regadíos de la 
Vega Media.

f) Modernización de las infraestructuras hidráu-
licas de los regadíos de la Vega Alta. Ojós-Contrapa-
rada.

g) Modernización de las infraestructuras 
hidráulicas de los regadíos de la Vega Alta hasta 
Ojós.

h) Terminación de la modernización de las 
infraestructuras hidráulicas de las zonas regables de 
Lorca y Valle del Guadalentín.

i) Modernización de la infraestructura hidráu-
lica de la zona regable de Librilla.

j) Modernización de las infraestructuras hidráu-
licas de los regadíos de la comarca de Los Vélez.

k) Conexión Fuensanta-Taibilla.
l) Recrecimiento del canal de la margen dere-

cha del postrasvase Tajo-Segura. Tramo Fin sifón 
Segura a inicio acueducto de Campos del Río.

m) Conducción Boca Sur del Túnel de El Salta-
dor-Camino del Cerro Minado (Almanzora).

n) Mejora de la calidad del agua para abasteci-
miento urbano procedente del Tajo -Segura.

o) Remodelación del sistema de conducciones 
de la Mancomunidad de los Canales del Taibilla.

p) Depósito, potabilizadora e instalaciones 
complementarias de abastecimiento de Hellín.

q) Automatización y telemando de los canales 
e instalaciones principales del postrasvase Tajo-
Segura.

r) Ampliación de la Estación Depuradora de 
Aguas Residuales –EDAR– de Murcia-Este y dota-
ción de tratamientos terciarios para su reutilización.

2.3 Actuaciones en mejora de la calidad del 
agua, prevención de inundaciones y restauración 
ambiental:

a) Interceptores de aguas pluviales de los 
barrios norte y oeste de Cartagena.

b) Terminación de la recuperación ambiental 
del Segura entre Ojós y Contraparada.

c) Ampliación de la EDAR de Hellín.
d) Terminación de la conservación y acondicio-

namiento del dominio público hidráulico en el río 
Segura, Contraparada-Guardamar (tramo Murcia).

e) Terminación de la conservación y acondicio-
namiento del dominio público hidráulico en el río 
Segura, Contraparada-Guardamar (tramo Alicante).

f) Recirculación de caudales en el tramo urbano 
de Murcia.

g) Interceptor de aguas pluviales de las ram-
blas del norte del municipio de Murcia.

3. Cuenca Hidrográfica del Júcar.
3.1 Actuaciones en incremento de la disponibi-

lidad de recursos hídricos:
a) Desalación en la Marina Alta.
b) Desalación en la Marina Baja.
c) Ampliación de la desaladora de la Manco-

munidad de los Canales del Taibilla en Alicante.
d) Ampliación de la desaladora de Jávea.
e) Desarrollo de programas de aguas subterrá-

neas y desalación para abastecimientos y regadíos 
en Castellón.

f) Regulación para recarga de los excedentes 
invernales del río Belcaire.

g) Azud de regulación diaria en el tramo bajo 
del río Turia.

h) Adecuación del embalse de Arenós.
i) Ampliación de la capacidad de depuración de 

agua en Sueca.
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j) Mejora del abastecimiento urbano de los 
municipios de la Marina Baja a través del canal bajo 
de Algar.

3.2 Actuaciones en mejora de la gestión de los 
recursos hídricos:

a) Reutilización y balsa de regulación en Villajo-
yosa.

b) Reutilización de aguas residuales de la EDAR 
de Novelda y Monforte del Cid.

c) Terminación de la reutilización de las aguas 
residuales de Pinedo.

d) Reutilización de aguas residuales de la EDAR 
de Sueca.

e) Reutilización de aguas residuales depuradas 
de la Albufera Sur.

f) Plan de modernización de riegos de la Plana 
de Castellón.

g) Modernización de los riegos tradicionales de 
Escalona, Carcaixent, Sueca, Cullera y Cuatro Pue-
blos.

h) Reordenación de la infraestructura hidráu-
lica de la huerta y red de saneamiento del área 
metropolitana de Valencia.

i) Modernización del canal Júcar-Turia.
j) Gran reparación y automatización del canal 

principal del Campo del Turia.
k) Modernización del canal del Campo del 

Turia.
l) Reposición de la Acequia Mayor de Sagunto, 

afectada por la construcción de la presa de Algar.
m) Prolongación del Canal de la Cota 100 del 

río Mijares.
n) Refuerzo del sistema de abastecimiento del 

área metropolitana de Valencia y el Camp de Mor-
vedre.

o) Reutilización de aguas residuales en el sis-
tema Vinalopó-Alacantí.

p) Mejora de la depuración y reutilización de 
aguas residuales de la Plana de Castellón.

q) Abastecimiento a los municipios del entorno 
del embalse de Contreras.

r) Abastecimiento a La Manchuela con aguas 
superficiales.

s) Infraestructura para la sustitución de bom-
beos en acuífero de La Mancha Oriental.

t) Infraestructuras para la reutilización de las 
aguas residuales de las EDAR’s de Monte Orgegia 
(Alicante) y Rincón de León (Alicante) por los usua-
rios del Vinalopó.

u) Desalobración e infraestructuras para la 
posterior reutilización agrícola de las aguas residua-
les depuradas de la EDAR de Elda-Petrer por los 
usuarios del Vinalopó.

v) Tratamiento terciario y reutilización de la 
EDAR de Alcoià-Comtat para uso industrial.

w) Tratamiento terciario y reutilización de la 
EDAR de Ontinyent-Vall d’Albaida para uso indus-
trial.

x) Tratamiento terciario y reutilización de las 
aguas residuales de la EDAR de Gandía.

y) Tratamiento terciario y reutilización de las 
aguas residuales de la EDAR de Xàbia.

z) Tratamiento terciario y reutilización de las 
aguas residuales de la EDAR de Oliva.

3.3 Actuaciones en mejora de la calidad del 
agua, prevención de inundaciones y restauración 
ambiental:

a) Potabilizadora del río Mijares.
b) Presa de Villamarchante.
c) Alternativa a la presa del Marquesado.

d) Laminación y mejora del drenaje de la 
cuenca de la rambla Gallinera.

e) Acondicionamiento del Bajo Turia y nuevo 
cauce del río.

f) Laminación y control de avenidas en la 
cuenca media del río Serpis.

g) Laminación y mejora del drenaje en la 
cuenca del río Vacas.

h) Prevención contra avenidas del Barranco de 
Benimodo.

i) Encauzamiento del Barranco de Juan de 
Mora (Castellón).

4. Cuenca Hidrográfica del Ebro.
Actuaciones en mejora de la calidad del agua, pre-

vención de inundaciones y restauración ambiental:
a) Programa de calidad de las aguas del Delta 

del Ebro. Alimentación de las bahías con agua dulce 
de los canales de riego (1.ª fase).

b) Programa para corregir subsidencia y regre-
sión del Delta del Ebro (1.ª fase).

c) Programa para la implantación de redes de 
indicadores ambientales del Delta del Ebro.

d) Eliminación de la contaminación química 
del embalse de Flix.

e) Restauración hidrológica de la continuidad 
del río Ebro.

f) Programa de saneamiento de aguas resi-
duales urbanas (PSARU 2002) en la cuenca del Ebro 
(1.ª fase).

Disposición adicional primera.

En aplicación de la legislación vigente, que señala la 
prioridad de la cuenca cedente, se llevarán a cabo con 
carácter de urgencia y de acuerdo con criterios de viabili-
dad las obras previstas en el Anexo al Plan Hidrológico 
Nacional que permitan que Castilla-La Mancha pueda uti-
lizar también el agua y la infraestructura del Acueducto 
Tajo-Segura.

En aplicación de la disposición adicional tercera de la 
Ley 10/2001, de 5 de julio, del Plan Hidrológico Nacional, 
que establece la prioridad de la cuenca cedente, el volu-
men trasvasable desde la cabecera del Tajo se revisará en 
el futuro, oídas las Comunidades Autónomas afectadas, a 
medida que el Gobierno lleve a cabo las inversiones pre-
cisas para que resulten adecuadamente satisfechas las 
necesidades de la cuenca del Segura.

El Ministerio de Medio Ambiente, en coordinación con 
las Comunidades Autónomas afectadas, tendrá en cuenta 
las implicaciones para la gestión del trasvase Tajo-Segura 
derivadas de las exigencias contenidas en la Directiva 
Marco del Agua.

En todo caso, durante la presente legislatura no se 
modificarán las reglas de explotación del trasvase Tajo-
Segura.

Disposición adicional segunda. Cambio de denomina-
ción de la Escala de Agentes Medioambientales de 
Parques Nacionales.

La Escala de Agentes Medioambientales de Parques 
Nacionales pasará a denominarse Escala de Agentes 
Medioambientales de Organismos Autónomos del Minis-
terio de Medio Ambiente, manteniendo su adscripción 
orgánica al Ministerio de Medio Ambiente, así como la 
clasificación en el grupo C de los establecidos en el ar-
tículo 25 de la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Medidas 
para la Reforma de la Función Pública. Los funcionarios 
que la integren conservarán el carácter de Agentes de la 
Autoridad en el desempeño de sus funciones.
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Disposición adicional tercera.

En cualquier caso el régimen financiero regulado en la 
Ley de Aguas incentivará la modernización de los rega-
díos.

Disposición adicional cuarta.

Establecer las compensaciones de carácter ambiental 
y desarrollo socioeconómico de los municipios que hayan 
visto afectado negativamente su desarrollo como conse-
cuencia de la construcción de embalses, de acuerdo con 
la legislación vigente.

Disposición adicional quinta.

El Gobierno, en el plazo máximo de tres meses, 
mediante convenio con la Generalidad de Cataluña, 
garantizará el acceso a la financiación con cargo a fondos 
comunitarios, con el máximo coeficiente de aportación 
posible y por cuantía equivalente a la prevista para la rea-
lización de las obras sustituidas en las cuencas internas 
de Cataluña que se relacionan:

Las que figuraban en los Anexos III.5 y IV.5 de la Ley 
10/2001, de 5 de julio, del Plan Hidrológico Nacional, 
incorporados mediante el Real Decreto-Ley 2/2004, de 18 
de junio.

La denominada «Conexión CAT-Abrera», que figuraba 
en el Anexo II de la Ley 10/2001, de 5 de julio, del Plan 
Hidrológico Nacional.

Disposición adicional sexta.

1. El Ministerio de Medio Ambiente informará anual-
mente a las Comisiones correspondientes del Congreso 
de los Diputados y del Senado del volumen y destino de 
los caudales transportados por el acueducto Tajo-Segura, 
de los ingresos y costes derivados de su explotación y 
utilización, con especial mención de los caudales trans-
portados que no han generado ingresos, y de la distribu-
ción entre las Comunidades Autónomas y provincias 
beneficiarias de la recaudación obtenida por la tarifa de 
conducción del agua.

2. La inclusión de la «Conducción Júcar-Vinalopó» 
en el Anexo II de la Ley 10/2001, de 5 julio, del Plan Hidro-
lógico Nacional, no supondrá en ningún caso la afirma-
ción de su validez frente a la nulidad declarada por el Tri-
bunal Supremo en su sentencia de 20 de octubre de 2004 
en relación con varios artículos del Plan Hidrológico del 
Júcar.

Disposición adicional séptima.

En el marco del desarrollo de la planificación hidro-
gráfica y con los plazos que exige la Directiva Marco del 
Agua, el Gobierno, previo consenso con las Comunidades 
Autónomas, y en el ámbito de sus competencias, llevará 
a cabo las actuaciones siguientes:

a) La revisión de la trasposición de la Directiva 
2000/60/CE.

b) La adaptación de los Planes hidrológicos de 
cuenca a lo establecido en esta norma, disposiciones de 
desarrollo y a la trasposición de la Directiva 2000/60/CE.

c) La reforma del Consejo Nacional del Agua.
d) La revisión del Plan Nacional de Saneamiento.
e) Actuaciones en materia de protección y gestión de 

las aguas subterráneas.
f) Actuaciones en materia de protección de los 

humedales existentes.

g) Actuaciones en materia de gestión de pantanos a 
fin de recuperar sedimentos que puedan retornar a los 
ríos y eviten la regresión de las zonas costeras.

h) Actuaciones dirigidas a fomentar el ahorro de 
agua, incluida la posible sustitución de usos de aguas 
potables por aguas de otras procedencias.

i) Actuaciones relativas a campañas didácticas para 
promover un uso sostenible y racional del agua entre la 
población escolar.

Disposición adicional octava.

Se desestima la construcción del pantano de Jánovas. 
La Administración central, autonómica y local elaborarán 
conjuntamente un Plan de desarrollo sostenible para el 
municipio afectado.

Disposición derogatoria única. Derogación normativa.

1. Quedan derogados los artículos 2.2, letra e), 6, 
letra c), 13, 16, 17, 18, 19, 21, 22, 23 y 36.4, segundo 
inciso (desde: «Por dicha razón.», hasta: «. la presente 
Ley»), de la Ley 10/2001, de 5 de julio, del Plan Hidroló-
gico Nacional.

2. Quedan derogadas las siguientes actuaciones del 
Anexo II, Listado de Inversiones, de la Ley 10/2001, de 5 de 
julio, del Plan Hidrológico Nacional:

«Conexión CAT-Abrera.»
«Embalse de Santaliestra.»
«Recrecimiento del embalse de Camarillas.»

3. Queda derogado el artículo 125 de la Ley 62/2003, 
de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas 
y de Orden Social, y cuantas disposiciones se opongan a 
lo dispuesto en la presente Ley.

Disposición final primera. Modificación del texto refun-
dido de la Ley de Aguas, aprobado por Real Decreto 
Legislativo 1/2001, de 20 de julio.

Uno. El apartado e) del artículo 2 queda redactado 
en los siguientes términos:

«e) Las aguas procedentes de la desalación de 
agua de mar.»

Dos. El artículo 13 queda redactado en los siguientes 
términos:

«1. La actividad de desalación de agua marina 
o salobre queda sometida al régimen general esta-
blecido en esta Ley para el uso privativo del dominio 
público hidráulico, sin perjuicio de las autorizacio-
nes y concesiones demaniales que sean precisas de 
acuerdo con la Ley 22/1988, de 28 de julio, de Costas, 
y las demás que procedan conforme a la gislación 
sectorial aplicable.

2. En la forma que reglamentariamente se 
determine, se tramitarán en un solo expediente las 
autorizaciones y concesiones que deban otorgarse 
por dos o más órganos u organismos públicos de la 
Administración General del Estado, en el ámbito de 
las cuencas hidrográficas a las que se refiere el ar-
tículo 21 de esta Ley.

3. En el supuesto de que el uso no vaya a ser 
directo y exclusivo del concesionario, la Administra-
ción concedente aprobará los valores máximos y 
mínimos de las tarifas, que habrán de incorporar las 
cuotas de amortización de las obras.

4. Los concesionarios de la actividad de desala-
ción que tengan inscritos sus derechos en el Registro 
de Aguas podrán participar en las operaciones de los 
centros de intercambio de derechos de uso del agua.»
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Tres. El apartado 4 del artículo 25 queda redactado 
en los siguientes términos:

«4. Las Confederaciones Hidrográficas emiti-
rán informe previo, en el plazo y supuestos que 
reglamentariamente se determinen, sobre los actos 
y planes que las Comunidades Autónomas hayan de 
aprobar en el ejercicio de sus competencias, entre 
otras, en materia de medio ambiente, ordenación 
del territorio y urbanismo, espacios naturales, 
pesca, montes, regadíos y obras públicas de interés 
regional, siempre que tales actos y planes afecten al 
régimen y aprovechamiento de las aguas continen-
tales o a los usos permitidos en terrenos de dominio 
público hidráulico y en sus zonas de servidumbre y 
policía, teniendo en cuenta a estos efectos lo pre-
visto en la planificación hidráulica y en las planifica-
ciones sectoriales aprobadas por el Gobierno.

Cuando los actos o planes de las Comunidades 
Autónomas o de las entidades locales comporten 
nuevas demandas de recursos hídricos, el informe 
de la Confederación Hidrográfica se pronunciará 
expresamente sobre la existencia o inexistencia de 
recursos suficientes para satisfacer tales demandas.

El informe se entenderá desfavorable si no se 
emite en el plazo establecido al efecto.

Lo dispuesto en este apartado será también de 
aplicación a los actos y ordenanzas que aprueben 
las entidades locales en el ámbito de sus competen-
cias, salvo que se trate de actos dictados en aplica-
ción de instrumentos de planeamiento que hayan 
sido objeto del correspondiente informe previo de la 
Confederación Hidrográfica.»

Cuatro. El apartado 1.b.c’) del artículo 42 queda 
redactado en los siguientes términos:

«La asignación y reserva de recursos para usos y 
demandas actuales y futuros, así como para la con-
servación y recuperación del medio natural. A este 
efecto se determinarán:

Los caudales ecológicos, entendiendo como 
tales los que mantiene como mínimo la vida pis-
cícola que de manera natural habitaría o pudiera 
habitar en el río, así como su vegetación de ribera.

Las reservas naturales fluviales, con la finalidad 
de preservar, sin alteraciones, aquellos tramos de 
ríos con escasa o nula intervención humana. Estas 
reservas se circunscribirán estrictamente a los bie-
nes de dominio público hidráulico.»

Cinco. Se añade un nuevo apartado 5 al artículo 46, 
con la siguiente redacción:

«5. Con carácter previo a la declaración del 
interés general de una obra hidráulica, deberá ela-
borarse un informe que justifique su viabilidad eco-
nómica, técnica, social y ambiental, incluyendo un 
estudio específico sobre la recuperación de los cos-
tes. Se elaborará el mismo informe con carácter 
previo a la ejecución de las obras de interés general 
previstas en los apartados 1, 2 y 3.

En ambos supuestos, los informes deberán ser 
revisados cada seis años en el caso de que las obras 
no se hubieran llevado a cabo. Los informes y sus 
revisiones periódicas se harán públicos.»

Seis. El apartado 4 del artículo 55 queda redactado 
en los siguientes términos:

«4. La Administración hidráulica determinará, 
con carácter general, los sistemas de control efec-
tivo de los caudales de agua utilizados y de los ver-
tidos al dominio público hidráulico que deban esta-
blecerse para garantizar el respeto a los derechos 
existentes, medir el volumen de agua realmente 

consumido o utilizado, permitir la correcta planifica-
ción y administración de los recursos y asegurar la 
calidad de las aguas. A tal efecto, los titulares de las 
concesiones administrativas de aguas y todos aque-
llos que por cualquier título tengan derecho a su uso 
privativo, estarán obligados a instalar y mantener 
los correspondientes sistemas de medición que 
garanticen información precisa sobre los caudales 
de agua en efecto consumidos o utilizados y, en su 
caso, retornados.

Asimismo, establecerá la forma de cómputo de 
los caudales efectivamente aprovechados cuando 
se trate de caudales sobrantes de otros aprovecha-
mientos.

Las comunidades de usuarios podrán exigir tam-
bién el establecimiento de análogos sistemas de 
medición a los comuneros o grupos de comuneros 
que se integran en ellas.

La obligación de instalar y mantener sistemas de 
medición es exigible también a quienes realicen 
cualquier tipo de vertidos en el dominio público 
hidráulico. Los sistemas de medición serán instala-
dos en el punto que determine el organismo de 
cuenca, previa audiencia a los usuarios. Las comuni-
dades de usuarios podrán solicitar la instalación de 
un único sistema de medición de caudales para los 
aprovechamientos conjuntos de usuarios interrela-
cionados. En el ámbito de las cuencas hidrográficas 
que excedan el ámbito territorial de una Comunidad 
Autónoma, las medidas previstas en el presente 
apartado se adoptarán por el Ministerio de Medio 
Ambiente.»

Siete. Se añade un nuevo apartado h) al artículo 92, 
con la siguiente redacción:

«h) Garantizar la asignación de las aguas de 
mejor calidad de las existentes en un área o región 
al abastecimiento de poblaciones.»

Ocho. El artículo 94 queda redactado en los siguien-
tes términos: 

«Artículo 94. Policía de aguas.
1. La policía de las aguas y demás elementos 

del dominio público hidráulico, zonas de servidum-
bre y perímetros de protección, se ejercerá por la 
Administración hidráulica competente.

2. En las cuencas que excedan del ámbito terri-
torial de una Comunidad Autónoma, las comisarías 
de aguas de los Organismos de cuenca ejercerán las 
siguientes funciones:

a) La inspección y control del dominio público 
hidráulico.

b) La inspección y vigilancia del cumplimiento 
de las condiciones de concesiones y autorizaciones 
relativas al dominio público hidráulico.

c) La realización de aforos, información sobre 
crecidas y control de la calidad de las aguas.

d) La inspección y vigilancia de las obras deri-
vadas de las concesiones y autorizaciones de domi-
nio público hidráulico.

e) La inspección y vigilancia de las explotacio-
nes de todos los aprovechamientos de aguas públi-
cas, cualquiera que sea su titularidad y el régimen 
jurídico al que están acogidos.

f) La dirección de los servicios de guardería 
fluvial.

g) En general, la aplicación de la normativa de 
policía de aguas y cauces.

3. En el ejercicio de su función, los Agentes 
Medioambientales destinados en las comisarías de 
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aguas de los Organismos de cuenca tienen el carác-
ter de autoridad pública y están facultados para:

a) Entrar libremente en cualquier momento y 
sin previo aviso en los lugares sujetos a inspección 
y a permanecer en los mismos, con respeto en todo 
caso a la inviolabilidad del domicilio. Al efectuar una 
visita de inspección, deberán comunicar su presen-
cia a la persona inspeccionada o su representante, a 
menos que consideren que dicha comunicación 
pueda perjudicar el éxito de sus funciones.

b) Proceder a practicar cualquier diligencia de 
investigación, examen o prueba que consideren 
necesaria para comprobar que las disposiciones 
legales se observan correctamente.

c) Tomar o sacar muestras de sustancias y 
materiales utilizados o en el establecimiento, reali-
zar mediciones, obtener fotografías, vídeos, gra-
bación de imágenes, y levantar croquis y planos, 
siempre que se notifique al empresario o a su repre-
sentante.

4. Los hechos constatados por los funcionarios 
de la Escala de Agentes Medioambientales que se 
formalicen en las correspondientes actas tendrán 
presunción de certeza, sin perjuicio de las pruebas 
que en defensa de los respectivos derechos e intere-
ses puedan aportar los interesados.

5. Los Guardas Fluviales realizarán labores de 
apoyo y asistencia a los Agentes Medioambientales 
en el ejercicio de sus funciones de policía de aguas.»

Nueve. Se añade un nuevo apartado 5 al artículo 99 
bis, con la siguiente redacción:

«5. Los instrumentos de ordenación urbanís-
tica contendrán las previsiones adecuadas para 
garantizar la no afección de los recursos hídricos de 
las zonas incluidas en las letras a), b) y d) del apar-
tado 2 y los perímetros de protección que al efecto 
se establezcan por la Administración Hidráulica.»

Diez. El apartado 1 del artículo 109 queda redactado 
en los siguientes términos:

«El Gobierno establecerá las condiciones bási-
cas para la reutilización de las aguas, precisando la 
calidad exigible a las aguas depuradas según los 
usos previstos.

El titular de la concesión o autorización deberá 
sufragar los costes necesarios para adecuar la reuti-
lización de las aguas a las exigencias de calidad 
vigentes en cada momento.»

Once. Se suprimen los apartados 3, 4 y 5 del artícu
lo 109.

Doce. Se añade un párrafo segundo al apartado 1 del 
artículo 111 bis, con la siguiente redacción:

«Las Administraciones establecerán los oportu-
nos mecanismos compensatorios para evitar la 
duplicidad en la recuperación de costes de los servi-
cios relacionados con la gestión del agua.»

Trece. Se añade un párrafo tercero al apartado 2 del 
artículo 111 bis, con la siguiente redacción:

«A tal fin la Administración con competencias en 
materia de suministro de agua establecerá las estruc-
turas tarifarias por tramos de consumo, con la finali-
dad de atender las necesidades básicas a un precio 
asequible y desincentivar los consumos excesivos.»

Catorce. El apartado 5 del artículo 113 queda redac-
tado en los siguientes términos:

«5. En el supuesto de cuencas intercomunita-
rias este canon será recaudado por el Organismo de 

cuenca o bien por la Administración Tributaria del 
Estado, en virtud de convenio con aquél. En este 
segundo caso la Agencia Estatal de Administración 
Tributaria recibirá del Organismo de cuenca los 
datos y censos pertinentes que faciliten su gestión, e 
informará periódicamente a éste en la forma que se 
determine por vía reglamentaria. El canon recau-
dado será puesto a disposición del Organismo de 
cuenca correspondiente.

Asimismo, en virtud de convenio las Comunida-
des Autónomas podrán recaudar el canon en su 
ámbito territorial. En este supuesto, la Comunidad 
Autónoma pondrá a disposición del Organismo de 
cuenca la cuantía que se estipule en el convenio, en 
atención a las funciones que en virtud del mismo se 
encomienden a la Comunidad Autónoma.»

Quince. Se añade un nuevo apartado 8 al artículo 
113, con la siguiente redacción:

«8. Cuando un sujeto pasivo del canon de con-
trol de vertidos esté obligado a satisfacer algún otro 
tributo vinculado a la protección, mejora y control 
del medio receptor establecido por las Comunida-
des Autónomas en ejercicio de sus competencias, el 
importe correspondiente a este tributo se podrá 
deducir o reducir del importe a satisfacer en con-
cepto de canon de control de vertidos.

Con el objeto de arbitrar los mecanismos nece-
sarios para conseguir la efectiva correspondencia 
entre los servicios recibidos y los importes a abonar 
por el sujeto pasivo de los citados tributos, el Minis-
terio de Medio Ambiente y las Administraciones 
autonómicas implicadas suscribirán los oportunos 
convenios de colaboración.»

Dieciséis. Se añade un nuevo artículo 123 bis, con la 
siguiente redacción:

«Artículo 123 bis. Seguridad de presas y embalses.
Con la finalidad de proteger a las personas, al 

medio ambiente y a las propiedades, el Gobierno 
regulará mediante Real Decreto las condiciones 
esenciales de seguridad que deben cumplir las pre-
sas y embalses, estableciendo las obligaciones y 
responsabilidades de sus titulares, los procedimien-
tos de control de la seguridad, y las funciones que 
corresponden a la Administración pública.»

Diecisiete. Se añade un nuevo apartado 4 al artícu-
lo 132, con la siguiente redacción:

«4. Las sociedades estatales a que se refiere 
este artículo tendrán la condición de beneficiarias por 
causa de utilidad pública en los procedimientos de 
expropiación forzosa que se desarrollen con ocasión 
de la construcción, adquisición o explotación de las 
obras públicas hidráulicas que lleven a cabo en el 
marco del convenio a que se refiere el apartado 2.»

Dieciocho. Se añade una disposición transitoria 
novena, con la denominación «Instalaciones de desala-
ción de agua de mar y autorizaciones de vertido» y la 
siguiente redacción:

«1. Las instalaciones de desalación de agua de 
mar que se encontraran en funcionamiento de con-
formidad con la regulación establecida por el artículo 
12 bis de la Ley 46/1999, de 14 de diciembre, podrán 
continuar operando con arreglo al contenido de sus 
títulos administrativos habilitantes, hasta la extinción 
del plazo de las correspondientes autorizaciones o 
concesiones. Transcurrido dicho plazo, los titulares de 
las instalaciones tendrán derecho preferente para la 
obtención de una concesión administrativa, de con-
formidad con lo establecido por esta Ley.
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2. Las personas físicas o jurídicas que se hubie-
ran subrogado en la titularidad de una autorización 
de vertido de aguas al amparo del régimen estable-
cido por el artículo 109 mantendrán los derechos y 
obligaciones estipulados en los contratos autoriza-
dos por el correspondiente Organismo de cuenca 
hasta la finalización del plazo de vigencia de la auto-
rización de vertido.

Transcurrido dicho plazo, la renovación de la 
autorización deberá solicitarse por quien vaya a ser 
su titular, sin posibilidad de subrogación.»

Diecinueve. Se añade una disposición final cuarta 
con el siguiente contenido:

«1. A propuesta de los Ministros de Medio 
Ambiente y Sanidad y Consumo, el Gobierno regu-
lará los requisitos básicos de calidad de las aguas 
destinadas a consumo humano, incluyendo las 
medidas de protección de las captaciones, con la 
finalidad de garantizar la protección de la salud.

2. A propuesta de los Ministros de Medio 
Ambiente, Sanidad y Consumo y Agricultura, Pesca 
y Alimentación, el Gobierno regulará los requisitos 
básicos de calidad de las aguas para riego y, en par-
ticular, el empleo de aguas residuales depuradas.»

Disposición final segunda. Habilitación competencial.

La presente Ley se dicta al amparo de lo dispuesto por 
las reglas 22.ª y 24.ª del artículo 149.1 de la Constitución.

Disposición final tercera. Desarrollo reglamentario.

Se faculta al Gobierno para dictar cuantas disposiciones 
sean necesarias para el desarrollo y ejecución de esta Ley.

Disposición final cuarta. Entrada en vigor.

La presente Ley entrará en vigor el mismo día de su 
publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Por tanto,
Mando a todos los españoles, particulares y autorida-

des, que guarden y hagan guardar esta Ley.

Madrid, 22 de junio de 2005.

JUAN CARLOS R.

El Presidente del Gobierno,

JOSÉ LUIS RODRÍGUEZ ZAPATERO 

 10623 LEY 12/2005, de 22 de junio, por la que se 
modifica el artículo 23 de la Ley de 8 de junio 
de 1957, del Registro Civil.

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA

A todos los que la presenten vieren y entedieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo 

vengo en sancionar la siguiente Ley.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

El artículo 3 de la Constitución Española declara que el 
castellano es la lengua española oficial del Estado y esta-
blece que las demás lenguas españolas serán también 
oficiales en las respectivas Comunidades Autónomas de 

acuerdo con sus Estatutos. Al amparo de dicha norma 
constitucional, seis Estatutos de Autonomía han decla-
rado la oficialidad de las respectivas lenguas propias en 
los territorios de las Comunidades Autónomas que les 
corresponden.

El Tribunal Constitucional ha declarado que el artículo 3 
de la Constitución supone una habilitación de las Comuni-
dades Autónomas con lengua propia para que, en el marco 
establecido en sus Estatutos de Autonomía, puedan regular 
el alcance del concepto de oficialidad (STC 82/1986, de 26 de 
junio, y 56/1990, de 29 de marzo), lo cual supone establecer 
el contenido básico de dicha oficialidad (STC 337/1994, de 23 
de diciembre) y, además, determinar las medidas que sean 
precisas para el fomento o la normalización de su lengua 
propia (STC 74/1989, de 24 de abril, y 337/1994, de 23 de 
diciembre).

En cumplimiento de la normativa constitucional y 
estatutaria las Comunidades Autónomas con lengua ofi-
cial propia distinta del castellano han aprobado varias 
leyes de política lingüística, normalización lingüística o 
enseñanza y uso de las respectivas lenguas propias que 
contienen normas distintas para la regulación de la doble 
oficialidad con varias opciones, entre otros ámbitos, en el 
de los registros públicos.

En el desarrollo legal del reconocimiento de la reali-
dad plurilingüe de España, es al Estado a quien corres-
ponde, en virtud de su competencia de ordenación de los 
registros e instrumentos públicos, establecer la regula-
ción del Registro Civil, regulación estatal que debe respe-
tar en cuanto al uso de las lenguas en dicho Registro 
público el principio de doble oficialidad contenido en las 
legislaciones autonómicas correspondientes. De esta 
manera se concilian las actuaciones que en materia de 
uso de las lenguas en el Registro Civil corresponden al 
Estado y a las Comunidades Autónomas con otra lengua 
oficial además del castellano.

Esta Ley establece una norma de carácter general en 
virtud de la cual los asientos deben realizarse en una len-
gua oficial en el territorio en que radica el Registro y esta-
blece que en las Comunidades Autónomas con lengua 
oficial propia distinta del castellano las hojas de los libros 
del Registro Civil, los impresos, los sellos y los sistemas 
informáticos se distribuyen en las dos lenguas oficiales.

Artículo único. Modificación de la Ley del Registro 
Civil.

Se añade un nuevo párrafo al final del artículo 23 de la 
Ley del Registro Civil, de 8 de junio de 1957, con el 
siguiente texto:

«Los asientos se realizarán en lengua castellana o en 
la lengua oficial propia de la Comunidad Autónoma en 
que radique el Registro Civil, según la lengua en que esté 
redactado el documento o en que se realice la manifesta-
ción. Si el documento es bilingüe, se realizarán en la len-
gua indicada por quien lo presente al Registro. Todo ello, 
siempre que la legislación lingüística de la Comunidad 
Autónoma prevea la posibilidad de redacción de los 
asientos de los registros públicos en idioma cooficial dis-
tinto del castellano.»

Disposición adicional única. Distribución de hojas, 
impresos y sellos.

A partir de la entrada en vigor de las disposiciones 
reglamentarias previstas en la Disposición Final y a efec-
tos de lo establecido en la presente Ley, en las Comunida-
des Autónomas con lengua oficial propia distinta del cas-
tellano las hojas de los libros del Registro Civil, los 
impresos y los sellos serán distribuidos impresos en cada 
una de las lenguas oficiales.



 



Ley 29/85, de 2 de agosto, de aguas (art. 94) 
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